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OBRAS  DEL  AUTOR 


ECONOMÍA  POLÍTICA  Ó PRINCIPIOS  DE  LA  CIENCIA  DE  LAS 
RIQUEZAS  , por  J.  Dtqz:  un  tomo  en  8.°  mayor. 

MEMORIA  SOBRE  EL  MODO  DE  REMEDIAR  LOS  MALES  INHE- 
RENTES Á LA  EXTREMADA  DIVISION  DE  LA  PROPIEDAD  TER-. 
RITORIAL  EN  GALICIA:  un  folleto  en  4.° 

TRATADO  ELEMENTAL  DE  ECONOMÍA  POLÍTICA:  dos  tomos  en  8N 
mavor. 

DE  LA  CONSTITUCION  Y DEL  GOBIERNO  DE  LOS  REINOS  DE 
LEON  y CASTILLA:  dos  tomos  en  8.“  mayor. 

DERECHO  CONSTITUCIONAL  DE  LAS  REPÚBLICAS  HISPANO- 
AMERICANAS: un  tomo  en  8.” 

ELEMENTOS  DEL  DERECHO  POLÍTICO  Y ADMINISTRATIVO  DE 
ESPAÑA:  un  tomo  en  8.® 

PRINCIPIOS  DE  ECONOMÍA  POLÍTICA : un  tomo  en  8.® 

DE  LOS  POLÍTICOS  Y ARBITRISTAS  ESPAÑOLES  DE  LOS  SI- 
GLOS XVI  Y XVII ; Y SU  INFLUENCIA  EN  LA  GOBERNACION 
DEL  ESTADO:  un  folleto  en  folio  menor. 

BIBLKdTECA  DE  LOS  ECONOMISTAS  ESPAÑOLES  DE  LOS  SI- 
GLOS XVI,  XVII  Y XVÍII:  un  tomo  en  4.®  mayor. 

HISTORIA  DE  LA  ECONOMÍA  POLÍTICA  EN  ESPAÑA;  dos  tomos 
en  4.“ 

CURSO  DE  DERECHO  POLÍTICO  SEGUN  LA  HISTORIA  DE  LOS 
■REINOS  DE  LEON  Y CASTILLA;  un  tomo  en  4.“ 


El  que  reproduzca  una  olira  ajena  sin  el  consentimiento 
del  autor  ó de  quien  le  haya  subrogado  en  el  derecho  de 
publicarla,  queda  sujeto  á la  indemnización  de  daños  y A 
las  penas  impuestas  al  editor  fraudulento. 

ici/  de  10  ñe  Junio  de  ISil,  art,  1?, 
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LIBRO  CUARTO. 

DE  LA  MATERIA  ADMINISTRATIVA. 
TÍTTJjLiO  III. 

DE  LOS  DEBERES  DE  LA  ADMINISTRACION  EN  CUANTO  Á LAS  COSAS. 

CAPÍTULO  I. 

De  las  cosas  en  general. 

1364. — Objetos  del  derecho  admi-  administrativa. 

nistrativo.  1368.— Derechos  varios  de  la  ad- 

1365.  — Noeion*de  roííí,  ministracion  en  cuanto  á 

1366.  — Clasificación  de  las  cosas.  las  cosas, 

1367. — Fundamentos  de  la  materia 

1364.  — ^Personas,  cosas  y procedimientos  son  los  tres  objetos 
del  derecho  administrativo.  Las  personas  son  el  término  de  toda 
acción  administrativa:  las  cosas  representan  los  medios  necesa- 
rios de  conservación  y perfección  del  hombre,  la  materia,  en  fin, 
en  que  ejerce  su  actividad,  y los  procedimientos  las  formas  le- 
gales á que  debe  el  Gobierno  ajustar  sus  actos. 

1365.  — La  palabra  cosa  significa  cuanto  existe  en  el  mundo 
exterior  fuera  de  Jas  personas,  y expresa  una  idea  más  lata  que 
riqueza  en  sentido  económico  y p7'-o%)iedad  en  su  acepción  le- 
gal. Toda  propiedad  ó riqueza  es  una  cosa;  pero  no  toda  cosa 
constituye  riqueza  ó propiedad. 

Tal  es  la  definición  recibida  por  los  jurisconsultos,  si  bien  no- 
sotros habremos  de  eliminar  de  nuestros  estudios  aquellas  cosas 

TOMb  n.  [ 
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fju6  nuncu  fiiGron  apropiadas,  como  totalmGntG  oxtranas  á ia  ad- 
ministración, 

1356.— Por  tanto,  para  proceder  con  claridad,  distinguiremos 
las  cosas  que  son  objeto  del  derecho  administrativo,  en  las  cia- 
ses sig-iiientes: 

I.  Bienes  de  la  Corona. 

II.  Bienes  públicos. 

III.  Bienes  del  estado. 

IV.  Bienes  de  corporación. 

V.  Bienes  particulares. 

1367.  — Siendo  pues,  en  el  derecho  administrativo  sinónima  la 
palabra  cosa  de  riqueza  ó propiedad,  es  llano  que  esta  parte  de 
Ja  ciencia  se  funda  ya  en  principios  rigorosos  de  justicia,  ya  en 
regias  de  utilidad  común,  porque  se  reúnen  para  formarla  pre- 
ceptos de  legislación  y consejos  de  economía  pública. 

En  razón  á lo  que  participa  de  la  jurisprudencia,  invoca  1a  ley 
positiva  ó el  derecho;  y cuando  la  ley  calla,  primero  la  necesi- 
dad, y después  la  conveniencia  general  constituyen  la  base  de 
este  nuevo  orden  de  doctrinas,  cuyo  conjunto  resume  todo  cuan- 
to hay  de  más  importante  en  la  política  económica  de  un  estado. 

1368.  — La  administración  posée  mayores  derechos  en  las  co- 
sas según  que  la  propiedad  es  más  colectiva  hasta  llegar  á la  pro- 
piedad privada,  porque  en  aquel  punto  la  acción  administrativa 
camina  con  lentitud  por  respeto  al  derecho  de  los  individuos,  y 
sólo  interviene  en  nombre  de  otro  derecho  aun  más  respetable. 


SECCION  I. 

DEL  DOMINIO  DE  LA.  CORONA. 


CAPÍTULO  II. 

Del  Patrimonio  Real. 


1369. — Legislación  antigua. 

1370. — Mudanzas  introducidas  con 

el  Gobierno  constitucional. 
— Bienes  que  comprendía  el 
Patrimonio  Real. 


1372. — Extinción  del  Patrimonio 

Real, 

1373.  — Derechos  del  Rey  en  los  ex- 

ceptuados de  enajexiacion. 


1369.  Formaban  en  lo  antiguo  el  Patrimonio  Real  ó el  se- 
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ñorío  de  la  Corona  todas  las  tierras ^ rentas  y vasallos  que  per- 
tenecían al  Rey  por  razón  de  su  dignidad,  aparte  de  la  hacienda 
privada  ó estados  de  familia.  El  Fuero  Juzgo  había  asentado  ya 
esta  diferencia,  distinguiendo  las  cosas  adquiridas  en  beneficio  y 
para  acrecentamiento  del  reino  de  las  pertenecientes  al  dominio 
particular  del  príncipe,  y declarando  que  las  primeras  debían 
mantenerse  perpétuamente-  incorporadas  en  la  Corona,  en  tanto 
que  de  las  segundas  podía  el  Rey  disponer  con  entera  libertad 
por  via  de  donación,,  testamento  ó de  cualquier  otro  modo,  y pa- 
saban á sus  herederos  legítimos,  aunque  no  fuesen  llamados  4 
sucederie  en  el  trono  (1).  Las  leyes  de  Partida  confirman  este 
derecho  al  declarar  cuales  cosas  pertenecen  al  Rey,  y cuales  al 
reino,  añadiendo  que  ni  unas  ni  otras  se  pueden  prescribir  d 
ganar  por  tiempo  (2). 

Sin  embargo  de  la  cautela  de  D.  Alonso  el  Sábio,  se  mezclaron 
y confundieron  en  la  edad  media  los  bienes  de  la  Corona  y el  pa- 
trimonio del  príncipe,  y no  fué  bien  observada  la  ley  que  vedaba 
la  enajenación  de  los  primeros.  El  régimen  feudal  trocó  la  índo- 
le del  reino  convirtiéndole  en  un  verdadero  señorío;  y la  gran- 
de autoridad  que  los  Reyes  alcanzaron  desde  los  tiempos  de  Isa- 
bel y Fernando,  aumentó  la  confusión  de  estas  dos  clases  de 
bienes. 

1370.  — Las  Cortes  de  1812  restablecieron  la  doctrina  antigua 
y la  acomodaron  ála  naturaleza  del  gobierno  representativo,  se- 
parando las  cosas  pertenecientes  al  dominio  del  estado  de  las  re- 
servadas á la  dignidad  real,  y agregando  al  patrimonio  del  pi-ín- 
cipe  una  dotación  anual  y conveniente  para  el  esplendor  dei  tro- 
no (3).  La  Constitución  ordena  qne  las  Córtes  fijen  al  principio 
de  cada  reinado  la  dotación  del  Rey,  y nada  establece  en  pnn  to 
al  Real  Patrimonio  (4), 

1371.  — No  bastaba  asentar  el  principio  qne  son  distintos  los 
bienes  del  estado  y los  del  Real  Patrimonio,  puesto  que  era  pre- 
ciso deslindar  estos  últimos  de  los  que  constituian  el  caudal  pri- 
vado del  monarca.  Así  se  hizo  en  virtud  de  una  ley  .moderna, 
declarando  al  mismo  tiempo|indivisible  el  Patrimonio  <le  la  Co- 


(1)  Ley  G,  tit.  I,  lib.  II. 

(2)  Ley  1,  tít.  xvii,  Part.  U. 

(3)  Conatitucion  de  1812,  arta,  n2,  213  y 2l4. 

(4)  Conat.,  art.  "le. 
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roña,  é inalienables,  imprescriptibles  y exentos  de  todo  gravá- 
men  los  predios  rústicos  y urbanos,  como  también  los  censos  que 
lo  formaban.  Los  demás,  convertidos  en  bienes  nacionales  pasa- 
ron al  estado  de  venta  conforme  á las  leyes  de  la  desamortiza- 
ción (1). 

1372, — Sobreviniendo  graves  sucesos  que  trocaron  la  faz  de 
España,  el  Patrimonio  de  la  Corona  ftié  extinguido,  y enajena- 
dos todos  los  bienes  muebles  é inmuebles  de  este  único  mayoraz- 
go, exceptuando  los  pocos  que  se  reservaron  para  comodidad  y 
recreo  del  Rey,  ó que  por  su  carácter  histórico  ó mérito  artísti- 
co merecian  conservarse,  ó convenia  aijlicar  á algún  servicio 
público,  ó en  fin  podían  cederse  para  las  servidumbres  y usos 
comunes  de  los  pueblos  enclavados  en  territorios  que  habían  per- 
tenecido á la  Corona. 

También  fueron  suprimidos  los  derechos  é impuestos  de  ori- 
gen señorial  que  á título  de  Real  Patrimonio  había  percibido 
hasta  entonces  la  Real  Casa,  entendiendo  por  señoriales  todas 
aquellas  prestaciones  que  no  procedían  de  un  contrato  libre  en 
virtud  del  derecho  de  propiedad. 

1373. — Los  bienes  reservados  al  uso  del  Rey  no  están  sujetos 
á ninguna  contribución  ni  carga  pública.  Ei  Rey  los  custodia  y 
administra,  y cualesquiera  reparaciones  ó mejoras  que  en  ellos 
hiciere,  ceden  en  beneficio  de  los  mismos. 

El  Rey  puede  adquirir  toda  clase  de  bienes  por  cuantos  títulos 
hábiles  reconoce  el  derecho,  y adquiridos,  le  pertenecen  en  ple- 
no dominio;  pero  quedan  sujetos  á las  contribuciones  y cargas 
públicas  y á las  responsabilidades  del  orden  civil,  y en  general 
á las  reglas  y preceptos  del  derecho  común,  en  cuanto  se  reputan 
do  propiedad  particular  y constitiweii  sn  caudal  privado  (2). 

[1)  Loy  (le  12  da  Mayo  de  1S65, 

(3)  Loy  de  IS  de  Diciembre  de  18G9. 
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SECCION  II, 

DEL  DOMINIO  PÚBLICO. 

CAPÍTULO  III. 

De  los  bienes  públicos. 

1374.— Qué  bienes  se  llaman  pú-  1375.— Sus  caracteres. 
t)iicos,  1376,— Consecuencias. 

1374 —Llámanse  bienes  públicos  las  cosas  que  corresponden 
en  plena  propiedad  á la  nación  y en  cuanto  al  uso  á todo  el  mun- 
do, ó según  dice  la  ley  de  Partida,  «pertenescen  á todos  los  ornes 
comunalmente,  en  tal  manera  que  tan  bien  pueden  usar  dellos 
los  que  son  de  otra  tierra  extraña,  como  los  que  moran  ó viven 
en  aquella  tierra  do  son»  (1). 

1375.  — Los  bienes  públicos  forman  parte  del  territorio  nacio- 
nal que  la  sociedad  conserva  en  el  dominio  común,  porque  ó no 
pueden  dividirse,  pues  divididos  perderían  su  utilidad,  ó en  fin, 
porque  según  su  naturaleza  no  son  capaces  de  apropiación  parti- 
cular : pertenecen  al  dominio  eminente,  se  derivan  del  derecho 
de  soberanía  y comprenden  todas  las  cosas  que  no  son  propiedad 
de  los  individuos  ni  de  las  corporaciones.  La  administración  dic- 
ta reglas  Acerca  de  su  aprovechamiento,  para  que  ningún  interés 
individual  perjudique  al  uso  público  á que  la  ley  los  destina. 

El  goce  ó disfrute  en  común  caracteriza,  pues,  dicha  clase  de 
bienes  hasta  el  punto  de  trasformarse  en  otra,  si  cambian  de  des- 
tino; y por  el  contrario,  aplicando  una  cosa  cualquiera  á un  ser- 
vicio público,  entra  por  esto  solo  en  el  dominio  público. 

1376.  — Es  consecuencia  rigorosa  de  los  principios  sentados 
que  tales  bienes  como  estos  no  se  hallan  en  el  comercio  general, 
ni  pueden  por  lo  mismo  ser  adquiridos  por  prescripción  (2).  Tam- 
poco puede  el  Gobierno  enajenarlos,  primeramente  porque  son 
una  propiedad  nacional,  y en  segundo  lugar  porque  la  suma  mo- 
vilidad de  las  necesidades  del  estado  es  un  obstáculo  á todo  aban- 

(1)  Ley  6,  tít.  xxvm,  Part.  III. 

(2)  Ley  tlt.  ixix,  Part.  111, 
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íimio  definitivo ; pero  sí  alcanza  su  autoridad  á declarar  si  la  an- 
tip:ua  aplicación  ha  dejado  de  ser  útil  ó necesaria  al  imblico,  lo 
cual  no  excede  los  limites  de  un  acto  administrativo,  lín  tal  caso 
los  somete  al  imperio  del  derecho  común,  y deja  expedito  á los 
tribunales  ordinarios  el  ejercicio  de  su  jurisdicción. 


■CAPÍTULO  IV. 

Del  mar  y sus  playas. 


Í377. ““¡Dominio  de  los  mares. 

1 378. ---Legislacion  moderna, 

1379. -— Costas. 

1.380. — Mar  litoral. 

1.381.  — Playas. 

1382. — Terrenos  adyacentes  á la 

playa. 

1383.  — Servidumbres  públicas  á 

cpie  están  sujetos. 

1381, —Uso  públicode  las  aguas  del 


mar. 

1385. — Uso  público  de  las  playas. 

1 386.  — Alta  mar. 

1387. — Navegación. 

1388. — Puertos. 

1389. — Pesca. 

1390.  — Marismas. 

1391. — Islas. 

1392.  — Competencia  de  las  autori- 

dades de  Marina. 


:I377. — Los  Jurisconsultos  romanos  asentaban  que  el  mar  per- 
tenecia  á todas  las  naciones,  siendo,  según  este  principio,  comnn 
á todos  los  hombres  su  aprovechamiento  por  medio  de  la  nave- 
gación ó la  pesca.  También  revindicaban  para  el  pueblo  la  pro- 
piedad de  aquella  parte  de  los  mares  que  se  consideraba  aneja  al 
territorio  de  Roma,  y por  tanto  comprendida  en  el  dí?minio  pú- 
blico ( I ) . Fúndase  esta  legislación  en  la  naturaleza  de  las  cosas, 
porque  á las  aguas  del  mar  no  podemos  señalar  límites,  ni  se 
prestan  á lina  ocupación  real  y permanente. 

Las  leyes  de  Partida  declaran  cosas  comunes  ó que  «comunal- 
mente pertenescen  a todas  las  criaturas...  el  ayre,  et  las  aguas 
de  kt  Ihivia,  et  el  mar,  et  su  ribera;  ca  cualquier  criatura  que  viva, 
puede  usar  de  cada  una  destas  cosas,  segunt  quel  fuere  meester: 
ct  por  ende  todo  home  se  puede  aprovechar  del  mar  et  de  su  ri- 
bera, pescando,  et  navigando,  et  faciendo  hi  todas  las  cosas  que 
cníeiidiere  que  a su  pro  serán»  (2). 

(1;  Littova  iii  qua  populas  i’omanus  imperíum  lialst,  populi  romaui  o.ssc  arbitror.  Dip., 
lib.  XLlll.  tít.  VIII,  ley  ÍJ. 

í.iij  Ley  a.  t-ít.  xxvm,  Part.  III, 
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137g._Segun  nuestra  moderna  legislación  de  aguas,  son  del 
dominio  nacional  y uso  público : 

1379.  — I.  Las  costas  ó fronteras  marítimas  del  territorio  es- 
pañol, con  sus  abras,  ensenadas,  calas,  radas,  bahías  y puertos. 

Tienen  la  consideración  de  puertos  marítimos  las  rias  y las 
desembocaduras  de  los  rios  hasta  donde  se  internan  las  embar- 
caciones de  cabotaje  y la  altura  á que  llega  el  comercio  marí- 
timo, 

1380. —II.  El  mar  litoral  ó la  zona  marítima  que  ciñe  las  cos- 
tas en  toda  la  anchura  determinada  por  el  derecho  internacional. 

Al  estado  corresponde  ejercer  la  vigilancia  y ordenar  los  apro- 
vechamientos, así. como  regular  el  derecho  de  asilo  é inmunidad 
conforme  á las  leyes  y los  tratados. 

1381.  — ^III.  Las  playas  ó el  espacio  que  alternativamente  cu- 
bren y descubren  las  aguas  en  el  movimiento  de  la  marea.  For- 
ma su  límite  interior  ó terrestre  la  línea  á donde  suben  las  más 
altas  mareas  equinocciales.  En  donde  las  mareas  no  sean  sensi- 
bles, empieza  la  playa  por  la  parte  de  tierra  en  la  línea  que  tra- 
zan las  aguas  en  las  tormentas  ó temporales  ordinarios. 

Las  leyes  de  Partida  entendían  por  ribera  «quanto  se  cubre 
del  agua  de  la  mar  quando  mas  cresce  en  todo  el  año,  quier  en 
tiempo  de  invierno  ó de  verano»  (1):  doctrina  tomada  del  dere- 
cho romano  según  la  ley  est  autem  littus  maris  quatenus  hiber- 
nus  fiucüis  maxhnus  excurrit  (2).  Así  pues,  el  mar  ñja  los  lí- 
mites de  su  propio  dominio,  porque  acaba  la  playa  ó la  ribera  en 
el  punto»mísrao  en  donde  expiran  las  olas  en  el  curso  periódico 
de  la  naturaleza. 

1382.  — ^IV.  Los  terrenos  que  se  unen  á las  playas  por  las  ac- 
cesiones y aterramientos  que  el  mar  ocasione,  miéntras  sean 
necesarios  para  algún  objeto  de  utilidad  pública,  ó para  el  esta- 
blecimiento de  industrias  especiales,  ó para  el  servicio  de  vigi- 
lancia. 

En  cesando  estos  motivos,  y prévia  declaración  del  Gobierno, 
pasan  del  dominio  público  al  privado,  y se  adjudican  á los  due- 
ños de  las  heredades  colindantes. 

También  cesan  de  pertenecer  al  dominio  público  los  terrenos 


(1)  Ley  4,  tít.  xvm,  Part.  III. 

(2)  Inst.,  lib.  II,  tit.  I,  § 3.  LitluB  est  quousque  maximus  fluctus  á mari  porvenil.  Di- 
geat.,  lib,  L,  tít.  XVI,  De  verb,  signif,,  xcvi. 
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2-anados  al  mar  por  consecuencia  de  obras  construidas  por  el 
estado,  las  provincias,  los  pueblos  ó los  particulares,  cuya  pro- 
piedad adquiere  el  que  haya  construido  las  obras,  salvo  estipu- 
lación en  contrario  al  otorgarse  la  autorización. 

j 333. —Las  heredades  colindantes  al  mar  ó sus  playas  están 
sujetas  á las  servidumbres  de  salvamento  y vigilancia  litoral. 

La  primera  comprende  una  zona  de  veinte  metros  contados 
tierra  adentro  desde  el  limite  interior  de  la  playa,  destinada  al 
uso  público  en  los  casos  de  naufragio,  para  salvar  y depositar 
los  restos,  efectos  y cargamentos  de  los  buques  náufragos,  y para 
que  los  barcos  pescadores  puedan  varar  y depositar  momentá- 
« neamente  en  tierra  sus  efectos  sin  causar  daño  á las  heredades, 
cuando  les  obligue  á ello  el  estado  del  mar. 

La  segunda  consiste  en  dejar  libre  y expedita  una  vía  com- 
prendida en  la  zona  litoral  terrestre,  la  cual  debe  abrir  paso  al 
través  de  cualesquiera  terrenos  abiertos  ó cerrados  sin  distin- 
ción. La  autoridad  pública  demarca  esta  vía,  cuya  anchura  no 
puede  exceder  de  seis  metros. 

1384.  — El  uso  de  las  aguas  del  mar  es  público  con  la  sola  li- 
mitación del  derecho  exclusivo  de  la  Hacienda  en  cuanto  á la 
fabricación  de  la  sal. 

1385.  — También  es  público  el  uso  de  las  playas  bajo  la  vigi- 
lancia de  la  autoridad  civil  que  cuida  de  que  nadie  ponga  obs- 
táculos al  común  aprovechamiento  (1).  De  aquí  se  sigue  que  no 
es  lícito  ejecutar  obras  nuevas  de  cualquiera  especie,  ni  cons- 
truir edificio  alguno  en  las  costas^  playas,  puertos  y desemboca- 
duras de  los  rios,  ni  en  las  islas  formadas  ó que  se  formen  en  Ja 
zona  marítima,  ó en  las  rías  ó desembocaduras  de  los  rios  sin  la 
autorización  competente,  á saber : 

I.  Corresponde  á los  gobernadores  de  provincia  en  las  capita- 
les marítimas,  y en  los  demás  pueblos  á los  alcaldes,  dando  no- 
ticia al  gobernador,  oida  en  todo  caso  la  autoridad  de  Marina, 
conceder  permiso  para  levantar  en  las  playas,  dentro  ó fuera  de 
los  puertos,  chozas  ó barracas  estacionales  durante  la  temporada 
de  los  baños. 

II.  Corresponde  asimismo  á los  gobernadores,  oido  el  coman- 
dante de  Marina  y el  ingeniero  jefe  de  la  provincia,  conceder 


(1)  Ley  4,  tít,  viii,  lib.  VI,  Nov.  Recop. 


LIBRO  IV.  BE  LA  MATERIA  ADMINISTRATIVA.  \) 

permiso  para  levantar  chozas  ó barracas  de  uso  no  permanen- 
te, ó para  establecer  depósitos  temporales  de  materiales  ú otros 
efectos  cercados  solamente  por  vallas  de  madera  ó cnerdas. 

Estas  concesiones  caducan  siempre  que  lo  exijan  la  mayor  vi- 
gilancia, la  policía  urbana  ó rural,  ó la  concesión  del  terreno 
para  otras  empresas  de  mayor  utilidad  é importancia.  En  tales 
casos  los  antiguos  concesionarios,  previo  desahucio  con  plazo 
de  cuarenta  dias,  disponen  libremente  de  todos  los  materiales 
sin  derecho  á indemnización. 

III.  También  les  corresponde  autorizar  en  la  misma  forma  la 
construcción  de  obras  permanentes  de  defensa  en  las  costas,  para 
proteger  contra  el  embate  de  las  olas  las  heredades  ó edificios 
particulares. 

IV.  Corresponde  al  Gobierno  otorgar  la  autorización  necesa- 
ria para  construir  con  destino  al  servicio  particular  dentro  del 
mar  ó en  las  playas  ó terrenos  contiguos,  muelles,  embarcade- 
ros, astilleros,  varaderos  ó careneros  y caminos  de  sirga,  ó para 
formar  salinas,  establecer  fábricas  ú otros  cualesquiera  usos  in- 
dustriales. 

Si  es  preciso  para  llevar  á efecto  semejantes  construcciones 
algún  terreno  de  propiedad  privada,  debe  preceder  la  licencia  de 
su  dueño. 

V.  Igual  autorización  se  requiere  para  establecer  pesqueras  en 
las  playas,  ó criaderos  de  peces  y moluscos. 

VI.  No  se  necesita  autorización  administrativa  para  construir 
cada  uno  en  su  propiedad  estanques  artificiales  de  agua  del  mar 
para  baños,  viveros  de  peces  li  otro  objeto  de  utilidad  ó recreo, 
bastando  con  ponerlo  en  conocimiento  del  gobernador,  quien 
tiene  durante  dos  meses  la  facultad  de  suspender  la  obra,  si  oí- 
dos el  comandante  de  Marina  y el  ingeniero  jefe  de  la  provincia, 
estimase  que  redunda  en  perjuicio  público.  El  interesado  puede 
recurrir  por  via  de  alzada  al  Gobierno. 

1386. — El  uso  y aprovechamiento  de  los  mares  son  comunes 
á todos  los  hombres,  porque  ni  la  inmensidad  do  las  aguas  se 
presta  á una  ocupación  real  y permanente,  ni  existe  razón  algu- 
na que  abone  el  derecho  exclusivo  á gozar  de  los  bienes  que  hi- 
zo inagotables  la  naturaleza. 

Así  pues,  el  mar  es  libre.  Todas  las  gentes  y naciones  tienen 
igual  derecho  á ejercitarse  en  la  pesca  y navegación  en  alia 
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mar;  la  comimidad  excluye  el  dominio,  y con  más  fuerza  todavía 

excluye  el  imperio. 

1387 .—La  navegación  dentro  del  mar  litoral  ó la  zona  marí- 
tima adyacente  al  territorio  español  también  es  común  á todos 
los  buques  nacionales  ó extranjeros,  aunque  con  sujeción  á las 
leyes  y reglamentos. 

De  aquí  se  deriva  la  facultad  de  negar  á las  naves  extranjeras 
la  entrada  en  nuestros  puertos  en  caso  de  guerra,  de  dictar  las 
reglas  de  policía  sanitaria,  de  exigir  el  cumplimiento  de  las  for- 
malidades establecidas  para  evitar  el  contrabando  y asegurar  el 
pago  de  los  derechos  de  aduana  etc. 

Las  leyes  del  reino  prohíben  que  los  buques  mercantes  espa- 
ñoles naveguen  fuera  de  los  límites  del  departamento  á que  per- 
tenecen sin  estar  habilitados  de  pasaporte  en  regla  y demás  do- 
cumentos requeridos  por  la  ordenanza  de  matrículas.  También 
prohiben  que  los  barcos  pescadores  se  ejerciten  en  la  navegación 
de  cabotaje  y se  dirijan  á puertos  extranjeros  sino  en  casos  muy 
especiales  á juicio  de  los  comandantes  de  Marina,  y habilitados 
como  si  fuesen  de  aquella  clase  (1). 

1388.  — Las  operaciones  de  carga  y descarga  en  los  puertos 
son  propias  de  lá  tripulación  del  buque,  miéntras  que  las  merca- 
derías se  hallen  á flote.  Abolidas  las  matrículas  de  mar  y decla- 
rado libre  el  ejercicio  de  las  industrias  marítimas,  ha  cesado  el 
privilegio  de  que  en  este  caso  gozaban  los  matriculados;  pero 
subsiste  el  de  los  industriales  inscritos  en  el  registro  que  llevan 
los  comandantes  y ayudantes  de  Marina  (2).  Las  mismas  opera- 
ciones en  los  muelles  ó embarcaderos  son  libres. 

1389.  — El  Gobierno  en  uso  de  su  autoridad  sobre  las  cosas  per- 
tenecientes al  dominio  público,  ejerce  la  policía  de  la  pesca  en 
las  costas  de  España.  Las  leyes  reconocen  el  derecho  de  pescar 
desde  la  playa  como  un  aprovechamiento  público  con  sujeción  á 
los  reglamentos.  El  de  pescar  á flote  es  exclusivo  de  los  españo- 
les mediante  la  inscripción  en  el  registro  arriba  indicado,  y ob- 
servando las  leyes  y reglamentos  del  ramo. 

1390.  — Las  marismas  ó los  terrenos  bajos  que  inundan  las 


(1)  Orden,  de  matrículas,  tit.  x,  y reales  órdenes  de  5 de  Diciembrcde  1»28,  lO  de  Noviem- 
bre de  1829, 6 de  Julio  de  1830, 13  de  Setiembre  de  1811,  5 de  Octubre  de  1842, 9 de  Marzo  y 
11  do  Octubre  de  1843  y 16  de  Enero  de  18M. 

(2)  Ley  de  22  de  Marzo  de  1873,  arts.  2 y 3. 
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aguas  que  rebosan  del  mar,  causan  daño  á la  salud  pública  como 
todos  los  cenagosos,  y daño  también  á la  agricultura  robando  al 
cultivo  campos  de  una  fertilidad  extraordinaria.  Desecarlos  es 
cumplir  un  precepto  de  la  higiene  y facilitar  el  aumento  de  la  ri- 
queza. 

El  Gobierno  puedo  conceder  para  su  desecación  y saneamien- 
to las  marismas  del  dominio  público,  cuando  oidos  el  comandan- 
te de  Marina,  el  ingeniero  jefe  de  la  provincia,  el  gobernador  y 
la  Junta  consultiva  de  Obras  públicas,  conste  que  de  ello  no  pue- 
de resultar  perjuicio  á la  navegación  de  los  rios,  ni  á la  conser- 
vación de  los  puertos.  Si  son  de  propiedad  particular,  pueden  sus 
dueños  desecarlas  y sanearlas  con  autorización  del  gobernador, 
oidos  el  comandante  de  Marina  y el  ingeniero  jefe  de  la  provin- 
cia, siempre  que  se  cumplan  aquellas  dos  condiciones. 

1391.  — Asimismo  puede  el  Gobierno,  previa  consulta  al  Con- 
sejo de  Estado,  conceder  á empresas  industriales  ó colonizado- 
ras el  aprovechamiento  de  las  islas  situadas  en  la  zona  marítima, 
ó en  las  rias;  ó en  las  desembocaduras  de  los  ríos  (1). 

1392.  — Los  jefes  de  Marina  conocen  privativamente,  de  las 
arribadas,  pérdidas,  presas  y naufragio  de  toda  embarcación;  de 
la  custodia  y adjudicación  de  cuanto  el  mar  arrojare  á las  playas, 
bien  sea  producto  del  mismo  mar  ó de  otra  cualquiera  especie; 
de  lo  relativo  á la  pesca  y navegación  y á la  seguridad  y limpieza 
de  los  puertos,  valizas  y linternas,  y á las  fábricas  de  armas,  de 
járcias,  lonas,  betunes  y demás  efectos  para  el  servicio  de  la  ar- 
mada, aun  las  establecidas  en  poblaciones  mediterráneas.  Los 
mismos  jefes  de  Marina  son  conservadores  del  uso  público  del 
mar  litoral  y sus  playas;  y por  eso  no  deben  permitir  la  cons- 
trucción de  obra  alguna  que  embargue  el  aprovechamiento  co- 
mún, sin  facultad  otorgada  por  autoridad  competente  (2), 


CAPÍTULO  V. 

We  las  aguas  terrestres. 

Importancia  de  las  aguas.  1395.— Fuero  Juzgo. 

1394.— Legislación  romana.  1396.— Fueros  municipales. 

^ decreto  de  14  de  Noviembre  de  1868, 

(2)  Ll.  4, 9, 10  y 11,  tit.  viii,  lib.  VI.  Nov.  Recop. 
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1397 —Leyes  de  las  Partidas.  1400,— Propiedad  en  las  aguas  cor 

1398. — Extensión  del  dominio  pú-  rientes. 

blico  en  las  aguas.  1401.— Clasificación  de  las  aguas. 

1399. — Critica. 


1393.  — Son  las  aguas  artículos  de  primera  necesidad  para  los 
usos  de  la  vida,  fuerza  motriz  aplicadas  á la  industria,  vehículo 
del  comercio,  y convertidas  en  riego,  son  la  sangre  de  la  tierra 
y la  vida  de  los  campos. 

En  las  márgenes  de  los  rios  se  fundaron  las  primeras  ciuda- 
des, porque  allí  eran  las  subsistencias  más  abundantes,  las  co- 
municaciones más  fáciles,  el  clima  más  suave  y más  fértil  el  ter- 
reno. La  presencia  de  las  aguas  aumenta  el  valor  de  toda  propie- 
dad, principalmente  en  las  regiones  en  donde  el  cielo  se  mues- 
tra avaro  de  las  lluvias.  De  aquí  se  deriva  la  importancia  de 
este  don  de  la  naturaleza,  ya  consideremos  su  aprovechamiento 
como  origen  de  antiguos  derechos,  ya  establezcamos  reglas 
acerca  de  su  aplicación  actual. 

1394. — Por  esta  razón  en  todo  tiempo  cuidaron  los  legisla- 
dores de  establecer  principios  y dictar  reglas  tocantes  al  uso  y 
aprovechamiento  de  las  aguas  comunes,  públicas  y privadas. 

Según  el  derecho  romano  todas  las  cosas  necesarias  al  hombre 
y que  existen  en  cantidad  ilimitada,  como  el  aire,  el  mar  y el 
agua  corriente  {agua  profluens)  son  dones  gratuitos  de  la  na- 
turaleza que  nadie  puede  apropiarse. 

Los  rios  {flumina.)  son  públicos,  si  corre  el  agua  de  continuo; 
de  donde  se  sigue  que  todos  lo  sean,  tanto  más,  cuanto  la  inter- 
rupción de  su  curso  á consecuencia  de  una  larga  y extraordina- 
ria sequía,  no  impide  que  se  repute  perenne. 

No  hay  distinción  entre  el  rio  navegable  y el  no  navegable, 
porque  la  sola  utilidad  de  la  navegación  no  determina  la  calidad 
de  público,  pues  puede  serlo,  aunque  su  pobre  caudal  no  permi- 
ta conducir  á flote  una  balsa. 

En  resolución,  todos  los  rios  navegables  ó no,  eran,  según  el 
derecho  romano,  de  dominio  público,  á diferencia  de  los  torren- 
tes (torrnns,  id  est,  hyeme  fiuens),  que  pertenecían  al  dominio 
privado  (1). 


(1)  Di^est.,  lib.  I,  tit,  VIH,  2,  4:  lib.  XLIII,  tít.  xii,  1;  lib.  XLVIII,tít.  Xlii,  xiv,  1. 


LIBRO  IV.  DE  LA  MATERIA  ADMINISTRATIVA.  1-3 

1395.  — No  se  aparta  mucho  de  estos  principios  el  Fuero  Juz- 
go, cuando  prohíbe  encerrar  ios  grandes  ríos  útiles  á la  pesca  ó 
navegación,  y «toller  la  pro  á los  otros  omnes,»  que  es  una  de- 
claración indirecta  del  dominio  piiblico  (1). 

1396. — En  la  edad  media  hallamos  que  D.  Alonso  VI  otorga  á 
los  vecinos  de  Nájera  el  privilegio  de  romper  en  el  verano,  sien- 
do grande  la  necesidad  de  aguas,  las  presas  del  río  Merdanes 
para  regar  sus  huertos  y mover  sus  molinos:  que  es  otra  decla- 
ración semejante  á la  anterior  (2). 

1397.  — D.  Alonso  el  Sábio,  en  las  leyes  de  Partida,  enumera 
entre  las  cosas  que  «comunalmente  pertenecen  á todas  las  cria- 
turas las  aguas  de  la  lluvia,»  y los  rios  entre  aquellas  «de  las 
cuales  puede  usar  cada  un  home»  (3). 

No  distingue,  conformándose  al  derecho  romano,  los  rios  na- 
vegables y no  navegables;  y si  en  otra  parte  establece  que  «mo- 
lino, nin  canal,  nin  casa,  nin  torre,  nin  cabaña,  nin  otro  edificio 
ninguno  non  puede  home  facer  nuevamente  en  los  rios  por  los 
cuales  los  homes  andan  con  sus  navios,  nin  en  las  riberas  de- 
llos,»  no  es  porque  reconozca  diferencia  entre  unos  y otros,  sino 
para  que  no  se  embargue  el  uso  comunal  (4) . 

El  dominio  público  en  los  ríos  responde  á la  idea  de  mantener 
y conservar  el  uso  público  ó el  común  aprovechamiento  de  los 
mismos;  de  suerte  que  todos  puedan  gozar  de  sus  beneficios  la- 
vando, pescando,  abrevando  el  ganado,  navegando  ó de  otra 
manera,  con  tal  que  prevalezca  la  ley  de  la  igualdad  en  la  par- 
ticipación del  disfrute,  « ca  non  serie  guisada  cosa  que  el  pro  de 
todos  los  homes  comunalmente  se  destorvase  por  la  pro  de  al- 
gunos» (5). 

1398. — El  vigoroso  desarrollo  de  la  agricultuim,  la  industria 
y el  comercio  en  lo  que  va  de  este  siglo,  hizo  que  los  Gobiernos 
fijasen  con  más  atemaon  su  mirada  en  las  aguas  corrientes,  y de 
aquí  la  extensión  del  dominio  público.  «Las  aguas  de  los  ríos  y 
sus  cáuces  (dijo  el  nuestro)  son  de  dominio  público,  y por  tanto 
no  susceptibles  de  apropiación  privada,  sin  que  fuera  de  los  usos 
comunes  á todos  pueda  establecerse  en  ellos  ninguno  particular 

(í)  Fuero  Juzgo,  ley  29,  tit.  iv,  lib.  Vlll. 

12}  Fuero  de  Nájera,  confirmado  por  D.  Alonso  VI  en  1016. 

(3)  Ll.  3 y tí,  tít.  2xvi«,  Pare  IIL 

i4)  Ley  8,  tít.  xxviii,  Part.  IIL 

(S)  Ibid. 


(4  DERECHO  ADUINISTRATIVO  ESPAÑOL. 

sino  en  virtud  de  real  autorización,  y conforme  á los  reglamen- 
tos de  administración  pública»  (1). 

Ampliando  todavía  nuestra  legislación  el  dominio  público  en_ 
las  aguas  corrientes  comprendió  en  esta  clase : 

I.  Las  de  los  rios,  riachuelos,  rieras,  arroyos  ú otras  cuales- 
quiera corrientes  naturales,  sea  cual  fuere  su  denominación. 

II.  Las  de  las  fuentes,  pantanos,  estanques,  lagos,  lagunas  ó 
albuferas  nacidas  ó formadas  en  terrenos  del  estado  ó del  co- 
mún, y las  que  no  tengan  dueño  particular  conocido. 

III.  Las  subterráneas,  siempre  que  para  su  iluminación  se  ha- 
yan de  hacer  calicatas,  minas  ó investigaciones  en  terrenos  del 
estado  ó del  común,  ó que  no  pertenezcan  á ningún  particular. 

Confirma  además  el  dominio  público  en  los  cáuces  de  los  rios 
y lo  extiende  á los  de  todas  las  corrientes  naturales;  y para  ex- 
cusar dudas,  define  la  ley  el  cálice  diciendo  que  es  el  terreno 
que  las  aguas  bañan  en  sus  crecidas  ordinarias  (2). 

1399.  — Verdaderamente  nuestro  derecho  va  más  léjos  que  el 
romano,  el  cual  por  lo  ménos  distinguía  las  corrientes  en  con- 
tinuas y discontinuas,  aquéllas  del  dominio  público  y éstas  del 
privado ; en  tanto  que  según  el  texto  referido  todas  las  naturales 
grandes  y pequeñas,  sean  ó no  sean  perennes,  asi  como  todos 
ios  manantiales  y las  aguas  muertas  que  no  forman  parte  de  un 
fundo,  se  incorporan  en  el  dominio  público  sin  admitir  excep- 
ción. 

No  es  decir  que  las  aguas  públicas  no  pueden  pasar  al  dominio 
privado,  sino  asentar  el  principio  que  para  adquirirlas  se  requie- 
re un  título  diferente  de  la  ocupación.  Más  claro : nadie  podrá 
en  lo  sucesivo  tomar  para  sí  y hacer  suyas  las  aguas  públicas 
como  una  cosa  sin  dueño,  porque  el  dominio  público  excluye 
la  apropiación  particular;  pero  sí  mediante  autorización  admi- 
nistrativa ó en  virtud  de  una  concesión,  título  traslativo  de  do- 
minio que  no  se  confunde  con  otro  alguno  reconocido  por  el 
derecho  civil. 

1400. — Arguyen  ciertos  jurisconsultos  que  las  aguas  corrien- 
tes no  pueden  ser  objeto  de  propiedad  particular,  porque  su  na- 
turaleza sólo  se  presta  á una  posesión  fugitiva,  y de  ningún 
modo  á una  ocupación  permanente. 

(1)  Real  órdén  de  24  dé  Máyo  de  Í853. 

(2)  Real  decreto  de  29  de  Al)ril  de  1860,  arta.  í y 19, 
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En  efecto,  no  hay  poder  humano  capaz  de  suspender  el  curso 
del  arroyo  más  humilde,  y sin  la  aprehensión  del  agua,  no  hay 
uso  exclusivo.  Por  eso  los  Romanos  la  contaban  en  el  número 
de  las  cosas  que  por  derecho  natural  eran  comunes  á todos  (1). 
Mas  si  el  agua  considerada  como  sustancia  independiente  del 
terreno  que  baña  no  es  siempre  la  misma,  siempre  es  el  mismo 
el  rio  considerado  como  un  todo  compuesto  de  lecho,  agua  y ori- 
llas (2).  Así  pues,  se  puede  constituir  propiedad  en  el  rio  va- 
riando su  curso,  derramando  sus  aguas,  aplicándolas  al  riego  ó 
empleándolas  en  mover  un  artefacto.  Lo  que  se  dice  del  rio,  se 
dice  con  igual  razón  del  riachuelo,  del  arroyo,  y en  fin,  de  todas 
las  corrientes  naturales. 

1401. ■ — Distingue  nuestro  derecho  administrativo  las  aguas  en 
cuatro  clases,  á saber  : 

I.  Aguas  pluviales, 

II.  Aguas  vivas,  manantiales  y corrientes.  . 

III.  Aguas  muertas  ó estancadas. 

IV.  Aguas  subterráneas. 


Artículo  \°—Ág%as  pluniales. 

h 

1402.— Aguas  de  lluvia.  1403.— Alveo. 

1402. — Las  aguas  de  lluvia  pertenecen  al  dominio  público  ó 
al  privado  según  que  es  público  ó privado  el  predio  en  que  caen. 
El  particular  que  las  recoge  las  hace  suyas  miéntras  discurren 
por  su  heredad.  Síguese  de  aquí  que  puedo  construir  dentro  de 
su  propiedad  aljibes,  cisternas,  estanques  ó pantanos  para  rete- 
nerlas y aprovecharlas,  contal  que  no  cause  perjuicio  al  público 
ó á tercero. 

Las  que  forman  torrentes  6 discurren  por  ramblas  cuyos  edu- 
ces sean  del  dominio  público,  son  públicas  como  sus  cáuces. 

Pertenece  á los  Ayuntamientos,  dando  cuenta  al  gobernador 

(Ij  Et  (lulden»  jüra  naturall  omnium  commuñia  sunt  illa:  aSr,  aQua  profiuona  et  mare. 
Ulgest.,  lib.  I,  tit.  tiii,  § 2* 
t2)  Tribus  constant  flumiua,  aqua,  álveo  et  ripia; 

Flumen  est  totum  quid,  unumqua  et  ídem  Corpus,  quod  raille  abhinc  annis  foit,..  At 
aqüa  flumiuia  numero  eadom  non  est,  sed  alia  atque  alia ; et  cum  in  perpetuo  curau  slt, 
non  magis  loco  continori,aut  cujusquam  potestati  subiiei  potest,  quam  a5r  et  mare...  Vi- 
niua,  in  Init.  De  rerum  div.  § II. 
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de  la  provincia,  autorizar  la  construcción  en  terrenos  públicos 
del  término  municipal,  de  cisternas  ó aljibes  para  recoger  las 
aguas  pluviales.  En  caso  de  negarla,  puede  el  interesado  acudir 
al  gobernador  á quien  corresponde,  oyendo  al  ingeniero  jefe  del 
ramo  de  minas  del  distrito,  un  arquitecto  y la  Diputación  provin- 
cial, dictar  la  providencia  definitiva,  é imponer  á la  autorización 
las  condiciones  necesarias  para  la  seguridad  de  los  transeúntes. 

1403.— .-Alveo  ó cauce  natural  de  las  corrientes  de  agua  plu- 
vial es  el  terreno  que  ésta  cubre  en  sus  avenidas  ordinarias,  sea 
por  ramblas,  sea  por  barrancos  ó quebradas. 

Son  de  propiedad  particular  los  cálices  naturales  que  atravie- 
san fincas  de  dominio  privado,  y son  del  dominio  público  los 
restantes. 

Los  dueños  de  los  álveos  no  pueden  construir  obras  que  des- 
vien el  curso  natural  de  las  aguas  en  perjuicio  de  tercero,  ó cuya 
destrucción  por  la  fuerza  de  las  avenidas  amenace  con  graves 
daños  á predios,  fábricas,  puentes,  caminos  ó poblaciones  infe- 
riores (1). 


Aetículo  2.'’ — Affuas  ziívas,  mdnantiatés  y corriéntes. 


1404. — Aguas  vivas. 

1405.  — Su  propiedad. 

1406.  — Su  aprovechamiento, 

1407.  — Predios  inferiores. 

1408.  — Predios  laterales. 


1409. — Aguas  minero-medicínales. 

1410.  — Cauces  de  arroyos  y ríos. 

1411. — Riberas. 

1412.  — Legislación.  . 

1413. — Servidumbres* 


1404.  — Son  del  dominio  público:  - 

I.  Las  aguas  que  nacen  continua  ó discontinuamente  en  ter- 
renos del  mismo  dominio. 

II.  Las  de  los  ríos. 

III.  Las  continuas  ó discontinuas  de  manantiales  ó arroyos  que 
corren  por  sus  cáuces  naturales. 

IV.  Las  no  aprovechadas  que  salen  del  predio  en  donde  na- 
cieron, si  entran  en  cáuces  públicos  naturalmente  formados. 

1405,  — Son  propiedad  del  estado  las  aguas  halladas  en  la 
i5ona  de  los  trabajos  de  obras  públicas,  aunque  se  ejecuten  por 


ÍL  Ley  de  as:uas  de  Ü de  Agesto  de  l8G6,  arts.  oO  y eig.  y 66  y sig-. 
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concesionarios,  á no  haberse  estipulado  otra  cosa  al  tiempo  de 
hacer  la  concesión.  Sin  embargo  la  ley  les  otorga  el  beneficio 
de  su  aprovechamiento  gratuito  para  las  obras  en  vía  de  eje- 
cución. 

Son  propiedad  de  los  pueblos  las  aguas  sobrantes  de  sus  fuen- 
tes, cloacas  y establecimientos  públicos. 

Son  de  propiedad  particular : 

I.  Las  aguas  que  nacen  continua  ó discontinuamente  en  un 
predio  de  dominio  particular,  cuyo  dueño  tiene  derecho  exclusi- 
vo á usarlas  y aprovecharlas,  miéntras  no  traspasan  los  límites 
del  terreno  de  su  nacimiento. 

En  tal  caso  se  considera  el  agua  parte  del  fundo,,  conforme  al 
principio  déla  ley  romana  (1). 

II.  Las  no  aprovechadas  por  su  dueño  que  se  hicieron  públi- 
cas desde  que  salieron  del  predio  de  su  origen,  si  después  de  ha- 
ber corrido  por  sus  cáuces  públicos,  entran  en  otro  predio  de  do- 
minio privado,  conservando  este  carácter  hasta  que  salen. 

Y en  general,  son  propiedad  del  estado,  de  las  provincias,  de 
los  pueblos  ó de  los  particulares  las  que  nacen  continua  ó dis- 
continuamente en  los  predios  que  les  pertenecen. 

1406. — ^Distingue  la  ley  de  aguas  dos  ciases  de  aprovechamien- 
to de  las  de  manantiales  y arroyos  que  discurren  por  sus  cáuces 
naturales,  los  unos  eventuales  ó.  inciertos,  y los  otros  ciertos  ó 
permanentes. 

Cuando  el  dueño  del  predio  cabeza  del  agua  no  la  aprovecha 
ó despide  la  sobrante,  pertenece  su  aprovechamiento  eventual 
al  dueño  del  predio  inferior  inmediato,  y después  de  este  al  si- 
guiente y siguientes  por  su  orden,  con  sujeción  á estas  reglas: 

I.  Si  el  dueño  del  predio  en  que  brota  el  manantial  aprove- 
cha la  mitad,  la  tercera  parte  ú otra  porción  indeterminada  de 
sus  aguas,  sólo  el  remanente  ó sobrante  puede  ser  objeto  de  los 
aprovechamiento s inferiores . 

II.  Mas  si  aprovecha  una  porción  determinada,  continúa  usan- 
do y disfrutando  en  todo  tiempo  la  misma  cantidad  absoluta  de 
agua;  de  suerte  que  la  disminución  ó el  empobrecimiento  del 
manantial  cede  en  desventaja  y perjuicio  de  los  regantes  ó usua- 
rios inferiores. 


(1)  Portio  agri  videtur  aqua  viva.  Dlgest.,  lilj.  XLIII,  tít.  xxrv,  § 11. 
TOMO  II. 
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El  dueño  del  predio  cabeza  del  agua  puede  interrumpir  estos 
aprovechamientos  eventuales,  aprovechándola  él  mismo,  aunque 
los  dueños  de  los  inferiores  la  hayan  usado  por  más  de  un  año 
y un  dia,  ó hayan  construido  obras  para  su  mejor  servicio. 

Sin  embargo,  el  derecho  de  interrupción  no  es  absoluto  ni 
perpétuo,  sino  condicional  y limitado  por  tiempo,  puesto  que  el 
dueño  del  predio  en  donde  nace  el  agua  lo  pierde: 

I.  Cuando  los  de  los  terrenos  inferiores  ó colindantes  hubiesen 
adquirido  el  de  utilizar  indefinidamente  las  aguas  del  manantial 
ó del  arroyo  en  virtud  de  una  aplicación  no  interrumpida  por  es- 
pacio de  veinte  años. 

II.  Siempre  que  durante  un  plazo  igual,  á contar  desde  la  pu- 
blicación de  la  ley  de  aguas  vigente,  no  las  aproveche  en  todo  ó 
en  parte,  ó si  después  de  haber  empezado  á usarlas  y consumir- 
las, las  abandonase. 

1407.  — En  ambos  casos  adquieren  un  derecho  irrevocable  á su 
disfrute  los  dueños  de  los  j)redios  inferiores  ó laterales  que  go- 
zan de  esta  posesión  continuada  por  tiempo  de  un  año  y un  dia. 
No  obstante  el  dueño  del  pi'edio  conserva  siempre  el  derecho  de 
emplear  el  agua  dentro  del  mismo  como  fuerza  motriz  ó en  oíros 
usos  que  no  mermen  su  cantidad  de  un  modo  sensible. 

¿y  si  alterasen  su  calidad?  La  ley  guarda  silencio;  pero  pare- 
ce Opinión  más  segura  que  no  puede  alterarla,  si  con  esto  irnpo- 
siliilita  ios  aprovechamientos  constituidos,  por  ejemplo,  si  lavan- 
do ropas  deja  el  agua  de  ser  potable. 

VA  órden  de  preferencia  entre  los  predios  inferiores  se  deter- 
mina por  su  proximidad  ai  fundo  cabeza  del  agua,  bien  entendi- 
do que  el  dueño  que  se  anticipe  ó hubiere  anticipado  por  un  año 
y un  dia  en  el  aprovechamiento,  ya  no  podrá  ser  privado  de  él 
poi*  otro,  aunque  su  predio  se  halle  más  inmediato. 

1408.  — En  cuanto  á los  colindantes  ó laterales  prevalece  la  re- 
gla que  si  en  el  curso  de  un  arroyo,  y ántes  de  su  incorporación 
en  un  rio  existe  algún  predio  atravesado  por  la  corriente,  tiene 
preferencia  respecto  á los  fronteros  al  cáuce  en  toda  su  longitud; 
y si  no  existe  aquel  predio,  los  fronteros  entran  á disfrutar  de  las 
aguas  por  el  orden  establecido  para  los  inferiores. 

1409.  — El  dominio  de  las  aguas  minero-medicinales  se  adquie- 
re de  igual  modo  que  el  de  las  superficiales  y subterráneas.  Se- 
rán del  dueño  del  predio  en  que  nacen,  si  las  utiliza,  y si  no,  del 
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descubridor  que  les  diere  aplicación  coiríbrnie  á los  reglamentos 
sanitarios  (1). 

1410. —LOS  álveos  de  todos  los  arroyos  pertenecen  á ios  due- 
ños de  ios  terrenos  que  atraviesan,  porque  el  derecho  presume 
una  usurpación  por  las  corrientes  de  la  parte  de  heredad  que 
forma  el  cáuce.  Por  la  misma  razón  los  álveos  de  los  arroyos 
por  donde  corren  aguas  manantiales  en  terrenos  públicos,  son 
del  dominio  público. 

También  pertenecen  á este  dominio  ios  cálices  naturales  de  los 
rios  como  receptáculo  de  las  aguas  á las  que  sirven  de  lecho. 

1411.  — Define  la  ley  las  riberas  de  un  rio,  las  fajas  ó zonas  la- 
terales de  sus  álveos  que  solamente  son  bañadas  por  las  aguas  en 
las  crecidas  que  no  causan  inundación  (2).  En  efecto,  son  ios  ter- 
renos adyacentes  al  cáuce  que  las  aguas  cubren,  cuando  más  cre- 
cen sin  salir  de  madre,  sea  en  el  invierno,  ó sea  en  el  verano  (3). 

Quieren  algmios  jurisconsultos  que  las  riberas  sean  del  domi- 
nio público,  como  parte  integrante  del  mismo  rio,  en  cuanto  las 
márgenes  ú orillas  son  el  verdadero  límite  del  cáuce.  ■ 

1412.  — La  ley  romana  no  admitió  este  principio,  sino  que  por 
el  contrario  reconoció  el  dominio  en  los  predios  ribereños,  bien 
que  subordinado  al  uso  público  de  la  ribera,  sin  el  cual  no  es 
posible  mantener  el  común  aprovechamiento  del  rio  (4). 

D.  Alonso  el  Sál3Ío  adoptó  el  mismo  criterio:  de  suerte  que  se- 
gún la  legislación  de  Castilla  las  riberas  son  también  del  domi- 
nio privado,  sin  menoscabo  del  uso  público  que  modera  el  ejer- 
cicio del  derecho  de  propiedad  (o). 

1413.  — Así  pues,  no  introduce  novedad  alguna  la  moderna  ley 
de  aguas,  sino  que  confirma  las  antiguas  en  cuanto  al  dominio 
privado  de  las  riberas,  con  sujeción  á las  servidumbres  necesa- 
rias para  el  uso  público  en  el  interés  general  de  la  navegación, 
la  flotación,  la  pesca  y el  salvamento. 

(1)  Ley  de  aguas,  arts.  B3  y sig. 

(2)  Ley  do  aguas,  art.  73. 

(3)  liipa  ea  putatur  esse  quse  plenissimum  fluratn  continet.  Digest..lib.  XLIII,  tit.  xii, 
§3. 

(4)  Riparum  iisus  publicus  est  jure  gentium,  sLcut  et  ipsius  fluminis.  Digest.  lib.I, 
tit.  viu.,  § 5. 

(5)  <El  como  quier  que  las  riberas  de  los  rios  sean  quanto  al  senorio  de  aquellos  cuyas 
son  las  heredades  á que  están  ay  untadas,  con  todo  eso  todo  lióme  puede  usar  deltas  ligan- 
do d ios  árboles  que  hi  están  sus  navios...  et  usar  en  las  riberas  de  todas  las  otras  co- 
sas semejantes  destas  que  pertenescen  al  arte  ó al  meester  por  que  viven.»  Ll.  (t,  7 y 
tit.  xxvnt,  Parí.  IIl.  , 
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Estas  sorvidiimbres  se  limitan  á una  zona  de  tres  metros,  ex- 
cepto si  los  accidentes  del  terreno  obligan  á reducirla  ó exten- 
derla por  razones  de  pública  utilidad  (1). 


Artículo  ‘d/'^Aguas  muertas  ó estancadas. 

1414. — Lagos  y lagunas.  1416. — Oribas. 

1415. — Alveo. 

1414. — Loslagos  y lagunas  que  la  naturaleza  forma  en  terrenos 
públicos  y se  alimentan  con  aguas  públicas,  son  del  dominio  pú- 
blico, asi  como  son  propiedad  del  estado,  de  las  provincias,  de 
los  pueblos  ó de  los  particulares  los  lagos,  lagunas  y charcas 
contenidas  en  los  terrenos  do  su  respectiva  pertenencia. 

1415.  — Alveo  do  unos  y otras  (dice  la  ley)  es  el  fondo  natural 
ó el  terreno  que  cubren  las  aguas  en  su  mayor  altura  ordina- 
ria (2).  Si  el  álveo  no  es  del  dominio  del  estado,  ó si  en  virtud 
de  algún  titulo  especial  no  pertenece  á un  particular,  correspon- 
de á los  dueños  de  las  heredades  colindantes. 

1416.  — Las  orillas  de  Jos  lagos  navegables  están  sujetas  á la 
servidumbre  de  salvamento  como  los  terrenos  limítrofos  al  mar, 
y á consentir  el  embarque,  desembarque  y demás  operaciones 
necesarias  al  servicio  de  la  navegación  en  los  puntos  designados 
de  antemano  por  la  autoridad.  Esta  limitación  del  dominio  im- 
plica la  servidumbre  de  tránsito  ó la  obligación  de  dar  paso  á 
las  personas  hasta  la  orilla,  cuando  no  existe  vía  pública  practi- 
cable (3). 


Artículo  4.^ — Aguas  subterráneas, 

1417, '— Agiias  subterráneas.  1419. — Exploración, 

1418. — Alumbramiento, 


141/,  ledas  las  aguas  que  el  cielo  envía  á la  tierra  se  dis- 
tribuyen on  tros  partes,  una  que  se  evapora  en  la  atmosfera  y 


(1)  Ley  de  aíruas,  arts.  ~o  y sig-, 

riSaí^'”^^  con  notoria  impro- 

(íl)  Ley  do  a-uas,  arts.  4Í,  Ti  y si/?, 
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forma  las  nubes,  otra  que  corre  por  la  superficie  y aumenta  el 
caudal  de  los  arroyos  y de  los  rios,  y otra  en  fin  que  penetra  el 
suelo  y se  oculta  en  depósitos  más  ó menos  profundos. 

Hay  pues  aguas  subterráneas  perdidas  para  el  hombre,  si  no 
las  saca  á luz  con  su  industria.  La  ley  debe  facilitar  cuanto  sea 
posible  los  trabajos  de  alumbramiento,  sobre  todo  en  los  climas 
secos  y ardientes  como  el  de  nuestras  provincias  de  levante  y 
mediodía,  en  donde  la  falta  de  riegos  esteriliza  los  campos  cuan- 
do no  son  socorridos  con  lluvias  frecuentes  y copiosas. 

La  solicitud  del  legislador  halla  un  obstáculo  vencible  á veces, 
y á veces  invencible,  en  el  respeto  debido  á la  propiedad.  Pro- 
curar el  bien  público  sin  ofensa  del  derecho  particular,  es  el  es- 
píritu de  la  ley  de  aguas. 

1418. — Las  aguas  subterráneas  pertenecen  en  plena  propiedad 
al  dueño  del  predio  que  las  haya  obtenido,  sea  por  medio  de 
pozos  ordinarios  ó artesianos,  sea  valiéndose  de  socavones  ó 
galerías,  y conserva  su  dominio  á perpetuidad,  aunque  salgan 
de  la  finca,  si  construye  acueducto  para  ellas  en  los  predios  in- 
feriores que  atraviesen;  mas  si  las  abandona  á su  curso  natural, 
los  dueños  de  estos  predios  adquieren  derecho  á los  aprovecha- 
mientos eventuales  de  que  tratan  los  mims.  1406  y 1407. 

La  facultad  de  alumbrar  y apropiarse  plenamente  las  aguas 
subterráneas  por  medio  de  pozos  artesianos,  socavones  ó gale- 
rías, que  la  ley  reconoce  al  dueño  de  la  finca  en  donde  se  hallan, 
está  limitada  consultando  la  utilidad  común: 

I.  Si  las  obras  son  tales  que  desvíen  las  aguas  públicas  de  su 
cálice  natural. 

II.  Si  hay  peligro  inminente  de  que  distraigan  de  su  curso  ó 
mermen  las  aguas  de  una  fuente  destinada  a’  abastecimiento  de 
una  población,  ó de  una  corriente  aplicada  á riegos  estable- 
cidos, 

III.  Si  se  emprenden  las  labores  á menor  distancia  de  cuarenta 
metros  de  un  ferro-carril  ó carretera,  ó ciento  de  otro  alumbra- 
miento, fuente,  canal,  acequia  ó abrevadero  público  sin  licencia 
de  los  dueños  ó de  los  Ayuntamientos,  prévia  instrucción  de  ex- 
pediente según  ios  casos,  ó dentro  de  la  zona  militar  de  los  pun- 
tos fortificados  sin  permiso  de  la  autoridad  competente,  ó dentro 
de  una  pertenencia  minera  sin  mediar  estipulación  do  resarcir 
daños  y pei;juicios. 
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I4j[()_ — Para  hacer  calicatas  en  husca  de  aguas  subterráneas, 
se  reqniere: 

I.  Si  los  terrenos  perleneccn  ai  estado  ó al  común  de  vecinos, 
auíoíizacion  del  gobernador  déla  proA'incia  á solicitud  do  parte, 
designando  el  paraje  en  que  el  solicitante  se  propone  ejecaitar 
las  labores  de  inves  tigación.  El  gobernador  manda  formar  expe-' 
diente  gubernativo  con  audiencia  de  los  interesados,  y concede 
ó niega  la  aiiíorizacion,  la  cual  siempre  se  entiende  salvo  ed  de- 
recho de  propiedad  y sin  perjuicio  de  tercero,  en  lo  que  sea  ex- 
trailo  á los  resultados  fortuitos  del  alumbramiento. 


II.  Si  los  terrenos  son  de  propiedad  particular,  Ja  licencia  ex- 
jiresa  do  sus  dueños,  cuya  negativa  puede  suplir  el  gobernador, 
siempre  que  el  permiso  se  limite  á tierras  incultas  y de  secano, 
con  las  condiciones  expresadas  en  el  párrafo  anterior. 

Estas  auíorizaciones  equivalen  á una  concesión  de  las  aguas 
lialladaS;  de  suerte  que  se  expide  al  concesionario  un  título  de 
propiedad  (1). 


Artículo  bg — Áprovedmnmitos  commifs  de  las  agims  gmhlicas. 

1420. — Consideraciones  generales.  1423. — Heredades  colindantes. 

1421. — Aprovecliamientos  coma-  1424.— OL>ras  en  los  ríos. 

nes.  1425.— Navegación  fluvial. 

1 432.  —Ri os  navegables . 

l El  dominio  público  délas  aguas,  en  vez  de  entorpecer, 
hu'ilUa  su  aprovechamiento  por  los  particulares,  siempre  (¡ue  la 
ley  no  allegue  la  iniciativa  individual,  ni  encierre  en  límites  de- 
masiado angostos  el  derecho  de  propiedad.  Este  es  el  mayor  pe- 
ligro de  toda  legislación  inspirada  por  el  deseo  de  ntiíizar  las 
COI  i ientes  natmales,  pues  suele  acontecer  que  con  el  loable  pro- 
pósito de  acudir  al  remedio  de  las  necesidades  de  Ja  agricultura, 
¡a  industria  li  otros  intereses  colectivos,  se  multipliquen  ios  ca- 
sos en  (|ue  procede  la  imposición  de  servidumbres  forzosas  ó la 
ex})ropiacioM  por  causa  de  utilidad  común.  Enhorabuena  procii- 
r*c  la  ley  el  justo  y commniente  equilibrio  entre  lo  absoluto  del 
ílominio  y el  respeto  al  i)ien  general;  pero  también  exige  la  pni- 


íi;  Real  decreto  do  de  Abril  de  1S60,  arfc.  27;  y ioy  do  airi¡ 


T?.  arts.  45  y sig'. 
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delicia  no  abusar  del  pi’iiicipio  que  el  jas  imUicum  limita  el  jus 
privatíim  (1). 

1421,— Distingue  nuestra  moderna  legislación  los  aprovecha- 
mientos de  las  aguas  en  comunes  y especiales. 

Son  comunes  los  relativos  al  servicio  doméstico,  agrícola  y fa- 
bril, y se  derivan  de  la  doctrina  conforme  á derecho  que  es  pú- 
blico el  uso  de  las  aguas  corrientes,  porque  no  puede  ser  exclu- 
sivo, cuando  no  existe  propiedad  particular. 

Así  pues,  ora  discurran  por  sus  cáuces  naturales,  ora  por  ca- 
nales, acequias  ó acueductos  descubiertos,  todos  gozan  de  la  li- 
bertad de  beber,  lavar,  tomar  agua  á la  mano  y aplicarlas  á otros 
usos  inocentes,  es  decir,  que  no  paren  perjuicio  á tercero,  con 
sujeción  á las  ordenanzas  municipales. 

Por  esta  razón,  si  las  aguas  discurren  por  cáuces  artificiales, 
no  es  lícito  deteriorar  las  márgenes  del  canal  ó acequia,  ni  en- 
turbiarlas ó corromper  su  pureza  en  daño  del  que  las  disfruta,  ni 
tampoco  entrar  en  la  heredad  ajena  sin  licencia  de  su  dueño 
para  acercarse  ai  cáuce. 

Todos  pueden  pescar  en  los  públicos  con  sujeción  á los  regla- 
mentos de  policía,  no  embargando  el  servicio  de  la  navegación 
y flotación  de  mayor  utilidad  y de  uso  más  común. 

•1422. — El  Gobierno,  oyendo  á las  Juntas  de  Agricultura,  In- 
dustria y Comercio  y á las  Diputaciones  provinciales  respectivas, 
declara  cuáles  ríos  en  todo  ó en  parte  deben  considerarse  nave- 
gables ó flotables.  Esta  declaración  es  y debe  ser  un  acto  admi- 
nistrativo, porque  clasificarlos  midiendo  su  ancJmra  y profundi- 
dad, estudiando  su  curso  tranquilo  ó impetuoso  y haciendo  el 
aforo  de  las  aguas  ostiales  é invernales,  son  hechos  que  corres- 
ponden á la  administración,  único  poder  competente  para  juz- 
gar de  las  necesidades  públicas  y de  los  medios  de  satisfacerlas. 

1423. — Declarado  un  río  navegable  ó flotable,  nace  el  derecho 
de  imponer  á las  heredades  colindantes  gravámenes  que  permi- 
tan y faciliten  el  uso  común,  y aun  el  de  aplicar  en  su  caso  la  ley 
de  enajenación  forzosa: 

I.  Guando  la  autoridad  designa  los  sitios  reservados  para  el 
embarque  y desembarque  de  pasajeros  y mercaderías. 

II.  Cuando  para  convertirlo  en  navegable  ó flotable  haya  sido 

(1)  PuMicum  ju3  est,  quod  ad  statum  rei  Romanse  spectat;  privatum,  quod  ad  sinf^ulo- 
rnra  utilitatem.  Inst,,  lili.  I,  tít.  i,  § 4.  ' 
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necesario  ejecutar  obras  de  arte  que  exigen  la  destrucción  de  fá- 
bricas, presas  ú otras  legítimamente  construidas  en  los  cauces  o 
riberas,  ó privar  del  riego  ú otro  aprovechamiento  cualquiera  á 
los  que  tienen  derecho  á su  disfrute. 

1424.  — En  los  ríos  navegables  y flotables  no  se  puede  cons- 
truir ninguna  presa  sin  las  convenientes  esclusas  y canalizos  ó 
portillos  á fln  de  no  interrumpir  6 entorpecer  el  servicio  públi- 
co. La  conservación  de  estas  obras  corre  á cargo  de  sus  dueños. 

1425.  — La  navegación  de  los  ríos  es  libre  para  todos  los  bu- 
ques nacionales  exclusivamente  dedicados  á ella  con  sujeción 
á los  reglamentos  y al  pago  de  los  derechos  establecidos.  Los  de- 
más ])uques  nacionales  ó extranjeros  pueden  también  navegar 
por  los  rios  de  España,  pero  observando  las  reglas  generales.de 
la  navegación  marítima  en  cuanto  les  sean  aplicables  (1). 


Artículo  6.^ — Aprovechcmieníos  especiales  de  las  aguas  públicas. 


1 426 . — Enumerac  i on . 

1427. — Órdon  de  preferencia. 

1428. — Crítica. 

1429.  — Abastecimiento  de  pobla- 

ciones. 

14.S0.— Concesiones. 

1431. — Distribución  de  las  aguas 

en  lo  interior  de  los  pue- 
blos. 

1432.  — Abastecimiento  de  ferro- 

carriles. 

1433.  — Expropiación. 

1434.  — Riegos. 

1435. — Obras  menores. 

Í436.— Autorización  administrati- 


va. 

1437.  — Antiguos  regantes. 

1438. — Observación. 

1439.  — Empresas  de  riego, 

1440. — Comunidades  de  regantes. 

1441.  — Sindicatos  de  riegos. 

1442. — Canales  de  navegación. 

1443. — Policía. 

1444. — Barcas,  puentes  y artefac- 

tos. 

1445. — Auiorizacion. 

1446. — Artificios  en  las  riberas. 

1447. — Permiso  de  la  autoridad. 

1448. — Cuándo  será  revocable. 

1449.  — Viveros  de  peces. 


1426.  Los  uprovechumientos  especiales  suponen  la  aplica- 
don^de  las  aguas  publicas,  mediante  autorización  administrati- 
va, á ciertos  usos  particulares  y exclusivos  que  la  ley  determina 
en  el  orden  siguiente : 

I.  Abastecimiento  de  poblaciones. 

II.  Abastecimiento  de  ferro-carriles. 


(1)  Ley  de  ag-uas,  arts.  y sig. 
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III.  Riegos. 

IV.  Canales  de  navegación. 

V.  Molinos  y otras  fábricas,  barcas  de  paso  y puentes  flo- 
tantes. 

VI.  Estanques  para  viveros  ó criaderos  de  peces. 

1427.  ~E1  orden  con  que  van  enumerados  es  el  de  su  prefe- 
rencia, y dentro  de  cada  clase  son  preferidas  las  empresas  de 
mayor  utilidad  é importancia. 

1428. — No  deja  de  dar  motivo  á fundada  controversia  la  pre- 
lacion  anterior,  en  cuanto  fija  una  regla  absoluta  sin  tener  en 
cuenta  la  especialidad  de  los  intereses  dominantes  en  cada  co- 
marca. 

Que  sea  atendido  en  primer  lugar  el  abastecimiento  de  las  po- 
blaciones, considerando  la  necesidad  del  agua  potable  y no  po- 
talde  para  infinitos  usos  de  la  vida,  se  explica  sin  dificultad.  Que 
se  anteponga  el  servicio  de  los  ferro-carriles  á otros  aprovecha- 
mientos de  utilidad  inénos  general,  tampoco  repugna;  pero  que 
se  prejuzgue  y resuelva  la  cuestión  de  si  el  empleo  del  agua  en 
beneficio  de  la  agricultura  merece  ser  preferido  á su  aplicación 
á la  industria  en  todas  las  provincias  de  España,  cualesquiera 
que  sean  su  clima  y la  calidad  de  los  terrenos,  sin  admitir  íainj)o- 
co  diferencia  en  razón  del  número  de  los  riegos  establecidos,  de 
la  falta  ó sobra  de  molinos  harineros,  ‘de  la  abundancia  ó escasez 
de  fábricas,  del  curso  de  las  aguas  manso  y tranquilo  ó imj>etuo- 
so  y formando  saltos  que  convidan  al  hombre  á servirse.de  ellas 
como  fuerza  mo  triz,  y sin  contar  con  otras  mil  circunstancias  va- 
riables al  extremo,  permiten  poner  en  duda  si  es  prudente  adop- 
tar un  criterio  fijo  y un  sistema  uniforme. 

1429.  — Ahastecimiento  de  iiohlaciones, 

I.  No  se  permite  distraer  para  este  aprovechamiento  cantidad 
alguna  de  agua  destinada  ya  á otros  distintos,  sino  cuando  el 
caudal  normal  que  disfrute  una  población  no  llegue  á cincuenta 
litros  al  día  por  cada  habitante,  y sólo  hasta  completar  aquella 
dotación. 

II.  Si  la  población  necesitada  de  aguas  potables  disfrutase  de 
un  caudal  de  no  potables,  pero  aplicables  á otros  usos  públicos  y 
domésticos,  se  le  puede  completar  la  cantidad  de  veinte  litros 
diarios  por  habitante,  aunque  tocias  juntas  excedan  de  los  cin- 
cuenta litros  señalados  como  máximum  en.  el  párrafo  aiiterior. 
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Si  el  as-ua  se  toma  inmediatamente  de  un  rio,  y la  cantidad  no 
excede  de  la  visrésinia  parte  de  la  destinada  á otros  apro\  echa- 
mientos inferiores,  no  procede  indemnización  alguna  en  faAor  de 
los  que  la  disfrutan.  En  los  demás  casos  debe  indemnizarse  pri:?- 
viarnente  á aquellos  á quienes  se  priva  de  aprovechamientos  le- 
gítimamente adquiridos. 

No  es  licito  acudir  á las  aguas  de  dominio  particiilai’  para  abas- 
tecer una  población  y aplicar  la  ley  de  enajenación  forzosa,  sino 
cuando  falten  aguas  públicas  aplicables  al  mismo  objeto. 

1430. — AI  gobernador  de  la  provincia  compete  otorgar  estas 
concesiones  en  el  caso  i,  mediante  instrucción  de  expediente,  la 
publicidad  del  proyecto  3^  la  audiencia  de  los  interesados,  y al 
idobierao  en  el  ir.  No  obstante,  y por  vía  de  excepción,  puede  el 
gobernador  en  tiempos  de  extraordinaria  sequía  acordar  por  sí, 
oída  la  Diputación  provincial,  la  expropiación  temporal  del  agua 
necesaria  al  abastecimiento  de  ima  población,  indemnizando  pré- 
viarnente  al  dueño  del  agua,  si  fuese  de  dominio  particular. 

1431.  — Pertenece  á los  A^umlamientos  dictar  las  ordenanzas 
tocantes  al  régimen  .y  distribución  de  las  aguas  en  lo  interior  de 
las  poblaciones  con  sujeción  á los  reglamentos  generales  de  la 
administración  pública  (i). 

1432. — 11.  Abcisfecirnierdo  de  ferro~ca/rrUes. — Las  empresas 
de  ferro-carriles  pueden  aprovechar  las  aguas  públicas  necesa- 
rias ai  servicio  de  ios  mismos  con  autorización  competente,  á sa- 
ber, con  la  del  gobernador  de  la  provincia,  si  el  gasto  del  agua 
no  excediese  de  cmcuenta  metros  cúbicos  al  dia.  v excediendo, 
con  la  del  Gobierno. 


A la  autorización  precede  expediente  instruido  con  citación  y 
audiencia  de  los  particulares  ó corporaciones  interesadas. 

Si  el  camino  de  hierro  atraviesa  terrenos  de  regadío  en  que  el 
aprovechamiento  del  agua  es  inseparable  del  dominio  de  la  tier- 
ra, la  empresa  tiene  derecho  ¿I  íomai*  la  cantidad  correspondien- 
te al  que  haya  ocupado  y pagado,  olViigándose  á satisfacer  el  cá- 
noii  do  regadío  ó los  gastos  ordinarios  j extraordinarios  de  ace- 
quia en  igual  proporción. 

1433.— Si  las  aguas  públicas  estuviesen  aplicadas  á oíros  a[>ro- 
V echamientos,  ó si  ú falta  de  las  de  dominio  público  fuese  nece- 


1)  Ley  de  ag-uas,  aris.  20',  211  y sig,.  y decreto  de  U de  Xoviemare  do  ISC8. 
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sario  acudir  á las  de  dominio  privado^  pueden  las  empresas  in- 
vocar la  ley  de  enajenación  forzosa,  la  cual  sin  embargo  respeta 
siempre  las  destinadas  á los  usos  domésticos  (1). 

d434. — III.  Riegos. — La  ley  de  aguas  vigente  otorga  plena  li- 
bertad de  recoger  las  pluviales  y las  de  los  manantiales  disconti- 
nuos que  discurren  por  las  vías  públicas,  á los  dueños  de  ios  pre- 
dios'contiguos,  facilitando  así  su  aplicación  al  riego,  con  la  sola 
condición  de  observar  las  reglas  establecidas  para  mantener  en 
buen  estado  dichas  vías. 

De  igual  libertad  gozan  los  dueños  de  los  jiredios  lindantes  con 
cálices  públicos  de  rieras,  ramblas  ó barrancos  con  respecto  á 
las  aguas  que  corren  por  ellos,  pudiendo  construir  sin  necesidad 
de  autorización  malecones  de  tierra  y piedra  suelta,  ó presas  mo- 
vibles ó automóviles. 

1435.  — La  autoridad  local,  procediendo  de  oficio  ó á instancia 
de  parte,  puede  y debe  mandar  que  los  malecones  se  destruyan 
ó reduzcan  á dimensiones  convenientes,  y tales  que  se  desva- 
nezca toda  aprensión  de  peligro,  si  practicado  un  reconocimien- 
to esínupuloso,  resultase  fundado  el  temor  de  causar  inundacio- 
nes ó cualquier  otro  perjuicio  público  ó daño  á particulares. 

1436.  — En  general  todo  aprovechamiento  de  aguas  para  cons- 
truir canales  ó pantanos  de  riego  e:dge  una  autorización  admi- 
nistrativa. Corresponde  otorgarla  á las  Diputaciones  provincia- 
les, cuando  los  rios,  pantanos  y demás  aguas  objeto  de  la  explo- 
tación, se  hallen,  nazcan  y no  salgan  de  la  misma  provincia  y 
en  ella  hayan  de  utilizarse,  si  además  no  suscitan  oposición,  ni 
dan  lugai*  á expropiación  alguna:  en  otro  caso  pertenece  al  Go- 
bierno. 

En  esta  clase  de  concesiones  son  siempre  preferidos  los  pri- 
meros solicitantes,  y á íálta  de  éstos  los  que  les  sigan  por  el  or- 
den de  prioridad  (2). 

1437.  — Los  que  durante  veinte  años  están  en  la  posesión  do 
utilizar  para  el  riego  las  aguas  que  discurren  por  una  riera,  ¡ am- 
bla ó barranco  del  dominio  público,  pueden  oponerse  á que  los 
dueños  de  los  predios  superiores  les  priven  de  este  aprovecha- 
miento: pero  si  sólo  hiiLiesen  aprovechado  una  parte,  no  pueden 
impedirles  que  utilicen  el  resto. 


(l)  Ley  ele  ngueis,  art.  220. 

(■2)  L03’  ele  ele  Febrero  ele  IS'ft. 
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— *\o  OS  do  ahora  la  solicitud  del  Gobierno  y su  pro  toe- 
don  á toda  empresa  de  regadío,  considerando  el  loencficio  que 
proporcionan  á la  agricultura.  Hace  tiempo  que  convidó  con  el 
aprovechamiento  de  las  aguas  públicas  y su  empleo  en  los  rie- 
gos á los  pueblos,  comunidades  religiosas,  cabildos  eclesiásticos, 
compañías  y particulares,  prévio  el  correspondiente  permiso 
del  Gobierno,  y procuró  despertar  en  aquellas  personas  y cor[)0- 
raciones,  el  deseo  de  construir  nuevos  canales  que  llevasen  la 
íertilidad  á los  campos,  ya  tomasen  las  aguas  de  los  rios  cauda- 
losos, ya  reuniesen  las  de  muchos  arroyos  ó manantiales  en  un 
punto,  ó bien  las  extrajesen  del  seno  de  las  altas  montañas  (i). 
Otras  diversas  providencias  se  dictaron  con  el  propósito  de  aso- 
ciar el  interés  individual  á la  utilidad  común,  inclusa  la  exen- 
ción de  todo  impuesto  durante  los  diez  primeros  años  de  conclui- 
dos los  trabajos,  en  favor  de  las  rentas  de  Jos  capitales  invertidos 
011  la  construcción  de  canales^  acequias,  brazales  y demás  obras 
cu  que  se  haga  uso  de  aguas  públicas  para  regar  terrenos  pro- 
pios ó ajenos  (2). 

1439. — Hoy  gozan  las  personas  ó compañías  que  emprenden 
la  construcción  de  canales  ó pantanos  de  riego : 

I.  Del  importe  del  aumento  de  contribucioii  que  se  dGl:)e  im- 
poner á los  dueños  de  las  tierras  regadas,  hasta  completar  la 
suma  de  ciento  cincuenta  pesetas  por  cada  liecíárea,  de  cuyo  be- 
neficio no  empiezan  á disfrutar  sino  después  de  pasados  dos  años 
de  liaber  regado  los  terrenos. 

Una  vez  percibida  aquella  cantidad,  se  sigue  entregando  al 
concesionario  el  total  aumento  de  la  contribiicioii  por  tres  años 
más,  á título  de  indemnización  del  interés  correspondiente  a.l  ca- 
pital invertido  en  las  obras. 

II.  De  la  exención  del  impuesto  sobre  la  primera  traslación 
del  dominio  de  los  terrenos  que  hayan  de  regarse. 

III.  Do  la  facultad  ele  abrir  canteras,  recoger  piedra  suelta, 
construir  hornos  de  cal,  yeso  y ladrillo  y depositar  materiales  ó 
establecer  talleres  en  los  terrenos  contiguos  á las  obras,  como  si 
fuesen  públicas. 

IV.  Los  constructores  de  canales  y pantanos  de  riego  pagan 
únicamente  la  contribución  que  por  las  utilidades  de  su  industria. 

(1)  Real  decreto  de  ol  de  Agosto  de  1819. 

Í2)  Real  decreto  cíe  29  da  Abril  de  ISGO. 
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les  corresponda,  y no  están  sujetos  á otro  grávamen  alguno. 

V.  Los  propietarios  que  construyan  de  su  cuenta  acequias  ó 
cáuces  derivados  de  corrientes  ó pantanos  públicos  con  el  objeto 
de  fertilizar  sus  heredades,  disfrutan  durante  los  diez  primeros 
años  del  beneflcio  de  que  á los  terrenos  reducidos  nuevamente 
á riego  se  les  compute  la  misma  renta  imponible  que  teiiian  asig- 
nada en  el  último  amillaramienío. 

VI.  Los  dependientes  y operarios  de  las  empresas  de  riego 
participan  de  las  leñas,  pastos  para  los  ganados  de  transporte  y 
demás  aprovechamientos  comunes,  igualándolos  la  ley  en  esto 
con  los  vecinos  de  los  pueblos  en  cuyos  términos  se  ejecutan  las 
obras  (1). 

1440,  — Los  aprovechamientos  colectivos  para  riegos,  si  el  nú- 
mero de  las  hectáreas  regables  llega  á doscientas,  imponen  Ja 
Obligación  de  formar  una  comunidad  de  regantes.  Si  no  llegan  á 
dicho  número,  la  formación  de  la  comunidad  es  potestativa  en 
los  partícipes  del  riego,  salvo  el  caso  en  que  lo  exijan  los  inte- 
reses locales  de  la  agricultura,  ajuicio  del  gobernador  de  la  pro- 
vincia. 

La  comunidad  debe  formar  las  ordenanzas  del  riego  con  suje- 
ción á las  bases  establecidas  en  la  ley  de  aguas,  y someterlas  á 
la  aprobación  del  Gobierno,  que  no  puede  negarla,  ni  introducir 
variación  alguna,  sin  prévia  consulta  del  Consejo  de  Estado. 

1441. — Toda  comunidad  se  rige  por  un  sindicato  elegido  por 
sus  individuos,  el  cual  ejecuta  las  ordenanzas  y los  acuerdos  de 
la  misma  (2). 

Los  sindicatos  de  riegos,  en  cuanto  evitan  multitud  de  cues- 
tiones relativas  al  uso  y aprovechamiento  de  las  aguas  que  per- 
tenecen á la  comunidad  y resuelven  otras  de  plano,  procurando 
deslindar  los  derechos  y conciliar  los  intereses  de  cada  uno, 
así  como  repartir  las  cargas  en  proporción  de  Jos  beneficios  que 
recibe  la  propiedad,  son  útiles,  pero  no  necesarios. 

La  ley  debe  facilitarlos,  mas  no  imponerlos,  dejando  á ios  pro- 
pietarios que  obtienen  concesiones  colectivas  de  aguas  púl)licas 
para  riegos,  en  plena  libertad  de  asociarse  ó nú  asociarse  con 
el  fin  de  promover  su  bien  común.  Este  es  el  principio  ace¡)íado 

(1)  I.ey  tle  aí+iiíis,  at-ts.  22u  y sig".,  Íoy  do  5'  de  Felsrero  de  1870,  arts.  8 y sifr.  y rci;'la-> 
mentó  de  20  do  Diciemljie  del  mismo  año, 

(2)  Ley  da  afifiias,  arta.  279  y sig'. 
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respecto  á la  industria  y al  comercio,  y no  líay  razón  bastante 
poderosa  á persuadir  la  conveniencia  de  una  excepción  de  la  re- 
gla general. 

En  Francia  la  formación  de  sindicatos  de  riegos  es  un  acto  vo- 
luntario, salvo  si  se  traía  de  proteger  el  terreno  contra  el  ímpe- 
tu de  las  corrientes.  La  jurisprudencia  de  la  nación  vecina  y el 


proyecto  de  Código  rural  tienden  á respetar  el  libre  consenti- 
miento, y aun  se  inclina  la  opinión  de  los  doctos  á la  máxima 
que  en  materia  de  riegos  el  voto  de  la  mayoría  no  obliga  á la 
minoría. 

En  España  tenemos  sindicatos  muy  antiguos,  tales  como  los 
de  Valencia,  Murcia  y otras  partes,  cuyo  régimen  especial  con- 
signado en  sus  ordenanzas  y perpetuado  por  una  inveterada 
costumbre,  mantiene  la  ley  miéntras  la  mayoría  de  los  interesa- 
dos no  acuerde  modiíicarlo  (i). 

1442. — IV.  Canales  de  7iavegacion,—v'Cm:dL  canalizar  un  rio 
con  el  objeto  de  hacerlo  navegable  ó construir  uu  canal  de  na- 
vegación se  requiere  autorización  legislativa,  en  la  cual  se  ex- 
presan las  condiciones  de  la  concesión. 


Los  concesionarios  quedan  obligados  á conservar  las  obras  en 
buen  estado  y á prestar  el  servicio  que  tomaron  á su  cargo,  y en 
caso  contrario  procede  la  declaración  de  caducidad  y el  anuncio 
de  nueva  subasta  pam  adjudicar  la  empresa  ai  mejor  postor  (2). 

'1448. — Los  canales  de  navegación  y flotación  son  vías  de  co- 
municación y transporte  como  los  caminos.  Mo  hay  diferencia 


entre  las  vías  ten’estres  é hidráulicas  en  cuanto  á la  intervención 


de  la  autoridad  á quien  corresponde  velar  por  que  no  se  inter- 
rumpa ei  servicio  público,  y dictar  regias  de  policía  para  la  ma- 
yor seguridad  de  las  personas  y propiedades.  Además,  puesto 
que  las  concesiones  equivalen  en  sus  efectos  á una  desmembra- 
ción del  dominio  público  en  las  aguas  en  íavor  de  una  sociedad 
ó particular  que  se  obliga  á iitiiizaiáas  de  cierto  modo,  el  apro- 
echamiento  coiitínuo  de  las  concedidas,  conforme  á las  cláusu- 
las de  la  estipulación,  tiene  la  fuerza  de  toda  condición  resoluto- 
ria de  un  contrato. 


lili-.-  \ . Barcas  de  2Jaso,  intentes  y esiahlecimientos  induf, 
Iriales.—ñíize  tiempo  rige  el  principio  que  es  necesaria  la  au 


[1)  Ley  da  aguug,  art,.  2S1. 

[■¿,  Ley  (le  a^-aas,  arts.  25;{  y si,. 


Libro  iv.  be  la  materia  abminístratiya.  31 

torizacion  del  Gobierno  para  legitimar  cualquiera  empresa  que 
pueda  hallarse  en  relación  inmediata: 

I.  Con  la  navegación  de  los  rios  ó su  habilitación  para  condu- 
cir á flote  balsas  ó almadías. 

II.  Con  el  curso  y régimen  de  los  mismos  rios,  sean  ó no  sean 
navegables  ó flotables. 

III.  Con  el  uso  y aprovechamiento  de  las  aguas. 

IV.  Con  la  construcción  de  toda  clase  de  obras  nuevas  en  los 
rios,  inclusos  los  puentes  de  todos  ellos  (1), 

1445.  — Hoy  subsiste  el  principio  de  la  autorización,  bien  que 
delegada  la  facultad  de  otorgarla  en  el  gobernador  de  la  provin- 
cia ó en  la  autoridad  local. 

Según  la  legislación  vigente  los  dueños  de  ambas  riberas  piie  * 
den  establecer  barcas  de  paso  ó puentes  de  madera  destinados 
al  servicio  público  en  los  rios  no  navegables  ni  flotables  con 
autorización  del  alcalde. 

Para  establecer  en  los  rios  flotables  barcas  de  paso  ó puentes 
que  pongan  en  comunicación  pública  caminos  rurales  ó vecina- 
les, debe  solicitar  y obtener  la  autorización  del  gobernador  de  la 
provincia,  quien  no  puede  concederla  sino  en  cuanto  sea  compa- 
tible con  el  servicio  de  la  flotación. 

Las  concesiones  que  hicieren  el  alcalde  ó el  gobernador  no 
privan  al  Gobierno  de  la  facultad  de  estal)iecer  barcas  de  paso  y 
puentes  fijos  ó flotantes  siempre  que  lo  halle  conveniente  al  ser- 
vicio público;  pero  si  este  nuevo  medio  de  tránsito  dificultase  ó 
imposibilitase  el  uso  de  una  barca  de  propiedad  particular,  pro- 
cede la  indemnización  á su  dueño  con  arregio  á la  ley  de  enaje- 
nación forzosa. 

1446.  — El  dueño  de  ambas  riberas  de  un  rio  no  navegable  ni 
flotable  puede  establecer  libremente  cualquier  artificio  ó máqui- 
na; y si  fuese  dueño  de  una  solamente,  hasta  la  mitad  del  cáuce. 
En  ambos  casos  debe  usar  de  su  derecho  sin  perjuicio  de  los  pre- 
dios limítrofes,  ni  de  los  regadíos,  ni  de  las  industrias  interior- 
mente situadas. 

1447.  — Compete  al  gobernador  de  la  provincia  conceder  ó ne- 
gar la  autorización  necesaria : 

I,  Para  establecer  en  ios  rios  navegables  ó flotables  cuales- 


tl)  Reales  órdenes  de  M ele  Marzo  de  1816  y 2 de  Setieinln-e  de  1652. 
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imiwa  aparatos  ó mecanismos  flotantes,  hayan  ó no  de  transmitir 
el  movimiento  á otros  fijos  en  la  ribera,  previa  la  instrnccion  de 
expediente  en  el  cual  sean  oidos  loa  dneños  de  una  y otra  ribera, 
y los  de  los  establecimientos  industriales  inmediatamente  infe- 


rioros. 

II.  Para  establecer  molinos  ó cualesquiera  artefactos  en  edi- 
ficios situados  cerca  de  las  orillas  de  un  rio,  sea  navegable  ó 
flotable  6 no  lo  sea,  cuando  so  conduzca  el  agua  por  cacera  y se 
reincorpore  después  á la  corriente,  previo  expediente  instruido 
con  publicidad  y citación  de  los  dueños  de  las  presas  inmediatas 
así  inferiores  como  superiores. 

líí.  Para  aprovechar  en  el  movimiento  de  mecanismos  fijos 
Jas  aguas  que  discurran  por  una  acequia  ó canal  propios  de  una 
comunidad  de  regantes,  cuando  la  mayoría  de  éstos  (computados 
los  votos  según  la  propiedad  que  cada  uno  represente)  le  negare 
su  permiso.  Entóiices  el  gobernador,  oyendo  á los  regantes,  al 
ingeniero  de  la  provincia  y á la  Diputación,  podrá  conceder  el 
a])rovGchamÍGiito  con  dos  condiciones,  á saber;  que  no  cause 
perjuicio  á los  riegos  ú otras  industrias  establecidas,  y que  la  co- 
munidad de  regantes  no  quiera  utilizar  la  fuerza  motriz,  en  cuyo 
caso  seria  preferida,  comprometiéndose  á dar  principio  á las 
obras  dentro  de  un  año. 


1448. — Si  un  establecimiento  industrial  viciase  ó corrompiese 
las  aguas  con  sustancias  nocivas  á la  salud  pública  ó á la  vege- 
tación, el  golicrnador  debe  ordenar  que  se  practique  un  recono- 
cimiento pericial,  y hallando  cierto  el  perjuicio,  acordar  la  sus- 
pensión del  aprovechamiento  hasta  que  el  mal  se  corrija. 

Las  industrias  que  dentro  de  los  rios  ó en  sus  riberas  utilicen 
las  aguas  como  fuerza  motriz,  están  exentas  de  contribución  du- 


rante los  diez  primeros  anos  (1). 

4449.— \I.  Viveros  o'  criaderos  de  peces, — Los  concesiona- 
rios de  aguas  públicas  para  riegos,  uavegacion  ó establecimien- 
tos industriales,  pueden  formar  en  sus  canales  ó en  los  terrenos 
contiguos  de  su  propiedad  remansos  ó estanques  para  criaderos 
de  peces  con  autorización  del  alcalde.  La  del  gobernador  déla 
piorincia  se  requiere  siempre  que  se  trata  de  un  nuevo  aprove- 
chamiento de  aguas  públicas  con  este  objeto. 


( 1)  Ley  do  aguas,  arLs.  Q5<) 


y sig. 
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El  peticionario  debe  presentar  el  proyecto  de  la  obra,  y acre- 
ditar que  es  dueño  del  terreno  en  donde  se  propone  ejecutarla, 
ó que  ha  obtenido  el  consentimiento  del  que  lo  sea.  La  autoridad 
instruye  expediente  gubernativo  con  citación  de  los  dueños  de 
los  predios  limítrofes  y consulta  del  Ayuntamiento  y do  la  Junta 
de  Sanidad,  y puede  dictar  resolución  favorable  no  causando  per- 
juicio este  aprovechamiento  á otros  inferiores  con  derecho  ad- 
quirido (1). 


Artículo  7.° — Conrcesion  de  aprovechamienios. 


1450. -^Concesiones. 

1451. — Condiciones  de  la  conce- 

sión. 

1452. — Generales. 

1453.  — Oposición  de  tercero. 

1454. — Aforo  de  las  aguas. 


1455. — Antiguos  regadíos. 

1456. — Concesiones  temporales. 

1457.  — Perpetuas. 

1458.  — Caducidad. 

1459. — Declaración  de  caducidad. 


1450. — Hemos  dicho  que  la  extensión  del  dominio  público  en 
materia  de  aguas  no  signiflca  un  monopolio  que  ejerce  el  Go- 
bierno en  nombre  del  estado,  y ménos  todavía  la  vinculación 
perpétua  de  este  don  precio,so  otorgado  á todos  los  hombres  con 
mano  liberal  por  la  naturaleza.  Es  un  medio  de  distribuir  equi- 
tativamente los  beneíicios  del  agua,  concertando  el  interés  ge- 
neral y el  derecho  particular,  y manteniendo  el  equilibrio  de  lo 
justo  y lo  útil. 

La  ley  facilita  el  tránsito  de  las  aguas  del  dominio  público  al 
privado  mediante  una  concesión  individual  ó colectiva  á título 
siempre  gratuito  y nunca  oneroso.  Toda  concesión  retribuida  lle- 
varía impreso  el  sello  de  una  venta  de  los  favores  del  Criador, 
que  al  hacer  el  mundo  hizo  también  los  rios  para  el  uso  común 
de  los  hombres,  y aumentaría  la  carga  de  las  indemnizaciones, 
cuando  por  respeto  á la  utilidad  pública  fuese  necesario  revocar- 
la. El  gravámen  llegaria  al  extremo  de  imposibilitar  todo  proyec- 
to de  mejora,  ó faltar  el  Gobierno  á la  fé  de  los  contratos. 

1451  .-—Hay  condiciones  generales  ó comunes  á toda  concesión 
■'  de  aguas,  y otras  hay  propias  ó especiales  de  la  clase  de  apro- 
vechamiento que  autorizan  el  Gobierno  o sus  delegados.  Aqué- 


(1)  Loy  de  aguas,  arts.  271  y si{?, 
TOMO  II. 
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lias  son  necesarias,  porque  las  impone  la  ley  y forman  parte  in- 
tegrante del  derecho  constituido:  éstas  son  voluntarias,  porque 
nacen  de  una  estipulación  libremente  consentida  y aceptada. 

1452.— Son  generales:  _ ■ 

I.  Que  toda  concesión  se  entienda  sin  perjuicio  de  tercero  y 
salvo  el  derecho  de  propiedad. — La  concesión  es  un  acto  tras- 
lativo de  dominio  en  virtud  del  cual  las  aguas  publicas  se  con- 
vierten en  privadas:  de  consiguiente  sin  hacer  agravio  á tercera 
persona,  cuya  heredad  pone  á riesgo  de  inundación,  ó cuyo  mo- 
lino queda  inutilizado,  no  puede  ni  debe  el  Gobierno  otorgar 
ninguna  nueva  en  daño  de  los  que  tienen  derecho  adquirido  á 
otros  aprovechamientos.  Ménos  todavía  puede  conceder  aguas 
ya  concedidas  según  las  leyes  modernas,  ni  las  que  conforme  á 
las  antiguas,  por  cualquiera  título  hábil,  oneroso  ó lucrativo,- pa- 
saron á la  propiedad  particular. 

Como  los  cálices  y los  terrenos  adyacentes  no  suelen  estar  des- 
lindados, conviene  deslindarlos  para  evitar  la  confusión  del  do- 
minio público  y privado.  El  Gobierno  mandó  practicar  el  deslin- 
de, ya  de  los  terrenos  colindantes  á los  canales  de  navegación 
y flotación,  ya  de  los  adyacentes  á los  ríos  y demás  corrientes 
naturales,  declarando  que  la  administración  se  reserva  el  cono- 
cimiento de  las  cuestiones  |que  con  este  motivo  se  susciten,  sal- 
va la  competencia  ,de  los  tribunales  ordinarios  en  las  relativas 
al  derecho  de  propiedad  (1). 

Cuida  el  Gobierno  de  insertar  la  cláusula  « sin  perjuicio  de  ter- 
cero y salvo  el  derecho  de  propiedad»  en  los  documentos  oficia- 
les que  dan  origen  á una  nueva  concesión,  como  advertencia  del 
límite  de  su  responsabilidad  respecto  al  concesionario;  mas  si  no 
la  insertase,  debería  sobrentenderse,  pues  la  cláusula  existe  siem- 
pre por  voluntad  de  la  ley,  y tiene  igual  fuerza  tácita  ó expresa. 
Así,  toda  concesión  se  reputa  condicional,  y por  tanto  revoca- 
ble en  faltando  las  condiciones  del  otorgamiento;  cautela  que  dis- 
pensa al  Gobierno  de  la  obligación  de  resarcir  daños  y perjuicios 
al  que  la  obtuvo,  si  resulta  vana  ó infructuosa.  Tampoco  le  al- 
canza responsabilidad  alguna,  si  por  caso  fortuito  las  aguas  con- 
cedidas experimentasen  disminución  sensible,  y tal  que  hubiese 
p-rdida  o quebranto  para  el  concesionario,. 

(l)  neal  orden  de  9 de  Noviembre  de  1840  y real  decreto  de  29  de  Abril  de  ISflO. 
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1453. — Cuando  la  oposición  se  funda  en  perjuicio  de  tercero, 
la  cuestión  se  ventila  por  los  trámites  de  la  via  gubernativa,  y si 
la  providencia  final  causa  agravio,  procede  el  recurso  contencio- 
so con  arreglo  á las  leyes  (1). 

II.  Que  en  las  concesiones  de  aprovechamiento  de  aguas  pú- 
blicas se  incluya  la  de  los  terrenos  necesarios  para  las  obras  de 
la  presa  y de  los  canales  y acequias,  siempre  que  sean  públicos, 
del  estado  ó del  común  de  vecinos.  — La  concesión  seria  inútil, 
si  los  terrenos  adyacentes  al  cáuce  opusiesen  una  barrera  insu- 
perable á la  derivación  y conducción  de  las  aguas. 

Si  pertenecen  al  dominio  público,  del  estado  ó del  común,  la 
ley  ordena  la  cesión  gratuita  al  concesionario.  Si  son  de  propie- 
dad particular  se  allana  el  obstáculo  mediante  la  avenencia  del 
dueño  ó la  imposiciom»de  la  servidumbre  forzosa  de  acueducto ; y 
en  último  caso,  cuando  la  concesión  represente  un  interés  colec- 
tivo de  tal  naturaleza  é importancia  que  equivalga  á una  obra  de 
pública  utilidad,  habría  lugar  á la  expropiación,  prévia  la  instruc- 
ción de  expediente,  siendo  necesaria. 

III.  Que  las  aguas  concedidas  para  un  aprovechamiento  no  se 
puedan  aplicar  á otro  distinto  sin  permiso  de  la  autoridad.  Las 
concesiones  se  otorgan  con  pleno  conocimiento  de  causa  y en 
virtud  de  expediente  gubernativo  que  se  instruye  con  audiencia 
de  los  interesados,  informes  de  autoridades  y corporaciones, 
documentos  y pruebas.  El  Gobierno  juzga  de  la  utilidad  de  la 
empresa,  y si  autoriza  aquel  uso  ó aprovechamiento,  la  autori- 
zación será  en  rigor  condicional. 

Sin  embargo  puedé  el  gobernador  de  la  provincia  conceder 
permiso  para  variar  el  aprovechamiento,  siempre  que  el  nuevo 
no  exija  mayor  cantidad  de  agua,  ni  altere  su  calidad  y pureza, 
ni  tampoco  la  altura  de  la  presa,  ni  la  dirección,  ni  el  nivel  de 
la  corriente. 

IV.  En  toda  concesión  de  aguas  públicas  se  debe  fijar  en  me- 
tros cúbicos  ó en  litros  por  segundo  la  cantidad  concedida ; y si 
fuese  para  riego,  expresar  en  hectáreas  la  extensión  del  terreno 
que  haya  de  regarse. 

V.  Guando  existan  aprovechamientos  en  uso  de  un  derecho 
reconocido  y valedero,  á toda  nueva  concesión  debe  preceder  el 

(1)  Reales  órdenes  de  14  de  Marzo  de  1846  y 2 de  Setiem'bre  de  1852,  real  decreto  de  29  de 
Atril  de  1860,  art.  2,  y ley  de  aguas,  art.  195. 
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aforo  de  las  aguas  en  años  anteriores,  y no  se  otorgará  sino  del 
caudal  sobrante.  En  años  de  escasez  no  pueden  tomar  el  agua 
los  nuevos  concesionarios,  miéntras  no  estén  cubiertas  todas  las 

necesidades  de  los  usuarios  antiguos. 

i454, — Xo  se  necesita  practicar  el  aforo  de  las  aguas  estiales 
para  hacer  concesiones  de  las  iiwernales,  primaverales  y tor- 
renciales que  estacional  ó accidentalmente  no  hayan  sido  apro- 
Amelladas  por  los  dueños  de  terrenos  inferiores,  siempre  que  la 
derÍA"acion  se  establezca  á la  altura  ó nivel  conA'enientes. 

1455  _En  los  regadíos  existentes  y regidos  por  reglas  escritas 


ó consuetudinarias,  ningún  regante  puede  ser  perjudicado  ni 
menoscabado  en  el  disfrute  del  agua  de  su  dotación  y uso  por  la 
introducción  de  cualquiera  noAmdad  en  la  cantidad,  aprovecha- 


miento ó distribución  de  las  aguas  en  el  .término  regable. 

Esta  disposición  confirma  otra  anterior  que  prohibe  á los  par- 
ticulares y corporaciones  distraer  en  su  origen  ó en  su  curso  las 
aguas  de  manantiales  ó rios  que  de  tiempos  antiguos  riegan 
terrenos  más  bajos,  los  que  no  pueden  ser  despojados  del  bene- 
ficio adquirido  en  favor  de  otros,  cuyos  dueños,  por  no  haber- 
las ellos  aprovechado  ántes,  consagraron  el  derecho  de  los  po- 
seedores (1). 

1456.  — Pueden  ser  las  concesiones  temporales  d perpétuas  á 
voluntad  del  Gobierno  y del  concesionario.  La  ley  de  aguas  li- 
mita la  duración  de  algumas  á cierto  plazo;  pero  en  esta  parte  se 
halla  derogada.  El  espíritu  de  libertad  penetró  en  la  legislación 
de  obras  públicas,  de  suerte  que  al  otorgar  una  concesión  se  es- 
tipulan las  condiciones,  lo  mismo  que  al  celebrar  un  contrato  (2). 

1457,  — Son  perpétuas,  además  de  las  que  se  obtienen  sin  li- 
mitación de  tiempo,  las  que  llevan  por  la  voluntad  de  la  ley  el 
sello  de  la  perpetuidad,  tales  como  las  de  aguas  públicas  para 
liegos,  esíablecimieiitos  industriales  ó viveros  de  peces  (3). 

Las  concesiones  temporales  no  producen  los  beneficios  que 
con  razón  se  esperan  de  las  perpétuas,  porque  nadie  aAmntura 
un  capital  en  obras  tan  costosas  como  suelen  ser  jior  regla  ge- 
neral las  hidráulicas,  si  no  abriga  la  legítima  esp'eranza  de  con- 
servarlas. Las  perpétuas  rinden  todos  los  frutos  de  Ja  propiedad. 


(I)  Real  decreto  de  5 de  Abril  dé  18.14. 

íl!  ^ ^ decreto-ley  de  14  de  Noviembre  de  18C8  art  Ú 

(J)  Roy  de  aeua.,  arte.  2G9  y 274,  y ley  de  5 de  Febrero  de  18T0,  art!  8 ’ 
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Aquéllas  tienen  semejanza  con  las  provisionales  que  daban  ori- 
gen á una  posesión  precaria:  éstas  se  comparan  á las  definitivas 
que  conferian  al  concesionario  la  plenitud  de  los  derechos  del 
dominio. 

1458.— Supuesto  que  las  concesiones  de  aguas  públicas  seme- 
jan á un  pacto  bajo  condiciones  necesarias,  unas  y otras  volun- 
tarias, caducan: 

I.  Si  son  temporales,  corrido  el  plazo.' 

II.  Si  son  revocables,  cuando  el  Gobierno  las  anula  en  uso  del 
derecho  que  se  ha  reservado,  como  si  el  establecimiento  flotan- 
te, alterando  la  corriente  del  rio,  ocasionase  conocido  perjuicio 
á los  dueños  de  los  predios  ribereños,  ó estorbase  la  navegación 
ó flotación  (1). 

IIL  Siempre  que  la  mejor  vigilancia  de  las  playas,  la  policía 
urbana  ó rural,  6 la  concesión  de  los  terrenos  para  otras  empre- 
sas de  mayor  utilidad  exijan  anular  el  permiso  de  levantar  cho- 
zas 6 barracas  de  uso  no  permanente  y lo  demás  que  expresa 
el  núm.  1385  (2). 

IV.  Si  dentro  de  los  seis  meses  otorgados  para  hacer  labores 
de  exploración  de  aguas  subterráneas,  el  que  obtuvo  la  autoriza- 
ción no  solicitase  la  concesión  definitiva  (3), 

V.  Si  debiendo  hacer  el  alumbramiento  por  medio  de  pozos 
artesianos,  el  concesionario  suspendiese  los  trabajos  por  más  de 
cuatro  meses,  á no  sobrevenir  fuerza  mayor  (4). 

. VI.  Si  el  concesionario  aplicase  las  aguas  concedidas  para  un 
aprovechamiento  á otro  distinto  sin  autorización  competente  (5) . 

VIL  Si  dejase  transcurrir  cuarenta  dias  sin  consignar  en  cali- 
dad de  depósito  y garantía  del  cumplimiento  de  las  condiciones 
estipuladas,  el  2 por  100  del  presupuesto  de  las  obras  (6). 

VIII.  Si  no  empezase  las  obras  en  el  plazo  de  seis  meses  con- 
tados desde  la  fecha  de  la  concesión,  y no  las  terminase  en  el  de 
nueve  años,  lo  más  tarde  (7). 

IX.  Si  no  las  conservase  en  buen  estado,  y requerido  por  la 

(1)  Ley  de  aguas,  art.  265. 

(2)  Ley  de  aguas,  art,  27. 

(3}  Ley  de  aguas,  art.  58. 

(4)  Ley  da  aguas,  art.  59, 

(5)  Ley  de  aguas,  art.  196. 

(6)  Ley  de  aguas,  art.  281,  y ley  de  5 de  Febrero  do  1870,  arts.  4 y 5. 

(7)  Ley  de  aguas,  art.  203,  y ley  de  20  de  Febrero  de  1870,  art.  6, 
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autoridad,  no  las  reparase  ó reconstruyese  en  el  plazo  que  se  le 

señale,  á no  mediar  fuerza  mayor  que  lo  impida  (1). 

1459. — Corresponde  declarar  la  caducidad  de  la  concesión  á la 
autoridad  de  quien  emana,  procediendo  de  oficio  ó á instancia  de 
tercera  persona  y previa  audiencia  del  concesionario,  ó su  cita- 
ción por  edictos  ó por  los  periódicos  oficiales,  ignorándose  su 
paradero.  -Contra  la  declaración  de  caducidad  cabe  el  recurso  por 
la  Via  contenciosa,  apurados  los  trámites  de  la  gubernativa  (2). 

Para  que  las  concesiones  se  tengan  por  caducadas  hay  necesi- 
dad de  una  declaración  explícita,  de  suerte  que  no  se  pueden 
otorgar  aprovechamientos  ni  autorizaciones  ya  otorgadas  sin 
que  preceda  la  anulación  de  la  anterior  ó anteriores : doctrina 
conforme  á todos  principios  y reglas  del  derecho  común,  y sin 
embargo  poco  há  recibida  en  el  administrativo  (3). 


Artículo  8.° — Policio,  de  los  aguas. 


1460. — Competencia  en  la  mate-  1462. — Deberes  de  los  gobernado- 

ria.  res  de  provincia. 

1461.  — Muelles  y puertos.  1463. — Interdictos, 


1460. — La  policía  de  las  aguas  tanto  públicas  como  privadas, 
pertenece  al  Gobierno,  y por  delegación  suya  á las  autoridades 
que  le  representan  en  las  provincias  y en  los  pueblos.  Así  pues 
al  Gobierno  corresponde  dictar  los  reglamentos  oportunos  para 
precaver  los  daños  que  pueden  sobrevenir  por  inundaciones,  es- 
tancamientos y filtraciones,  impedir  que  los  partic.ulares  alteren 
ó varien  las  corrientes  naturales,  remover  cualesquiera  obstácu- 
los á la  navegación,  flotación  y otros  usos  públicos,  prohibir  la 
construcción  de  toda  clase  de  obras  en  los  ríos  y sus  márgenes 
que  embarguen  el  aprovechamiento  comim,  y en  fin  adoptar  los 
medios  preventivos  y represivos  que  la  ley  autoriza  con  el  obje- 
to de  mantener  y ordenar  el  régimen  y curso  de  las  aguas,  prin- 

(1)  Ley  de  ag-uas,  arts.  24T  y 258. 

(2)  Ley  de  aguas,  arts.  58,  203  y 295. 

arts,  204  y m “ ^ 
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cipal mente  en  cnanto  tiene  relación  con  la  higiene  y con  la  se- 
guridad de  las  personas  y de  la  propiedad. 

1461.  — La  policía  de  los  muelles  en  rios,  lagos  y puertos  está 
á cargo  de  la  autoridad  civil  local  con  intervención  de  la  de  Ma- 
rina, en  donde  la  haya,  conforme  á las  ordenanzas  generales  de 
la  Armada. 

1462.  — Es  Obligación  de  los  gobernadores  dictar  providencias 
eficaces  para  que  nadie  emprenda  obras  dirigidas  á utilizar  las 
aguas  de  toda  corriente  natural  y pública  sin  autorización  com- 
petente; y si  alguna  se  ejecuta,  deben  acordar  inmediatamente 
la  demolición  de  lo  construido,  sin  admitir  excusas,  pretextos 
ni  dilaciones,  y sin  perjuicio  de  exigir  la  responsabilidad  á la 
autoridad  local  que  la  hubiese  consentido  ó tolerado.  Los  inge- 
nieros jefes  de  las  provincias  están  por  su  parte  obligados  á vi- 
gilar por  sí  y por  medio  de  sus  subalternos  para  que  tales  obras 
no  se  emprendan,  y ménos  se  lleven  á cabo,  y á dar  cuenta  al 
gobernador  de  las  infracciones  que  observen  ó lleguen  á su  no- 
ticia (1). 

1463.  — Las  providencias  de  la  autoridad  en  materia  de  aguas 
causan  estado,  si  no  se  reclama  contra  ellas  por  la  via  guberna- 
tiva ante  el  superior  inmediato,  ó por  la  contenciosa  siempre 
que  proceda.  Miéntras  la  administración  no  traspase  el  límite  de 
sus  legítimas  atribuciones,  los  tribunales  de  justicia  no  pueden 
admitir  interdictos  para  reformar  ó anular  sus  actos  (2)  . 


CAPÍTULO  VI. 

I>e  los  caminos  ordinarios. 


Artículo  ‘Clasificación  de  las  vías  de  servicio  público. 


1464. — Dominio  público  de  los  ca- 

minos. 

1465. — Importancia  de  las  vias  de 

comunicación. 

1466.  — Clasificación  antigua. 

1467. — Reforma, 

1468. — Crítica. 

1469.  — Nuevas  reformas. 


1470. — Crítica. 

1471.  — Clasificación  actual. 

1472.  — Vías  públicas  de  primer  or- 

den. 

1473. — De  segundo  orden. 

1474. — De  tercer  orden, 

1475.  — Plan  general  de  caminos. 

1476.  — Clasificación  de  una  carre- 


(1)  Real  órden  de  5 de  AI)ril  de  1859. 

(2)  Ley  de  aguas,  arts,  275  y sig. 
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1478.— Clasificación  provisional. 

-¡477  Caminos  provinciales  y ve-  1479. — Aprobación  definitiva. 

■ finales.  1480,— Vias  de  servicio  particular. 


14Q4, — Son  también  los  caminos^  como  los  rios  y los  puertos, 
cosas  públicas  (1),  y en  este  concepto  pertenece  al  Gobierno  dic^ 
tar  reglas  acerca  del  uso  común  de  toda  via  de  comunicación 
y transporte, 

1465.  — La  importancia  administrativa  de  los  caminos  es  in- 
mensa, ya  se  vea  en  ellos  un  medio  de  circulación  y un  elemento 
de  riqueza  y prosperidad,  ó ya  se  consideren  como  instrumentos 
necesarios  de  la  acción  social.  Sin  comunicaciones  breves,  fáciles 
y económicas,  el  comercio  que  alimenta  la  agricultura  y la  in- 
dustria, cambiando  géneros  por  frutos  y conduciendo  unos  y 
otros  desde  los  focos  de  producción  hasta  los  centros  de  consu- 
mo, languidece  y muere.  Los  ciudadanos  mal  pueden  ejercitar 
sus  derechos,  ni  demandar  justicia,  ni  implorar  la  protección  de 
las  autoridades  distantes  en  favor  de  sus  personas  y haciendas. 
El  Gobierno,  aislado  en  medio  de  la  nación,  ni  ve,  ni  oye,  ni  es 
obedecido:  su  acción,  que  debiera  sentirse  en  los  extremos  del 
territorio,  ó no  traspasa  una  corta  distancia,  ó llega  álos  puntos 
lejanos  sin  fuerza  para  conservar  ilesas  las  prerogativas  del  po- 
der, y para  exigir  á los  administrados  el  cumplimiento  de  las 
leyes. 

El  espíritu  público  tampoco  existe,  porque  falta  el  contacto  de 
las  ideas  y sentimientos  necesario  para  formar  opinión;  y en 
medio  de  tan  espantosa  anarquía  moral,  los  intereses  particulares 
y locales  concluyen  por  triunfar  en  nombre  de  un  egoísmo  indi- 
vidual ó colectivo  y por  destruir  la  unidad  del  estado. 

1466.  — Dividíanse  los  caminos  ordinarios  en  generales,  pro- 
vinciales y vecinales,  nombres  que  manifestaban  con  toda  cla- 
ridad la  participación  del  Gobierno,  de  las  provincias  y de  los 
pueblos  en  su  construcción  y sostenimiento.  Después,  por  el  cie- 
go deseo  de  novedades,  prevaleció  el  mal  consejo  de  sustituir  á 
las  antiguas  y signiñeativas  denominaciones  otras'  ménos  pro- 
pias, exlraiias  al  leugua.je  oficial  hasta  entonces  recibido,  y nada 
íáciles  de  admitir  al  uso  común  y vulgar  que  al  fin  acaba  por  pre- 
valecer contra  todas  las  leyes  y reglamentos. 


(1)  Ley  6,  tit,  sxviii,  Part,  III. 
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Verdad  es  que  con  esta  mudanza  coincidió  un  cambio  radical  y 
profundo  en  nuestro  sistema  administrativo  en  cuanto  á la  cons- 
trucción y reparación  de  los  caminos.  Las  leyes  de  Partida,  las 
de  la  Novísima  Recopilación  y todas  las  posteriores  hasta  aque- 
lla fecha,  respetaron  la  diferencia  de  los  caminos  en  razón  de  su 
utilidad  é importancia,  y los  pusieron  á cargo  del  Gobierno  ó de 
los  pueblos  clasificándolos,  como  era  natural,  según  el  origen  de 
los  fondos  y la  naturaleza  de  sus  beneficios. 

1467.  — La  reforma  á que  aludimos,  quebró  el  hilo  de  nuestras 
tradiciones  y la  armonía  que  los  caminos  guardaban  y debían 
guardar  con  las  demás  obras  públicas,  centralizando  en  el  Go- 
bierno la  recaudación  é inversión  de  los  fondos  destinados  á este 
servicio;  sistema  contrario  á los  principios  de  la  ciencia  admi- 
nistrativa y de  graves  inconvenientes  al  llevarlo  á ejecución. 

1468.  — I.  En  efecto,  hemos  asentado  en  otra  parte  una  regla 
prudente  de  administración,  á saber,  que  conviene  admitir  una 
centralización  máxima  para  los  intereses  mayores  del  estado, 
media  para  los  intereses  medianos  y mínima  para  ios  menores 
ó descentralizarlos  por  completo.  Y siendo  los  caminos  generales 
ó sean  las  vias  de  servicio  público  de  primer  orden,  como  ahora 
se  llaman,  de  interés  común,  procede  sujetarlos  á la  acción  direc- 
ta ó inmediata  del  Gobierno;  los  provinciales  ó vias  de  servi- 
cio público  de  segundo  orden,  á su  intervención  y cuidado;  y los 
vecinales  ó vias  de  servicio  público  de  tercer  orden,  á su  mera 
inspección  y vigilancia : doctrina  de  que  se  apartaba  sin  razón 
poderosa  la  nueva  ley  al  refundir  todos  los  caminos  en  una  sola 
clase  y encerrarlos  en  un  solo  presupuesto,  reservándose  el  mi- 
nistro del  ramo  la  potestad  un  tanto  arbitraria  de  distribuir  los 
fondos,  aunque  de  tan  diverso  origen,  y ordenar  y dirigir  los 
trabajos. 

n.  No  es  tampoco  leve  reparo  extinguir  la  vida  del  municipio, 
que  si  por  la  Constitución  no  puede  tener  parte  en  los  negocios 
reservados  á la  política  y á la  administración  general  del  reino, 
debe  hallar  sano  alimento  á su  actividad  en  procurar  el  bien  de 
los  pueblos  dentro  de  los  límites  de'  una  libertad  razonable.  Sólo 
observando  los  preceptos  de  la  justicia  y las  máximas  de  con- 
veniencia, se  hallará  el  Gobierno  fuerte  en  su  derecho  para  po- 
ner coto  á las  usurpaciones  que  ciertos  novadores  pretenden  co- 
lorar con  el  nombre  y el  favor  de  los  Ayuntamientos,  porque  dos 
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sendas  opuestas  conducen  á los  extravíos  de  la  razón  en  esta 
ciencia,  la  excentralizacion  absoluta  y la  concentración  despótica 

de  los  poderes  del  estado.  ^ 

ni.  El  Gobierno  desde  su  altura  no  descubre  á una  simple 
mirada  los  intereses  locales ; por  lo  cual  no  socorre  las  necesi- 
dades de  los  pueblos  sino  después  de  recibir  las  noticias  de  sus 
delegados,  de  formar  expedientes,  ante-proyectos,  proyectos, 
presupuestos  y memorias,  de  pedir  informes  y consultas,,  y de 
otros  mil  trámites  distintos  que  convierten  la  administración  en 
el  arte  de  consumir  papel,  tiempo  y trabajo  para  resolver  tarde  y 
mal  una  cuestión  breve  y sencilla.  Cuando  los  pueblos  cuidan  de 
los  caminos  vecinales,  á falta  de  un  Ayuntamiento  celoso,  hay 
un  alcalde  á quien  un  gobernador  hábil  y discreto  estimula  em- 
pleando mil  medios  indirectos  de  promover  el  bien  común;  de 
modo  que  penetra  con  su  influencia  en  las  esferas  de  la  adminis- 
tración que  tal  vez  cierra  la  ley  á su  autoridad. 

IV.  Los  pueblos  contribuyen  más  dócilmente  para  las  obras 
públicas  que  se  construyen  á su  vista  y de  cuyos  beneficios  in- 
mediatos participan,  que  para  mejoras  de  utilidad  remota,  como 
son  los  caminos  de  interés  general,  y acuden  con  voluntad  mé- 
nos  pronta  todavía  al  auxilio  de  otras  provincias  ó pueblos,  por- 
que no  alcanzan  la  mancomunidad  de  intereses  que  liga  la  suerte 
de  todos  los  miembros  del  estado. 

V.  El  sistema  de  encomendar  el  cuidado  de  los  caminos  veci- 
nales á los  pueblos  mismos  facilita  el  recurso  de  las  prestaciones 
personales,  que  aun  cuando  se  conserven  en  el  opuesto,  no  po- 
drán ser  de  tanto  uso  y provecho  admitido  el  principio  de  la  cen- 
tralización de  todos  los  actos  relativos  al  fomento  de  esta  clase 
de  obras  públicas. 

1469.— -Leyes  posteriores  y algunas  disposiciones  de  carácter 
reglamentario  moderaron  el  exceso  de  la  centralización  conce- 
diendo á las  Diputaciones  y Ayuntamientos  y á los  gobernadores 
y alcaldes  facultades  ya  propias,  ya  delegadas  en  materia  de  ca- 
minos (1). 

Las  vigentes  de  administración  provincial  y municipal  enu- 
meran entre  las  cosas  de  la  exclusiva  competencia  de  aquellas 
corporaciones  popiüares  la  construcción  y reparación  de  los  ca- 

(l)  Lcjy  do  25  de  Setiembre  y real  decreto  de  IT  de  Octubre  de  1K63. 


LIBRO  IV.  DE  LA.  MATERIA  ADMINISTRATIVA.  43 

minos,  canales  de  navegación  y riego  y toda  clase  de.  obras  pú- 
blicas de  interés  local,  así  como  la  policía  de  las  vias  de  comu- 
nicación y transporte  urbanas  y rurales  (1). 

1470.  — A la  centralización  excesiva,  corregida  en  gran  parte 
por  leyes  animadas  de  un  espíritu  conciliador  de  los  derechos 
del  estado  y los  intereses  legítimos  de  las  provincias  y los  pue- 
blos, sucedió  la  completa  descentralización  con  su  falta  de  uni- 
dad, su  perezosa  iniciativa,  sus  mezquinos  recursos,  y tal  vez  sus 
rivalidades  aun  más  mezquinas. 

Para  juzgar  la  reforma  con  seguridad  del  acierto,  hubiéra- 
mos esperado  á recoger  el  testimonio  de  la  experiencia;  pero  el 
Gobierno  se  anticipó  á suministrarnos  las  pruebas  necesarias  á 
formar  nuestra  opinión. 

En  efecto,  el  Gobierno  acordó  eL  abandono  por  el  estado  de 
una  multitud  de  carreteras,  entregando  su  explotación  á las  Di- 
putaciones, Ayuntamientos  y particulares  que  la  solicitasen,  dan- 
do por  razón  ó razones  la  economía,  la  libertad  otorgada  á las 
corporaciones  populares  de  proveer  á la  conservación  de  las  vias 
públicas  de  interés  local,  y la  escasez  de  sus  recursos  para  em- 
prender la  ejecución  de  las  redes  de  caminos  provinciales  y ve- 
cinales (2). 

Es  imposible  aducir  argumentos  más  fútiles  y casi  pueriles  en 
defensa  de  este  absurdo.  La  economía  en  los  presupuestos  gene- 
rales del  estado  deja  de  serlo  para  el  contribuyente,  desde  que 
los  gastos  se  trasladan  á los  provinciales  y municipales.  La  con- 
servación de  las  vias  públicas  de  interés  local  es  un  principio 
que  sin  ofensa  del  sentido  común  no  puede  aplicarse  á los  cami- 
nos ordinarios  paralelos  á los  de  hierro  como  pretende  el  Go- 
bierno; y la  imposibilidad  reconocida  de  construir  con  los  esca- 
sos recursos  de  las  Diputaciones  y Ayuntamientos,  cada  cual  su 
red  de  caminos,  es  una  razón  más  para  no  entregarles  las  car- 
reteras del  estado,  á no  proponerse  el  Gobierno  sustituir  las 
obras  de  la  civilización  con  las  ruinas  y estragos  de  la  bar- 
barie. 

1471.  — Viniendo  á la  exposición  del  derecho  constituido,  se 
distinguen  los  caminos  ordinarios  en  vias  de  servicio  público  y 
vias  de  servicio  particular.  El  Gobierno  clasifica  las  públicas  se- 

(1)  Ley  provincial,  art.  46,  y loy  municipal,  arts.  67  y 68. 

(2)  Orden  da  7 de  Al)ril  de  1870. 
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gun  su  utilidad  é importancia,  en  vias  de  primer,  segundo  y ter- 
cer órden. 

1472. — Son  de  primer  órden: 

I.  Las  que  se  dirigen  desde  Madrid  á las  capitales  de  provin- 
cia, departamentos  de  Marina  y puntos  en  que  haya  estableci- 
das aduanas  habilitadas  para  el  comercio  general  de  importación 
y exportación. 

II.  Los  ramales  que  partiendo  de  un  ferro-carril  ó de  una  car- 
retera de  primer  orden  conduzcan  á alguno  de  los  puntos  desig- 
nados en  el  párrafo  anterior. 

ÍII.  Las  que  enlazan  dos  ó más  ferro-carriles,  pasando  por  un 
pueblo  cuyo  vecindario  no  baje  de  15.000  almas. 

ÍV.  Las  que  unen  dos  ó más  carreteras  de  primer  órden,  pa- 
sando por  alguna  capital  de  provincia  ó centro  de  gran  población 
ó tráfico,  así  del  interior  como  del  litoral  de  la  Península,  siem- 
pre que  su  vecindario  exceda  de  20.000  almas. 

1473.  — Son  de  segundo  órden: 

I.  Las  que  ponen  en  comunicación  dos  capitales  de  provincia. 

II,  Las  que  enlazan  un  ferro-carril  con  una  carretera  de  pri- 
mer órden. 

TIL  Las  que  partiendo  de  im  ferro-carril  ó de  una  carretera 
de  primer  órden  terminan  en  un  pueblo  cabeza  de  partido,  ó que 
tenga  una  población  mayor  de  10.000  almas. 

IV,  Las  que  en  las  islas  Baleares  y Canarias  ponen  en  comuni- 
cación la  capital  con  otros  puntos  marítimos,  ó dos  ó más  centros 
de  producción  ó exportación  entre  sí. 

1474.  — Son  vias  públicas  de  tercer  órden  las  que,  sin  tener 
ninguna  de  las  condiciones  señaladas  para  las  carreteras  de  pri- 
mero y segundo,  interesan  á uno  ó más  pueblos,  aun  cuando  no 
pertenezcan  á la  misma  provincia. 

1475. — Toca  al  ministro  de  Fomento  formar  el  plan  general 
de  vias  públicas  de  primer  órden  oyendo  á las  Diputaciones  pro- 
vinciales respectivas,  teniendo  en  cuenta  el  sistema  de  ferro-car- 
liles  y caminos  ordinarios  existente  y en  via  de  ejecución,  con- 
siderando las  necesidades  de  los  pueblos  y ajustándose  á lo  dis- 
puesto en  la  ley  para  la  clasificación  de  las  carreteras  (1). 

1476.  Para  proceder  á la  clasificación  de  una  carretera  deben 
seguirse  los  trámites  siguientes: 

(1)  Este  plan  fué  aprobado  por  real  decreto  de  T da  Setiembre  de  1860. 
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I.  Puhlicacion  del  ante-proyecto. — El  ingeniero  encargado 
de  formarlo,  remite  una  copia  de  su  trabajo  al  gobernador  de  la 
provincia  que  dispone  se  le  dé  publicidad  en  el  Boletin  Oficial, 
señalando  el  término  de  treinta  dias  para  que  los  pmmlos,  cor- 
poraciones ó particulares  á quienes  intei'esa  el  camino,  puedan 
enterarse  de  aquel  documento  en  la  secretaría  del  gobierno  po- 
lítico. Estos  anuncios  deben  extenderse  por  los  medios  acostum- 
brados á los  pueblos  por  donde  pase  la  carretera. 

II.  Informe  factdtatiw.— Be  IsiS  reclamaciones  que  hicieren 
ios  que  se  crean  perjudicados  se  da  conocimiento  al  ingeniero 
autor  dél  ante-proyecto,  para  que  en  su  vista  exponga  lo  conve- 
niente. Luégo  se  pasa  el  expediente  al  ingeniero  jefe  del  distri- 
to para  que  informe  con  presencia  de  los  datos  recogidos,  ó pase 
á comprobarlos  sobre  el  terreno ; y por  último,  debe  fundar  su 
dictámen,  proponiendo  la  clasificación  que  en  su  concepto  cor- 
responda á la  carretera. 

III.  Deliberación  administrativa. — El  Gobernador  somete  al 
examen  de  la  Diputación  provincial  el  ante-proyecto,  consigna 
el  voto  de  este  cuerpo  en  la  cuestión,  y remite  el  expediente  al 
ministro  de  Fomento,  quien  debe  oir  á la  Junta  consultiva  de  Ca- 
minos. 

IV.  Resolución  final. — El  Gobierno  acuerda  en  Consejo  de 
ministros  la  clasificación  de  las  carreteras  de  primer  orden,  y el 
ministro  de  b’omento  las  de  segundo  y tercero,  aquéllas  por  real 
decreto,  y éstas  de  real  órden. 

1477. — ^Las  Diputaciones  acuerdan  el  plan  general  de  los  ca- 
minos provinciales,  teniendo  en  cuenta  las  necesidades  de  la 
provincia  y sus  relaciones  con  las  inmediatas,  y coinbinándolo 
con  las  carreteras  comprendidas  en  el  plan  del  Gobierno,  y con 
los  ferro-carriles  en  explotación,  en  construcción  ó en  proyecto. 

Los  Ayuntamientos  hacen  lo  mismo  respecto  á los  caminos 
Vecinales,  procurando  enlazarlos  con  los  construidos  ó proyec- 
tados por  los  pueblos  comarcanos  y los  provinciales,  para  que 
todos  contribuyan  á formar  parte  de  la  red  ó sistema  general  de 
Comunicaciones  de  España. 

Aprobado  el  ante-proyecto  y hecha  la  clasificación  de  una  car- 
retera, se  procede  á la  formación  del  proyecto  definitivo,  en  cüyo 
trazado  deben  quedar  comprendidos  los  pueblos  que  en  el  ante- 
proyecto se  hubiesen  fijado. 
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1478. _Los  efectos  de  la  clasificación  provisional  de  toda  via 
de  servicio  público  son: 

I.  Que  no  puede  variarse  sin  abrir  nuevo  expediente  y termi- 


narlo en  debida  forma.  . . . , . 

II.  Que  desde  entonces,  y no  ántes,  puede  darse  principio  a la 

construcción  de  la  obra. 

1479. — Los  efectos  de  la  aprobación  definitiva  del  proyecto  son: 

I.  Que  no  puede  variarse  su  trazado  ó proyección  horizontal 
en  mayor  distancia  de  doscientos  metros  á uno  y otro  lado  del 

V 

eje,  sin  renovar  el  expediente. 

II.  Que  implica  la  declaración  de  utilidad  pública  en  favor  de 
las  obras  en  él  consignadas. 

En  el  presupuesto  general  de  gastos  de  cada  año  se  fija  la  su- 
ma que  haya  de  aplicarse  á la  construcción  y conservación  de 
las  vias  de  primer  órden,  la  cual  distribuye  el  Consejo  de  minis- 
tros equitativamente  entre  las  diversas  provincias.  Nada  más 
justo  que  pues  todas  soportan  con  igualdad  las  cargas  del  esta- 
do, todas  participen  con  igualdad  de  los  beneficios. 

Las  Diputaciones  y ios  Ayuntamientos  consignan  en  sus  pre- 
supuestos respectivos  las  cantidades  necesarias  á la  construcción 
y conservación  de  los  caminos  provinciales  y municipales. 

1480. — Son  vias  de  servicio  particular  las  que  favoreciendo  la 
explotación  de  minas,  canteras  y montes,  la  comunicación  de 
establecimientos  industriales  ó de  otra  clase  cualquiera,  ó el  ser- 
vicio de  edificios,  haciendas  ó propiedades  particulares,  pasan 
por  terrenos  que  no  pertenecen  á quien  construye  el  camino. 

Los  qué  quieran  estudiar  una  carretera  ó camino  de  servicio 
privado  deben  pedir  al  gobernador  de  la  provincia  la  autoriza- 
ción necesaria  para  entrar  en  las  propiedades  particulares  con 
el  objeto  de  hacer  los  estudios  convenientes,  prévio  aviso  á los 
dueños  ó colonos  de  los  terrenos  cercados,  y prestando  fianza  de 
resarcir  los  daños  y perjuicios. 

Las  vias  de  servicio  particular  pueden  ser  declaradas  de  uti- 
lidad pública,  siempre  que  resulte  acreditada  su  importancia  por 
medio  de  la  información  prescrita  en  las  leyes  para  proceder  á 
la  enajenación  forzosa.  Para  ejecutar  otras  nuevas  se  necesita 

autorización  del  Gobierno  otorgada  previa  declaración  de  utili- 
dad pública  (1). 


U)  Loy  de  22  de  Julio  do  18=:a 
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Artículo  2°^Policía  de 

1481.  — Conservación  de  la  vía  pú- 

blica. 

1482.  — Intrusión  del  cultivo  en  las 

carreteras. 

1483.  — Deslinde  y amojonamiento. 

1484.  — ^Policía  de  tránsito. 


las  t)ias  de  servicio  público. 

1485.  — Sus  reglas. 

1486.  — Deberes  de  los  alcaldes, 

1487. — Peones  camineros, 

1488.  — Servicio  de  reparación. 

1489.  — Portazgos,  pontazgos  y bar- 
cajes. 


1481.  — No  basta  cruzar  el  territorio  de  carreteras  ó vías  ordi- 
narias de  servicio  público : es  preciso,  una  vez  construidas,  con- 
servarlas, ya  vigilando  para  que  los  propietarios  de  los  terrenos 
colindantes  las  respeten,  ya  dictando  reglas  en  cuanto  al  uso  co- 
mún á que  se  destinan,  y ya  en  fin  emprendiendo  los  trabajos 
de  reparación  convenientes. 

1482. — “La  primera  obligación  de  los  dueños  y cultivadores  de 
tierras  inmediatas  á los  caminos  es  no  invadir  la  via  pública, 
llevando  el  cultivo  á las  carreteras  ó sus  terrenos  adyacentes. 
Toda  intrusión  del  agricultor  es  una  usurpación  del  dominio  pú- 
blico que  no  se  legitima  por  el  trascurso  de  tiempo  alguno,  por- 
que las  cosas  á él  pertenecientes  son  imprescriptibles. 

1483.  — Á fin  de  evitar  tales  abusos,  deben  los  alcaldes  de  to- 
dos los  pueblos  cuyos  términos  jurisdiccionales  atraviesen  las 
carreteras,  bien  sea  por  sí  mismos  ó por  medio  de  las  personas 
que  deleguen  al  efecto,  acompañadas  del  ingeniero  de  caminos 
ó de  los  empleados  del  ramo,  acotar  y amojonar  dichos  terrenos, 
prévia  citación  de  los  propietarios  colindantes.  Este  amojona- 
miento se  practica  según  el  informe  de  testigos  que  declaren  los 
límites  que  ántes  tenia  el  terreno,  ó siguiendo  las  señales  que 
aun  existan  en  otros  trozos  del  mismo  en  que  no  haya  intrusión, 
y por  último,  conforme  al  apeo  de  las  heredades  colindantes  en 
caso  de  duda  ó no  conformidad  de  los  dueños. 

Comprobada  la  intrusión,  en  la  carretera  ó sus  partes  acceso- 
rias, se  allanan  las  zanjas,  tapias  ó vallados  que  hubieren  cons- 
truido los  propietarios  para  internar  en  su  propiedad  los  terre- 
nos usurpados,  verificándose  esto  y la  colocación  de  nuevos  hi- 
tos 6 mojones  á costa  de  los  intrusos  en  el  término  preciso  de 
los  ocho  dias  siguientes  á la  intimación  que  les  hiciere  el  alcalde 
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bajo  la  multa  que  les  señale  (1).  El  apeo  y amojonamiento  de 
estos  terrenos  es  una  Operación  puramente  administrativa  mien- 
tras no  se  suscita  la  cuestión  de  propiedad,  en  cuyo  caso  entra 
en  la  competencia  de  los  tribunales  ordinarios  ó de  los  especia- 
les á quienes  corres4)onda  el  conocimiento  de  aquel  negocio  se- 
gún las  leyes  (2). 

Las  demás  obligaciones  de  los  propietarios  limítrofes  son  vei- 
daderas  restricciones  del  dominio  particular  en  favor  de  los  ca- 
minos, y de  consiguiente  forman  parle  del  tratado  de  las  servi- 
dumbres públicas. 

1484. — La  policía  de  tránsito  es  un  asunto  del  inmediato  co- 
nocimiento y atribución  de  la  autoridad  local  administrativa,  y 
como  tal  de  la  exclusiva  competencia  del  gobernador  en  cada 
provincia,  y en  su  caso  de  los  alcaldes  (3).  Su  objeto  es  arreglar 

el  disfrute  de  los  caminos  v sus  obras  accesorias  de  tal  manera, 

%/ 

que  dejando  expedito  el  uso  público  se  ponga  coto  á toda  demasía 
por  parte  de  los  transeúntes. 

1485.  — Las  reglas  de  la  policía  de  tránsito  protegen  la  salubri- 
dad, seguridad  y comodidad  de  los  pueblos  en  sus  relaciones  con 
la  Via  pública,  á cuyo  fin  vedan: 

I.  Romper  ó arrancar  los  guarda-ruedas,  so  pena  de  satisfacer 
el  daño,  y además  la  multa  que  corresponda,  si  hubiese  contra- 
vención á las  ordenanzas.’ 

II.  Atravesar  los  carruajes  cualquier  puente  con  mayor  cele- 
ridad que  el  paso,  y dar  vuelta  entre  sus  barandillas  ó antepe- 
chos, Si  los  puentes  son  colgados,  deben  las  tropas  que  transiten 
por  ellos  romper  el  paso,  para  evitar  su  deterioro  y precaver 
cualquier  accidente  (4). 

IIL  Gainiiiar  ios  carruajes  y caballerías  por  los  paseos  fuera 
del  firme  ó calzada  del  camino,  incurriendo  su  dueño  ó conduc- 
tor, en  caso  de  contravención,  en  la  multa  señalada  por  cada  car- 
ruaje ó por  cada  caballería. 

IV.  Conducir  ios  carruajes  ó caballerías  por  otro  sitio  que  el 
señalado  para  el  tránsito,  niiéntras  se  hagan  recargos  ó cuales- 
quiera, obras  de  reparación,  quedando  los  contraventores  respon- 
sables del  daño  que  causen. 


(1)  Real  orden  de  2T  de  Mayo  de  1846. 

(2)  Real  decreto  de  23  de  Setiembre  do  1846. 

13)  Orden  del  Gobierno  provisional  do  14  de  Setiembre  do  1843. 

14)  Orden  del  Regente  de  6 de  Agesto  de  1842. 
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V.  Cruzar  el  camino  con  carruajes,  caballerías  ó ganados  por 
parajes  distintos  de  los  destinados  al  servicio  de  ir  y venir  de 
unos  pueblos  á otros,  ó de  dar  entrada  y salida  á las  heredades 
limítrofes. 

VI.  Toda  degradación  causada  en  los  guarda-ruedas,  antepe- 
chos ó sus  albardillas  ó en  otras  obras  cualesquiera  de  los  (;ami- 
nos,  así  como  en  las  pirámides  ó postes  kilométricos  ó telegráfi- 
cos, ó. en  las  fuentes  y abrevaderos  construidos  en  la  via  pública, 
ó en  los  árboles  plantados  á sus  orillas,  es  castigada  con  una  mul- 
ta de  5 á 25  pesetas,  bien  hiciere  el  contraventor  este  daño  por 
sí  mismo,  bien  lo  consintiere  hacer  á sus  ganados  ó caballerías. 

VIL  Tampoco  es  lícito  sin  la  debida  autorización  barrer,  re- 
coger basuras,  rascar  tierra  ó tomarla  del  camino,  sus  paseos, 
cunetas  y escarpas,  pena  de  5 á 12,50  pesetas  y reparación  del 
perjuicio  irrogado,  ni  arrastrar  maderas,  ramajes  ó arados,  ni 
atar  las  ruedas  de  los  carruajes  bajo  la  multa  establecida,  ade- 
más del  resarcimiento  del  daño. 

VIII.  Los  cultivadores  de  las  heredades  lindantes  con  el  ca- 
mino, deben  abstenerse  de  causar  el  menor  daño  á los  muros 
de  sostenimiento,  alcantarillas,  estribos  de  puentes  y demás 
obras  accesorias. 

IX.  Los  dueños  de  estas  mismas  lieredades  no  pueden  entor- 
pecer ni  desviar  el  curso  de  las  aguas  que  provengan  del  cami- 
no abriendo  zanjas,  construyendo  calzadas  ó elevando  el  terre- 
no de  su  propiedad. 

X.  Sin  licencia  de  la  autoridad  local,  prévio  conocimiento  del 
ingeniero  encargado  de  la  carretera,  tampoco  pueden  cortar  ios 
árboles  situados  á menor  distancia  de  veinticinco  metros,  ni  ar- 
rancar las  raíces  que  impiden  la  caída  de  la  tierra  sobre  la  via. 

XI.  No  puede  destinarse  carruaje  alguno  á la  conducción  de 
viajeros,  sin  que  preceda  licencia  del  gobernador  de  la  provin- 
cia en  que  esté  domiciliada  la  empresa,  prévio  reconocimiento 
de  peritos  y su  informe  en  que  declaren  que  reúne  las  condicio- 

■ nes  necesarias  para  Ja  seguridad  y comodidad  de  los  viajeros,  al 
tenor  de  las  leyes  (1). 

Siempre  que  ocurra  algún  siniestro,  la  autoridad  local  del  pue- 
blo más  inmediato,  procediendo  con  la  mayor  brevedad  para  no 


(1)  Real  decreto  de  13  de  Mayo  <].ó  1851  y log-laniento  de  la  misma  feclia. 
TOMO  II. 
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causar  perjuicio  con  la  detención  á los  viajeros,  instruye  una 
sumaria  y remite  las  diligencias  al  juzgado  correspondiente  o al 
gobernador  de  la  provincia,  según  la  mayor  ó menor  gravedad 
del  caso  (1). 

XIL  Los  conductores  de  carruajes  deben  observar  las  reglas 
siguientes  en  el  uso  de  la  plancha  de  hierro  que  usan  para  dis- 
minuir la  velocidad  de  las  ruedas; 

I.  La  plancha  debe  ser  igual  ai  modelo  aprobado  por  la  direc- 
ción del  ramo. 

II.  No  pueden  hacer  uso  de  ella  sino  en  las  cuestas  y distan- 
cias señaladas  por  los  ingenieros  encargados  de  la  carretera. 

iir.  Debe  aplicarse  á la  rueda  de  tal  modo  que  su  centro  quede 
sentado  de  plano  sobre  el  camino. 

IV.  Cuando  los  carruajes  lleven  la  plancha  puesta,  marcharán 
al  paso  de  las  caballerías. 

Toda  infracción  de  estas  reglas  se  corrige  con  la  reparación 
de  los  daños  y una  multa  de  12,50  á 25  pesetas. 

XIII.  Los  asientos  de  los  carruajes  deben  estar  numerados,  y 
no  se  debe  admitir  mayor  número  de  personas  que  haya  de 
asientos. 

XIV.  Las  empresas  están  obligadas  á poner  delantero,  siem- 
pre que  las  caballerías  fueren  dos  en  lanza,  dos  en  bolea  y dos  de- 
lante, y por  regla  general,  cuando  sean  tres  ó más  en  reata  (2). 

La  Guardia  Civil  está  especialmente  encargada  de  velar  sobre 
la  observancia  de  los  reglamentos  relativos  á los  carruajes  pú- 
blicos y particulares,  dando  parte  de  cualesquiera  infracciones 
á las  autoridades. 

XV.  También  so  prohibe  amontonar  materiales,  tierras,  abo- 
nos, frutos  ú otros  efectos  cualesquiera  en  las  vias  públicas  y sus 
obras  accesorias;  entorpecer  el  paso  dejando  extender  sobre  el 
camino  el  ramaje  que  forme  el  cerco  de  las  heredades  lindantes; 
dar  suelta  y apacentar  los  ganados  en  los  caminos  ó sus  paseos; 
colocar  tinglados  ó puestos  ambulantes  en  los  mismos;  abando- 
nar los  carruajes;  transitar  con  caballerías,  recuas,  ganados  y 
carruajes  sin  dejar  libre  la  mitad  del  camino  á los  que  vinieren 
en  dirección  opuesta,  arrimándose  cada  uno  á su  lado  derecho; 
caminar  apareados  los  arrieros  cuando  lleven  más  de  dos  caba- 

[1 ) Real  ófiicn  de  9 de  Aliril  de  186.^, 

(2!)  Real  orden  de  30  de  Noviembre  de  18Ó9, 
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Herías  reatadas;  correr  á escape,  conducir  recuas  ó ganados  sin 
persona  que  los  guie;  bajar  los  carruajes  las  cuestas  señaladas 
anteriormente  sin  planchas  li  otro  aparato  que  disminuya  su  ve- 
locidad y sin  un  farol  encendido  en  la  delantera  en  las  noches 
oscuras;  y por  último,  todo  transeúnte  está  obligado  á dejar  ex- 
pedito el  paso  á los  correos  y conductores  de  la  correspondencia 
pública. 

1486. — I.os  alcaldes  cuidan  en  sus  respectivos  términos  juris- 
diccionales de  mantener  libres  y desembarazados  los  caminos  y 
sus  márgenes,  removiendo  cualquier  estorbo  capaz  de  obstruir  o 
entorpecer  el  tránsito  público,  especialmente  en  las  calles  de  tra- 
vesía de  los  pueblos,  y corrigen  gubernativamente  las  contra- 
venciones á las  leyes  y reglamentos  de  policía  de  los  caminos  (1). 

También  vigilan  para  evitar  los  accidentes  que  pudiera  produ- 
cir el  estado  ruinoso  de  las  casas  y edificios  contiguos  á la  via, 
conceden  licencia  y señalan  la  línea  á que  deben  sujetarse  los  que 
se  reedifican  y los  de  nueva  construcción  situados  en  una  zona 
de  veinticinco  metros  á uno  y otro  lado  del  camino.  Este  permi- 
so para  construir  ó reedificar  no  puede  ser  otorgado  sin  prévio 
reconocimiento  é informe  del  ingeniero,  quien  señala  la  distan- 
cia y alineación,  y fija  las  demás  condiciones  facultativas  que  con- 
viene observar  á fin  de  no  causar  perjuicio  á la  via  pública,  ni  á 
sus  obras,  paseos  y arbolados. 

Según  las  mismas  reglas  deben  ejecutarse  las  alcantarillas,  ra- 
males ú otras  obras  que  salgan  del  camino  ó de  las  posesiones 
contiguas,  y las  demás  relativas  al  establecimiento  de  presas  y 
artefactos  y á la  abertura  de  cálices  para  la  toma  y conducción 
de  las  aguas. 

Toda  otra  Obra  construida  dentro  de  los  veinticinco  metros 
sin  prévia  licencia,  ó que  se  aparte  de  la  línea  ó de  las  condicio- 
nes marcadas  en  aquélla,  será  demolida  de  orden  del  alcalde,  si 
perjudicase  á la  via  pública. 

Las  contestaciones  suscitadas  entre  dicha  autoridad  y el  in- 
geniero sobre  alineación  ó condiciones  facultativas  de  esta  cla- 
se de  obras  las  dirime  el  gobernador  de  la  provincia  oyendo 
al  ingeniero  jefe  de  la  provincia;  pero  si  hallase  motivo  para 
no  conformarse  con  su  dictamen,  pasará  el  cxpedienle  á la 


0)  Refflamonto  de  13  de  Mayo  de  1857,  reales  ónlonee  de  27  de  TÑovicmrro  do  1858  y íiO  de 
Affostü  de  185Ü,  y Gód.  penal,  arts.  5íi9  y d25. 
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dirección  del  ramo  para  que  resuelva  por  sí  ó proponga  al  Go- 
bierno la  decisión  oportuna.  Entre  tanto  que  el  superior  no  dic- 
ta providencia,  el  alcalde  suspende  todo  procedimiento  ulte- 
rior. 

Estas  reglas  son  extensivas  en  todas  sus  partes  á las  caí  rete- 
ras  que  se  conserven  por  cuenta  del  estado,  de  las  provincias, 
de  los  pueblos  ó de  los  particulares,  y al  aplicarlas  la  autoridad 
competente  no  admite  excusa  ni  disculpa  en  razón  de  fuero  es- 
pecial 6 privilegio  alguno  (1). 

1487.  — Los  peones  camineros  son  los  agentes  próximamente 
encargados  de  procurar  su  observancia  y denunciar  las  infrac- 
ciones, á cuyo  fin  los  alcaldes  de  los  pueblos  situados  en  las  car- 
reteras generales  ó á sus  inmediaciones  deben  prestarles  el  auxi- 
lio de  su  autoridad,  con  tanta  más  razón,  cuanto  han  dejado  de 
ser  fuerza  armada  (2). 

1488.  — La  administración  cuida  de  que  los  caminos  se  conser- 
ven en  buen  estado  y adopta  una  série  de  providencias  relativas 
á su  reparación  diaria.  Así  se  distinguen  las  obras  nuevas  délas 
de  conservación  y reparación  (3). 

Tal  fué  el  objeto  principal  del  Gobierno  al  establecer  los  peo- 
nes camineros,  cuyas  obligaciones  son  trabajar  en  el  camino  de 
sol  á sol  todos  los  dias  excepto  los  festivos  en  los  cuales  deben 
sin  embargo  recorrerlo  para  evitar  hagan  daño  á sus  obras,  ó que 
gentes  de  mal  vivir  cometan  delitos  en  él,  avisando  á las  justi- 
cias inmediatas  cuando  no  puedan  impedirlos.  A cada  peón  ca- 
minero se  lo  señala  una  tarea  que  comprende  un  número  de  me- 
tros proporcionado  al  estado  del  camino  (4). 

Para  asegurarse  la  administración  de  la  asistencia  no  inter- 
rumpida de  los  peones  camineros  á su  trabajo,  los  somete  á un 
sistema  ele  fiscalización  general  que  ejercen  los  mismos  tran- 
seúntes. A este  fm  se  provée  á cada  peón  de  un  jalón  indicador 
que  señala  el  número  de  la  legua  correspondiente,  y en  cada  pa- 
rada de  postas  hay  un  registro  en  el  cual  pueden  los  viajeros 
anotar  las  faltas  que  observen  durante  el  viaje  (5). 


(l)  Ordenau'za  para  la  consorvacion  y policía  de  las  carreteras  g-eneralcs  de  14  do  Setiem- 
bre de  1812,  y rojílameiUo  de  19  de  Enero  de  1867. 


(2)  Ordenes  de  30  de  Julio  de  1812, 14  de  Marzo  y 1 1 de  Abril  de  1873, 
l'á)  Instrucciones  de  24  de  Abril  de  1856  y I."  de  Diciembre  de  1858. 
(4)  Circular  de  10  de  Marzo  de  18-11. 

(.5)  Circulai  de  21  de  Julio  de  1841, 
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Eí  servicio  de  los  peones  camineros  so  halla  minuciosamente 
determinado  en  un  reglamento  especial  (1), 

1489. — Para  atender  á los  gastos  de  entretenimiento  de  los 
caminos,  además  de  los  fondos  y arbitrios  consignados  á este  ob^ 
jeto,  se  aplicó  el  producto  de  los  portazgos,  pontazgos  y barcajes, 
cuya  cobranza  muUiplicalja  los  deberes  de  la  administración  con 
res¡)octo  á la  via  publica.  Hoy  se  hallan  refundidos  en  la  contri- 
bucion  industrial  (2). 


CAPÍTULO  VIL 

He  las  obras  públicas. 


Artículo  \.^~Ohras  del  estado. 


1490. — ¿Quó  obras  se  llaman  públi- 

cas? 

1491. — Su  clasificación. 

1492.  — Sistemas  de  construcción, 

1493. — Empresa. 

1494.  — Reglas  para  solicitar  la  con- 

cesión de  una  obra  pública. 

1495. — Adjudicación. 

1496. — Derechos  y obligaciones  del 

adjudicatario. 

1497.  — Modificaciones  del  proyecto 

aprobado. 

1498.  — Recepción  provisional. 

1499.  — Recepción  definitiva. 


1500.  — Método  de  contratas. 

1501. — De  administración. 

1502. — Oposición  de  tercero  á las 

obras  en  via  de  ejecución. 

1503.  — Intervención  de  los  inge- 

nieros de  caminos. 

1504.  — Cooperación  de  ios  gober- 

nadores de  provincia. 

1505. — Nuevo  sistema. 

1506.  — Principios  en  que  se  tunda. 

1507.  — Exposición  de  la  reforma. 

1508. — Crítica. 

1509.  — Observación  final. 


4490. — Llámanse  obras  públicas  todas  las  de  utilidad  común 
que  la  administración  ejecuta,  en  cuya  categoría  se  comprenden 
los  caminos,  los  canales  de  navegación,  de  riego  y desagüe,  los 
puertos  de  mar,  los  faros,  la  desecación  de  lagunas  y terrenos 
pantanosos  en  que  se  interesen  uno  ó más  pueblos,  la  navegación 
de  los  rios  y otras  cualesquiera  construcciones  relativas  á satis- 
facer objetos  de  necesidad  ó conveniencia  general  (3). 


(1)  Circular  de  16  de  Junio  de  1842,  y reglamento  de  19  de  Enero  do  1861. 

(2)  Ley  16,  tit,  ix,  lib.  VI,Nov.  Recop.,y  ley  del  presupuesto  de  ingresos  ds  l.°cle  Julio 
de  1869,  art.  8, 

(3)  Instrucción  de  10  de  Octubre  de  1845,  art.  1. 
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— Divídciise  cii  obras  del  estado,  provinciales  y muni- 
cipales sei^un  el  linaje  de  necesidades  que  satisfacen  y la  proce- 
dencia de  los  fondos  con  que  se  costean.  Las  obras  del  estado 
ó aquéllas  que  tienen  un  carácter  nacional,  se  construyen  á ex- 
pensas dei  tesoro  público  bajo  la  inmediata  inspección  y vigi- 
lancia del  Gobierno  ó sus  delegados.  Las  provinciales  y muni- 
cipales llevan  el  sello  dei  interés  local,  se  ejecutan  con  los 
arbitrios  ó recursos  de  cada  provincia  ó pueblo,  y están  al  inme- 
diato cuidado  de  sus  í'espectivás  autoridades  administrativas. 

1492.— Toda  obra  pública  puede  realizarse  por  empresa  ó por 
administración.  En  las  obras  por  empresa  la  administración 
contrata  con  particulares  su  ejecución,  abonándoles  su  importe 
ó cediéndoles  los  productos  ó rendimientos  de  las  mismas  por  un 
plazo  más  ó menos  largo:  y cuando  no  parecen  suficientes,  es- 
tipulando otras  condiciones  en  compensación  de  la  industria  de 
los  (mipresarios,  del  capital  que  adelantan  y de  los  riesgos  que 
corren,  por  todo  lo  cual  se  les  debe  una  recompensa  que  tal  vez 
toma  la  forma  de  un  privilegio  constituido  en  su  favor  por  tiem- 
po determinado. 

1193. — La  concesión  de  una  obra  pública  á cualquiera  empresa 
implica  la  delegación  en  un  particular  de  una  facultad  propia  de 
la  administración.  Porque  le  confía  la  satisfacción  de  cierta  ne- 
cesidad pública  y el  desempeíio  del  servicio  propio  para  reme- 
diarla, el  Grobierno  tiene  el  derecho  y el  deber  de  velar  sobre  el 
cumplimiento  de  las  condiciones  del  contrato,  de  exigirlo  y de 
apremiar  al  concesionario. 

lui.  vigilancia  de  la  autoridad  no  cesa  al  concluir  las  obras  que 
una  empresa  ejecuta,  porque  corresponde  al  Gobierno  procurar 
su  conservación,  obligando  al  empresario  á las  reparaciones 
convenientes,  y precaviendo  los  abusos  en  el  ejercicio  de  los  de- 
rechos que  legítimamente  le  pertenecen.  El  interés  individual  se 
subroga  á la  acción  administrativa,  y el  Gobierno  debe  interponer 
toda  su  autoridad,  para  que  el  estado  no  experimente  daño  algu- 
no por  la  intervención  de  los  particulares  en  un  servicio  público. 

Ninguna  concesión  de  obras  que  costea  el  estado  es  perpétua, 
porque  no  hay  contrato  de  enajenación,  sino  una  mera  subro- 
gación de  la  (yeciicion  directa  por  la  indirecta  en  virtud  de  un 
mandato.  El  concesionario  .sustituye  al  Gobierno,  como  el  des- 
tajista reemplaza  al  concesionario. 
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Las  empresas  son  mi  medio  expedito  de  conA'ertir  el  interés 
particular  en  beneficio  público,  cuando  la  importancia  y la  ex- 
tensión de  un  proyecto  exigen  sumas  considerables  que  la  ad- 
ministración no  se  halla  en  estado  de  aprontar,  pero  que  puede 
suplir  ventajosamente  por  medio  de  concesiones  (1). 

Este  sistema  se  ha  reputado  hasta  aquí  subsidiario  de  la  eje- 
cución directa  por  el  estado,  á la  cual  se  dio  la  preferencia,  siem- 
pre que  la  opcion  entre  ambos  fué  posible.  La  ejecución  directa 
( decían)  aventaja  á la  indirecta  en  que  la  construcción  es  más 
sólida  y la  obra  más  duradera.  La  aparente  economía  con  que 
halagan  y seducen  las  empresas,  se  convierte  en  mayor  gasto 
Considerando  la  necesidad  de  frecuentes  reparaciones.  Por  otra 
parte  el  Gobierno  no  aspira  á realizar  las  ganancias  que  una 
empresa,  y así  después  de  amortizar  el  capital  ó cubrir  sus  inte- 
reses, renuncia  á todo  gravamen,  como  no  sea  de  rigor  para 
atender  al  gasto  diario  de  conservación  y entretenimiento. 

Si  de  vias  públicas  se  trata,  la  ejecución  por  empresa  otorga 
á las  compañías  concesionarias  el  monopolio  de  los  medios  de 
transporte,  y estos  privilegios  exclusivos,  aunque  temporales, 
mientras  duran,  se  oponen  á las  grandes  mejoras  en  el  sistema 
de  comunicaciones,  á la  baja  en  las  tarifas  y á todo  cambio  en 
los  métodos  de  locomoción.  El  Gobierno,  ligado  de  esta  suerte 
con  un  pacto,  no  puede  reformar  las  tarifas  cuando  importa,  y 
menos  nivelar  el  precio  de  los  transportes  nacionales  con  los 
más  económicos  del  extranjero. 

1494. — Para  que  una  empresa  ó particular  que  proyecta  eje- 
cutar alguna  obra  pública  sean  atendidos  por  el  Gobierno,  deben 
acompañar  á su  propuesta  : 

I.  Los  planos  generales  y particulares  necesarios  á la  cabal 
inteligencia  del  proyecto. 

II.  El  presupuesto  circunstanciado  de  su  coste. 

TIL  La  memoria  facultatÍA^a  del  mismo  proyecto  con  la  des- 
cripción minuciosa  de  las  obras,  la  explicación  del  sistema  ó mé- 
todos de  construcción,  y el  señalamiento  de  las  épocas  en  que 
han  de  darse  concluidas  en  todo  ó en  parte. 

Tal  vez  para  levantar  los  planos  se  necesite  Amrifícar  recono- 
cimientos y practicar  ciertas  operaciones  en  los  terrenos  de  que 


(1)  Instrucción  de  10  de  Octubre  de  1845,  art.  7. 
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resulte  algún  perjuicio  á sus  dueños;  mas  no  por  eso  tienen  los 
propietarios  derecho  á oponerse  á estos  actos  preparatorios  de 
una  ohra  de  utilidad  común,  si  bien  se  les  debe  de  justicia  una 
indemnización. 

El  presupuesto  es  una  cuenta  anticipada  de  los  gastos  que  oca- 
sionará la  ejecución  de  tal  obra  pública,  á fin  de  ilustrar  á la  ad- 
ministración acerca  de  las  cargas  que  se  impone,  y de  precaverla 
contra  cualesquiera  pretensiones  exageradas  de  los  empresarios^ 
manifestando  el  precio  verdadero  de  los  materiales  y trabajos. 

La  memoria  descubre  el  objeto  y el  fin  de  la  obra,  expone  las 
causas  de  la  preferencia  de  aquel  proyecto  y de  los  medios  de 
ejecución.  Es  además  un  balance  de  ganancias  y pérdidas  que  la 
administración  examina  prolijamente,  para  adquirir  la  certeza 
de  que  los  beneficios  de  la  obra  excederán  á los  gravámenes  que 
su  construcción  impone  á los  pueblos.  Una  memoria  oscura  ó 
incompleta  puede  extraviar  el  juicio  del  Gobierno,  y cuando  mé-, 
nos,  producir  dilaciones  en  el  servicio  público  por  la  necesidad 
de  pedir  nuevos  datos  y noticias  que  derramen  una  luz  más  viva 
en  la  cuestión.  Y por  liltimo,  el  señalamiento  de  plazos  ó épocas 
es  un  arma  en  manos  de  la  administración  para  proteger  el  in- 
terés público  contra  la  inercia,  la  negligencia  ó la  incapacidad 
de  los  empresarios,  evitando  cualesquiera  perjuicios  que  pudie- 
ran sobrevenir  de  la  lentitud  en  la  ejecución. 

En  vista  de  tales  documentos  y comparadas  las  utilidades  con 
el  coste  de  las  obras,  el  Gobierno  determina  las  condiciones, 
para  que  no  resulten  insuficientes  ó excesivas,  evitando  que  des- 
maye el  interés  individual  ó sufran  perjuicios  los  pueblos. 

El  efecto  de  toda  concesión  es  imponer  á un  particular  ó com- 
pañía la  Obligación  de  construir  y conservar  á su  cuenta  y riesgo 
tal  obra  hasta  que  hace  su  entrega  á la  administración  mediante 
la  promesa  de  reembolso  del  capital  y abono  de  intereses,  ú otor- 
gándole durante  el  plazo  convenido  el  derecho  exclusivo  de  ex- 
plotarla sin  menoscabo  del  servicio  público  á que  se  destina-. 

1495.— El  Gobierno,  como  gerente  de  la  fortuna  nacional,  es 
quien  concede  ó niega  la  autorización  necesaria  para  ejecutar 
toda  clase  de  obras  públicas  á las  empresas  ó particulares,  adju- 
dicándolas en  pública  subasta,  y anunciando  las  garantías  que 
exige  á los  licitadores  y las  condiciones  del  contrato. 

La  adjudicación  de  la  propuesta  se  hace  en  favor  de  quien  ofre- 
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ce  condiciones  más  ventajosas;  mas  si  resuelta  definitivamente 
la  no  admisión  de  las  primitivas  fuesen  aceptadas  otras  nuevas, 
se  abonan  á los  primeros  proponentes  los  gastos  ocasionados  en 
la  redacción  del  proyecto  con  sus  datos. 

La  publicidad  y la  competencia  son  dos  garantías  que  el  Go- 
bierno ofrece  de  la  perfección  y economía  de  los  trabajos  adju- 
dicados á nna  empresa  ó particular.  Sólo  en  casos  urgentes  para 
ocurrir  á una  necesidad  de  fuerza  mayor,  pudiera  dispensarse  dei 
cumplimiento  de  aquellas  condiciones. 

1496. —La  persona  ó compañía  concesionaria  debe  consignar 
la  fianza  requerida  para  otorgar  la  concesión,  en  la  Caja  gene- 
ral de  Depósitos  ó en  la  Administración  económica  de  la  provin- 
cia en  donde  se  haya  verificado  la  subasta  j adjudicado  el  rema- 
te (1).  Asimismo  debe  dar  principio  á las  obras  en  la  época  se- 
ñalada en  las  condiciones  particulares  del  contrato,  emplear  en 
ellas  el  suficiente  número  de  operarios,  y ejecutarlas  con  estric- 
ta sujeción  á los  pianos  y perfiles  que  forman  parte  del  proyec- 
to, á las  condiciones  facultativas  del  mismo,  y á las  instruccio- 
nes y órdenes  que  le  comunique  el  ingeniero  por  sí  ó por  medio 
de  sus  subalternos,  pudiendo  exigir  que  se  le  transmitan  por  es- 
crito. 

Si  por  cualquiera  causa  independiente  de  la  voluntad  del  con- 
tratista, no  pudiese  empezar  las  obras  en  el  tiempo  prefijado  ó 
tuviese  que  suspenderlas,  se  le  otorga  una  próroga  proporcio- 
nada. 

El  contratista  tiene  derecho  á explotar  las  canteras  y extraer 
los  materiales  que  se  encuentren  en  los  terrenos  del  estado  ó del 
común  de  los  pueblos  sin  indemnización.  También  puede  utilizar 
las  canteras  y materiales  de  propiedad  particular,  pero  en  este 
caso  indemnizando  al  dueño  de  cuantos  daños  y perjuicios  se  le 
irroguen:  mas  si  la  cantera  se  halla  abierta  yen  explotación,  solo 
satisface  el  importe  del  material  extraido  por  unidad  al  precio 
del  mercado. 

Es  de  cuenta  del  contratista  indemnizar  á los  propietarios  de 
los  daños  que  causen  la  explotación  de  las  canteras,  la  extracción 
de  las  tierras  para  los  terraplenes,  la  ocupación  de  terrenos  para 
formar  caballeros  y colocar  talleres  y materiales,  la  habilitación 


(1)  Orden  do  IT  de  Junio  de  1870. 
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de  caminos  para  el  transporte  de  éstos  y los  demás  trabajos  que 
requiera  la  obra,  segim  previenen  la  ley  de  enajenación  forzosa 
y SU  reglamento. 

Así  como  la  administración  se  obliga  al  abono  de  las  obras  con- 
forme se  fueren  ejecutando,  y á facilitar  todos  los  medios  de  cons- 
trucción previstos  en  las  condiciones  generales  y particulares  del 
contrato,  así  el  contratista  queda  obligado  á cumplirlas  por  su 
parte,  sujetándose  en  la  ejecución  délas  obras  al  proyecto  acep- 
tado de  común  consentimiento,  empleando  los  materiales  exa- 
minados y aprobados  por  el  ingeniero,  prestándose  á las  visitas 
y reconocimientos  facultativos,  y en  fin  allanándose  á todo  lo 
justo  y razonable. 

Si  las  empresas  ó personas  que  se  encargan  de  la  ejecución  de 
una  obra  pública  han  de  ser  útiles  á sí  mismas  y al  estado,  im- 
porta en  extremo  que  los  particulares  contraten  de  buena  fé,  y 
que  el  Gobierno  tome  por  guia  en  ios  casos  dudosos  la  equidad. 

1497_, — Cuando  ántes  de  empezarse  las  obras  ó durante  su 
construcción  el  Gobierno  resol  vi  ere  ejecutar  por  sí  parte  de  las 
contratadas,  ó acordare  introducir  en  el  proyecto  modificaciones 
que  produzcan  aumento,  reducción  y aun  supresión  de  las  canti- 
dades de  obra  marcadas  en  el  presupuesto,  ó sustituir  una  clase 
de  fábrica  con  otra,  siempre  que  ésta  sea  de  las  comprendidas 
en  la  contrata,  serán  obligatorias  para  el  contratista  las  varia- 
ciones introducidas,  sin  que  tenga  derecho  á reclamar  ninguna 
indemnización  á título  de  disminución  de  beneficios. 

Y si  para  llevar  á efecto  dichas  modificaciones  la  administra- 
ción juzga  necesario  suspender  total  ó parcialmente  las  obras 
contratadas,  se  comunica  por  escrito  la  orden  al  contratista,  y se 
procede  á la  medición  de  la  obra  ejecutada  en  la  parte  á que  al- 
cance la  suspensión,  extendiéndose  acta  del  resultado, 

1498. — Concluidas  las  obras  el  ingeniero  ó ingenieros  que  la 
dirección  designe,  con  precisa  asistencia  del  contratista  ó su  re- 
presentante debidamente  autorizado,  á menos  que  no  declare  por 
escrito  que  renuncia  á este  derecho  y que  se  conforma  de  ante- 
mano con  el  resultado  del  reconocimiento,  proceden  á la  medi- 
ción final  que  exige  la  recepción  provisional. 

Si  el  contratista  se  niega  á presenciar  el  acto  ó no  contesta  a 
la  invitación  que  el  ingeniero  director  de  la  obra  debe  hacerle 
por  escrito,  el  ingeniero  jefe  de  la  provincia  acude  al  goberna- 
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dor  que  manda  citarle;  y si  tampoco  entonces  concurre,  dicha 
autoridad  nombra  de  oficio  una  persona  que  le  represente  á costa 
del  mismo. 

La  recepción  provisional  no  absuelve  al  contratista  de  la  res- 
ponsabilidad que  sobre  él  pesa  en  cuanto  á la  conservación  y re- 
paración de  las  obras  contratadas. 

1499.  — La  recepción  definitiva  debe  llevarse  á cabo  tan  pron- 
to como  expire  el  término  señalado  para  la  garantía  según  las 
condiciones  particulares.  Si  las  obras  no  estuviesen  ejecutadas 
con  arreglo  á lo  estipulado,  se  suspende  la  recepción  hasta  que 
se  corrijan  los  defectos  de  la  construcción. 

Mléntras  no  se  apruebe  la  recepción  definitiva  y no  justifique 
haber  satisfecho  la  indemnización  de  los  daños  y perjuicios  que 
corren  por  su  cuenta,  no  se  devuelve  la  fianza  al  contratista.  En- 
tonces se  extinguen  todas  las  obligaciones  nacidas  del  contrato. 
De  este  modo  se  evita  que  el  interés  de  un  especulador  inhábil 
ó codicioso  triunfe  del  bien  general,  empleando  malos  mate- 
riales, 6 no  concluyendo  los  trabajos  según  el  pliego  de  condi- 
ciones. 

1500.  — Guando  las  obras  se  ejecutan  por  contrata,  la  adminis- 
tración satisface  en  plazos  fijos  las  cantidades  estipuladas  por  las 
que  los  contratistas  se  comprometieron  á concluir  en  un  tiempo 
y bajo  condiciones  determinadas. 

A este  fin,  los  ingenieros  dan  las  certificaciones  que  acreditan 
las  obras  ejecutadas,  y en  su  vista  se  expiden  los  libramientos  en 
favor  del  contratista  ó de  la  persona  legalmente  autorizada  por 
él  para  recogerlos. 

Las  certificaciones  de  obras  tienen  el  carácter  de  documentos 
provisionales  á buena  cuenta,  sujetos  á las  rectificaciones  y va- 
riaciones que  produzca  la  liquidación  final. 

El  retraso  de  los  pagos  no  es  motivo  para  suspender  los  tra- 
bajos ó reducirlos  á menor  escala,  j las  obras  se  continúan  por 
la  administración  ó se  celebra  nueva  contrata,  respondiendo  de 
todo  la  fianza  del  contratista  primitivo  (1). 

Los  obreros  no  tienen  acción  alguna  directa  y personal  contra 
la  administración,  sino  contra  los  empresarios  que  celebran  obli- 
gaciones parciales  con  los  agentes  encargados  de  la  gestión.  Los 


(1)  Real  decreto  de  10  de  Julio  de  1861, 
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])eiioficios  de  la  jurisdicción  administrativa  alcanzan  á los  adju- 
dicatarios, y no  á los  segundos  contrayentes. 

Cuando  las  obras  so  ejecutan  directamente  por  la  administra- 
ción, sus  delegados  entienden  en  todas  las  operaciones  así  fa- 
cultativas como  econónücas  conforme  á las  le}^es,  instrucciones 
y reglamentos.  Entóneos  no  hay  agentes  intermedios;  las  au- 
toridades se  hallan  en  contacto  inmediato  con  los  obreros,  y las 
reclamaciones  de  éstos  no  pueden  tener  otro  objeto  que  el  pago 
de  sus  salarios , invocando  los  principios  del  derecho  común. 

15Qj. — j^as  obras  por  administración  se  ejecutan  en  virtud  de 
autorización  concedida,  bien  al  aprobar  los  respectivos  proyec- 
tos, ó bien  con  algún  inotiAm  especial,  como  el  de  una  necesidad 
urgente.  También  se  pretiere  este  sistema  cuando  las  obras  exi- 
gen por  su  naturaleza  mayor  exactitud,  esmero  y vigilancia. 

Este  método  admite  los  ajustes  parciales  ó destajos,  tanto  para 
el  acopio  de  materiales  y otros  efectos,  como  á fin  de  ejecutar 
algún  trozo  de  la  obra,  con  tal  de  no  exceder  su  importe  de  la 
cantidad  presupuesta  y aprobada,  pues  de  otro  modo  habria  vicio 
de  nulidad  en  el  acto. 

Los  empleados  del  ramo  no  pueden  tener  parte  en  las  contra- 
tas, ajustes  y destajos  de  las  obras  públicas,  so  pena  de  quedar 
destituidos  de  sus  destinos,  ni  pueden  tampoco  dar  ocupación  a' 
los  carros  y acémilas  de  su  propiedad  en  las  que  se  ejecuten  por 
la  administración. 

1502. — Ninguna  obra  en  via  de  ejecución  se  suspende  ni  pa- 
raliza por  las  oposiciones  que  bajo  cualquier  forma  pueden  in- 
tentarse con  motivo  de  los  daños  y perjuicios  que  al  ejecutarlas 
se  ocasionen  por  la  ocupación  íemporai  de  terrenos,  excavacio- 
nes, extracción,  acarreo  y depósito  de  materiales  y otras  servi- 
dumbres á que  están  necesariamente  sujetas,  bajo  la  debida  in- 
demnización con  arreglo  á las  leyes,  las  propiedades  conti- 
guas (1).  Las  servidumbres  de  esta  clase  se  (*-onvierten  en  una 
verdadera  expropiación,  cuando  hay  en  las  cercanías  produc- 
ciones minerales  de  naturaleza  terrosa  j útiles  como  materiales 
para  la  construcción  de  las  obras  públicas,  que  pueden  aprove- 
charse aun  contra  la  vobinlad  de  sus  dueños  con  la  autorización 
del  G-olúerno.  Procede  tanto  rigor  de  que  Ja  construcción  de  es- 

(1)  Instrucción  de  10  do  Octubre,  art.  30,  y realea  órdenes  do  10  de  Setiembre  de  1815  y 6 
de  Marzo  do  185!. 
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tas  obras  es  un  verdadero  servicio  administrativo  que  no  admi- 
te interrupción  á voluntad  de  un  tercero,  aun  siendo  interesado, 
porque  el  bien  particular  cede  ante  la  conveniencia  general ; y 
por  eso  todas  las  obras  de  esta  clase,  cuya  ejecución  haya  sido 
ordenada  por  el  Gobierno,  se  considera  por  el  mismo  hecho  do 
utilidad  pública  para  los  efectos  de  la  enajenación  forzosa. 

1503.  — Los  ingenieros  están  encargados  de  la  dirección  in- 
mediata de  las  obras  públicas,  y de  exigir  el  cumplimiento  de 
las  condiciones,  de  lo  cual  son  responsables  á sus  respectivos  su- 
periores. Sus  relaciones  entre  sí  y con  sus  jefes  se  determinan 
en  las  leyes  relativas  á la  organización  y disciplina  del  cuerpo, 
sin  perjuicio  de  la  obediencia  debida  á los  gobernadores  de  pro- 
vincia en  todo  cuanto  se  reñera  al  orden  público  y no  se  oponga 
á la  especialidad  de  su  instituto  (1).  Los  ingenieros  no  deljen  ol- 
vidar que  si  la  parte  facultativa  de  las  obras  es  de  su  competen- 
cia, en  todo  lo  administrativo  dependen  de  aquellas  autoridades, 

1504.  — Los  gobernadores,  no  sólo  segundan  los  esfuerzos  del 
Gobierno  en  el  territorio  de  su  mando,  pero  también  provocan 
su  acción  superior,  al  proponer  todo  lo  que  puede  de  algún  modo 
contribuir  al  fomento  de  los  intereses  materiales  de  la  provin- 
cia (2).  Deben  además  ser  oidos  respecto  de  la  conveniencia  y 
oportunidad  de  toda  obra  del  estado  en  las  provincias,  y ejercen 
la  inmediata  inspección  y vigilancia  en  su  ejecución  (3). 

1505.  — Otro  sistema  de  construir  y ejecutar  las  obras  públicas 
distinto  y aun  contrario  ai  que  hemos  expuesto  fundado  en  la  in- 
tervención oficial,  existe  como  ensayo,  más  bien  que  como  solu- 
ción definitiva  del  problema  que  se  agita  en  las  altas  esferas  de 
la  ciencia  administrativa.  Este  nuevo  sistema  se  deriva  del  prin- 
cipio de  la  libertad. 

1506» — El  Gobierno  provisional  sediento  de  reibrraas  ó impa- 
paciente  por  llevarlas  al  cabo,  dijo:  «El  estado  no  es  capitalista 
ni  industrial.  Pasaron  los  tiempos  de  la  concentración  do  todas 
las  fuerzas  en  la  unidad.  El  estado  debe  conservarse  neutral  para 
mantener  el  derecho  entre  todos  los  individuos  y asociaciones 
que  funcionan  en  la  plenitud  de  su  autonomía.» 

«Cualquiera  persona  que  por  sí  y sin  intervención  del  estado 


(1)  Ley  de  6 de  Agosto  do  1S41,  art.  24,  y roal  decreto  de  7 de  Setiembre  de  1848¿ 

(2)  Ley  do  2Ó  do  Sotiemliro  de  18(3.1,  art.  10,  % 4. 

¡1)  líeal  ilecreto  do  17  do  Octubre  do  IStíl,  art.  22i 
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posea  los  elementos  necesarios  para  construir  una  carretera,  un 
ferro-carril,  un  canal  n otra  obra  publica,  puede  sin  trabas,  sin 
restricciones,  sin  que  la  administración  se  interponga,  ejecutarla 
por  su  cuenta  y riesgo.» 

«La  función  única  del  estado  constructor  de  obras  públicas  ó 
capitalista  que  acepta  los  servicios  de  una  empresa  nacional  ó 
extranjera,  sea  en  adelante  materia  en  que  se  ejercite  la  indus- 
tria libre.  La  actividad  individual,  sin  embargo,  tropieza  en  la 
práctica  con  tres  obstáculos  á cual  más  poderosos,  el  dominio  pú- 
blico que  exige  una  concesión,  la  propiedad  particular  que  da  mo- 
tivo á la  enajenación  forzosa,  y la  libertad  de  la  provincia  y del 
municipio,  cuya  vida  propia  no  les  autoriza  para  invadir  el  do- 
minio público,  ni  atentar  contra  el  privado.» 

Movido  el  Gobierno  por  el  deseo  de  facilitar  la  sustitución  del 
régimen  establecido  con  el  imaginado,  reconoció  la  necesidad 
«de  un  período  de  transición,  fatal,  inevitable;»  y hé  aquí  la  ra- 
zón del  dualismo  reinante  en  la  legislación  de  obras  públicas,  en 
la  cual  se  confunden  dos  principios  tan  opuestos  como  son  la  ac- 
ción libre  del  individuo  y la  intervención  de  la  autoridad. 

1507. — Según  el  derecho  nuevamente  constituido  que  coexiste 
con  el  anterior,  pueden  ios  particulares  proyectar,  construir  y 
explotar  toda  clase  de  obras  públicas  sin  intervención  de  los 
agentes  administrativos  con  dos  solas  limitaciones,  á saber: 

L Guando  hayan  de  ejecutarse  dentro  del  dominio  público,  ya 
ocupando  alguna  parte,  ó afectándole  de  cualquier  modo. 

II.  Cuando  los  particulares  no  soliciten  la  previa  declaración 
de  utilidad  común,  y de  consiguiente  no  pretendan  aplicar  la  ley 
de  enajenación  forzosa. 

En  el  primer  caso  necesitan  autorización  del  Gobierno  6 sus 
delegados,  y una  vez  obtenida,  únicamente  interviene  para  exi- 
gir el  cumplimiento  de  las  condiciones  estipuladas  en  la  con- 
cesión. 

Estas  concesiones  se  otorgan  mediante  la  presentación  de  la 
memoria  y planos  explicativos  de  la  obra  en  proyecto,  de  su  ob- 
jeto y de  los  beneficios  que  se  esperan  de  su  ejecución.  No  se  exi- 
ge subasta:  si  dos  ó más  personas  ó empresas  la  pretenden,  se  da 
la  preferencia  á la  que  ofrece  mayores  ventajas,  y en  igualdad  de 
circunstancias  á la  que  acudió  primero*  Son_^perpétuas  y no  cons- 
tituyen monopolio.  Siempre  se  entienden  hechas  sin  perjuicio  de 
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tercero  y dejando  á salvo  los  intereses  particulares.  Los  tribu- 
nales ordinarios  conocen  de  las  cuestiones  á que  dieren  lugar  sin 
ingerencia  de  la  autoridad  administrativa,  y sin  responsabilidad 
para  el  estado. 

En  el  segundo  caso,  si  la  obra  es  de  tal  importancia  que  se  ex- 
tienda á varias  provincias,  el  peticionario  debe  depositar  en  cada 
uno  de  los  respectivos  gobiernos  un  ejemplar  de  los  documentos 
expresados,  y cada  gobernador  anuncia  por  medio  del  Boletin 
Oficial  la  concesión  que  se  solicita,  publicando  además  una  lista 
nominal  de  los  interesados  en  la  expropiación.  Estos  presentan 
sus  reclamaciones  á ios  alcaldes,  que  las  remiten  con  su  informe 
al  gobernador,  el  cual  oyendo  á la  Diputación  y á las  personas 
ó corporaciones  que  se  detei’minen,  asi'  corno  al  peticionario, 
eleva  el  expediente  al  Gobierno  para  la  declaración  ó no  decla- 
ración de  utilidad  pública. 

Si  la  obra  se  contrae  á una  sola  provincia,  se  siguen  trámi- 
tes semejantes,  con  la  diferencia  que  corresponde  al  goberna- 
dor, de  acuerdo  con  la  Diputación,  declarar  que  la  obra  es  ó no 
es  de  utilidad  pública.  Sin  embargo  los  que  se  sientan  agravia- 
dos pueden  alzarse  de  esta  providencia  ante  el  Gobierno,  á 
quien  corresponde  dictar  la  resolución  final  en  el  plazo  de  ocho 
dias. 

Si  la  obra  no  traspasa  los  confines  de  un  municipio,  compete 
al  alcalde,  de  acuerdo  con  el  Ayuntamiento,  oido  el  dictámen  del 
agente  facultativo,  hacer  aquella  declaración,  sin  perjuicio  del 
recurso  de  alzada  ante  el  gobernador,  oida  la  Diputación  y el 
ingeniero  jefe  de  la  provincia,  y en  último  término  de  la  apela- 
ción al  Gobierno,  quedando  siempre  expedita  la  via  conten- 
ciosa. 

El  estado  no  subvenciona  obra  alguna  de  esta  ciase,  porque  no 
se  consideran  subvenciones  ios  efectos  legales  de  la  declaración 
de  utilidad  pública. 

Guando  ningún  particular,  empresa  ó corporación  solicita  la 
concesión  de  las  obras  afectas  á los  servicios  públicos,  el  estado 
las  costea  en  su  totalidad  ó contribuye  á su  construcción,  aten- 
diendo con  preferencia  á las  subvencionadas  por  las  provincias 
o los  municipios.  Por  último,  el  Gobierno  declaró  que  á los  ex- 
pedientes de  obras  públicas  en  tramitación  al  tiempo  de  publi- 
carse esta  reforma,  fuesen  aplicables  las  regias  establecidas  en 


(íi  DERECHO  ADMINISTRATIVO  ESPAÑOL. 

el  decreto,  á menos  que  los  interesados  no  pretiriesen  continuar 
sometidos  á la  leg-islacion  vigente  (1). 

1508  — Nada  más  justo  y conveniente  que  el  Gobierno  vaya 
retirando  su  acción  al  compás  que  avanza  la  iniciativa  del  indi- 
viduo; pero  nada  tampoco  más  estéril  y prematuro  que  confiar  á 
la  industria  privada  la  construqcion  de  las  obras  públicas  en  esta 
nación  escasa  de  capitales,  sin  hábitos  de  asociarse,  sin  cum- 
plida experiencia  del  crédito  y resignada  por  espacio  de  tantos 
siglos  ai  «absolutismo  gubernamental.» 

La  actividad  espontánea  de  los  particulares  aplicada  á las  cosas 
de  interés  público,  supone  una  plenitud  de  vida  y una  educación 
industrial  que  no  se  alcanza  sino  en  fuerza  de  tiempo  y de  trabajo. 
Las  mejores  leyes  son  vanas  ociosas,  si  hallan  resistencia  en 
las  costumbres.  Por  eso  la  reforma  introducida  poco  há  en  ma- 
teria de  obras  públicas,  no  correspondió  á las  magníficas  espe- 
ranzas del  Gobierno  que  se  hizo  la  ilusión  de  regenerar  el  mundo 
con  sólo  invocar  la  mágica  palabra  libertad,  y el  estado  siguió 
construyéndolas  con  raras  excepciones,  de  suerte  que  el  sistema 
antiguo  (si  tai  nombre  merece)  continuó  siendo  y es  todavía  la 
regla  general. 

1509. — En  resolución,  fluctúa  nuestro  derecho  constituido  en- 
tre dos  sistemas  que  se  repelen  por  incompatibles.  Opte  el  legis- 
lador por  uno  ú otro,  pero  desaparezca  de  una  vez  y para  siem- 
pre el  absurdo  de  coexistir  ambos,  aunque  en  su  esencia  y en 
su  forma  son  contradictorios. 


Artículo  2.°— de  la  provincia. 

1510.— Libertad  de  las  corporacio-  1511. — Competencia  exclusiva  dc 
nes  populares.  las  Diputaciones. 

1510. — El  espíritu  de  la  reforma  de  que  hemos  dado  cuenta  en 
el  artículo  anterior  es  equiparar  en  lo  posible  la  provincia  y el 
municipio  á los  particulares.  En  efecto,  las  provincias  y los  mu- 
nicipios fueron  autorizados  jiara  emprender  y ejecutar  las  obras 
públicas  en,  la  misma  forma  y bajo  las  mismas  condiciones  que 

[1 ) Djcvoto  do  li  de  Noviembre  do  18G8,  y ley  de  20  de  Agosto  do  1813. 
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cualquiera  persona  á nombre  de  la  industria  privada.  El  Gobierno 
se  abstiene  de  favorecer  y auxiliar  las  obras  que  tomen  á su  car- 
go las  corporaciones  populares  y respeta  su  libertad,  reserván- 
dose tan  sólo  el  derecho  de  alta  inspección  y el  de  exigirles  la 
responsabilidad  cuando  proceda  con  arreglo  á las  leyes  (1). 

1511. — Por  otra  parte,  la  orgánica  de  la  administración  pro- 
vincial declara  que  son  de  la  competencia  exclusiva  de  las  Dipu- 
taciones las  obras  públicas  que  interesan  á la  provincia,  tales 
como  caminos,  canales  de  riego  y navegación  y otras  análogas; 
por  manera  que  la  iniciativa,  la  formación  de  los  planes  de  car- 
reteras, la  consignación  en  los  presupuestos  de  las  partidas  cor- 
respondientes, la  dirección  de  los  trabajos,  el  sistema  de  cons- 
trucción, el  nombramiento  de  los  empleados,  todo,  enfm,  es 
objeto  de  acuerdos  con  fuerza  ejecutiva  que  toman  las  Diputa- 
ciones (2). 

Hay  más : pueden  alterar  los  planes  de  carreteras  provincia- 
les aprobados  de  real  órden,  y deben  los  gobernadores  ejecutar 
lo  acordado,  salvo  el  caso  de  suspensión,  si  procede  (3). 


Artículo  3.®— del  m'nnicipio. 


151 2.  —Principios  que  rigen  en  la 

materia. 

1513. — Competencia  exclusiva  de 

los  Ayuntamientos. 

1514.  — Apertima  y alineación  de  las 

calles. 


1515. — Ensanche  de  las  poblacio- 

nes. 

1516.  — Caminos  vecinales. 

1517.  — Prestación  personal. 

1518. — Objecciones. 

1519.  — Respuesta  y conclusión. 


1512.  — Más  abundante  materia  nos  ofrecen  las  obras  públicas 
de  interés  municipal.  Los  principios  que  rigen  para  la  provincia 
rigen  también  para  el  municipio,  por  cuya  razón  excusamos  re- 
petir aquí  la  doctrina  común  á estas  dos  corporaciones  popu- 
lares. 

1513.  — La  ley  atribuye  á los  Ayuntamientos  la  competencia 
exclusiva  en  todas  las  obras  públicas  necesarias  para  cumplir  los 
servicios  que  tienen  á su  cargo.  La  seguridad,  la  instrucción.  la 


(1)  Decreto  de  M de  Noviembre  do  1808,  arta.  10  y si". 

(2)  Ley  provincial,  art.  46. 

(’d)  Orden  do  12  de  Julio  do  1860. 

TOMO  II, 
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boueíicencío , la  higieiiej  la  comodidad,  el  aseo,  el  ornato,  etc., 
exigen  la  construcción  y reparación  de  diversas  obras,  tales  co- 
mo la  apertura  y alineación  de  las  calles  y plazas,  la  conserva- 
ción y mejora  do  las  fuentes,  paseos  y arbolados,  el  empedrado 
y aicantaidllado,  el  diario  entretenimiento  de  los  edificios  muni- 
cipales y otras  semejantes. 

Las  de  mayor  importancia  entre  todas  son  las  que  se  refieren 
al  cuidado  de  la  vía  pública  en  general,  cuyas  obras  son  de  la 
competencia  exclusiva  del  municipio,  salvo  el  derecho  de  ins- 
pección y vigilancia  del  Gobierno  (1). 

1514.  — Guando  para  llevar  á ejecución  los  proyectos  de  aper- 
tura y alineación  de  calles  no  baya  necesidad  de  acudir  á la  ley 
de  enajenación  forzosa,  sea  porgúelas  obras  no  lo  requieran, 
ó sea  porque  se  allanen  las  dificultades  mediante  convenio  entre 
el  Ayuntamiento  y los  propietarios,  no  existe  cuestión  alguna 
que  reclame  la  izitervencion  de  la  autoridad  superior  ; mas  en 
caso  de  expropiación  es  preciso  instruir  expediente  para  la  de- 
claración de  utilidad  piiblica,  cuya  resoliuñon  definitiva  perte- 
nece al  Gobierno  (2) . 

1515.  — El  ensanche  de  las  poblaciones  se  regia  por  una  ley  es- 
pecial; pero  esta  clase  de  obras  no  se  diferencia  hoy  de  las  demás 
que  emprende  el  municipio  á su  costa  y ejecuta  en  beneficio  de 
sus  habitantes  (3). 

1516.  — Asimismo  es  de  la  exclusiva  competencia  de  los  Ayun- 
tamientos formar  el  plan  de  los  caminos  vecinales,  construirlos, 
conservarlos  y repararlos  (4). 

El  Gobiei’no  se  ha  reservado  el  derecho  de  alta  inspección,  re- 
nunciando á toda  acción  directa  y positiva  (5),  Las  Diputaciones 
provinciales  carecen  de  facultades  para  imponer  á los  Ayunta- 
mientos la  Obligación  de  construir  ó conservar  carretera  alguna, 
lodo  Jo  tocante  á la  clasificación,  rectificación  y construcción  de 
los  caminos  vecinales  es  propio  y privativo  del  municipio,  cuya 
libre  iniciativa  debe  ser  respetada  (6). 

11)  Decreto  de  U de  Noviembre  de  1848,  art.  13. 

(2)  Orden  de  4 de  Abril  do  1869. 

d J Junio  do  1864  y reglamento  aprobado  pop  real  decreto  de  25  de  Abril 

(4)  Loy  municipal , arts,  GT  y 68. 

15)  Decreto  de  14  de  Noviembre  de  1868,  art.  13, 

(6)  Orden  de  12  de  Julio  de  1869. 
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1517.  — La  ley  autoriza  á los  Ayuntamientos  para  exigir  una 
prestación  personal  por  via  de  auxilio  ó medio  subsidiario  de 
ejecutar  las  obras  públicas  municipales;  pero  de  esta  materia  he- 
mos dicho  lo  conveniente  en  otro  lugar  (1). 

1518.  — Mucho  se  dijo  y escribió  contra  la  prestación  personal 
combatiéndola  unos  en  nombre  de  la  justicia,  porque  la  tarea  no 
guarda  proporción  con  las  fuerzas  del  individuo,  otros  acusán- 
dola de  discreccional  ó arbitraria  en  cuanto  no  se  reparte  el  gra- 
vámen  según  las  facultades  del  contribuyente,  y otros  en  fín  ta- 
chándola de  ineficaz,  pues  el  trabajo  no  se  presta  á ninguna  exac- 
ción deterrninada,  á ninguna  responsabilidad  efectiva,  á ningu- 
na dirección  oficial. 

Este  trabajo  obligatorio  no  es  asiduo,  ni  es  inteligente,  ni  pro- 
ductivo en  comparación  del  tiempo  que  se  pierde ; de  suerte  que 
hábria  ventaja  conocida,  á juicio  de  los  economistas,  en  transfor- 
mar en  una  contribución  ordinaria  la  prestación  personal. 

1519.  — Su  impopularidad  nace  principalmente  de  lo  que  tiene 
de  común  con  la  servidumbre,  ó cuando  ménos  con  el  vasallaje: 
y sin  embargo  considerando  que  el  labrador  está  siempre  y en 
todas  partes  escaso  de  dinero;  que  el  pié  del  hombro,  la  herradu- 
ra del  caballo  y la  rueda  de  la  carreta  son  lo  que  más  contribuye 
á la  destrucción  de  los  caminos  vecinales;  y por  último  que  la 
facilidad  de  convertir  la  prestación  personal  en  prestación  en  es- 
pecie borra  lo  odioso  del  servicio,  parece  que  podemos  y debe- 
mos tolerarlo. 

La  justicia  absoluta  es  un  imposible  supuesta  la  imperfección 
de  la  naturaleza  humana;  y así  la  prudencia  aconseja  resignar- 
nos á la  prestación  personal  á pesar  de  sus  inconvenientes,  por- 
que no  hay  contribución  que  no  los  tenga.  No  es  poca  ventaja 
votarla  el  pueblo  por  medio  de  sus  elegidos,  y aplicarla  á la  con- 
servación del  camino  de  nuestra  casa,  de  nuestro  campo,  de  la 
iglesia,  del  mercado  y de  todo  lo  que  nos  rodea  y abarca  el  ho- 
rizonte del  municipio. 


(1)  V.  núm.  1363. 
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Artículo  4,“ — Obras  mixtas. 

1520, — Obras  mixtas.  1521.— Travesías  de  los  pueblos. 

1520. — Hay  cierta  clase  de  obras  públicas  que  satisfacen  áun 
tiempo  las  necesidades  del  estado  y las  de  una  provincia  ó las  de 
un  pueblo,  mezclándose  y confundiéndose  en  ella  los  intereses 
generales  y locales  en  mayor  ó menor  grado.  Las  obras  de  esta 
clase  se  ejecutan  con  fondos  de  origen  mixto,  porque  siendo  la 
utilidad  doble,  dobles  deben  ser  también  los  recursos. 

1521.  — Según  disposiciones  anteriores  (1)  tenían  ios  pueblos 
situados  en  las  carreteras  principales  la  obligación  de  auxiliar  al 
Gobierno  en  el  cuidado  de  construirlas  y conservarlas,  juntamen- 
te con  el  gravámen  de  las  expropiaciones  precisas  para  su  rec- 
tificación y ensanche  en  la  travesía  respectiva  y en  las  325  va- 
ras de  entrada  y salida.  Hoy  esta  carga,  antes  tan  pesada  y des- 
igual, se  limita  á la  travesía  de  los  pueblos  cuyo  vecindario  pase 
de  8.000  almas  (2),  en  la  forma  siguiente: 

I.  El  Gobierno,  previa  instrucción  de  expediente,  determina 
las  calles  ó arrabales  sujetos  á la  servidumbre  de  travesía,  de- 
signa los  puntos  extremos  y la  longitud  de  la  misma,  la  anchura 
de  la  via  ó firme  de  la  carretera,  y las  alineaciones  y rasantes  á 
que  deberán  á lo  sucesivo  sujetarse  todos  los  edificios  <5  cercas 
que  se  construyan  de  nuevo  ó se  reedifiquen  dentro  de  los  lími- 
tes de  la  travesía. 

II.  Para  toda  construcción  ó reparación  debe  contrilmir  el  pue- 
blo de  igual  modo  que  para  los  gastos  de  conservación  perma- 
nente con  lo  que  permitan  sus  recursos,  quedando  el  resto  á 
cargo  del  estado. 

III.  El  Gobierno  determina  el  tiempo  y la  forma  de  dichos 
gastos  por  los  pueblos,  fijando  las  cuotas  respectivas  que  se  in- 
cluyen en  el  presupuesto  de  los  obligatorios;  mas  los  pueblos 
son  árbitros  de  sustituir  á este  gravámen  una  prestación  perso- 
nal de  sus  vecinos  y propietarios  de  valor  equivalente. 

Qtras^^^  Recop.,  orden  de  la  Regencia  de  5 de  Marzo  do  1841  y 

(2)  Ley  do  2->  de  Julio  de  1857,  art,  19. 


LIBRO  IV.  DE  LA  MATERIA  ADMINISTRATIVA. 


IV.  Puede  asimismo  el  Gobierno  exceptuar  de  dicha  obliga- 
ción á los  pueblos  cuyos  recursos  no  alcancen  á cubrir  su  im- 
porte ó la  parte  que  les  corresponda  (1). 


CAPÍTULO  VIII. 

De  los  caminos  de  hierro. 


Artículo  1." — Eesúmen  histórico  de  sv>  legislación. 


1522.— Importancia  de  los  caminos 
de  hierro. 

Í523. — ¿Son  causa  ó efecto  de  la 
prosperidad  ? 

1524. — Historia. 

1525. — Tentativas  hechas  en  Es- 

paña. 


1526. — Concesiones  particulares- 

1527.  — Auxilios  del  estado. 

1528. — Concesiones  provisionales. 

1 529. — Subvenciones . 

1530.  — Combinación  del  interés  pú- 

blico con  el  privado. 

1531. — Efectos  de  esta  legislación. 


1522. — Todas  las  vias  públicas  interesan  sobremanera  al  es- 
tado como  un  medio  de  proveer  á la  defensa  del  territorio,  de 
velar  por  el  orden  j la  seguridad  de  los  pueblos  y de  procurar 
la  abundancia  de  las  cosas  necesarias  á la  vida  v aun  las  útiles 

■o 

á nuestra  comodidad  y regalo.  Mas  si  todas  las  vias  de  comuni- 
cación facilitan  el  remedio  de  estas  necesidades,  no  satisfacen 
los  deseos  de  la  administración  en  igual  grado.  Los  caminos  or- 
dinarios son  el  primer  paso  del  Gobierno  para  lograr  los  bienes 
de  un  sistema  perfecto  de  comunicaciones:  los  rios  y los  canales 
se  aprecian  por  la  mayor  economía  de  los  transportes,  y así  con- 
vienen al  comercio  de  los  frutos  de  la  tierra  y de  las  primeras 
materias  de  las  artes  que  representan  poco  valor  en  mucho  vo- 
lumen; y los  caminos  de  hierro  significan  la  velocidad,  por  cuya 
razón  aventajan  á todas  para  el  movimiento  de  las  personas  y el 
tráfico  de  los  productos  de  la  industria  y de  aquellas  mercaderías 
que  conviene  transportar  con  celeridad. 

Son  los  caminos  de  hierro  signo  de  la  civilización  moderna; 
y así  asentamos  como  regla  general  que  en  los- pueblos  más  cul- 
tos abundan  estos  medios  de  comunicación,  y en  los  ménos  cultos 
escasean  ó faltan  del  todo.  El  vapor  va  con  el  siglo;  y en  donde 


(1)  Ley  lio  11  do  AlJril,  y i’eg-la monto  de  M de  Julio  rio  1S4ÍK 
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(fuiera  que  ei  silbido  do  las  locomotoras  no  despierta  aJ  hombre, 
bien  puede  asegurarse  que  duerme  el  sueño  de  la  ignorancia  y 
la  pereza. 

Los  caminos  de  hierro  promueven  la  circulación  rápida  de 
todos  los  géneros  y frutos.  Los  pueblos  se  abastecen  de  carnes 
vivas  y frescas,  de  legumbres  y toda  clase  de  comestibles.  Las 
mercaderías  de  fácil  despacho  y hasta  los  artículos  de  lujo  llegan 
con  regularidad  y prontitud,  y el  comercio  saca  partido  de  la 
frecuente  renovación  de  sus  capitales  sin  agravio  ni  molestia  de 
ios  consumidores. 

io2S. — Mueven  ciertos  escritores  la  controversia  de  si  los  ca- 
minos de  hierro  son  causa  ó efecto  de  la  prosperidad  pública, 
porque  afirman  los  unos  que  fecundan  con  su  poderosa  actividad 
todos  los  ramos  de  industria,  levantan  ciudades  y pueblan  los 
campos,  en  tanto  que  otros  los  consideran  síntomas  de  una  ri- 
queza que  rebosa,  y el  medio  eficaz  de  satisfacer  las  necesidades 
de  una  circulación  superabundante  y en  continuo  progreso.  Por 
nuestra  parte  no  vacilamos  en  sustentar  la  doctrina  que  los  ca- 
minos de  hierro  son  ya  causa,  ya  efecto  de  la  prosperidad  de  las 
naciones : causa  cuando  el  Gobierno  se  propone  construirlos  con 
miras  de  fomento;  y efecto  cuando  la  agricultura,  las  artes  ó el 
comercio  los  solicitan,  porque  las  vias  ordinarias  de  comunica- 
ción no  bastan  á la  multitud  y rapidez  de  los  cambios.  En  Fran- 
cia, y sobre  todo  en  los  Estados-Unidos,  los  caminos  de  hierro 
empezaron  como  causa  de  la  prosperidad  pública;  en  Inglaterra, 
más  dotada  de  vida  y movimiento,  son  el  efecto  de  sn  grandeza. 

Guando  los  caminos  de  hierro  aparecen  como  causa,  son  al 
principio  una  mala  especulación,  porque  los  medios  de  transporte 
exceden  á las  necesidades  del  comercio,  y sólo  deben  construirse 
abrigando  legítimas  esperanzas  de  que  á su  impulso  se  abrirán 
nuevas  y copiosas  fuentes  de  riqueza.  Guando  proceden  como 
efecto,  hay  beneficios  de  presente  que  convidan  al  empleo  de 
capitales  con  la  seguridad  de  una  pronta  y pingüe  recompensa. 
En  el  primer  caso  se  siembra  para  recoger  más  tarde  el  fruto:  en 
ei  segundo,  el  fin  de  la  obra  es  oi  principio  de  la  coseclia. 

Pascal  dijo:  «los  canales  son  caminos  que  andan;»  y si  hoy 
viviera,  añadiria  que  los  de  hierro  son  caminos  que  vuelan.  Eiq 
un  siglo  en  que  pasa  por  proverbio  aquella  máxima  inglesa  «es 
tiempo  es  dinero»,  acortarlas  distancias  y abreviar  ios  plazo 
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representa  una  economía  en  la  circulación  de  todos  los  ])ienes  de 
la  industria  que  precipita  el  flujo  y reflujo  de  la  producción  y el 
consumo. 

1524. — -Sosegada  la  Europa  conmovida  con  las  guerras  de  la 
República  francesa  y del  Imperio  en  1815,  empezó  á gustar  los 
beneficios  de  la  paz  general.  Entonces  vinieron  con  otros  frutos 
de  las  artes  los  caminos  de  hierro,  primero  en  Inglaterra,  después 
en  Francia  aunque  muy  despacio,  y más  tarde,  pero  también 
más  aprisa,  en  Bélgica,  Prusia  y Alemania. 

Mezclóse  el  espíritu  de  especulación  en  estas  empresas,  y fué 
muy  frecuente  en  la  nación  vecina  abandonarlas  á la  iniciativa 
particular  sin  auxilio  del  Gobierno,  aunque  no  sin  sacrificio,  pues 
eran  perpétuas  las  concesiones. 

Faltóles  la  confianza  del  público,  y las  acciones  de  los  caminos 
de  hierro  cayeron  en  descrédito.  La  necesidad  obligó  á discurrir 
los  medios  conducentes  á la  realización  de  los  justos  deseos  de 
Francia,  y se  movió  la  cuestión,  ó por  mejor  decir,  la  polémica 
ardiente  acerca  de  si  los  caminos  de  hierro  debían  ser  construi- 
dos por  el  Gobierno  á costa  del  tesoro,  ó si  era  preferible  el 
sistema  de  encomendarlos  al  interés  privado. 

Los  defensores  de  esta  segunda  opinión  alegaban  el  ejemplo  de 
Inglaterra,  sin  considerar  que  allí  el  territorio  es  mucho  ménos 
extenso  que  en  Francia,  que  la  propiedad  está  ménos  dividida, 
que  sobraban  capitales  y existían  hábitos  regulares  de  asociación. 

Mientras  en  Francia  se  discutía,  en  ios  principales  estados  de 
Europa  libres  ó no  libres,  se  trabajaba  con  ardor,  y tendía  cada 
uno  su  red  de  caminos  de  hierro.  El  Gobierno  francés  debia  sa- 
cudir su  pereza,  ó imaginó  alentar  con  su  protección  la  industria 
privada,  luégo  ejecutar  por  sí  mismo  las  principales  líneas  ó ce- 
derlas á compañías  que  las  ejecutasen  con  su  concurso  y bajo  su 
dirección,  y por  último  autorizar  la  construcción  de  las  líneas 
secundarias  con  el  concurso  de  las  provincias  y los  pueblos  in- 
mediatamente interesados  dentro  del  límite  de  sus  recursos. 

1525.  — Grandes  desventuras  afligieron  á España  en  nuestros 
dias,  despedazada  por  guerras  civiles  y discordias  intestinas  sin 
tregua  ni  descanso;  y así  no  es  maravilla  que  disfrute  con  esca- 
sez de  los  beneficios  de  un  buen  sistema  de  comunicaciones,  por- 
que los  pueblos,  como  ios  hombres,  ántes  piensan  en  conservar 
la  vida  qu«  en  mejorar  de  estado  y fortuna.  Calmadas  algún  tanto 
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las  pasiones,  volvimos  los  ojos  á toda  mejora,  y el  ejemplo  de 
otras  naciones  más  dichosas  ,dió  impulso  á la  construcción  de 
los  caminos  de  hierro.  La  falta  de  experiencia  en  esta  clase  de 
nes-ooios  filó  la  raiz  de  no  pocos  extravíos;  de  donde  nace  que 
no  exista  la  conveniente  proporción  entre  los  esfuerzos  y los  re- 
sultados. 

1526.  — Primero  se  pensó  en  otorgar  concesiones  á particulares 
que  construyesen  los  caminos  de  hierro  por  su  cuenta  y riesgo, 
sin  que  el  estado  tuviese  otra  intervención  que  la  necesaria  para 
señalar  las  condiciones  generales  y las  tarifas : sistema  vicioso 
para  un  pueblo  que  carecía  de  capitales,  de  comercio  activo,  de 
instituciones  de  crédito,  de  hábitos  de  asociación  y de  todos  cuan- 
tos elementos  concurren  á solicitar  y construir  los  caminos  de 
hierro. 

1527.  — Reconocida  la  ineficacia  de  estos  medios,  hubo  de  asen- 
tar el  Gobierno  el  principio  que  los  caminos  de  hierro  fuesen 
ejecutados  por  empresas  concesionarias  con  los  auxilios  del  es- 
tado. Pidiéronse  planos,  memorias  y presupuestos,  establecié- 
ronse condiciones  generales  y particulares,  se  fijaron  tarifas,  se 
exigieron  garantías,  y en  fin  se  dictaron  otras  providencias  en- 
caminadas á concertar  el  interés  público  con  el  privado,  y á lo- 
grar que  las  concesiones  fuesen  objeto  de  una  especidacion  ver- 
dadera y lucrativa,  desterrando  el  abuso  de  los  ágios  que  sólo 
producen  ganancias  aleatorias  y desacreditan  con  sus  engaños 
las  empresas  más  dignas  de  estimación  y aplauso. 

1528.  — El  ágio,  sin  embargo,  tan  temido  por  la  funesta  expe- 
riencia de  su  desenfreno  con  ocasión  de  las  sociedades  anóni- 
mas, entró  en  los  caminos  de  hierro  por  la  puerta  de  las  conce- 
siones provisionales  que  el  Gobierno  había  con  imprudencia  de- 
jado abierta  á los  especuladores  de  mala  fé,  y f>or  la  cual  se  pre- 
cipitaron en  tropel  en  busca  de  primas.  Multiplicáronse  los  pro- 
yectos imaginarios,  pidiéronse  y se  obtuvieron  infinitas  conce- 
siones, porque  no  había  responsabilidad  para  los  concesionarios, 
y caducaron  casi  todas  en  breve  tiempo,  como  empresas  al  fin 
levantadas  con  siniestra  voluntad  y do  ñacos  ñmdamentos. 

1529. — Imaginóse  después  poner  coto  á esta  especulación  li- 
cenciosa regularizando  la  intervención  del  estado  en  la  construc- 
ción de  los  cáramos  de  hierro,  y garantizando,  por  via  de  sub- 
vención, un  interés  mínimo  á las  empresas  que  no  podia  pasar 
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del  6 por  100  en  todo,  aplicando  los  5 ai  rédito,  y el  1 restante  á 
la  amortización  del  capital  invertido  en  la  obra  (1).  Este  sistema 
empezó  á modo  de  ensayo,  otorgando  á varias  empresas  la  sub- 
vención referida,  ántes  de  convertirse  en  regla  general  y perma- 
nente. La  ley  consagra  el  principio  que  el  estado  debe  auxiliar  á, 
las  empresas  particulares  en  la  construcción  de  los  caminos  de 
hierro,  y fija  de  una  manera  uniforme  el  límite  de  sus  auxilios. 

1530.  —Nada  prueba  mejor  que  el  Gobierno  andaba  á tientas 
buscando  una  solución  satisfactoria  á la  gravísima  cuestión  de 
los  caminos  de  hierro,  que  la  continua  mudanza  de  nuestras  le- 
yes. Apenas  se  hablan  visto,  cuanto  más  palpado,  ios  efectos  del 
sistema  anterior,  y ya  se  abandonaba  por  correr  en  pos  de  otro 
sistema.  Dejar  al  interés  particular  la  construcción  de  las  líneas 
que  puede  ejecutar  con  sus  recursos;  acometer  el  estado  las  em- 
presas superiores  á las  fuerzas  individuales,  y combinar  la  ac- 
ción pública  y privada  allí  en  donde  la  combinación  de  ambos 
elementos  fuese  posible,  tal  era  el  pensamiento  del  Gobierno  al 
presentar  un  nuevo  proyecto  de  ley  á las  Cortes  de  1851.  Com- 
pletaban el  sistema  la  garantía  del  interés  mínimo  del  6 por  100 
y uno  más  de  amortización  y la  creación  de  acciones  de  ferro- 
carriles, la  censura  de  las  concesiones  provisionales,  la  garan- 
tía de  los  productos  de  los  caminos  y de  la  suscripción  voluntaria 
do  las  provincias  para  responder  al  pago  de  los  intereses  y amor- 
tización de  las  acciones,  y la  licitación  pública  ai  otorgar  las  con- 
cesiones definitivas  (2). 

1531.  — Ni  la  fidelidad  del  Gobierno  á las  reglas  establecidas 
por  la  prudencia  al  hacer  las  concesiones,  ni  el  más  recto  crite- 
rio al  celebrar  varios  contratos  recomendaron  esta  legislación 
provisional,  ántes  fueron  causa  de  meditar  graves  reformas  que, 
atajadas  por  las  vficisitudes  de  la  política,  no  llegaron  á síizon 
hasta  la  promulgación  de  la  ley  general  hoy  vigente  (3). 


Artículo  2.“ — Olasijicmion  y esivdioH  de  los  caminos  de  hierro. 

1532.— Clasificación  de  los  camó  1533.— Autoridad  á quien  pertenc- 

nos  de  hierro.  ce  clasificarlos. 


(] ) Ley  provisional  de  20  de  Febrero  de  1B51. 
(2)  Real  decreto  de  19  do  Diciembre  de  1S51. 
pii  Ley  de  3 de  Junio  de  185ü. 
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Estudios.  es',os  caminos. 

1535, Deberes  dei  Gobierno  en  1536. — Electos  de  la  clasificación. 

cuaniü  á la  construcción  de 

1532. — Dos  clases  hay  de  caminos  de  hierro  en  España,  á 
saber,  líneas  de  servicio  general  y líneas  de  servicio  parti- 
cular. 

Entre  las  líneas  de  servicio  general,  llámaiise  de  primer  orden 
aquellas  que  partiendo  de  Madrid  terminan  en  las  costas  ó fron- 
teras del  reino,  y las  que  se  construyen  para  conducirlos  car- 
bones minerales  desde  los  criaderos  de  grande  importancia  á los 
puertos  de  mar,  á las  vias  de  comunicación  fluvial,  á las  líneas 
generales  de  primer  orden,  á los  grandes  é importantes  centros 
de  población  y á las  comarcas  industriales  (1):  las  restantes  son 
de  segundo  orden,  ménos  principales  y no  tan  favorecidas.  To- 
das se  reputan  obras  de  utilidad  pública. 

1533.  — Pertenece  al  Gobierno  clasificar  los  caminos  de  hier- 
ro, es  decir,  verificar  los  hechos  que  son  el  fundamento  de  su 
ciasiflcacion:  y para  ello  debe  mandar  que  se  (completen  los  es- 
tudios empezados  en  punto  á las  líneas  generales  de  primer  or- 
den, que  se  practiquen  otros  nuevos,  y se  formen  los  planos  y 
presupuestos  necesarios  para  proceder  á su  construcción. 

1534. — Queda  al  arbitrio  dei  Gobierno  autorizar  á los  particu- 
lares y compañías  para  que  verifiquen  los  estudios  necesarios  á 
obtener  la  concesión  de  una.  línea,  sin  que  esta  autorización  con- 
fiera ningún  derecho  contra  el  estado,  ni  limite  en  manera  al- 
guna la  facultad  de  otorgar  la  misma  autorización  á otras  perso- 
nas ó sociedades  (2). 

1535. — Resulta  del  texto  de  la  ley  que  es  obligatorio  para  el 
Gobierno  promover  la  (mnstruccion  de  las  líneas  de  servicio  ge- 
neral de  primer  orden  , y potestativo  solamente  procurar  la  de 
líneas  de  segundo  orden  y favorecer  los  proyectos  de  servicio 
particidar.  bll  grado  respectivo  de  importancia  de  estas  obras  pú- 
blicas , la  necesidad  de  acomodar  los  gastos  á la  extensión  de 
los  recursos , y el  desarrollo  progresivo  de  nuestro  sistema  ge- 
neral de  comunicaciones  inducen  á establecer  reglas  do  equidad 
y conveniencia  que  pongan  coto  al  deseo  inmoderado  de  poseer 
caminos  de  hierro,  y á la  pasión  mezquina  de  posponer  el  bien 

¡1 ) Leyes  de  lí  de  Jnnio  de  18-55  y 20  de  Julio  de  1862. 

(2)  Ley  de  3 de  Junio  de  1855,  arts.  1, 2 y 3, 43  y si¡?. 
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comiin  á los  intereses  de  una  provincia  ó pueblo  : vicio  funesto 
que  trocaría  la  grandeza  de  los  caminos  de  hierro  en  la  humil- 
dad de  un  camino  vecinal,  limitando  los  extensos  beneflcios  de 
tan  costosas  vias  á la  satisfacción  del  amor  propio  ó la  comodi- 
dad y provecho  de  ciertas  poblaciones. 

1536. — Así  como  pertenece  al  Gobierno  clasificar  los  caminos 
de  hierro,  así  también  enmienda  ó corrige  la  clasificación  sin 
agravio  de  tercero,  y sin  que  por  tanto  haya  lugar  á queja  ni 
reclamación  fundada  en  derecho.  Esta  clasificación  es  un  acto  del 
poder  discreccional  que  nunca  debe  ser  impugnado  por  la  via 
contenciosa , porque  los  reglamentos  de  la  administración  pú- 
blica miran  á todos  los  habitantes,  y nadie  está  autorizado  para 
llamarse  parte  y poner  en  tela  de  juicio  las  providencias  de  uti- 
lidad general. 


Artículo  ^S'—Constrviccion  de  los  caminos  de  hierro. 


1537.  — Sistemas  de  ejecución. 

1538.  — Industria  privada. 

1539.  — Observaciones. 

1540.  — Ejecución  por  cuenta  del 

estado. 

1541.  —Construcción  por  el  Go- 

bierno. 

1542.  — Concesión  provisional. 

1543.  — Sus  efectos. 

1544.  — Subasta. 

1545. — Concesión  definitiva. 

1546. ^ — Obligaciones  del  concesio- 

nario. 

1547. ~Las  concesiones  no  sonper- 

pétuas. 


1548. — Caducidad. 

1549.  — Condiciones  resolutorias 

del  contrato. 

1550.  — Declaración  de  la  caduci- 

dad. 

1551. — Sus  efectos. 

1552.  — Garantías  del  concesiona- 

rio. 

1553. -r-Reglas  especiales  para  las 

obras  de  los  caminos  de 
hierro. 

1554.  — Servidumbres  que  inter- 

ceptan. 

1555.  — Obras  de  ampliación  y me- 

jora. 


4537.— Dos  modos  hay  muy  diferentes  de  construir  los  cami- 
nos de  hierro,  por  la  industria  privada  y por  el  Gobierno. 

1538. — Según  las  bases  generales  para  la  nueva  legislación  do 
obras  públicas,  pueden  los  particulares  proyectar,  construir  y 
explotar  un  camino  de  hierro  sin  intervención  de  la  autoridad, 
con  tal  que  no  soliciten  la  pxAvia  declaración  de  utilidad  commi, 
ni  menoscaben  el  dominio  público  en  los  terrenos,  corrientes  de 
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agua,  vias  de  comunicacioa  y demás  cosas  que  lo  constituyen  (1). 

El  empresario  queda  dueño  de  fijar  las  tarifas,  peajes,  dere- 
chos y en  general  los  precios  que  juzgue  convenientes  por  el 
uso  dcl  camino.  Las  cuestiones  que  se  promuevan  con  motivo 
de  perjuicios  particulares  que  irroguen  la  construcción  ó explo- 
tación de  la  Via,  se  ventilan  ante  los  tribunales  ordinarios  con 
exclusión  de  las  autoridades  administrativas,  las  cuales  son  aje- 
nas á la  empresa,  y por  tanto  declinan  toda  responsabilidad. 

La  administración  no  puede  mezclarse  en  el  sistema  de  cons- 
trucción que  adopte  el  empresario,  ni  en  determinar  las  dimen- 
siones de  la  obra,  ni  en  examinar  Jos  materiales  que  se  empléen, 
ni  en  hiparte  técnica,  ni  en  los  medios  de  explotación,  limitándo- 
se á defender  los  derechos  y proteger  los  intereses  del  estado  (2). 

1539. — Así  pues,  dentro  de  este  sistema,  construir  y explo- 
tar un  camino  de  liíerro  es  un  negocio  particular  y libre,  bien 
que  en  nuestra  opinión  todavía  deben  los  empresarios  observar 
las  reglas  de  policía  aplicables  á un  servicio  tan  ocasionado  á si- 
niestros y peligros.  Por  más  que  el  Gobierno  se  esfuerce  á res- 
petar la  libertad  de  la  industria,  no  puede  llevar  el  respeto  al 
extremo  de  mostrarse  indiíéreiite  á la  seguridad  pública. 

Pocos  caminos  de  hierro,  si  alguno,  se  construirán  en  España 
por  pardiculares  sin  auxilio  del  estado.  Tal  vez  no  faltará  quien 
los  emprenda  á su  costa  con  la  reserva  de  solicitar  una  crecida 
subvención  después  de  empezada  la  obra;  abuso  torpe  y escan- 
daloso, y negocio  que  convida  con  pingüe  y segura  ganancia, 
pues  por  lo  ménos  se  logra  eludir  los  efectos  de  la  subasta. 

1540.  — Es  el  segundo  modo  de  construir  los  caminos  de  hierro 
la  ejecución  de  la  obra  por  el  estado,  sea  directa,  cuando  la  ad- 
ministración la  toma  á su  cargo,  sea  indirectamente,  si  im  par- 
ticular ó compañía  se  subroga  al  Gobierno  mediante  una  conce- 
sión ó cesión  de  sus  derechos. 

En  amljos  casos  se  requiere  autorización  legislativa,  porque 
ni  el  Gobierno  puede  aplicar  á los  caminos  de  hierro  los  fondos 
dcl  estado,  de  las  provincias  ó de  los  pueblos  sino  en  virtud  de 
una  ley,  ni  tampoco  tiene  facultad  para  otorgar  la  concesión  de 
una  línea  de  servicio  general  ó particular,  á ménos  de  estar  au- 
torizado por  las  Cortes. 

;1)  Real  órden  oircular  de  23  de  Mayo  de  18'/2. 

(2¡  Decreto  de  M de  Novieml>re  de  1868,  V.  uúm.s-,  loO-S  y sí¿í. 
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Tanta  suspicacia  de  parte  del  legislador  se  disculpa  con  la  me- 
moria de  los  abusos  pasados;  por  lo  demás,  siendo  la  concesión 
iin  contrato  ajustado  entre  el  Gobierno  y un  particular  para  la 
ejecución  de  cierta  obra  pública,  pertenece  en  buena  doctrina  al 
ofício  de  la  administración.  La  ley  debe  fijar  las  reglas  genera- 
les de  la  concesión,  y el  Gobierno  aplicarlas  según  su  letra  y es- 
píritu, porque  mandar  es  propio  de  la  ley,  como  ejecutar  propio 
del  Gobierno  en  todo  régimen  constitucional. 

1541.  — Guando  el  Gobierno  considera  útil  y oportuno  cons- 
truir un  camino  de  hierro  con  fondos  dei  estado,  de  las  provin- 

. cias  ó de  los  pueblos,  debe  presentar  á las  Cortes,  con  el  proyec- 
to de  ley  de  autorización , los  documentos  siguientes : 

I.  La  memoria  descriptiva  del  proyecto. 

II.  El  plano  general  y el  perfil  longitudinal  y los  transver- 
sales. 

III.  El  presupuesto  de  construcción  y^el  anual  de  conservación 
y reparación  de  la  línea. 

IV.  El  presupuesto  del  material  de  explotación  y el  anual  de 
su  conservación  y reparación. 

V.  La  tarifa  de  los  precios  máximos  que  deban  exigirse  por 
peaje  y transporte. 

VI.  Una  información  en  que  se  oiga  á las  Diputaciones  de  las 
provincias  interesadas  en  la  construcción,  y á las  corporaciones 
y personas  que  á juicio  del  Gobierno  puedan  ilustrar  la  materia, 
para  persuadirse  y convencerse  de  la  utilidad  del  proyecto.  Ex- 
ceptiianse  de  esta  información  de  utilidad  las  líneas  clasificadas 
de  primer  orden  en  la  ley  vigente. 

1542. — Guando  los  particulares  solicitan  la  concesión,  deben 
dirigirse  al  Gobierno  acompañando  á la  solicitud  todos  los  docu- 
mentos anteriores,  excepto  la  información  de  utilidad  que  prac- 
tica la  administración  por  sí  misma,  acreditando  además  liaber 
depositado  en  garantía  de  las  proposiciones  que  los  particulares 
hicieren  ó admitieren  en  el  curso  del  expediente,  el  i por  100 
del  importe  total  de  las  obras  y material  de  explotación  de  la 
línea  conforme  á los  presupuestos. 

Admitido  el  proyecto  y aceptadas  por  ambas  partes  las  condi- 
ciones de  la  concesión,  el  Gobierno  acude  á las  Cortes  con  loa 
documentos  expresados,  y solicita  la  autorización  legislativa  ne- 
cesaria para  otorgarla  lineadla  persona  ó empresa  constructora. 


derecho  administrativo  español. 

1543.— Esta  concesión  no  es  sin  embarg’o  definitiva^  porque 
la  adjudicación  de  los  caminos  de  hierro^  como  la  de  todas  las 
obras  públicas,  debe  hacerse  mediante  subasta  y adjudicación  del 
remate  al  mejor  postor. 

-1544, — Varias  son  las  circunstancias  particulares  que  han  de 
concurrir  en  las  subastas  para  que  sean  habidas  por  legales,  á 
saber: 

T.  Que  los  licitadores  acrediten  el  depósito  del  1 por  100  del 
valor  total  de  la  línea  según  el  presupuesto  aprobado,  como  ga- 
rantía de  sus  proposiciones. 

II.  Que  ei  tipo  de  la  licitación  sea  el  máximo  del  subsidio  ó 
interés  que  haya  de  dar  el  Gobierno  á la  empresa  constructora. 

III.  Que  se  otorgue  un  plazo  de  tres  meses  para  verificar  la 
subasta  y se  adjudique  el  remate  al  mejor  postor. 

IV.  Que  el  rematante  abone  á quien  corresponda  el  importe 
de  los  estudios  del  proyecto  que  hubieren  servido  para  la  conce- 
sión, cuya  cantidad  deberá  fijarse  ántes  de  abrir  la  subasta  (1). 

1545.  — La  concesión  definitiva  es  la  sustitución  de  una  perso- 
na ó compañía  al  estado  para  ejercitar  en  su  nombre  los  dere- 
chos ó desempeñar  los  deberes  que  le  corresponden  en  cuanto 
á la  construcción  y beneficio  de  los  caminos  de  hierro;  así  es 
que  el  concesionario  representa  al  Gobierno  en  todas  las  rela- 
ciones de  las  obras  públicas  con  la  propiedad  particular. 

1546.  — Nacen  de  aquí  obligaciones  recíprocas  entre  la  admi- 
nistración y la  empresa  constructora,  por  cuyo  motivo  no  sé  ex- 
piden los  títulos  de  concesión  de  las  líneas  de  servicio  general, 
mientras  el  concesionario  no  acredite  haber  depositado  en  ga- 
rantía el  5 por  100  del  valor  de  las  obras  proyectadas,  si  hubiese 
subvención,  y si  no  la  hubiese  el  3 por  100. 

Debe  el  concesionario  cumplir  con  este  requisito  legal  dentro 
de  quince  dias  contados  desde  la  adjudicación,  so  pena  de  quedar 
sin  efecto  y de  perder  la  fianza  prestada,  volviendo  á subastarse 
la  línea  por  término  de  cuarenta  dias. 

Las  empresas  concesionarias  pueden  disponer  de  las  sumas 
constituidas  en  depósito,  conforme  vayan  acreditando  la  ejecu- 
ción de  las  obras  suficientes  á cubrir  su  importe,  quedando  hi- 
potecadas al  cumplimiento  del  contrato.  Es  una  transformación 
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de  1a  garantía,  que  sin  disminuir  la  responsabilidad  del  conce- 
sionario, le  permite  aplicar  sus  fondos  muertos  á vivificar  la  em- 
presa objeto  de  la  concesión. 

1547.  — Los  caminos  de  hierro,  como  todas  las  vias  de  comu- 
nicación de  uso  general , son  del  dominio  público ; por  manera 
que  repugnan  á su  naturaleza  las  enajenaciones  perpéíuas.  Así 
pues,  las  concesiones  de  esta  clase  tienen  un  límite  señalado,  no 
pudieiido  su  duración  exceder  de  noventa  y nueve  años,  al  cabo 
de  los  cuales  (ó  de  ménos,  si  por  ménos  tiempo  se  hubiese  otor- 
gado la  concesión)  expiran  los  derechos  particulares  y entra  el 
estado  en  la  posesión  dé  la  línea  concedida  con  todas  sus  depen- 
dencias. De  donde  se  colige  que  las  concesiones  no  son  título 
legítimo  de  propiedad,  sino  el  origen  de  un  usufructo  temporal 
y sujeto  á las  condiciones  de  antemano  establecidas  en  virtud 
del  contrato  asentado  entre  la  administración  y la  persona  ó 
compañía  adjudicataria. 

1548.  — Caducan  las  concesiones: 

I.  Por  no  haber  dado  principio  á las  obras,  ó por  no  tenerlas 
concluidas  en  todo  ó en  parte  dentro  de  los  plazos  señalados, 
salvos  los  casos  de  fuerza  mayor.  El  Gobierno,  sin  embargo, 
usando  de  prudencia,  puede  prorogar  el  término  mediando  justa 
causa,  y sólo  por  el  tiempo  necesario, 

II.  Por  la  interrupción  total  ó parcial  del  servicio  público  por 
culpa  de  la  empresa,  si  carece  de  recursos  para  continuar  la  ex- 
plotación. 

1549.  — La  ejecución  de  las  obras  en  un  tiempo  determinado  y 
el  uso  continuo  de  la  via  son  condiciones  resolutorias.  Faltando 
á ellas  el  concesionario  desata  la  obligación  convenida,  y el  Go- 
bierno provée  al  bien  común. 

1550. - — Pertenece  al  Gobierno  declarar  la  caducidad  de  las  con- 
cesiones, cuya  providencia  puede  ser  impugnada  por  la  via  con- 
tencioso-administrativa  dentro  de  los  dos  meses  siguientes  á la 
notificación  que  se  hiciere  al  concesionario.  Si  no  intentase  nin- 
gún recurso  legal  en  tiempo  hábil,  se  tiene  por  consentida  la  re- 
solución del  Gobierno  y causa  estado. 

1551.  — Los  efectos  de  la  caducidad  son: 

L Quedar  á beneficio  del  estado  la  garantía  exigida  al  conce- 
sionario. 

II.  Sacar  á pública  subasta  la  concesión  anulada.  El  tipo  para 
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(^sta  nueva  subasta  es  el  importe,  según  tasación,  de  los  terrenos 
comprados,  de  las  obras  ejecutadas  y de  los  materiales  de  cons- 
trucción y de  explotación  existentes  con  rebaja  de  los  auxilios 
()  subvenciones  otorgadas  al  concesionario  y entregadas  al  mis- 
mo en  terrenos,  obras,  metálico  ú otra  clase  de  valores. 

Cuando  no  se  presente  postor,  se  abre  nueva  licitación  por 
término  de  dos  meses  y bajo  el  tipo  de  las  dos  terceras  partes  de 
la  tasación;  y si  aun  así  no  se  remata,  se  anuncia  la  tercera  y 
última  subasta  por  término  de  un  mes  y por  la  mitad  de  dicha 
tasación. 

Adjudicada  la  línea  se  deduce  del  precio  del  remate  el  impor- 
te de  la  garantía  que  el  concesionario  hubiese  sacado  del  depósi- 
to para  invertirla  en  las  obras,  y el  de  los  gastos  de  tasación  y 
subasta,  entregándose  el  resto  al  concesionario  en  quiebra  ó á 
sus  legítimos  representantes. 

1552.  — El  nuevo  concesionario  deposita  como  garantía  de  la 
subasta  el  5 por  100  del  valor  de  las  obras  que  falten  basta  com- 
pletar el  presupuesto  total,  y en  lo  demás  se  signen  los  trámi- 
tes relativos  á las  primeras  concesiones  (1). 

1553.  — La  construcción  de  los  caminos  de  hierro  se  ajusta  á 
las  reglas  establecidas  para  toda  clase  de  obras  públicas,  es  de- 
cir, á las  condiciones  generales  y á las  particulares  de  cada  con- 
cesión Además  hay.  algunas  que  en  razón  de  su  especialidad 
merecen  tomarse  en  cuenta. 

1554.  — I.  Es  facultad  discreccional  de  los  gobernadores  de 
provincia,  oyendo  á los  Ayuntamientos,  y á los  particulares  in- 
teresados, aprobar  ó no  aprobar  los  medios  que  los  ingenieros 
proponen  para  salvar  las  servidumbres,  veredas,  senderos  y cor- 
rientes de  agua  que  intercepta  un  ferro-carril,  advirtiendo  que 
contra  estas  decisiones  no  liá  lugar  al  recurso  por  la  via  conten- 
ciosa; pero  sí  procede  el  recurso  cuando  los  interesados  no  se 
conformen  con  la  tasación  de  los  daños  y perjuicios  que  con  tal 
motivo  se  irroguen  á su  propiedad  (2). 

1555. — II.  Las  empresas  concesionarias  de  ferro-carriles  en 
explotación  pueden  ejecutar  y llevar  á cabo  sin  necesidad  de  au- 
torización previa,  las  obras  de  ampliación  y mejora  que  juzguen 
convenientes,  siempre  que  no  padezcan  la  seguridad  del  tránsito 

(1)  Ley  lie  3 de  Junio,  arts.  13-15  y 21-29. 

(2)  lloal  decreto  de  14  de  Junio  do  1851  y real  dfden  de  30  de  Diciemln'e  de 
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ni  el  buen  orden  de  la  explotación.  Sin  embargo  quedan  obliga- 
das á dar  el  conocimiento  oportuno  al  ingeniero  jefe  de  la  divi- 
sión, quien  puede  prohibir  que  se  dé  principio  á las  proyectadas, 
si  considera  que  ofrecen  alguna  dificultad  ó peligro.  En  todo  caso 
las  empresas  son  responsables  del  uso  que  hagan  de  su  libre  ini- 
ciativa, y es  de  advertir  que  estas  obras  no  las  dispensan  de  eje- 
cutar en  su  dia  las  que  falten  con  arreglo  á las  condiciones  esti- 
puladas ál  tiempo  de  hacer  la  concesión  (1). 


Artículo  4.^^ — Primlegios  y exenciones  generales  de  las  empresas 

concesionarias, 

1561. — Formas  de  la  subvención. 

1562. — Comparación  de  los  varios 
sistemas  adoptados  por 
nuestras  leyes. 

1563.  — Anticipos  de  subvención. 

1564.  — Emisión  de  obligaciones. 

1556. — Siendo  el  efecto  de  toda  concesión  de  obras  públicas 
subrogarse  las  empresas  en  lugar  del  Gobierno,  deben  gozar  de 
ciertos  privilegios  y exenciones  que,  facilitando  la  construcción 
de  estas  vias  de  peaje  y transporte,  cedan  en  utilidad  del  estado. 

Otorga  la  ley  á los  particulares  ó compañías  constructoras  de 
caminos  de  hierro  con  miras  de  protección  y fomento: 

I.  Los  terrenos  de  dominio  público  que  hayan  de  ocupar  la 
via  y sus  dependencias. 

Entiéndese  por  terrenos  ó bienes  de  dominio  público  en  este 
caso,  aquéllos  que  están  destinados  por  la  naturaleza  misma  ó por 
el  uso  á la  utilidad  de  todos  los  hombres,  y cuya  propiedad  á 
nadie  pertenece.  Así  pues  no  se  comprenden  ios  bienes  del  esta- 
do, ni  los  propios  y comunes  de  los  pueblos  (2). 

II.  El  beneficio  de  vecindad  para  el  aprovechamiento  de  leñas, 
pastos  y demás  disfrutes  comunes  á los  pueblos  cuyos  términos 
abrace  la  línea,  en  favor  de  los  dependientes  y trabajadores  de 
las  empresas  y de  los  ganados  de  transporte  empleados  en  los 
trabajos. 

(1)  Orden  de  15  de  Febrero  de  1869. 

(2)  Reales  órdenes  de  25  do  Abril  do  1860  y !31  do  Diciembre  de  1802. 

TOMO  II.  b 


1556. — Privilegios  y exenciones 

del  concesionario. 

1557. — Razones  en  que  se  fundan. 

1558.  — Inconvenientes  del  sistema 

de  concesiones. 

1559.  — Razones  que  lo  justifican. 

1560. — Subvenciones. 


<52  ÜERBCnO  ATOUNISTUAtíVÓ  BSPAÑOt. 

III.  La  facultad  de  abrir  canteras,  recoger  piedra  suelta,  cons- 
truir hornos  de  cal,  yeso  y ladrillo,  depositar  materiales  y esta- 
blecer talleres  para  elaborarlos  en  los  terrenos  contiguos. 

Si  dichos  terrenos  son  públicos  deben  las  empresas  dar  aviso 
previo  á la  autoridad  local ; si  de  propiedad  particular,  deben  ha- 
cerlo saber  al  dueño  ó su  representante  por  medio  del  alcalde  del 
territorio  y obligarse  formalmente  á la  indemnización  de  daños 
y perjuicios. 

IV.  La  facultad  exclusiva  de  percibir  miéntras  dure  la  conce- 
sión y con  arreglo  á las  tariñis  aprobadas,  los  derechos  de  peaje 
y de  transporte,  sin  perjuicio  de  los  que  puedan  corresponder  á 
otras  empresas. 

V.  El  abono  durante  la  construcción  y diez  años  después,  del 
equivalente  de  los  derechos  señalados  en  los  aranceles  de  adua- 
nas, faros,  portazgos  y barcajes  que  deban  satisfacer  las  prime- 
ras materias,  efectos  elaborados,  instrumentos,  útiles,  máquinas, 
carruajes,  maderas,  cok  y todo  lo  que  constituye  el  material  fijo 
y móvil  que  se  importe  del  extranjero  con  aplicación  exclusiva 
á la  construcción  y explotación  del  camino. 

VI.  La  exención  de  los  derechos  que  devenguen  las  traslacio- 
nes de  dominio  verificadas  en  virtud  de  la  ley  de  enajenación 
forzosa. 

VIL  Los  capitales  extranjeros  empleados  en  la  construcción 
de  los  caminos  de  hierro  ó en  los  empréstitos  levantados  con  este 
objeto,  se  hallan  además  bajo  la  salvaguardia  del  estado,  y que- 
dan exentos  de  represalias,  confiscaciones  ó embargos  por  causa 
de  guerra  (1). 

1557. — Todos  son  favores  en  verdad  bien  merecidos,  pues  si 
muchos  beneficios  reportan  los  pueblos  de  la  construcción  de  los 
caminos  de  hierro,  muchos  deben  ser  los  medios  de  convidar  y 
atraer  los  capitales  hácia  unas  empresas  tan  grandes  y costosas. 
Acuden  los  particulares  en  au.xilio  del  Gobierno,  y toman  á su 
riesgo  y ventura  el  desempeño  de  un  servicio  público.  El  se- 
creto de  la  administración  consiste  en  concertar  los  intereses  del 
estado  y de  las  empresas  de  tai  modo,  que  mirando  cada  uno  á 
su  provecho,  haya  ganancia  para  todos. 

La  administración  adquiere  á leve  costa  im  camino  de  liierro 
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que  tal  voz  no  podría  construir  con  sus  propios  recursos  en  tan 
breve  plazo,  aumenta  los  medios  de  ejercer  su  autoridad,  mejora 
la  condición  de  los  pueblos  y abre  un  extenso  horizonte  á toda 
prosperidad.  Los  particulares  hallan  empleo  íacil  y lucrativo  á 
sus  capitales,  promueven. el  desarrollo  de  la  agricultura,  de  las 
artes  y del  comercio,  excitan  el  espíritu  de  asociación  y dan  im- 
pulso al  crédito,  robusta  palanca  de  la  industria  moderna. 

1558. — Mas  como  todas  las  leyes  humanas  llevan  en  su  imper- 
fección grabado  el  sello  de  nuestra  flaca  naturaleza,  es  llano  que 
el  sistema  de  las  concesiones  debe  adolecer  de  vicios  y defectos 
que  moderan  el  deseo  de  extendernos  en  su  alabanza. 

Verdaderamente  mejor  parece  que  el  estado  construya  por  su 
cuenta  á lo  menos  las  líneas  de  servicio  general  de  primer  orden, 
porque  mediando  un  interés  político,  -militar  ó comercial  de  im- 
portancia, conviene  que  la  administración  del  camino  no  salga 
délas  manos  del  Gobierno.  Por  otra  parte,  constituir  un  mono- 
polio en  favor  de  la  empresa  concesionaria  es  debilitar  en  extre- 
mo los  beneficios  del  transporte  con  tarifas  onerosas  á la  circu- 
lación de  la  riqueza,  porque  las  compañías  necesitan  aumentar 
sus  ganancias  hasta  el  punto  de  amortizar  el  capital,  percibir  los 
réditos,  conservar  la  via  y satisfacer  los  gastos  de  la  administra- 
ción. El  Gobierno  da  por  bien  invertidos  los  fondos,  no  piensa 
en  recobrarlos,  ni  solicita  intereses : sus  ganancias  se  limitan  á 
cubrir  los  gastos  ordinarios  de  entretenimiento  y explotación:  y 
de  consiguiente  son  las  tarifas  más  suaves  y perciben  los  pueblos 
todos  los  frutos  del  camino  de  hierro  en  la  facilidad,  la  brevedad 
y la  economía  de  los  transportes. 

Si  la  explotación  dé  la  línea  queda  reservada  á la  empresa  cons- 
tructora por  un  número  de  años  convenido,  no  puede  el  Gobierno 
moderar  las  tarifas  cuando  las  necesidades  de  la  industria  ó del 
comercio  lo  reclaman;  ni  uniformar  las  nacionales  con  las  ex- 
tranjeras cuando  son  éstas  más  leves  ; ni  tampoco  infyorar  el 
sistema  de  locomoción  aplicando  los  inventos  sucesivos,  ni  debe 
en  suma  esperarse  nada  que  no  participe  de  la  viciosa  naturaleza 
de  un  monopolio. 

1559. — A pesar  de  todo,  cuando  el  Gobierno  carece  de  recursos 
para  construir  una  linea  de  primer  orden,  con  razón  acude  á los 
particulares  y los  inclina  á tomar  de  su  cuenta  y riesgo  la  eje- 
cución do  im  camino  de  hierro,  ofreciéndoles  en  seguridad  d(d 
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rescate  del  capital  y cobro  de  los  intereses  el  producto  del  pea- 
je y transporte  de  la  via,  cuya  administración  retienen  bajo  la 
vigilancia  del  Gobierno  que  no  permite  el  abuso  de  este  derecho, 
sino  que  se  limita  á proteger  su  ejercicio  con  arreglo  á las  cláu- 
sulas de  la  concesión. 

1500.  — Sucede  con  frecuencia  que  las  empresas  no  acometen  la 
construcción  de  un  camino  de  hierro  sin  los  auxilios  del  Gobier- 
no, y según  la  manera  y tiempo  de  prestarlos,  así  es  diversa  la 
forma  de  las  subvenciones. 

1501.  — Puede  la  subvención  consistir  conforme  á nuestras 
leyes: 

I.  En  ejecutar  obras  determinadas. 

II.  En  satisfacer  á las  empresas  en  períodos  señalados  una 
parte  del  capital  invertido. 

III.  En  asegurar  un  mínimo  de  interés  ó un  interés  fijo  por  di- 
cho capital,  segim  se  determina  en  cada  concesión  (1). 

La  facultad  de  otorgar  subvenciones  á las  empresas  construc- 
toras es  alternativa,  pues  hay  libre  opcion  entre  los  medios  in- 
dicados según  convenga  á los  intereses  comunes  y particulares 
que  concurren  á la  ejecución  del  camino  de  hierro.  Ayudan  á 
soportar  esta  carga  del  estado  las  provincias  y los  pueblos  inte- 
resados inmediatamente  en  ia  construcción  de  la  línea,  en  la  pro- 
porción y forma  que  determina  la  ley  para  cada  caso. 

-1562. — Considerando  los  tres  sistemas  en  términos  generales, 
hallamos  en  cada  uno  ventajas  é inconvenientes  dignos  de  to- 
marse en  cuenta.  La  construcción  parcial  de  la  línea  obliga  al 
Gobierno  de  una  manera  absoluta,  carece  de  unidad  de  pensa- 
miento y acción,  transmite  á la  empresa  el  uso  y aprovechamien- 
to de  una  obra  pública  que  se  ejecuta  con  fondos  del  estado  é in- 
duce á sospechar  que  los  cuidados  de  conservación  y reparación 
de  la  via  no  serán  tan  exquisitos  en  uno  como  en  otro  punto; 
pero  facilita  la  construcción  allanando  los  obstáculos  poderosos 

que  no  se  determina  á vencer  la  persona  ó compañía  concesio- 
naria. 

T.^a  subvención  en  metálico  ú otra  clase  de  valores  pone  lími- 
tes ciertos  á 1a  responsabilidad  del  Gobierno,  auxilia  á las  em- 
presas de  un  modo  positivo,  excusa  la  cuenta  y razón  de  los  pro- 


Í,l)  I.ny  cit.,  aí't.  8, 
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ductos  de  peaje  y transporte;  pero  grava  al  estado  con  una  deu- 
da perpétua  que  no  halla  justa  compensación  en  la  facilidad  y 
economía  del  servicio^  porque  no  pueden  variarse  las  tarifas  en 
perjuicio  de  tercero. 

La  garantía  de  un  interés  fijo  impone  al  Gobierno  una  obliga- 
ción condicional  que  crece  ó mengua  en  razón  inversa  de  los  pro- 
ductos de  la  explotación , .requiere  una  intervención  minuciosa 
en  la  contabilidad  de  la  empresa,  se  halla  expuesta  á fraudes  y 
engaños,  y prolonga  la  responsabilidad  tanto  como  la  concesión 
misma;  pero  en  cambio  halaga  á los  capitalistas  con  el  cebo  de 
una  ganancia  segura,  y cede  en  beneficio  del  Gobierno  la  pros- 
peridad de  la  línea , eximiéndole  de  todo  gasto  cuando  rinde  lo 
necesario  á cubrir  el  interés  mínimo  estipulado  en  el  contrato  de 
concesión. 

El  prudente  arbitrio  del  Gobierno,  más  que  la  observancia  de 
reglas  inflexibles  é incompletas,  determinará  los  casos  en  que 
conviene  al  estado  preferir  uno  ú otro  sistema. 

1563.— Guando  el  Gobierno  opta  por  la  subvención  en  metá- 
lico ú otra  clase  de  valores,  haciendo  uso  de  autorización  legis- 
lativa, puede  anticipar  á las  empresas  de  ferro-carriles  una  parte 
de  ella  dentro  de  los  límites  siguientes: 

I.  Que  esta  gracia  se  otorgue  en  circunstancias  extraordina- 
rias y debidamente  justificadas : 

II.  Que  no  exceda  de  las  dos  terceras  partes  de  la  subvención 
proporcional  al  importe  de  las  certificaciones  de  las  obras  ejecu- 
tadas y del  material  fijo  y móvil  acopiado  en  los  depósitos  de  la 
misma  línea. 

III.  Si  las  anticipaciones  se  hacen  en  obligaciones  de  ferro- 
carriles, se  fija  su  cambio  regulador  por  el  cambio  medio  á que 
se  hubieren  cotizado  en  la  bolsa  de  Madrid  en  el  trimestre  ante- 
rior, contado  desde  el  dia  en  que  se  acuerde  la  anticipación;  y 
si  en  este  período  no  se  hubiesen  cotizado,  por  el  del  trimestre 
inmediato  en  que  haya  habido  cotización. 

IV.  Que  se  acuerde  en  Consejo  de  ministros  á propuesta  del 
de  Fomento,  prévia  la  instrucción  del  expediente  respectivo  en 
cada  caso,  y oida  la  Junta  consultiva  de  Caminos,  Canales  y 
Puertos. 

V.  Que  se  otorgue  por  real  decreto  publicado  en  la  Gaceta. 

VI.  Y por  último,  que  el  Gobierno  dé  cuenta  á las  Cortes  to- 
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(los  los  a.üos  de  las  anticipaciones  hechas  durante  el  anterior,  y 
del  estado  en  que  se  halle  el  reintegro  de  las  concedidas  (1). 

1564. — Gozan  además  las  empresas  constructoras  de  caminos 
de  liierro  del  beneñcio  de  emitir  obligaciones,  como  todas  las 
concesionarias  de  obras  públicas  (2). 


Artículo  5.” — Explotación  de  los  caminos  de  hierro . 


q,505.-„Servicio  de  1(.)S  caminos  de 
hierro, 

15G6. — Tarifas. 

1567. — Revisión  de  las  tarifas, 

1568. — Obligaciones  de  las  empre- 


sas concesionarias. 

1569. — Interrupción  del  servicio. 

1570. — Otras  empresas  de  trans- 

porte. 


1565.  — El  servicio  de  los  caminos  de  hierro  construidos  por 
e)  estado  ó por  empresas  concesionarias  importa  de  tal  suerte 
al  público,  que  debe  ordenarse  usando  el  Gobierno  de  su  autori- 
dad, ó fijando  reglas  convencionales  para  el  aprovechamiento 
de  la  via  en  peajes  y transportes.  Asi  es  como  los  pliegos  de 
condiciones  deben  comprender  los  servicios  gratuitos  que  ha- 
yan de  prestar  las  empresas  en  beneficio  del  estado,  y las  tarifas 
de  los  precios  convenidos  en  cada  linea  por  la  conducción  de 
personas  y mercaderías. 

1566.  — Las  tarifas  no  son  invariables  ni  perpétuas.  Las  em- 
presas pueden  en  cualquier  tiempo  reducir  los  precios  de  peaje 
y transporte,  y celebrar  los  contratos  que  hallen  convenientes 
con  ciertas  limitaciones,  á saber  :■ 

I.  Que  la  reducción  sea  general,  y no  im  beneficio  particular 
otorgado  á personas  ó conipamas  determinadas. 

II.  Que  sea  proporcional  en  los  precios  de  peaje  y transporte. 

in.  Que  se  anuncie  al  público  con  la  anticipación  cuando  mé- 

iios  de  quince  días. 

IV . Que  por  medio  de  la  inspección  administrativa  y mercan- 
til den  conocimiento  de  la  alteración  al  Gobierno  y á los  respec- 
tivos gobernadores  de  provincia  (o) . 

156/.— Pasados  los  cinco  primeros  años  de  la  explotación,  y 


1 1¡  I.Gy  de  l.o  de  Marzo  ác  LStíl. 

(2)  Ley  ele  29  de  Enero  de  1862. 

[‘ó)  Orden  de  a de  DicieiiUtre  de  1«68. 
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después  de  cinco  en  cinco,  se  procede  á la  revisión  de  las  tari- 
fas de  acuerdo  e)  Gobierno  con  la  empresa.  Si  el  Gobierno  consi- 
dera que  pueden  bajarse  los  precios  y la  empresa  no  se  allana  á 
la  reducción  propuesta,  puede  llevarse  á efecto  en  virtud  de  una 
ley,  garantizando  al  concesionario  los  productos  totales  del  últi- 
mo plazo,  y además  el  aumento  progresivo  que  haya  tenido  por 
término  medio,  en  el  último  quinquenio. 

1568.  — Están  obligadas  las  empresas  concesionarias  : 

I.  A mantener  de  continuo  el  servicio  de  conducción  ó procu- 
rarlo por  medio  de  contratos  particulares. 

II.  A prestar  los  servicios  gratuitos  contenidos  en  el  pliego 
de  condiciones  y los  ordinarios  ó extraordinarios  retribuidos  que 
haya  estipulado  el  Gobierno,  como  la  conducción  de  correos, 
tropas,  etc. 

III.  A construir  y conservar  por  su  cuenta  un  telégrafo  eléc- 
trico con  los  hilos  que  determine  cada  concesión. 

IV.  A observar  por  su  parte  las  leyes  y reglamentos  especia- 
les de  policía  para  la  conservación  y seguridad  de  la  via  y sus 
obras  adyacentes,  y el  más  exacto  desempeño  del  servicio  pú- 
blico. 

1569.  — Cuando  por  culpa  de  la  empresa  se  interrumpe  este 
servicio,  el  Gobierno  adopta  desde  luego  las  providencias  nece- 
sarias para  restablecerlo  y arreglarlo  á costa  de  aquélla.  í^a  em- 
presa debe  justificar  en  el  término  de  seis  meses  que  cuenta  con 
los  recursos  suficientes  para  continuar  la  explotación  por  sí  mis- 
ma, ó cede  su  derecho  á otra  empresa  ó tercera  persona  con  au- 
torización especial  del  Gobierno;  y si  á pesar  de  estas  cautelas 
el  servicio  no  continúa,  caduca  la  concesión  (1). 

Por  ninguna  acción  judicial  ni  providencia  administrativa  pue- 
de interrumpirse  el  servicio  de  explotación  de  las  vias  férreas. 
Así  pues,  no  es  lícito  despachar  ni  trabar  ejecución  en  las  abier- 
tas al  servicio  público,  ni  en  sus  estaciones,  almacenes,  talleres, 
terrenos,  obras  y edificios  que  les  correspondan  y sean  necesa- 
rios para  su  uso,  ni  en  las  locomotoras,  carriles,  wagones  y de- 
más efectos  del  material  fijo  y móvil  destinado  al  movimiento 
de  la  línea  (2) . 

1570.  — Las  empresas  concesionarias  no  pueden  impedir  el  es- 

(1)  Ley  cit.,  arts.  31-42. 

(2)  Ley  do  12  do  Novicmbro  de  1363,  art,  5. 
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tablecimiento  de  otras  cualesquiera  de  conducción  y transporte, 
nao-ando  los  precios  de  tarifa.  Es  la  razón  que  toda  empresa  de 
esta  clase  ejerce  ya  un  monopolio  verdadero  en  cuanto  goza  del 
privilegio  exclusivo  de  la  explotación  del  camino  de  hierro;  y si 
fuese  el  derecho  absoluto,  alejarla  toda  competencia,  dañando  á 
las  compañías  interesadas  en  explotaciones  equivalentes,  perju- 
dicando á los  particulares  á quienes  favorecen,  frustrando  el  efec- 
to de  las  leyes  que  consagran  la  libertad  de  la  industria,  y aiin 
seria  contrario  á la  misma  naturaleza  del  privilegio,  que  no  debe 
ampliarse  sino  restringirse  según  las  reglas  de  toda  buena  ju- 
risprudencia. 


Artículo  6.“ — PoHoia  de  los  caminos  de  hierro. 


1571.  — Protección  y vigilancia  del 

Gobierno. 

1572.  — Reglas  particulares  para  el 

uso  público  de  los  caminos 
de  hierro. 

1573. — Reglamentos  administrati- 

vos. 

1574. — Obligaciones  de  las  empre- 

sas. 

1575.  — Su  responsabilidad. 


1576.  — Doble  tracción. 

1577.  — Delitos  y faltas  de  las  em- 

presas. 

1578.  — Libro  de  reclamaciones. 

1579.  — Vigilancia  de  los  goberna- 

dores. 

1580. — Intervención  de  las  Diputa- 

ciones provinciales. 

1581. — Deberes  de  los  alcaldes. 

1582.  — Observación. 


1571.  — Son  los  caminos  de  hierro  vias  públicas,  y sólo  por 
esto  se  hallan  bajo  la  inspección  y vigilancia  del  Gobierno  para 
proporcionar  la  seguridad  y comodidad  del  peaje  y transporte; 
así  tienen  entera  y cabal  aplicación  á ellos  las  leyes  y reglamen- 
tos de  policía  de  las  carreteras  generales. 

1572.  — Pero  además  de  las  reglas  comunes  al  uso  legítimo  de 
toda  clase  de  vias  de  comunicación,  hay  otras  particulares  que  se 
derivan  de  la  naturaleza  particular  de  los  caminos  de  hierro.  La 
fuerza  motriz  en  los  caminos  ordinarios  es  un  sér  viviente,  dota- 
do de  instinto,  sensible  al  peligro,  que  se  pára  al  encuentro  de 
un  obstáculo  ó se  aparta  y lo  evita.  En  los  caminos  de  hierro  es 
el  motor  una  máquina  poderosa,  ciega,  indomable,  llena  de  ím- 
petu y de  fuego,  que  destruye  y aniquila  cnanto  halla  á su  paso, 
ó se  estrella  y hace  pedazos  si  no  logra  vencer  la  resistencia,  ó 


tIBRO  IV.  DE  LA  MATERíA  ADMINISTRATIVA.  89 

se  inflama  con  rapidez  increible,  y todo,  personas  y mercaderías, 
perece  en  la  voracidad  de  iin  incendio. 

1573. — Para  conjurar  estos  daños  en  cnanto  alcanza  la  pru- 
dencia de  los  hombres,  ordenan  los  reglamentos  administrativos: 

I.  Que  ántes  de  abrirse  al  público  un  camino  de  hierro  en  todo 
ó en  parte,  remita  el  gobernador  de  la  provincia  al  ministerio 
de  Fomento  el  acta  del  reconocimiento  con  su  informe,  y no  dé 
permiso  para  que  empiece  el  servicio  de  la  via,  miéntras  que  de 
real  órdeh  no  se  le  autorice  al  efecto  (1). 

II.  Que  los  caminos  de  hierro  estén  cerrados  en  toda  su  exten- 
sión por  ambos  lados.  Guando  crucen  otros  caminos  á nivel,  se 
levantan  barreras  que  sólo  se  abren  para  el  tránsito  de  carruajes 
y ganados  en  los  momentos  oportunos. 

III.  Que  en  toda  la  extensión  de  la  línea  no  se  permita  la  en- 
trada ni  el  apacentamiento  del  ganado  en  los  cotos  del  camino. 

IV.  Que  no  se  construyan  muros  ó paredes  de  cerca  en  una 
zona  de  tres  metros  á uno  y otro  lado  del  camino;  pero  bien  pue- 
den repararse,  aunque  no  reedificarse  las  obras  existentes. 

V.  Que  no  se  construyan  edificios  cubiertos  con  materias  com- 
bustibles dentro  de  dicha  zona,  cuando  los  caminos  sean  explota- 
dos por  locomotoras. 

VI.  Que  no  se  permitan  acopios  de  materiales  de  cualquiera 
especie  que  puedan  perjudicar  el  tránsito,  á menor  distancia  de 
cinco  metros  de  la  via,  si  no  fuesen  inflamables,  y siéndolo,  de 
veinte. 

Exceptúan  se  de  este  caso: 

I.  Los  depósitos  de  materias  incombustibles  que  no  excedan 
de  las  alturas  del  camino  cuando  haya  terraplén. 

II.  Los  depósitos  temporales  de  materias  destinadas  al  abono 
y cultivo  de  las  tierras  y de  las  cosedlas  durante  la  recolección; 
pero  si  ocurriese  algún  incendio  por  el  paso  de  las  locomotoras, 
los  dueños  no  tendrían  derecho  á reclamar  daños  y perjuicios. 

El  gobernador  de  la  provincia  puede  autorizar,  ojmndo  á los 
ingenieros  del  Gobierno  y de  las  empresas,  el  acopio  de.  mate- 
rias no  inflamables,  cuya  autorización  es  revocalile  á su  voluntad: 
mas  esta  facultad  no  se  extiende  hasta  conceder  igual  autoriza-^ 
don  en  cuanto  á las  inflamables. 


(1)  Real  óiden  de  25  de  Noviembre  de  1858. 
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l574^_Las  empresas  deben  asegurar  por  todos  los  medios  [)0- 
sibles: 

I,  La  conservación  en  buen  estado  de  la  via  y todas  sus  de- 
pendencias. 

.11.  La  guarda  y servicio  de  las  barreras  en  los  pases  á nivel. 

III.  La  vigilancia  y oportuna  maniobra  de  las  agujas  en  los 
cambios  y cruzamientos  de  la  via  y en  las  señales  tanto  de  di  a 
corno  de  noche. 

IV.  La  iluminación  de  las  estaciones  y de  los  pasos  á nivel 
desde  la  puesta  del  sol  hasta  que  pase  el  último  tren. 

V.  La  de  los  túneles  que  debe  ser  constante,  miéntras  la  via 
se  halle  practicable. 

1575. — Las  empresas  son  responsables; 

I.  De  la  sustracción  y deterioro  de  los  efectos  que  se  les  hayan 
entregado,  ya  provenga  el  daño  de  sus  mismos  empleados,  ó ya 
de  personas  extrañas  que  concurran  á sus  oficinas. 

II.  De  la  tardanza  en  el  transporte  de  las  mercaderías,  la  cual 
da  derecho  á indemnización  de  daños  y perjuicios,  salvo  en  los 
casos  de  fuerza  mayor. 

TIL  No  se  reputa  fuerza  mayor  el  robo,  excepto  si  la  empresa 
acredita  que  hizo  todo  lo  posible  para  evitarlo,  ni  el  incendio, 
sino  cuando  demuestra  que  no  fué  ocasionado  por  imprudencia  ó 
descuido  de  sus  empleados,  ni  por  la  insuíiciencda  ó mala  condi- 
ción de  ios  medios  de  transporte. 

IV.  La  prueba  en  ios  casos  de  fuerza  mayor  corresponde  á 
la  empresa,  y miéntras  no  la  muestre,  subsiste  su  responsabi- 
lidad. 

V.  Toda  acción  cuyo  objeto  sea  puramente  mercantil  dirigida 
contra  la  empresa  y relativa  á los  transportes,  debe  entablarse 
ante  los  tribunales  ordinarios. 

1576. — Las  empresas  no  necesitan  autorización  del  Gobierno 
para  emplear  la  doble  tracción  en  donde  bien  les  parezca;  pero 
serán  responsables  del  uso  que  hagan  de  esta  libertad  (1). 

1577.  — Los  delitos  y faltas  especiales  contra  la  seguridad  y 
conservación  de  los  caminos  de  hierro  son  castigados  según  el 
Código  penal  y ios  reglamentos  de  policía;  la  denuncia  es  una 
acción  popular;  la  jurisdicción  competente  la  ordinaria,  cual- 


(l)  Ordeu  de  23  de  Abril  de  1869. 
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quiera  que  sea  el  fuero  del  reo,  y la  siistanciacion  del  juicio  co- 
mo determinan  las  leyes  comunes. 

1578.  — Debe  facilitarse  á todo  viajero,  remitente  ó consigna- 
tario el  libro  de  reclamaciones  por  faltas  del  servicio,  sin  diri- 
girle pregunta  alguna. 

1579.  — Corresponde  á los  gobernadores  de  provincia : 

I.  Ejercer  una  continua  vigilancia  para  que  se  cumplan  los  re- 
glamentos de  policía. 

II.  Imponer  á las  empresas  las  multas  á que  se  hicieren  acree- 
doras por  sus  faltas,  en  virtud  de  queja  producida  por  las  ins- 
pecciones. 

Los  gobernadores  tienen,  por  su  parte,  la  obligación  de  dar 
publicidad  á las  faltas  que  cometan  las  empresas  en  el  servicio 
de  transportes , y de  las  providencias  que  dicten  para  corregir- 
las (1). 

1580.  —Las  Diputaciones  sustituyen  á los  extinguidos  Conse- 
jos provinciales  en  consultar  á los  gobernadores  acerca  de  las 
correcciones  que  merecen  las  empresas,  y en  evacuar  cuales- 
quiera informes  relativos  á este  importante  servicio  (2) . 

1581 .  — Los  alcaldes  del  respectivo  territorio  admiten  las  de- 
nuncias que  los  particulares  presentan  por  escrito,  oyen  á los 
interesados,  obligan  al  cumplimiento  de  la  ley  y el  reglamento, 
imponen  las  multas  que  proceden  en  justicia,  y las  hacen  efec- 
tivas (3). 

1582.  — Todavía  no  está  satisfecho  el  público  de  la  vigilancia 
del  Gobierno,  ni  de  su  resolución  para  corregir  las  faltas  y des- 
cuidos de  las  'empresas,  así  en  lo  tocante  á los  viajeros  como 
respecto  á las  mercaderías.  Por  desgracia  los  hombres  políticos 
se  han  convertido  en  hombres  de  negocios,  y los  hombres  de 
negocios  en  hombres  políticos ; de  donde  procede  que  las  empre- 
sas concesionarias  de  caminos  do  hierro  cuentan  siempre  con 
altos  protectores  cerca  del  Gobierno. 


{!)  Reales  órdenes  de  19  de  A®'osto  de  18G5. 

(2)  Orden  de  21  de  Diciembre  de  1868. 

(3)  Ley  de  U de  Noviembre  de  1855.  V.  además  la  real  orden  do  31  de  Diciembre  de  ISn, 
instr.  de  14  de  Junio  de  1846,  reales  decretos  do  20  de  Abril  y 7 de  Agosto  de  1853,  reales 
órdenes  de  20  de  Febrero,  l.°  do  Marzo  y 12  de  Setiembre  de  1854  y real  decreto  de  11  do 
Junio  del  mismo  año,  instr.  de  15  de  Febrero  de  1856  y reales  órdenes  do  11  de  Abril,  16 
y 21  de  Julio  y 4 de  Octubre  de  dicho  año,  real  decreto  da  11  de  Marzo  de  1857,  reglamento 
de  8 de  Julio  de  1859,  instr.  de  10  de  Abril  de  1862,  reales  órdenes  do  1!>  de  Ago.sto  de  1865 
y 21  do  Agosto  de  1871,  etc. 
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Muchos  preceptos  reglamentarios  carecen  de  sanción  penal, 
y sin  embargo  el  más  leve  descuido  puede  costar  la  vida  á no 
pocas  personas.  Las  indemnizaciones  suelen  ser  insuficientes  y 
acaso  ilusorias : las  denuncias  se  estrellan  en  el  cansancio  de  los 
agraviados;  en  fin  el  espíritu  mercantil,  no  bastante  enfrenado 
(íon  el  temor  del  castigo,  comunica  á este  servicio  aquella  dureza 
de  entrañas  que  resaita  en  todo  monopolio. 


CAPÍTULO  IX. 

Ife  los  puertos. 


1583.  — Importancia  de  los  puertos. 

1584.  — Obras  de  los  puertos. 

1585.  — Clasificación  de  los  puertos, 

1586. — ¿A  quién  pertenece  clasifi- 

carlos ? 


1587,  —Fondos  que  se  aplican  á la 

conservación  y limpia  de 
los  puertos. 

1588.  — Autoridades  á quienes  cor- 

responde su  policía. 


1583. — Entre  las  obras  públicas  de  carácter  civil  que  por  esta 
razón  corren  á cargo  del  ministerio  de  Fomento,  ocupan  un  lu- 
gar muy  alto  en  el  ánimo  del  Gobierno  los  puertos  cuya  cons- 
trucción y policía  son  objeto  de  prolijas  ordenanzas. 

El  mar  áiites  acerca  los  continentes  que  los  aleja,  pues  si  en 
la  infancia  de  la  navegación  pudo. el  0(;éano  oponer  al  trato  y 
frecuentación  de  las  gentes  la  inmensidad  de  sus  aguas,  con  el 
progreso  de  la  astronomía,  la  invención  de  la  brújula,  el  uso  del 
vapor  y demás  maravillas  logradas  por  la  industria  del  hombre, 
se  trocó  en  un  camino  llano  y expedito  abierto  á todos  los  pue- 
blos , sin  que  haya  región  tan  apartada  y escondida  que  no  ex- 
ploren los  navegantes  acostumbrados  á domar  el  ímpetu  de  los 
vientos  y la  soberbia  de  las  olas. 

El  comercio  no  se  contenta  con  las  vías  terrestres , ni  satisfa- 
ce sus  deseos  con  la  navegación  fluvial,  ni.  se  acobarda  al  per- 
der de  vista  las  costas , ni  le  hartan  las  riquezas  esparcidas  por 
las  playas  de  un  mar  interior.  Surcan  las  naves  el  globo,  salvan 
las  distancias  con  celeridad  increible,  descubren  tierras,  pueblan 
desiertos , llevan  la  paz  y la  guerra  á los  confines  del  mundo,  y 
cuando  detienen  sus  quüia.s  los  istmos,  el  genio  de  nuestro  siglo  • 
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los  rompe  allanando  los  diques  que  Ja  naturaleza  puso  á la  co- 
municación de  los  mares. 

Los  puertos  son  puntos  de  escala  en  donde  el  comercio  toma  y 
deja  sus  riquezas/  las  puertas  por  donde  salen  los  productos  na- 
cionales y entran  ios  que  nos  ofrecen  en  cambio  los  extranjeros, 
el  asilo  de  los  navegantes  necesitados  de  hospitalidad  en  caso  de 
avería  6 tormenta,  y por  último,  el  depósito  de  materiales  de 
construcción  naval,  buques  de  guerra,  municiones  y demás  apa- 
rejos de  los  armamentos  marítimos. 

1584.  — Siendo  tan  grande  su  importancia,  la  conservación, 
limpia  y obras  de  los  puertos  constituyen  un  servicio  adminis- 
trativo que  interesa  á la  seguridad  del  estado  y á la  riqueza  y 
prosperidad  de  las  naciones  en  cuanto  favorecen  la  agricultura, 
la  industria  y el  comercio. 

1585.  — Los  puertos  de  la  Península  española  y sus  islas  adya- 
centes se  dividen  para  este  efecto  en  puertos  de  interés  general 
y puertos  de  interés  local. 

I.  Son  puertos  de  interés  general ; 

I.  Aquéllos  cuyo  comercio  cede  en  utilidad  de  varias  provin- 
cias, porque  están  en  comunicación  directa  con  los  principales 
centros  de  la  producción  situados  en  lo  interior,  y favorecen  la 
agricultura  é industria  del  reino  con  el  movimiento  de  sus  im- 
portaciones y exportaciones. 

II.  Los  de  refugio,  es  decir,  aquéllos  que  el  Gobierno  conside- 
ra necesarios  para  el  abrigo  de  las  naves,  cuando  reinan  tempo- 
rales y se  temen  siniestros. 

IL  Los  puertos  de  interés  local  se  distinguen  en  puertos  de 
primer  y segundo  orden. 

I.  Llámanse  de  primer  órden  aquéllos  en  cuyas  obras  están 
interesados  no  solamente  los  pueblos  ó provincias  en  donde  se 
hallan,  pero  también  otros  pueblos  ó provincias  á quienes  alcan- 
zan sus  beneficios;  de  manera  que  creciendo  su  prosperidad,  pue- 
den ser  declarados  con  el  tiempo  de  interés  general. 

II.  Son  de  segundo  órden  todos  los  demás  que,  conteniendo 
obras  artificiales,  no  se  comprenden  en  las  categorías  anteriores. 

1586. — Corresponde  al  Gobierno  clasificar  los  puertos  y tras- 
ladarlos de  una  á otra  categoría,  instruyendo  el  oportuno  expe- 
diente en  el  cual  deben  reunirse  los  informes  de  los  gobernado- 
' res,  Diputaciones  provinciales,  Juntas  de  Comercio  y Agricultu- 
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ra  y Sociedades  de  amigos  del  país  de  tres  provincias  comarca- 
nas, si  la  declaración  hubiere  de  ser  de  puerto  de  interés  local 
de  primer  orden:  y de  seis,  si  de  puerto  de  interés  general. 

Clasificar  los  puertos  es  satisfacer  una  necesidad  pública  orde- 
nando el  servicio  administrativo  conveniente:  cosas  todas  que 
por  su  naturaleza  caen  en  el  dominio  de  la  administración.  Y 
como  las  necesidades  de  esta  clase  son  en  sumo  grado  movibles, 
conviene  encomendara!  prudente  arbitrio  del  Gobierno  la  facul- 
tad de  introducir  las  alteraciones  análogas  á las  vicisitudes  mis- 
mas del  comercio.  Sin  embargo,  el  poder  discreccional  reconoce 
justos  límites  en  la  consulta  prévia  de  las  autoridades  y corpo- 
raciones más  competentes  para  informar  con  acierto. 

1587. — El  estado  costea  en  su  totalidad  las  obras  y limpias  de 
los  puertos  de  interés  general,  y auxilia  las  de  los  puertos  de 
interés  local,  dando  la  preferencia  á los  de  primer  orden.  Para 
que  la  distribución  de  ios  fondos  aplicables  á este  servicio  sea 
acertada  y equitativa,  el  ministro  de  Fomento  consigna  cada  año 
las  cantidades  necesarias,  en  vista  de  la  relación  de  las  obras 
que  deben  construirse  ó repararse,  formada  por  el  gobernador 
de  la  provincia  en  el  último  trimestre  del  anterior,  oyendo  al 
ingeniero  jefe  del  distrito. 

1588. — Las  autoridades  superiores  de  la  provincia  y las  loca- 
les tienen  en  la  administración,  construcción  y policía  de  los 
puertos  las  atribuciones  que  ios  reglamentos  particulares  les  se- 
ñalan, además  do  la  común  inspección  y ordinaria  vigilancia,  y 
el  deber  de  proponer  al  Gobierno  las  mejoras  que  su  celo  les  su- 
giera. Los  gobernadores,  como  delegados  de  la  administración 
central,  pueden  dictar  cualesquiera  providencias  encaminadas  á 
corregir  los  abusos  que  adviertan  y necesiten  pronto  remedio, 
dando  cuenta  inmediata  al  ministerio  de  Fomento  parU'  su  reso- 
lución definitiva. 

La  recaudación  de  los  derechos  de  carga,  descarga  y fondea- 
dero corre  unida  con  la  de  faros  y se  verifica  por  las  oficinas  de 
la  Hacienda  {oública;  mas  en  el  caso  de  establecer  algún  impuesto 
especial  para  obras  de  puertos  determinados,  el  ministerio  de 
Fomento  se  reserva  acordar  la  manera  de  percibirlo  (1). 


(1)  Real  decreto  de  iT  de  Diciembre  de  1851,  y ref;:lamento  de  30  de  Enero  de  1852; 
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CAPÍTULO  X. 

Pe  los  contratos  «le  servicios  y obras  públicas. 


1589. — Obras  públicas., 

1590.  — Servicios  públicos. 

1591.  — Contratos  administrativos. 

1592.  — Su  forma  legal. 

1593. — Subasta. 

1594. — Excepciones. 

1595. — Garantías  de  los  licitadores. 

1596. — Lugar  en  donde  debe  abrir- 

se la  licitación. 

1597.  — Modo  de  hacer  las  proposi- 

ciones. 

1598. — Adjudicación  del  remate. 

1599. — Otorgamiento  de  escritura. 

1600. — Efectos  de  los  contratos  ad- 


ministrativos. 

1601.  — Responsabilidad  del  conce- 

sionario . 

1602. — Reclamaciones  de  los  con- 

tratistas. 

1603. — Aumento  de  precios. 

1604.  — Indemnizaciones. 

1605.  — Elementos  del  contrato  ad- 

ministrativo. 

1606. — -Rescisión. 

1607. — Doctrina  legal. 

1608.  — Interpretación  de  las  condi- 

ciones del  contrato. 

1609.  — Competencia. 


1589.  — Queda  dicho  en  otra  parte  qué  se  entiende  por  obras 
públicas,  y cómo  se  ejecutan  ó directamente  por  la  administra- 
ción, ó.  indirectamente  llamando  á los  particulares  que  se  obli- 
gan á emprenderlas  y terminarlas  en  nombre  del  Gobierno  bajo 
ciertas  condiciones. 

1590.  — Hay  además  servicios  públicos  que  el  Gobierno  enco- 
mienda asimismo  á la  industria  particular,  celebrando  obligacio- 
nes en  la  forma  establecida  por  el  derecho  común.  Son  también 
verdaderos  actos  civiles  cuyo  objeto  es  el  suministro  de  víveres, 
la  fabricación  de  papel  para  el  sello,  el  transporte  de  géneros  es- 
tancados y otros  medios  de  gestión  de  los  intereses  colectivos 
de  la  competencia  propia  del  Gobierno,  y que  sólo  por  una  dele- 
gación de  su  potestad  caen  en  las  manos  de  una  persona  priva- 
da; pero  excluyendo  la  administración  de  los  bienes,  rentas  y 
arbitrios  y todas  aquellas  cosas  que  constituyen  el  patrimonio  de 
los  pueblos  ó corporaciones  (1). 

1591.  — La  delegación  de  las  facultades  propias  de  la  adminis- 
tración en  favor  de  los  particulares  se  hace  en  virtud  de  contra- 
tos ajustados  á reglas  de  equidad  y prudencia,  para  concertar  los 

(1)  Reglamento  para  la  ejecución  de  la  ley  de  beneflceneia  do  14  de  Mayo  de  1852,y  ronl 
decreto  de  23  de  Abril  de  1857. 


í)(3  í)ERECHO  ADMINISTRATIVO  ESPAÑOL. 

intereses  del  estado  con  los  de  los  empresarios  de  las  obras  y 
servicios  públicos,  porque  sin  esta  concordia  no  hay  justicia,  ni 
conveniencia,  ni  seguridad  en  punto  á la  satisfacción  de  seme- 
jantes necesidades  en  lo  venidero.  El  Gobierno  debe  procurar  el 
bien  general  con  justicia  y economía,  y sobre  todo  mantenién- 
dose fiel  á sus  promesas , porque  el  grado  de  crédito  que  inspire 
será  un  poderoso  auxiliar  en  la  próspera  y en  la  adversa  for- 
tuna. 

No  es  obligatorio,  sino  potestativo  en  la  administración,  eje- 
cutar dichas  obras  y desempeñar  tales  servicios  por  sí  misma  ó 
por  medio  de  particulares  que  se  comprometan  á suplir  los  cui- 
dados del  Gobierno  mediante  una  cantidad  convenida;  mas  cuan- 
do prefiere  el  medio  de  los  contratos,  es  la  primera  máxima  en 
en  este  punto  que  se  celebren  con  publicidad  y provocando  la 
competencia;  dos  circunstancias  que  manifiestan  su  fuerza  y su 
celo  exquisito  en  promover  y adelantar  los  intereses  del  estado. 
Sin  ellas  no  reina  la  confianza  en  el  ánimo  de  los  pueblos,  y sin 
confianza  no  se  prestan  con  docilidad  á los  sacrificios  que  se  les 
exigen,  ni  se  ofrecen  capitales  para  las  empresas  de  utilidad 
común. 

1592.  — Considerando  tan  graves  razones,  ordenan  nuestras 
leyes  que  por  regla  general  los  contratos  para  toda  clase  de 
obras  y servicios  por  cuenta  del  estado,  se  otorguen  mediante 
subasta  y en  remate  público  y solemne  ante  la  autoridad  á quien 
corresponda. 

1593. -— Para  que  las  subastas  y remates  tengan  la  publicidad 
conveniente  deben : 

I.  Anunciarse  por  medio  de  carteles  en  la  Gaceta  y en  los  Bo- 
letines Oficiales  con  treinta  dias  á lo  ménos  de  anticipación  en  los 
casos  ordinarios,  y sólo  en  los  urgentes  puede  la  administración 
acortar  el  plazo  hasta  diez  dias. 

II.  Publicar  los  pliegos  de  condiciones,  y cuando  no  fuere  po- 
sible, señalar  el  sitio  en  donde  se  hallan  de  manifiesto  con  las 
relaciones,  memorias,  planos,  modelos,  muestras  y demás  obje- 
tos cuyo  conocimiento  sea  necesario  para  la  cabal  inteligencia 
del  negocio. 

III.  Expresar  la  forma  de  la  subasta  con  el  modelo  de  las  pro- 
posiciones que  se  han  de  presentar  por  escrito  en  pliegos  cerra- 
dos, las  garantías  que  deben  ofrecer  los  iicitadores,  el  lugar^  dia 
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y hora  y la  autoridad  en  cuya  presencia  so  ha  de  celebrar  el 
remate.  , 

IV.  Advertir  si  en  el  caso  de  presentarse  dos  ó más  proposi- 
ciones iguales , se  ha  de  suspender  la  adjudicación  ó se  ha  de  ve- 
rificar en  el  acto  ó en  otros  sucesivos  y en  qué  forma,  en  el  su- 
puesto de  que  no  se  admiten  á la  nueva  licitación  sino  los  auto- 
res de  las  proposiciones  iguales. 

En  los  servicios  que  corren  por  el  ministerio  de  Hacienda,  se 
añade  la  cláusula  que  en  el  caso  de  presentarse  dos  proposicio- 
nes iguales,  si  éstas  fuesen  las  más  ventajosas,  el  presidente  del 
acto  abrirá  una  licitación  verbal  por  el  tiempo  señalado,  transcur- 
rido el  cual,  sin  haber  puja,  se  adjudicará  el  remate  al  autor  de 
la  primera  en  el  orden  de  su  presentación  (1). 

V.  Fijar  el  tipo  ó precio  del  servicio  objeto  de  la  subasta,  in- 
sertándolo en  el  pliego  de  condiciones  para  que  llegue  á noticia 
de  todos.  Guando  las  leyes  tengan  establecido  reservar  el  precio, 
ó las  circunstancias  especiales  del  servicio  lo  exijan  á juicio  del 
Gobierno,  se  consigna  en  un  pliego  cerrado  y sellado  por  el  mi- 
nistro del  ramo,  el  cual  se  entrega  de  este  modo  al  presidente 
de  la  subasta  para  su  apertura,  después  de  leidas  las  proposi- 
ciones. 

1594. — Exceptúanse  de  las  reglas  comunes  de  publicidad  y 
competencia : 

I.  Los  contratos  para  operaciones  del  tesoro  relativas  á su  deu- 
da flotante,  y las  negociaciones,  descuentos  y traslación  mate- 
rial de  caudales  que  están  sujetos  á una  legislación  especial. 

II.  Los  que  no  excedan  de  30.000  rs.  en  su  total  importe,  ó 
de  6,000  las  entregas  que  deban  hacerse  anualmente,  si  se  cele- 
bran con  algún  ministro. 

III.  Los  que  no  excedan  de  15.000  rs.  en  su  total  importe,  d 
de  3.000  las  entregas  anuales,  si  se  celebran  con  alguna  direc- 
ción general. 

IV.  Los  que  no  excedan  de  5.000  rs.  en  su  total  importe,  ó de 
1 .000  las  entregas  anuales , si  se  celebran  en  las  provincias  por 
delegación  del  Gobierno. 

V.  Los  relativos  á objetos  cuyo  productor  disfrute  privilegio 
de  invención  ó introducción. 

(1)  Real  órden  de  9 de  Abril  de  1858. 

TOMO  II. 
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VI.  Los  relativos  á los  artículos  en  que  hubiere  un  solo  pro- 
ductor. 

VIL  Los  relativos  á lo^  artículos  en  que  haya  un  solo  poseedor. 

VIH.  Los  de  reconocida  urgencia  que  por  circunstancias  im- 
previstas demanda  un  pronto  servicio  incompatible  con  la  lenti- 
tud de  los  trámites  ordinarios. 

IX.  Los  que  se  verifiquen  después  dedos  subastas  consecutivas 
sin  haber  licitadores,  con  tal  que  no  excedan  del  tipo  fijado  en 
las  condiciones. 

X.  Aquéllos  en  que  la  seguridad  del  estado  exige  garantías 
especiales,  ó una  gran  reserva  de  parte  de  la  administración. 

XI.  Los  de  explotación,  fabricación  ó abastecimiento  que  se 
hacen  por  via  de  ensayo. 

Para  celebrar  cualquiera  de  estos  contratos,  debe  preceder  un 
real  decreto  de  autorización  expedido  con  acuerdo  del  Consejo 
de  ministros,  y en  los  casos  comprendidos  en  los  núms.  V,  VI, 
VII  y VIII,  el  dictamen  del  Consejo  de  Estado  en  pleno  ó de  las^ 
Secciones  respectivas,  segiin  la  gravedad  del  asunto.  Sin  embargo 
es  obligatorio  formar  de  antemano  el  pliego  de  condiciones  y ex- 
presar las  garantías  que  ha  de  ofrecer  el  contratista. 

La  validez  de  estos  contratos  depende  de  la  aprobación  supe- 
rior en  el  orden  ascendente  de  las  autoridades  encargadas  de  ce- 
lebrarlos; y si  los  celebra  un  ministro,  están  sujetos  á la  de  todo 
el  ministerio. 

La  doctrina  tocante  á la  forma  legal  y á los  efectos  de  los  con- 
tratos exceptuados  de  publicidad  y competencia  se  relaja: 

I.  Cuando  una  necesidad  de  fuerza  mayor  obliga  á la  adminis- 
tración á prescindir  de  los  trámites  particulares  á ellos. 

II.  En  los  casos  previstos  en  los  reglamentos  generales  de  cada 
servicio  (1), 

1595. — No  quedarían  á salvo  los  intereses  del  estado  si  no  to- 
mase precauciones  contra  una  competencia  insensata  que  alejan- 
do á los  hombres  de  buena  lo  de  los  remates,  pusiese  el  Gobierno 
á merced  de  especuladores  aventureros  sin  medios,  y acaso  sin 
voluntad  de  llevar  á cabo  las  obras  y servicios  que  solicitan  por 
su  cuenta.  Por  esta  razón  se  adopta  la  prudente  cautela  de  exi- 
gir cierta  garantía  provisional  á ios  licitadores,  que  consiste  en 


(l  ¡ Real  decreto  de  21  de  Fetirero  do  1852,  arta,  1-S. 
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la  consig'nacion  de  una  cantidad  proporcionada  á la  importancia 
del  negocio  en  la  Caja  general  de  Depósitos,  si  la  subasta  se  hu- 
biere de  verificar  en  la  Córte,  y en  la  respectiva  Administración 
económica,  si  en  las  provincias.  Debe  acreditarse  el  cumplimien- 
to de  este  requisito  presentando  el  licitador  el  documebto  legal 
por  el  que  conste  la  entrega  del  metálico,  papel  del  estado  ó ac- 
ciones con  el  pliego  cerrado,  sin  lo  cual  no  es  admisible  su  pos- 
tura. Terminado  el  remate  se  deAUielve  la  garantía  á todos  los 
licitadores  que  han  tomado  parte  en  él,  excepto  aquél  ó aquéllos 
en  cuyo  favor  se  hiciere  la  adjudicación. 

1596.  — Las  subastas  para  obras  y servicios  públicos  que  se  ha- 
llen exclusivamente  en  el  término  de  la  pronuncia  de  Madrid,  se 
celebran  en  la  Córte  ante  la  dirección  general  del  ramo  á que 
correspondan;  y si  están  en  todo  ó en  parte  comprendidos  en 
el  territorio  de  otras  provincias,  se  celebran  en  la  Córte  y en 
la  provincia  ó provincias  interesadas  el  mismo  dia  y á la  misma 
hora. 

1597.  — Todas  las  proposiciones  deben  hacerse  en  pliegos  cer- 
rados para  eAÚtar  confabulaciones  y la  interATmcion  de  terceros 
movidos  por  el  deseo  de  alcanzar  una  prima : ardides  de  la  codi- 
cia que  ceden  en  menoscabo  de  los  intereses  del  estado.  Los  plie- 
gos se  entregan  en  el  acto  mismo  de  la  subasta  y durante  la  pri- 
mera media  hora,  término  fatal  de  su  admisión.  En  seguida  se 
procede  á su  lectura,  se  declara  la  proposición  más  ventajosa,  se 
extiende  el  acta  por  el  escribano  que  intervenga,  y legalizada  en 
forma,  se  eleva  al  Gobierno  para  la  resolución  definitiva. 

Si  concurren  dos  ó más  proposiciones  iguales  en  una  subasta 
que  se  celebre  sólo  en  Madrid,  se  abre  en  el  acto  nueva  licita- 
ción entre  los  concurrentes,  autores  de  las  proposiciones  igual- 
mente ventajosas.  Si  la  igualdad  fuese  de  proposiciones  presen- 
tadas en  la  Córte  y una  provincia,  se  abre  asimismo  nueva  lici- 
tación en  la  forma  antes  dicha,  señalando  dia  con  anticij)acion 
conveniente. 

1598.  — El  remate  se  adjudica  siempre  al  mejor  postor,  con  tal 
que  su  proposición  esté  ajustada  á la  forma  préviamente  estable- 
cida para  la  subasta.  Por  eso  el  Gobierno  se  resenm  el  derecho 
de  examinar  el  expediente  y declarar  su  validez  ó nulidad,  aun- 
que en  este  último  caso  debe  oir  el  dictámen  de  la  Sección  res- 
pectiva del  Consejo  de  Estado. 
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1599.  —Aprobado  el  remate,  el  adjudicatario  otorga  la  escri- 
tura de  Obligación,  constituye  la  fianza  estipulada  y renuncia  el 
fuero  de  su  domicilio  para  los  casos  en  que  sea  precia  proceder 
ejecutivamente  hasta  lograr  el  cumplimiento  do  lo  pactado  (1). 

1600.  — Resulta  de  la  doctrina  anterior  que  el  contratista  es  la 
persona  legal  y directamente  obligada  con  la  administración  á 
construir  ó reparar  ciertas  obras  ó desempeñar  ciertos  servicios 
públicos  conforme  á las  condiciones  del  remate.  Esta  definición 
abre  al  discurso  un  extenso  horizonte  y ofrece  campo  á varias 
cuestiones  de  jurisprudencia  administrativa;  por  lo  cual  convie- 
ne descender  á pormenores. 

I.  Para  que  los  contratos  de  obras  y servicios  públicos  produz- 
can Obligación,  es  preciso  que  se  celebren  en  forma  legal,  por- 
que si  faltan  las  condiciones  y solemnidades  prescritas  para  las 
subastas,  ni  el  Gobierno  queda  ligado  de  una  manera  eficaz  ó ir- 
revocable, ni  los  particulares  pueden  deducir  derecho  alguno 
contra  la  administración.  No  hay  justo  título  para  reclamar  can- 
tidades, daños  y perjuicios  cuando  la  petición  se  funda  en  un  vi- 
cio de  nulidad  que  no  admite  siquiera  la  excusa  de  buena  fé,  por- 
que no  atenúa  la  responsabilidad  del  contratista  su  ignorancia 
de  las  leyes.  Éste  por  su  parte  queda  obligado  y á merced  del 
Gobierno,  supuesto  que  el  interés  público  lo  demanda  y no  se 
opone  la  justicia,  habiendo  él  renunciado  implícitamente  la  pro- 
tección de  las  formas  legales ; de  manera  que  el  contrato  pierde 
su  carácter  de  bilateral  y se  convierte  en  unilateral  mientras  el 
Gobierno  no  lo  revoca  de  su  propio  arbitrio,  ó no  se  suscita  con- 
troversia ante  los  tribunales  administrativos  y hallan  ocasión  de 
pronunciar  la  nulidad. 

II.  Son  de  la  competencia  administrativa  y producen  una  obli- 
gación especial  todos  los  contratos  de  obras  y servicios  públicos 
celebrados  directamente  con  la  administración  ; pero  no  gozan 
de  este  beneficio  los  cesionarios  del  contrato,  salvo  cuando  la 
cesión  se  hubiere  hecho  con  el  consentimiento  expreso  del  Go- 
bierno; ni  los  asociados  á la  empresa,  que  son  personas  extra- 
ñas de  todo  punto  á la  subasta  y remate;  ni  los  terceros  contra- 
yentes, destajistas,  proveedores  de  materiales,  jornaleros  y de- 
más sustitutos  ó auxiliares  del  empresario.  Puede  sin  duda  el 

(1)  Real  decreto  ele  2:  de  Febrero  de  18D2,  arte.  1,  8 y 9,  c iustruccion  de  18  de  Marzo  de 
íuisiao  ario,  nrts,  1-12, 
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contratista  verificar  dichos  actos  y queda  por  ellos  obligado;  mas 
la  administración  no  reconoce  agentes  subsidiarios  de  los  servi- 
cios y obras  públicas,  sino  personas  directa  é inmediatamente 
responsables;  y así  las  cuestiones  suscitadas  con  motivo  de  cua- 
lesquiera segundos  contratos  son  de  derecho  privado,  pertene- 
cen al  orden  civil  y entran  de  lleno  en  la  jurisdicción  ordinaria. 

En  el  caso  de  cesión  de  contratas  de  obras  públicas  ó subroga- 
ción de  los  derechos  y obligaciones  del  contratista,  deben  obser- 
varse las  mismas  formalidades  que  para  la  contratación;  y así 
es  requisito  indispensable  que  los  interesados  otorguen  escritura 
pública  del  compromiso,  y sea  aceptada  la  sustitución  por  el  G-o- 
bierno,  á fin  de  sacar  á salvo  los  intereses  del  estado.  Desde 
aquel  instante,  el  segundo  contrato  se  reputa  celebrado  directa- 
mente con  la  administración  lo  mismo  que  el  primero  (1). 

III.  La  obligación  del  contratista  empieza  en  el  momento  de 
la  adjudicación  del  remate  y se  extiende  hasta  donde  alcanzan 
las  condiciones  de  la  subasta;  pero  la  administración  no  contrae 
ningún  empeño  definitivo,  miéntras  el  expediente  de  remate  no 
sea  aprobado  por  la  autoridad  superior  á quien  la  ley  reserva 
este  derecho  en  cada  caso;  de  modo  que  la  obligación  celebrada 
ante  la  subalterna  tiene  el  carácter  de  condicional,  es  decir,  que- 
da pendiente  de  la  aprobación  posterior  que  la  convierte  en  de- 
finitiva, ó anula  el  acto  y desata  los  vínculos  ya  contraídos,  sin 
que  el  empresario  pueda  pretender  la  más  leve  indemnización. 

De  la  homologación  nace,  pues,  un  contrato  bilateral  revestido 
con  toda  la  fuerza  que  el  derecho  común  imprime  á las  conven- 
ciones legalmente  celebradas.  Antes  de  la  homologación  el  con- 
trato es  firme  y valedero  para  el  contratista,  en  tanto  que  la  ad- 
ministración puede  aprobarlo  ó desaprobarlo  vista  su  conformi- 
dad ó no  conformidad  con  las  leyes  y reglamentos,  porque  no 
existe  un  derecho  de  tercero  que  se  oponga  á su  libre  arbitrio 
de  procurar  los  intereses  del  estado. 

IV.  La  Obligación  del  contratista  se  extiende  á llevar  á cabo 
las  obras  y servicios  públicos  según  las  condiciones  estipuladas. 

Hay  dos  clases  de  condiciones  en  este  linaje  de  contratos;  las 
generales  ó comunes  á todas  las  obras  y servicios,  y las  particai- 
lares  ó privativas  de  tal  ó cual  negocio  determinado.  Las  prime- 


(1)  Real  órden  do  3 de  OctuBro  de  18(3ó. 
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ras  son  la  re¿,^la  general  y constante  dictada  por  la  administra- 
ción como  necesaria  al  órden,  la  unidad  y el  concierto  en  la  eje- 
cución de  las  obras  y en  el  cumplimiento  de  los  servicios  públi- 
cos: las  segundas  son  cláusulas  de  la  escritura,  variables  por  su 
naturaleza  y sin  vigor  ni  eficacia  en  otros  casos  distintos.  Aqué- 
llas no  pueden  relajarse,  porque  forman  parte  de  las  leyes  y re- 
glamentos administrativos : éstas  se  modifican  al  prudente  arbi- 
trio del  Gobierno,  considerando  el  bien  común,  las  razones  de 
equidad  y ios  preceptos  mismos  de  la  justicia. 

Puedo  la  administración,  cuando  la  utilidad  ó la  economía  lo 
reclaman,  alterar  las  condiciones  particulares  miéntras  dura  la 
empresa,  pero  dentro  de  límites  razonables  y satisfaciendo  la 
mayor  costa  de  las  obras  ó servicios.  Puede  asimismo,  y aun 
delie  pagarlos  más  caros  que  lo  convenido,  si  por  circunstancias 
extraordinarias  hulDieren  subido  considerablemente  los  precios 
de  los  materiales,  de  los  salarios,  etc.  Entonces  cabe  que  el  em- 
presario en  tiempo  hábil  y en  debida  forma  solicito  una  indem- 
nización proporcionada  á la  diferencia  de  precios,  ó la  rescisión 
del  contrato. 

1601. — Para  exigir  el  ciimplimieTito  de  las  condiciones  tanto 
generales  como  particulares  del  contrato,  son  las  garantías  es- 
tipuladas en  la  escritura  de  adjudicación,  sin  perjuicio  de  los  de- 
más medios  coercitivos  á que  haya  lugar.  Así  pues,  la  adminis- 
tración procede  gubernativamente  contra  los  empresarios  ha- 
ciendo efectivas  las  multas  é indemnizaciones: 

I.  En  las  sumas  en  metálico  ó efectos  de  la  deuda  del  estado 
consignados  en  garantía  de  las  obligaciones. 

Los  efectos  públicos  se  venden  con  intervención  de  agente  de 
bolsa  hasta  cubrir  la  suma  á que  asciende  la  fianza,  y completán- 
dola, si  Ihere  necesario,  con  los  intereses  devengados;  y cuando 
no,  se  devuelven  al  contratista  los  vencidos  hasta  el  dia  en  que 
se  declara  el  secuestro,  perteneciendo  al  estado  los  posterio- 
res (1). 

II.  En  otra  cíase  cualquiera  de  efectos  ó bienes  dados  en  fian- 
za ó hipotecados  por  los  mismos  contratistas  ó sus  fiadores, 

III.  En  los  demás  bienes  que  á unos  ú otros  pertenezcan  (2). 
Sucede  alguna  vez  que  un  liciíador  ó contratista,  no  piidieixdo 

(1)  Koal  órdon  do  18  de  Mayo  de  1864. 

í'il  Koal  decreto  do  21  do  Febrero  do  1852,  art,  10. 
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cumplir  sus  obligaciones,  pierda  el  depósito  legal,  y luego  acude 
al  Gobierno  para  que  se  le  devuelva  la  suma  consignada  en  se- 
guridad del  contrato.  Esta  petición  no  se  funda  en  principio  al- 
guno de  rigorosa  justicia,  porque  sobre  ser  la  pérdida  del  depó- 
sito una*condicion  general,  el  contratista  queda  obligado  desde 
la  adjudicación  del  contrato  al  cumplimiento  de  sus  obligaciones 
á todo  riesgo  y ventura.  Sin  embargo,  cuando  una  fuerza  mayor 
manifiesta  hubiere  sido  la  causa  de  su  quebranto,  bien  puede  la 
administración  acceder  por  via  de  gracia  á los  deseos  del  empre- 
sario; pero  observando  tal  grado  de  prudencia,  que  huya  de  la 
debilidad,  vicio  que  dejarla  desamparados  ios  intereses  públicos, 
y de  un  rigor  inmoderado  que  mortificando  á las  empresas,  las 
alejarla  del  Gobierno.  Para  dictar  una  providencia  acertada,  un 
ministro  cáuto  y celoso  del  bien  común  y de  su  propia  fama, 
procuraría  formar  su  juicio  oyendo  previamente  ai  Consejo  de 
Estado. 

1602.  — Es  muy  común  que  los  contratistas  de  obras  y servi- 
cios públicos  fatiguen  al  Gobierno  con  reclamaciones  fundadas  ó 
infundadas  relativas  al  aumento  de  los  precios  convenidos  ó á 
indemnizaciones  de  daños  y pérdidas  que  aun  siendo  ciertas,  tal 
vez  proceden  de  su  negligencia,  falta  de  medios,  error  de  cálcu- 
lo ó mala  dirección. 

Y si  bien  la  administración  suele  atender  más  á la  equidad  que 
al  rigor  del  derecho,  todavía  conviene  fijar  algunas  reglas  (jue 
atajen  los  abusos  á que  naturalmente  se  inclina  cualquiera  poder 
arbitrario.  De  otro  modo  dejarían  de  ser  la  publicidad  y la  com- 
petencia cautelas  eficaces  contra  la  ignorancia  y la  malicia  de  los 
hombres.  Un  postor  de  mala  fé  se  presentaría  á la  subasta  y ba- 
ria que  le  adjudicasen  el  remate  con  la  reserva  mental  de  obte- 
ner por  medios  lícitos  ó ilícitos  la  relajación  de  las  condiciones 
sólo  en  la  apariencia  aceptadas. 

1603.  — Así  pues,  el  contratista  no  tiene  derecho  á reclamar 
aumento  alguno  de  los  precios  fijados  en  el  cuadro  general  que 
acompaña  al  presupuesto  á título  de  error  ú omisión.  Tampoco 
procede  su  reclamación  cuando  la  funda  en  indicaciones  que  so- 
bre las  obras,  sus  precios  y demás  circunstancias  del  proyecto  se 
hagan  en  la  memoria,  porque  este  documento  no  sirve  de  baso 
á la  contrata. 

Las  equivocaciones  materiales  que  el  presupuesto  puede  con- 
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tener,  ya  por  variación  de  los  precios  respecto  ú los  del  cuadro, 
ya  por  errores  en  las  cantidades  de  obra  ó su  importo,  se  cor- 
rigen en  cualquier  tiempo  en  que  se  observen;  pero  no  son  de 
abono  las  diferencias  resultantes  sino  en  el  caso  de  bal^r  inten- 
tado la  reclamación  dentro  de  cuatro  meses  á contar  d^de  la  fe- 
cha de  la  adjudicación. 

En  ningún  caso  puede  alegar  el  contratista  los  usos  y costum- 
bres del  país  respecto  de  la  aplicación  de  los  precios  ó medición 
de  las  obras,  cuando  se  hallen  en  contradicción  con  el  pliego  ge- 
neral de  condiciones,  ó con  el  particular  de  la  contrata  (1). 

1004. — I,  El  contratista  no  tiene  derecho  á indemnización  de 
ninguna  especie  por  causa  de  pérdidas,  averías  ó perjuicios  oca- 
sionados por  su  negligencia,  falta  de  medios  ó erradas  operacio- 
nes, salvo  en  los  casos  do  fuerza  mayor. 

Son  casos  de  fuerza  mayor : 

I.  Los  incendios  originados  de  ia  electricidad  atmosférica. . 

II.  Las  avenidas  repentinas  de  los  rios. 

III.  Los  grandes  temporales  marítimos. 

IV.  Y en  general  aquellos  accidentes  que  es  imposible  prever 
ni  evitar. 

Todavía  para  que  proceda  la  indemnización  se  requiere  el  con- 
curso de  dos  circunstancias,  á saber: 

I.  Que  el  contratista  acredíte  haber  procurado  por  todos  los 
medios  que  estaban  á su  alcance,  precaver  los  efectos  del  aconte- 
cimiento, y adoptado  las  disposiciones  que  con  este  objeto  le  hu- 
biese prescrito  el  ingeniero. 

II.  Presentar  la  reclamación  oportuna  en  el  término  de  diez 
dias  después  del  suceso. 

La  indemnización,  si  procede,  consiste  en  la  cantidad  en  que 
se  tase  con  arreglo  á los  precios  de  la  contrata,  la  pérdida  que 
realmente  ha  experimentado  el  contratista  á consecuencia  del 
siniestro. 

IL  Tampoco  há  lugar  á indemnización  cuando  ántes  de  prin- 
cipiarse la  obra  ó durante  su  construcción  la  administración  re- 
suelve ejecutar  por  sí  parte  de  las  contratadas,  ó acuerda  intro- 
ducir en  el  proyecto  modificaciones  que  produzcan  aumento  ó 
reducción  y aun  supresión  de  las  cantidades  de  obra  marcadas 

(1)  Circular  de  30  do  Noviembre  de  1858  y plieg-o  de  condiciones  generales  aprobado 
en  10  de  Julio  de  1861,  arta.  42  y 43. 
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en  el  presupuesto,  ó sustitución  de  una  clase  de  fábrica  por  otra, 
siempre  que  ésta  sea  de  las  comprendidas  en  la  contrata. 

Semejantes  disposiciones  son  obligatorias  para  el  contratista, 
y no  tiene  derecho,  en  caso  de  reducción  ó supresión  de  la  obra, 
á reclamar  indemnización  alguna  á pretexto  de  beneficios  que 
habría  podido  obtener  en  la  parte  reducida  ó suprimida. 

III.  Tampoco  há  lugar  á indemnización  cuando,  sin  hallarse 
estipulado  en  las  condiciones  particulares  del  contrato,  la  admi- 
nistración crea  conveniente  emplear  en  la  obra  materiales  per- 
tenecientes al  estado,  y sólo  se  abonará  al  contratista  el  valor  del 
transporte  y del  trabajo,  á no  ser  que  ya  hubiese  hecho  el  acopio 
de  los  materiales  contratados, 

IV.  Si  la  administración  juzga  necesario  emplear  materiales  ó 
ejecutar  obras  que  no  figuran  en  el  presupuesto  de  la  contrata,  se 
valúa  su  importe  á los  precios  asignados  en  el  mismo  presupues- 
to ú otras  obras  ó materiales  análogos.  Si  los  precios  no  pueden 
determinarse  por  comparación,  se  fijan  por  el  ingeniero  de  acuer- 
do con  el  contratista,  sometiéndolos  á la  aprobación  superior  y 
con  sujeción  á la  baja  del  remate.  No  habiendo  conformidad  para 
la  fijación  de  estos  precios,  queda  el  contratista  relevado  de  la 
construcción  de  aquella  parte  de  la  obra  de  que  se  trata,  pero  sin 
derecho  á indemnización  de  ninguna  clase,  abonándole  sin  em- 
bargo la  administración  los  materiales  que  sean  de  recibo  y que 
hayan  quedado  sin  empleo  por  la  modificación  introducida. 

V.  Cuando  por  la  muerte  del  contratista  se  rescinde  el  contrato 
y los  herederos  se  ofrecen  á llevarlo  á cabo,  no  tienen  derecho 
á indemnización  alguna  en  el  caso  de  no  aceptar  el  Gobierno  su 
proposición 

VI.  Guando  se  rescinde  una  contrata  á consecuencia  de  modi- 
ficaciones introducidas  en  el  proyecto  primitivo,  ó de  un  aumen- 
to notable  en  los  precios  en  los  términos  que  luégo  diremos,  el 
contratista  no  puede  reclamar  indemnización,  ni  aun  exigir  de 
la  administración  que  adquiera  los  útiles  y herramientas  desti- 
nadas á las  obras  (1). 

1005. — Dos  elementos  necesarios  deben  distinguirse  en  todo 
contrato  administrativo ; el  primero  las  estipulaciones  generales 
ó especiales  que  ligan  recíprocamente  á la  administración  y al 


(1)  Pliego  de  condicionee  generales,  arts.  41  y síg. 
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contratista,  y el  segundo  los  principios  y doctrinas  que  rigen  en 
la  materia  y se  aplican  á todas  las  obligaciones  de  la  misma  na- 
turaleza, según  se  consignan  en  las  leyes  comunes.  Así  pues,  es- 
tos principios  generales  del  derecho  suplen  .la  falta  de  reglas  po- 
sitivas, declaran  el  sentido  de  las  cláusulas  oscuras  ó ambiguas,  y 
en  fin  constituyen  el  fundamento  de  la  jurisprudencia  adminis- 
trativa en  orden  á los  contratos  de  obras  y servicios  públicos. 

1600. — Uno  de  los  puntos  en  que  éstos  se  apartan  más  de  los 
ordinarios  es  la  mayor  libertad  de  disolverlos  mediante  la  resci- 
sión. En  efecto,  los  contratos  de  obras  y servicios  públicos  se 
rescinden : 

I.  Por  la  muerte  del  contratista,  á no  ser  que  los  herederos 
ofrezcan  llevarlo  á cabo  bajo  las  condiciones  estipuladas.  En  tal 
caso  el  Gobierno  puede  admitir  6 desechar  la  oferta,  sin  qüe  los 
herederos  del  contratista  tengan  derecho  á reclamar  indemniza- 
ción alguna,  si  su  proposición  no  fuere  aí^eptada  por  el  Gobierno; 
pero  sí  á que  se  adquieran  por  el  estado,  previa  tasación,  las 
herramientas,  útiles  y efectos  destinados  á las  obras. 

Sin  embargo  sólo  procede  este  abono  cuando  el  importe  de  los 
trabajos  realizados  hasta  la  rescisión  no  llegue  á los  dos  tercios 
do  las  obras  contratadas  en  las  de  puertos  y sus  análogas,  y á 
los  cinco  sextos  en  las  de  carreteras  y sus  semejantes  (1). 

Por  regla  general  quien  celebra  un  contrato  se  obliga  por  sí 
y transmite  la  obligación  á sus  herederos.  Sin  embargo  excep- 
túan ios  intérpretes  las  obligaciones  de  hecho,  ó las  que  consis- 
ten en  hacer  una  cosa  para  la  cual  se  requieren  dotes  personales, 
como  pintar  un  cuadro,  edificar  una  casa,  etc.  Guando  la  admi- 
nistración cierra  un  contrato  de  obras  ó servicios  públicos,  esco- 
ge especuladores  hábiles  y dignos  de  su  confianza;  y así  como 
no  puede  verificarse  una  sustitución  de  personas  sin  el  expreso 
consentí  miento  del  Gobierno,  tampoco  puede  la  muerte  producir 
novación  forzosa  del  contrato  primitivo.  El  heredero  queda  en 
libertad  de  continuar  ó no  continuar  cumpliendo  la  obligación  de 
su  causante,  y el  Gobierno  es  también  libre  en  aceptar  ó no  acep- 
tar su  oferta.  Trátase  do  una  delegación  del  poder  administrativo 
en  favor  de  un  sujeto  o empresa  determinada.  Si  la  nueva  dele- 
gación no  equivale  á la  antigua,  la  administración  liquida  cuentas 


(1)  Urclea  de  tí  do  Juuio  de  187J. 
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con  el  heredero^  y provée  de  nuevo  al  remedio  de  aquellas  ne- 
cesidades. 

II.  Guando  las  niodiñcaciones  introducidas  en  el  proyecto  de 
una  obra  alteran  la  contrata  de  modo  que*^en  el  importe  total  re- 
sulte una  diferencia  de  la  sexta  parte  en  más  ó en  ménos,  y 
cuando  las  equivocaciones  materiales  del  presupuesto  ascienden 
á igual  suma,  siempre  que  se  hubiese  hecho  dentro  del  plazo 
legal  la  reclamación  oportuna,  y en  fin,  cuando  provenga  la  al- 
teración de  la  diferencia  entre  el  presupuesto  detallado  de  las 
obras  y la  cantidad  alzada  que  para  ellas  figure  en  el  general  de 
la  contrata. 

Sujetarse  el  Gobierno  al  proyecto  primitivo  con  tai  rigor  que 
en  nada  pueda  alterarlo,  seria  encerrarse  en  los  límites  de  un 
compromiso  que  responde  á necesidades  variables,  y tal  vez  des- 
pojarse de  los  medios  convenientes  á su  satisfacción.  Obligar  ai 
contratista  á pasar  por  cualesquiera  alteraciones,  no  se  compa- 
dece con  la  justicia.  Compensar  las  diferencias  resultantes  con  un 
aumento  proporcionado  de  precios,  se  presta  al  abuso,  á sinies- 
tras interpretaciones,  á desavenencias  y litigios.  Por  otra  parte, 
si  las  modificaciones  salvan  cierto  límite  razonable,  burlan  los 
cálculos  del  capitalista.  Lo  mejor  es  concederle  el  derecho  de  pe- 
dir la  rescisión,  y apelar  á nueva  subasta. 

III.  Siempre  que  el  CTobierno  disponga  que  cesen  ó se  suspen- 
dan indefinidamente  las  obras. 

Entonces  se  rescinde  el  contrato,  procediendo  el  Gobierno  á 
la  recepción  provisional  de  las  obras  ejecutadas,  y á la  final  cuan- 
do haya  expirado  el  término  de  su  garantía.  Sin  embargo,  en 
caso  de  suspensión,  la  rescisión  no  es  obligatoria  para  el  contra- 
tista, sino  optativa,  pues  la  administración  deja  á su  arbitrio  es- 
perar á la  continuación  de  las  obras  empezadas,  ó sacudir  el  yugo 
de  la  obligación  contraida.  El  Gobierno  no  puede,  sin  caer  en  la 
nota  de  temerario,  despojarse  del  derecho  de  mandar  que  cesen 
(3  se  suspendan  las  obras,  porque  su  plan  está  subordinado  á la 
naturaleza  esencialmente  variable  de  las  necesidades  públicas  y 
á la  extensión  de  los  recursos  del  tesoro. 

IV.  Si  llega  á transcurrir  el  término  señalado  para  la  ejecución 
do  las  obras  sin  que  se  alce  la  suspensión  decretada  por  e!  Go- 
bierno con  motivo  de  las  modificaciones  á que  se  refiere  el  nü- 
moro  1604.— II,  tiene  el  contratista  derecho  á la  rescisión,  á 
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que  se  acuerde  desde  luégo  la  recepción  provisional  de  lo  ejecu- 
tado, y la  final  corrido  el  plazo  de  la  garantía. 

pT-ual  derecho  se  le  concede  cuando  la  suspensión  dura  más 
de  un  año,  siempre  que  el  importe  de  la  obra  á que  ésta  se  re- 
fiere exceda  en  una  sexta  parte  del  total  de  la  contrata. 

La  suspensión  embarga  el  capital  de  la  empresa,  disminuye  ó 
deteriora  los  materiales  acopiados  y ocasiona  pérdidas  y que- 
brantos que  no  estaban  previstos.  Si  es  breve,  los  daños  pueden 
subsanarse  si  en  efecto  hay  algunos:  si  es  larga,  se  modifican 
gravemente  las  condiciones  del  contrato,  y no  es  justo  que  el 
servicio  público  padezca  menoscabo,  ni  tampoco  que  el  contra- 
tista soporte  el  peso  de  una  responsabilidad  de  la  cual  no  tiene 
culpa. 

V.  Si  durante  la  ejecución  de  las  obras  experimentasen  los 
precios  un  aumento  notable,  puede  rescindirse  la  contrata  á peti- 
ción del  contratista,  siempre  que  del  expediente  que  se  instruya 
al  efecto  resulte  probado : 

I.  Que  el  alza  ha  sobrevenido,  no  después  que  se  formó  el  pro- 
yecto, sino  después  que  se  verificó  la  subasta. 

II.  Que  no  es  debida  á la  ejecución  de  las  obras  á que  se  refie- 
re la  contrata,  sino  á la  de  otras  que  se  han  emprendido  con  pos- 
terioridad, ó á una  causa  general  no  prevista. 

III.  Que  no  es  producida  por  circunstancias  de  carácter  tran- 
sitorio, como  las  faenas  de  la  agricultura  ú otras  análogas. 

Por  aumento  notable  se  entiende  el  que  aplicado  á la  masa  de 
la  obra  que  falta,  dé  una  cantidad  superior  al  sexto  del  importe 
total  de  la  contrata. 

VI.  Finalmente,  si  el  contratista  dejase  de  cumplir  en  el  tiem- 
po estipulado  su  contrata,  queda  ésta  de  hecho  rescindida  con 
pérdida  de  la  fianza  dada  por  el  contratista,  y sin  que  pueda  in- 
tentar reclamación  alguna. 

Sólo  cuando  demuestre  que  el  retraso  de  las  obras  procede  de 
obstáculos  invencibles,  y ofrezca  cumplir  su  compromiso  otor- 
gándole una  próroga  del  plazo  convenido,  podrá  la  administra- 
ción, si  lo  tuviese  por  conveniente,  concederle  la  que  estime  ra- 
zonable (1). 

1607.— Generalizando  esta  doctrina  decimos  que  ios  contratos 


(1)  Pliego  de  condiciones  generales,  arts.  49  y sig,  y orden  de  6 de  Junio  de  1863. 
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de  obras  y servicios  públicos  pueden  rescindirse  por  la  voluntad 
del  Gobierno  ó por  la  del  empresario ; y todavía  con  más  íacili- 
dad  en  virtud  del  mutuo  consentimiento  de  la  administración  y 
el  contratista,  como  sucedería  si  el  heredero  de  éste  no  quisiese 
tomar  sobre  sí  la  obligación  de  su  causante. 

Guando  se  introducen  modificaciones  en  el  proyecto  que  for- 
ma la  base  del  contrato,  ó se  han  padecido  equivocaciones  ma- 
teriales en  el  presupuesto,  la  rescisión  no  es  un  derecho  del  Go- 
bierno, sino  del  contratista;  pero  una  vez  acordada,  deben  abo- 
narse al  contratista  los  materiales  que  sean  de  recibo  y queden 
sin  emplear. 

La  cesación  absoluta  y el  aplazamiento  indefinido  de  las  obras 
producen  efectos  distintos.  En  el  primer  caso  la  rescisión  es  ne- 
cesaria y procede  de  la  voluntad  del  Gobierno : en  el  segundo  es 
potestativa  en  el  contratista. 

El  aumento  notable  de  precios  también  es  causa  de  rescisión 
á petición  del  empresario,  y no  de  otro  modo.  La  equidad  exige 
que  este  derecho  sea  recíproco ; y así  la  disminución  notable  de 
precios  acompañada  de  las  mismas  circunstancias,  deberían  ser 
motivo  de  rescisión  por  la  voluntad  def  Gobierno  en  obsequio  al 
bien  general. 

Si  el  contratista  no-cumple  por  su  parte  con  la  obligación  con- 
venida, el  Gobierno  usa  de  su  facultad  de  rescisión,  según  la 
doctrina  del  derecho  común  que  el  contrayente  que  primero  in- 
curre en  falta  absuelve  al  otro  de  su  compromiso.  Pero  ¿y  si  el 
Gobierno  no  paga  en  los  plazos  señalados  y convenidos,  ó si  paga 
con  atraso?  La  legislación  administrativa  no  solamente  no  auto- 
lúza  la  rescisión,  sino  que  prohibe  al  contratista  suspender  los 
trabajos  ó reducirlos  á menor  escala,  so  pena  de  perder  la  fianza 
y continuar  las  obras  bajo  la  responsabilidad  del  primer  con- 
tratista. 

Por  duras  que  parezcan  algunas  de  estas  condiciones,  no  lo 
son  tanto  cuando  se  considera  que  la  administración  no  fuerza  á 
nadie  á someterse  á ellas.  Quien  se  presenta  á la  subasta,  sabe  6 
debe  saber  á lo  que  se  obliga,  y acepta  los  beneficios  con  las  car- 
gas consiguientes.  No  se  le  juzga  por  una  ley  que  repugna,  sino 
por  la  que  él  mismo  se  impone. 

Según  buena  doctrina  fundada  en  la  equidad,  procede  asimis- 
mo la  rescisión  de  parte  del  Gobierno  mediante  indemnización, 
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cuando  el  contrato  resulta  oneroso  á los  intereses  públicos,  como 
si  las  obras  ó servicios  adjudicados  en  el  remate  fuesen  ya  inne- 
cesarios por  la  reforma  de  un  proyecto,  el  término  de  una  guer- 
ra, etc.  La  administración  que  tiene  á su  cuidado  el  bien  de  los 
pueblos,  rescinde  el  contrato  como  encargada  de  la  tutela  del 
estado,  salvo  el  derecho  de  tercero  en  punto  á la  reparación  de 
daños  y perjuicios.  Es  una  reserva  de  autoridad  que  no  cae  en 
lo  arbitrario,  porque  si  bien  toda  rescisión  es  un  acto  del  poder 
discreccional,  cuando  la  demanda  del  empresario  se  funda  en  un 
título  positivo  y obligatorio,  procede  la  vía  contenciosa  y pone 
su  derecho  bajo  la  protección  de  los  tribunales  administrativos. 
Por  eso  estas  cuestiones  se  resuelven  muchas  veces,  más  que 
por  reglas  generales,  por  la  interpretación  de  las  condiciones 
del  contrato. 

No  cabe  el  remedio  de  la  rescisión  por  causa  de  lesión  ó en- 
gaño en  más  de  la  mitad  del  justo  precio,  ya  porque  es  doctrina 
corriente  y de  muy  antiguo  recibida  en  la  legislación  fiscal  del 
reino,  que  en  ios  arriendos  de  las  rentas  del  estado,  y por  iden- 
tidad de  razón  en  los  contratos  de  suministros  para  servicios  y 
obras  públicas  no  procede  este  recurso,  y ya  porque  se  estiman 
celebrados  á riesgo  y ventura  de  cualquier  caso  fortuito  pensado 
ó impensado  que  sobrevenga  después  de  su  otorgamiento,  salvas 
las  excepciones  de  fuerza  mayor,  ú otras  que  admitan  expresa- 
mente las  leyes  (1). 

1608.  — Todas  las  dudas  y controversias  que  ocurran  con  mo- 
tivo del  cumplimiento,  inteligencia,  rescisión  y efectos  de  los 
contratos  de  esta  clase  los  resuelve  la  administración,  primero 
por  la  via  gubernativa,  y liiégo,  en  caso  de  agravio,  por  la  con- 
tenciosa (2). 

1609.  — La  defensa  de  los  intereses  públicos,  la  exactitud  y ce- 
leridad del  servicio,  la  economía  en  los  gastos  y otras  mil  cau- 
sas semejantes,  recomiendan  la  jurisdicción  administrativa  con 
preferencia  á la  ordinaria.  En  el  fuero  común  hay  trámites  len- 
tos, preceptos  de  rigorosa  justicia,  hábitos  de  dirimir  cuestiones 
privadas,  y en  suma  un  espíritu  diferente  del  que  conviene  á la 
iácil  expedición  de  los  negocios  conforme  á Jas  reglas  de  equi- 
dad y conveniencia  del  estado.  El  licitador  sabe  que  sus  con- 

(1)  Real  orden  da  8 de  Agosto  do  1850,  y real  decreto  de  4 do  Marzo  de  1857. 

(3)  Leyes  de  2 de  Abril  de  1845,  tirl.  9,  y 6 de  Julio  del  mismo  año,  art,  11. 
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tiendas  con  la  administración  se  ventilan  en  los  tribunales  ad- 
ministrativos, y de  antemano  acepta  su  fallo. 

Ningún  contrato  de  obras  y servicios  públicos  puede  someterse 
á juicio  de  árbitros,  porque  la  competencia  de  las  diversas  juris- 
dicciones es  de  órden  constitucional,  y ninguna  autoridad  puede 
renunciar  ni  delegar  las  facultades  que  le  pertenecen  por  dere- 
cho propio  y la  ley  le  confía  como  necesarias  (1). 


SECCION  III, 

DEL  DOMINIO  DEL  ESTADO, 


CAPÍTULO  XI. 

He  los  bienes  del  estado. 

1610.— Dominio  nacional,  1611.— Bienes  del  estado. 

1610.  — En  la  expresión  genérica  dominio  nacional  6 propie- 
dad de  la  nación  se  comprenden  el  dominio  público  y el  del 
estado;  dos  derechos  que  si  bien  distintos  entre  sí,  proceden  de 
una  raíz  común. 

1611.  — Son  bienes  del  estado  aquellos  que  pertenecen  en  ple- 
na propiedad  á la  nación  y forman  una  especie  de  patrimonio 
común  á todos  los  ciudadanos.  Entre  éstos  y los  bienes  públicos 
media  una  gran  diferencia,  porque  si  los  unos  se  destinan  á cier- 
to uso  general,  los  otros  se  administran  exclusivamente  por  el 
Gobierno.  Él  los  adquiere  y conserva,  los  aprovecha  y enajena 
según  las  necesidades  del  servicio  y los  intereses  de  la  sociedad. 

Los  bienes  públicos  {res  puhlicoe)  corresponden  á la  nación 
en  conjunto  por  el  derecho  de  soberanía,  y todos  los  ciudadanos 
los  poséen  y aprovechan  «¿í  sí ^gr^íí^.‘  los  del  estado  {res  univer- 
sitatis)  pertenecen  á la  nación  á título  de  dominio,  y los  posée 
y aprovecha  ut  universitas,  esto  es,  como  el  ente  colectivo  ó la 
persona  moral  llamada  pueblo,  representada  en  su  Gobierno.  La 
conservación,  uso  y fomento  de  los  primeros  constituyen  actos 


[1)  Real  decreto  de  2T  de  Febrero  de  1852,  art.  12, 
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verdaderamente  administrativos;  y de  los  segundos  nacen  actos 
de  pura  gestión  económica. 

Entran  en  la  categoría  de  los  bienes  del  estado  los  baldíos,  ios 
montes,  las  minas,  los  bienes  mostrencos  y los  nacionales. 


CAPÍTULO  XII. 

De  los  baldíos. 


1612. — Terrenos  baldíos. 

1613. — Su  origen. 

1614. — Causas  de  su  multiplica- 

ción. 

1615. — Inconvenientes  de  este  sis- 

tema rural, 

1616. — Enajenación  de  baldíos. 

1617. — Efecto  de  estas  leyes. 

1618. — Nueva  legislación. 

1619. — Colonias  agrícolas. 

1620. — Exámen  de  su  utilidad  y efi- 


cacia. 

1621.  — Medios  de  atenuar  sus  in- 

convenientes. 

1622. ~Carácter  de  nuestras  leyes 

de  colonización  agrícola. 

1623. — Concesión  de  terrenos. 

1624. — Sus  efectos. 

1625. — Exenciones  en  favor  de  los 

colonos. 

1626. — Administración  de  los  bal- 

díos. 


1612.  — Llámanse  baldíos  ios  terrenos  ociosos  que  el  estado 
conserva  en  su  dominio  y cuyas  producciones  consisten  en  los 
frutos  espontáneos  del  suelo,  ó sean  los  terrenos  que  no  corres- 
pondiendo al  dominio  privado,  pertenecen  al  dominio  público 
para  su  común  disfrute  ó aprovechamiento,  y no  están  destina- 
dos á labor  ni  adehesados  (1). 

1613.  — El  origen  de  los  baldíos  data,  según  Jovellanos,  del 
tiempo  de  los  Visigodos,  los  cuales  ocupando  y repartiendo  en- 
tre sí  los  dos  tercios  de  las  tierras  conquistadas,  y dejando  uno 
sólo  á los  vencidos,  hubieron  de  abandonar  y dejar  sin  dueño 
todas  aquellas  á que  no  alcanzaba  la  población  extraordinaria- 
mente menguada  por  la  guerra.  A estas  tierras  (dice)  se  dió  él 
nombre  de  campos  vacantes,  y éstos  son  por  la  mayor  parte 
nuestros  baldíos  (2). 

Sin  embargo  de  tan  grave  autoridad,  nos  parece  más  verosí- 
mil que  los  baldíos  sean  los  terrenos  ganados  á los  Moros  por 
la  fuerza  de  las  armas,  y no  aplicados  á la  dotación  de  ningún 

(1)  Real  órden  de  12  de  Mayo  de  1851, 

(2)  I,ey  agraria,  núm,  39,  y ley  8,  tíU  n,  Ubi  Í5C  del  Fuero  Juzgo, 
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concejo,  iglesia  ó monasterio,  ni  comprendidos  en  ningún  re- 
partimiento, quedando  por  lo  mismo  ociosos  y vacantes.  Las 
huellas  de  aquella  concordia  fueron  borradas  con  el  paso  de  los 
Sarracenos  que  ganaron  la  propiedad  de  Romanos  y Godos  por 
derecho  de  conquista,  y por  derecho  de  conquista  la  perdieron, 
cediendo  toda  entera  en  el  dominio  eminente  del  estado,  tro- 
cándose la  mayor  parte  en  bienes  de  abadengo,  tierras  conceji- 
les y heredamientos  particulares,  reservándose  otra  parte  el  Pa- 
trimonio Real,  y siendo  perdida  una  porción  no  escasa  que  los 
reyes  no  aprovecharon,  ni  fueron  objeto  de  alguna  merced  de 
la  Corona. 

1614.  — La  preponderancia  que  obtuvo  más  adelante  la  gana- 
dería sobre  el  cultivo,  conflrmó  y extendió  esta  legislación  agra- 
ria restaurada  por  ios  reyes  de  Asturias  desde  Don  Alfonso  el 
Gasto,  adoptada  para  la  corona  de  León  por  Don  Alfonso  el  V,  y 
trasladada  después  á Castilla  en  donde  subsistió  largo  tiempo. 
Las  victorias  de  los  cristianos  y ,1a  definitiva  expulsión  de  los 
Moros  fueron  causa  de  que  los  reyes  pensasen  en  repartir  las 
tierras  ganadas  con  la  espada,  y de  que  se  redujesen  á labor  mu- 
chos (le  los  antiguos  campos  vacantes. 

Uno  de  ios  primeros  cuidados  del  Gobierno  es  que  «se  non 
yermen  las  villas,  nin  los  otros  logai’es»  (1);  ántes  debe  procu- 
rar que  la  población  viva  y crezca  en  medio  de  la  abundancia.  A 
este  fin  conduce  el  aumento  de  subsistencias,  resultado  natural 
de  convertir  las  tierras  de  dominio  público  en  propiedad  parti- 
cular, «cobdiciaiido  (dice  Don  Alonso  el  Sabio)  que  sean  bien  po- 
bladas e labradas...  porque  hayan  los  ornes  los  frutos  de  ellas  mas 
abondadamente . » 

1615.  — Nuestro  antiguo  sistema  rural  era  tanto  más  imperfec- 
to, cuanto  un  autor  anónimo  calculó  á principios  de  este  siglo 
en  89.500,000  fanegadas  las  tierras  de  pasto  y baldías  en  España, 
y en  33  millones  solamente  las  reducidas  á labor  y cultivo  (2). 
Razones  económicas  y otras  de  alta  conveniencia  pública  acon- 
sejaban á los  reyes  la  enajenación  paulatina  de  tantos  terrenos 
que  las  leyes,  los  abusos  y envejecidas  preocupaciones  mante- 
nían en  una  estéril  ociosidad. 

1616.  — Enrique  II  siguió  unas  veces  el  impulso  de  los  princi- 

(1)  Ley  3,  tít.  xi,  Part.  II. 

(3)  Véase  Diccionario  de  Hacienda,  art.  daldIos, 

TOMO  II,  y 
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píos  y cedió  otras  á los  intereses  egoístas  que  atajaban  sus  pa- 
sos. Los  pueblos  insistían  en  mantener  la  confusión  de  las  tier- 
ras baldías  y concejiles  para  ensanchar  el  límite  de  los  aprove- 
chamientos comunes,  y los  ganaderos  se  oponían  á todO;  rompi- 
miento, así  como  á la  enajenación  de  los  terrenos  incultos  per- 
tenecientes á la  Corona,  ya  fundándose  en  privilegios  de  auto- 
ridad dudosa,  ya  en  el  deseo  inmoderado  de  favorecer  al  Conce- 
jo de  la  Mesta.  Felipe  II  despachó  varios  jueces  con  la  comisión 
de  proceder  á la  venta  de  los  baldíos  y á la  distribución  de  las 
tierras  de  la  mejor  manera.  Reclamaron  contra  la  enajenación 
los  procuradores  del  reino  en  las  Cortes  de  Madrid  de  1586,  y el 
rey,  otorgando  su  petición,  mandó  que  no  se  enviasen  jueces  á 
vender  ni  remedir  tierras  públicas  y baldías;  y que  si  por  algu- 
na causa  algunas  tierras  de  las  vendidas  se  hubieren  de  remedir, 
las  demasías  que  se  hallaren  no  se  vendiesen,  sino  quedasen  por 
públicas  y concejiles  (1). 

A pesar  de  esta  ley  se  renovó  la  práctica  de  vender  las  que  el 
estado  poseía;  pero  las  Cortes  insistieron  en  la  no  enajenación, 
obteniendo  de  Felipe  III  y Felipe  IV  en  las  de  Madrid  de  1609 
y 1632  al  otorgar  el  servicio  de  millones,  la  promesa.de  «no  ven- 
der ni  enajenar  tierras  baldías,  ni  árboles  ni  el  fruto  de  ellos, 
sino  que  quedáran  siempre  lo  uno  y lo  otro  para  que  los,  súbdi- 
tos y naturales  tuviesen  su  uso  y aprovechamiento  (2). 

Felipe  V restableció  el  principio  de  la  enajenación  y creó  una 
junta  encargada  de  conocer  exclusivamente  del  negocio  de  bal- 
díos, sus  adjudicaciones  y venías  (3),  la  cual  fué  suprimida  en  1746 
después  de  las  vivas  y reiteradas  instancias  que  á Fernando  VI 
hizo  la  Diputación  del  Reino,  habiendo  accedido  también  al  rein- 
tegro de  los  bienes  vendidos,  y restituyendo  las  cosas  á su, an- 
terior estado  (4). 

Cárlos  III  y Cárlos  IV  insistieron  en  la  venta  de  los  terrenos 
baldíos  y dictaron  varias  providencias  para  promover  la  enaje- 
nación y repartimiento  de  estos  terrenos,  si  bien  con  leves  re- 
sultados (5). 

Las  Cortes  de  Cádiz  acordaron  el  repartimiento  de  una.  parte 

(1)  Ley  1,  tít.  ixni,  lü).  VII,  Nov.  Recop. 

{2)  Ley  2,  tít,  xxin,  Ub.  VII,  Nov.  Recop. 

(3)  Nota  1.a,  tít.  xxm,  lib.  VII,  Nov.  Recop. 

(4)  Ley  3 y nota  2.® 

(5)  Realea  provisiones  tie  12  de  Junio  de  1767,  U de  Abril  de  1768  y 26  de  Mayo  de  1710. 
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de  las  tierras  baldías  entre  los  militares  veteranos,  destinando 
otra  para  hipoteca  de  la  deuda  nacional,  y reservando  los  ter- 
renos necesarios  para  pasto  y los  ejidos  de  los  pueblos  (1). 

Fernando  VII  ordenó  la  venta  de  los  bienes  baldíos  y realen- 
gos con  destino  al  pag'o  de  réditos  y amortización  de  la  deuda 
pública,  exceptuando: 

I.  Los  terrenos  arbitrados  y apropiados  con  autoridad  real  ó 
del  Consejo. 

II.  Los  baldíos  de  aprovechamiento  común  de  los  pueblos  que 
éstos  necesitaren  para  sus  ganados  ó para  sembrar,  conservan- 
do la  alternativa  de  año  y vez,  ó cortar  maderas  y leñas  para  los 
usos  domésticos. 

IIL  Los  pastos  necesarios  á los  ganados  trashumantes  cerca 
de  las  cañadas,  abrevaderos  y descansaderos  (2) . 

Las  Cortes  de  1820  á 1823  restablecieron  la  legislación  de  1813, 
y el  Gobierno  absoluto  abolió  las  leyes  constitucionales,  restau- 
rando empero  el  anterior  sistema  de  enajenación  en  íavor  de  la 
deuda  pública,  si  bien  no  con  grande  latitud , pues  aunque  se 
mandó  proceder  á la  averiguación  y venta  de  los  baldíos  y rea- 
lengos por  medio  de  expedientes  gubernativos , los  intendentes 
no  podían  vender  por  sí  mismos , sino  proponer  la  venta  á la 
aprobación  del  Gobierno  que  otorgaba  ó no  su  permiso  según  los 
casos  (3) . 

Más  adelante  la  dirección  general  de  Caminos  ejerció  la  facul- 
tad de  conceder  ciertos  terrenos  á los  particulares  bajo  determi- 
nado cánon,  lo  cual  produjo  dudas,  reclamaciones  y litigios  acer- 
ca de  su  autoridad,  siguiéndose  el  despojo  de  algunos  poseedo- 
res que  á título ' oneroso  y legítimo  ios  disfrutaban ; cuyos  des- 
órdenes dieron  márgen  á declarar  que  la  cesión  de  las  tierras 
baldías  á título  de  eníitéusis  quedase  reservada  al  Gobierno. 

1617. — Tal  fué  la  legislación  vigente  hasta  el  dia,  la  cual  ca- 
reció de  eficacia  por  el  influjo  de  los  ganaderos  enemigos  de  todo 
rompimiento  y todo  cultivo.  Y sin  embargo,  si  la  agricultura  ha 
de  prosperar,  y si  la  riqueza  pública  ha  de  recibir  un  razonable 
incremento  en  España , es  preciso  abrir  paso  al  interés  indivi- 

11)  Decreto  de  las  Cortea  de  4 de  Enero  de  1813. 

(2)  Realea  cédulas  de  .5  de  Agosto  do  1818  y 22  de  Julio  do  1819. 

(3)  Ordeu  de  las  Córtes  de  8 de  Noviembre  do  1820  y decreto  de  29  de  Junio  de  1822,  res- 
tablecido en  18  do  Mayo  de  183T , y reales  decretos  de  5 de  Febrero  do  1824  y 31  de  Dícílmu- 
bre  do  1829, 
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dual,  facilitando  el  tránsito  de  estas  tierras  del  dominio  del  esta- 
do á la  propiedad  particular.  Consúltense  enhorabuena  las  nece- 
sidades locales , modifíqnese  el  principio  tomando  en  cuenta  los 
fueros,  usos,  costumbres  y otros  accidentes  de  la  vida  social; 
pero  reprímanse  también  las  pretcnsiones  egoístas , el  monopo- 
lio de  los  intereses  y las  rutinas  perjudiciales. 

Es  cierto  que  miéntras  la  dificultad  de  los  transportes,  oponga 
obstáculos  invencibles  á la  circulación  y salida  de  nuestros  fru- 
tos, la  demanda  de  terrenos  vírgenes  será  escasa  y débil;  mas 
no  por  eso  dejarán  de  roturarse  todos  los  necesarios  al  movi- 
miento progresivo  de  nuestra  población  y de  nuestra  industria 
que  propenden  á dar  cada  día  más  ensanche  al  comercio  interior 
y exterior. 

1618. — Gomo  quiera  que  sea,  la  diversidad  de  leyes,  las  vici- 
situdes de  la  política,  los  abusos  de  la  administración  y hasta  las 
usurpaciones  particulares  de  tal  modo  complicaron  los  derechos 
de  posesión  y propiedad,  que  fué  necesario  discernirlos  y aun 
legitimar  actos  en  su  origen  viciosos. 

Declara  la  ley  propiedad  particular ; 

I.  Las  suertes  que  de  terrenos  baldíos,  realengos,  comunes, 
propios  y arbitrios  se  repartieron  con  las  formalidades  prescritas 
en  las  leyes  (1). 

II.  Las  que  bajo  las  mismas  reglas  se  repartieron  también  por 
los  Ayuntamientos  y Juntas  durante  la  guerra  de  la  indepen- 
dencia. 

El  derecho  de  propiedad  queda  sin  embargo  sujeto  á las  con- 
diciones siguientes: 

I.  Los  poseedores  que  por  sí  ó sus  antecesores  las  adquirieron 
con  obligación  de  pagar  canon  , y después  las  aumentaron  con 
roturaciones  arbitrarias , no  sólo  están  obligados  al  pago  de  las 
pensiones  establecidas  al  tiempo  de  la  concesión,  sino  al  recar- 
go proporcional  por  el  terreno  agregado. 

II.  Los  que  poséen  suertes  por  premio  patriótico  son  dueños 
de  ellas  con  pleno  dominio;  pero  sólo  se  les  reconoce  el  útil  en 
las  agregaciones  arbitrarias,  allanándose  á satisfacer  el  cánon 
del  2 por  100  sobre  el  valor  actual  de  lo  agregado,  si  estuviese 
el  terreno  destinado  á labor,  ó sobre  el  que  tenían  al  tiempo  de 

{i)  Real  provisión  de  26  do  Mayo  de  Ino , decretos  de  las  Cortes  de  4 de  Enero  do  1818  29 
di'  J « tiio  de  !8->2,  y 18  de  Mayo  <io  ISI-U.  ’ 
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hacer  las  mejoras,  si  se  hubiesen  plantado  de  viñas  ó árboles. 

III.  Los  poseedores  de  tierras  arbitrariamente  roturadas  para 
plantación  de  viñedo  6 arbolado  que  legitimen  su  adquisición  en 
virtud  de  las  leyes  (1),  son  respetados  en  la  posesión,  si  vienen 
pagando  el  cánon  establecido  sin  interrupción  de  dos  años. 

IV.  Los  que  no  reconocieron  la  imposición  ó interrumpieron 
su  pago  por  dicho  período  ó roturaron  con  otro  objeto,  son  asi- 
mismo respetados,  reconociendo  el  cánon  del  2 por  100  sobre  el 
valor  actual  de  los  terrenos  plantados  de  viñedo  ó arbolado , y 
el  3 por  100  en  los  destinados  á labor  (2). 

Los  expedientes  promovidos  á consecuencia  de  roturaciones 
arbitrarias  deben  ser  resueltos  y ultimados  por  el  Gobierno  (3). 

1619.— Proponen  algunos,  como  arbitrio  eficaz  para  extender 
el  cultivo  á los  baldíos  y disminuir  los  despoblados,  la  fundación 
de  colonias  agrícolas  que  merecen  un  particular  estudio. 

Hay  varias  suertes  de  colonias  agrícolas,  unas  que  llevan  el 
sello  de  las  instituciones  caritativas,  y acaso  aprovechen  para 
socorrer  la  miseria  allí  en  donde  hace  grandes  estragos,  cuando 
ya  no  bastan  á contener  su  crecida  los  recursos  ordinarios  de  la 
beneficencia.  Entóneos  procura  el  Gobierno,  no  el  fomento  de  la 
agricultura,  sino  el  alivio  de  los  pobres,  dando  por  bien  emplea- 
dos los  tesoros  que  consume  en  combatir  el  infortunio. 

Hay  también  colonias  penales,  poco  favorables  en  verdad  á la 
regeneración  moral  de  los  delincuentes,  porque  no  intimidan, 
no  enmiendan,  no  admiten  disciplina  severa  ni  prisión  segura. 
Transformar  un  vicioso  vagabundo  en  honrado  labrador  sólo  por 
la  virtud  del  cultivo,  es  un  sueño  generoso.  Promover  la  agricul- 
tura concediendo  terrenos  en  propiedad  á hombres  sin  hábitos 
de  trabajo  y economía  para  que  los  vendan  y disipen  su  valor  en 
verdaderas  saturnales,  ó sujetarlos  á la  condición  de  colonos  sin 
que  el  interés  privado  aliente  su  ánimo  y fortalezca  sus  brazos 
para  romper  montes,  no  son  sistemas  recomendables  á los  ojos 
de  la  economía  pública. 

Hay  colonias  militares  que  parecen  más  bien  propias  de  pue- 
blos y siglos  bárbaros  que  de  naciones  cultas,  buenas  para  pro- 
veer á la  defensa  de  una  frontera  abierta,  ó para  mantener  en 


(1)  Decreto  de  las  Córtes  de  18  de  Mayo  de  1837. 

(2)  Ley  de  6 de  Mayo  de  1855. 

(3)  Reales  órdenes  de  30  de  Agosto  de  1871  y 19  de  Octubre  da  1872. 
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ol)Cfliencia  un  territorio  que  es  preciso  sujetar  con  la  fuerza  de 
las  anuas,  poro  inútiles  al  intento  de  reducir  nuevas  tierras  á la- 
i)or  y mejorar  los  sistemas  de  cultivo. 

Hay  colonias  libres  y forzadas;  aquéllas  pueden  todavía  ser 
dignas  de  alabanza  si  no  por  sus  resultados  positivos,  á lo  mé- 
nos  considerando  que  descansan  en  un  principio  íécundo  de  toda 
mejora  y progreso  ; pero  éstas  no  tienen  ningún  contacto  con  el 
fomento  de  la  agricultura. 

flay  por  último  colonias  formadas  con  naturales  y otras  que  se 
fundan  con  extranjeros,  ya  sea  mirando  al  aumento  de  la  pobla- 
ción de  un  estado,  ya  porque  el  Gobierno  se  proponga  difundir 
con  el  ejemplo  nuevos  ingenios  y métodos  de  labranza. 

1620. — Reduciendo  nuestro  examen  á las  colonias  libres  na- 
cionales ó extranjeras  y verdaderamente  agrícolas,  conviene  no- 
tar los  inconvenientes  propios  de  su  naturaleza. 

I.  Lo  primero,  es  dudoso  si  los  gastos  de  la  empresa  serán 
compensados  con  sus  beneficios  probables,  y si  no  seria  preferi- 
ble aljandonar  su  fundación  al  cuidado  y diligencia  de  los  parti- 
culares, apartándose  el  Grobierno  de  toda  intervención  directa  é 
inmediata. 

II.  Lo  segundo,  es  peligroso  á la  prosperidad  de  las  colonias 
admitir  toda  clase  de  gentes,  laboriosas  ó indolentes,  económi- 
cas ó disipadas,  aptas  ó ineptas  para  las  faenas  del  campo;  y aun 
cuando  procure  el  Gobierno  establecer  reglas  para  distinguir  las 
personas  útiles  de  las  inútiles  ó perjudiciales,  siempre  serán  va- 
gas, inciertas  y de  difícil  aplicación. 

IIL  Lo  tercero,  debe  recelarse  que  los  colonos  enervados  por 
la  miseria  (pues  sólo  los  desvalidos  se  determinan  á posponer  su 
patria  á una  tierra  extraña  y desconocida)  sean  hombres  dis- 
puestos á labrarse  una  íbríuna,  apurando  los  beneficios  que  á 
tanta  costa  les  dispensa  el  Gobierno. 

IV.  Lo  cuarto,  es  de  sospechar  que  los  grandes  capitales  que 
el  Gobierno  necesita  para  fundar  y proteger  las  colonias  agríco- 
las, sacados  del  íondo  de  las  contribuciones  públicas,  no  cau- 
sen más  daño  que  provecho  á la  agricultura,  porque  aumentan 
sus  cargas  y desvian  de  su  curso  natural  las  fuentes  de  la  ri- 
queza. 

\ . Lo  quinto  conviene  tener  en  cuenta  los  vicios  de  la  admi- 
nistración que  son  inevitables  donde  quiera  que  la  mano  del  Go- 
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bienio  se  ingiere  para  dirigir  empresas  propias  de  la  industria 
privada. 

VI.  Por  último,  importa  considerar  que  los  extranjeros  más 
adelantados  en  el  arte  del  cultivo,  suelen  tropezar  con  obstácu- 
los invencibles  en  lá  naturaleza  del  terreno,  al  poner  en  prácti- 
ca sus  métodos  de  labranza,  y poco  á poco  caen  en  la  rutina  co- 
mún á los  naturales. 

No  ae  arguya  en  favor  de  las  colonias  agrícolas  como  medio 
seguro  de  disminuir  los  despoblados  y extender  el  cultivo  á los 
baldíos,  con  el  ejemplo  de  Sierra-Morena.  Carlos  III  más  bien  se 
propuso  acabar  con  los  salteadores  de  caminos  levantando  nue- 
vas poblaciones  en  aquellas  asperezas  y destruyendo  sus  guari- 
das, que  aumentar  el  número  de  habitantes  y mejorar  el  estado 
de  la  agricultura;  y si  abrigó  otro  pensamiento,  la  experiencia 
acredita  la  vanidad  de  sus  proyectos.  Por  otra  parte,  fueron  tan 
graves  las  dificultades  y tan  enormes  los  gastos  de  la  empresa, 
que  seria  extremada  ligereza  aplaudir  ó censurar  la  obra  de  Olavi- 
de  sin  estudiar  la  historia  de  aquellas  colonias  con  recto  criterio. 

1621. — Mas  suponiendo  que  el  Gobierno  con  su  habilidad  ó 
su  fortuna  haya  removido  todos  ó los  mayores  obstáculos  que  se 
oponen  á la  fundación  de  las  colonias  agrícolas,  no  vacilamos 
en  proponer  como  condiciones  necesarias  al  logro  de  sus  deseos 
las  reglas  siguientes: 

I.  Que  escoja  tierras  fértiles  y sazonadas  para  el  cultivo  de  los 
frutos  ó primeras  materias,  cuyo  fomento  debe  ser  la  base  de  la 
prosperidad  de  la  colonia,  ya  mirando  á las  necesidades  de  la 
alimentación,  ya  á las  ganancias  de  la  industria  ó del  comercio. 

II.  Que  se  distribuyan  por  suertes  entre  los  colonos,  no  tanto 
fundando  la  distribución  en  el  principio  de  la  igualdad  absoluta, 
cuanto  en  la  justa  proporción  de  cada  pegujar  con  el  capital,  ac- 
tividad é inteligencia  de  los  cultivadores.  El  repartimiento  uni- 
forme es  sólo  favorable  á los  rudos  y perezosos. 

III.  Que  se  concedan  los  terrenos  en  propiedad  para  despertar 
en  el  hombre  el  amor  al  trabajo,  la  sed  de  mejoras  y la  esperan- 
za de  allegar  una  fortuna.  El  colono  que  no  fuere  propietario, 
más  se  parecerá  al  siervo  de  la  edad  media,  que  al  labrador  de 
nuestro  siglo.  Esto  no  impide  que  al  principio  posea  el  colono  la 
tierra  á título  de  censo  enfitéutico,  hasta  que,  redimida  la  pen- 
sión, consolide  el  dominio. 
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IV.  Que  la  situación  de  la  colonia  sea  bien  escogida,  en  me- 
dio de  pueblos  ricos  y abundantes,  con  los  cüales  pueda  cambiar 
sus  productos  á beneficio  de  las  vías  de  comunicación  y trans- 
porte que  debe  abrir  el  Gobierno. 

V.  Que  en  todo  caso  se  prefiera  colonizar  con  naturales  á co- 
lonizar con  extranjeros,  pues  si  la  introducción  de  los  métodos 
de  labranza  usados  en  otras  partes  no  es  una  ventaja  cierta,  pa- 
rece justo  y político  atender  primero  á mejorar  la  condición  de 
nuestros  pobres,  que  á socorrer  los  ajenos.  Extraño  seria  traer  á 
la  Península  colonos  de  fuera  del  reino,  raiéntras  millares  de  es- 
pañoles emigran  á Argelia  y ai  Nuevo  Mundo,  pueblan  aquellas 
regiones  y tal  vez  se  hacen  súbditos  franceses  ó americanos. 

VI.  y en  fin,  que  el  Gobierno  provea  de  mantenimientos,  se- 
millas, ganados  y aperos  de  labranza  á los  colonos,  y que  ios 
exima  de  las  contribuciones  de  sangre  y dinero  por  cierto  nú- 
mero do  años.  Pueden  hacerse  estos  gastos  por  via  de  anticipa- 
ción, debiendo  los  colonos  satisfacerlos  con  el  importe  anual  de) 
cánon  módico  con  que  se  grava  la  concesión  de  los  terrenos. 

1622.  — Nuestra  legislación  administrativa  no  se  muestra  pro- 
picia al  sistema  de  establecer  colonias  agrícolas  de  cuenta  y 
riesgo  del  Gobierno,  contentándose  con  proteger  las  empresas 
que  tienen  por  objeto  fundar  nuevas  poblaciones  para  reducir  á 
cultivo  los  terrenos  baldíos  y realengos  y los  particulares,  ó in- 
troducir mejores  métodos  de  labranza  en  los  ya  cultivados. 

1623. — Al  hacer  el  Gobierno  la  concesión  de  los  terrenos  debe 
cuidar : 

I.  Que  sean  baldíos  ó realengos  clasificados  como  tales,  y que 
no  tengan  una  aplicación  especial. 

II,  Que  se  concillen  los  efectos  de  la  ley  de  desamortización 
civil  con  el  espíritu  y tendencias  de  la  de  colonias  agrícolas,  á 
las  cuales  se  adjudican  los  terrenos  que  solicitan,  consultando 
el  interés  de  la  nación. 

IIL  Que  no  se  comprendan  en  las  concesiones  los  terrenos 
cubiertos  de  monte  alto  ó maderable,  ó las  masas  y rodales  do 
pinos,  pinabetes,  hayas  y robles,  cityo  dominio  continúa  pertene- 
ciendo al  estado  ó á las  corporaciones  dependientes  del  Gobierno, 

IV.  Si  los  terrenos,  objeto  de  la  concesión,  fuesen  de  monto 
bajo  c inmaderable,  ó estuviesen  cubiertos  do  árboles  dispersos 
que  no  formen  masas  ó rodales  de  monte  alto,  las  empresas  es- 
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tan  obligadas  á satisfacer  préviamento  su  valor,  no  llevando  á 
cabo  su  proyecto  de  colonización. 

V.  En  la  designación  y concesión  de  estos  terrenos  se  deben 
respetar  los  caminos,  fuentes,  abrevaderos,  usos,  aprovecha- 
mientos y demás  servidumbres  públicas  y privadas  legalmente 
establecidas. 

Guando  un  español  ó extranjero,  en  nombre  propio  ó en  re- 
presentación de  alguna  empresa,  desea  fundar  una  colonia  agrí- 
cola, solicita  la  concesión  de  los  terrenos  necesarios  por  el  mi- 
nisterio de  Fomento.  La  concesión  es  un  acto  legislativo  cuando 
la  cabida  de  los  terrenos  excede  de  322  hectáreas,  y cuando  no 
excede,  es  un  acto  puramente  administrativo. 

El  Gobierno  señala  los  terrenos  en  donde  haya  de  establecerse 
la  colonia  á solicitud  de  los  interesados,  prévio  el  deslinde  y 
fijación  de  derechos  en  presencia  y de  acuerdo  con  los  propieta- 
rios colindantes. 

1624.  — Estas  concesiones  tienen  el  carácter  de  provisionales 
al  principio,  y no  pasan  á ser  deflnitivas,  ni  la  posesión  de  los 
terrenos  se  cambia  en  propiedad,  hasta  expirar  los  cuatro  prime- 
ros años.  Si  en  dicho  plazo  el  concesionario  no  cumple  las  con- 
diciones estipuladas  con  el  Gobierno,  caduca  la  concesión  y ce- 
den las  obras  emprendidas  en  beneñcio  del  estado. 

1625.  — Concede  la  ley  á los  colonos  de  terrenos  baldíos  y rea- 
lengos durante  los  diez  años  contados  desde  la  fecha  de  la  con- 
cesión provisional,  las  exenciones  siguientes: 

I.  De  toda  contribución  directa. 

II.  De  los  servicios  de  bagaje,  alojamiento,  veredero  y cual- 
quiera otra  carga,  satisfaciendo  solamente  la  prestación  perso- 
nal con  destino  á los  caminos  vecinales  que  las  colonias  necesi- 
ten para  comunicarse  con  las  poblaciones  inmediatas. 

A los  colonos  establecidos  en  terrenos  de  propiedad  particu- 
lar se  les  otorgan  todas  las  exenciones  anteriores , salva  la  dife- 
rencia que  pagan  por  contribución  de  inmuebles  la  misma  cuota 
que  satisfacían  antes  de  fundar  la  colonia. 

A los  colonos  extranjeros  y á los  hijos  que  los  acompañan  al 
venir  á colonizar  ó trabajar  en  el  campo,  se  les  exime  del  servi- 
cio militar.  De  igual  exención  disfrutan  los  nacidos  en  España, 
siempre  que  se  hayan  ocupado  en  faenas  rurales  por  espacio  de 
cuatro  años.  También  se  les  favorece  permitiéndoles  introducir 
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libremente  á su  llegada  al  reino  todos  los  efectos  de  su  equipa- 
je, y los  utensilios  é instrumentos  de  su  industria,  arte  ú oficio, 
y además  dos  cabezas  de  ganado  mayor  y cuatro  de  menor  por 
cada  uno  (1). 

Tal  es  la  ley  de  colonias  agrícolas,  estéril  de  todo  punto  hasta 
el  dia  y de  dudosa  eficacia  en  lo  venidero.  Donde  quiera  que  ha- 
ya tierras  fértiles  en  condiciones  favorables  para  el  comercio  de 
sus  frutos,  las  reducirá  á cultivo  el  interés  privado  sin  más  es- 
tímulo ni  recompensa  que  la  protección  ordinaria  del  Gobierno. 
Donde  no  las  haya,  el  auxilio  oficial  será  la  expresión  de  una 
vana  esperanza  del  legislador  oficioso,  atento  á crear  una  vida 
artificial  hija  de  su  buen  deseo,  pero  también  de  ñaco  funda- 
mento, porque  nunca  prevalecerán  las  instituciones  contrarias  á 
la  naturaleza. 

Procurar  la  enajenación  de  los  baldíos  y realengos,  fomentar 
todas  las  industrias,  abolir  todos  los  abusos  locales  fundados  en 
tradiciones  erróneas  ó en  leyes  no  aplicables  á la  situación  ac- 
tual, la  propagación  de  la  enseñanza,  la  atención  en  cuanto  con- 
cierne á la  sanidad  y salubridad  y la  protección  sostenida  de  to- 
dos los  intereses  que  se  agitán  en  la  esfera  de  la  administra- 
ción (2),  tales  son  los  medios  verdaderos,  los  únicos  eficaces  de 
disminuir  nuestros  terrenos  ociosos  y vacantes. 

1626. — La  administración  de  los  baldíos  va  envuelta  con  la  de 
los  montes,  cuando  los  terrenos  están  cubiertos  de  árboles:  y 
cuando  no,  los  pueblos,  ó más  bien  el  primer  ocupante  aprove- 
cha, esquilma  y destruye  el  terreno,  siendo  su  voluntad  la  ley  y 
su  interés  el  límite  de  sus  actos. 


CAPÍTULO  XIIL 

De  los  montes. 

Artículo  Legislación. 

1B27. — Importancia  de  los  montes.  cion. 

1628.— Examen  de  nuestra  legisla-  1629.— Espíritu  de  la  vigente. 

1627, — «La  sociedad  entera  está  interesada  en  la  replantacion 


(1)  Leyes  do  21  de  Noviemlore  de  1855,  y 3 de  Junio  de  1868. 

(2)  luatrucciou  de  30  de  Noviembre  de  1833,  art.  64. 
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progresiva  y en  el  entretenimiento  de  los  arbolados  que  propor- 
cionan las  maderas  necesarias  para  la  construcción  y reparo  de 
los  edificios;  que  suministran  las  leñas  y carbones  indispensables 
para  todos  los  usos  de  la  vida;  que  son  los  conductores  natura- 
les de  las  lluvias;  que  alimentan  la  vegetación  y aseguran  las  co- 
sechas; que  ofrecen  sombra  y frescura  á los  viajeros  fatigados, 
y que  en  fin  hacen  habitables  los  campos,  desiertos  cuando  no 
gozan  de  este  beneficio»  (1). 

En  efecto,  son  los  montes  de  imponderable  utilidad  como  pasto 
de  los  ganados,  abrigo  de  la  caza,  depósito  de  combustible  y al- 
mácigas en  donde  se  crian  las  maderas  de  construcción  naval  y 
civil.  Favorecen  también  la  salud  pública  y la  agricultura,  tem- 
plando el  aire  seco  y ardiente  del  estío,  impidiendo  la  rápida 
evaporación  de  las  aguas,  y moderando  el  ímpetu  de  los  torren- 
tes que  se  desprenden  de  las  montañas  en  la  estación  de  las  llu- 
vias y de  las  nieves,  y arrastran  en  su  curso  la  tierra  vegetal 
asentada  en  lo  alto  de  las  colinas,  y muchas  veces  precipitan  al 
fondo  de  los  valles  piedras  enormes,  árboles  corpulentos  y par- 
tes de  un  campo  ó edificio  que  hacen  más  peligrosas  y terribles 
las  inundaciones  (2). 

1628, — ^Nuestra  legislación  sobre  montes  fué  muy  vária  y aun 
contradictoria,  unas  veces  descuidando  los  montes  del  estado  y 
los  comunes,  y otras  oprimiendo  los  particulares.  Hállanse  las 
primeras  leyes  en  los  fueros  de  Nájera  y Soria,  en  donde  se  con- 
tienen disposiciones  minuciosas  acerca  de  los  montes  , de  los 
montaneros  y policía  de  los  campos.  Las  Cortes  de  Yalladolid 
de  1256  y 1351  suplicaron  á D.  Alonso  X y D,  Pedro  pusiesen  re- 
medio á la  tala  é incendio  de  los  pinares  y encinares,  y el  rey 
hizo  ordenamiento  para  impedirlo,  so  pena  de  muerte  y perdi- 
miento de  bienes. 

Con  estas  parciales  providencias  fueron  protegidos  los  montes 
hasta  la  publicación  de  la  pragmática  de  Toledo  de  1480,  á la 
cual  siguieron  las  ordenanzas  de  1493  y la  pragmática  de  Búrgos 
de  1496,  dadas  ambas  por  los  Reyes  Católicos,  en  que  se  procu- 
raba fomentar  el  arbolado,  y se  prohibían  las  talas  y descepos  y 
señalaban  reglas  para  las  cortas  (3).  Don  Carlos  I y doña  Juana 

(1)  IMd.,  art.  12. 

(2)  Historia  de  la  economía  política  en  España,  cap.  XXXIII. 

(8)  Ley  1.®,  tit.  xxit,  lib.  VII,  Nov.  Recop.:  Perez,  Pragmáticas  de  los  Rcye.s  Católicos, 
tbl.  57. 
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despacharon  en  Valladolid,  año  1518,  una  real  provisión  para  la 
repoblación  de  los  montes,  mandando  á las  justicias  y á los  con- 
cejos de  las  ciudades,  villas  y lugares  del  reino  que  hiciesen 
nuevos  plantíos,  pues  ya  se  notaba  la  falta  de  leñas  y de  abrigo 
para  los  ganados  en  tiempo  de  fortuna  (1).  Felipe  II,  en  la  ins- 
trucción que  dió  á D.  Diego  de  Oovarrubias,  cuando  le  nombró 
presidente  de  Castilla  en  1582,  le  decia : «Una  cosa  deseo  ver 
acabada  de  tratar,  y es  lo  que  toca  á la  conservación  de  los 
montes  y aumento  de  ellos  que  es  mucho  menester,  y creo  andan 
muy  al  cabo.  Temo  que  los  que  viniesen  después  de  nosotros, . 
han  de  tener  mucha  queja  de  que  se  los  dejamos  consumidos,  y 
plegue  á Dios  que  no  lo  veamos  en  nuestros  dias.»  Con  todo  eso, 
no  dictó  otras  providencias  que  la  prohibición  de  que  entrasen  á 
pacer  los  ganados  en  donde  habían  sido  quemados  los  montes 
para  más  crecimiento  d(i  ellos  y del  pasto  (2).  Felipe  III  encargó 
á los  alcaldes  tuviesen  mucho  cuidado  y diligencia  en  hacer  cum- 
plir y ejecutar  las  leyes  hechas  para  la  conservación  de  los  mon- 
tes y plantíos  (3).  Felipe  IV,  á ruego  de  los  procuradores  á las 
Cortes  de  Madrid  d(i  1623  (y  lo  sacaron  por  condicional  otorgar 
el  servicio  de  millones),  hizo  extensiva  la  pragmática  de  1496  á 
los  montes  particulares,  de  modo  que  todos  los  del  reino  queda- 
ron sujetos  á los  reglamentos;  y Gárlos  II  dictó  otras  providencias 
estériles  en  su  mayor  parte,  porque  más  bien  contenian  quejas 
y penas  contra  los  dañadores  de  los  montes,  que  preceptos  opor- 
tunos para  el  fomento Mel  arbolado. 

Felipe  V dió  varias  leyes  relativas  al  aumento  de  los  plantíos 
generales  en  todos  los  montes,  dehesas  y baldíos  pertenecientes 
á la  Corona,  y otorgó  varios  privilegios  ai  Consejo  de  la  Guerra 
y á la  Junta  de  Armadas  con  respecto  á aquellos  cuyas  maderas 
sirviesen  para  la  construcción  naval  (4) . Fernando  VI  publicó 
una  ordenanza  en  la  cual  mandó  repoblar  los  montes  del  estado  y 
de  los  pueblos,  y hasta  á los  dueños  particulares  impuso  la  obliga- 
ción de  hacer  plantíos;  y otra  relativa  á los  montes  de  la  marina 
que  prohibía  á los  propietarios  cortar  árbol  ninguno  sin  noticia 
y permiso  de  las  autoridades  competentes  (5),  Y por  último,  en 

(1)  Ibid.,  ley  2. 

(2)  IMd.,ley7. 

(3)  Ibid.,  ley  í). 

(U  Leyes  10,  11, 12  y 13,  tit.  xxiv,  Ub.  VII,  Nov.  Recop, 

(5)  Ibid.,  leyes  14,  22  y 23. 
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interés  de  la  Marina  estaban  los  montes  particulares  sujetos  á 
la  servidumbre  de  la  marca  de  los  árboles  útiles  para  la  cons- 
trucción naval,  cuyos  dueños  no  podian  cortarlos  ni  aprovechar- 
los de  modo  alguno,  sino  reservarlos  á disposición  de  la  Marina 
que  los  pagaba  á juicio  de  peritos.  Posteriormente  fue  abolida 
esta  odiosa  é inútil  servidumbre,  quedando  sin  embargo  los  due- 
ños sujetos  á la  obligación  de  pedir  licencia  para  hacer  la  corta 
de  sus  propios  árboles  (1). 

Las  Cortes  de  Cádiz  sustituyeron  al  espíritu  reglamentario  de 
nuestras  antiguas  leyes  el  principio  absoluto  de  la  libertad,  y 
reservando  al  Gobierno  solamente  la  administración  de  los  mon- 
tes del  estado,  quedaron  los  de  propiedad  común  á entera  dis- 
posición de  los  Ayuntamientos  y Diputaciones  provinciales,  y los 
de  dominio  privado  exentos  de  toda  traba  (2). 

Los  montes  comunes  y realengos  de  la  comprensión  de  la  Ma- 
rina volvieron  á regirse  por  las  ordenanzas  vigentes  en  1808;  y 
en  cuanto  á los  arbolados  de  propiedad  particular  se  mandó  que 
por  entonces  no  se  hiciese  novedad.  Quedaron  pues  sin  efecto  las 
leyes  de  Cádiz,  y suprimida  la  Conservaduría  general  de  montes 
y todas  las  subdelegaciones  y juzgados  especiales  del  ramo  y 
sus  dependencias.  Poco  después  fué  expresamente  restableci- 
da en  toda  su  fuerza  y vigor  la  ordenanza  de  montes  y plan- 
tíos de  1748. 

Algunas  mejoras  parciales  completan  la  historia  de  nuestra 
legislación  administrativa  en  este  punto.  Primero  se  declaró  que 
los  montes  de  dominio  particular  podian  ó no  cerrarse  á vo- 
luntad de  sus  dueños,  quienes,  como  propietarios  del  terreno  y 
sus  árboles,  eran  libres  en  aprovecharlos  con  entera  libertad. 
En  seguida  que  los  particulares  que  solicitasen  someter  los  arbo- 
lados de  su  propiedad  al  régimen  de  los  montes  del  estado,  go- 
zasen de  la  misma  protección  que  si  fuesen  del  dominio  público. 
Más  adelante  se  prohibió  á los  dueños  de  árboles  situados  á la 
inmediación  de  las  carreteras  cortarlos  sin  licencia  de  la  auto- 
ridad local  respectiva,  y con  la  obligación  de  plantar  en  el  mismo 
paraje  tres  por  cada  uno  de  los  que  cortasen,  vedando  absoluta- 
mente sacar  ó arrancar  las  raíces.  Y por  último  se  declaró  que 


(1)  IlMd  , ley  27. 

(2)  Decreto  de  las  Córtes  do  14  de  Enero  de  1842. 
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los  neíTOcios  contenciosos  de  montes  y plantíos  de  propios  ó 
apropiados  eran  de  la  competencia  del  Consejo  (1). 

1029. — Una  ordenanza  particular  fundada  en  ios  principios  de 
Ja  ciencia  administrativa,  conciliadora  del  interés  piiblico  con  el 
derecho  de  propiedad,  fué  el  primer  paso  que  dio  el  Gobierno 
para  introducir  el  orden  en  este  cáos  (2).  Mas  como  el  restable- 
cimiento de  la  Constitución  de  1812  en  13  de  Agosto  de  1836  in- 
dujese también  á restablecer  otro  sistema  administrativo  análo- 
go, el  cual  favorecía  el  uso  y aprovechamiento  de  los  montes  de 
propios  y comimes  sin  limitación  alguna,  poniéndolos  bajo  la 
inspección  inmediata  y entregándolos  al  cuidado  y vigilancia  de 
los  Ayuntamientos  (3),  volvimos  á caer  en  el  extremo  opuesto 
de  gobernar  muy  poco  huyendo  de  gobernar  demasiado,  y las 
ordenanzas  de  1833  dejaron  de  tener  fuerza  legal  en  cuanto  eran 
contrarias  á los  principios  consagrados  en  la  ley  de  Cádiz.  Esta 
omnímoda  libertad  otorgada  á los  Ayuntamientos  produjo  gra- 
ves abusos  que  hubieran  terminado  en  la  tala  y devastación  de 
todos  los  montes  de  los  pueblos,  si  el  Gobierno  no  hubiese  acu- 
dido prontamente  á ponerles  coto,  á cuyo  fin  conducía  la  medi- 
da dictada  en  vista  de  la  urgente  necesidad  de  proveer  á la  con- 
servación y fomento  del  arbolado  que  reservaba  al  Gobierno  la 
administración  de  todos  los  montes  y plantíos  realengos  y de 
dueño  no  conocido  (4),  y otras  más  directas  todavía  en  las  cua- 
les se  prohibió  á los  Ayuntamientos' hacer  descuajes,  rompimien- 
tos ni  corta  alguna  sin  su  autorización  (5). 

Tal  es  el  espíritu  de  la  legislación  vigente:  respeto  á la  pro- 
piedad en  cuanto  á los  montes  particulares;  tutela  administrati- 
va en  los  comunes  y de  establecimientos  públicos,  y acción  di- 
recta é inmediata  en  todos  los  del  estado. 


(1)  lícal  órden  de  18  de  Setiembre  de  ISU,  real  decreto  da  19  de  Octubre  da  1814  y reales 
órdenes  de  26  de  Ag-oatg  de  181G,  10  de  Diciembre  de  ISn,  15  de  Setiembre  de  1818  y 13  de 
Enero  de  1829. 

(2)  Ordenanzas  generales  da  montes  de  22  de  Diciembre  de  1833. 

(3)  Decreto  de  las  Cortes  de  24  de  Noviembre  de  1836  restableciendo  el  de  14  de  Enero 
de  1812,  y real  decreto  de  15  de  Octubre  del  mismo  año  restableciendo  la  ley  de  3 de  Febre- 
ro de  1323. 

í't)  Real  decreto  de  31  de  Mayo  de  1837. 

l5)  Real  orden  de  24  do  Diciembre  de  1833  y orden  del  Regente  de  6 de  Noviembre  de  184D 
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Artículo  2.*^ — Ádministracion. 


1630.  — Montes,  según  la  ley. 

1631.  — Su  clasificación. 

1632. — Administración  de  los  mon- 

tes del  estado. 

1633. — Intervención  del  Gobierno 

en  los  públicos. 


1634. — Tutela  administrativa. 

1635.  — Autoridad  de  los  goberna- 

dores. 

1636. — Atribuciones  de  los  agentes 

inferiores. 

1637.  — Cautelas. 


1630. — Llámanse  montes  todos  los  terrenos  cubiertos  de  ár- 
boles á propósito  para  la  construcción  naval  ó civil,  carboneo  y 
demás  necesidades,  ya  sean  altos,  bajos,  bosques,  sotos,  plan- 
tíos ó matorrales  de  toda  especie  distinta  de  los  olivares,  fru- 
tales ó semejantes  plantaciones  de  especial  fruto  ó cultivo  agra- 
rio (1). 

1631.  — Divídense  en  montes  del  estado,  de  ios  pueblos,  de  cor- 
poraciones ó establecimientos  públicos  y de  particulares. 

1632.  — Los  montes  del  estado  corren  á cargo  del  ministerio 
de  Fomento  que  los  administra,  cuidando  de  aplicar  las  leyes  y 
reglamentos  especiales,  porque  en  efecto  así  lo  requiere  este  gé- 
nero de  riqueza,  lenta  en  crecer,  breve  en  acabar  y de  utilidad 
superior  á todo  encarecimiento, 

1633.  — El  principio  de  la  tutela  administrativa  sobre  los  mon- 
tes de  los  pueblos  y establecimientos  públicos,  no  sólo  está  con- 
forme con  la  doctrina  expuesta  repetidas  veces  en  el  discurso  del 
presente  libro,  sino  que  proclama  la  necesidad  de  precaver  los 
muchos  abusos  que  solian  cometer  las  corporaciones  populares, 
siempre  que  la  ley  reconoció  su  exclusiva  competencia  para  ha- 
cer cortas  y talas  en  los  montes  y bosques  del  común. 

No  habría  inconveniente  en  concederles  el  pleno  y absoluto 
dominio,  y por  tanto  la  conservación  y beneficio  de  los  montes 
de  su  propiedad,  si  estuviesen  animadas  de  aquel  amor  á la  tra- 
dición que  en  la  antigua  Roma  y en  la  moderna  Inglaterra  se 
revela  en  el  respeto  á los  árboles  viejos  y á los  troncos  carco- 
midos. La  misma  superstición  velaba  en  la  antigüedad  sobre  es- 
tas reliquias,  pues  habia  bosques  sagrados  y venerados  como 


[1)  Ordenanzas  de  montee  de  22  de  Diciembre  de  1833,  art.  1. 
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templos.  Hoy  el  espíritu  de  la  destrucción  se  apoderó  de  los  pue- 
blos que  no  reparan  ni  vacilan  en  entregar  al  hacha  del  leñador 
mil  y mil  encinas  seculares. 

1634. — Los  montes  públicos,  ó sean  de  los  pueblos  y corpora- 
ciones sometidas  á la  alta  tutela  administrativa,  están  sujetos  á 
la  intervención  del  Gobierno : 

I.  Para  que  su  explotación  se  encierre  dentro  de  los  límites 
de  la  producción  natural. 

II.  Para  que  se  observen  las  leyes  y reglamentos  del  ramo, 
así  en  la  parte  facultativa  como  en  la  administrativa. 

III.  Para  que  la  guardería  de  todos  ellos  se  ajuste  á un  siste- 
ma uniforme  que  corresponda  á los  fines  de  su  instituto. 

Los  particulares  ó pertenecientes  al  dominio  privado  gozan 
de  plena  libertad,  salvo  las  pocas  y necesarias  restricciones  que 
exige  la  observancia  de  las  reglas  generales  de  policía  (1). 

1635.  — Los  gobernadores  de  provincia  son  los  encargados  en 
su  respectivo  territorio  de  la  administración  de  dichos  montes, 
teniendo  bajo  sus  órdenes  para  el  mejor  desempeño- de  este  ser- 
vicio un  ingeniero  del  ramo  y el  número  conveniente  de  sobre- 
guardas y guardas,  cuyo  personal  distribuye  el  ministro  de  Fo- 
mento entre  las  provincias. 

Al  ministro  corresponde  el  nombramiento  de  los  primeros  que 
deben  ser  agrimensores  ó peritos  agrícolas.  La  dirección  del  ra- 
mo nombra  los  sobreguardas  y guardas  (2) . 

No  pueden  ser  peritos  ni  guardas  ios  tratantes  en  maderas,  ni 
los  que  ejerzan  industrias  ó posean  fábricas  ó establecimientos 
de  cualquiera  clase  en  que  hayan  de  emplearse  productos  de  los 
montes  (3). 

1636. — Estos  agentes  administrativos  ejercen  atribuciones  co- 
munes y especiales.  Las  primeras  son  relativas  á la  conserva- 
ción y mejora  de  los  montes;  á la  observancia  de  las  ordenanzas 
y disposiciones  vigentes;  á la  persecución  de  los  contraventores 
sorprendidos  in  fraganti;  á la  denuncia  ante  los  alcaldes  y jue- 
ces de  primera  instancia  del  distrito  de  los  daños  ocasionados  en 
los  montes;  á la  vigilancia  de  toda  innovación  advertida  en  los 
lindes,  cultivo  y aprovechamiento  de  los  que  están  á su  cuidado; 


(1)  Ley  de  24  de  Mayo  do  186Í4,  art.  14. 

Í2]  Decreto  de  27  de  Diciembre  de  1863, 

(8)  Ucalñs  decretos  de  12  de  Junio  y 28  de  Noviembre  da  l85y, 
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á promover  su  deslinde  y amojonamiento  y custodiar  los  títulos, 
planos  y otros  documentos  (1). 

1637. — Para  asegurarse  el  Gobierno  de  su  independencia  y 
fidelidad  les  prohíbe : 

I.  Tratar  en  maderas  ó leñas,  ser  ganaderos  y ejercer  clase 
alguna  de  industria  en  que  hayan  de  emplearse  como  materia 
principal  los  productos  y despojos  de  los  montes,  so  pena  de 
destitución. 

n.  Ejercer  su  destino  en  los  distritos  donde  hagan  su  provi- 
sión de  maderas  y leñas  como  propietarios,  ó como  arrendata- 
rios de  herrerías,  fundiciones,  hornos,  fábricas  de  vidrio  y de- 
más establecimientos  íábriles  é industriales  para  cuyo  sosteni- 
miento se  necesite  combustible  vegetal. 

III.  Recibir  de  los  Ayuntamientos  y establecimientos  públicos 
género  alguno  de  retribución  ó sobresueldo. 

Todos  los  empleados  del  ramo  de  montes  están  sujetos  á las 
ordenanzas  del  ramo. 

Las  atribuciones  especiales  se  consignan  con  toda  extensión 
en  el  reglamento  citado  y en  diversas  órdenes  posteriores  (2). 

El  Gobierno  ha  reconocido  la  necesidad  de  tener  por  auxilia- 
res agentes  entendidos  en  selvicultura,  tanto  en  la  parte  facul- 
tativa como  en  punto  á su  legislación  y jurisprudencia,  y creó 
una  escuela  especial  de  ingenieros  de  montes  y plantíos  de  don- 
de salen  las  personas  encargadas  del  servicio  faciütativo  en  cada 
distrito  (3). 


Artículo  3.® — Deslmde. 


1638*-^Clasificacion  délos  montes. 

1639. — Montes  públicos. 

1640.  — Formación  del  catálogo. 

1641. — Deslinde. 

1642.  — Procedimiento. 

1643. —Publicidad. 


1644. --Audiencia  de  ios  intere.sa- 

dos. 

1645. — Oposición. 

1646.  — Cuestiones  de  propiedad. 

1647. — Aprobación  d(d  expediente. 

1648. — Amojonamiento. 


(1)  Rog^lameuto  de  24  de  Marzo  de  1846,  art.  1. 

(2)  Reglamento  de  24  de  Marzo  de  1846,  art.  2 y sig.,  y reales  órdenes  de  4 y 23  do  Mayo  y G 
de  Julio  de  1846  y 10  de  Diciembre  de  1861, 

(3)  Reales  decretos  de  1.®  do  Mayo  de  1835  y 16  de  Marzo  de  1842,  reglamento  de  esta  fe- 
cha, reales  decretos  de  13  do  Noviembre  de  1846  y 16  de  Marzo  de  1859,  reglamento  de  18  do 
Mayo  de  1862,  decretos  do  24  de  Octubre  de  18t0,  21  de  Marzo  de  1873,  11  de  Julio  do  1874,  y 
real  decreto  de  19  de  Febrero  de  1875. 

TOMO  II.  9 
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1640.— Aprovechamientos  particu-  1651. — Usurpación  de  montes  pil- 
lares. blicos. 

1050,— Reclamación  de  deslinde. 


1638.  — Gomo  la  administración  tiene  distintos  deberes  que 
cumplir  en  cuanto  á cada  clase  de  montes,  pues  ya  ejerce  los 
derechos  de  un  propietario,  ya  desempeña  el  cargo  de  un  tutor, 
y ya  en  fin  se  limita  á proteger  el  dominio  particular,  su  prime- 
ra Obligación  es  clasificarlos  y deslindarlos  para  conocer  la  línea 
de  su  competencia. 

1639.  — Son  montes  públicos  para  los  efectos  de  la  ley,  no  so- 
lamente los  del  estado,  pero  también  los  de  los  pueblos  y corpo- 
raciones que  dependen  del  Gobierno  y se  hallan  exceptuados  de 
la  desamortización,  asi  como  los  declarados  enajenables  mientras 
no  pasan  al  dominio  particular. 

1640.  — En  cada  provincia  debe  formarse  un  catálogo  de  los 
montes  que  existen  en  ella,  con  distinción  de  los  que  son  del  es- 
tado y los  que  pertenecen  á los  pueblos  y establecimientos  pú- 
blicos. La  inclusión  de  un  monte  en  el  catálogo  no  prejuzga  la 
cuestión  de  propiedad. 

Los  que  se  consideren  agraviados  con  la  inclusión  de  un  mon- 
te en  el  catálogo  en  el  concepto  de  que  es  propiedad  del  estado, 
de  un  pueblo  ó de  una  corporación  pública,  pueden  acudir  al  Go- 
bierno ó al  gobernador  de  la  provincia  por  la  via  gubernativa 
solicitando  la  exclusión.  Si  la  providencia  fuere  confirmada,  po- 
drán los  interesados  deducir  la  acción  correspondiente  ante  los 
tribunales  de  justicia  (1). 

1641.  — Clasificados  los  montes  se  procede  al  deslinde,  el  cual 
es  un  acto  puramente  gubernativo,  mientras  no  hay  oposición 
de  parte.  Deslindar  los  montes  es  fijar  la  competencia  de  la  ad- 
ministración distinguiendo  los  públicos  de  los  privados. 

Corresponde  á la  administración  entender  en  el  deslinde.  Los 
Ayuntamientos  y las  corporaciones  que  de  ellos  dependen,  pro- 
mueven el  de  los  montes  de  su  pertenencia,  y si  no  lo  hacen, 
lo  acuerdan  los  gobernadores  de  oficio.  Si  por  la  colindancia  de 
un  monte  público  con  otros  particulares  hubiese  peligro  de  in- 
vasiones, pueden  declararlo  en  estado  de  deslinde. 


(1)  Reglamento  do  U do  Mayo  de  1865,  arta.  I.®  y aíg; 
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Los  ingenieros  y sus  ayudantes  son  los  encargados  de  la  eje- 
cución inmediata,  auxiliándolos  el  gobernador  con  toda  su  auto- 
ridad. 

1642.  — Antes  de  proceder  al  apeo,  los  ingenieros  reúnen  to- 
dos los  datos  y antecedentes  relativos  á los  montes  que  hayan 
de  deslindarse  y que  comprueben  su  extensión  y los  derechos 
del  estado  á ellos.  En  su  vista  redactan  y presentan  al  goberna- 
dor de  la  provincia  una  memoria  relativa  á la  propiedad  de  los 
montes,  mostrando  las  razones  en  que  se  funda  y proponiendo  el 
modo  de  hacer  el  apeo  con  acierto. 

Los  montes  que  las  Diputaciones  provinciales  hubiesen  ven- 
dido, permutado,  dado  á censo  6 enajenado  de  cualquier  modo 
miéntras  regia  la  ley  de  3 de  Febrero  de  1823,  deben  incluirse 
en  los  deslindes,  pues  siendo  así  que  dicha  ley  no  las  autorizaba 
sino  para  disponer  de  las  fincas  de  los  propios  con  audiencia  de 
los  Ayuntamientos  respectivos,  sus  actos  son  nulos  en  cuanto  á 
los  montes  que  pertenecían  al  estado.  Pero  no  así  se  incluyen 
los  repartimientos  hechos  á particulares  en  virtud  del  decreto  de 
las  Cortes  de  11  de  Enero  de  1813,  si  en  algún  caso  comprendió 
montes  realengos  ó baldíos  de  la  nación. 

También  son  objeto  de  los  deslindes  los  arbolados  pertenecien- 
tes á propios  dados  á censo  enfitéutico  por  las  Diputaciones  pro- 
vinciales sin  observar  las  reglas  precisas  de  que  fuesen  cedidos 
á venta  real  y por  capital  en  dinero,  cuando  respecto  á alguno  ó 
algunos  hubiere  motivo  para  creer  que  no  los  poseyeron  con  tí- 
tulo legítimo,  porque  no  sólo  hay  vicio  de  nulidad  en  estos  actos, 
sino  que  además  el  gobernador  de  la  provincia,  en  calidad  de 
conservador  de  los  montes  públicos,  tiene  el  derecho  y el  deber 
de  rescatar  todo  lo  usurpado. 

Asimismo  están  sujetos  al  deslinde  los  montes  ya  deslindados 
por  los  gobernadores,  cuyas  providencias  en  este  caso  no  se  con- 
sideran ejecutorias  sino  interinas  hasta  la  revisión  de  las  ope- 
raciones y la  aprobación  definitiva  del  Gobierno  (1). 

1643.  — El  gobernador  de  la  provincia  anuncia  al  público  con 
dos  meses  de  anticipación  por  medio  del  Boletín  Oficial  y de  edic- 
tos fijados  en  los  pueblos  en  donde  radiquen  los  montes,  el  dia 
en  que  debe  empezar  el  deslinde.  Además  cita  particularmenÍÉí 


(l)  Real  órden  de  19  de  Diciembre  do  1849i 
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y con  la  misma  antelación  á cada  uno  de  los  propietarios  colin- 
dantes; y no  pudiendo  serlo  en  sus  personas,  se  extiende  por 
diligencia  y se  hace  igual  emplazamiento  á sus  respectivos  ad- 
ministradores , colonos  ó parientes  más  inmediatos. 

1644.—lXirante  este  plazo  las  partes  interesadas  presentan  al 
gobernador  las  peticiones,  documentos  y pruebas  que  estimen 
convenientes  á la  defensa  de  sus  derechos , so  pena  de  no  ser 
oidos.  No  se  admiten  otras  pruebas  que  los  títulos  anteriores  de 
propiedad , la  prescripción  y aquellos  documentos  que  con  todas 
las  formalidades  legales  comprueben  el  derecho  de  los  intere- 
sados. 

4045. — El  ingeniero  procura  terminar  por  avenencia  las  cues- 
tiones á que  diere  lugar  el  deslinde,  y cuando  no  logra  la  con- 
ciliación , lo  pone  en  noticia  del  gobernador  de  la  provincia  para 
que  resuelva  por  la  via  gubernativa.  Si  las  partes  no  se  aquietan 
con  su  providencia , pueden  usar  de  su  derecho  ante  el  tribunal 
competente , es  decir,  ante  la  Comisión  provincial  ó el  juez  de 
primera  instancia  á cuya  jurisdicción  pertenezcan  los  montes  se- 
gún los  casos. 

1646.  — Cuando  por  cuestiones  de  propiedad  fuere  preciso  acu- 
dir á los  tribunales  ordinarios , deben  los  interesados  abstenerse 
de  deducir  su  acción  miéntras  no  se  halle  concluido  y resuelto  el 
expediente  gubernativo  sobre  la  pertenencia  de  los  montes,  su 
deslinde  y amojonamiento.  Durante  la  operación  del  apeo  y mién- 
tras no  se  declara  en  juicio  contradictorio  el  derecho  de  propie- 
dad , los  poseedores  de  los  montes  continúan  en  el  goce  y apro- 
vechamiento de  sus  productos , aunque  dando  lianza  de  conser- 
var aquellas  propiedades  en  su  estado  actual , y respondiendo  de 
todos  los  daños  y deterioros  sucesivos  de  tal  manera  que  hayan 
de  entregarse  al  que  resulte  propietario  como  existían  al  anun- 
ciarse los  deslindes. 

Según  va  el  ingeniero  verificando  el  deslinde  de  cada  propie- 
dad , designa  sus  límites  y firma  este  artículo  con  el  propietario 
colindante;  y si  éste  lo  rehúsa,  no  por  eso  invalida  ni  entorpe- 
ce el  curso  de  las  diligencias.  En  ellas  deben  constar  las  propues- 
tas y aun  las  simples  observaciones  de  unas  y otras  partes,  cuan- 
do discordaren  en  el  señalamiento  de  los  confines. 

1647. — Terminadas  las  diligencias,  se  pasan  al  gobernador, 
para  que  teniendo  presente  lo  actuado  y las  reclamaciones  ó 
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protestas  en  tiempo  hábil,  apruebe  (5  desapruebe,  oida  la  Diputa- 
ción provincial,  el  deslinde  practicado.  Si  lo  desaprueba,  se  prac- 
tica de  nuevo;  y si  lo  aprueba,  se  notifica  á las  partes  interesadas 
y se  procede  al  amojonamiento  del  monte,  á no  haberse  inter- 
puesto reclamación  por  la  via  contenciosa,  en  cuyo  caso  se  sus- 
pende la  Operación  hasta  que  recaiga  fallo  ejecutorio. 

1648.  — ^Un  mes  después  de  verificado  el  deslinde,  con  fijación 
de  dia  y citación  de  los  interesados,  el  ingeniero  da  principio  al 
amojonamiento  de  los  montes  deslindados.  Si  emplease  mojones 
de  piedra  ó madera,  los  propietarios  colindantes  deben  costear 
su  colocación  según  los  términos  demarcados  á sus  montes  res- 
pectivos, y si  después  quisiesen  rodear  sus  propiedades  con  cer- 
ca, seto  ó zanja,  lo  pueden  hacer  dentro  de  su  propio  terreno, 
sin  ocupar  el  de  la  propiedad  colindante  (1). 

Al  colocar  los  hitos  ó mojones  debe  respetarse  la  posesión  de 
aquellos  terrenos  considerados  de  propiedad  particular  que  ha- 
yan quedado  dentro  de  los  límites  señalados  al  monte  público 
deslindado,  mientras  los  tribunales  de  justicia  no  declaren  por 
sentencia  firme  el  derecho  de  propiedad  á favor  del  estado  ó de 
la  corporación  administrativa  á quien  se  atribuye  el  monte  en 
cuestión. 

1649.  — Cuando  por  resultado  del  deslinde  se  reconozca  á favor 
de  un  particular  la  propiedad  de  un  terreno  respecto  del  cual  se 
haya  limitado  la  libertad  de  los  aprovechamientos,  se  alza  la  pro- 
hibición; y si  el  reconocimiento  de  la  propiedad  fuese  sólo  de 
una  parte,  subsiste  la  prohibición  en  cuanto  al  resto,  mientras 
no  sea  vencida  la  administración  en  juicio  por  la  via  contencio- 
sa ó ante  la  jurisdicción  ordinaria,  según  los  casos. 

1650.  — Los  dueños  de  los  terrenos  colindantes  con  montes  pú- 
blicos exceptuados  de  la  venta  y no  deslindados  pueden  reclamar 
el  deslinde,  y entonces  debe  procederse  al  apeo  con  la  mayor 
brevedad,  y como  si  fuese  acordado  de  oficio. 

1651.  — Guando  haya  presunción  fundada  de  que  un  monte  con- 
siderado de  dominio  particular  y que  no  confina  con  otro  reco- 
nocido por  público,  ha  sido  usurpado  en  todo  ó en  parte  al  esta- 
do, á un  pueblo  ó establecimiento  público,  el  que  entienda  tener 
el  derecho  de  propiedad  debe  hacer  su  reclamación  ante  los  tri- 

(1)  Real  decreto  de  1,"  de  Abril  de  1846  y real  6rden  de  15  de  Marzo  de  1860, 
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bimales  de  justicia  c6n  arreglo  á las  leyes  del  fuero  común.  El 
descuido  de  los  funcionarios  á quien  se  deiuincie  la  presunción, 
implica  su  responsabilidad  (1). 


Artículo  4.^^ — Enajenación. 


1052.— Utilidad  de  los  montes. 

1653. — Daños  y peligros  de  su  ex- 

ceso. 

1654. — Proporción  conveniente. 

1655. -Clasificacion  para  la  venta. 

1656. — Montes  que  deben  enaje- 

narse. 


1657. — Montes  exceptuados  de  la 

enajenación. 

1658. — Repoblación. 

1659.  — Critica. 

1660.  — Expedientes  de  enajena- 

ción. 

1661. — Subastas. 


1652.  — La  salud  pública,  la  frecuencia  de  las  lluvias,  el  apro- 
vechamiento de  las  aguas,  el  peligro  de  las  inundaciones,  el  pro- 
greso del  cultivo  y la  justa  protección  de  la  ganadería  exigen 
cierta  proporción  conveniente  de  bosques  y tierras  de  labor  que 
no  es  posible  establecer  según  una  ley  general. 

Los  árboles  no  atraen  las  lluvias,  como  suelen  decir,  pero  in- 
fluyen en  la  temperatura  y en  el  grado  de  humedad  de  la  atmós- 
fera. Toda  la  cantidad  de  agua  que  se  desprende  de  las  nubes  se 
distribuye  en  tres  partes:  una  penetra  en  la  tierra,  otra  se  eva- 
pora y otra  corre  por  la  superficie  hasta  juntarse  á los  rios  y per- 
derse en  el  mar.  Las  raíces  de  los  árboles  abren  paso  al  agua  que 
va  formando  depósitos  subterráneos  de  donde  salen  los  manan- 
tiales y los  rios,  y las  ramas  cubiertas  de  espeso  follaje  impiden 
que  los  rayos  del  sol  aceleren  la  evaporación;  en  tanto  que  los 
bosques  disminuyen  la  furia  de  los  torrentes,  las  avenidas  y las 
inundaciones  que  además  de  causar  grandes  estragos,  despojan 
á las  montañas  de  su  tierra  vegetal,  y se  tornan  estériles  como 
las  rocas. 

1653. — Sin  embargo,  del  exceso  de  los  bosques  nacen  también 
daños  y peligros,  porque  si  la  tierra  empapada  en  agua  se  resis- 
te á absorber  las  llovedizas,  naturalmente  se  estancan  en  la  su- 
perficie con  menoscabo  de  la  salubridad  del  país,  ó se  precipitan 
de  los  montes  á los  valles.  Añádese  á esto  que  la  demasiada  hii- 


(I)  Reglamento  de  11  de  Mayo  de  1865,  arts,  17  y sig, 
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medad  de  la  tierra  y del  aire  perjudica  á la  vef^etacion,  y que 
los  grandes  bosques  roban  mucho  espacio  á la  agricultura. 

1654.  — Síguese  de  aquí  que  el  Gobierno  debe  procurar  el  equi- 
librio de  los  montes  poblados  de  árboles  y las  llanuras  entrega- 
das al  cultivo,  pues  si  llega  á romperse  y esta  perturbación  se 
hace  duradera,  padecerán  la  población  y la  riqueza  grave  que- 
branto por  falta  ó sobra  de  aguas.  Por  eso,  la  última  ley  de  des- 
amortización exceptúa  los  montes  y bosques  cuya  venta  no  crea 
oportuna  el  Gobierno  (1). 

1655.  — La  prudente  reserva  del  legislador  abandonó  la  clasi- 
ficación de  los  montes  al  recto  criterio  del  poder  administrativo, 
y en  uso  de  sus  facultades  dividió  todos  los  de  España  en  tres  cla- 
ses según  las  especies  arbóreas,  á saber: 

I.  Montes  exceptuados  de  la  enajenación. 

IL  Montes  de  enajenación  dudosa. 

IIL  Y montes  en  estado  de  venta  (2) . 

Posteriormente  acordó  el  Gobierno  suspender  la  enajenación 
de  los  terrenos  que  aun  estando  desnudos  de  árboles,  forman  las 
montañas,  las  riberas  escarpadas,  las  costas  acantiladas,  las  du- 
nas, los  arenales  y demás  que  no  siendo  á propósito  para  el  cul- 
tivo agrícola,  deben  ser  objeto  de  plantíos  (3). 

La  clasificación  de  los  montes  por  las  especies  arbóreas  que 
en  ellos  predominan  se  funda  en  la  necesidad  de  distinguir  los 
altos  y huecos  de  los  bajos  y cerrados,  aquéllos  más  útiles  que 
éstos  para  conservar  las  condiciones  favorables  del  clima.  El 
Gobierno  pensó  que  los  primeros  no  pueden  ser  conveniente- 
mente poseidos  y cuidados  por  el  interés  individual.  La  acción 
privada  (dijo)  ha  de  sacrificar  siempre  á ganancias  presentes 
y seguras  las  probabilidades  de  los  productos  que  no  han  de  rea- 
lizarse sino  al  cabo  de  plazos  larguísimos.  Las  maderas  necesa- 
rias para  la  construcción  civil  ó naval  no  abastecerán  jamás  el 
mercado  en  cantidad  suficiente,  si  han  de  ser  objeto  de  especula- 
ción privada  la  siembra  ó plantación,  el  cuidado  y fomento  de 
los  árboles  que  las  producen  (4) . 

Para  plantear  su  sistema  ordenó  que  los  ingenieros  de  montes 


(1)  Ley  de  1."  de  Mayo  de  1855,  art.  2,  § 6, 

(2)  Real  decreto  de  26  da  Octubre  da  1855. 

(3)  Real  decreto  de  16  de  Febrero  de  1859. 

(4)  Real  órden  de  IT  de  Febrero  de  1859. 
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practicasen  reconocimientos  facultativos,  clasificasen  los  montes 
de  cada  provincia,  redactasen  memorias  y formasen  estados  de 
nuestra  ricpieza  forestal  (1).  Deseaba  el  Grobierno  reunir  noticias 
para  levantar  la  estadística  provisional  de  los  montes  públicos 
de  España,  é ilustrarse  con  la  opinión  de  la  Junta  especial  de 
Montes  que  debia  escribir  una  memoria  ó resúmen  de  todas  las 
presentadas  por  los  ingenieros,  dando  asi  unidad  á sus  trabajos 
y sometiéndolos  á un  criterio  superior  (2).  Hízose  la  clasificación 
apetecida  y fué  aprobada  (3). 

Fueron  declarados  en  situación  de  venía  los  montes 
del  estado,  de  los  pueblos  y establecimientos  públicos,  excepto 
los  que  por  sus  especies  arbóreas,  por  razones  cosmológicas,  ó 
por  suponerlos  de  aprovechamiento  común  ó dehesas  boyales 
debían  conservarse  y seguir  bajo  el  régimen  de  las  ordenanzas 
del  ramo  (4),  y se  dictaron  providencias  para  impedir  la  enaje- 
nación de  los  reservados,  encargando  á los  gobernadores  que 
con  el  aviso  del  ingeniero,  suspendiesen  la  subasta  ó anulasen  el 
remate  (5) . 

No  contento  el  Gobierno  con  los  estudios  hechos  hasta  entón- 
eos, ni  persuadido  de  la  bondad  de  la  clasificación,  ni  del  acier- 
to en  las  excepciones,  reformó  las  bases  adoptadas. 

Partiendo  del  principio  consignado  en  el  real  decreto  de  26  de 
Octubre  de  1855,  dijo:  Hay  tres  clases  de  montes,  la  primera 
compuesta  de  las  especies  arbóreas  que  no  se  encuentran  por  re- 
gla general  sino  en  las  altas  sierras,  en  las  grandes  pendientes 
y en  los  terrenos  inútiles  para  el  cultivo  agrario  y que  rinden 
productos  seculares,  cuya  conservación  no  puede  esperarse  del 
interés  individual.  Esta  clase  debe  quedar  exceptuada  de  la  ven- 
ta. La  segunda  comprende  especies  que  tienen  turnos  cortos 
para  sus  producciones,  y que  no  suelen  ocupar  las  grandes  aspe- 
rezas del  suelo,  ni  ser  la  única  defensa  de  la  tierra  vegetal,  y se 
entrega  desde  luégo  á la  enajenación.  La  tercera  es  un  término 
medio  entre  el  monte  alto  y el  bajo,  y -entran  en  ella  especies 
que  así  suelen  encontrarse  en  los  campos  ma's  fértiles  como  en 


{ 1 ) Real  orden  da  n de  Febrero  de  1859. 

(2)  Real  órdea  da  1 do  Mayo  de  1859. 

(31  Real  orden  do  33  de  Setiembre  de  1859. 
(1)  Real  órcloti  de  1.'’  de  Julio  de  1859, 

(5)  Real  orden  de  15  do  Diciombre  de  1859, 
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las  montañas  y los  abismos,  y estos  fueron  también  incluidos  en 
■ la  categoría  de  los  enajenables. 

1657.  — La  imperfecta  estadística  de  nuestra  riqueza  forestal 
vino  á demostrar  que  los  montes  exceptuados  de  la  venta  según 
la  clasificación  aprobada  por  el  Gobierno,  ascendian  á 19.000,  de 
los  cuales  habia  más  de  2.500  que  no  cubrían  una  hectárea,  más 
de  3.800  que  ocupaban  de  1 á 10,  y más  de  5.400  que  pasando 
de  10  no  llegaban  á 100;  y considerando  que  las  pequeñas  suer- 
tes de  arbolado  no  reportan  la  utilidad  que  los  grandes  bosques, 
al  paso  que  exceptuó  de  la  venta  los  montes  poblados  de  pinos, 
robles  ó hayas,  limitó  la  excepción  á los  que  cubriesen  á lo  mé- 
nos  100  hectáreas;  bien  que  para  calcular  esta  medida  permitió 
acumular  los  que  distasen  entfe  sí  ménos  de  un  kilómetro  (1). 

Eran  disposiciones  de  carácter  reglamentario  á las  cuales  pu- 
sieron las  Cortes  el  sello  legislativo,  añadiendo  que  el  Gobierno 
quedaba  autorizado  para  adquirir  á nombre  del  estado  los  mon- 
tes de  los  pueblos  y establecimientos  públicos  por  mutuo  conve- 
nio en  los  casos  que  conviniese  al  servicio,  y para  permutar  sus 
montes  por  otros  públicos  ó particulares  que  fuesen  de  las  espe- 
cies exceptuadas  (2).  Así,  dejando  á salvo  el  principio  de  la  des- 
amortización, se  propuso  satisfacer  las  legítimas  necesidades  del 
país  representadas  por  la  templanza  del  clima,  los  derechos  ad- 
quiridos, los  aprovechamientos  vecinales  y el  desarrollo  de  la 
agricultura. 

1658.  — En  efecto,  aunque  el  Gobierno  abrigaba  el  pensamiento 
de  enajenar  muchos  montes  del  estado  y de  los  pueblos  ó esta- 
blecimientos públicos,  no  pretendía  talar  y destruir  el  arbolado, 
sino  regularizarlo  y distribuirlo,  como  quien  aspira  á poner  orden 
en  el  cultivo  de  su  heredad.  Si  la  ley  por  un  lado  abandona  al  inte- 
rés individual  ciertos  montes  cuya  conservación  no  importa,  por 
otro  procura  compensar  con  nuevas  plantaciones  estas  quiebras 
de  nuestro  arbolado.  El  Gobierno,  para  cumplir  con  ella,  debe 
poblar  de  monte  alto  los  yermos,  los  arenales  y demás  terrenos 
que  no  sirven  de  un  modo  permanente  al  cultivo  agrario,  reser- 
vando con  tal  objeto  los  que  el  estado  posée,  y adquiriendo  otros 
previa  indemnización  y renuncia  de  sus  dueños  al  derecho  de 
hacer  plantíos  por  su  cuenta  dentro  del  plazo  que  se  les  señale. 

(1)  Real  decreto  de  22  de  Enero  de  1862,  y real  orden  de  la  misma  fecha. 

[2)  Ley  de  24  de  Mayo  de  1863. 
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En  todo  caso  se  les  reconoce  la  facultad  de  adquirir  nuevamente 
los  terrenos  que  fueron  do  su  propiedad^  pagando  al  estado  el 
valor  de  los  mismos  y abonándole  el  gasto  invertido  en  el  arbo- 
lado existente  al  tiempo  de  recobrarlos,  si  ejercitan  el  derecho 
de  retroventa  en  el  plazo  de  cinco  años  á contar  desde  el  dia  de 
la  expropiación. 

La  ley  convida  á los  particulares  á repoblar  los  montes  de  su 
pertenencia,  eximiendo  los  nuevos  plantíos  de  la  contribución 
territorial  por  tiempo  de  treinta  años,  y les  ofrece  premios  que 
todavía  no  han  Ajado  los  reglamentos  (1). 

1659.  — Haciendo  cabal  justicia  á los  buenos  deseos  del  legis- 
lador, dudamos  de  su  acierto,  porque  si  la  venta  de  tantos  montes 
y su  corta  inmediata  son  rápidas  y simultáneas,  y la  repoblación 
y crecimiento  de  ios  nuevos  plantíos  tardan  muchos  años  y acaso 
algunos  siglos,  ¿no  es  de  recelar  que  el  tránsito  de  lo  presente  á 
lo  venidero  vaya  acompañado  de  grandes  perturbaciones  y aun 
peligros*?  La  solicitud  y diligencia  del  Gobierno  en  plantar  ¿será 
igual  á la  prisa  y al  furor  de  los  particulares  en  descepar  los  bos- 
ques y desterrar  el  arbolado?  Tantos  años  de  cortas  cosechas  á 
causa  de  extraordinarias  sequías,  ¿no  serán  un  castigo  del  cielo 
que  niega  su  rocío  á ios  campos  sin  sombra  de  la  mitad  de  Es- 
paña? Todo  podria  remediarse,  si  la  enajenación  de  los  montes 
fuese  lenta  y gradual,  de  modo  que  hubiese  una  compensación 
inmediata. 

1660.  — Siempre  que  se  trate  de  enajenar  Ancas  pobladas  en 
todo  ó en  pai'te  de  monte,  deben  los  gobernadores  remitir  al 
ministerio  de  Fomento  copia  literal  y autorizada: 

I.  De  la  solicitud  de  subasta,  ó de  la  orden  del  gobernador  que 
haya  iniciado  el  expediente. 

II.  De  la  tasación  pericial. 

ni.  Del  informe  facultativo. 

El  Gobierno  se  reserva  el  derecho  de  suprema  inspección  y vi- 
gilancia tanto  más  necesario,  cuanto  que  todavía  falta  el  catálogo 
de  los  montes  exceptuados  de  la  venta,  y tal  vez  ocurra  sacar  á 
subasta  pública  alguno  reservado,  en  cuyo  caso  procede  la  sus- 
pensión del  acto  de  orden  superior. 

1661.  — La  subasta  se  lleva  á efecto  prévio  anuncio  en  la  forma 

(1)  Ley  cle23de  Mayo  del845,  contribución  soDre  bienes  inmuebles,  cultivo  y ganadería, 
base  3.a,  y ley  do  24  de  Mayo  de  18C3,  arts.  5 y 15. 
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debida,  y según  los  trámites  que  los  reglamentos  é instrucciones 
marcan  para  los  expedientes  de  desamortización,  si  consta  en  el 
de  venta  que  median  veinte  dias  entre  el  anuncio  y el  recibo  en 
el  ministerio  de  Fomento  de  la  comunicación  y documentos  ar- 
riba expresados. 

Llegado  el  dia  del  remate,  se  adjudica  al  mayor  postor;  y he- 
cha la  adjudicación  subsiste  la  venta,  aunque  después  recaiga  la 
resolución  del  ministerio  mandando  suspenderla  ó prohibiendo 
que  se  lleve  á cabo  (1). 


Artículo  5.'’ — Adqv>isicioti  de  montes,  perymtas  y plantaciones, 

1662. — Trámites  de  ia  adquisición.  1663. — Permutas. 

1662.  — Cuando  los  auxiliares  facultativos  de  la  administración 
juzguen  conveniente  que  el  estado  adquiera  un  monte  de  la  pro- 
piedad de  algún  pueblo  ó establecimiento  público,  deben  presen- 
tar al  gobernador  de  la  provincia  una  memoria  explicativa  de  su 
utilidad.  El  gobernador  oye  al  Ayuntamiento  del  pueblo  ó á la 
administración  del  establecimiento,  y eleva  su  propuesta  al  Go- 
bierno con  su  informe  y el  de  la  Diputación  provincial. 

Si  el  Gobierno,  oida  la  Junta  consultiva  del  ramo,  acuerda  la 
adquisición,  se  procede  á la  tasación  por  el  ingeniero  de  mon- 
tes de  la  provincia  y un  perito  nombrado  por  el  propietario.  En 
caso  de  discordia,  el  juez  de  primera  instancia  del  partido  elige 
un  tercero  que  da  dirima. 

Hecha  la  tasación  definitiva,  pasa  el  expediente  del  ministerio 
de  Fomento  al  Consejo  de  Estado  para  que  emita  en  pleno  su  pa- 
recer. 

Si  el  valor  en  tasación  no  excede  de  250.000  pesetas,  el  Con- 
sejo de  ministros  puede  acordar  la  adquisición,  supuesto  que  ha- 
ya consignado  en  el  presupuesto  el  correspondiente  crédito,  ó 
que  lo  otorguen  las  Cortes.  Si  el  valor  excede  de  dicha  suma,  se 
necesita  una  autorización  legislativa. 

1663.  — Iguales  trámites  se  siguen  para  las  permutas  de  mon- 
tes del  estado  por  otros  públicos  ó particulares , y la  adquisición 


(1)  Real  decreto  de  16  de  Febrero  do  1859,  arts.  3 y sig. 
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de  yermos , arenales  ó cualesquiera  terrenos  que  no  sirvan  de  un 
modo  permanente  al  cultivo  agrario,  siempre  que  sus  dueños  no 
se  comprometan  á hacer  en  ellos  plantaciones  dentro  del  plazo 
que  el  Gobierno  les  señalo.  Si  renuncia  á su  derecho  ó dejan  ex- 
pirar el  plazo  sin  llenar  su  compromiso,  hay  lugar  á la  expropia- 
ción del  yermo  prévia  la  indemnización. 

Todavía  dentro  de  los  cinco  años  siguientes  y después  que  la 
administración  hubiese  hecho  en  los  terrenos  ántes  eriales  las 
plantaciones  proyectadas , pueden  los  antiguos  dueños  revindi- 
carlos, pagando  aí  estado  su  valor  y satisfaciendo  los  gastos  de 
plantación  y conservación  del  arbolado  (1). 


Artículo  6.® — Ee/nndieíon  de  dominios  y servidumbres. 

1664. — Consolidación  del  dominio.  1667.— Servidumbres. 

1665.  — Trámites.  1668. — Incompatibilidad  de  apro- 

1 666.  —Reclamaciones . v echamientos . 

1664.  — Cuando  un  particular  es  dueño  del  suelo  de  un  monte 
cuyo  vuelo  pertenece  al  estado,  á un  pueblo  ó establecimiento 
público,  se  refunden  ambos  dominios  en  el  dueño  del  vuelo,  pré- 
via indemnización  al  particular.  Si  el  vuelo  pertenece  á un  Ayun- 
tamiento ó corporación  escasa  de  recursos  para  indemnizar  al  es- 
tado dueño  del  suelo,  el  Gobierno  puede  anticiparles  la  cantidad 
necesaria  al  efecto,,  o proponerles  la  enajenación  del  vuelo  para 
refundir  por  su  parte  los  dos  dominios. 

1665.  — La  tasación,  las  reclamaciones  y demás  trámites  que 
se  observan  en  la  instrucción  de  estos  expedientes  son  los  mis- 
mos arriba  dichos  respecto  á la  adquisición,  permuta  y planta- 
ción de  yermos. 

La  refundición  del  dominio  se  resuelve  por  real  decreto  acor- 
dado en  Consejo  de  ministros  previa  consulta  del  de  Estado  en 
pleno,  si  el  importe  de  la  indemnización  que  haya  de  satisfacer 
el  estado  excede  de  50.000  pesetas  y no  pasa  de  250.000.  Si  la 
suma  es  menor,  basta  con  una  real  orden:  si  es  mayor,  se  re- 
quiere una  ley. 

1666.  — Las  reclamaciones  fundadas  en  la  violación  de  los  trá- 


(1)  Reglamento  de  n de  Mayo  de  1865,  arte.  47  y sig’. 
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mitos  ó relativas  á la  indemnización,  se  oyen  y fallan  por  la  via 
contenciosa  (1). 

1667.  — La  administración  decide  todas  las  cuestiones  sobre 
subsistencia  ó no  subsistencia  de  servidumbres  y aprovechamien- 
tos vecinales  en  los  montes  públicos , y no  habiendo  conformi- 
dad entre  los  interesados,  se  ventilan  ante  los  tribunales  ordi- 
narios. 

Guando  la  servidumbre  constituida  á favor  de  un  particular  ó 
corporación  no  suscite  cuestión  alguna , y sin  embargo  se  consi- 
dere incompatible  con  la  conservación  del  arbolado,  el  Gobierno 
puede  declarar  la  incompatibilidad,  indemnizando  préviamente 
al  poseedor,  si  lo  exige. 

1668.  — En  toda  declaración  de  incompatibilidad  ó aprovecha- 
miento se  deben  tener  presentes  dos  circunstancias  á saber : 

I.  Que  el  Gobierno,  al  instruir  el  expediente,  oiga  siempre  á 
los  interesados. 

II.  Que  no  hay  lugar  á indemnización  sino  en  el  caso  que  las 
servidumbres  ó disfrutes  vecinales  se  funden  en  algún  título  le- 
gítimo de  los  que  reconoce  el  derecho  como  tales. 

Los  que  presuman  haber  recibido  agravio  de  la  administración 
con  este  motivo,  tienen  expedito  el  recurso  por  la  via  conten- 
ciosa (2). 


AUtículo  Conservación  y henejicio. 


l669^_Administracion  de  los  mon- 
tes. 

1670. — Cortas  y podas  en  los  del 

estado. 

1671. — En  los  de  los  pueblos. 

1672.  — Expedientes. 

1673. — Cortas  extraordinarias. 

1674.  — Subastas. 

1675.  — Publicidad. 

1676. — Personas  excluidas  de  toda 

participación. 

1677.  — Aprobación  del  expediente 

de  remate. 

1678.  — Cumplimiento  de  las  condi- 


ciones. 

1679. — Procedimientos  prelimina- 

res á la  corta. 

1680. — Reglas  que  debe  observar 

el  rematante. 

1681.  — Su  responsabilidad. 

1682.  — Fijación  de  plazos. 

1683. — Prórogas. 

1684. — Contratos  de  cortas  y po- 

das. 

1685 .  — Rescisión. 

1686. — Remedición  y recuento. 

1687. — Productos  de  los  aprove- 

chamientos. 


(1)  Reglamento  de  Í1  de  Mayo  de  1865 , atts.  ^ y sig. 

(2)  Reglamento  de  Í7  do  Mayo  de  1865 , arte.  72  y aig. 
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1688.— Aprovechamientos  meno-  1691.— Usos  y costumbres  íncom- 
pes,  patibles  con  la  conserva- 

Aprovechamientos  por  la  cion  del  arbolado. 

Marina.  1692.— 'Declaración  de  la  incompa- 

1690.— Promiscuidad  de  derechos.  tibilidad, 

1669. __La  buena  administración  de  los  montes  abarca  una 

multitud  de  cuidados  que  consisten  en  restaurarlos,  deslindarlos, 
corregir  las  prácticas  nocivas , oponerse  á los  abusos  invetera- 
dos, ordenar  los  aprovechamientos,  perseguir  los  Mudes,  y en 
fin  dictar  reglas  para  las  siembras  y plantíos  y para  la  conser- 
vación y beneficio  del  arbolado. 

1670.  — No  puede  hacerse  corta  ni  poda  alguna  en  los  montes 
sujetos  al  régimen  de  las  ordenanzas  y legislación  especial  del 
ramo,  sin  licencia  expresa  del  Gobierno  ó del  gobernador  según 
los  casos. 

Las  concesiones  de  cortas,  podas  y demás  aprovechamientos 
forestales  deben  hacerse  de  una  de  las  maneras  siguientes : 

I.  Con  arreglo  á la  ordenación  científica  de  los  montes  res- 
pectivos propuesta  por  los  ingenieros  y aprobada  por  el  minis- 
tro de  Fomento. 

II.  Con  arreglo  á planes  provisionales  de  turnos  de  aprove- 
chamientos. 

III.  En  virtud  de  los  expedientes  anualmente  formados  para 
el  beneficio  de  los  montes. 

IV.  O dictando  providencias  especiales  en  casos  extraordi- 
narios. 

El  deseo  del  Gobierno  es  que  el  aprovechamiento  ó beneficio 
de  todos  los  montes  referidos  se  ajuste  al  orden  que  la  ciencia 
forestal  prescribe,  para  que  rindan  productos  periódicos  sin  me- 
noscabo del  arbolado ; pero  miéntras  no  se  establezca  una  orde- 
nación definitiva,  los  aprovechamientos  se  ajustan  á los  planes 
provisionales  que  forman  los  ingenieros  de  las  provincias.  En 
ellos  se  fijan  los  productos  primarios  y secundarios  que  la  buena 
conservación  permite. 

Ni  el  Gobierno,  ni  los  gobernadores  pueden  conceder  ningún 
aprovechamiento  que  no  esté  comprendido  en  el  plan  anual.  Sin 
embargo  está  permitido  á los  gobernadores  autorizar  ciertos  dis- 
frutes extraordinarios  en  casos  imprevistos,  como  corta  fraudu- 
lenta, remate  caducado,  árboles  derribados  por  el  viento,  etc. 
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El  plan  provisional  de  aprovechamiento  de  ios  montes  de  nna 
provincia,,  aprobado  por  el  Oobíemo,  es  obligatorio  para  los 
Ayuntamientos  y corporaciones  administrativas  que  los  tengan, 
y así  deben  acomodarse  á él  en  sus  acuerdos  y deliberaciones. 

1671.  — Si  ios  montes  fuesen  de  un  pueblo  ó establecimiento 
municipal,  corresponde  al  Ayuntamiento  acordar  las  cortas  ó 
podas;  pero  estos  acuerdos  no  son  ejecutivos  sino  mediante  la 
aprobación  de  la  Comisión  provincial  (1). 

También  puede  un  particular  promover  el  aprovechamiento, 
en  cuyo  caso  debe  ser  oido  el  Ayuntamiento  ó corporación  pro- 
pietaria dei  monte,  y exigirse  al  particular  una  fianza  proporcio- 
nada ántes  de  dar  curso  á su  solicitud  para  que  no  quede  desam- 
parado el  remate. 

1672.  — En  cada  expediente  anual  que  se  instruya,  ha  de  cons- 
tar la  opinión  del  ingeniero  acerca  de  la  clase  de  aprovecha- 
mientos ordinarios  que  podrán  ser  subastados  y de  las  condicio- 
nes facultativas  del  contrato. 

El  gobernador  autoriza  ios  aprovechamientos  ordinarios  de 
los  montes  del  estado  conformándose  con  el  dictamen  del  inge- 
niero, en  dos  casos : 

I.  Si  la  duración  del  contrato  no  excediese  de  dos  años. 

II.  Si  la  tasación  pericial  que  ha  de  servir  de  tipo  para  la  su- 
basta, no  pasa  de  5.000  pesetas.  No  es  lícito  acumular  el  valor 
de  los  productos  que  figuran  en  un  expediente  á los  de  otro  dis- 
tinto, excepto  si  un  mismo  monte  se  extendiese  por  el  territorio 
de  dos  distritos  municipales. 

Corresponde  al  Gobierno  autorizar  los  aprovechamientos: 

I.  Si  no  hay  conformidad  del  gobernador  con  el  dictámen  del 
ingeniero. 

II.  Si  la  duración  del  contrato  excede  de  dos  años. 

III.  Y si  la  tasación  de  los  productos  pasa  de  5.000  pesetas. 

1673.  — Las  cortas  extraordinarias  son  promovidas  por  causas 
imprevistas,  tales  como  la  necesidad  de  extraer  árboles  derriba- 
dos por  el  viento,  los  despojos  de  algún  incendio  ó los  restos  de 
alguna  tala  fraudulenta.  Estos  males  y otros  semejantes  exigen 
á veces  un  remedio  urgente,  y á veces  no  apremian. 

Si  hay  tiempo,  se  instruye  un  expediente  adicional  en  la  for- 


(1)  Ley  municipal,  art.  19, 


144  DERECHO  ADMINISTRATIVO  ESPAÑOL. 

ma  que  hemos  dicho  de  los  anuales.  Si  apura  la  necesidad,  por 
ejemplo,  cuando  la  administración  procura  remediar  los  estra- 
gos de  inundaciones,  incendios  ú otros  siniestros,  el  gobernador 
puede  resolver  por  sí,  oyendo  al  ingeniero,  y dando  en  seguida 
cuenta  al  ministro  de  Fomento,  cuando  el  caso  requiere  la  apro- 
bación superior. 

1074. —Ningún  aprovechamiento  de  montes  sujetos  al  régi- 
men de  las  ordenanzas  se  hace  por  administración.  Así  pues,  es 
regla  general  que  todo  aprovechamiento  de  productos  forestales 
se  adjudique  mediante  pública  subasta. 

Exceptúanse : 

I.  Los  productos  de  los  montes  del  estado  que  el  Gobierno 
necesite  para  el  servicio  de  la  Guerra  ó la  Marina  ú otro  cual- 
quiera que  corra  á cargo  de  la  administración  general;  pero  no 
si  el  servicio  se  desempeña  por  contrata. 

II.  Los  productos  de  todo  monte  público  que  en  virtud  de  usos 
ó títulos  legítimos  reconocidos  por  la  administración,  estén  con- 
siderados de  aprovechamiento  vecinal, 

III.  Los  productos  que  un  particular  ó corporación  estén  en 
posesión  de  aprovechar  por  sólo  el  precio  de  tasación  en  virtud 
de  un  derecho  preexistente , reconocido  asimismo  por  la  admi- 
nistración. 

IV.  Las  cortas  extraordinarias  provocadas  por  calamidades  pú- 
blicas que  exigen  pronto  remedio  (1). 

1675.  — Toda  subasta  debe  anunciarse  con  un  mes  de  anticipa- 
ción, so  pena  de  reputarse  clandestina  y declararse  nula.  Tam- 
bién son  nulas  las  ventas  celebradas  en  pública  subasta , si  no 
han  precedido  los  edictos  correspondientes,  ó si  se  hicieren  en 
otro  paraje  ó dia  distinto  de  los  señalados  en  los  anuncios,  ó del 
que  de  nuevo  se  señalare  en  caso  de  suspenderse  la  venta. 

Guando  las  subastas,  aunque  repetidas,  no  produjeren  resul- 
tado por  falta  de  licitadores  ó de  proposiciones  admisibles,  ca- 
duca la  concesión  del  aprovechamiento  (2). 

1676.  — No  pueden  tomar  parte  en  las  ventas  por  sí  ni  por  me- 
dio de  otras  personas,  directa  ni  indirectamente,  ni  como  prin- 
cipales, ni  como  fiadores: 

I.  El  ingeniero  de  la  provincia,  los  empleados  del  ramo  de 

(1)  Real  orden  de  l.“  de  Setiemijre  de  1860- 

(2)  Real  orden  de  l.°  de  Setiembre  de  1860,  art.  18. 
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montes,  ni  los  que  presiden  las  subastas  o deben  asistir  de  oficio 
á ellas  en  la  extensión  del  territorio  en  donde  ejercen  susfnncio- 
nes,  ni  los  alcaldes  de  los  pueblos  ó pedáneos  de  los  lugares  en 
donde  radiquen  los  montes,  ni  los  encargados  de  su  adminis- 
tración. 

II.  I.os  parientes  por  consanguinidad  ó afinidad  en  línea  di- 
recta, los  hermanos  y cuñados  del  ingeniero  de  la  provincia. 

Los  remates  así  celebrados  son  nulos,  é implican  la  responsa- 
bilidad de  ios  daños  y perjuicios  que  resulten  (1). 

1677.  — Pertenece  al  gobernador  aprobar  el  expediente  de  la 
subasta  5^  decidir  las  reclamaciones  que  se  deduzcan  contra  ella 
con  recurso  por  la  via  contenciosa.  El  remate  sin  embargo  pro- 
duce sus  efectos,  y el  rematante  queda  atenido  á las  resultas  del 
juicio  (2). 

1678.  — El  cumplimiento  de  las  condiciones  del  remate  es  eje- 
cutivo aun  con  apremio  personal  contra  el  rematante,  sus  socios 
y fiadores.  También  se  procede  contra  éstos  del  mismo  modo  y 
mancomimadamente  para  el  pago  de  daños  y perjuicios,  restitu- 
ciones ó multas  en  que  incurra  el  rematante. 

Después  de  la  adjudicación  no  puede  hacerse  novedad  en  la 
situación  y calidad  de  lo  que  debe  cortarse,  ni  añadirse,  ni  quitar- 
se árbol  ni  porción  de  monte  bajo  ningún  pretexto. 

1679.  — Antes  de  empezar  la  corta  debe  el  rematante  pedir  per- 
miso por  escrito  al  ingeniero  de  la  provincia,  y en  los  diez  dias 
siguientes  le  presenta  la  marca  con  que  señalará  los  árboles  de 
su  pertenencia. 

1680.  — ^E1  rematante  no  puede  tocar  á los  árboles  marcados  por 
la  administración,  ni  hacer  corta,  ni  sacar  los  productos  de  ella 
ántes  de  salir,  ni  después  de  ponerse  el  sol:  ni  descortezar  los 
árboles  para  cortarlos,  á no  ser  que  en  las  diligencias  de  subasta 
se  hubiese  expresado  otra  cosa;  ni  hacer  hoyos  li  hornos  para 
carboneo  ó construir  chozas  y talleres  para  sus  operaciones  hasta 
la  saca,  sino  en  los  sitios  que  el  ingeniero  le  designe  por  escri- 
to; ni  arrastrar  los  árboles  ó maderas  por  fuera  de  los  caminos  ó 
carriles  señalados  en  el  pliego  de  condiciones;  ni  exceder  la  ope- 
ración del  término  prefijado,  á no  haber  obtenido  próroga;  ni 
encender  fuego  él , sus  factores  ú operarios  sino  en  sus  chozas 

(1)  Ordenanzas  de  montes,  art.  (38,  y real  orden  de  3 de  Marzo  de  1854, 

(2)  Regrlamento  de  11  de  Mayo  de  18(35,  arts,  16  y sigr. 
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()  talleres;'  lii  mezclar  eii  las  ventas  qne  hiciere  de  lo  adjudicado 
üÉ)‘os  árboles,  leña  ó madera  no  provenientes  de  la  corta  rema- 
tada. 

1681. — Desde  la  lecha  del  permiso  para  cortar  hasta  que  se  dé 
el  descargo  completo  de  buena  corla  á los  rematantes,  son  éstos 
responsables  de  todo  delito  ó daño  que  se  cometa  en  el  monte 
en  la  comprensión  de  su  corta  y doscientas  varas  alrededor,  si  sus 
factores  ó guardas  de  venta  no  lo  denuncian  ó avisan  por  es- 
crito dentro  de  cuatro  dias  al  ingeniero. 

Los  guardas  ó factores  son  nombrados  por  el  rematante  á sa- 
tisfacción del  ingeniero  y prestan  juramento  ante  el  juez  ordi- 
nario del  pueblo.  Pueden  hacer  denuncias  y formalizar  las  dili- 
gencias sumarias  contra  cualquier  dañador  del  terreno  de  su 
corta  y hasta  las  doscientas  varas  de  su  límite,  cuyas  sumarias 
hacen  té,  salva  la  prueba  en  contrario. 

lü82."-Los  ingenieros  y las  Secciones  de  Fomento  cuidan, 
bajo  su  responsabilidad,  de  que  jamás  se  omita  en  el  pliego  de 
condiciones  la  fijación  de  los  plazos  para  todos  los  aprovecha- 
mientos c[ue  se  saquen  á subasta.  Si  á pesar  de  lo  mandado  no 
se  fija  plazo,  se  entiende  que  la  concesión  cesa  al  ano  contado 
desde  la  fecha  de  la  aprobación  del  remate. 

1083. — Cuando  no  pueda  darse  principio  á la  corta  en  tiempo 
opoi’timo,  porque  el  ingeniero  dilatase  otorgar  su  permiso  para 
empezarla  ó por  cualquiera  otro  acto  ó falta  de  la  administración, 
el  rematante  deije  reclamar  lo  conveniente  á sus  derechos  ántes 
de  lu'oceder  á la  ejecución  del  aprovechamiento;  pues  si  le  da 
principio  sin  hacer  uso  de  la  reclamación,  se  entiende  que  re- 
nuncia á excusarse  con  la  tardanza. 

1684. — Estos  contratos  se  celebran  á riesgo  y ventura  de  los 
rematantes,  por  lo  cual  : 

í.  iNo  se  admite  reclamación  alguna  fundada  en  los  perjuicios 
que  las  alteraciones  del  mercado  ó los  accidentes  imprevistos  les 
ocasionen. 


11.  hii  se  da  curso  á ninguna  solicitud  de  próroga  para  ejecu- 
tar corta,  poda  ú otro  aprovechamiento  forestal  fuera  del  plazo 
señalado  en  el  pliego  de  condiciones  de  la  subasta. 


IIT.  Tampoco  se  otorga  próroga  ni  ampliación  del  plazo  con- 
venido cuando  haya  sido  imposible  empezar  ó acabar  el  apro- 
vechamiciii  o dentro  del  tiempo  estipulado,  no  por  causas  depeii- 
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dientes  de  .la  voluntad  del  interesado^  sino  por  actos  de  la  ad- 
ministración ó de  los  tribunales,  ó por  otros  motivos  verdadera- 
mente excepcionales. 

168.5. — Puede,  sí,  el  rematante  solicitar  la  rescisión  del  con- 
trato, y aun  pedir  que  no  le  pare  perjuicio  el  lapso  del  tiemjío 
señalado  para  terminar  el  aprovechamiento,  en  cuyo  caso  ha  lu- 
gar á examinar  si  procede  ó no  acceder  á su  petición. 

Son  causas  de  rescisión: 

I.  Haber  el  rematante  suspendido  ó interrumpido  el  aprove- 
chamiento por  actos  procedentes  de  la  administración. 

II.  Haberlo  suspendido  ó interrumpido  en  virtud  de  providen- 
cia judicial  promoAÚda  por  una  demanda  de  propiedad. 

III.  La  fuerza  mayor  debidamente  justiñcada  (1). 

Para  acordar  la  rescisión  deben  ser  oidos  el  Ayuntamiento  del 
pueblo  ó los  representantes  del  establecimiento  público  de  quien 
fuere  el  monte,  el  ingeniero  de  la  provincia  y la  Diputación  pro- 
vincial. Si  la  cuestión  se  hace  contenciosa  entra  en  la  competen- 
cia del  mismo  Consejo. 

Cuando  á consecuencia  de  la  rescisión  hay  que  devolver  al  re- 
matante el  precio  del  aprovechamiento  no  realizado,  puede  cele- 
brarse nuevo  remate,  si  el  interés  de  la  conservación  del  monte 
no  lo  estorba,  debiendo  ser  una  de  las  condiciones  que  el  adju- 
dicatario satisfaga  dicho  precio  ai  anterior  (2). 

1686. — Dentro  de  los  dos  meses  inmediatos  para  dejar  expe- 
dito el  monte  subastado,  se  procede  á la  remedición  del  terreno 
y al  recuento  de  los  árboles  mandados  reservar.  Pasados  los  dos 
meses  el  rematante  puede  hacer  saber  al  ingeniero,  tomando 
recibo  del  oficio  en  que  lo  hiciere,  que  está  pronto  á concurrir 
á estos  actos:  y si  aquel  no  acude  en  el  espacio  de  un  mes,  el  re- 
matante queda  descargado  de  toda  responsabilidad. 

Concluidas  las  diligencias  de  remedición  y recuento  se  expide 
al  adjudicatario  dentro  de  treinta  dias  su  papel  de  descargo,  si 
nada  resulta  que  implique  su  responsabilidad  (3). 

1687.  — .Las  mismas  formalidades  se  observan  para  la  venta  y 
arriendo  de  la  bellotera  y montanera,  pastos,  yerbas  y otros  usos 
ó aprovechamientos  (4). 

(1)  Reglamento  de  1"  de  Mayo  de  1865,  arts.  l6  y sig. 

i2)  Real  órden  de  31  de  Agosto  de  1860. 

(3)  Ordenanza  do  montes,  arts.  38-109. 

(4)  Ibid.,  arta.  109-144. 
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115,88.— f^el  producto  de  los  aprovechamientos  de  todos  los 
montes  del  estado  se  retiene  la  cantidad  necesaria  segim  el  pre- 
supuesto anual  aprobado  por  el  Gobierno,  para  gastos  de  culti- 
vo, deslinde,  amojonamiento,  ordenaciones,  caminos  forestales 
y otras  mejoras.  Las  de  los  montes  de  los  pueblos  y estableci- 
mientos públicos  son  de  cuenta  de  los  Ayuntamientos  á quienes 
pertenece  su  conservación  y fomento,  y así  concluyen  en  sus 
presupuestos  las  partidas  necesarias  para  atender  á dichos  gas- 
tos que  la  ley  hace  obligatorios  (1). 

1689. — Todos  los  aprovechamientos  que  solicito  la  Marina  en 
los  montes  pertenecientes  á los  pueblos  ó algún  establecimien- 
to público,  deben  adquirirse  mediante  subasta  celebrada  con  en- 
tera sujeción  á las  ordenanzas  j demás  disposiciones  posteriores. 
Guando  por  exigirlo  así  la  urgencia  del  servicio,  se  declare  de 
necesidad  y utilidad  pública  la  adquisición  de  maderas  de  alguno 
de  los  montes  referidos,  puede  la  Marina  utilizar  los  beneficios 
de  la  ley  de  enajenación  forzosa. 

No  hay  necesidad  do  licitación  pública,  si  se  trata  de  aprove- 
chamientos en  los  montes  del  estado,  bastando  el  concierto  de  la 
Marina  y la  dirección  de  Agricultura  acerca  del  pedido,  su  pre- 
cio, modo  y término  de  ejecutarlo,  y salva  la  intervención  de  los 
delegados  del  ministro  del  ramo  (2). 

1690.  — La  administración  declara  extinguido  todo  uso,  apro- 
vechamiento ó servidumbre  contraria  á las  leves  generales  li  or- 
denanzas  anteriores,  ó que  no  se  acredite  con  títulos  claros  y no 
disputados,  ó mediante  nna  posesión  no  interrumpida  de  treinta 
anos.  El  disfrute  de  aquellos  derechos  que  hayan  de  conservar- 
se, debe  arreglarse  de  modo  qre  no  resulte  daño  á los  arbola- 
dos, ni  mengüe  ios  demás  provechos  del  monte  correspondientes 
á su  dueño. 

Con  los  que  hayan  justificado  sus  derechos  á ciertos  usos  d 
aprovechamientos,  la  administración  procura  hacer  rescates  y 
concordias,  á fin  de  dejar  independientes  los  derechos  y disfru- 
tes anejos  á la  propiedad,  sujetando  sus  convenios  y determina- 
ciones á la  aprobación  superior.  El  objeto  es  que  cese  la  promis- 
cuidad de  derechos,  para  que  el  Gobierno  sea  libre  en  la  conser- 
vación y fomento  de  los  montes  públicos  y del  estado. 


(1)  Reíílaraento  de  17  de  Mayo  de  1865,  arts.  114  y ei 
(3,1  Real  orden  de  lü  de  Abril  ds  1SL3. 


g.,  y ley  municipal,  art-s.  67  y 137. 
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Las  concesiones  á título  gratuito  en  favor  de  un  establecimien- 
to industrial  cesaron  al  tiempo  de  publicarse  la  ordenanza  de 
montes,  si  por  más  de  dos  años  se  habían  interrumpido  los  tra- 
bajos de  la  fábrica  ó manufactura  favorecida  con  la  concesión. 
En  las  que  se  derivan  de  causa  onerosa,  se  examinan  las  con- 
diciones de  sus  contratos,  por  si  hay  lugar  á alguna  indemniza- 
ción al  cesar  en  su  goce. 

Está  prohibido  hacer  concesiones  ó enajenaciones  de  usos  ó 
aprovechamientos  de  montes  á perpetuidad,  temporalmente  ó sin 
expresa  resolución  del  Gobierno. 

Reglas  particulares  determinan  la  manera  cómo  deben  ejercer 
sus  derechos  los  usuarios,  y las  precauciones  que  la  administra- 
ción adopta  para  conciliar  los  legítimos  aprovechamientos  con  la 
conservación  y mejora  de  los  montes  del  estado  (1). 

En  cuanto  á los  montes  del  estado  en  que  los  pueblos  tengan 
derecho  á ciertos  disfrutes  por  título,  posesión  ó uso  antiguo,  y 
en  los  de  propios,  comunes  y establecimientos  públicos,  son  los 
gobernadores  de  provincia,  en  vista  de  los  acuerdos  de  los  Ayun- 
tamientos y oido  el  informe  de  ios  ingenieros  de  distrito,  quie- 
nes conceden  el  permiso  necesario  para  el  disfrute  y reparti- 
miento de  leñas  y maderas  destinadas  á usos  vecinales  confor- 
me á los  reglamentos,  títulos  y costumbres  establecidas  en  los 
pueblos,  así  como  para  hacer  las  podas  ordinarias  ó periódicas 
que  requieran  el  beneficio  y conservac’on  de  los  mismos  arbo- 
lados. 

1691. — El  respeto  á la  posesión  de  los  aprovechamientos  y 
á los  usos  y costumbres  legítimas  debidamente  acreditadas,  no 
autoriza  las  incompatibles  con  la  conservación  del  arbolado.  Si 
lo  son,  deben  cesar  ó regularizarse,  habiendo  términos  hábi- 
les para  ello  á juicio  del  Gobierno  c indemnizando  préviamenío 
á los  poseedores  en  caso  de  ser  justo. 

1692.  — Toca  al  Gobierno  declarar  la  incompatibilidad  de  aque- 
llos aprovechamientos  y servidumbres,  previa  la  instrucción  de 
expediente  en  que  conste  el  informe  facultativo  del  ingeniero  de 
la  provincia  y el  dictámen  del  perito  que  pueden  nombrar  los 
interesados.  Contra  las  resoluciones  de  la  administración  proce- 
de el  recurso  por  la  via  contenciosa. 


(l)  Ordenanzas  desmontes,  arts.  10^114. 
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Las  concesiones  de  disfrute  y reparto  de  leñas  ó maderas  des- 
tinadas á usos  vecinales  deben  hacerse  por  los  gobernadores, 
cuando  se  conformen  con  el  parecer  del  ingeniero;  mas  de  nin- 
gim  modo  dictarán  providencias  que  causen  novedad  en  el  apro- 
vechamiento según  de  antiguo  estuviese  ordenado,  pues  su  au- 
toridad sólo  alcanza  á regularizarlos  dentro  de  los  límites  ne  la 
mera  policía  (1). 

En  cualquier  otro  aprovecliainiento,  ya  sea  poda  extraordina- 
ria, cortas  ordinarias  ó extraordinarias  de  árboles  con  destino  á 
la  venta  de  maderas  de  construcción,  carboneo  ú otros  usos,  de- 
ben los  gobernadores  instruir  expedientes  separados  que  se  re- 
miten al  Gobierno,  sin  cuya  aprobación  no  se  procede  al  benefi- 
cio, exceptó  si  para  remediar  graves  accidentes  como  inundacio- 
nes, incendios  li  oíros  parecidos,  dispusiese  la  autoridad  la  cor- 
ta de  las  maderas  precisas,  dando  cuenta  en  seguida  á la  admi- 
nistración superior  {2). 


Artículo  sy — Policía  y fomento. 


1693.  — Policía  común  á todos  los 

montes  del  reino. 

1694.  — Policía  particular  á los  del 

estado. 

1695. — Deberes  de  los  guardas. 


1696.  — Castigo  de  los  delitos. 

1697. — Correcciones  gub e r n a t i- 

vas. 

1698.  — Montes  particulares. 


Id93.— La  policía  de  los  montes  es  común  á todos  los  del  rei- 
no, ó especial  para  los  del  estado. 

Segim  los  reglamentos  de  policía  general ; 

I.  Está  prohibido  extraer  sin  autorización  del  dueño  piedras, 
arena,  piedra,  árl)oles,  matas,  juncos,  yerbas,  hojas  verdes  ó se- 
cas, estiércoles  ó abonos  que  haya  en  el  terreno  de  los  montes, 
las  bellotas  ú otros  frutos  silvestres  ó semillas  de  arbolados. 

IT.  La  persona  que  sea  hallada  dentro  de  los  montes  fuera 
de  los  caminos  ó veredas  ordinarias  con  azadas  de  [leto,  haclms, 
sierras  ú otros  utensilios  de  corta  ó arranque,  incurre  en  multa 
f pierde  los  iiistrumenlos.  , 

(1)  Lej'  de  2^  de  Mayo,  art.  9,  y real  órdeu  do  4 de  Juuio  do  1S62. 

'2)  Keal  orden  de  24  de  Noviembre  de  1846. 
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III.  Los  dueños  de  carruajes,  animales  de  tiro  ó carga  ó de 
montar  que  se  hallaren  en  los  bosques  fuera  de  los  caminos  ó 
carriles  ordinarios,  incurren  también  en  multa,  además  del  re- 
sarcimiento de  daños  y perjuicios. 

IV.  Se  prohibe  llevar  ó encender  fuego  así  dentro  del  monte 
como  en  el  radio  de  doscientas  varas  de  sus  lindes,  bajo  pe- 
nas pecuniarias  é igual  resarcimiento;  y con  mayor  razón  pren- 
der fuego  á los  rastrojos  y á los  montes  para  abonar  las  tierras 
y hacer  que  broten  con  fuerza  los  pastos  de  invierno,  perniciosa 
costumbre  de  labradores  y,  ganaderos  de  ciertas  provincias  de 
España,  que  deben  las  autoridades  corregir  por  el  peligro  de  oca- 
sionar el  incendio  de  las  mieses,  bosques,  arbolados  y edificios 
rurales  (1). 

V.  Los  que  gocen  de  algún  uso  ó aprovechamiento  en  un  mon- 
te, y siendo  avisados  no  acudan  para  atajar  el  incendio,  quedan 
excluidos  por  un  año  á lo  menos  y cinco  á lo  más  del  disfrute 
de  sus  derechos. 

VI.  Los  propietarios  colindantes  no  pueden  cortar  las  ramas 
ni  las  raíces  de  los  árboles  que  estén  en  las  lindes  del  monte, 
aunque  las  extiendan  sobre  su  propiedad,  si  el  árbol  tiene  más 
de  treinta  años ; y si  tuviese  rnénos  edad,  tampoco  pueden  lia- 
cerlo  hasta  diez  varas  del  tronco,  sin  la  autorización  competente 
para  toda  corta. 

1694. — La  policía  particular  de  los  montes  sujetos  al  régimen 
de  las  ordenanzas  establece : 

I.  Que  la  autorización  para  sacar  los  productos  del  suelo  en  los 
montes  realengos  haya  de  ser  concedida  por  el  G-obierno. 

II.  En  los  ajustes  j convenios  para  extraerlos  deben  señalar- 
se los  límites  del  terreno  por  donde  se  ha  de  hacer  la  saca,  los 
árboles  que  será  menester  quitar,  los  caminos  de  transporte  de 
los  materiales  y las  demás  condiciones  útiles  para  no  dañar  al 
arbolado. 

III.  No  se  puede  construir  ningún  horno  de  cal,  yeso,  ladri- 
llo ó tejas,  ni  perpetua  ni  temporalmente,  á menor  distancia  de 
mil  varas  de  las  lindes  del  monte,  y rnénos  dentro  de  él,  sin  [»er- 
miso  del  Gobierno. 

IV.  Tampoco  es  permitido  edificar  sin  igual  licencia  choza. 


íl)  Reales  órdenes  de  11  de  Julio  de  18-'U  y 2d  de  Febrero  de  18(il. 
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barraca  ó cobertizo  bajo  ningún  pretexto  dentro  de  aquellos 
confines. 

V.  Los  particulares  dueños  de  fincas  inmediatas  á los  montes 
sujetos  á las  ordenanzas  pueden  construir  edificios  y reparar  ios 
existentes  sin  necesidad  de  obtener  prévia  licencia  de  la  admi- 
nistración dentro  de  los  limites  de  su  propiedad;  pero  no  tener 
allí  ningún  taller  de  labrar  maderas,  ni  almacén  para  hacer  su 
comercio  (1). 

VI.  Ni  dentro  del  monte,  ni  á dos  mil  varas  de  él  puede  esta- 
blecerse sierra  de  maderas,  sin  permiso  del  Gobierno,  excep- 
tuando de  esta  disposición  y de  las  tres  precedentes  las  casas  ó 
artefactos  que  formen  parte  del  pueblo  inmediato  y se  compren- 
dan en  el  recinto  de  su  vecindario,  aunque  no  se  hallen  fuera  de 
aquellas  distancias. 

VIT.  Todas  las  casas,  talleres  y demás  establecidos  dentro  de 
los  límites  referidos,  quedan  sujetos  á las  visitas  de  los  guardas 
con  arreglo  á las  leyes;  y en  las  sierras  de  madera  no  puede  re- 
cibirse árbol,  tronco  ó plantón,  sin  haberlo  ántes  reconocido  el 
guarda  de  aquel  {‘uartel  de  monte  y puéstole  su  marca.  Los  guar- 
das de  montes  deben  denunciar  á los  tribunales  los  dafios  causa- 
dos por  los  particulares;  pero  no  así  los  que  provienen  de  las 
autoridades  administrativas  sin  dar  cuenta  al  respectivo  gober- 
nador y obtener  su  prévio  consentimiento  (2). 

1095. — Asimismo  detienen  á los  contraventores,  los  persiguen 
y aprehenden,  y si  es  necesario,  requieren  el  auxilio  de  la  auto- 
ridad y de  la  fuerza  pública  y principalmente  de  la  Guardia  Ci- 
vil en  el  ejercicio  de  sus  funciones,  extienden  las  primeras  dili- 
gencias y las  entregan  á los  jueces  competentes  para  conocer  de 
los  asuntos  de  montes  é infracción  de  sus  ordenanzas.  Deben 
prestar  juramento  en  manos  del  gobernador  ó del  alcalde  como 
delegado  suyo,  y entónces  hacen  fé  sus  denuncias  y declaracio- 
nes, salva  la  prueba  en  contrario  (3). 

1<)9(). — Son  jueces  competentes  para  conocer  de  los  delitos  de 
corta  y tala  fraudulenta,  y en  general  de  toda  contravención  á 
las  ordenanzas  de  montes  que  se  halle  prevista  en  el  Códig’o  pe- 


(1)  Real  órdeu  de  n de  Marzo  do  ISbV. 

'g¡  Real  órdeu  de  1«J  de  Julio  de  1850. 

FebrerrÍS  y reales  órdenes  de  Id  do  Octubre  do  1850  y 21 
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nal,  los  de  primera  instancia  del  partido.  Si  al  instruir  las  causas 
de  esta  naturaleza  mandan  practicar  reconocimientos  periciales, 
deben  valerse  del  personal  facultativo  (1). 

:1697, — Las  multas  y demás  responsabilidades  pecuniarias  pro- 
venientes de  cortas , ventas  ó beneficio  de  aprovechamiento  sin 
la  autorización  debida , y las  originadas  del  modo  o tiempo  de 
verificar  dichas  operaciones,  así  como  las  infracciones  de  las  re- 
glas establecidas  para  la  celebración  de  las  subastas,  son  impues- 
tas por  los  gobernadores  de  provincia  procediendo  gubernativa- 
mente. 

Los  alcaldes  continúan  corrigiendo,  también  gubernativamen- 
te , las  faltas  de  que  en  virtud  de  las  ordenanzas  de  montes  co- 
nocían, miéntras  no  excedan  del  límite  que  la  ley  señala  á su 
potestad  disciplinar:  y si  excede,  conocen  los  gobernadores. 

Le  las  providencias  que  en  tales  casos  dicten  los  alcaldes,  pue- 
den alzarse  los  interesados  ante  los  gobernadores , siempre  que 
ejerciten  su  derecho  dentro  de  ocho  dias;  y contra  las  dictadas 
por  los  gobernadores  procede  el  recurso  por  la  via  conten- 
ciosa (2). 

1698. — Los  montes  particulares  no  están  sometidos  ai  régi- 
men estaiilecido  para  los  públicos , ni  reconoce  la  ley  para  ellos 
otras  limitacioíaes  que  las  reglas  de  policía. 

Sin  embargo,  cuando  se  hallan  contiguos  á otros  públicos  que 
están  sin  deslindar,  quedan  sometidos  á dicho  régimen  miéntras 
el  deslinde  no  se  verifica. 

Los  dueños  de  los  montes  colindantes  con  otros  públicos  pue- 
den, si  quieren,  ponerlos  bajo  la  custodia  y defensa  del  personal 
del  ramo  en  la  comarca,  allanándose  á satisfacer  proporcional- 
mente á la  extensión  del  monte,  la  parte  que  les  corresponda  de 
los  gastos  de  la  guardería  (3). 

(11  Reglamento  de  17  de  Mayo  de  1865,  arls.  120  y sij?. 

(2)  Reales  órdenes  de  26  de  Junio  de  1863  y 8 de  Julio  ele  1867. 

(3)  Reglamento  de  17  de  Mayo  de  1865,  arts.  129  y sig'.,  é in.str.  de  igual  feclia. 
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CAPÍTULO  XIV. 
SKe  las  minas. 


Artículo  Legislación. 


1099 —Propiedad  del  fondo  y de  la 
superficie. 

1700.  — Dominio  del  estado  en  las 

minas. 

1701. ” Éspíritude  la  legislación  en 

diversos  estados  de  Europa. 

1702.  — Espíritu  déla  legislación  de 


España. 

1703. — Administración  delramo  de 

minería. 

1704.  — Importancia  de  las  minas. 

1705.  — Legislación  vigente. 

1706. — Proyecto  de  reforma. 

1707.  — Crítica. 


Ifj99.__pjntre  los  jurisconsultos  y los  economistas  encuentra 
amigos  y enemigos  la  doctrina  que  distingue  la  propiedad  del 
fondo  y la  propiedad  de  la  superficie.  Unos  dicen  que  esta  dis- 
tinción es  imaginaria  , pues  no  hay  verdadera  separación  de  par- 
tes ni  límites  posibles.  La  superficie  es  iniitü  sin  el  fondo  y el 
fondo  inútil  sin  la  superficie:  de  suerte  que  romper  sus  lazos  equi- 
vale á sacrificar  un  derecho  á un  interés  y socavar  el  edificio  de 


la  propiedad. 

Esta  diferencia  (prosiguen)  no  estriba  en  ningún  principio 
justo  ó razonable.  No  hay  regla  cierta  para  determinar  en  dónde 
empieza  el  fondo  y acaba  la  superficie,  ni  motivo  real  para  ad- 
mitir la  desmembración  con  respecto  á las  minas  y desecharla 
en  los  demás  casos.  ¿Por  qué  no  se  aplica  á las  canteras?  ¿Tanto 
importa  á los  ojos  del  legislador  que  las  riquezas  subterráneas  se 
llamen  piedras  ó minerales? 

Otros  arguyen  que  quien  adquiere  un  terreno  no  pone  el  me- 
nor trabajo,  ni  adelanta  el  menor  capital  en  consideración  á las 
riquezas  que  cnciilnm  ó puede  encubrir.  Examina  su  fertilidad,  su 
situación,  su  medida  y todas  las  condiciones  determinantes  de 
su  valor  como  solar,  monte  ó tierra  labrantía,  y no  toma  en  cuen- 
ta las  minas  que  acaso  esconde  en  sn  seno.  No  hay,  pues,  nin- 
guna relación  entre  el  propietario  y la  mina,  ningún  título  há- 
bil para  constituir  un  dominio;  y siendo  esto  así,  ¿con.  qué  de- 
recho guardará  las  llaves  del  tesoro  subterráneo? 


Median  otros  en  la 


(‘ontroversia  y discurren  así : Las  minas  no 
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constituyen  una  dependencia  de  la  superficie,  porque  no  son  ob- 
jeto de  accesión.  Su  propiedad  debe  ser  el  premio  de  la  fortuna 
ó diligencia  del  inventor  ó descubridor;  y puesto  que  ántes  del 
hallazgo  á nadie  pertenecían,  en  cuanto  res  nullms  las  hace  su- 
yas el  primer  ocupante. 

No,  replican  otros:  las  minas  pertenecen  al  dominio  público, 
como  una  parte  integrante  del  territorio  nacional.  El  estado  es 
el  propietario  de  las  minas  en  virtud  de  un  titulo  colectivo,  no 
de  un  título  privado.  Puede  beneficiar  alguna  ó algunas;  pero 
casi  siempre  las  cede  á los  particulares.  Las  minas  deben  ser  ob- 
jeto de  una  concesión  como  las  aguas.  La  justicia  y la  convenien- 
cia están  de  acuerdo. 

No  son  estas  vanas  cuestiones  de  escuela,  sino  teorías  muy 
graves  y en  extremo  fecundas.  Sancione  la  ley  uno  ú otro  prin- 
cipio, y brotarán  á raudales  mil  diversas  y aun  contrarias  con- 
secuencias. 

Si  la  propiedad  de  las  minas  fuese  inseparable  de  la  propiedad 
del  terreno,  sólo  el  dueño  de  la  superficie  podría  descubrirlas  y 
beneficiarlas;  y careciendo  de  afición  á este  ramo  especial  de  la 
industria,  de  capital  para  emprender  las  labores  y de  habilidad 
para  dirigirlas,  quedarían  sepultadas  infinitas  riquezas  cuya  ex- 
tracción reclama  el  interés  general.  Por  otra  parte  los  criaderos 
ó depósitos  subterráneos  de  producciones  minerales  forman  mul- 
titud de  ramificaciones  ó filones  independientes  de  la  superficie; 
de  modo  que  la  división  de  los  campos  llevarla  consigo  la  divi- 
sión perpendicular  de  las  capas  y vetas  horizontales,  rompiendo 
la  unidad  necesaria  á los  trabajos  que  piden  la  libertad  de  ex- 
tenderse por  medio  de  pozos  y galerías. 

Si  las  minas  son  res  nullius  ó bienes  vacantes,  todo  el  mundo 
tendrá  el  derecho  de  penetrar  en  la  lieredad  ajena,  registrarla, 
hollarla  y en  fin  de  maltratar  las  cosechas  y conmover  los  ci- 
mientos de  los  edificios.  Entóneos  ¿dónde  estarla  la  propiedad 
inviolalile?  ¿Dónde  el  hogar  tranquilo?  ¿Dónde  la  fiorcciente  agri- 
cultura? Declarada  la  guerra  entre  los  dueños  de  la  superficie  y 
los  pretendientes  á la  ocupación  del  fondo,  liabria  de  terminar 
con  eb despojo  de  los  primeros  en  favor  de  los  segundos. 

1700. — Resta  el  sistema  que  considera  distinta  la  propiedad  del 
suelo  y del  subsuelo,  ménos  absoluto,  un  tanto  sutil,  pero  al  cabo 
no  íálto  de  Imenas  razones  en  que  se  apoye,  ni  de  graves  autor  i- 
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dades  que  lo  robustezcan,  ni  de  claros  ejemplos  que  lo  confirmen; 
muy  al  contrario,  es  fuerte,  y su  fuerza  estriba  en  la  concordia 
de  los  derechos  y de  los  intereses  públicos  y particulares. 

Sálvase  el  principio  de  justicia  indemnizando  al  dueño  de  la 
heredad  á cosía  del  minero,  y se  procura  la  utilidad  común  faci- 
litando á éste  los  medios  de  ejercitar  su  industria  y desarrollarla 
con  entera  libertad.  Las  minas  forman  una  nueva  especie  de  ri- 
queza, los  capitales  afluyen  á ellas  con  abundancia  y los  pueblos 
recogen  el  fruto  de  la  sabiduría  y prudencia  del  legislador. 

Según  dicho  sistema  al  estado  pertenecen  originariamente  las 
minas  que  pasan  al  dominio  privado  en  virtud  de  una  concesión 
irrevocable,  excepto  si  hay  justa  causa  para  declarar  la  caducidad; 
acto  administrativo  que  implica  la  re  vindicación  de  las  ya  otor- 
gadas. Una  vez  concedida  la  mina,  debe  constituir,  no  un  usu- 
fructo, sino  una  propiedad  verdadera,  porque  son  demasiado  cos- 
tosas las  laboríos  para  que  nadie  las  emprenda,  si  posee  con  titulo 
precario. 

1701. — Tal  es  el  espíritu  de  la  legislación  vigente  en. Francia, 
Austria,  Prusia,  Bohemia,  Hungría,  Suecia  y otras  naciones  de 
Europa.  En  Inglaterra  fué  reconocido  este  derecho  de  soberanía 
hasta  el  advenimiento  de  Guillermo  el  Conquistador,  en  cuya 
época  se  desprendió  la  Corona  de  semejante  regalía,  conserván- 
dola sin  embargo  respecto  á las  minas  de  metales  preciosos. 

1702.  — EspaFia  fué  entrando  poco  á poco  por  el  mismo  camino. 
D.  Alonso  el  Sabio,  al  enumerar  las  cosas  en  las  cuales  «los  em- 
peradores e los  reyes  han  señorío  propiamente,»  cuenta  «las  ren- 
tas de  las  ferrerías  e de  los  otros  metales»  (1).  En  el  Ordenamien- 
to de  Alcalá  ya  se  sanciona  con  palabras  explícitas  el  principio 
que  pertenecen  «al  señorío  real  todas  las  mineras  de  plata,  oro  y 
plomo  y de  otro  cualquiera  metal,  así  como  las  fuentes  y pilas  y 
pozos  salados»  (2) . Felipe  TI  incorporó  á la  Corónalas  de  oro,  plata 
y azogue,  y expidió  una  extensa  ordenanza  relativa  á su  descu- 
brimiento, labor  y beneficio  (3).  En  nuestros  dias  se  íiizo  una  ley 
en  Cortes  permitiendo  á todo  español  ó extranjero  explotar  y be- 
neficiar cualquiera  mina  que  descubra  con  permiso  del  jefe  po- 
lítico, oida  préviamente  la  Diputación  provincial  (4);  y en  otra 

(1)  Ley  U,  tít.  Xiviii,  Part,  IIL 
g)  Leyes  47  y 48,  tít.  xxxii. 

(3)  Leyes  3 y 4,  tít.  xviii,  üb.  IX,  Nov,  Recop, 

(4)  Decreto  de  las  Cortes  de  22  de  .Junio  de  1S21. 
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posterior  dada  bajo  la  monarquía  absoluta,  se  declara  que  per- 
tenece á la  Corona  y señorío  real  el  supremo  dominio  en  todas 
las  minas  del  reino  (1).  Sea  la  soberanía  del  rey  ó la  soberanía 
de  la  nación  el  fundamento  de  este  derecho,  el  principio  es  el 
mismo,  y sólo  cambia  el  dueño  ó el  nombre  del  dueño.  Por  último 
la  legislación  actual  descansa  en  la  máxima  que  la  propiedad  de 
las  minas  corresponde  al  estado;  de  donde  viene  que  nadie  puede 
disponer  de  ellas  sino  mediante  una  concesión  del  Crobierno  (2). 

170.3. — La  administración  del  ramo  de  minería  corre  por  el 
ministerio  de  Fomento.  El  Gobierno  y los  gobernadores  de  pro- 
vincia entienden  en  los  negocios  de  minas  conformándose  á las 
leyes  y reglamentos.  Los  tribunales  administrativos  conocen  de 
dichos  asuntos  cuando  declinan  de  lo  gubernativo  en  lo  <‘onfcen- 
cioso,  salva  siempre  la  competencia  de  los  ordinarios  en  todas 
las  cuestiones  de  órden  civil. 

1704.  — Son  las  minas  copiosos  manantiales  que  abre  la  natu- 
raleza en  beneficio  de  la  industria,  porque  suministran  multitud 
de  materias  primeras,  y sin  primeras  materias  falta  el  necesario 
alimento  al  trabajo.  Al  compás  que  la  industria  moderna  crece 
y se  propaga,  son  las  producciones  minerales  de  mayor  estima- 
ción y merecen  mayores  cuidados  ; y como  el  laboreo  de  las  mi- 
nas exige  gruesos  capitales,  inteligencia,  previsión  y mucha 
constancia,  han  temido  los  Gobiernos  que  el  interés  privado  no 
bastase  á vencer  las  dificultades  y conjurar  ios  peligros  propios 
de  esta  clase  de  trabajos.  De  aquí  cierto  grado  de  intervención 
oficial  que  hizo  de  la  minería  una  industria  reglamentada. 

1705.  — Prevaleció  sin  controversia  este  sistema  hasta  una 
época  reciente  fecunda  en  novedades  y reformas.  El  Gobierno 
puso  en  duda  las  diversas  teorías  imaginadas  respecto  á la  pro- 
piedad originaria  de  las  minas  sin  declararse  por  ninguna.  Ad- 
mitido el  principio  del  dominio  del  estado,  juzgó  necesario  y 
conveniente  otorgar  á la  industria  privada  más  facilidad  j>ara  ad- 
quirir y más  seguridad  para  beneficiar  las  minas,  procurando  al 
mismo  tiempo  el  deslinde  claro  y preciso  del  suelo  y del  subvsuelo. 

Tal  es  en  resiimen  el  criterio  á que  obedecen  las  bases  gene- 
rales para  la  nueva  legislación  de  minas  (3). 

(1)  ileal  decreto  de  4 de  Julio  de  1825. 

(2)  Leyes  de  11  do  Abril  de  1849  y 6 de  Julio  de  1859. 

(8)  Decreto  de  29  de  Diciembre  de  13C8. 


derecho  administrativo  español. 

K)  Gobierno,  por  respeto  á los  derechos  adquiridos,  dejó  á los 
dueaos  de  minas  yá  los  que  tenían  expedientes  en  tramitación, 
la  libre  opcion  entre  la  ley  que  entonces  regia  y el  decreto  que 
la  reformaba,  «con  tal  que  ningún  denuncio  se  halle  pendien- 
te», añadiendo  que  desde  el  dia  en  que  se  acogiesen  al  decreto 
y empezasen  á pagar  el  cáiion  establecido,  se  harían  dueños  ab- 
solutos y perpetuos  de  la  mina  (1). 

170G._Pasaron  algunos  años,  y después  de  mil  vicisitudes, 
vino  un  Golñerno  que  pensaba  y discurría  en  política  y adminis- 
tración umy  de  otro  modo  que  el  autor  de  la  reforma.  Descon- 
fiando de  la  pureza  de  intenciones  de  la  industria  privada,  anun- 
ció ó dejó  entrever  su  deseo  de  dar  mayor  participación  á la  auto- 
ridad en  la  minería  ; y hallando  la  legislación  de  esto  ramo  sin  la 
armonía  y enlace  convenientes,  hizo  propósito  de  reducirla  «á 
un  sistema  ordenado,  claro  y fócil  que  ofreciese  una  regla  segu- 
ra en  bien  de  la  administración  y de  los  particulares.  «Entre 
tanto  (dijo)  la  minería  ha  de  seguir  rigiéndose  por  la  legislación 
ahora  vigente,  cualesquiera  que  sean  sus  defectos»  (2). 

1707. — Así  pues,  coexisten  dos  legislaciones  distintas,  y en 
parte  contrarias,  en  lo  tocante  á minería,  la  anterior  y la  poste- 
rior á la  reforma  introducida  en  1868,  Aquélla  tiene  aplicación 
á ios  dueños  de  minas,  cuyos  derechos  nacieron  án tes  de  la  épo- 
ca referida,  si  no  optaron  por  someterse  al  decreto  de  29  de  Di- 
ciembre; y ésta  es  obligatoria  como  única  vigente  para  todos 
los  dueños  de  minas  que  las  adquirieron  con  posterioridad  al  dia 
expresado,  y además  para  los  anteriores  que  aceptaron  las  nue- 
vas bases  elevadas  por  las  Cortes  á la  categoría  de  leyes  del 
reino  (3) . 

En  resolución,  el  derecho  últimamente  constituido  se  halla  eil 
el  deci  eto-ley  de  29  de  Diciembre  de  1868,  el  cual  rige  en  el  clia, 
sin  perjuicio  de  tener  por  subsistentes  la  ley  de  6 de  Julio  de  1859 
lelormada  en  4 do  Marzo  de  1868,  así  como  el  reglamento  de 
24  de  Junio  del  mismo  año,  en  cuanto  sus  disposiciones  no  sean 
contrarias  á las  bases  referidas. 

Las  reglas  de  la  buena  interpretación  abonan  esta  doctrina; 


(1)  Arts.  30y3l. 

(2)  Real  órdeu  de  17  de  Cc'brero  de  1875. 

haSa  lÍ  Gobierao  proviBÍcmal  dictó  y p.iWicó  desde  au  instalación 

C«e,  ,.o  d«re.c„ 
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pero  todavía  adquiere  más  fuerza  considerando  que  tal  es  el  cri- 
terio del  Gobierno  (1). 


Artículo  2.° — Clasificación  y dominio  de  las  sustancias  minerales. 


1708.  — Mina,  según  la  ley. 

1709. — Clasificación. 

1710. — Suelo  y subsuelo.  ■ 

1711.  — Principios  de  la  legislación. 


1712. — Sustancias  minerales  de  la 
primera  clase. 

171.3. —De  la  segunda. 

1714.— De  la  tercej'a. 


1708.— La  ley  de  6 de  Julio  de  1859  definió  las  minas  todas 
las  sustancias  inorgánicas,  metalíferas,  combustibles,  salinas  ó 
fosfatos  calizos  cuando  se  presentan  en  filones  que  exijan  ope- 
raciones mineras,  y las  piedras  preciosas  que  se  muestran  en  la 
superficie  ó se  hallan  en  lo  interior  de  la  tierra,  y se  prestan  á la 
explotación. 

La  de  4 de  Marzo  de  1868  reforma  este  artículo  declarando 
objeto  especial  del  ramo  de  minería  todas  las  sustancias  inorgá- 
nicas, metalíferas,  combustibles  ó salinas,  los  fosfatos  calizos,  la 
baritina,  espato  flúor  y las  piedras  preciosas,  ya  se  presenten  en 
filones,  ya  en  capas  ó cualquier  otra  forma  de  yacimiento,  con  • 
tal  que  exija  su  disfrute  un  ordenado  laboreo,  bien  sea  éste  su- 
periflcial  ó subterráneo. 

Por  último  el  decreto-ley  do  29  de  Diciembre  de  1868  dice  que 
son  Sil  objeto  las  sustancias  útiles  del  reino  mineral,  cualquiera 
que  sea  su  origen  y í’orma  de  yacimiento,  hállense  en  lo  interior 
de  la  tierra  ó en  la  superficie. 

Aparte  de  la  enumeración  y clasificación  de  las  producciones 
minerales  que  no  son  materia  de  nuestra  comj)etencia,  observa- 
remos en  primer  lugar  que  lo  importante  no  es  definir  la  mina, 
sino  la  industria  minera;  y en  segundo  que  la  principal  diferen- 
* cia  que  aquí  resalta  consiste  en  sustituir  á la  presentación  en 
filones  cualquier  forma  de  yacimiento.  La  regular  explotación  ó 
el  ordenado  laboreo  supone  el  arte  de  la  minería,  que  después 
de  la  última  reforma  es  libre,  y antes  estaba  bajo  la  dirección 
facultativa  del  Gobierno. 

1709. — Las  producciones  minerales,  con  relación  á su  apro- 
vechamiento, se  distinguen  en  tres  secciones. 


(U  Decreto  de  20  de  Dicicmljre  de  1SÍ38,  art.  32  y órdenes  de  2 y 8 de  Marzo  y 3 dc  Aífosto 
de  1869. 


j(^0  derecho  administrativo  español, 

I Compone  11  la  primera  las  de  naturaleza  terrosa,  piedras  si- 
líceas, las  pizarras  areniscas  ó asperones,  los  granitos,  basaltos, 
tierras  ó piedras  calizas,  el  yeso,  las  arenas,  margas,  tierras  ar- 
cillosas, y en  general  todos  los  materiales  de  construcción  cuyo 
conjunto  forma  las  canteras. 

II,  La  secunda  comprende  los  placeres,  arenas  o aluviones 
metalíferos,  los  minerales  de  hierro  de  pantanos,  el  esmeril, 
ocres  y almagras,  los  escoriales  y terrenos  metalíferos  proceden- 
tes de  beneíidos  anteriores,  las  turberas,  las  tierras  piritosas, 
aliiminosas,  magnesianas  3^  de  batan,  los  salitrales,  los  fosfatos 
calizos,  la  baritina,  espato  fliior,  esteatita,  kaolín  y las  arcillas. 

III.  Períenecen  á la  tercera  los  criaderos  de  las  sustancias  me- 
talíferas y los  minerales  de  hierro  en  general,  la  antracita,  hulla, 
lignito,  asfalto  y betunes,  petróleo  y aceites  minerales,  el  grafi- 
to, la  sustancias  salinas,  inclusas  las  sales  alcalinas  y térreo-al- 
calinas  en  estado  sólido  ó disueltas  en.  agua,  las  caparrosas,  el 
azufre,  las  piedras  preciosas  3^  las  aguas  subterráneas  (1). 

1710.  — Distingue  la  legislación  de  minas  el  suelo  del  subsuelo. 
El  suelo  contiene  la  superficie,  3^  además  ,el  espesor  á que  ha3'a 

llegado  el  trabajo  del  propietario,  sea  para  el  cultivo,  sea  para 
solar  ó cimentación  ú otro  objeto  cualquiera  distinto  de  la  mi- 
nería. 

El  subsuelo  se  extiende  indefinidamente  en  profundidad  desde 
donde  el  suelo  termina. 

El  suelo  puede  ser  del  dominio  público  ó de  propiedad  parti- 
cular. En  este  caso  el  dueño  nunca  pierde  el  derecho  á utilizarlo 
exclusivamente,  salvo  si  procede  la  declaración  de  ntilidad  pú- 
blica que  motiva  la  enajenación  forzosa. 

El  subsuelo  pertenece  al  estado  que  puede  abandonarlo  al  apro- 
vechamiento común,  cederlo  al  dueño  del  suelo  á título  gratuito, 
ó enajenarlo  á un  tercero  mediante  el  pago  de  cierto  cánon. 

1711.  Establecidos  los  principios  de  la  legislación  minera, 
veamos  ahora  su  desarrollo  y aplicación  á las  tres  clases  de  sus- 
tancias inorgánicas  ó producciones  minerales  de  que  hemos  dado 
cuenta. 

1712.  I.  Las  comprendidas  en  la  primera  sección,  si  se  ha- 
llan en  teri’enos  del  dominio  público,  son  de  libre  aprovechamien*- 


0)  Decreto  de  20  de  .Diciembre  de  1868,  arts.  2,  S y -3,  y real  órdeü  de  29  de  Julio  de  1812. 
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to;  y si  en  terrenos  de  propiedad  particular,  el  estado  ó el  Go- 
bierno en  su  nombre,  las  cede  al  dueño  de  la  superficie  para  que 
las  utilice  á su  voluntad,  sin  perjuicio  de  la  intervención  admi- 
nistrativa limitada  á velar  por  la  seguridad  de  las  labores  y pro- 
curar la  fiel  observancia, de  los  reglamentos  de  policía. 

Resulta  de  aquí  que  forman  una  propiedad  distinta  del  suelo, 
pero  que  la  ley  sin  embargo  reconoce  y consagra  el  principio 
que  nadie  puede  explotarlas  sin  licencia  expresa  del  dueño  de  la 
superficie. 

Según  la  legislación  anterior,  cuando  eran  solicitadas  por  una 
tercera  persona  con  el  objeto  de  aplicarlas  á la  fabricación  de  va- 
sijería  de  alfar,  loza,  porcelana,  vidrio,  cristal,  ladrillos  refrac- 
tarios ú otro  ramo  de  la  industria  fabril,  podía  acudir  al  Gobier- 
no que  suplía  el  consentimiento  del  dueño  del  terreno  en  donde 
se  hallaban,  y no  obligándose  éste  á beneficiarlas  por  sí  mismo 
en  el  plazo  de  tres  meses,  se  le  otorgaba  autorización  para  ex- 
plotarlas, prévia  indemnización.  La  legislación  anterior  consul- 
taba la  utilidad  común : la  posterior  mira  con  más  respeto  la  pro- 
piedad particular. 

1713.  — II.  Las  sustancias  de  la  segunda  clase  siguen  en  cuan- 
to  al  dominio  y á la  explotación  las  mismas  reglas  que  las  de  la 
primera;  mas  si  se  hallan  en  terrenos  de  dominio  privado,  el  es- 
tado las  cede  á quien  las  solicita  para  beneficiarlas,  con  tal  que  el 
dueño  no  las  explote  por  sí,  á cuya  cesión  deben  preceder  la  de- 
claración de  utilidad  pública  y la  indemnización  al  dueño  de  la 
superficie. 

En  resolución,  son  de  libre  aprovechamiento  cuando  yacen  en 
terrenos  del  dominio  público:  pero  si  en  terrenos  del  privado, 
el  estado  hace  uso  del  derecho  que  se  reserva  en  todas  las  minas, 
y se  deriva  de  la  distinción  legal  del  suelo  y el  subsuelo,  indem- 
nizando préviamente  al  dueño  de  la  superficie  expropiada. 

1714.  — IIL  Sólo  pueden  explotarse  las  de  la  tercera  cíase  en 
virtud  de  concesión  otorgada  [)or  el  Gobierno,  la  cual  constituye 
una  propiedad  separada  de  la  del  suelo.  Si  alguna  de  las  dos  lle- 
gase á ser  absorbida  y anulada  por  la  otra,  procedería  la  decla- 
ración de  utilidad  pública,  y en  consecuencia  la  indemnización  y 
expropiación  (1). 

En  este  caso  rige  de  lleno  la  legislación  especial  de  minas. 

(1 ) Decreto  de  29  de  Diciembre  de  18®,  arts.  1,°  y sig’. 

TOMO  II. 
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Artículo  3. 

1 71 5. ~La boros  de  exploración. 

1716.  — Calicatas. 

1717.  — Limitaciones. 

1718.  — Solicitudes  de  licencia. 


’ — Inv  estilaciones . 

1719.  — Doctrina  legal. 

1720. -'Derechos  del  explorador. 

1721. — Recursos  contra  las  provi- 

dencias del  Gobierno. 


1715.  — Partiendo  del  principio  cpie  las  minas  pertenecen  al 
estado,  fácilmente  se  concibe  que  al  Gobierno  toca  autorizar  las 
labores  de  exploración  ó por  via  de  ensayo.  En  efecto,  el  dere- 
cho de  reconocer  el  terreno  y descubrir  las  minas  que  oculta,  es 
una  consecuencia  de  aquel  derecho  de  propiedad. 

Las  labores  someras  para  descubrir  minerales  ó calicatas,  no 
deben  exceder  de  una  excavación  de  diez  metros  de  extensión  en 
longitud  ó profundidad. 

1716. — Todo  español  ó extranjero  puede  hacer  libremente  ca- 
licatas en  cualesquiera  terrenos  no  dedicados  al  cultivo,  ya  sean 
del  estado,  ya  de  los  pueblos,  aunque  se  hallen  acotados,  dando 
aviso  prévio  á la  autoridad  local. 

1717.  — I.  La  libertad  de  hacer  (;alicatas  en  terrenos  de  projiie- 
dad  particular  está  limitada  por  la  necesidad  de  obtener  la  li- 
cencia del  dueño  ó de  quien  le  represente. 

La  legislación  vigente  no  distingue,  como  la  anterior,  si  los 
terrenos  son  de  secano  ó de  regadío,  si  contienen  arbolado  ó vi- 
ñedo, si  están  aplicados  á pasto  ó labor,  á huertas  ó jardines,  ni 
tampoco  admite  que  la  autoridad  supla  el  consentimiento  del  pro- 
pietario. 

Naturalmente  el  dueño  es  libre  en  imponer  condiciones  al  per- 
miso que  otorga,  y la  primera  será  el  pago  de  la  cantidad  en  cpie 
estime  los  daños  y perjuicios.  Todo  es  en  él  potestativo  y dis- 
creccional. 

II.  Está  prohibido  abrir  calicatas  ó hacer  otras  labores  mine- 
ras á menor  distancia  de  cuarenta  metros  de  un  ediflcio,  camino 
de  hierro,  carretera,  canal,  fuente,  abrevadero  ú otra  servidum- 
bre pública,  y mil  cuatrocientos  de  los  puntos  fortiíicados,  á mé- 
iios  que  en  este  lütimo  caso  se  obtenga  permiso  de  la  autoridad 
militar,  y en  los  demás  del  gobernador  de  la  provincia  ó del  due- 
ño, si  se  trata  de  un  edificio  de  propiedad  particular. 

La  distancia  se  mide: 
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I.  Eín  los  edificios,  desde  sus  muros  exteriores,  paredes  ó cercas. 

II.  En  los  caminos  de  hierro,  desde  la  línea  inferior  de  ios  ta- 
ludes, la  superior  de  los  desmontes  y el  borde  exterior  de  las  cu- 
netas, y á falta  de  éstas,  desde  una-  linea  trazada  á metro  y me- 
dio del  carril  exterior  de  la  via. 

III.  En  las  carreteras,  en  igual  forma,  salvo  que  á falta  de  cu- 
netas, se  parte  de  una  línea  trazada  á un  metro  de  la  caja  del  ca- 
mino. 

IV.  En  los  canales,  desde  la  línea  exterior  de  la  senda  desti- 
nada á la  sirga. 

V.  En  las  fuentes,  desde. la  parte  exterior  del  pilón,  si  lo  tie- 
nen, ó desde  el  lugar  en  que  se  depositen  las  aguas. 

VI.  En  los  abrevaderos  y demás  servidumbres  públicas,  desde 
la  línea  exterior  que  se  halle, más  inmediata  al  sitio  de  las  labo- 
res mineras. 

VIL  Y en  los  puntos  fortificados,  desde  las  obras  de  defensa  más 
avanzadas  y m^s  próximas  al  paraje  en  que  las  labores  mineras 
han  de  ejecutarse. 

1718.  — Las  solicitudes  de  licencia  se  dirigen  al  gobernador  ó 
á la  autoridad  militar  respectiva,  instruyéndose  en  ambos  casos 
el  oportuno  expediente  con  audiencia  del  ingeniero  de  minas  é 
informe  de  la  Diputación  provincial,  si  versa  la  cuestión  sobre 
servidos  ó servidumbres  públicas.  Guando  éstas  las  constituyen 
caminos  ó canales,  debe  tamlúeii  ser  oido  el  ingeniero  del  ramo. 

Negada  la  licencia  por  la  autoridad  competente  ó por  el  dueño, 
no  hay  lugar  á ulterior  recurso. 

1719.  — Tales  son  los  medios  que  la  ley  facilita  á los  particu- 
lares para  descubrir  las  luinas.  Por  lo  común  los  minerales  no 
se  presentan  á ñor  de  tierra,  y así  no  basta  la  simple  inspección 
de  la  superficie  á la  averiguación  de  lo  que  en  sus  entrañas  se 
esconde. 

El  respeto  á la  utilidad  común  y el  derecho  de  propiedad  limi- 
tan la  facultad  de  abrir  calicatas;  de  modo  que  cada  uno  en  su 
terreno  jiuede  emprender  cuantas  labores  de  investigación  halle 
convenientes,  salvas  las  regias  de  policía,  y autorizarlas  en  íávor 
de  un  extraño. 

Si  el  legislador  rehúsa  esta  facultad  á una  tercera  persona, 
abdica  su  señorío  en  las  minas,  y renuncia  á los  beneficios  que 
de  su  laboreo  reporta  la  industria.  Si  por  el  contrario  accede  sin 


f 
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(liscreccion  á toda  solicitud  de  hacer  calicatas  en  fundo  ajeno, 
queda  pendiente  de  su  arbitrio  el  dominio  privado. 

1720,  — ^No  declara  la  ley  á quién  pertenecen  las  producciones 
minerales  que  se  extraen  al  hacer  las  calicatas.  La  cuestión  no 
deja  de  ser  írecueníe,  ni  carece  de  importancia.  ^ 

El  explorador  sólo  tiene  derecho  á emprender  labores  de  in- 
vestigación que  con  el  tiempo  y mediante  autorización  adminis- 
trativa, podrán  convertirse  en  una  explotación  formal.  Entre 
tanto,  la  propiedad  de  las  minas  que  originariamente  correspon- 
de al  estado,  permanece  en  el  estado,  porque  no  hay  ningún 
acto  traslativo  de  dominio;  y el  que  fuere  dueño  de  la  mina,  lo  será 
también  de  sus  productos. 

1721. — Puesto  que  las  resoluciones  del  gobernador  negando  á 
un  particular  el  permiso  de  hacer  calicatas  tienen  el  carácter  y la 
fuerza  de  providencias  definitivas,  se  ejecutan  sin  ulterior  recur- 
so; y para  mayor  claridad  advertimos  que  en  vano  serian  impug- 
nadas por  la  via  contenciosa.  El  particular  no  invoca  ningún 
derecho  protegido  por  la  ley,  ni  el  gobernador  hace  veces  de  juez, 
sino  que  usa  de  su  prudente  arbitrio  ó del  poder  discreccional  que 
en  el  orden  administrativo  le  compete.  Consulta  el  bien  público, 
y á nadie  causa  agravio  (1). 


Artículo  Pertenencias  y demasías. 


1722. — Dualismo  de  la  legislación. 

1723. — Espíritu  de  la  ley  y de  la 

reforma. 

1724. — Puntos  en  que  convienen. 

1725. — Perten  en  cías  completas . 

1726. — Pertenencias  incompletas. 

1 727.  — Demasías. 

1728. — q^erreno  franco. 


1729. — Separación  de  pertenen- 

cias. 

1730. — Acumulación.  ' 

1731  .—Enajenación. 

1 732.  — Cotos  mineros. 

1733.  — Competencia. 

1734. — Legislación  posterior. 


1722.  Hemos  dicho  en  el  mira.  1707  que  existe  una  doble 
legislación  de  minas,  la  anterior  ú la  reforma  de  1868  y la  pos- 
terior; aquélla  aplicable  á los  que  eran  á la  sazón  dueños  de  mi- 
nas, con  tal  ([lie  ningún  denuncio  contra  ellas  se  hallase  en  tra- 
mitación, ó se  acogiesen  al  decreto-ley  de  29  de  Diciembre,  v 


(1)  Leyes  de  6 de  Julio  do  1859,  arts,  8-12,  y 4 de  Marzo  de  1868,  art.  12.  reelameutí 
o (.  e < e írsro  de  1863,  art?.  U-19,  y decreto  de  29  de  Diciexntire  de  1868,  arit.  10. 
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ésta  á los  que,  no  teniendo  derechos  adquiridos,  debían  some- 
terse á las  nuevas  bases  de  observancia  obligatoria. 

El  dualismo  de  la  legislación  exige  exponer  la  que  regia  acer- 
ca de  pertenencias  y demasías  antes  de  la  reforma  y no  está  de- 
rogada para  todos  los  antiguos  mineros,  y la  vigente  desde  en- 
tóneos-en  lo  sucesivo. 

1723.  — Entrando  en  materia  conviene  recordar  que  la  mine- 
ría, según  la  legislación  en  cierto  modo  antigua,  era  una  imlus- 
tria  reglamentada,  y el  objeto  principal  de  los  reglamentos  con- 
sistía en  procurar  la  concentración  de  las  labores,  huyendo  de 
los  extremos  de  una  especulación  tan  grande  como  apetecería 
la  codicia,  y tan  pequeña  que  redujese  el  arte  de  beneficiar  las 
producciones  minerales  á límites  angostos  y aun.  mezquinos. 

La  legislación  moderna,  sin  renunciar  al  principio  de  la  (íon- 
centracion  de  las  labores,  confía  en  la  actividad  espontánea  del 
individuo,  en  la  discreccion  y prudencia  del  hombre  que  so  mue- 
ve al  impulso  de  su  interés  particular.  Así  es  que  cesa  toda  in- 
tervención de  la  autoridad  en  el  laboreo  de  las  minas,  salvo  la 
vigilancia  para  que  se  guarden  las  reglas  de  policía  en  lo  tocante 
á la  seguridad  de  las  personas  y á la  salubridad. 

1724.  — Ambas  legislaciones  están  conformes  en  .fijar  la  exten- 
sión legal  de  una  pertenencia  y en  declarar  toda  pertenencia  in- 
divisible. Lo  primero  importa  á la  designación  de  los  límites  de 
cada  propiedad  minera,  y representa  la  unidad  de  medida  para 
las  concesiones,  y lo  segundo  significa  la  dirección  única  de  Jas 
labores  para  que  no  se  rompa  aquella  unidad. 

1725.  — La  conformidad  cesa  en  este  punto,  porque  la  exten- 
sión legal  no  es  la  misma.  Según  la  ley  de  minas: 

I.  La  pertenencia  común  antigua  era  un  sólido  de  base  rec- 
tangular de  trescientos  metros  de  largo  y doscientos  de  ancho 
horizontalmente  medidos  al  rumbo  que  designaba  el  interesado, 
y de  profundidad  vertical  indefinida.  La  superficie  quedaba  ex- 
cluida, y así  continuaba  siendo  propiedad  del  dueño  del  terreno. 

II.  En  las  minas  de  hierro,  antracita,  lignito,  turba,  asfalto, 
arcillas  bituminosas  o carbonosas,  sulfato  de  sosa  y sal  gemina, 
cada  pertenencia  tenia  de  un  lado  quinientos  metros  y trescien- 
tos de  otro. 

lií.  En  las  arenas  auríferas  ó estanníferas  y demás  prodiiccio- 
ries  minerales  de  los  ríos  y placeres,  la  pertenencia  comprendía 
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sesenta  mil  metras  cuadrados  ó superficiales,  y podía  estar  -tor- 
mada  bien  por  un  rectángulo,  bien  i)or  un  cuadrado,  ó bien  por 
una  série  ó reunión  de  cuadrados  de  veinte  metros  al  ménos  de 
lado  cada  uno,  adaptados  entre  sí  según  convenia  al  registradocj 
y medidos  al  rLim])0  que  señalaba;  pero  no  se  le  consentia-,  al 
hacer  su  combinación,  dejar  claros  ó espacios  intermedios. 

1726.  — Guando  entre  dos  pertenencias  resultaba  una  faja,  y 
entre  tres  ó más  un  espacio  franco  en  que  podia  demarcarse  Un 
rectángulo  cuya  superficie  horizontal  no  fuese  menor  de  los  dos 
tercios  de  una  pertenencia  de  su  propia  clase,  y cuyo  lado  mayor 
no  excediese  de  trescientos  metros  en  pertenencias  arregladas 
al  núm.  1725 — I,  y de  quinientos  en  las  del  mismo  núm. — II, 
constituía  una  pertenencia  incompleta. 

1727.  — Si  el  espacio  que  mediaba  entre  dos  ó más  pertenen- 
cias no  daba  lugar  á la  colocación  de  otra  incompleta,  se  llamaba 
demasía,  la  cual  , cualquiera  que  íuese  su  figura,  nunca  podia 
extenderse  á mayor  superficie  que  los  dos  tercios  de  una  perte- 
nencia completa  de  su  clase.  Sobrando  terreno  se  formaban  dos 
ó más  demasías  que  se  adjudicaban  á los  dueños  de  las  minas  co- 
lindantes en  proporción  á las  líneas  de  contacto,  y todavía  se  ad- 
judican á los  antiguos  concesionarios,  pues  las  nuevas  leyes  res- 
petan los  derechos  adquiridos  en  virtud  de  concesiones  mineras 
con  arreglo  á las  anteriores  á la  reforma  (1). 

1728.  — Los  ingenieros,  al  visitar  las  comarcas  mineras  y ha- 
cer las  demarcaciones  de  las  minas,  debían  examinar  si  entre  las 
ya  concedidas  existían  fajas  ó espacios  francos  sin  la  extensión 
necesaria  para  formar  nuevas  pertenencias  completas  ó incom- 
pletas; y resultando  que  en  efecto  los  habla,  cuidaban  de  poner- 
lo en  noticia  del  gobernador  de  la  provincia  á quien  importaba 
saberlo  por  la  obligación  que  tenia  de  procurar  su  adjudicación. 

Los  antiguos  concesionarios  no  necesitan  acogerse  á las  bases 
para  la  nueva  legislación  de  minas,  al  solicitar  la  adjudicación 
de  las  demasías,  bastándoles  invocar  su  derecho  adquirido  (2) 

, Tampoco  necesitan  hacer  en  sus  solicitudes  la  designación  def¿- 
pacio  franco  solicitado  (3). 

1729. — Aunque  según  dejamos  advertido  toda  pertenencia  era 

(1)  Orden  de  3 de  Agosto  de  18G9. 

(2)  Ibid. 

:3)  Orden  do  30  de  Noviembre  de  1810- 
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indivisible , si  una  sola  concesión  abrazase  dos  6 más  pertenen- 
cias . podían  separarse  mediante  la  autorización  del  gobernador 
de  la  provincia.  El  acto  de  separar  estas  pertenencias  participaba 
de  la  naturaleza  misma  de  la  concesión,  y equivalía  á una  niodifí- 
cacion  de  las  cláusulas  con  que  liabia  sido  otorgada.  Así  pues,  en 
caso  de  negativa  no  había  lugar  á ulterior  recurso,  salvo  si  por 
la  exploración  subsiguiente  ó por  otras  razones  que  el  goberna- 
dor juzgaba  según  su  prudente  arbitrio,  variasen  las  causas  de 
su  primera  resolución.  Entonces  podría  renovarse  Ja  solicitud, 
insistiendo  siempre  en  la  via  gubernativa. 

La  autorización  para  separar  dos  ó más  pertenencias  compren- 
didas en  una  sola  concesión,  exige  la  instrucción  do  un  expe- 
diente que  se  abre  con  las  solicitudes  de  ios  interesados,  y en  el 
cual  debe  ser  oido  el  ingeniero  respectivo. 

Gomo  no  padezca  menoscabo  la  integridad  de  las  pertenencias, 
la  administración  no  se  cuida  de  los  efectos  civiles  de  cuales- 
quiera contratos  ó sucesiones  que  den  por  resultado  transmi- 
tir la  propiedad  de  la  mina  ó repartir  entre  varias  personas  los 
derechos  que  de  ella  se  derivan;  mas  no  consiente  la  división 
material  de  la  pertenencia  entre  sus  condueños,  porque  desmem- 
brándola se  quebrantaría  el  precepto  de  la  unidad  en  el  laboreo. 

1730.  — Los  particulares  ó compañías  pueden  libremente  adqui- 
rir por  comiera  ú otro  medio  legal  cualquier  número  de  perte- 
nencias, antes  ó después  de  expedido  el  título  de  propiedad.  Las 
compañías  adquirentes  no  tenia n , ni  tienen  en  tal  caso  más  de- 
rechos que  sus  causantes,  ni  pueden  pretender,  á título  de  com- 
pañías, aumento  de  pertenencias,  á no  existir  terreno  franco. 

1731.  — Constituida  la  propiedad  de  una  mina,  y haciendo  abs- 
tracción de  la  vigilancia  que  el  Gobierno  ejercía  sobre  este  ramo 
particular  de  la  industria,  en  todo  so  asemeja  á la  propiedad  de 
los  demás  lúenes.  Sin  emloargo  están  obligados,  así  aquéllos  co- 
mo éstas , á poner  en  conocimiento  del  gobernador  toda  enaje- 
nación de  pertenencia  minera  en  Ja  forma  siguiente: 

I.  Si  adquieren  pertenencias  ya  concedidas,  deben  hacerlo  sa- 
ber á dicha  autoridad  dentro  de  los  primeros  quince  dias  inme- 
diatos al  de  la  adquisición,  y el  gobernador  lo  participa  en  el 
término  de  un  mes  al  ministerio  de  Fomento. 

II.  Si  se  trata  de  pertenencias  aun  no  concedidas  cuyos  expe- 
dientes sigan  los  trámites  legales,  deben  comunicar  ia  compra 
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Ó cesión  al  gobernador  con  la  mayor  brevedad  posible,  exhibien- 
do el  instrumento  público  que  las  acredite,  y manifestando  la  vo- 
luntad-de que  el  expediente  respectivo  prosiga  en  nombre  y re- 
presentación de  los  mismos  individuos  ó compañías. 

No  pretende  el  Gobierno  con  esto  aprobar  ó desaprobar  el  ac- 
to, porque  seria  ajeno  á su  competencia,  ni  dificultar  la  trans- 
misión de  las  pertenencias  mineras,  ni  en  fin  mostrarse  tutor  ofi- 
cioso de  los  intereses  privados,  sino  asegurarse  de  quién  es  la 
parte  legítima  y la  persona  en  todo  caso  ligada  con  la  adminiS' 
tracion  y responsable.  Así,  miéntras  no  conste  la  enajenación  6 
transferencia,  se  continúa  instruyendo  los  expedientes  con  los 
individuos  ó compañías  acredi  tadas  ante  la  autoridad , únicas  que 
tienen  carácter  y personalidad  bastante  para  entenderse  con  ella. 

1732.  — Los  particulares  y compañías  pueden  formar  á su  vo- 
luntad grandes  grupos  ó cotos  mineros,  sin  perjuicio  de  la  di- 
visión de  sus  respectivas  demarcaciones. 

1733.  — Todas  las  cuestiones  que  se  susciten  con  motivo  de  la 
enajenación  de  las  minas,  son  de  la  exclusiva  competencia  do  los 
tribunales  comunes  ( i ) , 

1734.  — La  legislación  posterior  difiere  de  la  anterior  en  tres 
puntos  esenciales,  á saber  : 

I.  En  la  extensión  legal  de  la  pertenencia,  cuya  unidad  de  me- 
dida para  las  concesiones  mineras  relativas  á la  segunda  y ter- 
cera clase  según  los  núms.  1713  y 1714,  es  un  sólido  de  base 
cuadrada  de  cien  metros  de  lado  medidos  horizontaimeute  en  la 
dirección  que  designe  el  peticionario,  y de  profundidad  indefinida 
para  estas  últimas  sustancias,  y para  las  primeras  hasta  donde 
concluye  la  materia  explotable. 

II.  En  el  número  de  pertenencias  que  pueden  ser  objeto  de 
una  sola  concesión.  Los  particulares  son  libres  en  pedir  un  nú- 
mero cualquiera,  con  tal  que  sea  superior  á cuatro  3 pero  es  con- 
dición que  todas  las  que  por  su  conjunto  formen  una  concesión, 
estén  agrupadas  sin  solución  de  continuidad,  de  suerte  que  las 
contiguas  se  unan  en  toda  la  longitud  de  alguno  de  sus  lados. 

III.  En  la  determinación  y adjudicación  de  las  demasías.  Guan- 
do entro  dos  ó más  concesiones  resulte  un  espacio  franco,  cuya 
extensión  superficial  sea  menor  de  cuatro  hectáreas,  ó que  110  se 


(1)  Ley  de  ()  de  Julio  de  1859,  ai-ts.  13-19.  lev  de  4 de  Marzo  artq  Ifi  v in  , i 

•lo  2.Ó  de  rcUrero  de  1863,  artf?.  20-26.  ^ ^ ^ reglamento 
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preste  á la  división  en  pertenencias,  se  concede  á aquel  de  los 
dueños  de  las  minas  limítrofes  que  primero  lo  solicita,  y por  re- 
nuncia de  éstos,  á,  cualquiera  persona  que  lo  pida  (1). 


Artículo  5.° — Concesión  de  minas. 


1735.  — Concesión  de  minas. 

1736.  — Investigación. 

1737. — Registro. 

1738.  — Puldícidad. 

1739.  — Oposición  de  tercero. 

1740.  — Resolución  del  expediente. 

1741.  — Labor  legal. 

1742. — Demarcación, 


1 743. — Procedimiento . 

1744.  — Título  de  propiedad. 

1745.  — Galerías  generales. 

1746. — Terreros  y escoriales. 

1747.  — Legislación  posterior. 

1748. — Variantes. 

1749. — Concordancias. 

1750. — Diferencias. 


1735.  — Puesto  que  las  minas  pertenecen  al  estado,  nadie  puede 
poseerlas  ni  beneficiarlas  sino  en  virtud  de  una  primitiva  con- 
cesión que  las  pasa  al  dominio  particular.  La  concesión  es  un 
modo  de  adquirir  que  no  se  ajusta  á las  reglas  del  derecho  civil; 
es  un  modo  stá  generis,  un  verdadero  acto  administrativo  y el 
título  originario  de  esta  propiedad. 

La  concesión,  al  mismo  tiempo  que  confiere  la  propiedad  de 
una  mina,  impone  al  concesionario  ciertas  cargas  y obligaciones 
en  obsequio  al  bien,  general,  y así  debe  llevarlas  y cumplirlas 
como  si  fuesen  cláusulas  resolutorias  del  contrato. 

De  ordinario  el  Gobierno  carece  de  potestad  para  enajenar  los 
bienes  del  estado;  pero  al  otorgar  concesiones  de  tal  naturaleza 
usa  de  su  derecho,  porque  procede  con  el  carácter  de  autoridad 
pública  revestida  de  una  delegación  legislativa. 

1736.  — Dos  medios  ofrecia  la  legislación  anterior  á la  reforma 
de  1868  para  obtener  una  pertenencia  minera,  á saber,  la.  inves- 
tigación y el  registro. 

Recordemos  que  las  calicatas  eran  labores  someras  ó e.vcava- 
ciones  que  no  excedian  de  dos  metros  en  cuadro  y uno  de  pro- 
íinididad.  El  que  precediendo  ó sin  preceder  calicata  se  profio- 
nia  explorar  y reconocer  el  terreno  emprendiendo  labores  jnás 
extensas  é importantes,  como  pozo,  socaven,  zanja  ó desmonte, 


{1 ) Decreto  <ie  29  d.e  Diciembre  de  1868,  arts.  11, 12  y 13. 
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presentaba  su  solicitud  por  escrito  al  gobernador  de  la  provin- 
cia pidiendo  permiso  de  investigación  en  terreno  franco. 

1737  _Kra  registro  petición  de  pertenencia  en  terreno  fran- 
co, hallárase  ó no  se  hallara  descubierto  el  mineral^  hubiese  ó no 
hubiese  precedido  calicata;  de  modo  que  el  registrador  conñaba 
en  señales  exteriores  y solicitaba  laiiropiedad  de  una  mina  cuya 
existencia  no  estal)a  averiguada  , á todo  su  riesgo  y ventura.  Ver- 
dad es  que  también  podían  ser  objeto  de  registro  las  minas  que 
hubiesen  sido  labradas  en  lo  antiguo,  y las  concedidas  en  los 
tiom])os  modernos  abandonadas  ó restituidas  ai  dominio  del  es- 
tado en  tbrma  legal.  La  solicitud  de  permiso  para  el  registro  de- 
bía presentarse  al  gobernador,  como  Jas  de  investigación,  cui- 
dando de  expresar  el  interesado  si  se  hallaba  ó no  descubierto 
el  mineral  cuya  explotación  se  proponía. 

Tanto  el  investigador  como  el  registrador  debian  acompañar 
á sus  solicitudes  la  designación  de  la  pertenencia  6 pertenencias 
que  deseaban. 

De  estas  solicitudes  se  tomaba  razón  por  orden  númeriem  en 
un  libro  talonario,  anotando  eJ  nombre  del  interesado  ó sn  re- 
presentante, el  objeto  de  su  pretensión,  la  hora,  y aun  los  mi- 
nutos del  dia  en  que  se  presentaban  y la  designación,  ya  para 
determinar  la  pertenencia,  y ya  para  guardar  á cada  uno  su 
derecho  conforme  al  principio  qui  prior  es.t  tempore,  potior  est 
pire. 

173<S. — El  gobernador  daba  publicidad  á las  solicitudes,  y den- 
tro de  los  sesenta  dias  siguientes,  los  que  se  consideraban  con 
derecho  al  todo  ó alguna  parto  del  terreno  solicitado,  ó los  due- 
ños de  la  /inca,  alegaban  ante  la  misma  autoridad  las  razones  o 
íímdamentos  de  su  oposición.  Pasado  el  plazo,  no  eran  oidos. 

17:39.— De  los  escritos  de  oposición  se  daba  vista  al  investiga- 
dor ó registrador  para  que  contestasen  en  el  término  de  diez  dias, 
en  los  veinte  siguientes  informaba  el  Consejo  provincial,  y si  la 
índole  de  las  cuestiones  lo  requería,  también  el  ingeniero  de  mi- 
nas del  distrito, 

1740. — Instruido  así  el  expediente,  el  gobernador  dictaba  pro- 
videncia desestimando  las  oposiciones,  ó anulando  la  investiga- 
ción ó el  registro,  la  cual  se  notificaba  á los  interesados,  quienes 
podían  apelar  en  el  plazo  de  treinta  dias  para  el  ministro  de  Fo- 
mento. Todos  los  plazos  referidos  eran  improrogaldes. 
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1741.  — El  registrador  estaba  obligado  á habilitar  una  labor  le- 
gal dentro  de  cuatro  meses  contados  desde  la  fecha  de  la  presen- 
tación de  su  solicitud.  Por  labor  legal  se  entendía  un  pozo  de  diez 
ínetros  de  profundidad,  ó un  socavón,  desmonte  ó zanja  de  otros 
tantos  de  longitud  para  comprobar  la  existencia  del  mineral. 

El  investigador  no  necesitaba  habilitar  esta  labor,  hasta  que 
hallando  mineral  suficiente,  se  determinase  á pedir  la  demarca- 
ción de  su  pertenencia. 

El  objeto  era  mostrar  el  mineral  descubierto,  y persuadirse  la 
administración  de  que  habla  un  motivo  real  y verdadero  para 
otorgar  la  concesión,  y terreno  franco  para  constituir  una  per- 
tenencia completa  ó incompleta. 

1742.  — ^E1  gobernador  disponía  que  un  ingeniero  practicase  los 
reconocimientos,  y en  su  caso  las  demarcaciones  prévia  notifl- 
cacion  al  investigador  ó registrador,  y con  citación  de  los  due- 
ños de  las  minas  colindantes. 

Guando  los  interesados  no  concurrían  á i)resenciar  las  demar- 
caciones , el  ingeniero  requería  sobre  el  terreno  á los  capataces 
ó encargados  de  las  labores  inmediatas,  si  se  hallaban  en  ellas, 
haciendo  constar  en  el  acta  de  la  demarcación  la  ausencia  ó pre- 
sencia de  los  dueños,  apoderados  ó capataces  délas  pertenen- 
cias inmediatas. 

1743.  — En  el  acto  de  la  demarcación  se  admitian  las  observa- 
ciones, reclamaciones  y protestas  de  los  noíiflcados;  mas  si  op- 
taban por  el  retraimiento,  perdían  todo  derecho  á entablar  los 
recursos  legales  contra  los  efectos  de  la  operación,  interpretán- 
dose ({ue  lo  renunciaban,  y les  paraba  perjuicio. 

Si  practicado  el  reconocimiento  resultaba  no  hallarse  habilita- 
da la  labor  legal,  6 no  estar  comprobada  la  existencia  del  mine- 
ral , ó no  haber  terreno  franco,  no  se  hacia  la  demarcación  y se 
devolvía  el  expediente  al  gobernador  expresando  la  causa. 

En  caso  contrario,  el  ingeniero  procedía  á demarcar  lo  perte- 
nencia ó pertenencias  conforme  á la  designación,  recogiendo 
muestras  del  mineral,  y fijando  los  puntos  en  que  debían  colo- 
carse los  hitos  ó mojones  perceptibles , lirmes  y duraderos. 

Ni  después  de  publicada,  ni  en  el  acto  del,  reconocimiento  y 
demarcación  podían  los  interesados  variar  la  designación  pre- 
sentada en  la  solicitud,  excepto  si  el  ingeniero  la  hallase  dcíec- 
tuosa  ó mal  hecha  por  inexactitud  en  las  medidas,  ó por  suj^ei-- 
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posición  de  pertenencias  ajenas  que  tuviesen  mejor  derecho,  ó 
cuando  dejase  espacios  trancos  ó fajas  entre  pertenencias  que 
pudieran  excusarse  sin  menoscabo  de  la  explotación,  pues  en- 
tonces la  rectiñcaba  de  acuerdo  con  el  interesado,  habiendo  ter- 
reno franco  para  ello. 

La  falta  de  acuerdo  no  impedia  que  la  demarcación  se  llevase 
al  cabo  según  el  dictámen  facultativo ; pero  quedaba  al  interesa- 
do el  recurso  en  queja  ante  el  gobernador.  Este  recurso  debia  in- 
terponerse en  el  término  de  dos  dias  íatalcs  por  conducto  de  los 
ingenieros  para  que  informasen  acerca  de  su  contenido;  y pasa- 
do el  plazo,  se  tenja  por  consentida  la  demarcación. 

Los  ingenieros  designaban  los  rumbos  siguiendo  el  norte  mag- 
nético. 

1744. — Dentro  de  los  treinta  dias  siguientes  al  acto  de  la  de- 
marcación el  gobernador  debia  dudar  providencia  aprobando  ó 
desaprobando  el  expediente.  En  el  primer  caso,  si  transcurridos 
otros  treinta  días,  nadie  interponía  apelación,  se  expedia  al  con- 
cesionario en  nombre  del  Gobierno  un  título  de  propiedad. 

En  el  título  se  expresaban  las  condiciones  generabís  y las  es- 
peciales requeridas  por  la  conveniencia  pública  en  razón  de  la  na- 
turaleza del  mineral  ó de  las  circunstancias  de  la  em])resa. 

Resistida  alguna  de  las  condiciones  impuestas,  no  podía  ha- 
cerse concesión  de  aquella  pertenencia  ó peidenencias  á otra  em- 
presa ó persona  sino  con  las  mismas  condiciones,  á no  renun- 
ciar voiiintariaiaente  y por  escrito  su  derecho  preferente  la  pri- 
mitiva peticionaria,  así  se  pretendía  fortalecer  la  imparcialidad 
de  ia  administración. 

Expedido  el  título  de  propiedad,  el  gobernador  ordenaba  su 
inmediata  entrega  al  interesado,  y comisionaba  al  alcalde  respec- 
tivo para  que  en  el  término  preciso  de  dos  meses  pusiese  al  due- 
ño de  la  pertenencia  ó pertenencias  en  posesión  de  ellas  ante  no- 
tario ó el  secretario  del  Ayuntamiento. 

Las  concesiones  so  otorgaban  por  tiempo  ilimitado,  miéntras 
los  mineros  cumplían  las  condiciones  generales  establecidas  en 
las  leyes  y reglamentos  y las  especiales  contenidas  en  el  real  tí- 
tulo de  propiedad. 

desarrollo  sucesivo  de  una  labor  minera  exige  con 
frecuencia  la  apertura  de  un  socaven  ó galería  en  terreno  fran- 
co. Oti-as  veces  acontece  que  la  galería  haya  de  atravesar  torre- 
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nos  ocupados  en  todo  ó en  parte  por  minas  concedidas,  registra- 
das ó en.  investigación.  En  el  primer  caso  podía  el  empresario 
solicitar  la  concesión  de  un  grupo  ó coto  minero : en  el  segundo 
debia  presentar  solicitud  al  gobernador  con  los  planos  de  la  obra 
proyectada  firmados  por  un  ingeniero  de  minas,  y copia  autori- 
zada de  los  conciertos  celebrados  con  los  mineros  á la  sazón  in- 
teresados en  el  terreno,  para  conseguir  amistosamente  el  arre- 
glo de  sus  respectivos  di.sfrutes. 

La  concesión  de  galerías  generales  se  equipara  á la  concesión 
de  un  registro  de  minas.  Al  publicar  la  designación,  esto  es,  al 
determinar  la  situación  de  los  registros  y minas  ajenas  que  la 
galería  en  proyecto  habría  de  comprender,  el  gobernador  man- 
daba que  se  hiciesen  las  notificaciones  personales  á los  interesa- 
dos ó sus  representantes. 

La  ley  reservaba  al  empresario  de  una  galería  general  cierto 
número  de  pertenencias  por  él  señaladas  entre  las  libres  ó fran- 
cas sobre  el  terreno  de  sus  labores,  ó en  su  proximidad  al  al- 
cance prudencial  de  sus  desagües.  Estas  pertenencias  podían  ser 
objeto  de  su  investigación  ó registro  conforme  los  trabajos  sub- 
terráneos fuesen  avanzando  hasta  rebasaidas,  con  facultad  de 
desechar  las  que  no  le  conviniesen.  Si  el  empresario  no  declara- 
ba su  voluntad,  los  ingenieros,  al  visitar  las  minas  de  la  comar- 
ca, daban  el  oportuno  aviso  al  gobernador,  quien  ordenaba  que 
en  el  término  de  quince  dias  optase  por  la  instrucción  del  expe- 
diente para  investigar  ó registrar,  ó la  declaración  de  hallarse 
él  terreno  franco,  lo  cual  implicaba  la  renuncia  de  aquellas  per- 
tenencias. 

Toda  pertenencia  minera  está  obligada  á permitir  el  paso  de 
una  galería  general  y á respetar  su  fortificación,  absteniéndose 
de  arrancar  minerales  en  términos  que  las  paredes  se  debiliten. 
En  cambio  el  empresario  no  puede  arrancar  más  mineral  que  el 
necesario  á su  labor  de  perforación,  y es  de  su  cuenta  extraerlo. 
Si  lo  halla  debajo  de  pertenencia  demarcada,  el  producto  se  di- 
vide por  mitad  entre  el  empresario  de  la  galería  y el  dueño  ó 
demarcador  de  la  mina. 

El  precio  de  los  servicios  del  desagüe,  ventilación  y extrac- 
ción se  arregla  por  convenio,  y á falta  de  avenencia,  por  tasa- 
ción de  peritos  nombrados  por  ambas  partes  y tércero  en  dis- 
cordia designado  por  el  gobernador. 
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El  ^obonisiclor  6ii  nonibro  d6l  Gobierno  eoiicodio,  In  nutpri/íi* 
don  para  abrir  galerías  generales  por  medio  de  órdenes  en  las 
que  debían  expresarse  las  condiciones  facultativas  y las  demás 

requeridas  por  las  circunstancias. 

1740, Llámanse  terreros  los  vaciaderos  ó montones  de  es- 

comliros  que  se  forman  á las  bocas  de  las  minas  o sus  inmedia- 
ciones con  las  tierras  ó piedras  desechadas  como  incapaces  de 
rendir  beneficio,  y escbriciles  los  depósitos  de  escorias,  lavas  o 
sobrantes  de  la  fundición  también  abandonados  en  concepto  de 
inútiles,  porque  dieron  de  sí  toda  ó casi  toda  la  sustancia  mi- 
neral. 

El  progreso  de  la  química  permite  hoy  extraer  hasta  los  áto- 
mos de  oro  y plata  que  antes  se  abándonabaii  porque  no  se  des- 
cubrian,  ó porque  la  costa  de  las  labores  no  compensaba  la  ga- 
nancia obtenida  apurando  los  medios  de  separar  los  metales  y 
reducir  á lo  justo  la  cantidad  de  los  desperdicios 
La  antigua  riqueza  mineral  de  España  tentó  sucesivamente  la 
codicia  de  los  Fenicios,  Cartagineses,  Romanos  y Árabes  que 
labraron  minas  en  diversas  partes  de  la  Península  sujeta  á su 
dominación  (1).  Muchos  escoriales  y terreros  de  aquellas  épocas 
remotas,  y aun  algunos  que  datan  del  siglo  pasado,  fueron  apro- 
vechados en  nuestros  dias,  y pagaron  la  industria  y diligencia 
de  los  mineros  con  inmensas  riquezas. 

Los  escoriales  y terreros  abandonados  eran  objeto  de  conce- 
sión como  la  de  registros  de  pertenencias  mineras,  salvas  las 
diíérencias  de  labor  legal,  designaciones  y demarcaciones  que 
se  derivan  de  la  naturaleza  de  las  cosas. 

Cuando  en  la  pertenencia  demarcada  de  un  escorial  ó terrero 
se  solicitaba  por  un  extraño  labrar  una  mina,  debia  ser  preferido 
el  dueño  de  aquéllos,  si  así  lo  manifestaba  en  el  plazo  de  treinta 
dias  contados  desde  la  notificación  administrativa  (2). 

1747.— Tal  es  en  resúmen  el  derecho  constituido  en  materia 
de  concesiones  de  pertenencias  mineras  hasta  la  última  reforma, 
derecho  todavía  Adgente,  si  no  para  las  que  se  hagan  en  lo  suce- 
sivo, aplicable  á los  antiguos  concesionarios,  cuya  dudas  y cues- 
tiones deben  ser  resueltas  con  arreglo  á las  leyes  y condiciones 

(1)  V.  Historia  de  la  economía  política  en  España,  tomo  I,  caps.  1, 11,  V y XXIII. 

{2)  Ley  de  G de  Julio  cié  1859,  arts.  20  y sig.,  reglamento  de  25  de  EeDrero  de  1863,  arts.  21 
y y ley  de  4 de  Marzo  de  1863,  arts.  21  y sig. 
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b^o  las  que  les  fueron  otorgadas  (1);  salvo  si  se  acogieron  alas 
bases  de  que  tiene  noticia  el  lector  (2). 

La  cláusula  derogatoria  del  decreto-ley  en  que  se  contienen, 
no  es  general  y absoluta,  sino  limitada  á los  preceptos  contra- 
rios, y aun  así  con  aquella  reserva. 

1748. — De  aquí  la  necesidad  de  exponer  las  variantes  de  la 
legislación  de  minas  actual  comparada  con  la  precedente. 

I.  Para  obtener  la  propiedad  de  cuatro  ó más  pertenencias 
mineras  de  la  segunda  ó de  la  tercera  sección,  según  se  clasiílca 
en  los  núms.  1713  y 1714  acude  el  interesado  al  gobernador  de 
la  provincia,  expresando  con  toda  claridad  en  la  solicitud  las  cir- 
cunstancias de  la  concesión  que  pretende. 

II.  El  gobernador  instruye  el  oportuno  expediente,  y demos- 
trada la  existencia  de  terreno  tranco,  prévia  la  publicidad  nece- 
saria para  oir  las  reclamaciones  que  se  intenten,  manda  demar- 
car la  concesión  y la  otorga,  si  procede,  en  un  plazo  que  no  pase 
de  cuatro  meses  contados  desde  la  fecha  de  la  presentación  del 
escrito. 

III.  Aunque  por  regla  general  la  prioridad  en  la  presentación 
de  la  solicitud  da  derecho  preferente,  si  se  trata  de  sustancias  de 
la  segunda  sección,  siempre  es  preferido  el  dueño  del  terreno, 
comprometiéndose  á beneficiarlas  en  un  plazo  que  la  administra- 
ción le  señale,  el  cual.no  puede  exceder  de  treinta  dias. 

IV.  No  obsta  á la  demarcación  de  los  límites  de  cada  concesión 
cumplidos  los  anteriores  requisitos,  que  no  haya  mineral  des- 
cubierto, ni  labor  ejecutada. 

V.  Las  demarcaciones  pueden  comprender  toda  clase  de  ter- 
renos, caminos,  edificios  ú otras  obras  cualesquiera,  con  tal  que 
los  trabajos  mineros  se  hagan  con  sujeción  á las  reglas  de  po- 
licía y seguridad. 

VI.  Para  ejecutar  galerías  generales  de  investigación,  des- 
agüe ó transporte,  deben  los  interesados  solicitar  las  pertenen- 
cias necesarias , siempre  que  haya  terreno  franco,  como  en  las 
demás  concesiones  ; y si  estas  labores  hubiesen  de  atravesar  per- 
tenencias ya  concedidas,  es  obligación  del  empresario  ponerse  de 
acuerdo  (mn  los  dueños  respectivos,  y concertar  con  ellos  todas 
las  condiciones,  en  la  previsión  del  caso  de  encontrar  mineral. 

(1)  Real  orden  do  l.°  do  Abril  de  1871- 

(2)  Decreto  de  29  de  Diciembre  do  1868,  art.  30. 
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VII,  Si  ios  dueños  de  las  pertenencias  se  oponen  á la  ejecu- 
ción de  las  "Olerías,  no  se  puede  autorizarla  á menos  de  instruir 
expediente  para  la  declaración  de  utilidad  pública. 

VIH.  Todas  las  concesiones  son  perpétuas  mediante  el  pago 
de  un  cánon  por  hectárea , como  en  reconocimiento  del  directo 
dominio  del  estado.  El  cánon  debe  pagarse  desde  el  dia  de  la  con- 
cesión, y mientras  el  concesionario  lo  satisfaga,  no  puede  la  ad- 
ministración privarle  del  terreno  concedido. 

IX.  vSi  en  un  mismo  terreno  existen  sustancias  de  la  segunda 
y de  la  tercera  sección,  y no  fuese  posible  explotar  ambas  á la 
Amz,  se  conceden  al  primero  que  las  solicite.  Si  solicita  explotar 
las  sustancias  de  la  tercera  sección , puede  extender  sus  labores 
mineras  á las  de  la  segunda;  pero  si  la  petición  se  refiere  á és- 
tas, agotadas  que  sean,  necesita  el  interesado  nueva  concesión 
para  beneficiar  aquéllas. 

X.  Los  mineros  disponen  libremente  de  todos  los  derechos  que 
adquieren,  como  si  se  derivasen  de  otra  cualquiera  propiedad,  ex- 
cepto si  los  productos  minerales  estuviesen  estancados  (1). 

1749. — En  resúmen,  conciierdan  las  dos  legislaciones,  la  an- 
terior y la  posterior  á la  reforma  de  1868,  en  ciertos  puntos  prin- 
cipales, y en  otros  de  no  menor  importancia  están  discordes. 
Son  los  primeros : 

I.  Que  toda  concesión  supone  el  dominio  originario  del  esta- 
do en  las  minas. 

II.  Que  la  concesión,  en  razón  de  su  origen,  su  esencia,  el 
objeto  y el  fin,  es  im  acto  traslativo  de  dominio,  ajeno  al  dere- 
cho común,  y ajustado  á las  formas  de  la  administración  pública. 

III.  Que  la  propiedad  que  de  esta  fuente  se  deriva  es  enajena- 
ble á voluntad  del  propietario,  sin  necesidad  de  autorización  del 
Gobierno  con  arreglo  á las  leyes  comunes , salvo  que  cada  per- 
tenencia es  indivisible, 

IV . Que  al  otorgar  estas  concesiones  se  procura  siempre  sa- 
car á salvo  el  perjuicio  de  tercero  y el  derecho  de  propiedad. 

4750. — Difieren  ambas  legislaciones : 

I.  En  que  antes  eran  las  concesiones  por  tiempo  ilimitado,  y 
ahora  son  perpétuas. 

II.  En  que  ántes  eran  revocables,  cuando  no  se  cumplían  las 

(1)  Decreto  de  29  de  Diciemlii  e do  1868,  arts,  15  y sig.,  y ley  de  24  de  Julio  de  1811. 
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condiciones  impuestas  por  la  adiiiinisStracion  y aceptadas  por  el 
concesionario,  y ahora,  pagando  el  cánon,  son  irrevocables. 

m.  En  que  antes  cuidaba  la  administración  de  asegurarse  de 
la  verdad  de  la  concesión  por  las  señales  de  mineral  descubier- 
to ó labor  legal,  y ahora  solamente  exige  terreno  franco. 

IV.  En  fin,  se  diferencian  en  que  antes  la  minería  era  una  in- 
dustria reglamentada,  por  cuya  razón  e\jus  uiendi  et  abutendi 
que  constituye  la  plenitud  del  dominio  según  el  derecho  civil, 
no  definia  esta  propiedad  condicional.  Hoy  es  una  industria  li- 
bve  que  no  reconoce  otra  autoridad,  inspección  ó vigilancia  del 
Gobierno  que  las  reglas  comunes  de  la  policía  de  seguridad  y sa- 
lubridad. 


Artículo'  6.° — Caducidad  de  las  covicesiones  y %uex>a  adjudicación. 


1751.  — Condiciones  de  toda  conce- 

sión, 

1752.  — Caducidad. 

1 753 .  — Expediente . 

1754.  — Recursos  contra  la  decla- 

ración de  caducidad. 


1755.  — Adjudicación  de  la  mina 

vacante. 

1756.  — Efectos  de  la  caducidad. 

1757.  — Legislación  posterior. 

1758. — Pertenencias  abandona- 

das. 


4751. — ^Toda  concesión  de  pertenencias,  terreros  y escoriales, 
conforme  á la  legislación  de  minas  vigente  en  el  primer  perío- 
do de  los  dos  en  que  la  hemos  dividido,  hacia  las  veces  de  un 
contrato  por  el  cual  el  estado  transmitía  á una  persona  6 compa- 
ñía su  derecho  de  propiedad  y se  obligaba  á respetarlo  y velar 
por  que  todos  lo  respetasen,  á cambio  de  que  el  concesionario  be- 
neficiase la  mina  según  las  reglas  del  arte  y se  ajustase  á las  con- 
diciones generales  y especiales  impuestas  y aceptadas. 

1752. — Seguíase  de  lo  dicho  que  las  concesiones  caducaban; 

1.  Guando  no  se  cumplían  las  condiciones  consignadas  en  el 
título  de  propiedad. 

n. — Guando  por  falta  de  desagüe,  mala  dirección  ó ejecución 
amenazaban  ruina  las  labores,  siempre  que  requerido  el  dueño 
no  las  fortificaba  en  el  término  que  se  le  señalase  con  arreglo  á 
las  instrucciones  del  ingeniero  aprobadas  por  el  gobernador. 

III.  Cuando  se  dejaba  de  pagar  el  cánon  fijo  que  la  ley  impo- 
nía á cada  pertenencia,  escorial  ó terrero,  y perseguido  el  deu- 
dor por  la  Via  de  apremio  resultaba  insolvente. 

TOMO  II. 
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IV.  l*or  abandono,  es  decir,  si  ias  minas  no  estaban  pobladas 
ó en  actividad. 

V.  Por  renuncia  voluntaria,  haciendo  dejación  de  la  pertenen- 
cia en  la  forma  debida. 

En  los  casos  I y IV  eran  excepciones  admisibles  la  guerra,  el 
hambre  y la  peste  en  el  radio  de  sesenta  .kilómetros,  el  incen- 
dio, la  inundación,  el  terremoto  y el  temporal  que  impedia  el 
laboreo,  y siempre  la  fuerza  mayor. 

1753.  — El  gobernador  instruía  el  expediente  para  la  declara- 
ción de  caducidad  de  oficio  ó á petición  de  parte.  Ponia  en  ca- 
beza el  decreto  en  el  cual  expresaba  las  causas  que  podían  mo- 
tivarla; notificábase  esta  resolución  al  concesionario  á fin  de  que 
dentro  tle  quince  dias  alegase  de  su  derecho : corrido  el  plazo, 
hubiese  ó no  contestado,  mandaba  practicar  las  diligencias  ne- 
cesarias al  esclarecimiento  de  la  verdad,  y admitía  las  informa- 
ciones que  ios  interesados  hubiesen  hecho  ante  las  autoridades 
del  orden  judicial  , y oido  el  dictámen  del  ingeniero  á quien  cor- 
respondía emitirlo,  pronunciaba  la  caducidad  ó subsistencia  de 
la  concesión. 

1754.  — El  concesionario  desposeído  á consecuencia  de  la  de- 
claración de  caducidad,  podía  recurrir  por  la  via  contenciosa  ante 
el  Consejo  provincial  en  el  término  de  treinta  dias  después  de  la 
notificación  , y apelar  del  fallo  de  este  cuerpo  al  Consejo  de  Es- 
tado. 

1755.  — Cuando  un  registrador  proinovia  la  íbrmacion  dei  ex- 
pediente para  que  se  le  adjudicase  la  mina  vacante , debía  acom- 
pañar á sil  petición  de  registro  la  designación ; y luégo  de  de- 
clararse la  caducidad  ó aparecer  anteriormente  declarada , soli- 
citaba la  demarcación  sin  estar  obligado  á practicar  la  labor  le- 
gal. 5 si  el  primer  concesionario  se  alzaba  contra  la  providen- 
cia del  gobernador,  podía  inostrarse  parte  en  el  juicio  como 
coadyuvante  de  la  administración. 

1756.  — Ejecutoriada  la  cmlucidad  de  una  concesión  de  mina, 
terrero  ó escorial  ó permiso  para  investigación,  ó pronunciado 
el  fenecimiento  de  un  expediente  de  registro,  el  gobernador  de- 
claraba libremente  regisírables  aquellos  terrenos,  y asi  lo  anun- 
ciaba al  piiblico.  En  caso  de  declaración  de  caducidad  por  conse- 
cuencia de  un  registro,  el  registrador  tenia  la  preferencia  para 
la  demarcación  y posesión  sucesiva.  Y sz  conviniese  al  nuevo  re- 
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gistrador  utilizar  los  edificios  de  la  pertenencia  ó pertenencias 
caducadas^  ó servirse  de  las  máquinas  que  hubiese  en  ellas,  po- 
día hacer  uso  del  derecho  de  expropiación  forzosa. 

Caducada  una  concesión  de  escorial  ó terrero,  pasaba  en  el 
acto  á poder  del  coiitesionario  del  subsuelo  la  parte  contenida 
dentro  de  las  líneas  de  las  pertenencias  mineras  (1). 

1757. — En  las  pertenencias  abandonadas  por  espacio  de  diez 
años  sin  registrarse  ni  laborearse  de  nuevo,  los  terrenos  ocu- 
pados para  atenciones  y servidumbres  mineras  y los  solares  de 
edificios  ya  inservibles  para  su  primitivo  objeto,  revertían  llana- 
mente al  dueño  de  la  finca  (2). 

175<S. “Según  la  legislación  del  segundo  periodo  los  mine- 
ros explotan  sus  minas  sin  sujeción  á prescripciones  técnicas  de 
ningún  género  excepto  las  generales  de  policía  y seguridad.  Así 
pues,  la  administración  ha  renunciado  por  su  parte  al  derecho  de 
dirección,  inspección  y vigilancia  que  antes  ejercía;  mas  pueden 
los  particulares  reclamar  y exigir  el  cumplimiento  de  las  condi- 
ciones generales  ó particulares  contenidas  en  el  título  de  pro- 
piedad, si  les  interesa  como  dueños  de  las  minas  colindantes. 

Las  concesiones  modernas,  y las  antiguas,  si  los  concesiona- 
rios se  acogieron  á los  beneficios  del  decreto-ley  varias  veces  ci- 
tado, caducan  en  dos  solos  casos: 

I.  Guando  el  dueño  de  la  mina  deja  de  satisfacer  durante  un 
año  el  cánon  establecido,  si  perseguido  por  la  via  del  apremio 
no  lo  paga  dentro  de  quince  dias  ó resulta  insolvente. 

En  este  caso  se  declara  nula  la  concesión  y saca  á publica  su- 
basta, y si  á la  tercera  no  da  resultado,  el  terreno  vuelve  á ser 
franco. 

II.  Cuando  el  dueño  de  la  mina  participa  al  gobernador  su  de- 
sistimiento ó abandono  (3). 

(1)  Real  orden  de  IT  de  Octubre  do  18  -2- 

(2)  Ley  de  6 de  Julio,  arts.  6i  y aig.,  ley  do  4 de  Marzo,  arta.  65  y 68,  y reg:lamonto  de  25 
de  Febrero,  arts.  ID  y sigs. 

(3)  Decreto  de  29  de  Diciembre  de  1868,  arts.  22  y 23. 
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Artículo  7.® — Oficinas  de  beneficio. 


1759.  — Establecimiento®  fijos.  1761. — Derechos  del  beneficiador . 

1760.  — Instrucción  de  expedientes. 


^759.*_EI  desarrollo  de  la  industria  minera  pide  establecimien- 
tos íijos  en  donde  se  ])eneíicien  los  minerales  conforme  se  van 
extrayendo;  pero  como  para  plantear  las  oficinas  de  beneficio  se 
necesita  terreno  inmediato  á la  pertenencia  que  tal  vez  sea  de  do- 
minio particular,  la  ley  remueve  este  obstáculo  aplicando  la  de 
enajenación  forzosa.  ■ 

1760. — El  expediente  se  instruye  como  en  cualquiera  otro  ca- 
so, hasta  que  recae  la  declaración  de  utilidad  pública.  El  dueño 
del  terreno  ó el  industrial  pueden  reclamar  contra  la  declaración 
del  gobernador  ante  el  ministro  de  Fomento,  cuya  resolución  es 
definitiva  é inapelable. 

Si  hubieren  de  establecerse  altos  hornos,  forjas  catalanas ú otra 
oficina  de  beneficio  que  requiera  combustible  vejetal  ó salto  de 
aguas,  se  necesita  la  autorización  del  gobernador  prévio  expe- 
diente instruido  con  audiencia  de  los  interesados  y los  informes 
de  un  ingeniero  de  minas  del  distrito,  de  otro  de  caminoKS  y de 
la  Diputación  provincial. 

El  gobernador  no  puede  dilatar  por  más  de  seis  meses  la  ins- 
trucción y resolución  del  expediente. 


1761. — El  beneficiador  de  minerales  disfruta  de  los  derechos 
y está  sujeto  á las  cargas  y obligaciones  propias  de  ios  mineros 
en  cuanto  son  aplicables  á la  fabricación.  En  todo  lo  demás  las 
oficinas  de  beneficio  se  ajustan  á las  reglas  del  derecho  común 
tocantes  á 16s  establecimientos  industriales  (1). 


\ 

1 

Artícuíso  ^.''—Condiciones 
\ 

1762.  — Laboreo  de  las  minas. 

1 763. — Obligaciones  generales  del 

minero. 

1764.  — Derechos  del  minero. 


generales  de  la  minería. 

1765. — Desistimiento  ó abandono 

de  la  mina. 

1766. — Reconocimiento  faculta- 

tivo. 


(1 ) Ley  de  6 de  Julio,  arts.  71  y sio-,, 
de  Marzo,  arts.  73  y 74. 


y reglamepto  de  25  de  Febrero,  art.  80,  y ley  ele  4 
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1762.  — Miéntras  fué  la  minería  una  industria  reglamentada,  de- 
bían beneficiarse  Jas  minas  según  los  preceptos  del  arte,  y esta- 
ban obligados  sus  dueños  y trabajadores  á tenerlas  limpias,  des- 
aguadas y bien  ventiladas;  d fortificarlas,  para  que  una  explota- 
ción codiciosa  no  dificultase  ó imposibilitase  el  ulterior  aprove- 
cbamiento  y comprometiese  la  vida  de  los  operarios,  á conser- 
var los  hitos  ó mojones  que  se  fijan  al  demarcar  las  pertenencias, 
á obserx'ar  los  reglamentos  de  policía  y salubridad  y obedecer  las 
órdenes  que  sobre  esta  materia,  previo  informe  facultativo,  dic- 
tasen las  autoridades  locales. 

1763.  — La  libertad  de  la  industria  minera  no  consiente  hoy  la 
intervención  de  la  autoridad  en  la  dirección  de  las  labores;  pero 
el  respeto  debido  al  derecho  de  cada  uno  y razones  de  utili- 
dad común  imponen  todavía  límites  necesarios  á este  género  de 
propiedad. 

El  minero  está  obligado  á facilitar  la  ventilación  de  las  minas 
colindantes;  á permitir  bajo  indemnización,  si  hubiere  lugar,  el 
paso  subterráneo  del  agua  de  dichas  minas  con  dirección  al  des- 
agüe general,  y á consentir  por  la  superficie  de  sus  pertenen- 
cias el  tránsito  necesario  para  el  servicio  de  las  ajenas. 

Asimismo  está  obligado  á indemnizar  por  convenio  privado  ó 
tasación  de  peritos,  con  sujeción  á las  leyes  comunes,  los  daiíos 
y perjuicios  que  ocasione  á otras  minas,  ya  por  acumulación  de 
aguas  en  sus  labores,  si  requerido  no  las  achicase  en  el  plazo  de 
reglamento,  ya  de  otro- modo  cualquiera  de  que  resulte  menos- 
cabo á intereses  ajenos  dentro  ó fuera  de  las  minas,  y en  opera- 
ciones anteriores  simultáneas  6 posteriores  á la  extracción  de 
minerales. 

Si  en  estos  casos  ó en  los  de  indemnización  al  dueño  del  terre- 
no fuese  legalmente  declarada  su  insolvencia,  se  reputará  daña- 
dor voluntario. 

1764.  — La  ley  reconoce  á los  mineros  derechos  y les  otorga 
favores  muy  importantes,  á saber; 

I.  Obtienen  el  libre  y pleno  disfrute  del  todo  ó parte  de  la  su- 
perficie de  sus  pertenencias  para  almacenes,  talleres,  lavaderos, 
ofi(ánas  de  beneficio,  depósitos  de  escombros  ó escorias,  caminos 
y otros  usos  análogos  dentro  de  las  estrictas  necesidades  de  su 
industria.  Á falta  de  avenencia  con  los  dueños  de  los  terrenos 
sobre  la  extensión  del  que  pretendan  ocupar  y su  precio,  pueden 
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]os  mineros  solicitar  del  g-obernador  la  aplicación  de  la  ley  de 
enajenación  forzosa,  y tendrá  electo  en  el  plazo  de  dos  meses 
mediante  indemnización  al  tenor  de  lo  dicho  en  los  iiiims.  1589 
y 1632. 

II.  Pueden  disponer  libremente  de  sn  propiedad  y de  los  pro- 
ductos que  rinda,  excepto  si  son  de  laclase  que  las  leyes  fiscales 
declaran  estancados,  pues  entonces  deben  someterse  á la  inter- 
vención de  la  Hacienda  pública.  Por  regla  general  para  dispo- 
ner de  los  minerales  es  preciso  Jiaber  obtenido  el  título  de  pro- 
piedad. 

III.  Los  escoriales  y terreros  contenidos  en  pertenencias  de 
minas  son  propiedad  de  los  dueños  de  éstas,  si  ántes  de  su  re- 
gistro no  han  sido  concedidos  ó registrados  por  otros. 

IV.  Los  dueños  de  las  minas,  socavones  y galerías  generales 
adquieren  el  dominio  pleno  de  las  aguas  lialladas  en  sns  labra- 
dos, y las  conservan  miéntras  conserven  la  propiedad  de  sus 
]-es[)eotivas  posesiones.  Mas  si  voluntaria  ó involuntariamente 
cortasen  ó desviasen  cualesquiera  aguas  en  curso  para  abaste- 
cimiento de  alguna  población  ó para  riego,  deben  reponer  la 
antigua  corriente  con  satisfacción  de  daños  y perjuicios  y res- 
ponsabilidad civil  ó criminal. 

V.  Los  miiiero^i  se  consideran  vecinos  de  los  pueblos  en  cuyos 
términos  se  lialian  situadas  sus  minas,  en  cuanto  al  uso  de  las 
aguas,  montos,  deliesas,  pastos  y demás  aprovechamientos  co- 
munes en  lo  relativo  á su  industria  con  arreglo  á las  ordenanzas 
municipales. 

1765.— El  desistimiento  ó abandono  de  una  mina  ó labor  mi- 
nera es  un  acto  voluntario,  pero  sometido  en  la  forma  á ciertas 
reglas  de  policía. 

El  que  bulúere  abierto  una  calicata  y se  determine  á abando- 
narla, tiene  la  obligación  de  rellenarla,  pudiendo  ser  compelido 
á ello  por  el  dueño  del  terreno  ó el  alcalde  respectivo. 

E!  registrador  ó investigador  que  desistan  de  su  empresa,  de- 
ben ponerlo  en  noticia  del  gobernador  con  la  antelación  de  quin- 
ce dias  y cerrar  los  pozos  bajo  una  multa  que  no  puede  exceder 
de  250  pesetas:  y lo  mismo  hará  el  propietario  de  una  mina  cuan- 
do renuncie  á su  laboi'eo. 

i / 66.— El  gobernador  manda  que  im  ingeniero  reconozca  las 
lanores  de  cuyo  desistimiento  ó abandono  tiene  conocimiento, 
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para  que  certifique  del  estado  regular  de  su  fortificación  5^  de  ha- 
llarse los  pozos  bien  cerrados  (1). 

Artículo  Minas  reservadas  al  estado. 

1767.  — Minas  del  estado.  1770. "-Adquisición  ó enajenación. 

1768.  — Su  extensión.  1771. — Contratos  para  servicio  de 

1760. — Laboreo.  estas  minas. 

1767.  — Todas  las  minas,  antes  de  pasar  al  dominio  privado, 
pertenecieron  al  estado  por  derecho  de  soberanía;  pero  hay  al- 
gunas cuyo  beneficio  se  reserva  á título  de  monopolio,  ingresan- 
do sus  rendimientos  en  el  tesoro  como  parte  de  las  rentas  pú- 
blicas. 

1768. — Conservan  estas  minas  la  misma  extensión  de  terreno 
que  antes  tenían;  y cuando  sus  límites  no  sean  bastante  claros 
y conocidos,  deben  fijarse  por  el  ministerio  de  Fomento  prévio 
expediente  y con  audiencia  de  las  autoridades  á quienes  se  crea 
oportuno  consultar. 

1769.  — Es  consecuencia  del  dominio  ahsolnto  y exclusivo  del 
estado  en  ellas , que  dentro  de  su  perímetro  nadie  pueda  abrir 
calicatas,  ni  hacer  labores  de  investigación  sino  de  orden  y por 
cuenta  del  Gobierno,  ni  solicitar  concesiones  de  pertenencias  de 
minas  ó escoriales  dentro  de  los  mismos  linderos,  salvo  si  los 
minerales  no  fuesen  objeto  de  la  explotación  del  Gobierno  y las 
labores  se  estableciesen  á la  distancia  de  seiscientos  metros  })or 
lo  ménos  de  las  minas  y oficinas  del  estado  en  actividad. 

Los  terreros  y escoriales  procedentes  de  minas  ó fábricas  re- 
servadas al  estado  no  pueden  ser  beneficiados  por  los  particula- 
res, cualquiera  que  sea  la  distancia  á que  se  hallen  de  la  mina  ú 
oficina  de  donde  provengan. 

1770.  — El  Gobierno  necesita  estar  autorizado  por  una  ley  es- 
pecial para  adquirir  ó enajenar  minas  ó escoriales  (2). 

177 1 .  — Los  contratos  pain  los  servicios  y surtidos  de  las  minas 
del  estado,  se  celebran  por  regla  general  mediante  subasta  y 
adjudicación  del  remate  al  mejor  postor  (.3). 

(1)  Ley  do  6 do  Julio  de  1859,  arts.  -10  y si»'.,  rcfriiimonto  de  25  de  Kebrero  do  18(19,  artícu- 
los (U  y sij,'.,  loy  do  4 de  Marzo  de  18GS,  art.  74,  reft-lamBiito  de  24  de  Junio  ’dcl  mismo  ano, 
arta.  Gliy  sig'.,  y decreto  do  29  de  Diciemljre  de  1868,  arts.  24  y sig. 

[2)  r.ey  de  0 de  Julio,  arte.  75  .y  sig. 

Clj  Decreto  de  M de  Abril  de  1873. 
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Artículo  V^.-^Av,tori&Cbd  y jurisdicción  en  minería. 


1772.  — Expedientes  gubernativos. 

1773. — Consulta  prévia. 

1774. — Recursos  por  la  via  guber- 

nativa. 

1775.  — Competencia  del  tribunal 

administrativo  de  primera 
instancia. 


177(3, _P)el  Consejo  de  Estado. 

1777,  — Limitaciones. 

1778. — Jurisdicción  ordinaria. 
1779- — Explicaciones. 

17g0,— Cuerpo  de  ingenieros  de 
Minas. 


1772. — -Todos  ios  expedientes  relativos  á concesiones  en  mi- 
nería son  gubernativos,  y se  resuelven  por  los  gobernadores,  y 
en  definitiva,  si  cabe  recurso  de  alzada,  por  el  ministro  de  Fo- 
mento. 

1773.  — Los  gobernadores  deben  oir  á la  Diputación  provincial 
en  todos  los  casos  en  que  dispone  la  ley  sea  consultado  el  Con- 
sejo  proAÚncial,  y además  siempre  que  lo  consideren  oportuno. 
El  Gobierno  hace  lo  mismo  con  el  Consejo  de  Estado,  procurando 
que  pudiendo  llegar  á ser  los  negocios  contenciosos,  informe  tan 
sólo  la  Sección  respectiva.  De  otro  modo,  prevenido  el  juicio 
de  aquel  alto  cuerpo,  correrla  peligro  el  derecho  de  los  particu- 
lares. 

1774.  — La  parte  agraviada  con  la  providencia  del  gobernador 
tiene  expedito  el  recurso  de  queja  ante  el  ministro,  insistiendo 
en  la  via  gubernativa  cuando  la  delegación  del  Gobierno  no  es 
absoluta.  Este  recurso  debe  interponerse  en  el  término  de  trein- 
ta dias  y por  conducto  del  gobernador,  quien  lo  eleva  al  Gobierno 
con  su  informe. 

4775. — Compete  á la  Comisión  provincial,  con  apelación  al 
Consejo  de  Estado,  el  conocimiento  por  la  via  contenciosa,  de  las 
cuestiones  que  se  susciten  entre  la  administración  y ios  conce- 
sionarios : 

1.  Con  motivo  de  las  declaraciones  de  caducidad  pronunciadas 
por  ios  gobernadores. 

n.  5 á propósito  de  la  inteligencia  y cumplimiento  de  las 
condiciones  establecidas  en  la  concesión. 

1 / / 6. —Compete  al  Consejo  de  Estado  conocer  por  la.  via  con- 
tenciosa de  los  recursos  que  se  intenten : 
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I.  Contra  las  resoluciones  finales  confirmando  ó desestimando 
el  permiso  de  investigación. 

II.  Contra  las  mismas  concediendo  ó negando  la  propiedad 
de  minas,  escoriales,  terreros  y galerías  generales. 

Asimismo  conoce  el  Consejo  de  Estado  por  via  de  apelación, 
de  los  recursos  contra  los  fallos  de  las  Comisiones  provinciales 
res{)ecto  á caducidad. 

El  recurso  debe  entablarse  dentro  de  treinta  dias. 

1777. — No  se  admiten  en  la  via  contenciosa  más  recursos  ante 
el  Consejo  de  Estado  que  los  intentados: 

I.  Por  los  interesados  á quienes  se  hubiese  concedido  ó nega- 
do la  investigación  ó explotación  mineras  objeto  del  expediente 
en  los  tres  casos  referidos. 

II.  Por  los  interesados  que  en  los  mismos  casos  hubiesen  pre- 
sentado al  gobernador  en  tiempo  hábil  sus  oposiciones. 

III.  Por  los  que  hayan  protestado  en  el  acto  de  la  demarcación 
contra  esta  operación  y sus  consecuencias. 

IV.  Por  los  concesionarios  en  cuyo  teri’eno,  ignoriindosG  la 
existencia  del  derecho  que  pueda  asistirles,  se  hubiese  otorgado 
nueva  concesión. 

V.  Por  los  interesados  no  confonnes  con  las  tasaciones  de  in- 
demnización. 

VI.  Y por  los  concesionarios  que  resistieron  las  condiciones 
particulares,  ó promovieron  cuestiones  sobre  la  inteligencia  y 
cumplimiento  de  las  establecidas  en  la  concesión,  siempre  que 
estas  cuestiones  se  hubiesen  ya  resuelto  definitivamente  en  la 
via  gubernativa. 

Cuando  los  terceros  opositores  fueren  demandantes  contra  las 
concesiones  otorgadas,  para  la.  validez  de  los  juicios  respecto  d(ü 
los  concesionarios  se  requiere  la  citación  de  éstos,  mas  no  su 
comparecencia,  entendiéndose  que  renuncian  al  derecho  do  ser 
oidos,  si  dentro  del  término  del  emplazamiento  no  so  mostrasen 
parte  : y b.)  mismo  se  observa  cuando  son  demandantes  los  con- 
cesionarios para  la  validez  del  juicio  con  respecto  á los  terceros 
opositores.  En  ambos  casos  los  demandados  no  tienen  otro  ca- 
rácter que  el  de  coadyudantes  de  la  administración. 

1778.  — Los  tribunales  ordinarios  conocen  de  todas  las  cues- 
tiones fpie  sobre  minas,  escoriales,  terreros,  socavones  ó gíde- 
rías  y oficinas  de  beneficio  se  promuevan  entre  partes  con  mo- 
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tivo  de  propiedad , participación  y deudas,  así  como  de  los  deli- 
tos comunes  que  se  cometan  en  los  mismos  establecimientos  y 
sus  dependencias;,  una  A-ez  hechas  por  el  estado  las  oportunas 
concesiones ; pero  su  intervención  no  debe  entorpecer  la  trami- 
tación administrativa  de  los  expedientes , ni  la  marcha  do  las  la- 


bores. 

^779. — Para  mayor  ilustración  de  las  cuestiones  de  competen- 
cia, ténganse  presentes  las  observaciones  siguientes: 

I.  En  las  demandas  contra  establecimientos  mineros,  puede 
decretarse  el  embargo  de  todo  o parte  de  los  productos,  y tam- 
bién la  ejecución  y venta  de  los  mismos  establecimientos,  con 
tal  que  el  procedimiento  judicial  no  iniiera  perjuicio  al  laboreo, 
fortificación,  desagüe  y ventilación  de  las  minas  demandadas  y 
sus  colindantes,  sobre  lo  cual  debe  ejercer  exquisita  Adgilancia 
el  gobernador. 

II.  Las  contiendas  sobre  participación  en  los  gastos  de  explo- 
tación y sus  productos  y sobre  las  dudas  que  con  este  ú otro  mo- 
tivo se  susciten,  son  de  la  exclusiva  compedencia  de  los  tribuna- 
les ordinarios:  pero  sin  que  la  acción  judicial  entorpezca  la  ac- 
ción administratiAm  para  sustanciar  y terminar  en  la  forma  que 
proceda,  los  expedientes  de  pertenencias  y labores  minei’as  ori- 
gen de  las  contiendas. 

TIL  Tm  concesión  administrativa  de  una  ó muchas  pertenen- 
cias, escoriales,  inAmstigaciones,  galerías,  oficinas  de  beneficio 
y cualquiera  otra  labor  minera,  no  puede  nunca  ser  obstáculo 
para  cumplir  lo  que  sobre  propiedad  ó participación  en  las  mis- 
mas decida  la  sentencia  ejecutoria  de  los  tribunales. 


IV.  Las  cuestiones  de  superposición  y rectificación  de  límites 
de  pertenencias  y labores  mineras  así  en  la  superficie  como  en 
lo  interior  de  las  minas,  son  de  la  exclusiAm  competencia  de  la 


administración;  pero  corresponde  á los  tribunales  ordinarios  el 
conocimiento  de  las  reclamaciones  sobre  extracción  indebida  de 
minerales  ó indemnización  de  daños  y perjuicios  en  minas  ó.  con- 
cesiones otorgadas  por  el  estado,  y objeto  ya  de  la  propiedad  y 
derechos  de  los  particulares  ó compañías. 

V.  Los  trilmnales  compclicntes  para  entender  en  las  causas  de 
Iráudeconti'a  la  Hacienda  pública,  lo  son  también  para  conocer  de 
1as  de  deíraudacion  en  el  pago  de  impuestos  de  minas  y en  las 
de  circulación  de  minerales  y meíaJes  sin  la  correspondiente  guia. 
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1780. — Los  ingenieros  del  cuerpo  de  Minas  son  los  únicos  pe- 
ritos para  todos  los  efectos  legales  en  los  juicios  sometidos  al 
conocimiento  de  los  tribunales  ordinarios  (1). 


CAPÍTULO  XY- 

De  los  bienes  nacionales. 


1781.  — Bienes  nacionales. 

1782.  — Enumeración. 

1783.  — Desamortización  civil  y 

eclesiásLica. 

1784.  — Venta  de  los  bienes  nacio- 


nales. 

1785. — Nulidad  y rescisión. 
178G.— Enajenación  de  parcelas. 
1787.— Competencia. 


1781.  — Aunque  en  sentido  legal  son  bienes  nacionales  todos 
los  que  pertenecen  á la  nación^  el  uso  común  y el  lenguaje  oficial 
entienden  ios  procedentes  de  manos  muertas  ó corporaciones 
extinguidas.  Después  se  añadieron  á los  que  constituian  la  dota- 
ción del  clero  secular  y regular,  los  del  estado,  de  los  pueblos  y 
de  los  establecimientos  públicos  que  la  ley  declaró  enajenables. 

En  aquellos  de  que  se  incautó  la  nación,  tiene  el  estado  los 
mismos  derechos  y obligaciones  que  un  projdetarío  cualquiera, 
y así  los  administra,  percibe  sus  rentas,  satisface  las  cargas  á 
que  están  anejos,  y en  fin  procura  su  enajenación  en  favor  de  la 
deuda  pública. 

1782.  — Están  declarados  bienes  nacionales  y se  hallan  en  es- 
tado de  venta: 

I.  Los  predios  rústicos  y urbanos,  censos  ú otros  bienes  con 
que  los  reyes  hablan  dotado  el  Tribunal  de  la  Inquisición  (2), 

II.  Los  bienes  raíces  pertenecientes  á las  suprimidas  comu- 
nidades y corporaciones  religiosas,  los  demás  adjudicados  á la 
nación  por  cualquier  título  ó motivo,  y los  que  en  adelante  se  io 
adjudiquen  (3). 

- III.  Todos  los  procedentes  de  los  monasterios,  conventos,  co- 
legios, congregaciones  y demás  casas  de  religiosos  de  amlios 
sexos  con  algunas  leves  excepciones  (4). 


(1 ) I.ey  de  d de  Julio,  arts.  86  y si^.,  reíjlamento  de  25  de  Fedrero,  ai  ts,  8ií  y sig-,,  y real 
decreto  de  29  de  Junio  de  1861. 

Real  decreto  de  15  de  Julio  de  1851. 

(H)  Kcal  decreto  de  l!)  do  Febrero  é instnicciou  do  1."  de  lUarzo  de  1886. 

.'4)  Real  ilccreto  de  8 de  Marzo  de  1886,  decreto  de  la^  Córtey  do  28  do  Julio  do  l8d‘¡,  ley 
"le  I.”  do  Mayo  de  18.55. 
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IV.  Las  pinturas  y üemás  efectos  donados  por  los  patronos  á 
los  conventos  suprimidos^  salvo  si  la  escritura  de  donación  con- 
tiene cláusula  de  reversión  y hace  la  parte  interesada  valer  su 
derecho  ante  el  g'ohernador  de  la  provincia  o ante  los  tribunales 
ordinarios  (1). 

V.  Los  predios  rústicos  y urbanos  de  propiedad  del  estado,  los 
del  secuestro  del  ex-iiifante  D.  Gárlos,  los  de  beneficencia  é ins- 
trucción pública,  los  de  las  provincias  y propios  de  los  pueblos  y 
los  pertenecientes  á manos  muertas  de  carácter  civil  (2). 

VI.  Los  bienes  raíces,  acciones,  derechos  y censos  que  perte- 
necieron á las  encomiendas  de  las  cuatro  Órdenes  militares,  los 
de  hermandades,,  cofradías,  santuarios,  ermitas,  obras  pias  y to- 
dos los  pertenecientes  ó que  se  hallen  disfrutando  los  individuos 
6 corporaciones  eclesiásticas,  cualesquiera  que  sean  su  nombre, 
origen  ó cláusulas  de  la  fundación,  excepto  las  capellanías  cola- 
tivas de  sangre  (3). 

VIL  Los  montes  del  estado,  de  ios  pueblos  y establecimientos 
públicos  clasificados  entre  los  enajenables.  • 

Vin.  Los  terrenos  ó parcelas  pertenecientes  á la  nación  ó á 
cualquiera  mano  muerta  cuyos  bienes  estén  declarados  en  estado 
de  venta,  cuando  por  sí  solos  no  puedan  formar  solares  ordina- 
rios ó provienen  de  caminos  ó carreteras  abandonadas  (4). 

IX.  Los  que  componiaii  el  Patrimonio  de  la  Corona,  salvo  los 
])ocos  exceptuados  para  uso  particular  del  rey  (5) . 

Hállanse  exceptuados  de  la  desamortización  los  bienes  deapro- 
ve(diamiento  común  y los  terrenos  destinados  á dehesa  de  pasto 
del  ganado  de  labor. 

1783. — Los  intereses  económicos,  los  políticos,  la  guerra  ci- 
vil, los  ahogos  del  Tesoro,  la  decadencia  del  crédito  y oti’as  mil 
consideraciones  reclamaron  la  desamortización  civil  y eclesiás- 
tica como  una  reforma  todavía  más  urgente  en  España,^  en  donde 
la  industria  se  halla  en  estado  de  embrión,  que  en  otros  pue- 
blos en  donde  la  importancia  de  la  rirjueza  mueble  corrige  las 
desigualdades  de  la  ri([ueza  territorial,  y restablece  algún  tan- 

íi)  Real  orden  de  L"  de  Didemlrre  de  1846. 

dj  ^ ^ 'i®  ^ 

(3)  Ibid. 

(4}  Ley  de  IT  de  Junio  de  1864. 
íñ)  Ley  de  18  de  Diciembre  do  18GS. 
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to  el  equilibrio  trastornado  por  las  leyes  de  la  amortización. 

Tal  vez  el  Gobierno  sacrificó  demasiado  al  principio  absoluto 
que  la  fortuna  pública  es  la  suma  de  las  fortunas  particulares,  y 
la  mejor  propiedad  del  estado  las  rentas  de  los  contribuyentes; 
tal  vez  por  esta  li  otras  causas  los  beneficios  de  la  ley  no  hayan 
correspondido  á las  esperanzas  de  sus  autores  ni  colmado  los  de- 
seos de  los  sectarios  de  este  sistema;  pero  también  es  verdad  que 
no  debe  Juzgarse  decisivamente  una  reforma  por  los  efectos  ins- 
tantáneos que  produce.  El  primer  resultado  de  todo  cambio  pro- 
fundo es  trastornar  los  intereses  antiguos,  sin  que  ios  nuevos 
aparezcan  miéntras  el  tiempo  no  pasa,  no  se  calma  la  agitación 
y no  recobra  cada  cosa  su  natural  asiento  (1): 

1784,  — La  venta  de  los  bienes  nacionales  se  hace  en  pública 
i subasta  y se  adjudica  el  remate  al  mejor  postor.  Los  goberna- 
I dores  de  provincia  no  pueden  suspender  por  sí  la  sul)asta  de  las 

fincas  en  virtud  de  reclamación  fundada  en  que  no  son  enajena- 
bles, sino  el  Gobierno,  expidiendo  las  órdenes  oportunas  por  el 
ministerio  de  Hacienda  (2). 

1785.  — Los  bienes  desamortizables  no  se  enajenan  como  cuer- 
pos ciertos,  sino  en  razón  de  su  cabida  ó número  de  lanegas  que 
contienen.  Cuando  hay  error  esencial  en  este  punto,  es  potesta- 
tivo en  la  administración  anular  el  contrato,  ó declarar  firme  y 
subsistente  la  venta,  indemnizando  á los  compradores.  Entiénde- 
se por  error  esencial  el  exceso  ó falta  de  cabida  equivalente  á la 
quinta  parte.de  la  expresada  en  el  anuncio  oficial. 

Los  rematantes  deben  ejercitar  su  derecho  en  el  término  de  ios 
dos  años  siguientes  á la  adjudicación  de  la  finca,  y lo  mismo  el 
estado,  si  fuese  él  quien  resultase  perjudicado  (3). 

Igual  jurisprudencia  rige  en  caso  de  haber  ocurrido  desperfec- 
tos en  las  fincas  después  de  tasadas  y ántes  de  que  tome  posesión 
de  ellas  el  comprador  (4). 

Cuando  por  causas  independientes  de  la  voluntad  del  compra- 
dor, transcurre  más  de  un  año  desde  la  subasta  hasta  la  adjudi- 
cación de  la  finca,  ó cuando  después  de  satisfacer  el  primer  pla- 
zo, pasa  igual  término  sin  que  se  le  dé  posesión  de  ella,  es  po- 

(1)  Do  la  amortización  civil  y eclesiástica  tratarnos  larg'anieiite  en  nuestra  Historia  ele 
la  economía  política  en  España,  torno  II,  caps.  LXII  y LXIII. 

(2)  Instrucción  da  31  de  Mayo  de  1855  y real  orden  de  4 de  Febrero  de  18G0. 

(31  Healea  órdenes  de  10  de  Abril  de  1861  y 11  de  Noviembre  do  1863. 

(4)  Real  orden  de  24  de  Diciembre  de  1862. 
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testativo  en  los  adqiiirentes  cumplir  ó rescindir  el  contrato  (1). 

Los  expedientes  de  subasta  y venta  son  puramente  guberna- 
tivos, iniéntras  que  los  compradores  no  se  hallen  en  plena  y pa- 
cífica posesión,  y terminada  la  subasta  y venta  con  todas  sus 
incidencias. 

1786. — Los  trámites  establecidos  para  la  enajenación  de  las 
parcelas  son  algún  tanto  distintos  de  los  que  deben  observarse 
en  la  de  los  demás  bienes  nacionales  (2). 

17S7.— Las  cuestiones  relativas  á la  nulidad  y . validez  de  estas 
venías,  á la  interpretación  de  sus  cláusulas,  á la  designación  de 
la  cosa  enajenada  y declaración  de  la  persona  á quien  se  enajenó 
y á la  ejecución  del  contrato,  son  del  orden  contencioso-admi- 
nisírativo  y de  la  competencia  del  Consejo  de  Estado  ó de  los 
Consejos  provinciales  según  los  casos  (3). 

Las  cuestiones  de  dominio  ó propiedad,  cuando  llegan  al  es- 
tado de  contenciosas,  se  ventilan  ante  los  tribunales  ordinarios. 


CAPÍTULO  XVI. 

I>e  los  bienes  mostrencos. 

1788.— Qué  bienes  se  llaman  mos-  1789.— Su  dominio  y aplicación, 

trencos. 

1788. — Llámanse  mostrencos,  de  mostrar,  los  bienes  inmue- 
bles, muebles  y semovientes,  derechos  y prestaciones  perdidas 
ó abandonadas  cuyo  dueño  se  ignora.  Estas  cosas  pudieran  ser 
objeto  de  ocupación;  mas  las  leyes  positivas  atribuyen  su  domi- 
nio al  estado. 

Son  bienes  mostrencos: 

I.  Los  vacantes  sin  dueño  conocido  por  no  poseerlos  indivi- 
duo ni  corporación  alguna. 

II.  Los  buques  que  por  naufragio  arriben  á las  costas  del  rei- 
no igualmente  que  los  cargamentos,  frutos,  alhajas  y demás  que 
se  hallen  en  ellos,  luégo  que  pasado  el  tiempo  prevenido  por  las 
leyes  resulte  no  haber  dueño  conocido. 


Agosto'dríses.  y de  23  de 

ísl  uí iT ' y de  Marzo  da  18CT. 

(3)  Reales  ordenes  de  30  de  Noviemlire  de  1839  y 25  de  Enero  de  1849. 
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/ III.  Todo  cuanto  el  mar  arroje  á las  playas,  sea  ó no  proce- 
/ dente  de  naufragio,  no  teniendo  dueño  conocido.  Excepíúanse 
los  productos  de  la  misma  mar  que  los  hace  suyos  el  primer  ocu- 
pante. 

La  Hacienda  pública  se  posesiona  de  ello  prévio  inventario  y 
justiprecio,  y se  constituye  responsable  á las  reclamaciones  de 
tercero  y al  pago  de  los  derechos  y recompensas  del  hallazgo  y 
salvamento,  conforme  á las  ordenanzas  navales  y á las  leyes  y 
reglamentos  (1). 

IV.  La  mitad  de  los  tesoros  ó sea  de  las  alhajas,  dinero  d otra 
cualquier  cosa  de  valor  ignorada  ó escondida  en  los  terrenos  del 
estado. 

V.  Los  bienes  de  los  que  mueran  ó hayan  muerto  intestados 
sin  dejar  personas  capaces  de  sucederles  con  arreglo  á las  leyes. 

VI.  Los  bienes  detentados  ó poseídos  sin  titulo  legitimo  que  el 
estado  puede  re  vindicar  según  las  leyes  comunes. 

No  es  procedente  la  demanda  en  concepto  de  mostrencos,  de 
aquellos  bienes  en  que  la  Hacienda  tiene  una  posesión  no  inter- 
rumpida, porque  cuando  el  estado  tiene  el  pleno  dominio  de  cual- 
quiera finca,  no  procede  el  juicio  de  reversión,  cuyo  objeto'  seria 
adjudicarle  una  cosa  de  la  cual  es  ya  poseedor. 

1789. — Todos  los  bienes  adquiridos  ó que  se  adquieran  como 
mostrencos  á nombre  del  estado,  están  adjudicados  al  pago  de 
la  deuda  pública,  y son  uno  de  los  arbitrios  permanentes  de  la 
amortización.  Por  tanto  incumbe  á la  administración  de  la  Ha- 
cienda pública  adoptar  las  medidas  necesarias  para  promover  su 
descubrimiento,  ocupación  ó reclamación  (2). 

SECCION  IV, 

DEL  dominio  colectivo. 

CAPÍTULO  XVII. 

lie  los  bienes  de  corporación. 

1790. — Propiedad  colectiva.  1792.*“Comunes  de  los  pueblos. 

1791.  — Bienes  de  las  provincias.  1793.— Mancomunidad  desusapro- 

(1)  Ley  de  3 de  Agosto  de  1866,  art.  6. 

(2}  Ley  da  9 de  Mayo  do  1835  y reales  órdenes  de  30  do  OctuLre  de  1842  y 4 de  Mayo  de  1848. 
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vecüamientos.  1797.-Bienes  comunes  exceptua- 

1 794. -D¡sírute.  dos  de  enajenación. 

1795. _Propios.  1798,-Su  administración  por  los 

j79(j. — Su  repartimiento.  Ayuntamientos. 


1790.— Cada  corporación  legítima  y pública  constituye  una 
persona  moral  poseedora  de  ciertos  bienes,  rentas,  derechos  y 
acciones  á título  de  dominio.  Esta  propiedad  colectiva  ocupa  uu 
lugar  intermedio  respecto  al  dominio  de  la  nación  y al  piivado, 
así  en  cnanto  al  uso  de  las  cosas  de  la  corporación  {res  univer- 
sitatis),  como  en  punto  á los  actos  que  pueden  aumentar  ó dis- 
minuir su  patrimonio. 

La  propiedad  de  las  corporaciones  no  es  un  dominio  absoluto, 
sino  más  bien  una  sustitución  sucesiva  en  interés  de  las  gene- 
raciones futuras.  De  aquí  nace  que  se  las  suele  considerar  en  per- 
petua minoridad,  y que  la  ley  no  siempre  les  confiere  la  plena 
propiedad  en  sus  bienes,  ni  aun  su  libre  administración.  La  tu- 
tela del  estado  limita  sus  derechos  y les  concede  una  propiedad 
modificada. 

1791 .  — Las  provincias  poséenó  pueden  poseer  bienes  muebles 
üimimeblcs  destinados  á un  servicio  público,  como  el  edificio  en 

donde  celebra  sus  sesiones  la  Diputación  y los  efectos  necesarios 
íi  este  fin;  oíros  consagrados  á un  uso  común,  y otros  que  cons- 
tituyen su  patrimonio  particular  y cuyos  rendimientos  figuran 
como  partida  de  ingresos  en  el  presupuesto  provincial.  Las  Di- 
XJutaciones  administran  estos  bienes,  los  adquieren  ó enajenan 
con  entera  libertad  en  uso  de  su  exclusiva  competencia  (1). 

Para  entablar  demandas  ordinarias  de  mayor  cuantía,  es  ne- 
cesario el  acuerdo  de  la  Diputación.  En  los  demás  casos  basta  el 
de  la  Comisión  provincial,  á quien  corresponde  dirigir  los  litigios 
de  la  provincia  (2) . 

1792.  — Los  bienes  de  los  pueblos  se  dividen  en  propios  y co- 
munes. «Apartadamente  son  del  común  de  cada  una  cibdad  o 
villa,  las  fuentes  e plazas  o facen  las  ferias,  e los  mercados,  e los 
lugares  o se  ayuntan  a concejo,  e los  arenales  que  son  en  las 
riberas  de  los  rios,  e los  otros  exidos,  e las  carreras  o corren  los 
caballos,  e los  montes,  e las  dehesas,  e todos  los  otros  lugares 
semejantes  destos  que  son  establecidos  e otorgados  para  pro- 

(1)  Ley  provincial,  art.  46. 

(2)  Ley  provincial,  art.  70. 
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comunal  de  cada  cibdad,  o villa,  o castillo,  o otro  lugar»  (1). 

En  efecto,  Ijajo  la  denominación  de  bienes  públicos  y concejiles 
se  comprendieron  todas  las  Ancas  rústicas  y urbanas  de  propie- 
dad del  pueblo  ó concejo  que  no  constituian  propiedad  privada  6 
particular,  ya  fuesen  dehesas,  montes,  prados,  eras,  tierras  de 
pan  llevar,  molinos,  batanes,  mercados,  mataderos,  posadas, 
hornos,  albóndigas,  almudíes,  acequias,  caces,  barcas,  pontones 
ó cementerios,  ya  censos,  rentas  ó derechos  sobre  Ancas  de  toda 
clase. 

1793.  — Suelen  dos  ó mas  pueblos  tener  mancomunidad  en  el 
aprovechamiento  de  estos  bienes,  lo  cual  da  lugar  á frecuentes  li- 
tigios y aun  á turbar  el  público  reposo;  mas  como  quiera,  los  de- 
rechos de  mancomunidad  en  pastos,  riegos,  abrevaderos  y otros 
usos  existen,  sin  que  la  división  territorial  hubiese  introducido  no- 
vedad alguna  (2).  Cuando  el  Ayuntamiento  de  alguno  de  los  pue- 
blos comuneros  pretenda  corresponder  á sus  vecinos  el  usufructo 
privativo  de  todo  ó parte  de  su  término  municipal,  puede  hacer 
valer  su  derecho  ante  el  tribunal  competente;  pero  rniéntras  no 
se  decida  la  cuestión  de  propiedad,  deben  las  autoridades  admi- 
nistrativas amparar  en  la  posesión  á los  pueblos  que  de  antiguo 
disfrutan  de  aquellos  aprovechamientos  (3). 

1794.  — Es  atribución  de  los  Ajamtamientos  arreglar  cada  año 
el  modo  de  división  y aprovechamiento  de  los  bienes  comunales 
del  pueblo  con  sujeción  á las  reglas  siguientes : 

I.  Si  los  bienes  no  se  prestan  á ser  disfrutados  en  igualdad 
de  condiciones  por  todos  los  vecinos,  se  adjudica  su  aprovecha- 
miento en  licitación  pública  entre  ellos  mismos,  prévias  las  ta- 
saciones necesarias  y la  división  en  lotes,  si  es  posible. 

II.  Si  se  prestan  á un  disfrute  general,  el  Ayuntamiento  dis- 
tribuye los  productos  entre  los  vecinos,  formando  al  efecto  divi- 
siones ó lotes  que  adjudica  á cada  uno,  por  vecinos  ó familias, 
por  personas  ó habitantes,  ó bien  según  la  cuota  del  repartimien- 
to. Es  potestativo  en  el  Ayuntamiento  optar  por  uno  ú otro  sis- 
tema; pero  cualquiera  que  sea  el  preferido,  tiene  límites  y con- 
diciones establecidas  por  la  ley: 

I.  La  distribución  por  vecinos  debe  ajustarse  ai  principio  de 

(1)  Ley  9,  tít.  xxviii,  Part.  III. 

(2)  Real  decreto  de  30  de  Noviembre  de  1833,  art.  u. 

(3)  Reales  órdenes  de  iT  de  Mayo  do  I83S’  y 8 de  Enero  de  I841. 
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la  igualdad,  de  suerte  que  no  se  cuentan  los  individuos  de  (pie 
cada  íamilia  se  compone. 

II.  La  distribución  por  personas  se  hace  en  proporción  del  nú- 
mero de  habitantes  residentes  de  que  consta  la  casa  ó íamilia  del 
vecino . 

III.  La  distribución  por  la  cuota  del  repartimiento  se  verifica 
entre  los  sujetos  al  pago  y según  la  parte  que  á cada  contribu- 
yente corresponda.  vSin  embargo,  por  equidad,  á los  vecinos  po- 
bres exceptuados  del  pago,  se  les  adjudica  una  porción  que  no 
exceda  de  la  señalada  al  que  satisfece  la  cuota  menor. 

En  casos  extraordinarios,  y cuando  las  atenciones  del  pueblo 
así  lo  exijan,  puede  el  Ayuntamiento  acordar  la  subasta  entre 
los  vecinos  de  los  aprovechamientos  comunales,  ó fijar  el  jirecio 
que  cada  uno  baya  de  satisfacer  por  el  lote  que  le  haya  sido  ad- 
judicado (1). 

179-5. — Eran  bienes  de  propios  todos  los  que  no  se  disfrutaban 
en  común  (2),  y consistían  en  fincap  rústicas  ó urbanas  que  po- 
seían los  pueblos,  y cuyos  productos  se  aplicaban  á los  gastos  de 
la  administración  municipal.  Fué  tan  considerable  esta  renta,  que 
después  de  satisfechas  las  obligaciones  particulares  de  los  pue- 
blos, aun  quedaba  un  sobrante  para  las  atenciones  del  estado. 

El  gobierno  y dirección  de  los  propios  corrieron  en  tiempos 
antiguos  á cargo  de  los  pueblos  mismos,  y más  tarde  tuvieron 
mucha  autoridad  los  corregidores  en  este  ramo,  como  en  todo  lo 
económico  y gubernativo  que  antes  pasaba  por  la  mano  de  los 
concejos.  Cárlos  III  cometió  la  administración  de  los  propios  al 
Consejo  do  Castilla  en  1760,  valiéndose  primero  de  los  corregi- 
dores y después  de  los  intendentes  y contadores  de  provincia. 
Gobernaba  (í1  Consejo  con  el  auxilio  de  una  Contaduría  especial: 
y asi  continuaron  las  cosas  hasta  que,  publicada  la  Constitución 
de  1812,  se  confió  la  administración  inmediata  de  los  propios 
á los  Ayuntamientos,  reservando  Ja  superior  al  ministerio  de  la 
Gobernación.  La  restauración  devolvió  el  conocimiento  de  este 
ramo  al  Consejo  de  Castilla. 

Suprimida  nuevamente  la  Contaduría  general  de  propios  en 
la  segunda  época  constitucional,  la  restableció  el  Gobierno  abso- 
luto. Luégo  se  creó  una  dirección  de  propios  y arbitrios  con  de- 

(1)  Lgv  municípiil,  rtrt.  10. 

(2)  Rpíil  ónlen  de  31.  de  Marzo  de  1340. 
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pendencia  liníca  é inmediata  del  ministerio  de  Hacienda,  remi- 
tiendo los  negocios  contenciosos  del  ramo  á los  intendentes 
respectóos,  para  que  los  resolviesen  en  primei’a  instancia  con 
apelación  ai  Consejo  de  Hacienda  en  sala  de  Justicia.  La  direc- 
ción fue  reemplazada  por  la  misma  Contaduría  que  dejó  de  exis- 
tir en  1830  (1). 

Esta  manera  de  administrar  los  propios  era  váciosa  en  extre- 
mo, en  cuanto  no  son  los  cuerpos  á propósito  para  la  acción,  sino 
más  bien  para  la  consulta,  y ménos  todavía  aquellos  que  tienen 
organización,  hábitos  y tradiciones  de  tribunal.  Tampoco  mere- 
ce alabanza  el  confundir  la  administración  inmediata  y superior, 
ni  el  centralizar  todo  el  gobierno  de  los  propios,  privando  á los 
pueblos  del  derecho  de  procurar  la  conservación,  aumento  y me- 
jora de  su  patrimonio,  tan  conforme  á la  índole  de  los  Ayunta- 
mientos y á las  antiguas  leyes  y costumbres  de  estos  reinos. 

1796. — El  estancamiento  de  tanta  riqueza  territorial  en  manos 
de  corporaciones  que  ni  administran  bien,  ni  consultan  la  econo- 
mía, ni  mejoran  las  fincas,  ni  adelantan  el  cultivo,  hizo  inclinarse 
al  Gobierno  hacia  el  sistema  de  convertir  la  propiedad  colectir^a 
en  propiedad  indiAÚdual.  Así,  ya  se  mandó  repartir  los  pastos  y 
tierras  labrantías  de  propios  entre  manos  legas,  excepto  la  Se- 
nara ó tierra  del  concejo  en  donde  se  culÜA'aba  de  vecinal  (2),  ya 
se  dispuso  proceder  á la  venta  ó enajenación  á censo  de  los  pre- 
dios rústicos  y urbanos  pertenecientes  á los  pueblos  (3). 

Los  labradores , senareros  y braceros  á quienes  se  repartie- 
ron bienes  de  propios  por  disposición  del  Consejo  de  Castilla,  de 
los  Ayuntamientos  y Juntas  durante  la  guerra  de  la  independen- 
cia ó después  de  orden  superior  competente,  y los  que  habiéndo- 
los roturado  arbitrariamente  los  hubiesen  mejorado  con  plantíos, 
deben  ser  mantenidos  en  su  posesión  y disfrute  (4} ; y á los  com- 
pradores de  fincas  de  propios  según  la  ley  de  1822,  que  fueron 
despojados  á la  caida  del  sistema  constitucional  de  los  bienes  ad- 


(1)  Leyes  1-22,  tít.  xvi,  lib.  VII,  Nov.  Recop.,  Constitución  de  1812,  art.  321,  real  decreto 
de  22  de  Afíosto  de  1814,  real  orden  de  9 de  Noviembre  de  1815  y reales  decreto.s  de  1.®  de 
Octubre  de  1823,  3 de  Abril  de  1824  y 12  de  Mayo  do  1836. 

(2)  Ley  H,  lit.  xiv,  lib.  VII,  Nov.  Uecop. 

(3)  Decreto  de  las  Cortes  de  29  de  .lunio  de  1822  y reales  órdenes  de  6 de  Marzo  y 24  do 
Agosto  de  1834,  3 de  Marzo  de  1835  y 4 de  Junio  de  1S31. 

(4)  Circular  del  Consejo  de  Castilla  de,  26  de  Mayo  do  1T?0,  decretos  de  las  Córtcs  de  4 de 
Enero  de  1813  y 18  de  Mayo  de  18.37.  y orden  de  la  Regencia  provisional  de  4 do  Febrero 
de  1841. 
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qiliridos  con  nn  titulo  tan  justo,  se  les  reintegró  en  todos  sus  de- 
rechos, borrando  las  huellas  de  aquel  despojo  (1). 

Las  nuevas  leyes  de  desamortización  civil  declaran  en  estado 
de  venta  los  bienes  de  propios  y comunes  de  los  pueblos , excep- 
tuando los  necesarios  al  aprovechamiento  de  los  vecinos. 

1797. — Para  exceptuar  de  la  venta  los  terrenos  de  aprovecha- 
miento común  , se  requiere  que  lo  sean  al  tiempo  de  anunciar  la 
subasta,  y que  preceda  la  declaración  de  que  lo  eran,  hecha  por 
el  Gobierno  después  de  haber  oido  al  Ayuntamiento  y á la  Bipu- 
tacion  provincial  (2) , 

Declarando  el  Gobierno  este  punto  dudoso,  origen  de  infinitas 
reclamaciones,  fundadas  algunas,  y muchas  infundadas,  añadió 
que  para  remediar  la  excepción  referida,  debian  concurrir  tres 
condiciones  á saber : 

I.  Que  el  Ayuntamiento  reclamante  acreditase  la  propiedad  del 
pueblo  en  el  terreno  cuya  excepción  de  la  venta  solicitaba. 

II.  Que  asimismo  acreditase  que  el  aprovechamiento  del  ter- 
reno había  sido  libre  y gratuito  para  todos  los  vecinos  en  los 
veinte  años  anteriores  á la  publicación  de  la  ley  de  1 de  Mayo 
de  1855  y hasta  el  día  de  la  petición  sin  interrupción  alguna. 

IIL  Y que  respecto  á las  dehesas  boyales  acredite  además  que 
producen  pastos  para  el  ganado  de  labor,  y que  toda  la  dehesa, 
ó la  parte  que  reclama,  es  necesaria  atendido  el  número  d.e  ca- 
bezas destinadas  á la  agricultura  que  hay  en  el  pueblo  (3). 

1798. — A pesar  de  que  la  ley  de  administración  municipal  pro- 
pende á la  descentralización,  todavía  se  contiene  y modera  por 
respeto  al  principio  de  la  tutela  del  estado.  En  efecto,  otorga 
mucha  libertad  de  acción  al  municipio,  pero  no  tanta  que  la  pro- 
piedad colectiva  sea  en  todo  igual  á la  propiedad  particular. 

Los  Ayuntamientos  son  personas  morales  capaces  de  adquirir, 
poseer  y administrar  los  bienes  que  les  pertenecen  y forman,  por 
decirlo  así,  el  patrimonio  de  la  comunidad. 

La  conservación  del  municipio  exige  que  dos  Ayuntamientos 
no  comprometan  la  propiedad  de  los  pueblos  con  permutas,  ena- 
jenaciones, litigios,  y en  general  celebrando  contratos  que  cau- 


(1)  Ley  de  26  da  Marzo  de  1831. 

(2)  r.cy  de  i .«  de  Mayo  de  1855. 

em  vrclrim  ^ y *10  30  de  No* 
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sen  pérdidas  irreparables  al  raiiiiicipLo  ó á los  establecimientos 
que  de  él  dependen^  sin  autorización  superior.  Para  negocios  más 
graves,  como  son  los  contratos  relativos  á bienes  inmuebles,  de- 
rechos reales  y títulos  de  la  deuda  pública,  se  requiere  la  apro- 
bación del  Gobierno  (1). 


SECCION  V. 

DEL  DOMINIO  PRIVADO. 

CAPÍTULO  XVIII. 

De  los  bienes  particulares. 

1799.— Cuándo  los  bienes  particu-  1800,— Deberes  generales  del  Co- 
lares son  objeto  de  la  adini-  bierno  con  respecto  á las 

nistracion.  cosas  del  dominio  privado. 

1799.  — Las  cosas  pertenecientes  al  dominio  privado,  en  cuan- 
to dan  origen  á multitud  de  relaciones  entre  particulares,  son 
objeto  del  derecho  civil;  y así  las  cuestiones  de  posesión,  pro- 
piedad, servidumbre  y otras  de  igual  naturaleza  (corresponden 
al  fuero  común.  Mas  si  las  consideramos  en  su  conjunto  y con 
relación  al  bien  general,  como  intereses  colectivos  de  la  agri- 
cultura, de  la  industria  ó del  comercio,  son  de  la  competencia 
de  la  administración. 

1800. — Por  eso  el  derecho  administrativo  contiene  reglas  y 
preceptos  tocantes  á la  caza  y pesca,  al  fomento  de  la  agricultura 
y ganadería,  al  desarrollo  de  las  artes  y á la  dilatación  del  trá- 
fico interior  y exterior.  Causas  análogas  obligan  al  Gobierno  á 
limitar  en  utilidad  pública  el  dominio  privado,  ya  exigiendo  con- 
tribuciones, ya  imponiendo  servidumbres,  y ya  en  fin  obligando 
al  propietario  á someterse  á la  enajenación  forzosa. 

Así  como  limitar  la  libertad  no  es  destruirla,  sino  protegerla 
guardándola  de  sí  misma,  así  también  establecer  la  conveniente 
armonía  entre  los  derechos  que  del  dominio  se  derivan  y el  in- 
terés de  la  sociedad,  no  es  atentar  contra  la  propiedad,  sino  afir- 
marla conciliando  el  bien  público  con  el  [invado. 


(l'i  Ley  municipal,  arta.  80  y 81.  V.  núm.  (icíl. 
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CAPÍTULO  XIX. 

lie  la  caza  y pesca. 


1801. — Ocií  pación. 

1802. — Caza. 

1803. — Su  policía. 

1801— Caza  de  animales  dafiinos. 


1805. — Pesca. 

1806.  — En  agua  salobre, 

1807.  — En  agua  dulce. 

1808.  — Reglas  de  policía. 


IgOl. Entre  los  modos  de  adquirir  el  dominio  es  el  más  na- 

tural la  aprehensión  de  una  cosa  sin  dueño  por  el  primer  ocu- 
pante. 

El  derecho  de  ocupación  puede  y dehe  ser  regulado  por  las  le- 
yes y autoridades  administrativas,  ya  en  interés  de  la  seguridad 
pública,  y ya  por  respeto  á la  propiedad.  Este  es  el  doble  objeto 
de  la  legislación  preventiva  que  en  orden  á la  caza  y pesca  rige 
en  todas  las  naciones  cultas. 

1802. — Caza  es  la  ocupación  de  las  fieras  y animales  salvajes. 
En  la  caza  li])ran  los  pueblos  bárbaros  sus  medios  de  existencia,  y 
tanto  dura  este  arte  primitivo,  cuanto  tarda  el  trabajo  en  benefi- 
ciar las  tierras  por  medio  del  cultivo.  Entonces  se  convierte  en 
oñcio  para  algunos  y en  recreo  para  otros.  Su  importancia  subió 
de  punto  en  tiempo  de  los  Visigodos,  cuyas  costumbres  guerreras 
se  alimentaban  con  ejercicios  de  valor  y destreza;  mas  cuando 
los  hábitos  paciTicos  de  la  industria  sucedieron  al  estrépito  de  las 
armas  , decayó  su  interés  según  la  varia  condición  de  ios  siglos. 
En  la  edad  media  fnó  la  caza  el  ejercicio  predilecto  de  la  noble- 
za, recomendándola  las  leyes  á los  príncipes  y caballeros  como 
imágen  viva  de  la  guerra,  escuela  del  valor  y destreza  en  los 
combates,  y medio  de  acostumbrar  el  ánimo  á la  paciencia  v el 
cuerpo  á la  fatiga,  y á sufrir  el  rigor  y desternpdanza  de  las  es- 
taciones. 

Don  Alonso  X,  en  las  Cortes  de  Valladolid  de  1258,  hizo  el 
primer  ordenamiento  sobre  la  caza  y pesca  y señaló  los  tiempos 
de  veda.  D.  Alonso  XI,  en  las  de  Alcalá  de  1348,  dio  reglas  de 
policía  para  precaver  los  peligros  de  armar  trampas  ó cepos  á la 
caza  majmr,  procurando  su  observancia  bajo  gravísimas  penas; 
pero  ni  las  leyes  de  Castilla,  ni  los  fueros  de  Aragón  y Cataluña 
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consultaban  los  mayores  beneficios  que  los  pueblos  reportaban 
de  la  seguridad  de  los  campos  y cosechas. 

Las  leyes  do  Partida  son  el  origen  de  nuestro  derecho  común 
y permanente  con  respecto  á la  caza,  ajustado  en  todo  á la  doc- 
trina de  los  Romanos,  y amplificado  en  otros  códigos  posterio- 
res (1). 

Los  cambios  y mudanzas  del  siglo,  trocaron  los  intereses,  há- 
bitos j costumbres  de  los  pueblos,  é hicieron  necesario  asentar- 
las leyes  de  caza  en  otros  principios  y variar  las  reglas  de  su  ju- 
risprudencia. Las  Cortes  de  1821  fijaron  los  limites  de  la  libertad 
de  cazar,  así  en  terrenos  comunes  como  en  los  de  dominio  pri- 
vado : ley  que  participó  de  la  mala  fortuna  del  sistema  constitu- 
cional; y sin  embargo  era  necesaria,  pues  que  resucitó  en  su 
espíritu,  si  no  en  su  letra,  y por  ella  nos  regimos  y gobernamos 
desde  1834.  Otra  lej^  moderna  confirma  la  abolición  de  todos  los 
privilegios  exclusivos,  privativos  y prohibitivos  de  caza  y pes- 
ca (2). 

1803. — El  respeto  á la  propiedad,  la  conservación  de  la  caza 
y la  seguridad  personal  limitan  el  ejercicio  de  este  derecho  de 
ocupación  y son  los  fundamentos  de  la  policía  de  caza: 

I.  Por  respeto  á la  propiedad  se  halla  establecido : 

I.  Que  los  dueños  puedan  cazar  libremente  en  sus  tierras  sin 
restricción  alguna,  considerando  la  ley  que  la  caza  es  una  con- 
secuencia del  dominio. 

II.  Que  nadie,  ni  aun  siendo  colono  ó terrateniente,  pueda  ca- 
zar en  terreno  ajeno  sin  licencia  por  escrito  de  su  dueño.  vSin 
embargo,  se  puede  cazar  sin  permiso  del  propietario  en  tierras 
que  no  estén  labradas  ó se  hallen  de  rastrojo. 

III.  Que  la  caza  que  cayere  del  aire  en  tierra  de  propiedad  aje- 
na, ó entrase  en  ella  después  de  herida,  pertenezca  al  dueño  ó 
arrendatario  y no  al  cazador. 

IV.  Que  no  pueda  tirarse  á palomas  domésticas  ajenas,  sino 
á la  distancia  de  mil  varas  de  los  palomares;  pero  en  los  meses 
de  Octubre  y Noviembre  y desde  15  de  Junio  hasta  15  de  Agosto, 
en  cuyas  épocas  deben  estar  encerradas  para  evitar  el  daño  que 

(1)  Leyos  16-22,  til.  xxvm,  Part.  III,  ley  16,  tít.  :v,  lib.  111,  B'uero  Real,  y 1-18,  tit.  xxs., 
lib.  VII,  Nov.  Rccop. 

¡2)  Decreto  de  las  Cortes  de  17  de  Junio  de  1821  sancionado  en  12  de  Febrero  ric  1822,  real 
decreto  d<!  3 de  Mayo  de  1834  y ley  de  !)  de  Julio  de  1S56. 
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cansan  en  1.a  sementera  y en  las  cosechas,  sea  libre  cada  uno  de 
tirar  á las  palomas  fuera  del  pueblo  aun  dentro  de  las  mil  varas, 
con  tal  que  en  este  caso  se  tire  con  las  espaldas  vueltas  al  palomar. 

II.  Para  evitar  el  exterminio  de  la  caza  se  prohíbe  cazar  en 
terrenos  baldíos; 

T.  Durante  la  veda,  es  decir,  en  las  épocas  de  cria  según  las 
provincias. 

II.  En  todo  el  año,  en  los  dias  de  nieve  y fortuna. 

III.  En  todo  tiempo  con  hurones,  lazos,  perchas,  redes  y re- 
clamo,  excepto  las  aves  de  paso. 

En  los  montes  de  los  pueblos  pueden  cazar  solamente  sus  ve- 
cinos, y en  las  tierras  de  propios  éstos  ó los  arrendatarios. 

1804, — Gomo  falta  el  interés  de  la  conservación  en  cuanto  á 
las  ñeras: 

I.  La  caza  de  animales  dañinos  es  libre  en  las  tierras  abiertas 
de  propios,  en  las  baldías  y en  las  rastrojeras  no  cerradas  de 
propiedad  particular;  mas  en  las  cercadas,  ora  pertenezcan  á los 
pueblos,  ora  á particulares,  no  es  permitido  sin  licencia  de  los 
dueños  ó arrendatarios. 

II.  Las  autoridades  estimulan  á la  persecución  de  las  fieras  y 
animales  dañinos  ofreciendo  recompensas  pecuniarias  á los  que 
acrediten  haberlos  muerto. 

III.  La  seguridad  personal  y el  orden  público  requieren: 

I.  Que  á nadie  sea  lícito  cazar  sin  licencia  de  la  autoridad  com- 
petente, 

II.  Que  no  se  permita  por  regla  general  cazar  hasta  la  distancia 
de  quinientas  varas  desde  las  últimas  casas  de  los  pueblos,  para 
evitar  los  peligros  de  personas  y do  incendios. 

III.  Que  en  injiguna  clase  de  tierras  abiertas,  aunque  estén 
amojonadas,  se  cacen  animales  dañinos  con  cepos,  trampas  ni 
otros  armadijos  de  que  puedan  resultar  perjuicios  á los  pasajeros 
ó á los  animales  domésticos  ; y en  las  cercadas  están  obligados 
sus  dueños  ó arrendatarios  á mantener  en  para.je  visible  iin  pa- 
drón con  el  aviso  del  peligro. 

fv.  Que  no  se  formen  monterías  ó no  se  den  batidas  comunales 
por  los  pueblos  bajo  ningiin  pretexto,  dejando  el  cuidado  de  ex- 
terminar los  animales  dañinos  al  interés  de  los  cazadores  (d). 


Oi 

oreto 


Real  decreto  de  31  de  Mayo  de  1834 , real  orden  ole  12  de  Junio  del  mismo 
de  las  Cortes  de  Cádiz  resta'blecido  por  la  ley  de  13  de  Setiemlore  de  183‘, 


año 


y ae- 
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Hoy  las  licencias  de  armas  y de  caza  corren  unidas  á las  cédu- 
las de  empadronamiento,  y juntas  forman  un  impuesto  especial 
cuya  cobranza  es  á cargo  de  los  Ayuntamientos  respectivos  (1). 

1805.  — La  pesca  ó la  ocupación  de  los  peces  en  aguas  dulces 
ó salobres  es  una  industria  semejante  á la  caza,  cuyo  ejercicio  se 
halla  también  sujeto  á reglas  equivalentes  de  policía.  Ofrece  sin 
embargo  la  pesca  mayor  interés  á la  administración,  ya  porque 
el  arte  de  la  salazón  convierte  sus  productos  en  un  artícailo  muy 
importante  de  comercio,  y ya  porque  una  marinería  acostumbra- 
da á los  riesgos  y fatigas  del  mar  es  la  primera  base  del  poder 
marítimo  de  un  estado. 

1806.  — La  pesca  en  alta  mar  no  está  sometida  á regla  alguna, 
porque  ni  los  mares  se  sujetan  á dominio,  ni  el  temor  de  agotar 
la  prodigiosa  fecundidad  de  los  peces  obligaría  en  ningún  caso 
á dictar  reglamentos  administrativos.  Mas  si  el  derecho  de  pes- 
car en  las  aguas  saladas  es  común  á todos  los  individuos  cuando 
se  ejerce  en  alta  mar,  no  sucede  así  en  las  costas,  pues  entonces 
constituye  un  derecho  propio  de  los  naturales,  porque  son  las 
costas  parte  integrante  del  territorio  nacional. 

Las  leyes  de  señorío  limitaban  el  ejercicio  de  la  pesca;  pero 
declarada  por  las  Cortes  de  Cádiz  la  libertad  de  la  industria  y 
abolidos  aquellos  derechos,  quedó  la  pesca  desembarazada  de  las 
trabas  que  la  entorpecían  hasta  que  la  restauración  de  1814  vol- 
vió las  cosas  á su  antiguo  estado. 

Sin  embargo,  triunfaron  la  justicia  y la  conveniencia  pública, 
y el  Gobierno  absoluto  aceptando  la  abolición  de  todos  ios  privi- 
legios exclusivos,  privativos  y prohibitivos  concedidos  á particu- 
lares y corporaciones  en  punto  á pesca,  hizo  libre  esta  industria 
sin  más  condición  que  la  de  alistarse  el  pescador  en  la  matrícula 
de  los  hombres  de  mar  (2) . 

Abolida  la  matrícula  y declarado  libro  el  ejercicio  de  Jas  in- 
dustrias marítimas,  el  derecho  de  pescar  en  el  mar  litoral  es  co- 
mún á todos  los  españoles  conforme  á los  reglamentos  y jiolicía 
del  ramo. 

En  las  charcas , lagunas  ó estanques  de  agua  del  mar,  forma- 


(Ij  Ley  de  8 de  .lunio  de  1870,  ap.  A , art.  5,  real  orden  de  15  de. Enero,  real  decreto  de  17 
de  Enero,  real  orden  de  28  de  Enero  é instr.  de  14  de  Febrero  de  1871 , y reglam.  de  18  de 
Enero  de  1873. 

(2|  Ley  i,  tit.  vii,  iib.  VI,  Nov.  Rccop., 'decreto  de  ías'Córtesde  6de  Ag^ostp  de  ISll.  real 
decreto  de  20  de  Febrero  de  1817  y ley  de  9 de  Julio  de  1856. 
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dos  en  projúedad  particular,  no  susceptible  de  comunicación  per- 
manentecon  acpiélpor  medio  de  embarcaciones,  sólo  pueden  pes- 
car sus  dueños  sin  más  limitación  que  las  reglas  de  salubridad  pú- 
blica (1). 

1807.  — La  pesca  en  agua  dulce  está  sujeta  á las  siguientes: 

I.  Todos  pueden  pescar  en  los  cálices  públicos,  observando  los 
reglamentos  de  policía  y no  estorbando  la  navegación  y flota- 
ción. 

1.1.  Todos  pueden  también  pescar  con  anzuelo,  red  ó nasa  en 
los  canales,  acequias  o acueductos  de  aguas  públicas  con  sujeción 
á los  reglamentos  y no  embarazando  el  curso  del  agua,  á ménos 
de  haberse  reservado  á los  concesionarios  el  aprovechamiento 
de  la  pesca,  como  una  de  las  condiciones  de  la  concesión  (2).  ’ 

III.  En  los  estanques,  lagunas  y charcas  que  se  hallen  en  tier- 
ras cercadas,  sólo  pueden  pescar  sus  dueños  en  uso  del  derecho 
de  propiedad,  ó sus  arrendatarios  en  virtud  de  los  contratos,  ú 
otra  persona  extraña  con  su  permiso.  Si  las  lagunas  y aguas  es- 
tancadas pertenecen  á distintos  dueños,  cada  cual  puede  pescar 
desde  su  orilla  con  sujeción  á los  reglamentos. 

1808.  — La  policía  de  la  pesca  prohíbe  por  punto  general: 

I.  Pescar  envenenando  ó inficionando  las  aguas  en  ningún 
caso,  fuera  el  de  ser  estancadas  y estar  enclavadas  en  tierras 
cercadas  de  propiedad  particular. 

JL  Pescar  con  redes  ó nasas  cuyas  mallas  tengan  ménos  de 
una  pulgada  castellana  ó el  duodécimo  de  un  pié  en  cuadro,  fue- 
ra de  los  están  ([lies  ó lagunas  que  pertenezcan  á un  solo  dueño. 

IIT.  Desde  1.”  de  Marzo  hasta  fin  de  Julio,  pescar  de  otro  modo 
que  con  caña  ó anzuelo,  lo  cual  está  permitido  en  cualquier  tiem- 
po del  año  (3). 


CAPÍTULO  XX. 

I>e  In  propiedad  literaria. 


1809. - Propiedad  literaria.  1811.— Legislación. 

1810. -;, Debe  ser  un  derecho  per-  1812.— Obligación  de  los  autores. 

1813.--Propiedad  dramática. 


¡i!  í"?'  í an.  2,  y ley  de  aguas  de  :j  de  de  arts  14  y If 

O;  ...ey  de  anuas  dod  de  Agosto  d«  18(50,  arts.  169  y Ríg-.  - J 

¡íí)  Real  decreto  de  U do  Mayo  de  1834 , arts.  3(5-47. 
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1814. — Legislación.  1816.— Conclusión. 

1815. — Reformas, 


1809. — Si  el  talento,  como  lia  dicho  un  filósofo,  es  un  capital, 
y si  por  otra  parte  la  ignoi^ancia  es  la  causa  más  frecuente  del 
crimen,  cumple  á la  administración  alentar  al  ing-enio  protegien- 
do la  propiedad  literaria. 

El  derecho  de  los  autores  al  goce  exclusivo  del  fruto  de  sus 
trabajos  intelectuales  ñié  desconocido  largo  tiempo  por  la  ley,  y 
aun  hoy  no  están  de  acuerdo  los  políticos,  economistas  y juris- 
consultos en  cuanto  á la  extensión  y efectos  de  esta  propiedad. 

Impugnábase  el  principio  diciendo  que  el  pensamiento  es  fu- 
gitivo, que  es  propiedad  de  quien  lo  concibe  miéntras  no  sale  de 
su  cerebro,  y después  entra  en  el  dominio  de  quien  lo  recoge. 
Mas  no  consiste  la  propiedad  literaria  en  la  propiedad  del  pen- 
samiento aéreo,  sino  en  el  derecho  exclusivo  de  reproducirlo 
bajo  una  forma  material  con  sus  accidentes  de  orden,  lenguaje, 
estilo  y.  todo  cuanto  caracteriza  á un  escritor. 

Objetóse  que  divulgada  una  obra  cualquiera  podia  sacar  un 
número  ilimitado  de  copias,  de  donde  se  inferia  que  la  propie- 
dad literaria  no  existia,  porque  no  podia  ser  protegida  j)or  el 
Gobierno;  mas  no  es  la  autoridad  públkía  bastante  fuerte  para 
cambiar  la  naturaleza  de  las  cosas  y convertir  lo  injusto  en  jus- 
to. Toda  propiedad  legítima  es  un  derecho  preexistente  á la  so- 
ciedad que  el  Gobierno  atempera  y garantiza  hasta  donde  alcan- 
zan los  límites  de  su  poder. 

Otros  confiesan  que  tiene  la  propiedad  literaria  una  existencia 
real , pero  añaden  que  su  reconocimiento  por  la  ley  constituiría 
un  monopolio  en  favor  de  los  que  escriben  y en  daño  de  los  que 
léen.  Las  ideas  deben  caer  al  instante  en  el  dominio  público,  por- 
que son  el  pan  del  espíritu  que  conviene  distribuir  al  pueblo  en 
abundancia  y con  baratura.  La  sociedad,  dice  Mr.  Wolowski, 
tiene  dei^echo  á la  producción  colectiva  de  todos  los  frutos  del  in- 
genio. 

Mas  si  bien  se  considera  no  hay  monopolio  donde  uo  existe 
prohibición  legal  de  ejercer  una  industria  que  debiera  ser  libre, 
para  conceder  el  privilegio  exclusivo  de  beneficiarla  á tal  perso- 
na ó compañía.  Todo  monopolio  es  im  acto  del  Gobierno  sin  el 
más  leve  fundamento  en  la  equidad;  pero  la  pro[)iedad  literaria. 
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como  toda  propiedad,  se  funda  en  la  justicia.  Kii  segundo  lugar, 
si  ei  mercado  de  las  ideas  ha  de  ser  favorable,  debe  fomentarse 
la  producción  asegurando  á los  autores  el  pleno  goce  del  fruto 
de  sus  vigilias.  Suprimid  la  propiedad  literaria,  y ahogareis  el 
gérmen  de  mil  pensamientos  que  no  se  desarrollan  por  falta  de 
estímulo,  ó crecen  de  una  manera  lenta  y desmayada.  Suprimid 
la  propiedad  literaria,  porque  la  sociedad  tiene  derecho  á la  pro- 
ducción colectiva  de  todos  los  frutos  del  ingenio,  y habrá  gana- 
do su  causa  el  comunismo. 

Dícese  que  la  propiedad  literaria  absoluta  seria  la  mutilación 
de  la  actividad  de  los  demás  hombres,  y equivaldría  á poner 
grillos  y esposas  al  entendimiento;  pero  no  es  de  temer  la  codi- 
cia de  un  autor  ó de  sus  herederos,  porque  el  interés  individual 
les  enseña  á fundar  su  provecho  en  una  venta  rápida  excitada 
por  la  economía  de  los  precios.  No  abogamos  por  el  privilegio: 
queremos  que  la  propiedad  literaria  sea  una  verdadera,  propiedad. 

1810. — Aceptado  este  principio  queda  todavía  una  cuestión 
grave  por  resolver.  ¿Debe  la  propiedad  literaria  ser  temporal  ó 
perpétua? 

Las  condiciones  legítimas  de  toda  propiedad  son  el  goce  ex- 
clusivo, el  derecho  de  transmisión,  la  sucesión  hereditaria  y la 
perpetuidad,  ó por  lo  ménos  la  divraíúon  por  tiempo  indefinido. 
Si  tales  son  las  condiciones  ordinarias  de  la  propiedad  en  las 
cosas  materiales  ¿por  qué  no  serán  las  mismas  respecto  á las 
obras  de  la  inteligencia?  ¿Qué  razón,  hay,  en  qué  principio  de 
justicia  se  funda  la  difereiKÚa  entre  ei  derecho  de  suceder  en  una 
casa  ó una  tierra,  y el  de  suceder  en  un  libro?  Los  hijos  de  im 
autor  famoso  que  enriqueció  á su  patria  con  tesoros  de  sabiduría 
¿habrán  de  vivir  de  la  gloria  de  su  padre?  ¿Puede  consentir  el 
estado  sin  incurrir  en  la  nota  de  ingratitud,  y acaso  en  la  más 
fea  de  usurpador  dol  bien  ajeno,  que  perezcan  en  la  miseria  los 
descendientes  de  un  hombre  ilustre,  lumbrera  de  su  siglo,  cuya 
memoria  venera  la  posteridad?  La  de  este  hombre  que  por  con- 
sagrarse á la  vida  ideal  y contemplativa  abandonó  el  camino 
trillado  de  la  fortuna,  ¿no  es  víctima  de  una  teoría  comunista? 
¿Quiéii  que  aspire  á ser  amado  y respetado  en  el  hogar  domés- 
tico tendrá  valor  para  sacrificarse  en  aras  de  la  ciencia,  faltando 

a ¡os  íleberes  que  la  naturaleza  y la  sociedad  inijioneii  á todo  buen 
padre  de  familia? 
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Responden  los  adversarios  que  toda  propiedad  ordinaria  es 
limitada,  si  no  por  el  tiempo,  por  el  espacio;  que  todo  lo  infinito 
é inagotable,  como  el  aire  ó la  luz,  no  puede  ser  apropiado : que 
el  pensamiento  es  todavía  más  incapaz  de  apropiación  que  la  luz 
ó el  aire : que  el  derecho  absoluto  de  sucesión  en  las  obras  del 
ingenio  seria  el  monopolio  de  las  ideas,  patrimonio  de  la  huma- 
nidad, y daria  origen  á una  nobleza  de  la  inteligencia  con  sus 
mayorazgos  literarios:  que  los  hijos  de  un  escritor  de  primer  or- 
den corren  la  misma  suerte  que  los  del  abogado,  del  comerciante 
ó del  artesano  cuyo  capital  se  extingue  con  la  vida,  y cuya  he- 
rencia consiste  en  el  fruto  de  su  trabajo  y economía:  qne  nada 
hay  más  fácil  que  convertir  los  ahorros  en  una  propiedad  per- 
pétua  6 una  renta  vitalicia : que  los  libros  más  originales  repre- 
sentan el  fruto  de  las  vigilias  de  cien  generaciones  que  precedie- 
ron al  autor  y le  guiaron  al  descubrimiento  de  nuevas  verdades 
ó bellezas,  porque  unas  con  otras  se  enlazan  como  eslabones 
de  la  misma  cadena:  que  la  originalidad  del  libro  más  origi- 
nal consiste  en  la  forma  y no  en  el  fondo,  y que  un  derecho 
de  prioridad  es  bastante  recompensa  de  este  servicio,  etcé- 
tera. 

Hé  aquí  los  principales  argumentos  en  pro  y en  contra  de  la 
propiedad  literaria  perpétua,  cuya  fuerza  es  tan  igual,  que  se 
mantienen  en  aproximado  equilibrio.  Perplejos  los  legisladores 
de  todos  los  pueblos  cultos  ante  las  dudas  que  suscita  la  teoría  y 
las  dificultades  de  su  aplicación,  adoptaron  el  término  medio  de 
reservar  al  autor  el  derecho  exclusivo  de  reproducir  sus  obras 
durante  toda  la  vida  y un  cierto  número  de  años  después  de  su 
muerte  en  favor  de  sus  herederos  ó sucesores.  Chile  limita  la 
próroga  á cinco  años,  Inglaterra  á siete,  Francia  á veinte,  Ale- 
mania, más  generosa,  la  extiende  á treinta,  y en  los  Estados 
Unidos,  aunque  de  ordinario  dura  el  privilegio  veintiocho  años, 
puede  renovarse  por  espacio  de  otros  veinte  en  beneficio  del  au- 
tor, su  viuda  ó sus  hijos. 

1811. — Hasta  nuestros  dias  no  fué  conocido  en  España  el  de- 
recho de  propiedad  literaria.  Cuando  un  autor  deseaba  publicar 
un  libro,  pedia  licencia  al  Consejo,  y después  de  la  censura  y la 
tasa,  se  le  otorgaba  el  privilegio  de  imprimirlo,  ordinariamente 
por  espacio  de  diez  años.  Las  Cortes  de  Cádiz  consagraron  esto 
derecho  en  beneficio  del  autfrr  por  toda  la  vida  y diez  años  más 
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en  íavor  de  sus  herederos,  y por  cincuenta  anos,  si  el  autor  fue- 
se un  cuerpo  colegiado  (1). 

Nuestra  legislación  actual  descansa  en  los  mismos  principios, 
si  bien  se  muestra  todavía  más  generosa  con  los  autores,  sin  rom- 
per por  eso  con  la  doctrina  generalmente  recibida. 

I.  Entiende  por  propiedad  literaria  el  derecho  exclusivo  que 
compete  á los  autores  de  escritos  originales  para  reproducirlos 
ó autorizar  su  reproducción  por  medio  de  copias  manuscritas,  im- 
presas, litografiadas  ó por  cualquier  otro  medio  semejante. 

II.  Igual  derecho  corresponde  : 

I.  A los  traductores  en  verso  de  obras  escritas  en  lenguas  vivas. 

II.  A los  traductores  en  verso  ó prosa  de  obras  escritas  en 
lenguas  muertas. 

III.  A los  autores  de  sermones,  alegatos,  lecciones  ú otros  dis- 
cursos pronunciados  en  público,  y á los  de  artículos  y poesías 
originales  de  periódicos,  ya  formen  estos  escritos  colección,  ya 
se  conserven  esparcidos.  Si  son  anónimos,  el  derecho  de  propie- 
dad pertenece  á los  editores  de  los  periódicos  en  donde  por  la 
primera  vez  se  publicaron  (2). 

IV.  A los  compositores  de  cartas  geográñcas  y á los  de  músi- 
ca, á los  calígrafos  y dibujantes,  salvos  los  dibujos  que  hayan  de 
emplearse  en  tejidos,  muebles  y otros  artículos  de  uso  común, 
los  cuales  están  sujetos  á las  reglas  establecidas  para  la  propie- 
dad industrial. 

V.  A los  pintores  y escultores  con  respecto  á la  reproducción 
de  sus  obras  por  el  grabado  ú otro  medio  cualquiera. 

Este  derecho  pertenece  en  todos  los  casos  expresados  á los  au-  ' 
tores  durante  su  vida,  y se  transmite  á sus  herederos  legítimos 
ó testamentarios  por  el  término  de  cincuenta  años. 

III.  Corresponde  al  autor  durante  su  vida  y se  transmite  á sus 
herederos  por  el  término  de  veinticinco  años : 

I.  La  propiedad  de  los  escritos  sueltos,  si  sus  autores  no  los 
han  reunido  en  colección. 

II.  La  propiedad  de  loa  traductores  de  obras  escritas  en  len- 
guas vivas,  pero  sin  que  puedan  impedir  la  publicación  de  otras 
traducciones. 

j ^ ^ y decreto  de  las  Córtes  da  10  de  Junio 

de  18lo. 

(2)  Real  ói'don  de  11  de  Octubre  de  18.=53. 
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IV.  Corresponde  lo  propiedad  durante  cincuenta  años  conta- 
dos desde  el  dia  de  la  publicación : 

I.  Al  estado  respecto  de  las  obras,  que  puldique  el  Gobierno  á 
costa  del  erario. 

II,  A toda  corporación  científica,  literaria  ó artística  reconoci- 
da por  las  leyes  que  publique  obras  compuestas  de  su  orden  ó án- 
tes  inéditas. 

No  comprende  esta  disposición  las  obras  cuya  reproducción 
exclusiva  ó indefinida  se  haya  reservado  el  Gobierno,  ó adjudi- 
cado por  razones  de  conveniencia  pública  á un  instituto  ó cor- 
poración. 

V.  Corresponde  la  propiedad  por  el  término  de  veinticinco 
años  contados  desde  el  dia  de  la  publicación  á los  que  den  á luz 
por  primera  vez  un  códice  manuscrito,  mapa,  dibujo,  muestra  de 
letra  ó composición  de  música  de  que  sean  legítimos  poseedo- 
res, ó que  hayan  sacado  de  alguna  biblioteca  pública  con  la  debi- 
da autorización. 

Si  las  obras  son  póstumas,  empiezan  á contarse  los  términos 
desde  el  dia  en  que  por  primera  vez  hayan  salido  á luz. 

Los  editores  de  las  obras  anónimas  y seudónimas  gozan  de 
iguales  derechos  que  los  autores,  miéntras  éstos,  sus  herederos 
ó poderhabientes  no  prueben  que  les  pertenece  la  propiedad.  Fe- 
necidos estos  plazos,  expira  el  derecho  de  propiedad,  y la  obra 
cae  en  el  dominio  público  (1). 

La  ley  garantiza  el  goce  exclusivo  de  los  derechos  de  propie- 
dad literaria : 

I.  Prohibiendo  la  reproducción  de  una  obra  ajena,  ni  aun  con 
el  pretexto  de  anotarla,  comentarla,  ó mejorar  la  edición  sin  per- 
miso del  autor. 

II.  Prohibiendo  también  extractarla  ó compendiarla  sin  su  con- 
sentimiento. Sin  embargo,  si  tal  fuese  el  mérito  é importancia 
del  extracto  ó compendio  que  constituyese  una  obra  nueva  ó pro- 
porcionase una  utilidad  general,  podrá  el  Gobierno  autorizar  su 
impresión,  oyendc  previamente  á los  interesados  y á tres  peritos 
que  él  designe.  En  tal  caso  el  autor  ó propietario  de  la  obra  pri- 
mitiva tiene  derecho  á una  indemnización  (2). 

1812. — Para  que  los  autores  ó editores  gocen  de  los  beneficios 

(1)  Ley  de  10  de  Junio  de  18-Í”,  art  IJ. 

(2)  Ley  cit.,  arta.  1-lB. 
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de  la  propiedad  literaria,  deben  acudir  antes  de  la  publicación  de 
la  obra  al  ministerio  de  Fomento  en  donde  entregarán  dos  ejem- 
plares, si  la  edición  se  hiciere  en  Madrid,  y si  en  las  provincias, 
al  gobernador  respectivo.  En  cambio  reciben  los  documentos  que 
en  todo  Liempo  y en  cualquiera  ocasión  sirven  para  acreditar  su 
derecho. 

También  debian  entregar  dos  portadas  sueltas  de  las  obras  co- 
mo prueba  de  la  edición,  á cuyo  respaldo  se  expresaba  si  la  pu- 
blicación era  ó no  periódica,  el  número  de  tomos  de  que  consta- 
ba, su  tamaño,  precio  y punto  de  venta  y cuantos  datos  podian 
interesar  para  insertarlos  en  el  Boletín  hibliógrdfico,  sin  lo  cual 
el  Gobierno  no  toleraba  la  circulación  de  los  impresos.  Las  se- 
cretarias de  los  gobiernos  de  provincia  estaban  encargadas  de 
llevar  el  competente  registro-  foliado  de  los  autores  ó editores  de 
su  territorio,  y en  Madrid  el  Archivo  de  aquel  ministerio  y la  Bi- 
blioteca Nacional  (2). 

1813.  — Las  obras  dramáticas  están  sujetas  á las  reglas  co- 
munes de  la  propiedad  literaria  en  cuanto  á su  producción;  pero 
hay  otras  especiales  en  cuanto  á su  representación  en  la  es- 
cena. 

Tiene  seguramente  toda  obra  dramática  una  doble  existencia, 
porque  es  al  mismo  tiempo  un  libro  y el  asunto  de  un  espec- 
táculo. En  otro  tiempo,  cuando  los  derechos  del  ingenio  estaban 
desconocidos,  el  comediante  humillaba  al  poeta  y se  enriquecía 
con  sus  trabajos  sin  más  título  que  un  precio  convenido  en  razón 
del  mérito  de  la  obra,  ó más  todavía  según  la  fama  del  autor. 
Bueño absoluto  el  empresario  délas  creaciones  del  entendimien- 
to, las  representaban  tantas  veces  cuantas  placía  al  público  verlas 
en  la  escena,  sin  que  la  recompensa  del  autor  fuese  proporcio- 
nada al  provecho  de  su  obra. 

1814.  — Hoy  rige  otra  legislación  más  protectora  del  ingenio, 
pues  ninguna  composición  dramática  puede  representarse  en  los 
teatros  públicos  ni  en  sociedad  alguna  formada  por  acciones,  sus- 
criciones  ú otra  cualquiera  contribución  pecuniaria  sin  prévio 
consentimiento  del  autor.  Este  derecho  dura  toda  su  vida  y se 
transmite  por  veinticinco  anos  más  á sus  herederos  legítimos  ó 


(2)  Reales  ordenes  de  do  Julio  de  iSdl,  6 de  Enero  de  1849, 12  de  Agosto  de  18.‘12,  31  de 
Enero  de  1853,  I.*?  da  Marzo  de  18E6  y 8 de  Enero  de  185". 
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testamentarios^  ó á sus  derechos-habientes,  todo  lo  cual  también 
es  aplicable  á las  composiciones  músicas  (1). 

1815.  — Completan  nuestro  derecho  constituido  acerca  de  la 
propiedad  literaria  las  siguientes  disposiciones: 

I.  Los  autores  ó editores  de  las  obras  musicales  sin  texto,  pu- 
blicadas por  la  primera  vez  en  cualquiera  de  los  estados  con 
quienes  España  celebra  convenios,  adquieren  el  derecho  de  pro- 
piedad en  los  dominios  españoles  cumpliendo  las  formalidades 
de  la  ley.  Si  dichas  obras  van  acompañadas  de  texto  en  idioma 
extranjero,  pueden  además  sus  autores  ó editores  reservarse  el 
derecho  exclusivo  de  traducción  (2). 

II.  La  ley  de  propiedad  literaria  prohibía  la  introducción  en  ios 
dominios  españoles  de  las  obras  escritas  en  idioma  castellano  é 
impresas  en  el  extranjero,  á no  ser  con  permiso'  especial  del 
Gobierno,  limitado,  cuando  más,  al  número  de  500  ejemplares, 
y siempre  que  la  obra  fuese  de  reconocida  utilidad  é impor- 
tancia (3). 

El  deseo  de  facilitar  la  comunicación  intelectual  de  España  con 
el  mundo  entero,  junto  con  las  modernas  tendencias  del  Gobierno 
á la  libertad  del  comercio,  le  movieron  á levantar  aquella  prohi- 
bición; de,  suerte  que  hoy  está  permitido  introducir  en  el  reino 
todas  las  obras  impresas  anteriormente,  ó que  en  lo  sucesivo  se 
impriman  en  idioma  castellano  en  el  extranjero,  satisfaciendo 
los  derechos  de  aduana  que  les  correspondan  (4), 

Sin  duda  era  ajena  á la  ley  de  propiedad  literaria  una  prohi- 
bición que  no  iba  encaminada  á favorecer  el  ingenio,  sino  á pro- 
teger el  arte  de  la  imprenta. 

1816.  — La  persecución  y castigo  de  los  defraudadores  son  de 
la  competencia  exclusiva  de  los  tribunales  ordinarios. 

Tratados  de  propiedad  literaria  ajustados  entre  España  y Fran- 
cia, Bélgica,  Cerdeña,  Portugal  y los  Países  Bajos,  garantizan 
recíprocamente  el  derecho  de  los  autores  y editores  de  estas  na- 
ciones contra  la  reproducción  furtiva  de  sus  obras, 

11)  Ley  de  10  de  Junio  de  1847,  arta.  16,  17  y.  18,  y reales  órdenes  de  4 do  Marzo  de  1844 
y 7 de  Mayo  de  1859. 

(2)  Real  orden  de  24  de  Marzo  de  18fi6. 

(3)  Ley  de  10  de  Junio  de  1847,  art-  15. 

(4)  Decreto  de  4 do  SetleTulire  de  1869. 
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CAPÍTULO  XXL 

Uc  la  agricultura. 


1817.  — Importancia  de  la  agricul- 

tura. 

1818. — Justa  protección  que  le  debe 

ei  Gobierno, 

1819. — Libertad  del  cultivo. 

1820. — Cultivo  del  arroz. 

1821. — Libertad  de  la  cosecha. 


1822.  — Propiedad  agrícola. 

1823. — Cerramientf)  de  terrenos. 

1824. — Cómo  influye  en  el  progreso 

de  la  agricultura. 

1825. — Población  rural. 

1826. — Legislación. 

1827. — Crítica. 


1817.— Es  la  industria  agrícola  en  sumo  grado  importante, 
porque  suministra  las  subsistencias  y las  primeras  materias  sin 
las  cuales  no  se  conciben  las  artes  ni  el  comercio,  y porque  debe 
respetarse  la  industria  nacional  por  excelencia,  pnes  arraiga  en 
el  suelo,  se  vincula  en  el  territorio  y contrae  con  los  pueblos  una 
alianza  indisoluble. 

Es  también  la  agricultura  moralizadora,  porque  la  reunión  de 
la  familia  bajo  el  techo  paterno  contribuye  á mantener  la  pureza 
de  costumbres  que  tan  grandes  peligros  corren  en  la  fábrica  ó el 
talier;  y no  es  poco  que  el  labrador  trabaje  con  la  natifraleza  por 
compañera  y el  cielo  por  testigo,  de  quien  espera  el  colmo  de 
sus  deseos  (5  teme  el  malogro  de  sus  esperanzas. 

El  silencio  de  los  campos  eleva  ei  alma  á la  contemplación  de 
las  maravillas  del  Criador,  y la  vida  doméstica  suaviza  las  pa- 
siones en  la  clase  labradora;  así  se  descubren  siempre  en  ella  dos 
caractéres  que  la  separan  profundam.ente  de  la  clase  obrera ; el 
amor  á la  paz  y el  sentimiento  religioso. 

El  labrador,  dice  Gaspar  Gutiérrez  de  los  Ríos  , á nadie  es- 
panta, á nadie  es  enojoso,  con  la  tierra  es  su  trato,  sirve  á las 
plantas  y recibe  dellas  el  fruto  alabando  á Dios.  Ara  y siembra 
la  tierra  y recibe  della  su  alimento,  cultiva  las  viñas  y goza  des- 
pués de  su  vendimia.  ¿Hay  gente  más  amiga  de  sus  reyes  que 
los  labradores?  ¿Hay  gente  más  enemiga  de  novedades  que  ellos? 
¿Hay  gente  más  contraria  de  tiranos  y traidores?  ¿Qué  gente 
hay  más  abstinente  ni  más  modesta...?  (1). 


(1)  Noticia  general  para  la  estimación  de  las  artes,  lil».  IV,  cap.  3. 
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1818.  — Debe , pues , el  Gobierno  fomentar  la  agricultúra  como 
instrumento  de  educación  y como  elemento  de  riqueza,  emplean- 
do para  ello  más  bien  medios  indirectos  , que  ejerciendo  una  ac- 
ción directa  ó inmediata,  porque  mientras  el  interés  individual 
se  baste  á sí  mismo,  la  protección  no  sirve  sino  para  entibiar  el 
celo  del  productor  y forzar  el  curso  de  los  capitales.  Que  la  ac- 
ción administrativa  excite  ó modere  la  actividad  social;  pero 
guárdese  de  fatigar  con  su  molesta  tutela  á una  sociedad  inteli- 
gente y fuerte.  Remueva  la  administración  los  obstáculos  que  la 
naturaleza , la  opinión  y las  Leyes  oponen  al  desarrollo  de  la  agri- 
cultura, y ella  prosperará  bajo  el  régimen  de  una  razonable  li- 
bertad. 

I^a  exclusiva  ó extremada  protección  del  Gobierno  á la  agricul- 
tura redundarla  ei;  su  daño,  porque  allí  donde  los  intereses  agrí- 
colas no  crecen  enlazados  con  los  industriales , no  es  posible  ali- 
mentar un  grande  comercio.  El  tráfico  interior  requiere  diversi- 
dad de  productos,  y el  exterior  deja  mayores  beneficios  cuando 
más  trabajo  ha  puesto  en  movimiento.  Las  tierras  son  limitadas 
en  extensión  y fertilidad,  y las  artes  casi  indefinidas  y de  más 
fácil  aclimatación. 

Leyes  protectoras  de  la  libertad  y de  la  propiedad  y vias  rá- 
pidas y económicas  son  los  principales  resortes  para  el  fomento 
de  la  agricidtura.  Las  primeras  asegurando  al  labrador  el  fruto 
de  sus  sudores,  y las  segundas  dilatando  el  consumo  de  las  co- 
sechas , multiplican  sin  esfuerzo  la  producción  rural.  Y precisa- 
mente á lo  imperfecto  de  nuestro  sistema  de  comunicaciones  dos 
vicios  anadia  la  antigua  legislación  capaces  de  ahogar  por  sí  so- 
los todo  gérmen  de  progreso  favorable  á la  agricultura ; el  espí- 
ritu reglamentario  disminuyendo  la  libertad,  y la  predilección 
hácia  la  ganadería  violando  la  propiedad  del  labrador. 

1819.  — La  libertad  del  cultivo  es  una  condición  esencial  de 
toda  mejora,  pues  nadie  alcanza  lo  que  el  cultivador  en  punto  á 
conocer  las  necesidades  del  mercado  y á calcular  las  fuerzas  pro- 
ductivas de  cada  terreno.  La  única  participación  que  cabe  al 
Gobierno  es  ilustrar  al  labrador  estableciendo  escuelas  texrricas 
y prácticas  en  donde  adquiera  conocimientos  de  agronomía  y 
aprenda  mejores  métodos  de  labranza. 

Pasaron  los  tiempos  del  sistema  reglamentario,  cuando-  los 
Reyes  Católicos  fomentaban  el  plantío  de  viñas  en  el  principado 
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de  Asturias  y daban  licencia  á los  cristianos  y á los  moros  para 
que  cultivasen  la  vid  en  los  términos  de  Almillas  y Alhendia,  y 
extendiesen  por  las  márgenes  del  Genil  sus  arboledas,  y cuando 
el  concejo  de  Granada  prohibía  á los  vecinos  plantar  moreras  y 
mandaba  que  las  plantadas  se  arrancasen,  fallando  que  el  gusa- 
no criado  con  hojas  de  moral  producía  mejor  seda  (1). 

La  libertad  del  cultivo  se  consagra  en  las  leyes  que  declaran 
á los  dueños  y poseedores  de  tierras  árbitros  de  destinarlas  á la- 
bor, á pasto,  á plantío,  ó al  uso  que  más  les  acomode,  derogan- 
do cualesquiera  disposiciones  que  prefijen  la  clase  de  disfrute  á 
que  hubieren  do  aplicarse  aquellas  fincas  (2).  Sin  embargo,  esto 
no  impide  que  el  Gobierno  ponga  trabas  justificadas  por  el  bien 
general,  como  cuando  por  razones  de  higiene  limita  el  cultivo 
del  arroz  de  regadío,  ó lo  aleja  de  los  pueblos. 

1820.  — Y en  efecto,  se  necesita  real  autorización,  prévia  ins- 
trucción de  expediente,  para  acotar  terrenos  destinados  al  cul- 
tivo del  arroz;  y todavía  se  reserva  el  Gobierno  la  faíuütad  de 
prohibir  este  cultivo  en  los  terrenos  acotados,  si  en  virtud  de 
reclamaciones  bastantemente  justificadas  y del  expediente  que 
debe  formarse,  resulta  probado  que  dichas  plantaciones  causan 
notorio  perjuicio  á la  salud  de  cualquiera  comarca  ó pueblo.  En 
caso  de  contravención  el  plantador,  además  de  incurrir  en  pena, 
se  arriesga  á perder  la  cosecha  que  será  arrancada  á su  costa, 
satisface  otro  tanto  como  importa  su  valor  y todos  ios  gastos  que 
se  originen  (3). 

El  sistema  reglamentario  oprimió  la  agricultura  como  la  in- 
dustria, y cuanto  más  apretaban  las  leyes  del  reino  y las  orde- 
nanzas municipales  para  que  se  sembrase  cáñamo  y lino  ó se 
plantasen  viñas  y morales,  tanto  más  aprisa  se  empobrecía  el 
gremio  de  los  labradores. 

1821.  — La  libertad  de  cosecha  es  una  consecuencia  necesaria 
de  la  libertad  de  cultivo.  Todo  labrador  debe  sembrar  y recoger 
á su  voluntad  y sin  sujeción  á reglamentos  ni  ordenanzas  muni- 
cipales, y sin  más  límite  al  ejercicio  de  su  derecho  que  el  dere- 
cho de  tercero. 


U)  Historia  de  la  Economía  política  en  España,  tít.  ii,  cap.  LVII 

las  Cortes  de  S de  Junio  do  1813  restablecido  en  6 de  Setiembre  de  1836  y 
ordenanzas  de  montes  do  22  de  Diciembre  de  1833,  art.  3. 

(3)  lieales  órdenes  de  10  de  Mayo  de  1860  y 13  de  Abril  do  1861. 
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No  hace  mucho  tiempo  que  el  propietario  no  podia  introducir 
en  sus  tierras  ganados  propios  ó ajenos,  ni  aprovechar  libremen- 
te sus  pastos  naturales  ó artificiales;  mas  hoy  se  han  restituido 
sus  derechos  á los  dueños,  salvas  las  legítimas  servidumbres  (1). 
Tampoco  podia  el  cosechero  vendimiar  sin  permiso  de  la  autori- 
dad local ; pero  al  fin  acatando  el  Gobierno  los  principios  de  la 
ciencia  económica,  les  restituyó  su  natural  libertad  (2).  Prácticas 
añejas  é inveteradas  costumbres  se  opusieron  á la  aplicación  de 
esta  providencia;  y en  virtud  de  varias  reclamaciones  elevadas 
al  Gobierno,  se  declaró  cpie  la  libertad  de  la  vendimia  fuese  ab- 
soluta, cuando  la  propiedad  rural  se  hallase  repartida  de  tal  suer- 
te, que  los  pagos  y cuarteles  de  viñas  tuviesen  servidumbre  in- 
dependiente; mas  no  así  estando  cerradas  bajo  un  mismo  coto  las 
pertenecientes  á varios  dueños  (3). 

Esta  legislación  débilmente  protectora  de  la  libertad  agrícola 
fué  reformada  posteriormente,  habiendo  el  Gobierno  declarado 
que  los  poseedores  ó arrendatarios  de  viñas,  bien  se  hallasen 
éstas  aisladas,  bien  enclavadas  en  otra  de  diferente  pertenencia, 
puedan  proceder  á su  vendimia  cuando  lo  juzguen  oportuno,  de- 
biendo dar  conocimiento  con  cuarenta  y ocho  horas  de  anticipa- 
ción á la  autoridad  municipal  (4). 

Mas  como  no  se  oponen  á la  libertad  de  cultivo  y cosecha  con- 
sagrada en  nuestras  leyes,  son  lícitas  las  asociaciones  de  particu- 
lares para  pagar  los  gastos  de  guardería  de  sus  viñas  con  las  esti- 
pulaciones que  estimen  convenientes  para  asegurar  su  libre  de- 
recho de  vendimia,  con  tal  que  no  manifiesten  abiertamente  que 
en  nombre  de  la  libertad  se  reúnen  para  atentar  contra  la  liber- 
tad misma;  pero  á los  empleados  y funcionarios  públicos  y alas 
autoridades  municipales  les  está  vedado  formar  cualquiera  aso- 
ciación que  tienda  á restringir,  aunque  sea  indirectamente,  las 
disposiciones  de  la  ley  ó de  la  administración  (5). 

1822. — liU  propiedad  agrícola,  es  decir,  la  seguridad  que  la 
ley  ofrece  al  labrador  de  recoger  él  solo  todos  los  frutos  de  su 


(1)  Reales  órdenes  de  29  de  Noviembre  de  1831, 16  de  Noviembre  de  1833, 29  de  Marzo  y 12 
de  Setiembre  de  1834  y 11  de  Febrero  de  1836. 

(2)  Ley  de  8 de  Junio  de  1813,  y reales  órdenes  de  29  de  Noviembre  de  1831,  31  de  Agosto 
y 20  de  Febrero  de  1834. 

(3)  Real  Orden  de  31  de  Agosto  de  1834. 

(4)  Reales  órdenes  de  6 do  Mayo  de  1842  y 4 de  Junio  de  1847. 

(5)  Real  órdon  de  21  de  Noviembre  de  1848. 
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tierra,  porque  á él  solo  se  debe  el  trabajo  del  cultivo,  constituye 
otro  medio  eficaz  de  adelantamiento. 

Este  derecho  del  labrador  al  goce  exclusivo  de  su  propiedad 
se  veia  quebrantado  por  la  prohibición  de  cerrar  los  terrenos, 
de  aprovechar  los  pastos  naturtdes  y por  otras  odiosas  servidum- 
bres impuestas  á la  agricultura  en  favor  de  la  ganadería.  Jove- 
llanos  abogó  con  calor  por  el  cercamiento  de  las  tierras,  como 
quien  estaba  convencido  de  que  sin  asegurar  el  derecho  de  pro- 
piedad, todas  las  providencias  en  favor  de  la  agricultura  .serian 
ociosas  y vanas  (1). 

1823. -La  prohibición  de  cerrar  los  terrenos  de  propiedad 
particular  se  introdujo  primeramente  por  costumbre,  y luego  fué 
poco  á poco  convertida  en  ley.  Oponíanse  los  pueblos  al  cer- 
ramiento, porque  lisonjeaba  ú la  muchedumbre  la  libertad  de 
aprovechar  la  caza,  el  pasto  y todos  los  esquilmos  de  los  ter- 
renos abiertos,  y con  más  vehemencia  todavía  los  ganaderos  fa- 
vorecidos por  su  gremio  y sus  privilegios.  Las  Cortes  de  Madrid 
de  1567,  de  Córdoba  de  1570  y Madrid  de  1573  fueron  el  eco  de 
estos  clamores  vulgares.  En  el  reinado  de  Felipe  IV  se  prohibió 
expresa  y generalmente  que  ninguna  persona,  concejo  ó comu- 
nidad pudiera  hacer  dehesa  ó acrecentar  las  existentes  sin  licen- 
cia del  rey  que  nunca  era  fácil  en  otorgarla  (2).  Tenia  por  obje- 
to esta  prohibición  conceder  el  aprovechamiento  de  las  yerbas 
y de  otros  frutos  naturales  al  ganado,  convirtiendo  toda  la  ex- 
tensión de  las  tierras  labrantías  en  un  solo  pasto  común. 

De  este  modo  era  imposible  que  la  agricultura  prosperase,  por- 
que ni  habla  sentimiento  de  })ropiedad,  ni  deseo  de  mejoras,  ni 
protección  en  la  ley  para  llevarlas  á cabo.  Los  árboles  quedaban 
expuestos  miéntras  eran  tiernos  al  diente  destructor  del  ganado; 
la  rotación  del  cultivo  no  podía  intentarse  allí  en  donde  alzada 
la  cosecha  revivía  la  comunidad  de  bienes,  y nadie  quería  sem- 
brar prados  artificiales,  no  siendo  dueños  de  protegerlos  con  una 
cerca  ó seto.  El  terreno  abierto  era,  pues,  la  ley  general,  y el 
cerramiento  una  excepción  consentida  como  grada  á un  parti- 
cular, ó por  razones  de  utilidad  común  á un  pueblo,  de  donde 
han  venido  los  cotos  boyales  destinados  al  pasto  de  los  ganados 


(1)  Informe  en  el  expediente  da  la  ley  agraria,  núra.  (!1. 

(2)  Leyes  1,  2 y 3,  tít.  xxv,  lib.  VII,  Nov.  Rocop. 
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de  labor,  y los  carniceros  al  mantenimiento  de  las  reses  para  los 
abastos. 

En  el  reinado  de  Gárlos  III  se  hicieron  esfuerzos  para  reinte- 
grar á la  propiedad  en  la  plenitud  de  sus  derechos;  mas  como 
los  principios  luchaban  con  poderosos  intereses  que  á su  antigua 
existencia  agregaban  una  organización  fuerte,  no  se  hizo  refor- 
ma alguna  radical.  Verdad  es  que  en  1778  se  concedió  facultad 
para  cerrar  y cercar  todas  las  tierras  de  dominio  privado  sin  ne- 
cesidad de  obtener  concesiones  especiales;  pero  todavía  subsis- 
tieron algunas  trabas  de  efectos  perniciosos,  porque  esta  facul- 
tad sólo  se  extendía  á veinte  años  en  lo  tocante  á terrenos  des- 
tinados á la  cria  de  los  árboles  silvestres,  pasados  los  cuales  po- 
dían entrar  los  ganados  á pastar  las  yerbas  del  suelo;  y en  cuan- 
to á las  tierras  destinadas  á plantío  de  olivares,  viñas  con  arbo- 
lado ó huertas  de  hortaliza  con  frutales , sólo  por  el  tiempo  que 
sus  dueños  ó arrendatarios  las  mantuviesen  pobladas  y planta- 
das (1). 

Las  Córtes  de  Madrid  de  1789  suplicaron  al  rey  que  se  facili- 
tase la  libertad  de  cerrar  y cercar  las  tierras  para  fomentar  los 
plantíos  de  viñedos,  olivares  y frutales,  combinando  este  interés 
con  el  que  tenia  el  ganado  en  la  conservación  de  los  pastos;  y 
las  de  Cádiz,  fieles  al  espíritu  de  reforma,  declararon  que  los  ter- 
renos destinados  á plantío,  cuyo  suelo  y arboJado  fuesen  de  do- 
minio particular,  se  entendiesen  cerrados  y acotados  perpétua- 
mente,  pudiendo  sus  dueños  cercarlos  y aprovechar  como  qui- 
siesen sus  frutos  y producciones,  dejando  libre  el  paso  de  cami- 
nos reales  y travesías  ó servidumbres,  cañadas  y abrevaderos, 
y también  el  disfrute  de  caza  y pesca  (2). 

Todavía  no  quedaba  con  esta  ley  bastante  protegido  el  derecho 
de  propiedad,  pues  no  solamente  los  terrenos  destinados  á plan- 
tío, sino  todos  los  demás  de  pasto  ó de  labor,  eran  dignos  de  igual 
protección.  Y en  efecto,  halláronla  cumplida  en  otra  inmediata- 
mente posterior,  la  cual  establece  que  todas  las  dehesas,  hereda- 
des y demás  tierras  de  cualquiera  clase  se  tengan  por  cerradas  y 
acotadas  perpetuamente,  pudiendo  sus  dueños  y poseedores  cer- 
carlas sin  perjuicio  de  las  cañadas  y abrevaderos,  caminos,  tra- 


(1)  Ley  19,  tít.  xxv,  lita.  VII,  Nov.  Recop. 

(2)  Decreto  de  laa  Córtes  de  de  Bacro  de  1812  restablecido  on  23  de  Noviembre  do  1836. 
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vesías  y servidumbres,  disfrutarlas  libre  y exclusivamente,  ó ar- 
rendarlas como  mejor  les  parezca  (1). 

Anulada  esta  legislación  en  1813,  hizo  la  fuerza  de  la  razón 
que  retoñase  bajo  el  mismo  Gobierno  absoluto,  habiendo  decla- 
rado que  los  montes  de  dominio  particular  quedasen  fuera  de 
toda  conservaduría  y á libre  disposición  de  sus  dueños,  quienes 
en  uso  de  su  derecho,  podian  mantener  cerrados  los  terrenos  ó 
árboles  á su  voluntad  como  propietarios  del  suelo  y del  arbo- 
lado (2). 

Síguese  de  lo  expuesto : 

L Que  la  ley  reconoce  por  cerrados  y acotados  los  terrenos 
que  no  están  materialmente  cercados,  y no  distingue  éstos  de 
aquéllos  para  defecto  de  asegurará  los  dueños  su  goce  exclusivo. 

II.  Que  la  ley  prohíbe  toda  invasión  en  terreno  de  propiedad 
particular  que  esté  cerrado  ó acotado,  sin  exigir  que  se  halle 
cercado  con  pared  continua  (3). 

III.  Que  no  hay  motivo  para  consentir  el  acotamiento  de  los 
terrenos  públicos  que  siempre  han  sido  de  aprovediamiento  co- 
mún de  uno  ó más  pueblos  sin  autorización  administrativa,  por- 
que la  disposición  citada  sólo  se  refiere  á las  tierras  de  dominio 
privado  (4). 

IV.  Que  no  se  tengan  por  títulos  de  servidumbre  á favor  de 
otros  particulares  ó comunes,  sino  los  que  el  derecho  recono- 
ce por  hábiles  para  adquirir  la  propiedad,  excluyéndose  por  lo 
mismo  todos  aquellos  que  se  fundan  en  malas  prácticas  más  ó 
raénos  antiguas,  á que  se  ha  dado  contra  lo  establecido  en  las 
leyes  el  nombre  de  uso  ó costumbre. 

V.  Que  quien  pretenda  aprovechar  los  pastos  de  suelo  ajeno 
sea  obligado  á presentar  su  título  de  adquisición  y á probar  su 
le^itimi  lad  y alidez,  sin  que  de  otro  modo  pueda  turbarse  al 
dueño  en  el  libre  uso  de  su  propiedad. 

Vi.  Que  cada  cual  puede  introducir  eu  todo  tiempo  en  las  tier- 
ras de  su  propiedad  el  ganado  propio  ó los  ajenos,  á pesar  de 
cualquiera  disposición  municipal  que  lo  prohíba. 

U)  Decreto  ele  las  Cortes  de  8 de  Junio  de  1813  restablecido  en  6 de  Setiembre  de  1836,  y 
ordenanzas  de  montes  de  22  de  Diciembre  de  1833.  art.  3. 

(2)  Real  orden  de  26  de  Ao'osto  de  1816. 

(3)  Real  órden  de  25  de  Noviembre  de  1341. 

íiilLí ^ llegoncia  provisional  de  8 do  Enero 
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Esta  libertad  se  entiende  sin  perjuicio  de  los  derechos  de  uso, 
aprovechamiento  ó cualesquiera  servidumbres  con  que  estén 
gravadas  las  fincas,  ni  de  los  que  procedan  de  convenios,  arrien- 
dos ú otros  contratos  establecidos  entre  particulares,  ó entre  és- 
tos y las  corporaciones  municipales  ú otras  á cuyo  cargo  se  halle 
la  administración  de  los  terrenos  ó fondos  del  común,  cuyo  con- 
trato jnantiene  la  ley  en  toda  su  fuerza  y vigor  (1). 

VIL  Y por  último  que  siendo  viciosas  en  su  origen  las  ena- 
jenaciones ó empeños  que  hubieren  hecho  los  Ayuntamientos  de 
pastos  de  dominio  particular,  considerándolos  como  si  fuesen  del 
común  por  efecto  de  las  referidas  prácticas,  usos  y costumbres, 
no  deben  oponerse  tales  actos  al  reintegro  de  los  dueños  en  la 
plenitud  de  sus  derechos  (2). 

Están  prohibidas  las  derrotas  de  las  mieses,  ó sea  la  costum- 
bre de  abrirlas,  alzados  los  frutos,  para  que  éntre  á pastarlas  el 
ganado  de  todos  ios  vecinos,  salvo  si  precediese  el  unánime  con- 
sentimiento de  los  propietarios  y colonos  de  la  mies,  otorgado 
por  escrito  y aprobado  por  el  gobernador  de  la  provincia  (3). 

18,24. — Hay  todavía  otra  ventaja  en  el  acotamiento  de  las  tier- 
ras. Concentrar  la  propiedad  y levantar  en  medio  la  casa  del  la- 
brador formando  un  caserío,  es  dar  á la  agricultura  la  organiza- 
ción más  adecuada  á su  desarrollo.  Entonces  en  vez  del  grande 
cultivo  que  recomienda  la  producción  absoluta,  y en  vez  del  pe- 
queño cultivo  que  no  asegura  un  bienestar  modesto  al  propieta- 
rio, llegaríamos  á poseer  un  sistema  de  labranza  fundado  en  tal 
distribución  de  tierras,  que  ni  su  mucha  extensión  estorbase  ai 
dueño . regarla  con  el  sudor  de  su  frente,  ni  una  división  extre- 
mada le  redujese  á pobreza. 

1825. — En  efecto,  repetidos  son  los  esfuerzos  que  el  Gobierno 
hizo  en  distintas  ocasiones  con  ánimo  do  fomentar  la  población 
rural.  Favorecieron  las  Cortes  la  idea,  y se  dieron  leyes  y pu- 
blicaron reglamentos  convidando  á formar  caseríos  con  privile- 
gios, exenciones  y toda  suerte  de  beneficios  (4). 

No  cesó  con  esto  el  empeño  del  Gobierno,  ántes  insistiendo  en 
su  propósito,  procuró  que  se  reuniesen  en  una  nueva  ley  todas 

(1)  Reales  órdenes  de  29  de  Marzo  y 12  de  Setiem'bre  de  1834. 

(2)  Real  órden  de  11  de  Febrero  de  183G. 

(3)  Real  órden  de  15  do  Noviembre  do  1833. 

(4)  Ley  de  11  de  Julio  de  1866,  reglamento  aprobado  por  real  decreto  do  12  do  Agrosto 
de  186T  y ley  de  29  de  Mayo  de  1868. 
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las  disposiciones  relativas  al  fomento  de  la  agricnltnra  y de  la 
población  rural,  fiando  mucho  más  de  lo  justo  en  la  eficacia  de 
los  medios  imaginados  para  despertar  el  interés  individual  é in- 
clinarlo á la  construcción  de  casas  y edificios  con  destino  á la 
agricultura  ó la  industria  en  mitad  de  los  campos. 

1826. — Las  ventajas  que  la  ley  ofrece  á constructores  y á los 
que  habiten  estas  casas  ó se  establezcan  en  tales  edificios-son  la 
exención  total  ó parcial  de  contribuciones  durante  más  ó ménos 
tiempo,  según  fuere  mayor  ó menor  la  distancia  de  las  poblacio- 
nes; la  dispensa  de  toda  carga  concejil  obligatoria,  exceptuando 
la  de  alcalde  pedáneo,  hasta  que  el  número  de  casas  llegue  á 
constituir  un  pueblo  con  derecho  á Ayuntamiento  propio;  el  uso 
gratuito  de  armas;  algún  alivio  en  el  servicio  militar;  la  facul- 
tad de  tomar  maderas  para  las  edificaciones  de  los  montes  del 
estado  ó de  las  dehesas  comunales  por  la  mitad  del  precio  cor- 
riente; el  permiso  de  explotar  canteras,  construir  hornos  de  cal, 
yeso  o ladrillo,  depositar  materiales  y establecer  talleres  en  ter- 
renos del  estado  ó del  común  de  vecinos,  y el  disfrute  de  leñas, 
pastos  y demás  api’ovechamientos  vecinales  para  ellos,  sus  de- 
pendientes y trabajadores.  Es  condición  esencial  de  toda  casa 
nueva  de  labor,  si  pretende  su  dueño  gozar  de  estos  favores,  que 
las  tierras  afectas  á ella  no  se  dividan  ni  segreguen  durante  el 
tiempo  de  la  protección. 

Para  obtener  los  beneficios  de  la  ley,  el  interesado  presenta 
al  alcalde  en  donde  radique  ó radiquen  las  fincas  expresando  su 
situación,  cabida  y linderos,  estado,  clase  de  cultivo  y contribu- 
ciones que  paguen  Jos  terrenos.  El  alcalde  manda  que  dos  peri- 
tos practiquen  la  insj,)eccion  ocular  y se  cercioren  de  los  hechos, 
oye  al  Ayuntamiento  y con  su  informe  la  eleva  al  gobernador  de 
la  provincia  quien  resuelve  en  el  término  de  un  mes. 

Si  la  resolución  fuere  negativa,  todavía  puede  el  interesado 
reclamar  contra  ella  ante  el  Gobierno,  por  el  ministerio  de  Fo- 
mento (1). 

1827. ' — Decimos  de  estas  leyes  lo  que  hemos  dicho,  y damos 
aquí  por  repetido,  aenrea  de  las  que  tienen  por  objeto  el  fomen- 
to de  las  colonias  agrícolas  (2).  Para  conseguir  la  multiplicación 
del  caserío,  hay  que  fiar  mucho  más  en  el  interés  t)articular  que 

(1)  Ley  de  3 de  Junio  de  186S. 

(2)  V.  núm.  1625. 
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en  la  protección.  Sin  la  seguridad  de  los  campos  no  hay  espe- 
ranza de  que  ios  mayores  esfuerzos  encaminados  á fijar  el  culti- 
vador en  su  granja,  sean  íecundos. 

Por  otra  parte,  la  cuestión  de  la  población  rural  depende  no 
poco  del  predominio  del  sistema  de  cultivo,  la  cual  está  subor- 
dinada principalmente  á las  diferencias  del  clima.  Las  grandes 
labores  siempre  fueron  y serán  propias  de  nuestras  provincias 
meridionales,  como  de  las  septentrionales  las  cortas  labranzas. 
Una  ley  general  que  aspire  á la  medianía  hallará  obstáculos  in- 
vencibles en  la  naturaleza,  raiéntras  el  cielo  sea  el  árbitro  y dis- 
pensador del  sol  y de  la  lluvia. 


CAPÍTULO  XXII. 

SIe  la  ganadería. 


1828.  — Importancia  de  la  ganade- 

ría. 

1829. — Por  qué  en  lo  antiguo  ejer- 

ció un  influjo  pi‘oponderan- 
te. 

1830.  — Protección  de  los  reyes, 

1831. — Concejo  de  la  Mesta. 

1832. — Privilegios  contenidos  en  su 

cuaderno. 

1833. — Su  fundamento  legal. 


1834.  — Vicios  de  este  régimen. 

1835.  — Reformas. 

1836. — Asociación  general  de  gana- 

deros. 

1837.  — ■Servidumbres  pecuarias, 

1838.  — Cria  caballar. 

1839.  — Protección  al  ganado  va- 

cuno. 

1840. — Censo  general  de  la  gana- 

dería. 


1828.— Cultivo  ygaiiadería  son  dos  ramas  de  la  industria  agrí- 
cola cuya  prosperidad  se  halla  tan  fuertemente  enlazada,  que  los 
privilegios  en  favor  de  la  una  acaban  con  la  misma  granjeria  pri- 
vilegiada. Esta  máxima  de  economía  pública  lité  por  largo  tiem- 
po desconocida  en  España,  en  donde  la  ley  y la  costumbre  pro- 
tegieron en  extremo  á ios  ganaderos  en  perjuicio  de  los  labra- 
dores, siendo  el  resultado  de  una  política  tan  indiscreta  la  ruina 
común  (le  la  labranza  y ganadería. 

pg29. — Cuando  nuestro  cultivo  era  incierto  y precario,  porque 
á cada  paso  asolaba  las  tierras  el  enemigo;  cuando  los  colonos 
vivian  bajo  el  amparo  de  las  fortalezas,  y sólo  cultivaban  las  con- 
tiguas á los  castillos  y se  limitaban  á sembrar  y alzar  el  fruto, 
so  concibe  que  los  reyes  y los  pueblos  mirasen  con  predilección 
una  riqueza  semoviente  como  eran  los  rebaños. 
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j[330.__Otras  veces  los  privilegios  de  la  ganadería  se  funda 
ban  en  las  condiciones  impuestas  por  los  reyes  al  repartir  las 
tierras  conquistadas  entre  los  ganaderos  con  la  mira  de  proveer 
á los  abastos  de  alguna  ciudad,  y otras  también  vedaban  la  saca 
de  ganados  para  que  abundasen  los  caballos  necesarios  á la  guer* 
ra  con  los  moros  y los  mantenimientos  en  el  reino;  de  suerte  qüe 
bien  considerado,  en  ambos  casos  era  la  cuestión  de  subsis- 
tencias. 

D.  Alonso  VITI  concedió  á los  vecinos  de  Toledo  por  los 
años  1200,  privilegio  para  que  sus  ganados  corriesen  debajo  de 
la  real  protección  y amparo  y disfrutasen  de  la  libertad  de  pas~ 
tar  en  las  tierras  de  Castilla.  D.  Fernando  III  en  1257  defendió  á 
los  vecinos  de  Búrg’os  contra  los  excesos  de  los  pastores,  libran- 
do carta  por  vi  a de  merced  para  que  los  ganados  no  pastasen  en 
las  viñas  de  sii  territorio.  ,D.  Alonso  el  Sabio  otorgó  á,  todos  los 
moradores  del  reino  de  Murcia  el  privilegio  de  apacentar  fran- 
camente sus  ganados  en  las  montañas  y en  los  llanos,  aprove- 
chando sus  yerbas  y bebiendo  de  sus  aguas  sin  ofender  las  huer- 
tas, los  panes  y las  viñas  de  la  tierra.  En  1351  otorgó  asimismo 
el  rey  D.  Pedro  á los  vecinos  de  dentro  y fuera  de  Sevilla  fran- 
queza de  pastos  para  sus  ganados. 

Soiian  además  los  reyes  dar  carta  de  seguro  á los  ganados  para 
que  nadie  los  molestase  en  sn  tránsito,  pasto  y abrevadero,  de 
cuya  antigua  costuml)re  bailamos  vestigio  en  las  leyes  de  Parti- 
da (1).  D.  Enrique  IV  protegió  la  ganadería  con  más  liberalidad 
que  sus  antepasados,  declarando  qne  todos  Jos  ganados  del  reino 
fuesen  de  su  cabaña  y anduviesen  salvos  y seguros  por  todas  par- 
tes en  su  guarda  y encomienda  (2);  nueva  manera  de  amparar- 
los y defenderlos,  porque  así  les  comunicaba  los  privilegios  del 
Real  Patrimonio. 

Las  Cortes  de  Valladolid  de  1258  y 1351 , las  de  Burgos 
en  1379,  de  Ocaña  en  1469  y Santa  María  de  Nieva  en  1473  sn- 
plicaron  á los  reyes  en  favor  de.  la  ganadería;  mas  los  procura- 
dores del  reino  se  limitaban  á pedir  franquezas  de  pechos  y ser- 
vicios en  favor  de  los  pastores,  y no  privilegios  para  los  gana- 
dos con  agravio  de  la  agricultura. 

Abierto  el  portillo  á ios  abusos,  penetraron  por  él  los  ganade- 

(1)  Ley  19,  tít.  XVIII,  Part.  III. 

(5)  Ley  1,  tít.  xvii,  lib.  VII,  Nov.  Rccop. 
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ros,  mvadien(;lo  las  tierras  de  labor  con  sus  rebaños  v descuidando 

V 

la  necesaria  vigilancia  los  pastores.  Las  Cortes  de  Búrgos  de  1315 
y Valladolid  de  1351,  denunciaron  tales  escándalos,  v se  hicie- 
ron  ordenamientos  para  que  los  ganados  sigidesen  en  sus  viajes 
las  cañadas  antiguas  y no  entrasen  en  los  panes  ni  en  los  vinos, 
y pechasen  el  daño  según  el  fuero  de  León  (1). 

1831. — Más  adelante  los  interesados  se  agremiaron  siguiendo 
el  uso  de  los  tiempos,  formando  en  las  montañas  de  León  una 
hermandad  de  ganaderos  de  la  sierra,  para  defender  sus  dere- 
chos contra  los  ganaderos  riberiegos  ó do  los  llanos  de  Castilla 
y Extremadura.  Después  estas  hermandades  se  confundieron  en 
una  sola  con  el  fin  de  contener  las  pretendidas  invasiones  de  la 
agricultura,  de  donde  hubo  de  nacer  el  Concejo  de  la  Mesta  do 
origen  incierto  (2),  pero  que  ha  empezado  á formar  un  gremio 
poderoso  desde  que  los  Reyes  Católicos  en  1500,  pusieron  á la 
cabeza  de  esta  comunidad  de  ganaderos  un  ministro  del  Consejo 
de  Castilla.  Más  tarde  renovó  Felipe  III  tan  grande  merced  (3). 

En  1511  formaron  los  mismos  interesados  un  cuaderno  de  las 
leyes  y privilegios  tocantes  al  Honrado  Concejo  de  la  Mesta, 
recopilando  las  ordenanzas  en  vigor,  supliéndolas  y enmendán- 
dolas por  consejo  del  famoso  jurisconsulto  Juan  López  de  Palacios 
Rubios,  y sometiéndolas  ai  exárnen  del  Rey  Católico  que  las  ha- 
lló útiles  y provechosas,  las  aprobó  é hizo  publicar. 

El  Concejo  de  la  Mesta  no  comprendía  á todos  los  ganaderos, 
ni  por  consiguiente  íavorecian  los  privilegios  de  su  cuaderno  á 
todos  ios  ganados.  En  la  dase  de  lanar  unos  hay  estantes,  y son 
los  que  no  salen  fuera  de  sus  suelos  y jurisdicciones  y pastos  co- 
munes á herbajar  de  invernadero  ó agostadero,  y otros  trashu- 
mantes que  mudan  de  pasto  según  la  estación.  Los  primeros  go- 
zaron en  unión  con  los  segundos  de  todos  los  privilegios  conce- 
didos á la  cabaña  real  hasta  el  año  1604  en  que  á petición  del 
reino  fueron  excluidos.  De  esta  manera  el  ganado  trashumante 


(1)  V.  Historia  de  la  Economía  política  en  España,  toni.  I,  cap.  XXXIV,  y tom.  II,  ca- 
pitulo LXIV. 

(2j  Suponen  alg'unos  existente  el  Concejo  de  la  Mesta  en  los  tiempos  de  D.  Alonso  el  Sa- 
bio ; otros  señalan  el  origen  ele  este  cuerpo  y de  su  jurisdicción  privativa  en  el  reinado  de 
D.  Alonso  el  XI,  acudiendo  al  testimonio  del  Bacñiller  Fernán  Gómez  de  Ciboareal,  como 
puede  Verificarse  en  su.  Centón  opisiolctTio ^ epíst.  13.  Lástima  cjue  los  primeros  no  funden  su 
opinión  en  alguna  autoridad,  y que  los  segundos  no  la  tengan  mejor  que  un  libro  do  au- 
tenticidad dudosa. 

(3)  Ley  2,  tít,  ixvii,  lib.  Vil,  Nov.  Recop. 
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se  apropió  todos  los  favores,  á pesar  de  que  «son  los  estantes 
quienes  conllevan  la  labranza,  mantienen  la  población  de  los  Im 
gares,  abastecen  el  reino  y lo  aseguran  (1).» 

La  mayor  y más  granada  parte  de  los  privilegios  de  la  Mesta 
no  tenia  otra  raíz  que  las  leyes  y ordenanzas  particulares  que 
l>ara  su  gobierno  habia  formado  este  gremio  de  pastores;  de  suer- 
te que  en  tanto  eran  obligatorias,  en  cuanto  se  hallaban  confir- 
madas por  el  rey,  ó autorizadas  por  legítima  costumbre. 

1832.  — Consistían  los  principales  privilegios  del  Concejo  de  la 
Mesta : 

I.  En  la  posesión  que  ganaban  los  ganados  trashumantes  en 
las  dehesas  y pastos. 

II.  En  la  tasa  de  las  verbas. 

i/ 

III.  En  la  prohibición  de  romper  las  tierras. 

IV.  En  la  prohibición  de  cerrar  las  heredades. 

1833. — La  posesión  carece  de  fundamento  legal.  Probable- 
mente filé  en  su  origen  un  convenio  de  no  pretender  un  hermano 
los  pastos  que  disfrutaba  otro  individuo  del  gremio  de  ganaderos; 
avenencia  muy  sencilla  que  malas  prácticas  trocaron  después  en 
un  arrendamiento  perpétiio  por  precio  inal  terable  con  menoscabo 
de  los  derechos  de  propiedad. 

La  tasa  de  las  yerbas  era  un  monopolio  que  las  leyes  conce- 
dían á los  ganaderos  mesteños  en  perjuicio  de  los  propietarios 
de  pastos  (2) : la  prohibición  de  roturar  limitaba  el  cultivo,  en- 
carecia  las  subsistencias,  y en  suma  preferia  el  pasto  al  trigo, 
(íomo  si  el  hombre  hubiese  nacido  para  el  ganado,  y no  el  ganado 
para  el  hombre  ; y la  oposición  al  cerramiento,  otorgando  al  pri- 
mer advenedizo  el  derecho  de  esquilmar  la  tierra  alzado  el  fruto 
sin  título  alguno  fundado  en  la  aplicación  de  su  trabajo  ó capital, 
extinguía  todo  sentimiento  de  propiedad  y ahogaba  todo  deseo 
de  mejora  en  el  labrador  (3). 

1834.  — Tal  era  la  organización  viciosa  déla  industria  ganadera 
no  há  mucho  tiempo.  Enemiga  de  la  agricultura  y pro  tectora  sola- 
mente de  las  grandes  cabañas,  ni  podia  ser  útil  á la  nación  ni  á 


(1)  Caja  de  Leraela,  Beslauracion  de  la  abundancia,  de  España,,  seffunda  parte,  cap.  I. 

imrrafo  1.  ^ o r , ^ > 

(2)  Ley  4,  tít.  xsvn,  lib.  VII,  Nov.  Rocop. 

(3)  Véanse  las  respuestas  fiscales  de  D.  José  Moñinoy  conde  de  Campomane.s  en  el  expe-» 
Qien  e msiruido  por  el  Consejo  sobre  fomentar  la  ag-ricultura  y cria  de  ganados  y correírir 
los  .i,)u30S  de  lo3  g^íuiadüros  trashuinuates. 
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SÍ  propia  cediendo  en  provecho  exclusivo  de  un  corto  número  de 
poderosos  ganaderos.  Ni  la  labranza  puede  prosperar  sin  la  crian- 
za, ni  ésta  sin  aquélla,  porque  ambas  granjerias  son  hermanas. 
El  régimen  de  la  libertad  es  el  único  sistema  conveniente  al  des- 
arrollo de  todqs  los  productos  agrícolas,  transigiendo  la  ley,  si 
es  preciso,  con  los  intereses  creados  y con  los  derechos  adqui- 
ridos ántes  de  aplicar  rigorosamente  aquel  sistema. 

1835.  — Así  continuaron  las  cosas  hasta  que  empezaron  á de- 
clinar las  prerogativas  del  Concejo  de  la  Mesta  suprimido  su 
tribunal  de  excepción  y habiendo  pasado  sus  negocios  conten- 
ciosos á los  tribunales  ordinarios  (1).  Más  adelante  dispuso  el 
Gobierno  que  el  Concejo  de  la  Mesta  se  llamase  Asociación  ge- 
neral de  ganaderos  (2).  Este  cambio  no  era  solo  de  nombre,  sino 
también  de  régimen,  siendo  la  primera  idea  del  Gobierno  des- 
truir la  confederación  universal  de  la  ganadería,  y protegerla 
solamente  amparando  la  libertad  de  los  ganaderos  y defendiendo 
sus  personas  y propiedades  (3);  mas  sin  embargo  la  reforma  no 
se  hizo  tan  profunda  como  al  principio  se  anunciaba,  pues  hubo 
de  mandarse  que  se  respetasen  y guardasen  las  antiguas  orde- 
nanzas de  la  ganadería  miéntras  no  fuesen  derogadas  ó refor- 
madas, continuando  el  presidente  de  la  Asociación  en  el  ejerci- 
cio de  las  atribuciones  gubernativas  y administrativas  que  ántes 
competian  ai  presidente  de  aquel  gremio,  y encargándose  los 
alcaldes  ordinarios  de  las  facultades  cometidas  á los  alcaldes  de 
la-  Mesta  (4) . 

1836.  — La  Asociación  general  de  ganaderos  es  por  tanto  vo- 
luntaria, sin  otra  dependencia  del  Gobierno  que  la  común,  es 
decir,  sin  más  límites  que  el  derecho  supremo  de  inspección  y 
vigilancia  (5).  Todos  los  que  posean  150  cabezas  de  ganado  la- 
nar gozan  de  iguales  derechos  (6),  y la  sociedad  dispone  de  sus 
fondos  según  bien  le  parece  (7). 

Gompónese  esta  Asociación  de  los  vocales  de  las  distintas  cua- 

(1)  Real  orden  de  16  de  Febrero  de  1835. 

(2)  Real  órden  de  31  de  Enero  de  1836. 

(3)  Real  órden  de  14  de  Mayo  de  1836. 

(4)  Reales  órdenes  de  15  de  Julio  y 5 de  Noviembre  de  1836  y 24  de  Febrero  de  1839. 

(5)  Real  órden  de  14  de  Mayo  de  1836. 

(6^  Real  órden  de  21  de  Mayo  de  1837 . 

(7)  Reales  órdenes  de  15  de  Julio  de  1836,  23  de  Abril  de  1839,  y real  decreto  de  27  de  Ju- 
nio del  mismo  ano. 
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drillas  y de  un  presidente  que  eligen  y someten  á la  aprobación 
real  (1). 

^837. — Conservan  todavía  los  ganados  de  toda  especie^,  tras- 
humantes, estantes  ó riberiegos  pertenecientes  á la  Asociación, 
como  reliquias  de  ios  antiguos  privilegios  de  la  Mesta: 

I.  El  paso  por  las  cañadas,  cordeles  y abrevaderos,  y el  libre 
uso  de  las  demás  servidumbres  pecuarias  establecidas  para  el 
tránsito  y aprovecliamienío  común  de  la  cabaña. 

La  ley  fija  el  ancho  de  las  cañadas  en  noventa  v.aras,  el  de  los 
cordeles  en  cuarenta  y cinco,  y en  veinticinco  el  de  las  veredas. 

II.  Los  descansaderos,  sesteaderos  y demás  terrenos  que  bajo 
cualquiera  denominación  hubiesen  disfrutado  anteriormente  para 
sus  viajes  y demás  servicios. 

III.  El  pasto  no  tan  sólo  de  los  terrenos  expresados,  sino  tam- 
bién de  las  tierras  comunes  en  los  ts^rminos  prevenidos  con  ex- 
clusión de  los  propios  de  los  pueblos  y baldíos  arbitrados  (2). 

Sin  embargo  la  Asociación  no  tiene  derecho  á que  por  todos 
los  Ayuntamientos  de  España  se  deje  completamente  libre  el 
aprovechamiento  de  los  pastos  comunes  de  ios  pueblos,  ni  á re- 
sistir la  imposición  de  todo  cánon  á los  ganaderos  (3). 

Miéntras  no  se  opongan  á ello  los  usos  ó derechos  legítima- 
mente establecidos,  al  utilizar  los  ganaderos  las  sei^vidumbres 
pecuarias  relativas  al  tránsito  de  los  ganados  por  terrenos  de  í 

ajeno  dominio,  deben  darles  paso  por  las  lindes  de  las  hereda- 
des, respetando  sin  embargo,  en  cuanto  no  se  opongan  á las  le- 
yes, los  convenios  y transacciones  entre  labradores  y ganaderos 
sobre  el  ejercicio  de  este  derecho  (4). 

Deben  cuidarse  las  veredas  de  carne  y caminos  ganaderos  co- 
mo verdaderas  vias  públicas,  y como  tales  están  bajo  la  vigilan- 
cia de  la  administración  que  manda  deslindarlos  y conservarlos. 

Cuando  para  la  construcción  ó recíiíicacion  de  caminos  vecinales 
sea  necesario  ocuj^ar, parte  del  terreno  de  las  cañadas  y cordeles 
destinados  al  paso  de  los  ganados  trashumantes,  debe  resarcirse 
el  terreno  ocupado  con  otro  tanto  por  uno  y otro  lado,  sin  que 

d]  Real  c'Tden  de  16  de  Febrero  de  ISS.'i. 

^ (2)  Leyes  recopiladas  del  tit.  xxvii,  lib,  VII,  y realea  resoluciones  de  15  de  Julio  y 23  de 

Setiembre  de  1S36, 11  de  Mayo  de  1S3S,  21  de  Febrero  de  1839,  8 de  Enero  de  1841  y 13  de  Oc- 
tubre de  1844. 

(3)  Real  órdan  de  3 de  Febrero  de  1860. 

(4)  Orden  de  12  do  Diciembre  de  1842,  y real  órdon  de  24  de  Agosto  de  1865. 
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por  eso  prejuzgue  la  administración  las  cuestiones  de  propiedad 
y servidumbre  que  puedan  suscitarse,  y que  son  de  la  competen- 
cia de  los  tribunales  ordinarios  (1). 

IV.  Disfrutan  además  los  ganaderos  de  la  exención  de  los  im- 
puestos'que  con  varios  títulos  cobraban  los  particulares  y corpo- 
raciones, excepto  los  de  barcos  y pontones,  quedando  aquéllos 
y éstos  libres  por  su  parte  de' las  prestaciones  correlativas. 

V.  G-ozan  asimismo  de  ciertos  benefleios  ó rebajas  en  el  pre- 
cio de  la  sal  que  necesiten  para  su  granjeria,  y por  último  de  to- 
dos los  demás  favores  y de  toda  la  protección  que  antes  se  les  otor- 
gaba, salvo  los  incompatibles  con  el  derecho  de  propiedad  (2). 

Las  antiguas  Cortes  de  Castilla,  y mayormente  las  celebradas 
en  Valladolid  el  año  1258,  las  de  Alcalá  de  1.348  y Guadalajara 
de  1390,  clamaron  de  continuo  para  que  los  reyes  prohibiesen 
la  extracción  del  ganado;  y en  electo  se  prohibió  en  varios  or- 
denamientos sobre  la  saca  de  las  cosas  vedadas.  No  se  formaron 
estas  leyes  con  miras  de  protección  y fomento,  sino  como  una 
regla  de  policía  de  ios  abastos  al  uso  del  siglo.  La  ineficacia  de 
los  ordenamientos  de  Cortes  y de  las  pragmáticas  reales  vedan- 
do la  salida  de  los  ganados  se  pone  en  claro  considerando  que  á 
ser  bien  guardadas,  no  hubiera  necesidad  de  repetirlas. 

Con  el  tiempo  cambiaron  las  doctrinas,  y estimando  en  mucho 
(como  era  razón)  la  riqueza  de  nuestras  lanas,  pretendió  el  Go- 
bierno conservar  el  monopolio  de  su  producción  é impedir  que 
los  merinos  se  propagasen  en  tierra  extranjera ; medio  cierto  de 
acabar  con  la  ganadería,  porque  el  monopolio  es  imposible,  y la 
prosperidad  común  no  tiene  otro  cimiento  que  la  ganancia  de  los 
particulares. 

Todavía  esta  rancia  costumbre  fué  confirmada  en  época  muy 
moderna  renovándose  la  prohibición  antigua  y fortaleciéndola 
con  nuevas  providencias;  mas  al  cabo  triunfó  el  buen  sentido, 
y no  solamente  es  libre  la  extracción  de  cualesquiera  cabezas  de 
ganado  vacuno,  caballar,  caorío  y de  cerda,  pero  también  está 
exenta,  de  derechos.  Hasta  los  sementales,  exceptuados  ai  prin- 
cipio, fueron  poco  después  comprendidos  en  la  regla  general  (3) . 

{1}  Reales  órdenes  de  25  de  Setiemlirñ  de  184S  y 20  da  Marzo  do  1851. 

(2)  Real  decreto  de  16  de  Febrero  de  1824,  y reales  órdenes  de  8 de  Marzo  de  1830,  20  do 
Julio  de  1835  y 2 do  Abril  de  1855. 

(3)  Reales  órdenes  de  4 de  Octubre  de  1810, 10  de  Marzo  y 22  de  Junio  de  182T  y 20  do  Ene- 
ro de  183i. 
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1333  _ La  cria  de  caballos  y malas  experimentó  también  los 
riírores  del  sistema  reglamentario.  Las  Cortes  de  Cádiz  deroga- 
ron todas  las  leyes,  ordenanzas  y doroás  providencias  relativas 
á esta  granjeria,  una  de  las  que  más  sufrieron  con  la  opresión 
del  Gobierno  y le  restituyeron  su  natural  libertad,  que  le  fué  con- 
firmada y extendida  por  las  Cortes  de  la  segunda  oípoca  consti- 
tucional; y últimamente  desaparecieron  las,  restricciones  impues- 
tas á los  criadores,  cuando  los  principios  de  la  economía  pública 
empezaron  á prevalecer  en  la  gobernación  del  estado  (1). 

La  administración  protegió  también  la  cria  caballar  regulari- 
zando dicho  servicio  por  medio  del  ministerio  de  la  Guerra,  y 
estableciendo  depósitos  de  caballos  padres  para  mejorar  y exten- 
der la  casta  española  á beneficio  de  bien  entendidos  crnzainien- 
tos  (2).  Gomo  son  tan  varios  ios  usos  a que  el  cabaiio  se  destina, 
pues  ya  sirve  para  la  guerra,  ya  para  la  silla  ó el  tiro,  pareció 
conveniente  procurar  la  variedad  de  razas  convenientes,  á fin  de 
acomodar  sus  cualidades  á cada  servicio. 

Hoy  la  cria  caballar  es  libre  j-'  está  exenta  de  toda  intervención 
oficial,  salvo  la  vigilancia  de  la  autoridad  para  que  se  guarden 
y cumplan  las  leyes  y reglamentos  de  poli(*ía  sanitaria  tocantes 
al  ramo  de  la  ganadería  (3). 

1839.  — El  ganado  vacuno  necesita  asimismo  mejorar  su  es- 
pecie, si  las  provincias  más  agiúcultoras  de  España  han  de  pros- 
perar algún  dia  por  el  influjo  de  su  comercio  con  otras  provin- 
cias y naciones  más  industiáales.  A este  fin  autorizó  el  Gobierno 
á ios  Ayuntamientos  para  incluir  en  el  presupuesto  municipal  el 
coste  de  adquisición  y manuíeiicioiT  de  uno  ó más  toros  sementa- 
les de  alzada  conveiiieníc,  de  mansedumbre  y dotados  de  las  de- 
más cualidades  necesarias,  según  que  el  ganado  se  destine  al  co- 
mercio ó labor  (4). 

1840. — El  Gobierno  acordó  formar  im  censo  general  de  las 
ganaderías  que  existen  en  la  ‘Península  y sus  islas  adyacentes: 
buena  idea  que  no  sabemos  si  se  al^andonó  ó se  cultiva.  De  todos 
modos,  no  hay  ninguna  noticia  oficial  del  resultado  (5). 

(1)  Decrotoa  de  las  Cortes  de  18  de  Marzo  de  1812  y 11  de  Setiotnbre  de  1820  y real  decreto 
de  n de  Febrero  de  1834. 

(2)  Real  decreto  de  25  de  Marzo  y reales  órdenes  de  13  de  Diciembre  de  1847,  24  de  Febre- 
ro, 7 de  Abril,  6 de  Mayo  de  1843  y I.”  de  Febrero  y 18  de  Abril  de  1800. 

(3)  Decreto  de  23  de  Julio  do  1869. 

(4) ,  Real  órden  de  29  de  Enero  de  1848, 

15)  Real  decreto  de  20  de  Mayo  é instr.  de  23  de  Mayo  de  1865. 
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CAPÍTULO  xxni. 

Ue  la  policía  rural. 


1841. — De  la  policía  rural. 

1842.  — Guardas  municipales  del 

campo. 

1843. — Sus  deberes. 

1844. — Guardas  particulares  no  ju- 

rados. 


1845. — Guardas  jurados. 

1846.  — Reformas. 

1847. — Plagas  del  campo. 

1848.  — Exterminio  de  la  langosta. 

1849.  — Higiene  veterinaria. 


1841.  — Es  sabido  que  hay  una  policía  municipal  fuñicada  en 
las  necesidades  comunes  de  cada  pueblo.  Las  relaciones  de  ve- 
cindad , es  decir,  la  proximidad  de  las  moradas  y de  las  tierras 
determinan  estos  deberes  de  los  Ayuntamientos,  como  coudbúon 
del  mandato  que  de  los  habitantes  reciben  para  administrar  la 
ciudad  y su  comarca. 

La  policía  rural  es  una  parte  muy  importante  de  la  policía  mu- 
nicipal, siendo  su  objeto  velar  por  la  tranquilidad  y salubridad 
de  los  campos  y por  la  seguridad  de  las  cosechas.  A este  fin  au- 
toriza la  ley  á ios  Ayuntamientos  para  dictar  providencias  que 
emanan  de  la  naturaleza  misma  de  la  asociación,  y á las  cuales 
imprime  la  ley  el  sello  del  poder  público. 

1842.  — La  primera  necesidad  del  campo  es  tener  guardas  que 
protejan  al  labrador  y defiendan  las  cosechas.  El  alcalde,  en  cu- 
yas manos  deben  jurar  el  cargo,  es  quien  los  nombra  á propues- 
ta en  terna  del  Ayuntamiento  (4). 

1843.  — Sus  obligaciones  son  denunciar  á la  autoridad  compe- 
tente : 

I.  Todo  delito  ó falta  contra  la  seguridad  personal  y contra  la 
propiedad  rural. 

II.  Todo  acto  por  el  cual,  aunque  no  se  haya  causado  daño 
á la  propiedad  rural , se  haya  atentado  á los  derechos  del  pro- 
pietario, bien  sea  invadiéndola,  bien  tomando  ó usando  alguna 
cosa  comprendida  en  las  heredades  ajenas  sin  el  permiso  de  sus 
dueños. 

III.  Toda  Omisión  ó descuido  del  cual  pueda  resultar  daño 


(l)  Re^lameuto  de  8 de  Noviembre  de  1849,  art,  1. 


29g  DERECHO  ADMINISTRATITO  ESPAÑOL. 

Ó perjuicio  á la  propiedad  ajena,  cualquiera  que  sea  su  dase. 

IV.  Toda  infracción  del  Código  penal , de  los  reglamentos  ó 
bandos  de  policía  rural , ordenanzas  de  caza  y pesca , de  montes 
y plantíos  y de  caminos , así  generales  como  vecinales  y parti- 
culares (1). 

La  ratificación  bajo  juramento  de  las  denuncias  de  los  guardas 
municipales  hace  fe,  salva  la  prueba  en  contrario,  cuando  con 
arreglo  al  Código  penal  no  merezca  el  hecho  denunciado  más 
calificación  que  la  de  falta. 

Están  además  obligados  á dar  parte  á los  alcaldes: 

I.  De  todo  aquello  que  les  fuere  mandado  por  las  leyes  relati- 
vas á la  policía  judicial. 

II.  De  cualquiera  enfermedad  epidémica  ó contagiosa  que  apa- 
rezca en  los  ganados  del  término,  cuartel  ó demarcación  que  les 
estuviere  encomendada,  debiendo  también  hacerlo  saber  á los 
dueños  ó mayorales  de  los  demás  ganados  contiguos  al  mismo 
punto. 

III.  De  la  aparición  ó proximidad  de  la  langosta,  amojonando 
cuidadosamente  el  punto  donde  posare  para  ovar. 

IV.  De  cualquier  incendio  de  ediiicios,  mieses  ó arbolados. 

V.  Y de  todo-  suceso  que  reclame  la  protección,  auxilio  ó in- 
tervención de  la  autoridad  local  (2). 

Ninguna  autoridad  ni  funcionario  público  puede  distraer  á los 
gualdas  municipales  del  ejercicio  de  sus  funciones  con  comisio- 
nes, servicios  ni  encargos  de  ninguna  especie,  excepto  cuando 
lo  requiera  el  cumplimiento  de  alguna  carga  pública  ó vecinal  á 
que  estén  obligados.  No  obstante,  deben  prestar  auxilio  dentro 
del  término  municipal  á las  autoridades  locales,  sus  dependien- 
tes y agentes  de  cualquier  ramo  del  servicio  público,  si  son  re- 
queridos para  alguna  diligencia  del  servicio  en  caso  dé  rigorosa 
y urgente  necesidad. 

1844.  — Además  de  estos  guardas  municipales  puede  haber 
otros  particulares  no  jurados  que  los  propietarios  rurales  sostie- 
nen para  la  custodia  de  sus  haciendas,  cosechas  y frutos,  impo- 
niéndoles las  obligaciones  que  tuvieren  por  conveniente,  y aso- 
ciándose varios  con  tal  objeto  bajo  las  condiciones  que  entre  sí 
pacten,  sin  necesidad  de  recurrir  á ninguna  autoridad,  ni  obte- 

(1)  IDid.,  art.  14. 

(2)  Roglaraonto  deS  de  Noviembre  de  1849,  art.  21. 
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ner  de  ella  la  aprobación  de  sus  convenios.  Solamente  deben  cui- 
dar de  no  entorpecer  la  libertad  de  cultivo  y cosecha;  y para  que 
ios  guardas  particulares  puedan  hacer  uso  de  armas,  están  los 
propietarios  á quienes  sirven,  obligados  á solicitar  la  licencia 
oportuna  por  conducto  del  alcalde  del  pueblo  en  donde  se  hallan 
situadas  las  propiedades  cuya  defensa  procuran. 

1845.  — Si  los  guardas  particulares  fueren  jurados  en  la  forma 
que  los  municipales,  podrán  exigir  prendas  á los  atentadores 
contra  la  propiedad  rural,  y sus  declaraciones  bajo  juramento 
harán  fe  como  las  de  aquéllos.  En  tal  caso  deben  ser  propuestos 
al  alcalde  del  pueblo  en  donde  radiquen  las  propiedades  cuyauais- 
todia  se  les  encarga,  por  los  dueños  de  éstas,  quienes  se  cons- 
tituyen sus  fiadores.  Deben  además  ser  nombrados  por  el  mismo 
alcalde  y reunir  las  condiciones  requeridas  para  los  guardas  mu- 
nicipales (i). 

1846.  — El  deseo  de  imprimir  unidad  á este  importante  servi- 
cio y de  someter  los  agentes  á una  severa  disciplina  para  que 
fuese  mayor  su  celo  y eficacia,  indujo  al  Gobierno  á proponer  á 
las  Cortes  un  aumento  de  personal  en  el  cuerpo  de  la  Guardia 
Civil  á quien  se  encomendó  la  guardería  rural,  ó sea  la  protec- 
ción de  las  jiersonas  y propiedades  situadas  en  el  campo  (2). 

Apénas  hubo  tiempo  para  ensayar  este  sistema  cuando  se  aban- 
donó ligeramente  por  otro  distinto  (pie  consistía  en  crear  una 
fuerza  armada  en  cada  provincia,  cuyo  instituto  era  custodiar  la 
propiedad  rural  y forestal  y velar  por  la  seguridad  de  entram- 
bas (3).  Cayó  en  desgracia  y fué  á poco  disuelta  por  el  Gobier- 
no provisional  sin  cuidarse  de  reemplazarla  con  otra  institución 
alguna  (4). 

Que  los  Ayuntamientos  entiendan  en  todo  lo  relativo  á la  po- 
licía urbana  y rural,  no  es  bastante  garantía  de  las  personas  y 
propiedad,  como  una  triste  experiencia  lo  ha  demostrado  y con- 
tinúa demostrando;  y sin  embargo  mayores  beneficios  reportará 
la  agricultura  de  la  seguridad  de  los  (campos,  que  de  todas  las 
leyes  sobre  colonias  agrícolas  y población  rural. 

1847.  — También  comprende  la  policía  rural  los  medios  de  pre- 


(1)  Reg’lamonto  ele  8 da  Novieml>re  de  1849,  arts.  29  y sig-. 

(2)  Ley  de  21  de  Abril  y reglamento  de  3 de  Afrosto  de  1866. 

(3)  Ley  de  31  do  Enero  y reglamento  de  20  de  Febrero  de  1868- 

(4)  Decreto  de  11  de  Octubre  de  1868. 
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caver  y remediar  las  plagas  del  campo,  es  decir,  aquellas  cala- 
midades que  devastan  las  cosechas  y destruyen  los  ganados. 

1848. — La  extinción  de  la  langosta  es  una  de  las  plagas  más 
terribles  alK  donde  este  insecto  devorador  amenaza  las  mieses  y 
las  tala,  si  no  se  le  persigue  en  tiempo  y extermina.  Leyes  par- 
ticulares señalan  el  modo  de  destruirla  en  su  estado  de  ovación 
ó canuto,  en  el  de  feto  ó mosquito  y en  su  período  de  completo 
desarrollo  (1);  y reglamentos  posteriores  facilitan  su  aplica- 
ción (2). 

A pesar  de  que  suele  acudirse  á la  roturación  de  los  terrenos 
infestados  por  el  canuto  para  exterminar  la  langosta,  el  respeto 
á la  propiedad  exige  que  los  dueños  de  las  dehesas  queden  en 
completa  libertad  de  escoger  el  medio  de  extinguir  la  plaga,  con 
tal  que  se  comprom(dan  bajo  su  responsabilidad  y en  el  breve 
término  que  se  les  señale,  á limpiar  las  manchas  de  la  ova- 
ción (3).  Miéntras  así  lo  hicieren,  no  deben  las  autoridades  de 
los  pueblos  mandar  ni  permitir  que  los  ganados  ajenos  se  intro- 
duzcan en  las  dehesas  infestadas , ni  resolver  su  roturación  hasta 
después  de  haberse  empleado  los  demás  medios  sin  fruto,  y en 
ningún  caso  sin  preceder  una  plena  justiñcacion  de  la  necesidad 
y de  la  urgencia  de  emplear  este  recurso  extremo  (4) . 

1849.— El  estado  sanitario  de  los  ganados  merece  singular 
atención,  para  precaver  ó atajar  las  epizootias  que  causan  hor- 
ribles estragos,  principalmente  en  el  lanar  y vacuno;  y por  eso 
les  está  muy  especialmente  encargado  á las  autoridades  que  ve- 
len por  la  observancia  de  las  reglas  de  higiene  veterinaria  (5) . 


CAPÍTULO  XXIV. 

De  la  industria. 


1850. — Política  económica  con  res- 

pecto á la  industria. 

1851. — Sistema  reglamentario. 

1852. — Gremios. 


1853. — Ordenanzas  gremiales. 

1854. — La  industria  libre. 

1 855.  —Industrias  regí  amentadas. 

1856. ' — Ley  del  oro. 


(U  Leyes  5 y aig.,  tít.  xxxi,  lib.  VII , Nov.  Recop, 

(2)  Instrucción  de  3 de  Ag'oato  de  1841 , real  orden  é instrucción  do  3 de  Junio  do  1851 

(3)  Orden  del  Regente  de  8 de  Diciembre  de  1841. 

(4)  Real  orden  de  2T  de  Mayo  de  1844. 

(5)  Real  órden  de  21  de  Febrero  de  1845. 
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1857.  — Ley  de  la  i)lata. 

1858.  — Peso  de  los  metales  precio- 

sos. 

1859.  — Marca  de  los  plateros. 

1860.  — Fiel  contraste. 

1861.  — Sus  obligaciones. 

1862.  — Abolición  de  los  privilegios 

industriales. 


1863.  — Industrias  de  mar. 

1864. — Industrias  monopolizadas. 

1865.  — Fundamentos  de  estos  mo- 

nopolios. 

1866. — Trabajo  de  los  niños  y jóve- 

nes en  talleres  y fábricas. 

1867.  — Observaciones. 


1850.  — Gobernar  demasiado  era  el  achaque  de  todos  los  polí- 
ticos en  ei  último  siglo,  y gobernar  muy  poco  es  la  máxima  que 
hoy  aconsejan  varios  economistas.  Entre  estos  dos  extremos, 
ambos,  viciosos,  cabe  im  sistciiiLi  de  prudente  libertad,  que  de- 
jando al  individuo  la  independencia  necesaria  para  seguir  los  im- 
pulsos de  su  intíuu^s,  se  reprima  sin  embargo  y ceje  delante  del 
Gobierno,  cuando  razones  de  pública  utilidad  le  mueven  á exi- 
gir el  sacrificio  de  la  vmluntad  personal  en  favor  de  la  voluntad 
comim. 

La  industria,  como  la  agriciüíiira  y el  comercio,  en  tanto  pros- 
pera, en  cuanto  la  ley  la  exime  de  tral)as  que  apagan  el  ingenio 
y embotan  el  estímulo  de  la  immncion  y dei  progreso-  Los  anti- 
guos reglamentos  descansaban  en  el  absurdo  principio  que  el 
trabajo  era  una  servidumbre  que  transmitiéndose  de  padres  á hi- 
jos, se  perpetuaba  en  las  familias,  y no  el  libre  ejercicio  de  las 
nobles  facultades  con  que  al  hombre  dotó  naturaleza.  Juntábase 
la  falta  absoluta  de  enseñanza  industrial,  y de  aquí  nacía  que  los 
Gobiernos  se  creyesen  con  tan  legítima  autoridad  para  conceder 
títulos  de  maestros  en  artes  ú oficios,  como  si  se  tratase  de  pro- 
veer á un  servicio  administrativo. 

1851.  — Persuadíanse  también  los  Gobiernos  de  la  necesidad  de 
su  intervención  para  que  las  artes  se  perfeccionasen,  el  público 
estuviese  mejor  serondo  y se  guardase  la  fe  de  los  contratos; 
como  si  el  interés  privado  no  fuese  más  solícito  y vigilante  que 
todo  el  poder  de  la  administración. 

Un  error  en  cuanto  al  derecho  y otro  en  punto  á la  commnien- 
cia  son,  pues,  los  manantiales  ciertos  del  sistema  reglamenta- 
rio aplicado  á la  industria  fabril,  cuyos  minuciosos  preceptos  ya 
señalaban  las  cualidades  personales  del  productor,  ya  decidían  la 
clase  de  productos  y el  modo  de  la  producción.  El  distinto  rum- 
bo de  las  ideas  políticas  y económicas  en  este  siglo,  ha  siisititui- 
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do  aquellas  doctrinas  con  otras  nuevas  y reemplazado  el  sistema 
reglamentario  con  el  régimen  de  la  libre  competencia. 

Mas  aunque  este  principio  sea  la  base  de  la  legislación  admi- 
nistrativa, no  excluye  sin  embargo  ciertas  limitaciones  requeri- 
das por  el  bien  común;  de  suerte  que  la  libertad  del  trabajo  pre- 
valezca siempre  como  regla,  y un  corto  número  de  trabas  justas 
y necesarias  se  admitan  como  excepción. 

1852. — No  son  los  gremios  una  institución  moderna,  ni  siquie- 
ra la  suma  de  las  libertades  y franquezas  otorgadas  en  la  edad 
media  á la  industria  para  defenderla  contra  la  opresión  y tiranía 
del  régimen  feudal.  Fueron  ya  conocidos  en  los  tiempos  de 
Numa  los  colegios  de  artes  y oficios  que  aquel  sabio  rey  organi- 
zó como  un  medio  poderoso  de  introducir  la  disciplina  en  el  pue- 
blo romano. 

Revivieron  en  la  edad  medía  á la  sombra  délos  concejos,  fue- 
ron protegidos  por  los  reyes  y favorecidos  con  grandes  merce- 
des y privilegios.  La  propiedad  inmueble,  hija  de  la  conquista, 
chocó  con  la  propiedad  mueble,  hija  del  trabajo.  Desesperando  el 
individuo  de  hallar  la  debida  protección  en  la  justicia,  se  refugió 
en  el  seno  de  una  comunidad,  y se  organizó  el  gremio,  munici- 
pio de  la  industria,  con  sus  regias  de  órden  y disciplina,  su  vín- 
culo religioso,  sus  banderas  y magistrados. 

Colígese  de  escrituras  antiguas  que  en  los  reinos  de  León  y 
Castilla  ya  existían  gremios  de  artes  y oficios  en  el  reinado  de 
D.  Alonso  VII,  y se  hallan  claramente  establecidos  en  vida  de 
D.  Fernando  III  y su  hijo  D.  Alonso  X,  con  alcaldes  que  juzgaban 
sus  causas,  hombres  buenos  que  reconocían  sus  pesos  y medidas, 
fueros  y ordenanzas  particulares.  En  la  Corona  de  Aragón  se  re- 
montan las  noticias  de  los  gremios  hasta  D.  Pedro  II  por  los 
años  1200,  aimque  se  pretende  con  razón  ser  mayor  su  antigüe- 
dad, pues  ántes  de  formarse  las  coíradias,  era  preciso  que  las  ar- 
tes y oficios  existiesen  con  cierto  grado  de  fortaleza  (1). 

En  la  vida  de  los  Reyes  Católicos  sobre  todo  empezó  á tomar 
incremento  la  inclinación  á formar  cofradías  y socilitar  ordenan- 
zas gremiales  prolijas  y minuciosas  en  extremo.  Desde  Felipe  II 
hasta  Carlos  III  que  empezó  á soltar  los  lazos  de  la  industria,  se 

(1)  Loperraez,  Descripción  histórica  dol  oStispado  da  Osma,  t.  3,  p.  60,  2n,  245  y 265,  y 
Capmany,  Memorias  históricas  sobre  la  marina,  comercio  y artes  de  Barcelona,  part.  III 
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multiplicaron  infinito.  No  había  arte  ú oficio  por  llano  y humilde 
que  fuese^  que  no  solicitase  formar  gremio  separado^  juzgándo- 
se así  más  honrado  y favorecido.  Los  procuradores  de  Cortes  no 
cesaban  de  importunar  á los  reyes  con  sus  peticiones  contrarias 
al  libre  ejercicio  de  los  ministerios  industriales,  y todos  conspi- 
raban á su  ruÍTia.  * 

Al  establecimiento  de  un  gremio  seguíase  la  fundación  de  una 
cofradía  bajo  la  advocación  de  un  santo.  Empleábanse  muchos 
dias  de  trabajo  en  diligencias  y cabildos  para  preparar  el  nom- 
bramiento de  los  oficios,  y los  nombrados  malgastaban  el  tiem- 
po en  juntas  ordinarias  y extraordinarias,  y el  caudal  en  festejos 
y procesiones  con  pérdida  de  su  hacienda  y ruina  de  su  familia. 

Venian  en  seguida  las  ordenanzas  gremiales  señalándolos  ma- 
teriales que  debian  entrar  en  la  composición  de  cada  artefacto, 
la  manera  de  tejerlos,  cortarlos,  coserlos  y teñirlos,  los  años  do 
aprendizaje,  las  pruebas  para  pasar  de  oficial  á maestro,  la  vigi- 
lancia de  los  alcaldes  y veedores  y las  penas  del  contraventor. 
Otorgábanse  privilegios  exclusivos,  privativos  y prohibitivos,  y 
en  suma,  mataban  toda  industria  dos  vicios  capitales,  la  servi- 
dumbre y el  monopolio. 

Originábanse  procesos  interminables  sobre  si  podia  ó no  abrir- 
se una  fábrica  ó asentarse  un  oficio  en  el  pueblo  en  donde  el  gre- 
mio privilegiado  tenia  su  residencia  d en  una  comarca  más  ó mé- 
nos  extensa,  si  el  maestro  de  un  arte  estaba  habilitado  para  en- 
tender en  ciertas  labores  de  dudosa  competenxáa  y otras  quere- 
llas de  poco  momento.  Sucedíanse  los  embargos,  el  secuestro  de 

los  tornos  y demás  utensilios,  el  asalto  de  los  talleres  y la  des- 

* 

truccion  del  real  enemigo. 

Nada  perjudicó  tanto  á la  prosperidad  creciente  de  la  industria 
española  del  siglo  xvi  como  el  sistema  reglamentario.  Con  su 
invasión  coincide  la  decadencia  de  las  artes  en  Toledo,  Búrgos  y 
Sevilla;  y como  si  fuese  leve  el  daño  que  causaba  á estos  reinos, 
se  abrian  las  puertas  á Jas  mercaderías  extranjeras  fabricadas 
fuera  de  toda  ordenanza,  sin  conceder  á los  naturales  la  libertad 
de  imitarlas  (1). 

Relajáronse  las  ligaduras  de  la  industria  á fines  del  siglo  pa- 
sado, otorgando  á los  fabricantes  la  facultad  de  variar  los  tejidos, 

(1]  V.  Hi8t.  de  ia  EcoDomia  política  en  Eipaoa,  caps.  XXXVI  y LXX. 
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imitar  Jos  extranjeros  é inventar  otros  cualesquiera  sin  sujeción 
á ordenanza.  Con  motivo  ó con  sospecha  de  abusos  y fraudes, 
hubo  el  Gobierno  de  declarar  que  si  esta  ley  permitia  á los  fa- 
bricantes apartarse  de  las  reglas  comunes  para  inventar,  variar 
ó imitar  los  productos  extranjeros,  no  así  los  autorizaba  para 
causar  perjuicios  á los  consumidores  (1). 

Las  Cortes  de  Cádiz  completaron  la  obra  de  Ja  emancipación 
de  la  industria,  aboliendo  los  piávilegios  exclusivos,  privativos 
y prohiJútivos  que  poseían  algunos  cuerpos  y particulares  para 
establecer  hornos,  molinos  y otros  artefactos,  quedando  cada  uno 
en  libertad  absoluta  de  emplearse  en  cualquier  industria  sin  ne- 
cesidad de  permiso,  y en  la  de  enajenar  sus  establecimientos  ó 
fábricas  sin  satisfacer  derechos  de  laudemio  y fadiga  ni  otra  pen- 
sión ó gravamen  alguno  al  Real  Patrimonio  en  reconocimiento 
de  su  directo  dominio  (2). 

La  restauración  de  la  monarquía  absoluta  volvió  á sumir  la 
industria  en  su  antigua  servidumbre;  pero  el  siglo  solicitaba  la 
libertad.  Así  fué  que  perplejo  el  Gobierno  entre  la  vida  y la 
muerte  del  sistema  reglamentario,  optó  por  el  término  medio  de 
revisar  todas  las  ordenanzas  gremiales,  procurando  conservar 
la  perfección  de  las  fábricas,  aumentar  su  número  y abolir  al 
mismo  tiempo  todas  las  trabas  y gravámenes  que  entorpeciesen 
su  progreso.  Dió  comisión  á la  Junta  de  Comercio  y Moneda  para 
que  las  examinase  y purgase  de  todo  cuanto  pudiese  ser  causa 
de  monopolio,  ó pareciese  perjudicial  a!,  desarrollo  de  las  art(‘S, 
ó impidiese  la  justa  libertad  de  profesar  una  industria,  acreditan- 
do, sin  embargo,  poseer  los  conocimientos  necesarios  con  las 
obras  que  presentasen  (3). 

De  esta  manera  y paso  á paso  fué  cayendo  el  sistema  regla- 
mentario, del  cual  había  aun  no  pocos  vestigios  en  1834.  El  Go- 
bierno de  entonces  inclinado  á las  reformas  pacíficas  y pruden- 
tes, no  quiso  abolir  de  un  golpe  este  régimen  odioso  y se  limitó 
á suprimir  todo  fuero  privilegiado,  y á declarar  que  ninguna 
asociación  gremial  seria  aprobada  ni  consentida,  si  contuviese 
disposiciones  contrarias  á la  libertad  de  la  fabricación,  á la  cir- 

(1)  lleal  cédula  de  11  de  OctuUre  de  IÍ59  y real  orden  de  9 de  Junio  de  1'795. 

(2)  Decretos  de  las  Cortes  de  6 de  Ag'osto  de  IRIL  y 19  de  Julio  de  ISlil, 

(B)  Circular  del  Consejo  do  Hacienda  de  31  de  Marzo  de  1815  y real  orden  de  29  de  Junio 
del  mismo  auo. 
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culacion  interior  de  los  géneros  y frutos  del  reino  y á la  compe- 
tencia  indefinida  de  los  capitales  y del  trabajo  (1). 

Esta  reforma  incipiente  y tímida  se  completó  con  el  restable- 
cimiento de  la  ley  hecha  en  las  Cortes  de  Cádiz.  Todos  los  espa- 
ñoles y extranjeros  avecindados  en  España  pueden  establecer 
fábricas  ó artefactos  de  cualquiera  clase  sin  necesidad  de  permi- 
so ni  licencia  alguna,  salvas  las  reglas  de  policía.  También  pue- 
den ejercer  con  la  misma  libertad  cualquier  industria  ú oficio 
útil  sin  necesidad  de  exámen,  título  ó incorporación  á los  gre- 
mios respectivos  (2). 

1853. — Subsistieron  todavía  las  ordenanzas  gremiales,  pero 
ajustadas  á las  condiciones  anteriormente  dichas,  sujetas  á la 
aprobación  real  y dependientes  las  corporaciones  de  la  autori- 
dad municipal  de  cada  pueblo.  Hoy  es  muy  otro  el  objeto  de  los 
gremios.  Deben  los  gobernadores  de  provincia  promoverlos  con 
eficacia,  inspirando  á los  artesanos  el  espíritu  de  asociación  como 
un  medio  de  ilustrarse,  protegerse  y auxiliarse  recíprocamente, 
y fundando  sociedades  de  socorros  mutuos  y cajas  de  ahorros  de 
que  tantos  bienes  materiales  y morales  deben  esperar  las  clases 
obreras  allí  donde  más  la  industria  se  ha  desarrollado,  prévia 
la  instrucción  de  expediente  y mediante  autorización  del  Go- 
bierno (3). 

También  fueron  poco  há  suprimidos  ios  gremios  de  mareantes 
que  no  contaban  con  los  pertrechos  necesarios  para  prestar  el 
servicio  de  auxilio  á los  buques,  y para  verificar  el  calamento  de 
las  almadrabas.  Los  provistos  de  tales  pertrechos  se  irán  supri- 
miendo (dijo  el  Gobierno),  á medida  que  las  Juntas  de  Comercio 
certifiquen  cómo  no  son  necesarios.  No  se  concede  ya  autoriza- 
ción para  constituir  nuevos  gremios  de  mar,  ni  para  restablecer 
los  extinguidos  (4). 

1854.  — Los  gremios  son  en  el  dia  asociaciones  puramente  vo- 
luntarias, porque  toda  industria  es  libre  según  la  ley ; mas  hay 
ciertas  profesiones  y oficios  que  aun  subsisten  en  forma  de  cor- 
poración, y otros  están  sujetos  á ciertos  reglamentos.  Semejan- 
tes trabas  tienen  el  carácter  de  reglas  de  policía  ó cautelas  de 

(1)  Real  decreto  de  30  de  Enero  de  1834,  y real  órden  de  30  de  Julio  de  1836. 

(2)  Decr6to  d6  las  C6rt6s  de  8 de  Junio  de  1813,  restablecido  eu  6 de  Diciembre  do  183G. 

(3)  Reales  órdenes  de  30  de  Julio  de  I83G)  í)  de  Marzo  de  184:2,  2(>  de  Noviembre  de  1859 

y 10  de  Junio  de  1861. 

(4)  Real  decreto  de  10  de  Julio  de  1864. 
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orden  público,  cuyo  fin  es  proteg-er  la  libertad  amparándola  con- 
tra .sus  propio.?  excesos,  ó defender  á la  sociedad  salvándola  de 
los  peligros  de  una  competencia  ilimitada. 

1855.  — Son  industrias  reglamentadas: 

I.  La  fabricación  de  la  pólvora  común  ó de  fulminantes  y toda 
clase  de  sustancias  explosivas,  la  cual  está  sujeta  á las  reglas  de 
policía  y seguridad  piiblica  dictadas  por  el  Gobierno,  á saber: 

I.  Que  se  obtenga  el  permiso  de  los  gobernadores  de  provincia. 

II.  Que  las  fábricas  se  sitúen  á distancia  conveniente  de  las 
poblaciones,  esto  es,  á dos  kilómetros  de  su  casco  por  lo  ménos, 
y á uno  de  los  edificios  que,  se  hallen  fuera  de  su  recinto  y de  los 
caminos  públicos. 

iir.  Que  en  la  construcción  y disposición  de  los  talleres  y al- 
macenes y orden  de  las  labores  se  observen  las  reglas  estableci- 
das para  mayor  seguridad,  y las  precauciones  que  aconseja  la 
prudencia  para  evitar  siniestros,  á juicio  de  la  administración. 

IV.  Finalmente,  ántes  de  empezar  los  trabajos,  la  autoridad 
nombrará  un  arquitecto  y al  ingeniero  de  minas  del  distrito,  ó 
dos  personas  hábiles  y competentes  que  los  sustituyan,  y reco- 
nozcan la  fábrica,  sin  cuyo  informe  no  se  concede  la  licencia  (1). 

II.  La  íabricacion  de  objetos  de  oro  y plata,  porque  como  es 
tan  fácil  abusar  de  la  fe  de  los  compradores,  se  exigen  ciertas 
garantías  que  acrediten  el  peso  y ley  de  los  metales  bajo  la  res- 
ponsabilidad del  fabricante. 

lilámase  ley  la  proporción  del  metal  fino  con  el  cobre  que  en- 
tra siempre  en  su  composición  como  materia  primera  de  las  ar- 
tes, cuya  liga  se  necesita  para  que  resistan  mejor  los  objetos 
fabricados  al  roce  ó continua  frotación. 

1856.  — La  ley  del  oro  es  de  tres  clases; 

I.  De  veinticuatro  quilates  y un  grano  de  beneficio,  que  de- 
ben emplear  en  sus  artículos  los  tiradores,  hiladores  y batihojas. 

II.  De  veintidós  quilates  y un  cuarto  de  beneficio,  con  la 
cual  deben  fabricarse  todos  los  objetos  artísticos  no  exceptuados 
en  la  regla  siguiente. 

III.  De  veinte  quilates  y un  cuarto  de  beneficio  que  es  la  se- 
ñalada para  las  alhajas  menudas,  ó para  todo  lo  que  comunmente 
se  llama  enjoyelado  y se  destina  al  adorno  de  las  personas. 


(1)  Ueales  órdenes  de  U de  Enero  y 26  de  Marzo  de  1865.  V.  núm.  73o. 
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1857. ^ — La  ley  de  la  plata  es  también  de  tres  clases: 

I.  De  doce  dineros  aplicable  á los  mismos  casos  que  toda  la 
ley  del  oro. 

II.  De  once  dineros  requerida  por  regla  general  en  la  fabri- 
cación de  toda  alhaja  ó pieza  de  plata. 

III.  Y de  nueve  dineros  de  uso  equivalente  á la  inferior  del 
oro  (1). 

Todos  los  artículos  de  oro  y plata  que  se  fabriquen  en  el  reino 
ó se  introduzcan  del  extranjero,  deben  estar  ajustados  á la  ley 
respectiva;  de  otro  modo  caen  en  comiso,  si  son  habidos,  como 
objetos  de  ilícito  comercio,  incurriendo  en  la  pena  de  falsarios 
los  artífices  ó mercaderes  en  cuyo  poder  se  hallaren  para  ven- 
der (2). 

1858.  — A fin  de  fijar  el  peso  de  los  metales  preciosos  con  igual- 
dad y de  precaver  los  abusos  de  su  comercio,  están  obligados  los 
artífices,  mercaderes  y cambiadores  á no  tener  más  de  uno,  ajus- 
tado precisamente  á los  dinerales  de  la  Casa  de  la  Moneda  y mar- 
co de  Castilla,  sujetándose  á las  visitas  que  hicieren  las  autori- 
dades encargadas  de  reconocerlo  y coníerirlo  (3). 

1859.  — Deben  también  tener  los  plateros  una  marca  propia  que 
habrán  de  manifestar  á la  autoridad  local,  sin  cuyo  requisito  no 
pueden  abrir  establecimiento.  Con  esta  señal  conodda  marcan 
todas  sus  obras  en  garantía  de  la  ley  del  metal  invertido  en  los 
objetos  de  su  fabricación  (4), 

1860.  — •Además  de  la  marca  privada  hay  otra  pública  que  pone 
el  contraste  á todas  las  alhajas  fabricadas  dentro  del  reino  ó in- 
troducidas del  extranjero  para  obtener  paso,  y les  imprime  un 
carácter  de  legalidad  (5). 

El  fiel  contraste  es  un  verdadero  depositario  de  la  fe  pública. 
Debe  haberlo  en  todas  las  cabezas  de  partido,  en  los  pueblos  en 
donde  hubiere  aduana  y en  los  demás  que  lo  soliciten,  si  las  cir- 
cunstancias lo  aconsejan,  justificada  la  causa  y aprobada  por  el 
Gobierno  (6).  Este  cargo  ha  de  recaer  precisamente  en  un  ensa- 
yador aprobado,  pues  siendo  esta  una  profesión  facultativa  que 


(1)  Ley  24,  tít,  x,  lib.  IX,  Nov.  Recop. 

(2)  Ibid.,  leyes  22  y 25. 

(3)  Ibid.,  leyes  12, 14  y 15, 

(4)  Ibid.,  ley  24,  arta.  T y 8. 

(5)  Ibid.,  ley  24,  arta.  8, 12  y 25. 

(61  Real  órdeo  de  17  de  Octubre  de  1825. 
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exige  conocimientos  científicos,  y pudíendo  parar  perjuicio  á los 
particulares  los  errores  que  se  cometan  en  las  operaciones  prac- 
ticadas por  sujetos  que  carezcan  de  ciencia  y experiencia,  sólo 
los  que  se  hayan  sometido  á pruebas  legales  y posean  el  título 
correspondiente  podrán  llamarse  ensayadores  y desempeñar  el 
cargo  de  fiel  contraste  (1). 

Elige  estos  oficiales  el  Ayuntamiento,  dura  su  oficio  seis  años 
y pueden  los  nombrados  ser  reelegidos  (2). 

1861.  — Es  Obligación  del  contraste: 

I.  Estimar  la  ley  del  oro  y de  la  plata,  de  suerte  que  si  no  llega 
á la  superior,  aunque  exceda  de  la  media,  la  regule  como  media; 
y si  no  llega  á ésta,  aunque  exceda  de  la  ínfima,  la  regule  como 
tal.  Cuando  las  alhajas  no  tuvieren  la  requerida,  las  justiprecia 
y luego  las  rompe  (3). 

II.  Sellar  las  barras  ó rieles  á que  los  artífices  deben  reducir 
todo  el  oro  y plata  que  compren  para  emplear  en  obras  de  su  arte, 
siendo  responsable  del  error  que  hubiese  cometido,  si  se  hallan 
después  las  alhajas  de  ley  inferior,  y el  artífice  probase  haberlas 
fabricado  con  la  propia  materia  reconocida,  ensayada  y apro- 
bada (4). 

in.  Llevar  un  libro  foliado  en  donde  registre  cuantos  artefac- 
tos marcare  (5). 

IV. — Intervenir  en  los  pagos  siendo  requerido  por  alguna  de 
las  partes , ensayando  y pesando  la  moneda  como  una  alhaja 
cualquiera  (6). 

1862. — Si  la  supresión  de  los  gremios  y aprendizajes  hizo  el 
trabajo  patrimonio  común  de  los  españoles,  la  abolición  de  los 
privilegios  exclusivos,  privativos  y prohibitivos  que  poseian  al- 
gunos cuerpos  ó particulares  entregó  todas  las  industrias  á la 
libre  competencia  (7). 

1863.  — Decimos  todas,  porque  han  desaparecido  ya  los  restos 
del  antiguo  sistema  que  aun  se  conservaban  hasta  ahora  poco, 
á título  de  privilegio  de  los  matriculados  de  marina. 

Eran  ya  libres : 

(1}  Real  orden  de  25  de  Enero  de  1838. 

(2)  Ley  1,  tit.xi,  lib.  IX,  Nov.  Recop.,  y real  orden  de  25  do  Enero  de  1838. 

(3)  Leyes  19  y 2o,  tít.  x,  lib  IX,  Nov.  Recop, 

(4)  Ibid.,  ley  24. 

<5)  Nota  I.a,  tít.  IX. 

(6)  Ibid.,  ley  2.  , 

( i)  Decreto  de  las  Córtea  de  19  de  Junio  do  1313  restablecido  en  4 de  í'ebroro  de  1831. 
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I.  La  industria  del  buzo  aplicable  á los  naufragios,  pesca  del 
coral  y extracción  de  objetos  que  yacen  en  el  fondo  del  idar  (1). 

II.  Las  operaciones  de  carga  y descarga  de  buques  en  todos 
ios  puertos  habilitados  de  la  monarquía,  en  las  cuales  pueden 
ahora  ejercitarse  individuos  matriculados  ó no  matriculados  sin 
más  Obligación  que  observar  las  reglas  de  buen  orden  y policía, 
y sin  sujeción  á tarifa  (2). 

III.  Y en  general  todas  las  industrias  marítimas,  es  decir,  la 
pesca,  la  navegación  y el  tráfico  de  puertos  (3). 

IV.  Por  último,  también  es  libre  la  industria  de  tasador  de  jo- 
yas que  ántes  no  podía  ejercerse  sin  título  expedido  por  el  Go- 
bierno previo  exámen  ante  un  tribunal  competente  (4). 

1864. — No  obstante  el  Gobierno  se  reserva  el  monopolio  de 
ciertas  profesiones  industriales,  unas  veces  considerándolas  co- 
mo un  servicio  administrativo  de  tamaña  importancia  que  no 
debe  confiarse  á los  particulares,  y otras  conviríiendo  sus  ga- 
nancias en  una  renta  del  estado.  Fai  ambos  casos  el  bien  común 
justifica  la  restricción,  ó porque  en  efecto  se  necesite  la  garantía 
del  Gobierno,  ó porque  sea  preferible  aquel  sistema  de  imposi- 
ción á otro  conciliable  con  la  libertad  de  industria. 

A esta  clase  pertenecen : 

I.  La  fabricación  de  la  moneda  por  razones  que  fácilmente  se 
alcanzan  y se  dirán  en  otro  lugar. 

II.  La  explotación  de  las  minas  reservadas  al  estado  (5). 

TIL  La  fabricación  y venta  de  la  sal , cuyos  productos  consti- 
tuyen una  renta  pública. 

IV.  La  elaboración  y venta  del  tabaco  por  la  misma  causa. 

V.  La  impresión  de  la  Constitución  de  la  monarquía  y de  la 
Colección  legislativa,  porque  su  propiedad  pertenece  al  estado, 
y para  evitar  las  alteraciones  del  texto  (6) . 

VI.  El  servicio  de  Correos , porque  el  Gobierno  debe  abrir  to- 
das las  vias  de  comunicación  posibles  y proteger  la  circulación 
de  la  correspondencia  pública , aun  cuando  sea  con  gravámen  del 
Tesoro. 

(1)  Real  órden  de  16  de  Mayo  de  1361. 

(2)  Real  decreto  de  15  de  Junio  da  1864. 

(3)  Ley  de  22  do  Marzo  de  18*3,  arts.  1 y 2.  V.  núm.  1352, 

(4)  Órdon  dé  14  de  Mayo  de  18T0. 

(5)  Ley  de  11  de  Abril  de  1849,  art.  32. 

(6)  Real  orden  de  6 de  Marzo  de  1844. 
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Este  monopolio  se  funda  en  dos  razones,  á saber,  que 

unos  empresarios  particulares  no  inspiran  tanta  confianza  como 
los  ag-entes  del  Gobierno,  y que  el  producto  de  los  Correos  pue- 
de ser  una  renta  pública. 

Reponen  algunos  que  el  sobreprecio  de  las  cartas  no  debe  cons- 
tituir una  renta,  porque  es  desigual  y por  tanto  injusta  y con- 
traria á los  principios  de  la  economía  política;  y otros  esperan 
mayor  fidelidad,  exactitud  y economía  de  entregar  este  servicio 
á la  libre  competencia. 

Fúndanse  los  últimos  en  que  el  comercio  confía  valores  muy 
considerables  á las  personas  encargadas  por  mar  y tierra  de  la 
conducción  de  sus  efectos , y apenas  ningún  objeto  de  estimación 
á los  Correos;  en  que  siendo  particulares  los  empresarios,  no  se 
violará  con  tanta  facilidad  el  secreto  de  la  correspondencia,  abu- 
so que  siempre  lia  partido  del  Gobierno;  y en  fin,  que  la  compe- 
tencia abajaría  los  portes,  dando  así  más  ensanche  á la  comuni- 
cación de  las  ideas,  de  las  noticias  y de  las  órdenes  del  comercio. 

Sin  embargo  la  competencia  libre  no  satisfaría  esta  necesidad 
pública  como  el  servicio  administrativo  que  lleva  la  correspon- 
dencia á todas  partes,  y con  las  ganancias  probables  de'  una  lí- 
nea compensa  las  pérdidas  seguras  de  otra. 

1866. — Hemos  dicho  al  principio  de  este  capítulo  que  el  pro- 
greso de  la  industria , según  la  razón  lo  demuestra  y la  historia 
lo  confirma,  depende  menos  de  la  protección  que  de  la  libertad, 
en  cuyo  nombre  hemos  condenado  los  reglamentos  funestos  á las 
artes  y oficios,  como  toda  intervención  de  la  autoridad  que  per- 
turbe el  movimiento  natural  del  trabajo. 

Tal  es  el  criterio  del  legislador  de  medio  siglo  á esta  parte,  y 
sin  embargo  observamos  que  admite  una  excepción  á la  regla 
en  favor  de  los  obreros  de  corta  edad,  á saber : 

I.  No  permite  la  ley  que  trabajen  en  fábrica,  taller,  fundición 
ó mina  los  niños  y las  niñas  menores  de  diez  años. 

II.  El  trabajo  de  los  niños  menores  de  trece  y de  las  niñas 
menores  de  catorce  años  no  puede  exceder  de  cinco  horas  al  dia 
en  cualquier  estación  que  sea. 

^ III.  Tampoco  puede  exceder  de  ocho  horas  el  trabajo  de  los 

jóvenes  de  trece  á quince  años  y el  de  las  jóvenes  de  catorce  á 
diez  y siete. 

IV.  No  se  consiente  que  trabajen  de  noche  los  jóvenes  meno- 


LIBRO  IV.  DE  LA  MATERIA  ADMINISTRATIVA.  241 

res  de  quince  años,  ni  las  jóvenes  menores  de  diez  y siete,  en 
los  establecimientos  en  que  se  empléen  motores  hidráulicos  ó de 
vapor.  Para  los  efectos  de  la  ley  la  noche  empieza  á las  ocho  y 
media. 

V.  Si  los  establecimientos  á que  se  refiere  el  núm.  I estuvie- 
sen situados  á mayor  distancia  de  cuatro  kilómetros  de  lugar  po- 
blado, y contasen  más  de  ochenta  obreros  ú obreras  mayores  de 
diez  y siete  años  con  ocupación  permanente,  deben  los  dueños 
ó fabricantes  sostener  una  escuela  de  instrucción  primaria,  cu- 
yos gastos  serán  indemnizados  por  el  estado. 

La  asistencia  á la  escuela  es  voluntaria  parados  trabajadores 
adultos,  y obligatoria  durante  tres  horas  al  dia,  para  todos  los 
niños  comprendidos  entre  los  nueve  y los  trece  años,  y las  ni- 
ñas de  nueve  á catorce  (1). 

1867. — Estas  limitaciones  de  la  libertad  del  trabajo  no  nacen 
de  que  las  leyes  renieguen  del  principio  que  la  autoridad  debe 
abstenerse  de  toda  intervención  en  materia  de  industria,  sino  de 
que  hallan  justo  y necesario  proteger  á los  débiles  incapaces  de 
protegerse  á sí  mismos.  Altas  razones  de  higiene  y moralidad 
obligan  al  legislador  á ejercer  una  solícita  tutela  en  favor  de  la 
infancia  desvalida. 

Así  pues,  aceptamos  la  ley  de  buen  grado,  y aplaudimos  el  es- 
píritu que  en  ella  domina;  pero  séanos  lícito  poner  en  duda  su 
eficacia  para  corregir  los  abusos  de  una  especulación  codiciosa, 
porque  á nuestro  juicio  no  se  observa,  ni  será  tan  fácil  exigir  su 
observancia. 


CAPÍTULO  XXV. 

l>e  la  propiedad  induüitrial. 


180B.—E1  interés  privado  fuente  de 
la  riqueza  pública. 

1869. _Prxvilegios  de  invención  y 

perfección. 

1870. — -Derechos  del  inventor. 

1871.  — Un  monopolio  temporal  es 

su  más  justa  recompensa. 

1872. — Propiedad  industrial. 


1873.  — Privilegios  de  invención. 

1874. — De  perfección. 

1875.  — De  introducción. 

1876.  — Modo  de  solicitarlos. 

1877.  — Sus  efectos. 

1878.  — Cédulas  de  privilegio. 

1879.  — Transmisión  del  derecho 

que  confieren. 


(1)  Ley  de  de  Jallo  de  1873. 
TOMO  II. 
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1880.— Caducidad  de  estos  privile-  1881  .—Marcas  de  los  fabricantes  y 
legios.  comerciantes. 

4 

18g8._jVyo  basta  quitar  ias  cadenas  ai  trabajo  para  que  la  in- 
dustria florezca,  pues  todavía  se  necesita  estímulo  para  hacerla 
progresar.  Este  aguijón  no  puede  ser  sino  el  interés  del  produc- 
tor. Aseguren  las  leyes  el  goce  exclusivo  de  los  frutos  del  tra- 
bajo, y el  incentivo  de  la  ganancia  no  sólo  obligará  á soportar  la 
diaria  fatiga,  sino  que  aguzará  el  ingenio  hasta  descubrir  nue- 
vos procedimientos  y mejorar  ios  antiguos. 

1809. — Tíil  es  el  origen  y el  objeto  de  los  privilegios  de  in- 
vención y perfección,  verdaderos  monopolios  que  el  Gobierno 
concede  á un  particular  por  tiempo  limitado  en  recompensa  de 
algún  descubrimiento  y aplicación  importante  á la  industria,  ó 
de  algún  adelantamiento  ó mejora  en  cualquier  método  ya  co- 
nocido. 

1870.  — El  principio  de  que  toda  intervención  pertenece  al  in- 
ventor se  funda  más  en  la  ley  que  en  Ja  naturaleza,  xmrque  al 
derecho  exclusivo  de  aplicar  este  descubrimiento  se  opone  la 
libertad  natural  que  todos  los  hombres  gozan  para  modificar 
la  materia,  y el  interés  público  que  demanda  la  libre  compe- 
tencia. 

Hay,  pues,  dos  objetos  á que  atender:  por  un  lado  se  presenta 
el  inventor  solicitando  un  privilegio  exclusivo  y prohibitivo  como 
premio  de  su  aplicación  y un  medio  de  indemnizarle  del  capi- 
tal invertido  en  largos  ensayos  y costosos  experimentos,  y por 
otro  la  sociedad  se  alza  contra  todo  monopolio. 

1871.  — Mas  si  bien  se  reflexiona,  el  privilegio  de  invención  ó 
perfección  es  la  recompensa  más  justa  y proporcionada  á la  im- 
portancia del  descubrimiento,  porque  la  utilidad  de  éste  consiste 
en  su  analogía  con  las  necesidades  del  mercado  de  las  cuales  son 
únicos  jueces  ios  consumidores.  Si  el  Gobierno  se  propusiese  jus- 
tipreciar el  invento  para  comprarlo  á su  autor  y someterlo  al  do- 
minio público,  por  lo  común  ó daría  demasiado  ó muy  poco,  y 
siempre  saldría  alguna  de  las  partes  perjudicada. 

Además  el  monopolio  no  es  irritante,  porque  no  vincula  el 
ejercicio  de  una  industria  ántes  existente  en  nna  persona  ó fa- 
milia. El  inventor  hace  un  bien  á ios  consumidores,  pues  ó crea 
un  género  nuevo  de  productos  y satisface  necesidades  ántes  no 
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satisfechas,  ó perfeccionando  los  ya  conocidos,  las  atiende  mejor 
ó con  más  economía. 

Para  conciliar  ambos  extremos,  debe  el  privilegio  ser  tempo- 
ral, de  suerte  que  extinguido  el  plazo  legal  caiga  el  descubrimien- 
to sin  limitación  en  el  dominio  público.  Asi  procura  la  ley  transi- 
gir entre  estos  dos  intereses,  garantizando  al  inventor  su  propie- 
dad por  cierto  tiempo,  y á la  sociedad  el  trabajo  libre  y perpé- 
tuamente. 

1872. — Sin  duda  graves  economistas  ponen  hoy  en  tela  de 
juicio  la  razón  y la  utilidad  de  los  privilegios  industriales;  pero 
la  administración  no  admite  cualesquiera  novedades  sin  maduro 
consejo,  y pasarán  todavía  algunos  años  ántes  que  la  ciencia  di- 
rima la  controversia,  y penetre  en  la  esfera  del  derecho  consti- 
tuido su  criterio. 

La  administración  reconoce,  y nuestras  leyes  protegen  una 
propiedad  industrial,  al  conceder  privilegios  de  invención,  de 
perfección  y también  de  introducción. 

I.  Los  privilegios  de  esta  clase  sólo  recaen  en  los  medios  de 
ejecutar  y producir,  y nunca  en  los  mismos  producLOS,  pues  si  de 
otro  modo  sé  inventan  ó fabrican,  pueden  ser  libi’cmente  elabo- 
rados (1). 

II.  No  versan  sobre  materia  cuyos  modelos  y descripciones 
existan  en  castellano  en  el  Conservatorio  de  Artes  hasta  después 
do  tres  años  de  su  entrada  sin  haber  sido  puestas  en  práctica,  y 
aun  entonces  sólo  se  conceden  por  espacio  de  cinco  años  (2). 

III.  Se  refieren  siempre  á procedimientos  industriales,  es  de- 
cir, á procedimientos  capaces  de  dar  productos  que  la  mano  del 
hombre  ó los  trabajos  que  dirige  puedan  fabricar  y ofrecer  al  co- 
mercio para  ser  comprados  y vendidos;  de  suerte  que  todo  cuan- 
to pertenece  al  dominio  de  la  inteligencia  no  es  objeto  de  privi- 
legio, sino  mientras  no  se  hace  aplicación  inmediata  á las  artes. 

IV.  Es  preciso  que  la  industria  sea  lícita,  pues  el  (Tobierno  ca- 
rece de  potestad  para  otorgar  privilegios  relativos  á la  fabrica- 
ción de  objetos  prohibidos  por  la  moral  ó las  leyes  del  reino. 

1873. — El  objeto  de  los  privilegios  de  invención  es  todo  pro- 
ducto ó procedimiento  fabril  no  practicado  en  España  ni  en  el 


(1)  Real  decreto  de  2T  de  Marzo  de  1826. 

12 j Real  decreto  de  23  de  Diciembre  de  1829. 
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extranjero  (1).  La  novedad,  ó por  mejor  decir,  la  originalidad  es 
su  fundamento,  ya  sea  nueva  la  industria,  ó ya  el  método  de  fa- 
bricación vivifique  una  industria  antigua.  Duran  cinco,  diez  ó 
quince  años  á voluntad  de  los  interesados;  y si  lo  hubiesen  ob- 
tenido sólo  por  cinco,  son  prorogables  hasta  diez. 

4874, — Los  privilegios  de  perfección  suponen  una  mejora  en 
el  invento,  variando  algo  que  lo  haga  más  útil.  Toda  persona 
tiene  derecho  á perfeccionar  la  invención  de  otro,  pero  no  á usar 
de  la  invención  principal  sin  concertarse  para  ello  con  el  inven- 
tor, así  como  tampoco  el  inventor  á usar  de  las  perfecciones  y 
mejoras  hechas  por  otro,  sin  avenirse  con  el  perfeccionador  (2). 

Entonces  sucede  que  se  conceden  dos  privilegios  á la  vez  con 
respecto  á una  cosa  misma,  coexistiendo  dos  derechos  exclusi- 
vos sin  recíproco  menoscabo.  La  invención  es  la  base  de  entram- 
bos, porque  si  el  primitivo  autor  inventó  un  producto  ó procedi- 
miento, el  perfeccionador  inventó  una  mejora. 

En  la  práctica  no  resulta  el  menor  inconveniente  de  esta  pro- 
piedad mixta,  porque  los  interesados  se  avienen  fácilmente  para 
fabricar  en  común  los  objetos  privilegiados. 

1875. — El  privilegio  de  introducción  protege  la  fabricación  en 
España  de  máquinas,  instrii montos,  herramientas  y demás  ob- 
jetos conocidos  en  el  extranjero,  recayendo  sólo  en  la  parte  ó 
medio  que  no  estuviere  ántes  practicado  sin  perjuicio  de  los  ade- 
lantamientos sucesivos  (3), 

La  concesión  de  semejante  privilegio  ni  despoja  á nadie  de  la 
facultad  de  introducir  las  máquinas,  instrumentos  y demás  ob- 
jetos análogos  á no  estar  cxpresainento  prohibido,  ni  enwelve 
tampoco  la  exclusión  de  ios  artículos  extranjeros  que  se  fabrican 
moiliante  aquellos  procedimientos,  Oíorgar  más  equivaldría  á 
conceder  al  introductor  un  monopolio  que  no  obtiene  quien  in- 
venta ó perfecciona,  y restringir  el  comercio  con  grave  daño  de 
* los  consumidores.  Por  otra  parte,  siendo  el  régimen  de  las  adua- 
nas efecto  de  una  ley,  no  podría  ser  alterado  por  un  acto  admi- 
nistrativo. 

La  duración  del  privilegio  es  de  cinco  años,  y por  justa  causa 
puede  prorogarse  hasta  diez. 


(1)  Real  decreto  do  2T  do  Marzo,  art.  3. 

(2)  Ibid.,  art  15, 

(3)  Ibid.,  art.  3,  y real  orden  de  do  Junio  de  1829. 
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1876.  — Para  obtener  cualquiera  de  los  privilegios  referidos, 
deben  los  interesados  acudir  al  gobernador  de  la  provincia  acom- 
pañando á su  solicitud  otra  para  el  Gobierno,  en  la  que  expresen 
los  fundamentos  de  la  concesión,  é incluyendo  un  plano  ó mode- 
lo cerrado  y sellado  con  la  descripción  y explicación  clara  de 
cuál  es  la  parte,  pieza,  movimiento  ó mecanismo,  materia,  ope- 
ración y proceder  que  presenta  como  no  practicado  hasta  entón- 

- ces  (1). 

El  gobernador  de  la  provincia  rubrica  debajo  del  rótulo  que 
debe  tener  la  caja  ó el  pliego  del  modelo,  y da  á los  interesados 
un  oficio  para  el  ministerio  que  le  sirve  de  credencial.  En  el  Con- 
servatorio se  abre  la  caja  ó el  pliego  y se  examina  si  están  com- 
pletos y arreglados  los  documentos;  y en  su  vista  el  Gobierno  ex- 
pide la  competente  cédula  mediante  el  pago  del  servicio  señala- 
do, conservando  en  depósito  cerrados  y sellados  los  documentos 
arriba  dichos  (2).  De  este  privilegio  se  toma  razón  en  un  regis- 
tro especial  que  se  lleva  en  el  Conservatorio  de  Artes. 

1877.  — Los  efectos  del  privilegio  son  el  derecho  exclusivo  de 
fabricación  ó introducción,  ó sea  la  propiedad  industrial  desde  el 
día  en  que  fué  presentada  la  solicitud  al  gobernador  de  la  pro- 
vincia, hasta  expirar  el  plazo  de  la  concesión.  Si  dos  ó más  lo  so- 
licitan, se  considera  de  mejor  derecho  el  anterior  en  el  tiempo. 

1878. “La  cédula  de  privilegio  se  expide  sin  previo  exámen 
de  la  utilidad  ni  de  la  novedad  del  objeto,  y sin  que  la  concesión 
de  la  gracia  pueda  mirarse  en  ningún  caso  como  una  garantía 
de  la  realidad,  de  la  originalidad  ó del  mérito  de  la  invención; 
de  suerte  que  el  privilegio  puede  ser  impugnado  por  un  tercero, 
sin  que  valga  al  privilegiado  alegar  como  título  la  cédula  de 
concesión. 

No  quiere  decir  que  la  administración  rehúse  todo  exámen, 
sino  que  desecha  el  sistema  preventivo  y acepta  el  represivo.  La 
administración  tiene  y debe  tener  autoridad  para  resistir  la  con- 
cesión de  todo  privilegio  nocivo  á la  salud  y á la  seguridad  pú- 
blica como  contrarios  á los  reglamentos  de  policía  y á las  leyes; 
pero  no  puede,  ni  debe  entrometerse  en  analizar  la  verdad  ó la 
importancia  de  un  descubrimiento,  so  pena  de  alejar  á los  inven- 


(1)  Real  decreto  de  2T  de  Marzo,  art.  2. 

(2)  Ibid.,  arts,  10, 11  y 12,  y real  decreto  de  23  de  Diciembre,  art.  3,  y reales  órdenee  do  31 
de  Agosto  de  1834  y 13  de  Mayo  de  i839. 
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tores  quo  repugnarían  revelar  su  secreto,  ó de  estimar  en  poco 
ó demasiado  el  invento;  ó en  fin,  por  no  ver  diariamente  im- 
pugnados sus  actos,  si  un  tercero  acudiese  probando  que  el  pro- 
ducto ó procedimiento  [privilegiado  estaba  ya  descrito  ó era  usual 
ántes  de  la  concesión. 

1879.  — Los  privilegios  de  invención,  perfección  ó introducción 
constituyen  una  verdadera  propiedad,  y así  son  comunicables 
por  contrato  y transmisibles  por  última  voluntad.  Guando  el  de- 
recho exclusivo  se  transfiere  por  contrato,  debe  formalizarse  es- 
critura pública , la  cual  se  presentará  dentro  de  treinta  dias  al 
gobernador  do  la  provincia  de  quien  se  reclame  el  privilegio, 
so  pena  do  nulidad,  para  que  la  transmita  al  director  del  Con- 
servatorio quien  hará  anotar  el  acto  en  el  registro  (1).  Las  cues- 
tiones que  á solicitud  de  parte  se  susciten  para  revindicar  la 
propiedad  de  ios  privilegios  de  invención  y asegurar  sus  efec- 
tos ó para  solicitar  la  aiiulacion  de  los  concedidos,  son  esencial- 
mente litigiosas  y están  por  lo  mismo  sujetas  al  fallo  judicial  (2). 

1880.  — Caducan  estos  privilegios: 

I.  Concluido  el  tiempo  de  su  concesión. 

JT.  Si  el  interesado  no  se  presenta  á sacar  la  real  cédula  den- 
tro de  los  tres  meses  siguientes  al  dia  en  que  hizo  su  solicitud 
residiendo  en  Europa,  y de  cinco,  si  se  halla  domiciliado  en  otra 
parte  del  mundo.  No  se  concede  próroga  de  este  plazo,  sino  en 
el  caso  de  fundarse  la  solicitud  en  la  dilación  de  los  trámites  ad- 
ministrativos, y no  ser  por  tanto  imputable  á los  interesados  ó 
sus  representantes  (3). 

IIT.  Guando  ni  por  sí,  ni  por  otra  persona  ha  puesto  en  prác- 
tica el  objeto  privilegiado  dentro  de  un  año  y un  día  á contar 
desde  la  fecha  de  la  concesión  (1). 

El  que  hubiere  obtenido  privilegio  di)  industria  deberá  acredi- 
tar ante  el  gobernador  de  la  provincia  respectiva  haberlo  puesto 
en  práctica  en  aquel  plazo.  La  autoridad  por  sí  ó por  persona  de- 
legada al  efecto  procede  á la  verificación  del  hecho,  y un  escriba- 
no libra  testimonio  del  acto  en  virtud  de  decreto  del  gobernador 
de  la  provincia  ó su  delegado. 

(1)  Real  decreto  de  2”  de  Marzo,  arts,  17,  18  y 19. 

(2)  Real  órdan  de  16  de  .Tullo  de  1819. 

(3)  Reales  órdenes  da  4 do  Diciembre  de  1862  y 20  de  Diciembre  de  1871. 

(4}  líoal  decreto  de  27  de  Marzo,  art.  21  ,j.y  real  órden  de  8 de  Enero  de  1849. 


LIBRO  IV,  DE  LA  MATERIA  ADMINISTRATIVA.  247 

El  gobernador  de  la  provincia , recibido  el  testimonio,  pide  in- 
forme al  director  del  Conservatorio  de  Artes  en  Madrid,  y en  las 
provincias  á las  Juntas  de  Comercio,  ó á las  de  Agricultura,  ó 
á las  Sociedades  económicas , ó en  fin  á personas  entendidas  se- 
gún los  casos,  para  asegurarse  de  que  es  real  y verdadero  el  uso 
del  objeto  privilegiado  sin  mezclarse  en  su  bondad  ó utilidad. 

Para  justificar  este  hecho  dentro  del  término  hábil  basta  que 
el  interesado  reclame  un  dia  antes  de  concluir  la  intervención 
administrativa , no  obstando  que  las  demás  diligencias  se  prac- 
tiquen fuera  de  él,  con  tal  de  verificarlas  dentro  de  los  treinta 
dias  siguientes , siendo  la  autoridad  responsable  de  los  daños  y 
perjuicios  que  se  originen  de  cualquiera  ornision  (1). 

IV.  Por  el  abandono  del  privilegio,  es  decir,  si  se  deja  de  usar 
por  un  año  y un  dia  (2). 

Cuando  se  solicite  la  caducidad  de  un  privilegio  fundándose 
en  la  suspensión  del  uso , debe  ser  la  primera  diligencia  citar  el 
gobernador  de  la  provincia  al  interesado.  Si  éste  no  lo  contra- 
dice, se  siguen  los  trámites  señalados  para  el  caso  anterior,  y la 
administración  declara  la  caducidad,  si  procede.  Habiendo  opo- 
sición, el  gobernador  de  la  provincia  remite  las  actuaciones  al 
juzgado  de  primera  instancia  del  domicilio  del  interesado,  ante 
el  (mal  se  ventila  la  cuestión , siendo  todas  las  que  se  originen 
entre  particulares  sobre  privilegios  esencialmente  contenciosas 
y de  propiedad , y por  tanto  de  la  competencia  de  los  tribunales 
ordinarios  (3). 

V Cuando  se  prueba  que  el  objeto  privilegiado  está  en  prác- 
tica en  cualquier  parte  del  reino,  ó es  conocido  por  medio  de  li- 
bros impresos,  láminas,  estampas,  modelos,  planos  ó descrip- 
ciones existentes  en  el  Conservatorio;  ó bien  cuando  se  acredita 
que  la  pretendida  invención  es  usual  en  otra  nación  (4). 

De  cualquier  modo  que  caduque  el  privilegio,  se  abre  la  caja  6 
el  pliego  por  el  director  del  Conservatorio  de  Artes  y se  expone 
á la  vista  de  todo  el  mundo,  porque  en  aquel  instante  expiran  los 
derechos  de  la  propiedad  industrial,  y pasa  el  objeto  privilegia- 
do al  dominio  público. 


(1)  Reales  órdenes  de  13  de  Abril  de  1844  y 11  de  Enero  de  1849, 

(2)  Real  decreto  de  27  de  Marzo,  art.  2, 

(3)  Reales  órdenes  de  22  de  Noviembre  de  1848,  .11  do  Enero  y 16  de  Julio  de  1849. 

(4)  Real  decreto  da  27  da  Marzo,  art.  2. 
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— I^as  marcas  que  los  fabricantes  ó comerciantes  impri- 
men á los  productos  de  su  tienda  ó taller,  constituyen  una  pro- 
piedad inviolable.  La  administración  debe  protegerla  como  ele- 
mento de  riqueza  y de  pública  prosperidad. 

La  marca  simboliza  una  habilidad  reconocida  ó una  buena  fé 
experimentada,  y quien  la  falsifica  atenta  contra  los  intereses  ó 
la  fama  de  su  dueño : es  el  criterio  de  la  calidad  de  los  produc- 
tos, como  el  peso  y la  medida  son  el  criterio  de  su  cantidad. 

Usurpar  en  la  industria  un  nombre  equivale  á subrogarse  ma- 
liciosamente en  la  confianza  del  público,  aprovechándose  en  per- 
juicio de  tercero  del  tiempo,  del  capital  y del  trabajo  consumidos 
por  otra  persona  durante  una  larga  serie  de  años. 

Esta  legislación  incompleta  que  data  ya  del  siglo  xvi,  pues 
mandan  poner  señal  en  los  paños  las  ordenanzas  de  Sevilla 
de  1511,  fué  ampliada  y extendida  como  lo  exigen  las  necesida- 
des crecientes  de  la  industria  y el  justo  respeto  á los  derechos 
de  propiedad. 

El  derecho  administrativo  era  parco  en  extremo  relativamente 
á las  marcas  y sellos  de  los  fabricantes.  Sin  embargo,  hallábase 
establecido  que  los  maestros  fabricantes  pudiesen  aprehender  y 
denunciar  con  intervención  y conocimiento  de  las  justicias  los 
paños  y manufacturas  que  encontrasen  con  marcas  y sellos  fal- 
sificados, para  que  las  autoridades  respectivas  adoptasen  las  pro- 
videncias oportunas  á fin  de  corregir  y castigar  este  fráude  (1). 

Para  que  los  fabricantes  puedan  hacer  efectiva  la  responsabi- 
lidad de  los  usurpadores  de  las  marcas  y distintivos  de  sus  fá- 
bricas, deben  presentar  al  gobernador  de  la  provincia  una  soli- 
citud acompañada  de  un  modelo,  y recoger  certificado  de  la  pre- 
sentación. El  gobernador  lo  remite  todo  al  ministro  de  Fomento, 
quien,  prévio  informe  del  director  del  Conservatorio  de  Artes  so- 
bre si  aquella  marca  está  en  uso  para  otros  artefactos  de  la  mis- 
ma clase,  y hallando  que  no,  expide  al  fabricante  un  título  en 
señal  de  propiedad. 

En  la  expedición  de  este  título  se  observan  los  trámites  si- 
guientes : 

I.  Publicación  en  la  Gaceta  de  la  solicitud  del  interesado,  y 
admisión  por  treinta  dias  de  cuahisquiera  reclamaciones. 


(1)  Ley  11,  tít.  XXV,  lib.  VIII,  Nov.  Recop. 
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II;  Si-  hay  oposición,  dirimen  la  controversia  los  tribunales 
ordinarios. 

IIÍ.  Si  no  la  hay,  se  expide  sin  más  exámen  el  certificado. 

No  pueden  usarse  como  marcas; 

I.  Las  armas  reales,  ni  las  insignias  y condecoraciones  espa- 
ñolas sin  autorización  competente. 

II.  Las  marcas  de  que  otros  fabricantes  hubiesen  ya  obtenido 
certificado  de  propiedad. 

Las  marcas  no  acreditadas  por  certificado,  no  tienen  valor  al- 
guno para  los  efectos  de  la  propiedad  industrial  {1). 

Está  prohibida  la  importación  de  mercaderías  extranjeras  con 
marcas  españolas,  ya  sean  éstas  una  falsificación  de  las  recono- 
cidas á los  fabricantes  del  país,  ya  simplemente  una  imitación  de 
las  mismas  (2). 


CAPÍTULO  XXVI. 

Oel  comercio. 

1882.  —Libertad  comercial.  1884.— »Re formas  económicas  en 

1883. — Efectos  del  sistema  restric-  España. 

tivo. 

1882. — Miéiitras  el  principio  vital,  la  fuerza  motora  de  las  so- 
ciedades provea  al  bien  común,  la  administración  debe  limitarse 
á favorecer  el  desarrollo  de  su  actividad  espontánea;  es  decir, 
que  miéntras  la  nación  sepa  y pueda  regirse  á si  misma,  todo 
Gobierno  prudente  se  ciñe  al  modesto  encargo  de  una  autoridad 
reguladora  de  las  fuerzas  colectivas. 

El  interés  privado  así  en  el  comercio  como  en  la  agricultura 
y en  las  artes,  exime  de  mil  molestos  cuidados  á la  administra- 
ción, supliendo  á la  acción  gubernativa  una  multitud  de  conatos 
é impulsos  individuales,  aislados  é inconexos  en  sii  origen,  aun- 
que al  fin  convergmites  en  im  punto. 

La  libertad,  dejando  expedito  el  curso  del  trabajo  y de  los  ca- 
pitales, y la  propiedad,  asegurando  al  productor  el  goce  exclusi- 
vo de  sus  beneficios,  estimulan  al  comerciante  más  que  otra  pro- 
tección alguna  directa  y positiva,  nunca  tan  eficaz  y poderosa. 


(1)  Real  decreto  de  20  de  Noviembre  do  1850. 

(2)  Real  orden  de' 14  de  Marzo  de  1858- 
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Las  necesidades  del  mercado  se  transforman  en  demandas  y á 
éstas  corresponden  las  ofertas;  de  suerte  que  el  interés  particu- 
lar solicita  los  productos  y los  acerca  á los  consumidores,  no  ha- 
biendo obstáculo  que  se  interponga  y lo  impida. 

1383. — El  olvido  de  estas  sencillas  leyes  de  la  sociedad  fué 
causa  de  mil  funestos  errores  en  que  los  Gobiernos  han  incur- 
rido, dictando  reglas  absurdas  sobre  compras  y ventas,  unas  re- 
lativas á la  policía  de  los  abastos,  y otras  mal  dichas  protectoras 
de  la  industria,  á todo  lo  cual  se  juntaban  el  desden  con  que  la 
nobleza  trataba  á los  mercaderes,  los  estancos,  los  tanteos,  el 
odio  á los  regatones,  las  aduanas  de  tierra,  las  tasas  y posturas 
y las  faltas  de  vias  de  comunicación  y transporte  (1).  La  razón  y 
la  experiencia  acreditaron  cómonstas  trabas  del  comercio  ni  pro- 
curaban la  abundancia,  ni  acrecían  la  riqueza.  Bajo  el  régimen 
del  más  severo  monopolio  en  el  comercio  interior,  en  el  exterior 
y en  el  colonial,  España  descendió  de  la  alta  cumbre  de  su  poder 
al  abismo  de  la  miseria,  sin  que  los  rios  de  oro  y plata  de  Amé- 
rica sirviesen  sino  para  adormecer  á un  Gobierno  incapaz  de  con- 
cebir que  pudiera  ser  pobre  la  nación  en  donde  más  abundaban 
los  metales  preciosos.  Desconocia  cómo  nuestra  riqueza  era  te- 
soro de  duendes  que  el  mismo  viento  que  la  traía  la  llevaba  á 
manos  extranjeras,  siendo  nosotros  el  puente  por  donde  pasaba 
á toda  Europa. 

1884. — Cárlos  III,  en  cuyo  glorioso  reinado  tantas  reformas 
económicas  y administrativas  se  introdujeron,  eximió  de  muchas 
trabas  y gabelas  el  comercio  interior  y exterior  que  en  su  mayor 
parte  fueron  restablecidas  por  Cárlos  IV,  y asi!  subsistieron  has- 
ta su  completa  abolición,  cuando  España  comenzó  á regenerarse 
tomando  por  fin  las  doctrinas  políticas  y económicas  asiento  en- 
tre nosotros. 


Artículo  1.” — Oo’niercio  interior. 


1885. — Comercio  interior. 

1886. — Legislación  vigente. 

1887. ^Tráflco  de  artículos  de  pri- 

mera necesidad. 

1888.  — Tasa  del  pan. 


1889. — Comercio  interior  de  gra- 

nos. 

1890. — Comercio  de  trigos  con  las 

Baleares. 

1891. — Libre  circulación  de  los  vi- 


(1)  V.  Historia  de  la  EcoDomia  política  on  España,  tom.  II,  cap.  LXXI. 
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nos.  1894. — Libre  estipulación  de  inte- 

1892. — Libre  venta  de  las  lanas.  reses. 

1893, — Y de  otros  objetos. 

1885. — La  venta  de  géneros  para  el  surtido  de  los  pueblos  fué 
libre  en  los  tiempos  de  Gárlos  III,  quien  la  declaró  exenta  de  li- 
cencias, posturas  y exacción  de  derechos  por  esta  causa  (1);  si 
bien  posteriormente  renacieron  las  tasas  acostumbradas  (2). 

1886.  — La  legislación  vigente  declara  libres  en  todos  los  pue- 
blos del  reino  el  tráfico,  comercio  y venta  de  los  objetos  de  co- 
mer, beber  y arder,  entendiéndose  la  libertad  sin  perjuicio  de  los 
derechos  reales  y municipales  á que  estuvieren  sujetos,  y sin 
menoscabo  de  la  autoridad  en  lo  tocante  á la  verificación  de  pe- 
sos y medidas  y á la  salubridad  de  los  alimentos  en  los  puestos 
al  por  menor.  De  consiguiente  ninguno  de  dichos  artículos  de 
abastos  está  sujeto  á postura,  tasa  ó arancel,  cualquiera  que  sea 
la  disposición,  cédula  ó privilegio  en  cuya  virtud  se  le  hubiere 
sometido  á esta  formalidad. 

1887.  — Las  personas  que  habitualinente  se  dediquen  al  tráfico 
de  abastecimiento  son  consideradas  como  otros  mercaderes  cua- 
lesquiera, gozando  de  los  beneficios  que  á estos  ofrece  el  Código 
de  Comercio,  y sufriendo  las  cargas  que  se  repartan  á su  in- 
dustria. 

En  los  pueblos  cuyo  numeroso  vecindario  y demás  circunstan- 
cias lo  permitan,  deben  señalarse  uno  ó más  parajes  acomodados 
para  mercado  ó plaza  pública,  separando  los  sitios  adonde  con- 
curren los  trajineros  ó vecinos  vendedores  por  mayor  de  los  en 
donde  se  venda  á la  menuda;  todo  sin  ocasionar  otra  exacción 
ó gasto  que  la  ligera  contribución  que  se  crea  necesario  señalar 
por  los  reglamentos  de  policía  urbana  para  el  aseo  y comodidad 
del  puesto  mismo  (.3). 

1888.  — El  pan,  como  artículo  de  primera  necesidad  para  la  vi- 
da, fué  exce[)tuado  de  la  libertad  común  á los  demás  objetos  de 
abasto' público.  Difícil  seria  probar  la  conveniencia  de  esta  linica 
restricción,  porque  si  el  tráfico  libre  fomenta  la  abundancia  de 
todos  los  géneros  de  ordinario  consumo  ¿podria  perjudicar  al 
surtido  del  pan? 


(l)  Leyes  U y 15,  Ut,  xvii,  lil).  VII,  Nov.  Recop. 
12}  Ib!d.,  ley  18. 

(3)  Real  decreto  de  20  de  Enero  do  1884. 
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Desapareció  por  fin  la  Lisa,  y la  ley  protege  el  libre  comercio 
(le  este  artículo  de  primera  necesidad^  declarando  que  la  libertad 
de  vender  pan  debe  ser  general  sin  restricciones  ni  modifica- 
ciones distintas  de  la  colocación  de  puestos  sueltos  ó arrenda- 
miento de  cajones  ó tinglados  que  haya  ordenado  el  Ayunta- 
miento para  mayor  comodidad  de  vendedores  y compradores,  y 
sin  que  la  autoridad  encargada  de  la  policía  de  los  mercados  y 
plazas  públicas  pueda  imponer,  ni  consentir  que  nadie  imponga 
otra  contribución  ni  traba  que  las  precisas  para  mantener  el  buen 
orden  y distribuir  ios  puestos  entre  ios  expendedores  (l). 

1889. — El  mismo  principio  de  libertad  fué  aplicado  al  tráfico 
interior  de  granos.  Ya  Garlos  III  liabia  decretado  su  libre  comer- 
cio y derogado  la  tasa  (2)  que  ahogando  la  producción  conduce 
á la  escasez  y fomenta  la  (*arestía,  efectos  enteramente  contrarios, 
á los  que  se  propone  el  legislador  preocupado  en  favor  del  sis- 
tema restrictivo ; pero  bajo  el  reinado  de  Garlos  IV  se  renovaron 
las  prohibiciones  y penas  antiguas  para  evitar  (dice  la  ley)  todo 
abuso  ó monopolio  (3). 

Mas  al  fin  la  experiencia  hizo  justicia  á la  razón,  y hoy  es  libro 
la  venta  y compra,  negociación  y tráfico  de  harinas  y de  todo 
grano  y semilla  en  lo  interior  del  reino  é islas  adyacentes;  de 
donde  se  sigue  que  cualquiera  puede  establecer  y abrir  á la  venta 
pública  almacenes  de  dichos  granos  y sus  harinas  sin  sujeción  á 
ninguna  galiela,  tasa  ni  recargo ; y sólo  las  tiendas,  almacenes  ó 
puestos  habituales  do  venta  al  pormenor  están  sujetos  á los  im- 
puestos municipales  (4). 

No  se  opone  á este  principio  del  libre  tráfico  interior  la  prohi- 
bición legal  de  que  ninguna  sociedad  mercantil  comercie  en  gra- 
nos ni  otras  sustancias  alimenticias  de  cualquiera  especie  (5),  ni 
la  relativa  á negar  la  autorización  del  Gobierno  á toda  compañía 
que  se  dirija  á monopolizar  las  subsistencias  ú otros  artículos  de 
primera  necesidad  (6).  Cualquiera  que  sea  el  juicio  que  se  forme 
de  estas  providencias,  es  lo  cierto  que  el  Gobierno  entendió  pro- 
teger la  libertad  del  comercio  purgándola  de  sus  abusos. 

¡1)  Real  orden  de  10  de  Marzo  de  1835. 

(2)  Leyos  11, 12  y 13,  tít.  iix,  lib.  VII,  Nov.  Recop, 

(3)  Ibíd.,  ley  10. 

(4)  Real  decreto  de  20  de  Enero  de  1834. 

(o)  Leyes  11  y 18,  tít.  zix,  lid.  Vil,  Nov.  Recop.,  y real  orden  de  14  do  Marzo  de  1841. 

(tí)  Ley  de  28  de  Enero  de  1848,  art.  3. 
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Las  autoridades  deben  procurar  que  se  establezcan  en  los  pue- 
blos mercados  periódicos  de  granos  y semillas,  sin  otras  limita- 
ciones que  las  reglas  de  orden  y policía  urbana.  Son  estos  mer- 
cados puntos  de  concurrencia  para  la  mayor  facilidad  del  tráfico, 
sin  el  propósito  de  impedir  las  ventas  ó contratos  que  fuera  de 
ellos  se  puedan  concertar.  Los  expertos  medidores  y sirvientes 
que  hubiere  en  ellos  no  intervienen  en  las  operaciones  del  tráfico 
sino  llamados  á voluntad  y elección  de  Jas  partes  interesadas,  ó 
de  oficio  por  el  jefe  de  la  policía  del  mercado  en  caso  de  con- 
troversias ó dudas  que  las  mismas  sometan  á su  decisión  ar- 
bitral. 

Las  disposiciones  referidas  son  aplicables  al  comercio  que  se 
haga  por  cabotaje  de  uno  á otro  punto  marítimo  de  la  Penín- 
sula (1). 

Confirman  la  legislación  que  declara  enteramente  libre  y ex- 
pedito el  tráfico  interior  de  granos  y demás  producciones  de 
unas  á otras  provincias  de  la  monarquía,  pudiendo  dedicarse  á 
él  los  ciudadanos  de  todas  clases,  almacenar  sus  acopios  dónde 
y como  mejor  les  parezca,  y venderlos  al  precio  que  más  les  aco- 
mode sin  necesidad  de  matricularse  ni  de  llevar  libros  ni  de  re- 
coger testimonio  de  las  compras,  leyes  posteriores  que  procla- 
man y aseguran  la  libertad  de  comprar  y vender  granos,  harinas, 
comestibles,  frutos,  géneros  y mercaderías  en  toda  la  extensión 
del  reino,  reputando  cualquiera  oposición  un  atentado  contra  la 
propiedad  y seguridad  de  los  ciudadanos,  y mandando  sean  tra- 
tados los  culpados  como  perturbadores  del  orden  y reposo  públi- 
co. Los  gobernadores  de  provincia  deben  proteger  por  todos  los 
medios  que  estuvieren  á su  alcance  y les  sugiera  su  celo  á cuan- 
tos se  ocupen  en  esta  industria,  auxiliándolos  en  caso  de  nece- 
sidad con  la  fuerza  armada.  En  efecto,  si  en  cada  pueblo  {decia 
el  Gobierno)  se  dificulta  la  libre  salida  y venta  por  razón  de  ca- 
restía, se  hará  esta  mayor  y habrá  una  miseria  imaginaria  difícil 
de  remediar,  sin  motivo  verdadero  para  ella  (2). 

1890. — Exceptuáronse  al  i)rincipio  de  esta  regla  común  los  tri- 
gos de  las  Baleares  por  la  facilidad  que  su  introducción  presta- 
ba al  contrabando;  si  bien  se  otorgaron  después  á dichas  islas 


(1)  Real  decreto  de  29  de  Enero  de  1831. 

(2)  Real  orden  do  28  do  Julio  de  1824,  decreto  do  lae  Cortea  do  3 de  Junio  de  1813,  rosta- 
Mecido  on  8 de  Setiembre  de  1836,  art.  0,  y real  órden  de  T do  Agosto  de  185G. 
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iguales  franquicias  que  gozaban  los  pueblos  de  la  Península,  sal- 
vo el  requisito  de  presentar  los  dueños  ó consignatarios  de  los 
cargamentos  un  certificado  del  gobernador  de  aquella  provincia, 
para  acreditar  que  los  frutos  eran  producción  del  país,  sin  cuya 
circunstancia  no  se  permitía  su  desembarco  (1);  y por  liltimo,  á 
la  formalidad  ántes  dicha  se  agregaron  otras,  como  formar  un 
cálculo  del  excedente  de  la  producción,  examinar  la  medida,  peso 
y calidad  del  trigo  y hacer  su  cotejo  con  el  escandallo  por  medio 
de  peritos,  habilitando  solamente  cinco  puertos  para  este  co- 
mercio (2). 

1891.  — Las  mismas  razones  de  conveniencia  pública  fueron 
causa  de  abolir  las  hermandades,  gremios  y montes  píos  de  viñe- 
ros en  todo  el  reino,  quedando  en  plena  libertad  la  circulación, 
compra  y venta  de  vinos  de  cualquiera  clase,  satisfaciendo  los 
derechos  legítimamente  establecidos.  Por  lo  mismo  los  coseche- 
ros y tratantes  son  dueños  de  estipular  en  dichas  compras  y ven- 
tas lo  que  más  les  convenga  en  orden  al  tiempo,  precio,  modo, 
cantidad  y demás  circunstancias,  cualesquiera  que  sean  los  usos, 
costumbres  y ordenanzas  en  contrario.  También  fueron  anulados 
y abolidos  todos  los  impuestos  que  percibían  aquellas  herman- 
dades, aunque  estuviesen  autorizados  por  sus  ordenanzas  ó de 
otro  modo,  y cualquiera  que  hubiese  sido  el  objeto  de  su  con- 
cesión (3). 

1892.  — La  venta  de  las  lanas  estaba  sujeta  al  derecho  de  tan- 
teo concedido  á los  ñibri cantes  del  reino  (4);  sistema  de  protec- 
ción que  debía  arruinar  á la  ganadería.  La  libertad  absoluta  de 
competencia  entre  los  ganaderos  y propietarios  de  lanas  y los 
especuladores  en  esta  materia  primera  de  tantos  y tan  importan- 
tes ramos  de  fabricación,  es  el  único  medio  eficaz  de  fomentar  su 
producción  de  un  modo  permanente.  El  Gobierno  por  fin  lo  re- 
conoció así,  y fundándose  en  los  principios  de  la  ciencia  econó- 
mica, declaró  primero  que  fuese  exenta  de  todo  derecho  á su  sa- 
lida, y luego  se  abstuvo  de  toda  intervención  en  el  tráfico  de  las 
lanas,  devolviéndole  su  natural  libertad  sin  más  trabas  que  las 


(1)  Reales  órdenes  de  11  de  Febrero  de  1824, 24  de  Marzo  de  1826, 11  de  Noviembre  de  1828, 
2í)  de  Enero  de  1835  y 1 de  Marzo  de  1839. 

(2)  Real  Orden  do  13  de  Julio  da  1839. 

(3)  Real  decreto  de  30  de  Julio  de  1816,  real  orden  de  5 de  Febrero  de  1831  y real  decreto 
de  25  de  Febrero  de  1834. 

(4)  Leyes  16, 11  y 18,  tit.  xm,  lib,  X,  Nov.  Recop. 
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que  el  interés  del  órden  y la  conveniencia  pública  reclaman  en 
todo  contrato  de  compra  y venta  (1). 

1893.  — Sobre  el  pescado,  seda,  trapo,  lino,  cáñamo,  sosa  y bar- 
rilla pesaba  también  el  gravámen  del  tanteo  (2),  que  si  á prime- 
ra vista  parece  un  privilegio  inofensivo  al  vendedor,  es  en  rea- 
lidad una  carga  muy  enojosa,  porque  alejando  á los  compradores 
no  privilegiados,  disminuye  las  demandas  y se  abaratan  los  pre- 
cios. El  espíritu  reformador  de  la  época  acabó  con  estos  abusos 
tan  funestos  á la  riqueza  púbUca,  y se  declaró  libre  la  venta  y 
extracción  de  aquellos  objetos,  así  como  la  de  vinos,  aguardien- 
tes, licores,  frutas  y esparto  por  cualquier  título,  sin  sujeción  á 
otra  formalidad  ó condición  que  las  que  recíprocamente  esta- 
blezcan entre  sí  los  contratantes  (3). 

1894.  — Está  abolida  toda  tasa  sobre  el  interés  del  capital  en 
numerario  dado  á préstamo,  podiendo  pactarse  convencional- 
mente el  interés  del  simple  préstamo,  y reduciendo  el  pacto  á 
escritura,  pena  de  nulidad  durante  el  término  del  contrato.  Los 
intereses  vencidos  y no  pagados  no  devengan  intereses;  pero 
transcurrido  el  plazo,  los  liquidados  y no  satisfechos  pueden  ca- 
pitalizarse y estipular  los  interesados  nue^ms  réditos  sobre  el 
aumento  del  capital.  Al  principio  de  cada  año  el  Gobierno,  oyen- 
do al  Consejo  de  Estado,  fija  el  interés  legal  que  sin  estar  pacta- 
do, debe  abonar  el  deudor  legítimamente  constituido  en  mora,  y 
en  los  demás  casos  determinados  por  la  ley.  Miéntras  no  se  fije 
este  interés,  se  considera  legal  el  de  6 por  100  al  año  (4). 

Abolidas  las  aduanas  interiores,  gozamos  hoy  de  los  benefi- 
cios de  la  abundancia  y baratura en  cuanto  pueden  ser  efecto  de 
la  circulación  y venta  de  los  géneros  y frutos  nacionales , colo- 
niales y extranjeros  completamente  libre  y desembarazada  de 
toda  formalidad  (5) . 

(1)  Real  órden  de  4 de  Mayo  de  181T  y real  decreto  de  23  de  Noviembre  de  1833. 

(2)  Leyes  11-21,  tít.  iili,  Ub.  X,  Noy.  Recop. 

(3)  Reales  órdenes  de  2 de  Diciembre  de  1823  y 18  de  Mayo  de  1827,  real  decreto  do  10  de 
Diciembre  de  1833,  y real  órden  de  6 de  Marzo  de  1834. 

(4)  Ley  de  14  de  Marzo  de  1856. 

(5)  Real  decreto^de  1.“  de  Agosto  de  1847. 
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Artículo  2." — Comercio  exterior. 


1895.— Comercio  exterior. 
1890. — Sistema  protector. 

1897. — Libertad  del  comercio. 

1898.  — Exportación. 

1899.  — Importación. 


1900. — Derecho  diferencial. 

1901. — Tráfico  de  cereales. 

1902. — Legislación  restrictiva. 

1903. — Reforma, 

1904. — Extracción  de  la  moneda. 


1895.  —Todos  los  economistas  opinan  en  pro  de  la  libertad  más 
amplia  del  comercio  interior;  pero  no  todos  juzgan  de  igual  mo- 
do el  comercio  extranjero.  Doctrinas  legadas  por  el  sistema  pro- 
hibitivo, intereses  creados  á la  sombra  de  las  leyes,  derechos 
adquiridos  y antiguos  hábitos  favorables  á la  protección,  son  los 
obstáculos  poderosos  que  atajan  el  curso  de  las  ideas  de  libertad 
mercantil. 

y en  efecto,  debe  la  adniinistracioii  tenerlos  en  cuenta,  por- 
que si  el  economista  puede  prescindir  de  las  circunstancias  de 
tiempo,  lugar  y espacio,  y de  verdad  en  verdad  elevarse  hasta  la 
concepción  de  una  teoría,  el  estadista  se  halla  obligado  á inqui- 
rir si  la  sociedad  la  acepta  como  aplicable  en  todo  su  rigor,  ó si 
la  repugna  por  falta  de  analogía  entre  las  ideas  y los  hechos.  Así 
lo  aconseja  la  razón,  porque  lo  absoluto  es  del  dominio  de  la 
ciencia,  y el  de  la  política  es  lo  relativo. 

1896.  — Un  espíritu  demasiado  protector  dominó  en  nuestras 
leyes  sobre  el  comercio  externo  desde  la  mitad  dcl  siglo  xvii, 
cuando  la  autoridad  soberana  de  Golbert , ministro  de  Luis  XIV, 
diíündió  su  sistema  por  toda  Europa  y arraigó  profundamente  en 
España  mía  política  mercantil  tan  grata  al  oido  déla  nación  po- 
seedora de  las  minas  de  oro  y plata  más  ricas  del  universo.  La 
palabra  protección  signiñea  siempre  una  intervención  del  Go- 
bierno ménos  favorable  á la  industria  que  á simple  vista  parece, 
y por  eso  en  la  protección  suele  haber  exceso,  pues  protegiendo 
á todos  á ning'uiio  se  protege. 

Los  derechos  protectores  equivalen  á impuestos  sobre  lás  pri- 
meras materias  ó sobre  los  objetos  de  consumo,  y en  todo  caso 
encarecen  los  frutos  y artefactos  del  reino,  con  lo  cual  disminu- 
ye la  abundancia  y escasean  los  goces  de  la  vida. 

Tal  es  la  índole  de  la  protección,  que  toda  industria  protegida 
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vive  á expensas  de  otra  ó á costa  de  los  consumidores;  de  suer- 
te que  el  monopolio  es  en  grande  lo  que  la  protección  en  pequeño. 

Hasta  una  época  reciente  subsistió  el  sistema  comercial  pro- 
tector, es  decir,  el  principio  de  libertad  con  ciertas  excepciones, 
como  una  transición  inevitable  de  la  antigua  á otra  moderna  le- 
gislación, prevaleciendo  el  criterio  que  con  venia  continuar  pro- 
tegiendo tan  solo  aquellos  ramos  de  industria  que  después  de  un 
esmerado  análisis  de  sus  fuerzas  productivas  resultasen  capaces 
de  un  vigoroso  desarrollo,  y por  el  tiempo  prudencial  mente  ne- 
cesario á su  complemento,  término  fatal  de  la  protección  cuyo 
fin  debia  ser  el  principio  de  la  libertad. 

1897.  — Así  como  al  antiguo  régimen  prohibitivo  sucedió  el  sis- 
tema protector,  así  á éste  reemplazó  la  libertad  del  comercio  tem- 
plada con  ciertas  concesiones  á los  intereses  creados  á la  sombra 
de  la  ley,  para  que  fuese  el  tránsito  más  suave,  gradual  y casi 
insensible. 

Todas  las  mercaderías  son  hoy  admitidas  á libre  comercio  en 
la  Península  y sus  islas  adyacentes,  sin  otras  excepciones  que 
los  artículos  cuya  circulación  proliiben  las  leyes  penales,  las  de 
seguridad  pública  y las  relativas  á efectos  estancados. 

1898.  — De  consiguiente,  es  libre  la  exportación  de  todos  los 
productos  del  país  naturales  ó artificiales  de  cualquiera  especie, 
y la  de  los  géneros  nacionalizados.  Sólo  cuatro  artículos  pagan 
derechos  cuyo  máximum  no  excede  del  10  por  100.. 

1899.  — A la  importación  se  cobra  un  impuesto  llamado  dere- 
cho de  aduana,  el  cual  se  distingue  en  tres  clases: 

I.  Hay  el  derecho  eootraordinario  que  puede  llegar  en  la  ge- 
neralidad de  ios  casos  al  30  por  100  del  valor  de  las  mercaderías 
que  ántes  estaban  favorecidas  con  un  derecho  protector,  y al  35 
del  de  aquellas  que  hasta  aquí  se  hallaban  prohibidas  y se  deter- 
minan en  el  arancel , y de  las  que  por  lo  elevado  de  su  precio,  ó 
por  ser  de  general  consumo,  aunque  no  de  absoluta  necesidad, 
pueden  soportar  el  recargo. 

Durante  seis  años,  á contar  desde  1 de  Julio  de  1870,  los  dere- 
chos extraordinarios  debian  ser  inalterables.  Pasado  este  plazo, 
empezaban  á reducirse  gradualmente  desde  el  séptimo  hasta  el 
duodécimo  año  y descendían  al  nivel  del  máximum  de  los  fiscales. 

II,  El  derecho  fiscal  tiene  por  límite  el  15  por  100  del  valor 
de  la  mercadería. 


TOMO  n. 
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III,  El  de  balanza  consiste  en  una  pequeña  cantidad  por  uni- 
dad de  cuento,  peso  ó medida. 

j900. — Fué  suprimido  ei  derecho  diferencial  de  bandera,  ó 
privilegio  de  cargamento  en  favor  de  la  marina  mercante  espa- 
ñola, y convertido  en  im  derecho  lijo  y moderado  respecto  á 
ciertas  mercaderías  hasta  el  l.“  de  Enero  de  1872,  en  cuya  fecha 
debieron  quedar  igualados  por  completo  el  pabellón  nacional  y 
los  extranjeros. 

No  se  concede  exención  ni  rebaja  de  los  derechos  de  arancel 
á ninguna  industria,  establecimiento  público,  sociedad  ni  per- 
sona (1). 

1901.  — Hemos  visto  que  el  tráfico  interior  de  granos  y semi- 
llas era  absolutamente  libre ; pero  no  así  el  exterior  que  se  ha- 
llaba sujeto  á ciertas  restricciones,  ya  con  el  ánimo  de  proveer 
al  abastecimiento  de  la  nación  en  circunstancias  extraordinarias, 
ya  con  la  mira  de  proteger  nuestra  agricultura. 

1902.  — Por  estas  causas  estaba  proliibida  la  importación  de 
harinas  y granos  extranjeros  indefinidamente  en  las  provincias 
en  donde  el  precio  de  los  nacionales  no  llegaba  á setenta  reales 
vellón  la  fanega  de  trigo  y ciento  diez  el  quintal  de  harina,  y no 
se  sostenían  dichos  precios  por  tres  semanas  consecutivas  en  los 
principales  mercado  ^ litorales,  considerándose  de  esta  clase  los 
tres  de  provincias  limítrofes  de  la  costa. 

Los  precios  de  setenta  y ciento  diez  reales  respeedivamente 
eran  el  regulador  general  de  todos  los  granos  y semillas,  pues 
que  éstas  siguen  siempre  el  inovimienío  del  trigo  y de  la  harina. 
Sin  embargo,  si  en  circunstancias  particulares  el  precio  de  los 
granos  y semillas  alimenticias  dejase  de  guardar  con  el  trigo  la 
proporción  ordinaria  ó escasease  notablemente  sin  que  el  pre- 
cio del  grano  regulador  llegase  ai  máximo,  los  gobernadores 
de  provincia  podían  proponer  al  Gobierno  lo  conveniente;  y 
lo  mismo  debían  hacer  cuando  muchos  y bien  comparados  da- 
tos indicasen  algún  dia  la  necesidad  de  variar  el  precio  regu- 
lador. 

En  el  caso  de  ser  permitida  la  importación  de  cereales,  no 
pagaban  impuesto  alguno  en  bandera  nacional,  y satisfacían 

H j >íoviembre  de  1868 ; ley  del  presupuesto  de  ingresos  do  30  de  Junio 

ae  mw,  apend.  C;  Aranceles  de  aduanas  aprobados  por  decreto  de  12  de  Julio  de  1869  y or- 
denanzas da  aduanas  aprobadas  por  decreto  do  15  de  Julio  de  1870.  ’ 
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tm  módico  derecho  diferencial,  viniendo  con  bandera  extran- 
jera (i). 

1903,  — Esta  legislación  restrictiva  con  dificultad  podia  resistir 
la  corriente  de  la  opinión  cada  vez  más  impetuosa  en  favor  de 
la  libertad  del  comercio  de  granos.  El  trigo  es  mi  amigo,  dijo 
Galiani,  y venga  de  donde  viniere,  sea  bien  venido.  Al  clamor 
de  algunos  produ(*tores  pidiendo  protección  á la  agricultura  res- 
pondían en  tumulto  los  consumidores  interesados  en  comprar  el 
pan  barato. 

Aun  subsistiendo  la  restricción,  era  forzoso  que  el  Gobierno 
abandonase  el  sistema  de  puertas  abiertas  y puertas  cerradas  que 
no  se  compadece  con  el  curso  ordinario  y regular  del  comercio. 
Tener  el  Gobierno  en  su  mano  la  balanza  del  mercado  y seguir 
las  indicaciones  del  precio  regulador  es  una  tarea  tan  árdua  y 
estéril,  que  con  razón  pareció  preferible  un  derecho  único  y fi- 
jo, un  dato  cierto  para  fundar  los  cálculos  de  toda  especulación 
en  cereales. 

La  exportación  era  libre,  y para  más  facilitarla,  la  ley  decla- 
raba exentos  de  todo  derecho,  arbitrio  ó gabela  la  harina,  trigo 
y demás  granos  y semillas  que  se  extrajesen  de  la  Península  ó 
Islas  adyacentes  por  los  puntos  de  la  frontera  y puertos  habili- 
tados para  el  comercio  extranjero,  pudiendo  el  dueño  de  aque- 
llos artículos  embarcarlos  como  y cuando  quisiese,  y llevarlos  á 
bordo  en  los  botes  v lanchas  de  su  elección,  no  obstante  cuales- 
quiera  privilegios  en  favor  de  particulares  ó corporaciones  (2). 

Y en  efecto,  el  trigo,  cebada,  centeno,  maíz  y demás  granos 
comprendidos  en  la  clase  de  sustancias  alimenticias  pagan  un 
derecho  de  introducción  que  no  excede  del  15  por  100,  y las  ha- 
rinas el  correspondiente  al  grano  de  que  se  deriven,  y además 
un  50  por  100  (3). 

1904.  — La  extracción  de  la  moneda  estaba  antiguamente  pro- 
hibida bajo  penas  las  más  rigorosas,  tales  como  Ja  confiscación 
de  todos  los  bienes,  y aun  la  de  muerte  decretada  por  los  Reyes 
Católicos  á ruego  de  los  procuradores  de  Cortes  en  las  de  Tole- 
do de  1480. 

(1)  Decreto  de  las  Cortes  de  5 de  Agrostu  de  1820,  órden  de  las  mismas  da  29  de  Judío 
de  1821,  reales  órdenes  de  IT  da  Febrero  y 23  de  Junio  de  1824  y real  decreto  do  29  de  Enero 
de  1834. 

(2)  Real  órden  de  24  de  Diciembre  de  1819  y real  decreto  de  29  do  Enero  de  1834. 

(3)  Arencelea  de  aduanas  de  12  de  Julio  de  1869. 
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Hallábase  la  opinión  extraviada,  ya  porque  estimaba  en  más 
de  lo  justo  los  metales  preciosos,  y ya  sobre  todo  porque  con- 
fundiendo las  causas,  temia  se  renovasen  las  calamidades  que 
afligieron  los  reinos  de  Castilla  en  los  tiempos  de  Enrique  lY. 
Hoy  prevalece  diferente  doctrina  (I).  Mejores  ideas  de  econo- 
mía política  y una  convicción  profunda  de  la  ineficacia  de  las  le- 
yes relativas  á detener  el  dinero,  fueron  causa  de  abandonar  la 
antigua  prohibición  vana  y ociosa,  porque  cuando  no  hay  per- 
miso de  salir,  se  escapa  por  los  poros.  El  numerario  afluye  na- 
turalmente hácia  donde  más  vale,  es  decir  hácia  donde  más  es- 
casea, y esta  invencible  propensión  al  equilibrio  asegura  á cada 
pueblo  la  posesión  constante  de  la  cantidad  necesaria  para  sus 
cambios.  La  riqueza  nacional  se  compone  de  la  totalidad  de  sus 
capitales  y rentas,  y en  aquéllos  y en  éstas  entra  por  muy  poco 
el  dinero,  guardada  proporción  con  los  demás  valores. 

No  obstante  verdades  tan  obvias,  anduvo  el  Gobierno  muy 
perplejo  para  declarar  libre  la  extracción  del  oro  y plata  amone- 
dados. Permitióse  la  exportación  (2);  revocóse  el  permiso  rela- 
tivamente á toda  clase  de  plata  amonedada,  labrada  ó en  pasta, 
excepto  la  procedente  de  las  minas  de  la  Península  y solamente 
hasta  que  restablecido  el  curso  natural  de  las  especies  fuese  Ja 
prohibición  modificada  ó revocada  (3);  hízose  absoluta  (4),  y al 
fin  tornaron  ios  principios  á ejercer  su  imperio,  si  bien  puede 
asegurarse  que  jamás  lo  habían  perdido  enteramente,  pues  las 
últimas  restricciones  fueron  dictadas  como  reglas  de  circunstan- 
cias y con  el  carácter  de  transitorias. 

Hoy  está  permitida  la  extracción  de  la  moneda,  por  haber  ce- 
sado (dijo  el  Gobierno)  las  causas  do  la  prohibición  (5). 


CAPÍTULO  XXVII. 

De  la  asociación  industrial  y mercantil. 

1905. —Utilidad  de  la  asociación,  1907.— Dos  sistemas. 

1906.  Deberes  del  Gobierno.  1908, — Intervención  de  la  autori- 

(1)  Real  cédula  de  15  de  JxUio  de  1784  y real  orden  de  8 de  Octubre  de  1814. 

(3)  Real  orden  de  29  de  Junio  de  1846. 

(3)  Real  orden  de  19  de  Tunio  de  1847. 

(4)  Real  decreto  de  30  de  Junio  de  1848.  ' ' 

(5)  Real  Orden  de  2 do  Noviombre  de  1849. 
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dad, 

1909.  —Libertad  de  asociación. 

1910.  — Doble  legislación. 

1911.  — Sociedades  anónimas  antes 

de  la  reforma. 

1912.  — Autorización. 

1913.  — Sus  efectos. 

1914.  — Sociedades  concesionarias 

de  obras  públicas. 

1915.  — Empresas  de  ferro-carriles. 

1916. — Delegados  del  Gobierno, 

1917. — Sociedades  especiales  mi- 

neras. 

1918.  — Modo  legal  de  constituirlas. 
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1919. — Sociedades  para  la  reden- 

ción ó sustitución  del  ser- 
vicio militar. 

1920. — Sociedades  de  socorros  mú- 

tuos  entre  obreros. 

1921.  — Legislación  posterior. 

1922.  — Supresión  de  los  inspecto- 

res de  las  sociedades. 

1923.  — Libre  creación  de  bancos  y 

formación  de  sociedades. 

1924. — Exclusión  de  privilegios. 

1925.  — Limitación  al  principio  de 

libertad. 


1905.  — Hay  en  todos  los  pueblos  una  inmensa  cantidad  de  va- 
lores que  se  pierden  ó no  reciben  la  forma  y el  desciiif)  de  capita- 
les, porque  su  pequefiez  y debilidad  no  estimulan  á encaminarlos 
hácía  la  producción;  mas  si  una  fuerza  atractiva  los  reúne  en  un 
centro,  se  convierten  estos  átomos  de  riqueza  perdidos  en  el  es- 
pacio por  su  aislamiento,  en  un  foco  inmenso  de  producción,  el 
cual  estimula  el  desarrollo  de  la  prosperidad  así  pública  como 
privada.  La  suma  de  cortas  economías  que  cada  individuo  des- 
precia ó deja  de  hacer  por  no  saber  aprovecharlas,  agregando 
una  molécula  de  capital  á otra  molécula  y á cien  más  y trabándo- 
las entre  sí  por  medio  de  la  asociación,  es  siempre  mucho  más 
considerable  que  la  deslumbradora  y tal  vez  aparente  grandeza 
de  las  mayores  fortunas. 

No  se  realiza,  pues,  esta  asociación  en  el  Gobierno  que  cen- 
traliza en  su  mano  todos  los  elementos  de  producción  existentes 
en  el  estado,  sino  en  los  particulares  unidos  con  el  lazo  común 
de  los  intereses  recíprocos  y formando  una  sociedad  ó compa- 
ñía; sistema  que  concilla  las  ventajas  del  federalismo  con  la  uni- 
dad de  acción,  la  dirección  con  el  pensamiento  y la  simultanei- 
dad de  esfuerzos  con  la  pronta  ejecución. 

1906.  — ^Gumple  al  Gobierno  favorecer  el  desarrollo  del  espíritu 
de  asociación  mercantil,  porque  rniéntras  la  sociedad  fuere  más 
activa,  ménos  solícita  podrá  serla  administración.  Guando  la  na- 
ción camina  por  sí  misma,  el  Gobierno  descansa  en  los  esfuerzos 
individuales,  y en  vez  de  dar  im[iulso  ó imprimir  movimiento, 
se  limita  á desempeñar  el  ministerio  de  regulador  de  la  actividad 
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é intelig'encia  de  los  particulares.  Al  espíritu  de  asociación  es  la 
Inglaterra  deudora  de  la  mayor  parte  de  sus  vias  de  comunica- 
ción y de  sus  establecimientos  de  enseñanza,  de  beneficencia,  de 
represión  y otros;  en  suma,  el  inmenso  progreso  moral  y mate- 
rial de  la  Gran  Bretaña,  más  se  debe  al  pueblo  que  al  Gobierno 
mismo. 

1907.  — Dos  sistemas  pueden  adoptarse  en  materia  de  socieda- 
des mercantiles , ambos  fundados  en  buenas  razones , ambos  sos- 
tenidos por  elocuentes  partidarios,  y ambos  en  fin  á su  vez  do- 
minantes en  las  altas  esferas  del  Gobierno,  el  uno  amigo  de  la 
intervención  de  la  autoridad,  y el  otro  que  proclama  la  libertad 
de  la  (contratación. 

1908.  — Dicen  los  defensores  del  primero  que  es  necesaria  la 
autorización  legal  como  garante  de  que  una  empresa  no  es  una 
red  tendida  á la  credulidad  del  público,  ni  el  objeto  de  una  espe- 
culación ilícita  ó imaginaria,  ni  haj'-  un  mero  proyecto,  una  idea 
sin  fundamento  alguno,  sino  un  negocio  positivo;  y en  fin  que 
la  intervención  de  la  autoridad  es  prenda  segura  de  que  los  ca- 
pitales anunciados  existen  en  efecto  y son  proporcionados  al  ta- 
maño de  la  empresa,  y ofrece  á los  socios  medios  de  ejercer  una 
justa  vigilancia  en  la  administración  de  sus  intereses. 

Una  libertad  absoluta  legitima  el  desenfnmo  del  egoísmo,  el 
cual  puede  conducir  las  compañías  de  comereño  á simples  medios 
de  decepción,  esparciendo  acciones  que  acaso  ningún  valor  re- 
presentan y enredando  las  fortunas  de  los  incautos  bajo  la  fe, 
demasiadas  veces  desmentida^  de  promesas  seductoras.  En  las 
sociedades  anónimas  por  ejemplo,  en  las  cuales  no  se  conocen 
gerentes  personalmente  responsables,  y por  punto  general,  en 
todas  las  compañías  por  acciones,  conviene  la  autorización  del 
Gobierno  prévias  ciertas  formalidades  y cautelas  especiales,  á 
fin  de  que  los  interesados  en  ellas  no  vean  comprometidos  sus 
intereses  y quizás  malversada  su  hacienda  en  manos  de  torpes  ó 
inmorales  especuladores. 

1909.— Reponen  los  adversarios  que  la  intervención  oficial  es 
un  atentado  contra  el  derecho  de  asociación,  que  vulnera  la  jus- 
ticia, que  nada  precave,  y reduce  á la  impotencia  una  poderosa 
máquina  económica,  condenando  á los  pueblos  á perpétua  po- 
breza y ruina.  Añaden  que  la  inspección  del  Gobierno  es  iluso- 
ria, porque  su  fiscalía  es,  como  todas  falible  y ciega,  estéril  para 
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el  bien,  y sólo  para  el  mal  fecunda.  Creada  iina  sociedad,  el  Go- 
bierno, por  medio  de  sus  agentes,  la  observa  y persigue,  multi- 
plica las  precauciones,  vigila  sus  a(‘tos,  mata  su  espontaneidad, 
y de  tal  modo  la  envuelve  y aprisiona,  que  no  le  queda  voluntad 
propia,  ni  en  buena  ley  se  puede  exigir  á sus  gerentes  respon- 
sabilidad alguna. 

«Lo  que  con  semejante  legislación  anti~económiGa  se  consigue 
(continúan)  es  poner  trabas  al  comercio  y á la  industria,  anular 
el  espíritu  de  asociación,  dificultar  la  constitución  de  las  compa- 
ñías bajo  principios  racionales  y justos,  adormir  á los  accionis- 
tas en  una  mortal  confianza,  sustituir  al  celo  verdaderamente 
interesado  el  celo  oficial,  ma+ar  la  educación  del  pueblo,  educa- 
ción que  sólo  con  la  práctica  y la,  experiencia  se  consigue,  y acos- 
tumbrar en  fin,  á ios  ciudadanos  á vivir  en  perpéíua  tutela,  sin 
que  al  menos  la  protección  administrativa  les  libre  de  despertar 
im  dia,  ó inicuamente  despojados  ó arruinados  en  buena  ley  y 
con  todos  los  requisitos  reglamentarios  por  causa  de  malos  ne- 
gocios, ó por  una  de  esas  crisis  á las  que  ni  los  Gobiernos  ni  los 
particulares  pueden  oponerse  jamás  (1). 

1910.  — La  índole  de  este  libro  no  permite  mediar  en  tan  re- 
ñida contienda.  La  polémica  no  cabe  en  el  círculo  que  nos  traza 
la  exposición  del  derecho  constituido,  bien  que  no  renunciemos 
á la  crítica.  Lo  cierto,  lo  positivo  y fuera  de  controversia  es  que 
al  proclamar  el  Gobierno  provisional  la  libertad  de  asociación 
para  lo  venidero  respetó  el  modo  de  ser  de  las  sociedades  anó- 
nimas que  halló  constituidas,  faculti  adolas  para  elegir  en  junta 
general  de  accionistas  entre  continuar  sometidas  á la  ley  vigen- 
te al  tiempo  de  su  creación,  ó de  regirse  por  el  Código  de  Co- 
mercio como  todas  las  nuevas;  con  lo  cual  por  tercera  vez  tro- 
pezamos con  (d  dualismo  ó la  existencia  simuUánea  de  dos  siste- 
mas contrarios  (2). 

Esta  confusión  nos  obliga  á exponer  e\  derecho  anterior  y 
posterior  á la  libertad  de  asociación,  puesto  que  el  uno  y el  otro 
conservan  su  fuerza  y vigor. 

1911.  — Filé  condición  particular  de  las  sociedades  anónimas 
que  las  escrituras  de  su  establecimiento  y todos  sus  reglamentos 
hubiesen  de  sujetarse  al  e.xámen  del  Tribunal  de  Comercio  res- 


(1)  preámbulo  al  decroto-ley  do  28  do  Octubre  do  186S- 

(2)  Decreto  de  28  de  Üctut.*re,  art.  4. 
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pectivo  (1);  mas  como  la  experiencia  hubiese  acreditado  lo  débil 
é ínefica/-  de  esta  precaución,  juzgó  el  Gobierno  necesario  am- 
pliar las  que  la  ley  exigía  á las  sociedades  colectivas  y comandi- 
tarias, si  dividiesen  el  todo  ó una  parte  de  su  capital  en  acciones. 

El  Gobierno  persuadido  de  que  la  especulación  iba  por  sende- 
ros peligrosos  atropellando  la  fortuna  de  millares  de  familias 
crédulas  en  demasía,  mandó  como  regla  provisional  que  los  Tri- 
bunales de  Comercio  suspendiesen  conceder  su  aprobación  á las 
escrituras  sucesivas  de  establecimiento  (2).  Poco  después  dictó 
providencias  interinas  con  ánimo  de  favorecer  el  desarrollo  del 
espíritu  de  asociación,  protegiéndolo  contra  sus  propios  excesos 
y extravíos,  porque  en  efecto  lo  viciaba  y corrompía  y lo  des- 
acreditaba ante  los  hombres  de  buena  fe  y conciencia  timorata 
multitud  de  fráudes  que  la  moral  reprueba  y condenan  las  le- 
yes (3);  y por  último,  el  poder  legislativo  regularizó  su  acción 
sujetándolo  á condiciones  que  sin  extinguir  el  amor  á las  emi)re- 
sas  útiles,  libertasen  á los  incautos  de  caer  en  las  redes  de  un 
interés  individual  ciego,  indiscreto  ó egoísta. 

1912,  — No  podía  constituirse  ninguna  sociedad  anónima  de  cré- 
dito sino  en  virtud  de  autorización  legislativa  ó administrativa. 
Por  regla  general  bastaba  la  concesión  del  Gobierno  en  forma 
de  real  decreto  para  la  organización  de  las  sociedades  anónimas; 
pero  las  personas  interesadas  podian  acudir  por  conducto  del  Go- 
bierno á las  Cortes  para  constituirlas  medíante  una  ley  especáal. 

El  Gobierno  negaba  su  autorización  en  los  casos  siguientes: 

I.  Si  el  objeto  de  la  compañía  no  era  una  empresa  de  utilidad 
pública. 

II.  Si  tendía  á monopolizar  las  subsistencias  ú otros  artículos 
de  primera  necesidad. 

El  Gobierno,  oyendo  al  Consejo  de  Estado,  concedía  la  autori- 
zación administrativa;  y si  procedía  la  legislativa,  se  reservaba 
someter  á las  Cortes  el  proyecto  de  ley  correspondiente.  En 
todo  caso  la  autorización  era  potestativa  en  el  Gobierno  ó las 
Cortes  y de  ningún  modo  obligatoria,  cualesquiera  que  fuesen 
las  razones  y motivos  que  recomendasen  su  establecimiento, 

1913. — Los  estatutos  y reglamentos  de  las  sociedades  debían 

(1)  Códig'o  do  Comercio,  art.  293. 

(2)  Real  orden  de  9 da  Felorero  de  164T, 

(3)  Real  decreto  de  15  de  Abril  de  l84^. ' 
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ser  aprobados  por  el  Gobierno,  oido  préviamente  el  Consejo  de 
Estado.  Esta  aprobación  obligaba  á no  alterarlos  sin  la  yohmtad 
del  Gobierno  mismo,  so  pena  de  ser  ilegal  la  reforma  y de  anu- 
lar la  autorización  concedida,  porque  se  reputaba  condicional. 
Tampoco  podían  aumentar  <5  disminuir  el  número  de  individuos 
del  consejo  de  administración  sino  prévia  la  autorización  compe- 
tente (1). 

Las  sociedades  anónimas  de  crédito  estaban  obligadas : 

I.  A presentar  todos  los  meses  al  Gobierno  y publicar  en  la 
Gaceta  un  estado  de  su  situación,  y á remitir,  siempre  que  el 
Gobierno  los  pidiese,  estados  de  caja,  cartera  y resúmenes  de 
operaciones. 

II.  A permitir  el  exámen  en  cualquier  tiempo  y ocasión  de  las 
operaciones  y contabilidad  de  las  sociedades  para  comprobar  el 
estado  de  sus  cajas,  presentando  para  ello  los  libros,  documen- 
tos y valores. 

El  Gobierno  ejercía  la  inspección  necesaria  para  afianzar  la 
observancia  estricta  y constante  de  la  ley,  pero  sin  gravar  los 
fondos,  ni  entorpecer  las  operaciones  de  las  compañías. 

Las  solicitudes  para  el  establecimiento  de  sociedades  anóni- 
mas de  crédito  debían  ir  acompañadas  de  un  documento  que 
comprobase  haber  hecho  efectivo  en  la  Caja  general  de  Depósi- 
tos el  10  por  100  del  importe  del  primor  dividendo  de  las  ac- 
ciones emitidas.  Su  duración  no  podía  exceder  de  noventa  y 
nueve  años. 

Las  acciones  de  las  sociedades  anónimas  legalmente  consti- 
tuidas tenían  la  consideración  de  fondos  públicos  para  los  efectos 
de  la  contratación  y se  publicaban  j cotizaban  en  la  bolsa  (2). 

1914.  — Las  empresas  ó compañías  concesionarias  de  obras 
públicas  podían  emitir  obligaciones  hasta  el  importe  de  la  suma 
total  del  capital  realizado,  y la  suscricion  necesaria  para  autori- 
zar su  constitución  era  el  50  por  100  del  capital  social  (3).  Esta- 
ba prohibida  toda  emisión  de  obligaciones  cuya  amortización  no 
podía  efectuarse  con  los  rendimientos  de  las  obras  dentro  del  pe- 
ríodo de  la  concesión,  y sin  acudir  al  mismo  medio  de  crédito  (4). 

1915.  — Las  empresas  de  ferro-carriles  subvencionadas  por  el 

(1}  Ley  de  18  do  Mayo  de  1862.  . 

(2)  Ley  do  28  de  Enero  y reft'laraento  de  17  de  Febrero  de  1848. 

(8)  Ley  de  11  de  Julio  y real  orden  de2.'5  de  Julio  de  1860. 

C4)  Ley  de  20  de  Enero  y real  orden  de  17  de  Febrero  de  1862. 
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estado  al  tiempo  de  publicarse  la  ley  que  aquí  citamos,  podían 
solicitar  del  Gobierno  en  circimstancias  extraordinariasy  debida- 
mente Justificadas,  la  parte  de  subvención  anticipada  que  aquel 
estimase  oportuno  otorg-arles,  siempre  que  no  excediese  de  los 
dos  tercios  de  la  suma  total,  y guardase  proporción  con  el  im- 
porte de  las  certificaciones  de  obras  ejecutadas  y del  material  fijo 
y móvil  acopiado  en  los  depósitos  de  la  misma  línea,  y abonasen 
las  compañías  concesionarias  al  Tesoro  por  las  sumas  recibidas 
el  interés  qne  el  mismo  pagase  por  la  anticipación  realizada  (1). 

1916.  — Toda  compañía  mercantil  por  acciones  que  tuviese  por 
objeto  la  coiistmccion  de  obras  públicas,  lo  mismo  que  toda  so- 
ciedad anónima  de  crédito,  estaba  sometida  á la  vigilancia  del 
Gobierno,  á cuyo  efecto  nombraba  sus  delegados  cerca  de  ellas. 

Y era  tan  importante  este  servicio,  que  si  el  delegado  por  cual- 
quiera causa  cesaba  en  sus  funciones  ó se  ausentaba,  el  gober- 
nador debía  sustituirle  sin  demora  (2). 

1917.  — Podían  formarse  sociedades  colectivas,  comanditarias 

Y anónimas  para  la  investigación  minera  y para  la  explotación 
de  minas,  escoriales  y terreros  según  lo  prescrito  en  el  Código 
de  Comercio  y demás  leyes  relativas  á la  materia,  y también 
constituirse  sociedades  especiales  mineras. 

La  sociedad  especial  minera  se  distinguía: 

I.  En  no  necesitar  capital  determinado. 

II.  En  ser  determinado  el  número  de  acciones,  las  cuales  re- 
presentaban partes  iguales  en  ios  gastos,  créditos,  pérdidas  y 
ganancias. 

La  sociedad  especial  minera  para  la  investigación  no  se  for- 
maba sin  haber  obtenido  previamente  del  gobernador  ó del  Go- 
bierno permiso  de  investigar.  L.a  de  explotación  suponía  el  cor- 
respondiente título  de  propiedad. 

Cuando  después  de  la  investigación  hubiese  la  sociedad  mine- 
ra obtenido  el  real  título  de  propiedad,  podía  convertirse  de  in- 
vestigadora en  explotadora  con  aprobación  del  gobernador. 

1918. — Para  que  las  sociedades  especiales  mineras  se  reputa- 
sen legal  mente  constituidas,  debían  otorgar  escritura  pública  y 
someterla  á la  aprobación  del  gobernador.  Esta  autoridad,  oyen- 
do al  Consejo  provincial,  y dentro  de  ios  cuarenta  dias  siguien- 

(1)  Ley  de  I.”  de  Marzo  do  1861. 

(2)  Real  orden  de  10  de  Marzo  de  1862, 
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tes  á la  presentación  de  la  solicitud,  dictaba  proTÍdencia.  Apro- 
bando, se  publicaba  su  autorización  en  los  periódicos  oficiales; 
y no  aprobando  ó dejando  correr  el  plazo  sin  resoiucion  alguna, 
los  interesados  podian  acudir  al  Gobierno,  quien  adoptaba  la  de- 
finitiva, prévia  consulta  del  Consejo  de  Estado. 

Las  acciones  eran  precisamente  nominativas;  y para  aumen- 
tar su  número  se  requeria  el  consentimiento  de  las  tres  cuartas 
partes  de  los  accionistas  y la  aprobación  del  gobernador. 

Podian  transmitirse  libremente,  tomando  razón  de  las  trans- 
ferencias el  contador  de  la  sociedad  y mediante  la  intervención 
de  corredor  autorizado,  ó en  su  defecto  de  escribano. 

Los  corredores  y escribanos  eran  responsables  civil  y crimi- 
nalmente, si  autorizaban  la  transferencia  en  favor  de  sociedades 
que  careciesen  de  existencia  legal. 

Sóbrelas  acciones  de  las  sociedades  especiales  mineras  no  era 
lícito  hacer  operaciones  á plazo  (1). 

1919.  — Las  sociedades  ó empresas  que  se  ocupaban  en  la  sus- 
titución ó redención  del  servicio  militar,  necesitaban  para  cons- 
tituirse real  autorización,  oida  la  Sección  respectiva  del  Consejo 
de  Estado.  Por  punto  general  se  negaba  esta  autorización  á to- 
das aquellas  cuyas  operaciones,  como  de  agentes  interesados, 
podian  conducir  á felsear  las  leyes. 

Cuando  las  sociedades  tenian  por  objeto  reunir  dentro  del  se- 
guro mutuo  con  la  imposición  y acumulación  de  capitales  y ré- 
ditos los  fondos  destinad; )s  á la  redención  de  la  suerte  de  solda- 
do, los  estatutos  y reglamentos  debían  establecer  que  la  reden- 
ción de  los  asociados  no  quedase  á merced  del  lucro,  especula- 
ción ó beneficio  de  los  fundadores  de  la  asociación,  considerados 
como  accionistas  no  imponentes  (2). 

1920.  — Las  sociedades  de  socorros  mutuos  entre  obreros  tam- 
bién debían  solicitar  del  Gobierno  la  autorización  competente, 
que  no  era  general  é indeterminada,  sino  concreta  á cada  caso, 
rigiéndose  hasta  donde  por  analogía  fuese  aplicable,  por  la  ley 
de  sociedades  anónimas  (3). 

1921.  — Hasta  aquí  el  sistema  de  la  intervención  de  la  autori- 
dad que  todavía  rige  para  las  sociedades  anónimas  que  existían  á 


(1)  Ley  de  6 de  Julio  do  1859 

(2)  Realea  órdeaaa  de  21  de  Mayo  de  lí*58  y 1 ” de  Julio  de  1861. 

(3)  Kealea  órdenea  de  2tí  de  Noviembre  de  1859  y 10  de  Junio  do  1861. 
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la  sai5on  que  el  Gobierno  provisional  proclamó  la  libertad  de  aso- 
ciación, salvo  si  renunciaron  á sus  derechos  adquiridos  optando 
por  la  nueva  ley. 

Derogada  la  anterior,  las  sociedades  anónimas  quedaron  so- 
metidas á las  regias  comunes  del  Código  de  Comercio,  y por 
tanto  son  del  todo  ajenas  á nuestra  particular  competencia. 
Queremos  decir  con  esto  que  faitando  la  intervención  de  la 
autoridad,  falta  la  materia  administrativa , por  lo  cual  debemos 
abstenernos  de  mayor  examen  (i). 

1922.  — Complemento  de  la  reforma  fué  la  supresión  de  los 
inspectores  encargados  de  vigilar  los  actos  y fiscalizar  las  ope- 
raciones de  las  sociedades  anónimas  (2).  El  Gobierno  declinó 
toda  responsabilidad  en  los  gerentes  conforme  á la  ley  mercantil. 

1923.  — Pusieron  las  Cortes  el.  sello  á la  reforma,  otorgando  la 
más  ámplia  libertad  de  crear  bancos  territoriales,  agrícolas  y de 
emisión  y descuento,  así  como  sociedades  de  crédito,  de  présta- 
mos hipotecarios,  concesionarios  de  obras  públicas,  de  almace- 
nes de  depósitos,  de  minas,  de  formación  de  capitales  y rentas 
vitalicias  y otras  cualesquiera  que  tengan  por  objeto  alguna  em- 
presa industrial  ó de  comercio  (3). 

Antes  de  la  promulgación  de  esta  ley  liabia  ya  el  Gobierno  su- 
primido los  comisarios  encargados  de  vigilar  el  uso  que  ios  ban- 
cos hacían  de  la  facultad  de  emitir  billetes,  cuyas  funciones  re- 
cogieron los  contadores  de  Hacienda  pública  de  las  provincias 
en  donde  aquéllos  tenían  su  domicilio,  conservando  sin  embar- 
go el  gobernador  del  Banco  de  España  y el  comisario  del  de  Bar- 
celona á causa  de  las  relaciones  que  ambos  establecimientos  de 
crédito  mantienen  con  el  Tesoro  público  (4). 

Los  bancos  y sociedades  constituidas  mediante  autorización 
del  Gobierno,  en  cuyos  estatutos  ó reglamentos  no  se  haya  pre- 
visto el  caso  de  reformarlos,  pueden  hacerlo  en  junta  general 
de  accionistas  convocada  para  este  objeto,  si  así  lo  acuerdan  por 
un  número  de  votos  que  represente  las  cuatro  quintas  partes  del 
capital  social  (5). 

1 924.  — Por  respeto  á la  libertad  que  excluye  todo  privilegio, 

(1)  Decreto  de  28  de  Octubre  de  1868. 

(2)  Decreto  de  10  de  Diciembre  de  1868. 

(3)  Ley  de  19  de  Octubre  de  1869. 

(4)  Decreto  de  10  de  Diciembre  de  1868. 

15]  Ley  de  21  do  Enero  de  1870. 
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y más  aun  todo  monopolio,  las  instituciones  de  crédito  que  se 
propongan  hacer  préstamos  hipotecarios  ú operaciones  de  cré- 
dito territorial  no  pueden  obtener  del  Gobierno  la  concesión'  de 
ningún  derecho  exclusivo  para  especular  en  ciertos  negocios, 
ó en  un  pueblo,  provincia  ó comarca  determinada  (1). 

1925. — En  consideración  á los  derechos  adquiridos  en  las  po- 
blaciones en  donde  existian  bancos  de  emisión  y descuento  al 
publicarse  la  ley  de  19  de  Octubre  de  1869,  no  pueden  estable- 
cerse otros  de  la  misma  clase  hasta  que  cesen  las  condiciones 
especiales  de  la  concesión  de  aquéllos  por  haber  expirado  el  pla- 
zo convenido,  ó por  hallarse  en  estado  de  liquidación  ó de  quie- 
bra, ó por  otra  causa  cualquiera  (2). 


CAPÍTULO  XXVIII. 

Ke  las  bolsas  de  comercio. 


1926. — Libertad  de  contratación. 
-.1927. — Ampliación  de  esta  liber- 
tad. 

1928. — Efectos  de  la  reforma. 

1929.  — Crítica. 

1930.  — Restablecimiento  de  la  le- 

gislación anterior. 

1931.  — Bolsa  de  comercio  según  la 
ley. 

1932. — Razones  en  que  se  funda 


la  intervención  administra- 
tiva. 

1933.  — Contratación  en  bolsa. 

1934.  — Efectos  públicos. 

1935.  — Creación  de  bolsas. 

1936. — Incapacidades  para  nego- 

ciar en  bolsa. 

1937.  — Agentes  de  bolsa, 

1938. —Revindicacion  de  efectos  al 

portador. 


1926. — No  contento  el  Gobierno  provisional  con  haber  decre- 
tado la  libertad  de  asociación  industrial  y mercantil,  proclamó 
la  de  la  contratación.  Partiendo  del  principio  que  el  trabajo  debe 
ser  siempre  libre  y libérrima  en  el  comerciante  la  facultad  de 
escoger  agentes  intermedios  que  le  auxilien  para  llevar  al  cabo 
sus  operaciones,  declaró  libres  los  oficios  de  agentes  de  bolsa, 
corredores  de  comercio  é intérpretes  de  navio.  Las  personas  que 
intervengan  en  esta  clase  de  operaciones  mercantiles  (dijo),  ca- 
recerán del  carácter  de  notarios,  de  suerte  que  sus  libros  ó cer- 
tificaciones no  harán  prueba  en  juicio. 


(1)  Decreto  de  5 de  Folirero  de  1869. 
(S)  Ley  cit.,  art.  14. 
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Los  agentes,  corredores  é intérpretes  que  aspiren  á ser  repre- 
sentantes y depositarios  de  la  fe  pública  en  la  contratación  de 
efectos  públicos  y en  materia  comercial,  deben  incorporarse  en 
uno  de  los  dos  colegios  que  pueda  haber  en  cada  plaza,  uno  para 
los  primeros,  y para  los  segundos  y terceros  otro,  siendo  libre 
la  entrada  dentro  de  ciertas  condiciones  de  moralidad  y respon- 
sabilidad, y el  número  de  estos  auxiliares  ilimitado  (1). 

1927.  -Perseverando  en  su  propósito  de  reducir  la  esfera  de 
acción  de  la  autoridad  en  los  negocios  particulares,  declaró  libre 
la  creación  de  bolsas  de  comercio,  casas  de  contratación,  pósi- 
tos, lonjas,  albóndigas  ú otros  establecimientos  que  tengan  por 
objeto  la  reunión  de  persona ; que  so  propongan  contratar  efectos 
públicos  ó comerciales,  frutos,  granos  y semillas,  fletes,  trans- 
portes y seguros  y toda  clase  de  operaciones  mercantiles,  otor- 
gando á sus  fundadores  entera  libertad  de  formar  los  reglamen- 
tos sin  necesidad  de  someterlos  al  exámen  ó aprobación  del  Go- 
bierno, y sólo  con  la  obliga(úon  de  dar  conocimiento  de  ellos  al 
gobernador  de  la  provincia  y á la  autoridad  local  (2). 

1928.  — No  prevalecieron  estas  reformas.  Las  vicisitudes  polí- 
ticas llamaron  al  poder  otros  hombres  de  fe  menos  viva  en  las 
excelencias  de  la  libertad  de  la  contratación  que  estamparon  en 
un  documento  oficial  las  siguientes  gravisi¡nas  razones:  «La  co- 
dicia y el  egoísmo  más  exagerados,  unidos  quizá  á otras  pasiones 
no  ménos  funestas  al  crédito  y al  honor  > de  la  nación,  han  con- 
vertido en  vituperable  licencia  la  libertad  de  la  contratación... 
Á la  sombra  de  estas  libertades  se  han  deslizado  en  el  mercado 
público  el  ágio  y la  inmoralidad  con  gravísirno  perjuicio,  no  sólo 
de  los  intereses  y del  crédito  del  Tesoro,  sino  también  de  la  for- 
tuna particular  hondamente  quebrantada.» 

1929.  — ¿A  cpüén  creer?  ¿Cederemos  á la  seducción  de  los  eco- 
nomistas que  nos  convidan  con  la  libertad  y nos  ponderan  su 
virtud  para  curar  todos  los  males,  aliviar  todos  los  dolores  y so- 
correr todas  las  miserias  de  los  pueblos,  ó tendrán  razón  contra 
ellos  los  políticos  que  invocando  el  testimonio  de  una  triste  ex- 
periencia denuncian  á la  faz  del  mundo  «el  desvario  de  las  pa- 
siones» y la  necesidad  de  «poner  saludable  correctivo»  á este 
desorden? 

(1 ; Decreto  de  íiO  de  Noviemhre  de  18Í18. 

(2)  Decreto  de  12  de  Enero  de  1869. 
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No  vacilamos  en  afirmar  que  el  criterio  de  la  moral  es  sobe- 
rano. La  libertad  cuyo  ejercicio  no  moderan  las  buenas  costum- 
bres es  un  peligro  que  la  prudencia  aconseja  evitar  por  respe- 
to á la  libertad  misma.  Si  el  interés  individual  se  extravía,  no 
solamente  es  justo,  pero  también  necesario  que  ia  autoridad  in- 
tervenga para  corregir  los  abusos  que  burlan  la  acción  de  los 
tribunales . 

1930. — Gomo  quiera  que  sea,  el  Gobierno  restableció  en  toda 
su  fuerza  y vigor  la  ley  orgánica  provisional  de  la  bolsa  de  co- 
mercio de  Madrid  y el  reglamento  para  su  ejecución,  declaran- 
do en  suspenso  la  observancia  de  los  decretos  relativos  á la  con- 
tratación libre,  hasta  que  las  Góríes  resolviesen  lo  conve- 
niente (1). 

193Í. — Así  pues,  nuestro  derecho  constituido  en  la  materia  es 
el  mismo  que  regía  ántes  de  la  reforma  iniciada  en  1868  y lle- 
vada al  cabo  en  18í)9,  según  la  cual  se  entendía  por  bolsa  la  reu- 
nión periódica  de  los  comerciantes  y agentes  públicos  que  in- 
tervienen en  sus  contratos  en  el  local  señalado  por  el  Gobierno. 

1932. — La  necesidad  de  facilitar  ciertas  contrataciones  des- 
cartándolas de  toda  foz'malidad  inútil  y embarazosa;  la  conve- 
niencia de  distinguir  el  uso  del  abuso  y declarar  cuáles  opera- 
ciones tienen  fuerza  de  obligación  civil  y cuáles  no ; el  deseo  de 
establecer  reglas  claras  y jirecisas  para  ordenar  el  comercio  de 
efectos  públicos,  y la  justa  vigilancia  sobre  los  agentes  formando 
un  gremio -con  intereses  colectivos  y garantías  de  moralidad, 
son  las  causas  principales  de  la  intervención  administrativa  en 
esta  clase  de  negocios. 

Si  bien  se  considera  el  impulso  que  ha  dado  el  siglo  á las  in- 
finitas aplicaciones  del  crédito  privado,  y cuánto  importa  á los 
Gobiernos  regularizar  sobre  todo  las  operaciones  á que  dan  lugar 
el  alza  y baja  de  los  fondos  del  estado,  barómetro  del  crédito  pú- 
blico, se  alcanzarán  sin  esfuerzo  las  graves  razones  que  se  ale- 
gan para  justificar  las  leyes  y reglamentos  relativos  á las  con- 
trataciones propias  de  la  bolsa.  El  comercio  halla  conocida  ven- 
taja en  juntarse  para  comprar,  vender,  XJrestar,  fletar,  asegurar, 
y en  suma  en  tener  un  mercado  periódico  en  donde  jmoda  verifi- 
car sus  diarias  transacciones,  sin  reducir  sus  contratos  á escrilu- 


(l)  Decreto  de  10  ele  Julio  de  1814. 
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ra  y solamente  bajo  la  fe  de  su  palabra;  recibe  asimismo  favor  en 
la  institución  de  los  testigos  de  abono  que  excusan  documentos, 
pruebas  y molestas  diligencias,  y goza  de  una  justa  protección  á 
la  sombra  de  una  Junta  Sindical  encargada  de  conservar  el  orden 
interior,  mantener  la  observancia  de  las  leyes,  el  cumplimiento 
de  los  contratos,  y aun  proveer  á su  ejecución,  inspeccionar  las 
operaciones  de  los  agentes  y publicar  el  boletín  diario  de  la  coti- 
zación. 

1933.  — Son  objetos  de  la  contratación  de  la  bolsa: 

I.  La  negociación  délos  efectos  públicos  ó sean: 

I.  Los  que  representan  créditos  contra  el  estado  y se  hallan 
reconocidos  legal  mente  como  negociables. 

II.  Los  emitidos  con  garantía  prestada  por  eí  Gobierno  y con 
obligación  subsidiaria  del  estado. 

III.  Los  emitidos  por  los  Gobiernos  extranjeros,  si  su  nego- 
ciación se  halla  autorizada  especialmente. 

II.  La  de  letras  de  cambio,  libranzas,  pagarés,  acciones  de  mi- 
nas, de  sociedades  anónimas  legalmente  autorizadas,  y cual- 
quiera especie  de  valores  de  comercio  procedentes  de  personas 
particulares. 

III.  La  venta  de  metales  preciosos  amonedados  ó en  pasta. 

IV.  La  de  mercaderías  de  toda  clase. 

V.  Los  seguros  de  efectos  comerciales  contra  todos  los  riesgos 
terrestres  ó marítimos. 

VI.  El  fletamento  de  buques  para  cualquier  punto. 

Vil.  Los  transportes  en  lo  interior  por  tierra  ó por  agua. 

1934. — Las  operaciones  sobre  efectos  públicos  pueden  hacerse 
al  contado  o á plazo ; pero  en  ambos  casos  con  la  intervención 
de  los  agentes.  Las  operaciones  á plazo  no  pueden  exceder  del  fin 
del  mes  en  que  se  verifiquen  ó fin  del  siguiente.  Para  que  tengan 
fuerza  civil  de  obligar  es  condición  indispensable  que  el  vendedor 
posea  los  títulos  que  negocia,  debiendo  entregar  al  agente  nota 
firmada  de  su  numeración.  Estas  operaciones  se  publican  en  la 
bolsa  por  medio  del  anunciador,  expresando  las  notas  el  precio 
de  la  negociación  si  es  al  contado  ó á plazo,  y pasan  á la  Junta 
Sindical  para  formar  el  boletin  de  la  cotización. 

1935. — El  Gobierno  crea  esta  clase  de  establecimientos  en  don- 
de los  considera  útiles  á las  necesidades  del  comercio.  La  contra- 
tación es  diaria,  saivas  las  fiestas  de  precepto,  y la  reunión  dura 
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dos  horas  cada  dia.  Cualquier  otra  reunión  para  operaciones  mer- 
cantiles fuera  de  la  bolsa  es  ilícita,  los  contratos  que  en  ella  se 
celebren  ineficaces  enjuicio,  y los  agentes,  corredores,  negocian- 
tes y dueños  de  las  casas  en  donde  se  junten,  quedan  sujetos  á 
responsabilidad  según  las  leyes.  Sin  embargo,  es  libre  para  los 
comerciantes  la  contratación  á domicilio,  ya  sea  directa  entre  sí, 
ya  con  intervención  de  los  corredores  ó agentes  segim  el  Códi- 
go de  Comercio. 

1936.  — Todo  español  ó extranjero  tiene  derecho  á entrar  en 
la  bolsa,  si  no  le  obsta  alguna  incapacidad  legal,  á saber : 

I.  Si  por  sentencia  judicial  se  halla  privado  ó suspenso  del 
ejercicio  de  los  derechos  políticos. 

II.  Si  ha  hecho  quiebra  y no  ha  obtenido  rehabilitación. 

IIÍ.  Si  siendo  agente  ó corredor  se  halla  privado  ó suspenso 
de  su  oficio. 

IV.  Si  ha  sido  declarado  intruso  en  los  oficios  de  agente  ó cor- 
redor. 

V.  Si  ha  dejado  de  cumplir  alguna  operación  concertada  en  la 
bolsa. 

VI.  Los  clérigos,  las  mujeres  y los  menores  de  edad  que  no 
estuvieren  legalmente  autorizados  para  contratar  y administrar 
sus  bienes. 

1937.  — Intervienen  en  las  contrataciones  ios  agentes  de  nom- 
bramiento real,  en  número  fijo  y obligados  á prestar  fianza,  los 
cuales  forman  un  colegio  regido  por  una  junta  de  gobierno  ele- 
gida por  mayoría  absoluta  de  votos.  Esta  Junta  Sindical  vigila  el 
cuerpo  de  los  agentes,  inspecciona  sus  operaciones,  examina 
sus  libros,  propone  al  Gobierno  las  providencias  convenientes, 
denuncia  las  faltas  al  tribunal  competente,  mantiene  la  discipli- 
na del  gremio  y cuida  de  la  policía  de  la  bolsa  (1). 

1938.  — No  están  sujetos  á re  vindicación  los  efectos  al  porta- 
dor expedidos  por  el  estado,  por  las  corporaciones  administrati- 
vas ó por  las  compañías  autorizadas  para  ello,  siempre  que  ha- 
yan sido  negociados  en  bolsa  con  las  formalidades  legales,  sal- 
vo el  caso  de  mala  fe  probada  en  el  comprador. 

Tampoco  son  revindicables  los  billetes  de  banco,  excepto  si 
llega  á probarse  la  mala  fe  del  poseedor  (2). 

(1)  Reales  decretos  de  lO  de  Setiembre  de  1831,  8 de  Febrero  y 9 de  Setiembre  de  1854, 

(2)  Ley  de  30  de  Marzo  de  1861. 

TOMO  n. 
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CAPÍTULO  XXIX. 

I)e  las  ferias  y mercados. 

1939. — Antigua  importancia  de  las  1942.— Diferencia  entre  las  ferias 

ferias.  y lo®  mercados. 

1940.  — Utilidad  de  los  mercados.  1943.— Legislación. 

194U>-.Deberes  de  la  administra-  1944.— Franquicia  de  derechos. 

cion. 

1939.  — En  la  infancia  del  comercio  tenian  las  ferias  una  im- 
portancia suma,  porque  siendo  la  diaria  circulación  lenta  y di- 
fícil, era  preciso  suplirla  por  medio  de  estas  reuniones  periódi- 
cas de  Atendedores  y compradores.  Así  se  explica  cómo  circula- 
ban valores  tan  considerables  en  las  celebradas  de  Medina  del 
Campo  durante  el  siglo  xvi,  sin  que  suponga  una  época  de  gran 
prosperidad  para  la  industria  española.  El  sentimiento  religioso, 
tan  AÚAto  en  la  edad  media,  inventó  las  treguas  de  .Dios  para  que 
sin  temor  de  violencias  pudiesen  las  gentes  acudir  á sus  contra- 
taciones. Los  fueros  municipales  castigaban  con  penas  severas  á ' 
los  que  turbasen  la  paz  de  las  ferias  é inquietasen  á los  merca- 
deres, fuesen  moros,  judíos  ó cristianos.  Los  reyes  concedían 
privilegios  singulares  á los  pueblos  en  donde  se  celebraban,  y fa- 
vorecían el  comercio  con  exenciones  y franquezas,  porque  feria 
(dice  elP.  Mercado)  significa  cosa  libre,  exenta  y horra. 

1940.  — Los  mercados  son  pequeñas  ferias  cuya  utilidad  prin- 
cipal consiste  en  piweer  al  abastecimiento  de  los  pueblos.  La 
multitud  de  mercados  arguye  una  producción  lánguida,  penosos 
caminos,  escasos  recursos  y leve  conocimiento  de  los  intereses 
propios,  pues  el  labrador  hallaría  más  útil  emplear  su  trabajo  en 
el  cultivo  del  suelo  ó en  una  industria  casera,  que  perder  un 
tiempo  precioso  en  recorrer  largas  distancias  en  busca  de  un 
consumidor  incierto.  Conforme  el  comercio  interior  fuere  desar- 
rollándose, así  también  se  irá  organizando  la  clase  intermedia 
de  los  productores  y consumidores,  la  cual  acercando  por  su  pro- 
pia cuenta  la  oferta  á la  demanda,  hará  cada  vez  más  raras  y 
ménos  importantes  las  ferias  y los  mercados. 

1941.  Pero  miéntras  tanto  la  administración  debe  favorecer 
estas  reuniones,  concederles  todas  las  franquicias  posibles  y mi- 
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rarlas  como  un  medio  de  prosperidad^  porque  allí  el  comercio 
especula,  los  consumidores  se  proveen  de  objetos  que  la  concur- 
rencia suele  abaratar,  y el  impulso  que  dan  á los  consumos  es 
un  estímulo  de  la  producción  y un  gran  elemento  de  vida  indus- 
trial (1). 

1942.  — Si  bien  las  ferias  tienen  de  común  con  los  mercados  la 
ventaja  de  reunir  en  un  lugar  determinado,  en  dia  fijo  y á poca 
costa  una  gran  cantidad  de  artículos,  difieren  sin  embargo  en  que 
las  primeras  se  celebran  en  períodos  más  largos  y atraen  más 
variedad  de  productos,  y las  segundas,  como  destinadas  á pro- 
veer al  habitual  consumo,  se  repiten  en  intervalos  más  cortos. 

1943.  — Nuestra  legislación  ha  sido  muy  A'ária  en  este  punto. 
Enrique  IV  prohibió  bajo  graves  penas  la  celebración  de  ferias 
y mercados  sin  real  prhdlegio,  prohibición  que  duró  hasta  nues- 
tros dias  (2).  Las  Cortes  de  Cád  iz  declararon  que  autorizar  la  ce- 
lebración de  ferias  y mercados  era  un  acto  de  la  exclusiva  com- 
petencia del  Crobierno  (3).  Una  ley  moderna  concedió  á los  Ayun- 
tamientos la  facultad  de  deliberar  acerca  del  establecimiento,  su- 
presión y traslación  de  las  ferias  y mercados,  es  decir,  que  no 
habia  acuerdo  con  fuerza  ejecutiva  mientras  no  recayese  la  apro- 
bación del  Gobierno  (4). 

En  resolución  debia  el  Gobierno  otorgar  el  permiso  de  cele- 
brar ó restablecer  sus  ferias  y mercados  á todos  los  pueblos  que 
lo  solicitasen,  si  lo  estimaba  oportuno,  prévia  la  instrucción  de 
expediente  por  el  gobernador  de  la  provincia,  en  el  cual  hiciese 
constar  el  número  de  vecinos  de  la  población,  clase  de  frutos 
ú objetos  que  constituían  su  principal  riqueza,  ferias  y mercados 
de  los  contornos  que  pudiesen  resultar  perjudicados  con  la  con- 
cesión de  otra  ú otro  nuevo,  y si  habia  lugar  acomodado  en  don- 
de se  celebrase  (5). 

Para  determinar  su  duración  prevaleció  el  criterio  que  si  bien 
deben  ser  promovidas  estas  reuniones  como  provechosas  al  co- 
mercio, su  prolongación  excesiva  entretiene  la  ociosidad,  perju- 
dica ai  trabajo,  y á veces  alimenta  el  juego  y otros  vicios  con 


(1)  Instrucción  de  30  de  Noviembre  de  1833,  art.  21. 

(2)  Luyes  1 y 2,  tit.  vii,  lib.  IX,  Nov.  Recop. 

18)  Decreto  de  las  Cortes  de  22  do  Febrero  do  1812,  restaTMecido  en  29  de  Mayo  da  1830. 

(4)  Ley  de  8 de  Enero  de  1815,  art.  81. 

(5)  Real  decreto  de  28  de  Setiembre  de  1853. 
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menoscabo  de  las  buenas  costumbres  y de  la  industria  rural  y 

fabril  ffue  conviene  fomentar  (1). 

Relajados  algún  tanto  los  vínculos  de  la  centralización  admi- 
nistrativa en  virtud  de  leyes  posteriorCvS,  las  Diputaciones  pro- 
vinciales fueron  in  vestidas  con  la  facultad  de  acordar  el  estable- 
cimiento, supresión  y traslación  de  las  ferias  y mercados,  cuyo 
acuerdo  no  era  sin  embargo  ejecutivo  hasta  que  no  obtuviese  la 
confirmación  del  gobernador  (2). 

Hoy  todo  lo  relativo  á ferias  y mercados  es  de  la  exclusiva 
competencia  de  los  Ayuntamientos,  considerando  la  ley  que  son 
materia  propia  de  la  administración  municipal  (3). 

1944. — La  concesión  de  franquicias  ó exención  temporal  ó per- 
pétua  de  derechos  compete  al  ministro  de  Hacienda,  formando 
el  gobernador  de  la  provincia  expediente  aparte,  y oyendo  á las 
autoridades  locales  (4):  así  como  la  seguridad  de  los  trajinantes, 
el  orden  en  los  puestos,  la  abundancia  de  los  comestibles,  el  so- 
siego de  las  gentes,  la  persecución  del  juego,  y en  suma,  velar 
por  la  observancia  de  todas  las  demás  reglas  de  policía,  perte- 
necen á los  agentes  inmediatos  del  Gobierno. 


CAPÍTULO  XXX. 


Pe  tos  pesos  y medidas. 


1945.  — Necesidad  de  los  pesos  y 

medidas. 

1946.  — Ventajas  de  su  uniformi- 

dad. 

1947. — Historia  legal  de  nuestro 

sistema  métrico. 

1948.  — Observaciones. 

1949. — Establecimiento  del  siste- 

ma decimal. 

1950. — Pi’ovidencias  relativas  ásu 


introducción. 

1951. — Nuevas  providencias. 

1952. — Nuevo  criterio. 

1 953 .  — Al-  repentimiento . 

1954. — Comprobación  de  los  pesos 

y medidas. 

1955. — Deberes  de  la  autoridad 

municipal. 

1956. — Abolición  de  las  cargas  so- 

bre el  peso  y la  medida. 


1945. — Hay  en  el  comercio  ciertos  instrumentos  de  cambio 


(1)  Keal  órden  de  H do  Mayo  de  1834. 

(2)  Ley  do  2ü  de  Setiembre  de  18G3,  arts.  56  y 57. 

(3)  Ley  municipal,  art.  67. 

(4)  Real  órdeu  de  7 de  Maye  de  1834. 
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cuya  intervención  es  útil,  ya  sirvan  para  determinar  la  cantidad 
de  los  objetos  que  se  dan  y reciben,  ya  se  consideren  cual  me- 
dida común  de  los  valores.  Los  pesos  y medidas  pertenecen  á la 
primera  clase,  y la  moneda  á la  segunda. 

La  utilidad  de  una  cosa  depende  de  su  relación  con  el  núme- 
ro y clase  de  nuestras  necesidades,  porque  no  basta  para  satis- 
facerlas que  el  uso  sea  adecuado,  si  no  llena,  ó si  excede  los  lí- 
mites de  nuestros  deseos.  Requiere,  pues,  el  comercio  unidades 
de  superficie  y de  volúmen  como  cantidades  de  relación  con  res- 
pecto á otras  cantidades  de  igual  especie.  De  aquí  las  medidas 
de  longitud,  las  de  capacidad  y las  de  peso  conocidas  aun  por  los 
pueblos  ménos  cultos. 

1946.  — La  primera  condición  de  todo  sistema  métrico  y pon- 
deral es  la  uniformidad,  porque  la  igualdad  de  pesos  y medidas 
facilita  el  comercio  despertando  las  mismas  ideas  acerca  de  la 
cantidad,  sin  acudir  á modestas  reducciones. 

1947.  — En  España  prevaleció  el  sistema  métrico  de  los  Roma- 
nos que  los  Godos  aceptaron  declarándolo  general  é imponiendo 
penas  á los  que  usasen  otros  distintos. 

La  invasión  de  los  Arabes  y la  desmembración  del  territorio 
en  tantas  nacionalidades  introdujeron  la  mayor  variedad  en  los 
pesos  y medidas;  mas  apénas  fueron  dilatándose  los  términos  de 
la  reconquista,  los  reyes  de  Castilla  pensaron  en  poner  coto  á 
tamaña  confusión.  La  providencia  más  antigua  en  esta  materia  es 
un  privilegio  que  D.  Alonso  el  Sabio  concedió  á Toledo  en  1261, 
en  el  cual  mandó  que  pues  su  señorío  era  uno,  fuesen  también 
unas  las  medidas  y pesos  de  sus  reinos.  D.  Alonso  XI  dictó  otras 
nuevas  para  igualar  los  pesos  y medidas  de  todos  los  lugares  de 
sus  reinos  y señaló  los  tipos;  y aunque  posteriormente  introdujo 
algunas  mudanzas  D.  Enrique  II  á petición  de  los  procuradores  á 
las  Cortes  de  Búrgos  de  1367  y Toro  de  1369,  al  fin  mandó  se 
guardase  lo  ordenado  (1). 

Las  de  Madrid  de  1435  suplicaron  asimismo  con  grande  ins- 
tancia á D.  Juan  II  la  igualación  de  los  pesos  y medidas,  y el 
rey,  accediendo  á los  deseos  del  reino,  fijó  los  tipos,  y entre  ellos 
el  marco  de  Búrgos,  la  vara  de  Toledo  y la  fanega  de  Avila,  que 
fueron  las  bases  de  nuestro  sistema  métrico  y ponderal  por  mu- 


(1)  Orden,  de  Alcalá,  tit.  xxiv,ley  única;  Cortes  de  Burdos,  pet.  S,  y Toro,  pct.  tn. 
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cho  tiempo.  Nuevos  ordenamientos  hechos  en  las  Cortes  de  Ma- 
drigal de  1488  y Toledo  en  1462  confirmaron  el  propósito  de  la 
z'e  forma. 

Los  Reyes  Católicos  dieron  la  pragmática  de  Valencia  de  1488 
para  uniformar  ios  pesos  del  oro  y plata,  á la  cual  siguió  otra 
declaratoria  despachada  en  Valladolid  el  mismo  año,  y las  de 
Sevilla  en  1491  y Tortosa  en  1496  ampliando  lo  ordenado  en  la 
anterior  respecto  á los  mantenimientos  y demás  renglones  de 
comercio.  Mandaron  construir  modelos  de  latón  y crearon  el  ofi- 
cio de  marcador  mayor  de  Castilla  con  el  encargo  de  adoptar  los 
medios  convenientes  hasta  conseguir  la  fidelidad  é igualación  de 
todos  los  pesos  y medidas;  y si  bien  en  vida  de  aquellos  monar- 
cas prestó  el  marcador  grandes  servicios,  á poco  degeneró  en 
un  empleo  lucrativo.  Otras  providencias  dictaron  D.  Fernando  y 
Doña  Isabel  relativas  al  mismo  asunto,  y hubieran  introducido 
por  fin  la  uniformidad  tan  deseada,  si  la  muerte  no  hubiese  ata- 
jado sus  proyectos  (1). 

Felipe  II  declaró  y reformó  las  leyes  de  sus  antepasados  en  1568, 
y desde  este  monar(*a  hasta  Felipe  V no  se  encuentra  ninguna 
ley  importante  acerca  de  pesos  y medidas,  de  suerte  que  en  vez 
de  adelantar  la  nación  en  este  punto,  retrocedió  por  la  inobser- 
vancia de  las  anteriores;  y aun  este  rey  limitó  su  cuidado  á pro- 
curar la  igualación  y corrección  de  los  pesos  y pesas  del  oro  y 
plata,  así  en  moneda  como  en  pasta  (2). 

Carlos  IV  en  1801  regularizó  algún  tanto  nuestro  sistema  mé- 
trico, procurando  hacerlo  extensivo  á todo  ei  reino;  y si  no  lo 
consiguió,  logró  por  lo  ménos,  ó lograron  los  Gobiernos  sucesi- 
vos generalizar  su  uso  (3). 

Adoptó  los  patrones  declarados  ya  tales  por  Alonso  XI,  arre- 
glando. el  sistema  métrico  de  la  manera  siguiente: 

Medidas  de  longitud. — Su  raíz  el  pié,  que  se  divide  en  16  de- 
dos, y el  dedo  en  mitad,  cuarta,  ochava  y dieziseisava  parte; 
también  se  divide  en  12  pulgadas  y la  pulgada  en  12  líneas. 

La  vara  ó medida  usual  para  los  usos  del  comercio  se  compo- 


¡1)  informa  de  la  vn2')ir¡o,l  ciudad  de  Toledo  sobre  igualación  de  pesos  y medidas,  por  el 
■ P.  Burriel. 

(■2)  Ley  Ll,  tit.  X,  lib.  IX.  Xqv,  Recp. 

(3)  V.  Historia  de  la  Economía  política  en  España,  t.  I,  cap.  XLVIII,  y t.  11,  capítu- 
lo LXXXVT, 
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ne  de  3 pies,  y se  divide  en  mitad,  cuarta,  media  cuarta,  ó en 
tercias  y medias  tercias. 

La  legua  consta  de  20.000  piés,  y es  el  camino  que  se  anda 
regularmente  en  una  hora. 

Medidas  de  superficie. — Para  medirlas  tierras  se  empleaban 
el  estadal  que  contenia  4 varas  ó 12  piés  de  largo:  la  aranzada,  ó 
sea  un  cuadro  de  20  estadales  de  lado,  y la  fanega  ó cuadro  de  24 
estadales  de  largo,  dividida  en  12  celemines  y cada  celemín 
en  4 cuartillos. 

Medidas  de  capacidad. — Para  los  áridos,  el  cahiz  de  12  fane- 
gas, y la  fanega  de  12  celemines,  ó bien  dividida  en  medias  fa- 
negas y cuartillas. 

Para  los  líquidos. — 'El  moyo  de  16  cántaras  ó arrobas  divisi- 
bles en  media  cántara,  cuartilla,  azumbre,  media  azumbre,  cuar- 
tillo y copa. 

Las  medidas  del  aceite  estaban  ajustadas  al  peso. 

Las  pesas  eran  el  quintal  compuesto  de  4 arrobas  divididas 
en  25  libras,  cada  libra  en  16  onzas  y la  onza  en  16  adarmes. 

La  libra  medicinal  era  de  dos  onzas  iguales  á las  del  marco  es- 
pañol, divididas  en  8 dracmas  y éstas  en  9 granos  (1). 

1948.  — Este  sistema  métrico  que  nunca  llegó  á regir  de  un 
modo  uniforme,  porque  los  pueblos  apegados  á sus  antiguas  cos- 
tumbres, siempre  se  inclinaron  en  favor  de  ios  pesos  y medidas 
provinciales  y locales,  adolece  de  graves  defectos.  Los  tipos  no 
son  inalterables,  pues  no  existe  ninguna  unidad  constante  como 
base  del  sistema,  sino  que  todos  son  convencionales.  Tampoco 
guardan  relación  entre  si,  constituyendo  cada  clase  de  medidas 
un  sistema  aparte,  ni  hay  enlace  ni  semejanza  entre  sus  respec- 
tivos múltiplos  y submúltiplos,  ni  las  divisiones  y subdivisiones 
se  ajustan  á una  escala  bastante  sencilla  para  facilitar  el  cálculo. 

1949.  — La  necesidad  de  Andar  nuestro  sistema  métrico  y pon- 
deral era  conocida,  y al  fin  se  llevó  al  cabo  esta  reforma  aceptan- 
do el  decimal.  La  unidad  fundamental  de  dicho  sistema  es  igual 
en  longitud  á la  diezmillonésima  parte  del  arco  del  meridiano 
que  va  del  polo  norte  al  ecuador  y se  llama  metro.  Dél)ese  á la 
Asamblea  Nacional  de  Francia  el  gran  pensamiento  de  buscar  en 
la  naturaleza  misma  un  tipo  generador,  y ligar  por  decirlo  así 
la  duración  del  sistema  con  la  existencia  del  mundo. 


(1)  Ley  5,  tit,  ix,  Ub.  IX,  Nov.  Recop. 
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El  patrón  de  este  metro,  hecho  de  platina,  que  se  guarda  en 
el  Conservatorio  de  Artes  de  París,  es  el  prototipo  legal  al  que 
deben  ajustarse  todas  las  medidas  y pesos  en  los  dominios  espa- 
ñoles en  la  forma  siguiente: 


MEDIDAS  LON&ITUDINALES. 


Unidad  usual.,  ...  El  metro. 


Decámetro 

Hectómetro.  . , * . 
Kilómetro.  . . . . . 
Miriámetro 


Sus  múltiplos. 

10  metros. 

100  metros. 

1.000  metros. 

10.000  metros. 


Decímetro.  . , , , , 

Centímetro 

Milímetro,  . . . , . 


Sus  divisores. 

un  décimo  del  metro, 
un  centésimo  del  metro, 
un  milésimo  del  metro. 


MEDIDAS  SUPERFICIALES. 

Unidad  usual,  ...  el  área,  igual  á im  cuadro  de  10  metros 

de  lado,  ó sea  100  metros  cuadrados. 

Sus  múltiplos. 

Hectárea..  . • . . . 100  áreas  ó 10.000  metros  cuadrados. 

Sus  divisores. 

Centiárea centésimo  dei  área,  igual  al  metro  cua- 

drado. 
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MEDIDAS  DE  CAPACIDAD  Y ARQUEO  PARA  ÁRIDOS  Y LÍQUIDOS. 


Unidad  usual. 


Decálitro.  * , 
Hectolitro.  , . 
Kilólitro. . , . 


Decilitro.  . . , 
Centilitro.  . * 


el  litro,  igual  al  voliimen  del  decíme- 
tro cúbico. 

Sus  múltiplos. 

10  litros. 

100  litros. 

1.000  litros  ó una  tonelada  de  arqueo. 

Sus  divisores. 

un  décimo  de  litro, 
un  centésimo  de  litro. 


MEDIDAS  CÚBICAS  Ó DE  SOLIDEZ. 
El  metro  cúbico  y sus  divisores. 


MEDIDAS  PONDERALES. 


Unidad  usual.  ...  el  Mlógra'mo  ó 1.000  gramos,  igual  al 

peso  en  el  vacío  de  un  decímetro  cúbi- 
co, ó sea  un  litro  de  agua  destilada  y á 
la  temperatura  de  cuatro  grados  centí- 
grados. 


Sus  77iúltiplos. 

Quintal  métrico.  . . 100.000  gramos. 

Tonelada  de  peso.  . 1.000.000  de  gramos,  igual  al  peso  del 

metro  cúbico  de  agua. 


Hectógramo 

Decágramo 

Gramo . 

Decigramo 


Sus  divisores. 

100  gramos. 

10  gramos. 

peso  de  un  centímetro  cúbico  ó milíme- 
tro de  agua, 
un  décimo  de  gramo. 
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Centigramo.  . . * * un  centésimo  de  ^ramo. 
Miligramo un  milésimo  de  gramo. 


1950. — Este  sistema  debía  haber  empezado  á regir  en  l.°  de 
Enero  de  1852,  principiando  el  Gobierno  á plantearlo  por  las  cla- 
ses de  unidades  cuya  adopción  ofreciese  ménos  dificultad,  y ex- 
tendiéndolo ¡)í-ogresivamente  á las  demás,  de  modo  que  ántes  de 
diez  años  quedase  establecido  por  entero.  Después  se  prorogó  el 
plazo  hasta  i.“  de  Enero  de  1854.  Desde  l.“  de  Enero  de  1860 
debia  ser  obligatorio  para  todos  los  españoles. 

El  Gobierno  quedó  obligado  á proceder  con  toda  diligencia  á 
verificar  la  relación  de  las  medidas  y pesas  actualmente  usadas 
en  los  diversos  puntos  de  la  monarquía  con  las  nuevas,  y á pu- 
blicar ántes  de  1.*"  de  Julio  de  1851  los  equivalentes  de  aquellos 
valores  en  éstas. 

Todas  las  capitales  de  provincia  y de  partido  debieron  reci- 
bir del  Gobierno  ántes  de  1.’'  de  Enero  de  1852,  una  colección 
completa  de  los  diferentes  marcos  de  los  nuevos  pesos  y me- 
didas. 

Los  Ayuntamientos  que  no  eran  cabeza,  de  partido,  fueron  obli- 
gados á consignar  en  el  presupuesto  municipal  la  cantidad  nece- 
saria para  adquirir  una  colección  de  segunda  clase. 

En  todas  las  escuelas  públicas  ó partiímlares  donde  se  enseña 
ó debe  enseñarse  la  aritmética  ó cualquiera  otra  parte  de  las  ma- 
temáticas, es  obligatoria  la  del  sistema  legal  de  pesos  y medidas 
y su  nomenclatura  científica  desde  1."  de  Enero  de  1852,  quedan- 
do facultado  el  Gobierno  para  cerrar  los  establecimientos  en  los 
cuales  no  se  cumpla  con  aquel  deber. 

Desde  l.“  de  Enero  de  1853  se  halla  establecido  este  sistema 
legal  y su  nomenclatura  científica  en  todas  las  dependencias  del 
estado  y de  la  administración  provincial,  inclusas  las  posesiones 
de  ultramar;  y desde  igual  época  son  también  obligatorios  en  la 
redacción  de  las  sentencias  y de  los  contratos  públicos. 

Los  contratos  y estipulaciones  entre  particulares  en  que  no  in- 
terviniese escribano  público  podian  hacerse  válidamente  en  las 
unidades  antiguas,  mientras  no  se  declarasen  obligatorias  las 
nuevas. 

Los  nuevos  tipos  ó patrones  llevan  grabado  su  nombre  res- 
pectivo, quedando  autorizada  la  circulación  y uso  do  los  que  equi- 
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valgan  al  doble,  mitad  ó el  cuarto  de  las  unidades  legales  (1). 

Los  aranceles  de  aduanas  se  hallan  hoy  ajustados  al  sistema 
métrico  decimal  (2). 

1 951 .  — El  plazo  preparatorio  para  plantear  el  sistema  métrico 
decimal  como  de  uso  general  y necesario  entre  particulares,  fue 
objeto  de  prórogas  sucesivas;  de  modo  que  todavía  se  halla  la 
reforma  en  suspenso. 

Resuelto  el  Gobierno  á hacer  cumplir  la  ley,  dictó  un  re- 
glamento para  su  ejecución ; mas  tales  dificultades  le  asaltaron 
en  el  camino,  que  se  vió  forzado  á retroceder,  ó por  lo  ménos  á 
dilatar  la  observancia  del  nuevo  sistema  de  pesas  y medidas  con 
el  carácter  de  obligatorio  en  todos  los  ramos  de  la  administra- 
ción, así  como  para  los  particulares,  establecimientos  y corpo- 
raciones, hasta  I."*  de  Enero  de  1869  (3). 

Publicó  nuevas  instrucciones  á fin  de  remover  los  obstáculos 
á la  reforma  proyectada  en  beneficio  de  la  industria  y del  co- 
mercio, manifestando  el  Gobierno  su  resolución  de  llevarla  al 
cabo  sin  ulteriores  aplazamientos;  y sobreviniendo  graves  suce- 
sos, quedaron  las  cosas  peor  que  estaban  (4). 

1952.  —Consultado  el  Gobierno  provisional  sobre  ciertas  du- 
das que  se  ofrecían  á las  autoridades  respecto  á la  materia,  apro- 
vechó la  ocasión  de  declarar  que  esta  reforma,  lo  mismo  que  to- 
das las  que  son  muy  convenientes  al  país,  deben  plantearse  y 
establecerse  por  la  persuasión  y no  por  medios  coercitivos,  que 
en  manera  alguna  pretende  el  Gobierno  emplear  contra  los  que 
desde  luego  no  se  aprovechen  de  las  ventajas  que  ofrece  por  su 
sencillez  y facilidad  el  nuevo  sistema  métrico  decimal  (5). 

1953.  — A poco  el  Gobierno  cayó  en  la  cuenta  de  que  si  no  to- 
maba la  mano  en  la  reforma,  la  confusión  actual  duraría  siglos;  y 
arrepentido  de  su  anterior  tolerancia,  confirmó  las  disposiciones 
que  hadan  obligatorio  el  uso  del  sistema  métrico  decimal  para 
las  dependencias  del  estado  y de  la  administración  provincial  y 
municipal  en  todos  sus  ramos,  así  como  para  los  particulares, 

(1)  Ley  de  19  de  Julio  de  1S49,  real  orden  de  20  de  Enero  de  l&IS,  real  decreto  do  31  de 
Diciombro  del  mismo  año,  y reales  órdenes  de  21  de  Marzo  do  1855  y 24  de  Noviembre  de  1862. 

(2)  Real  decreto  de  21  do  Noviembre  de  1862. 

(3)  Reglamento  aprobado  por  real  decreto  de  21  de  Maye  de  1868,  y real  decreto  de  17  de 
Junio  del  mismo  año. 

(4)  Real  orden  de  29  de  Julio  de  1868. 

¡5)  Orden  de  22  de  Diciembre  de  186S, 
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establecimientos  y corporaciones  de  la  Península  y sus  islas  ad- 
yacentes, desde  l.“  de  Julio  de  1871  (1). 

Conforme  al  sistema  descentralizad  or  que  á la  sazón  regia, 
declaró  el  Gobierno  que  la  administración  no  debia  ocuparse  en 
dotar  de  colecciones  de  pesas  y medidas  á los  Ayuntamientos 
menores  de  2.000  almas,  ó cuyos  presupuestos  no  llegasen  á 
10.000  pesetas,  dejándoles  en  completa  libertad  de  adquirirlas 
por  sí  cuándo  y como  lo  tuviesen  por  conveniente,  excepto  el 
caso  de  estar  ya  subastadas  por  la  Comisión  encargada  de  este 
servicio  con  arreglo  á las  disposiciones  anteriores  (2). 

1954.  Gobierno  dictó  nuevas  providencias  para  la  com- 
probación de  las  pesas  y medidas  del  sistema  métrico  decimal, 
previniendo  á los  fleles  contrastes  que  las  marcasen  y diesen  por 
buenas,  aunque  en  algunas  de  sus  partes  accesorias  discrepasen 
algún  tanto  de  los  tipos  ó patrones,  siempre  que  no  se  alterasen 
la  materia,  nombre,  forma,*  solidez  y dimensiones  prevenidas 
en  lo-í  reglamentos,  y á juicio  de  aquel  funcionario  facultativo 
no  redundase  la  alteración  en  daño  de  tercero  (3). 

1955. *— La  autoridad  municipal  vela  sobre  la  fidelidad  de  los 
pesos  y medidas,  manda  concertarlas,  ordena  reconocimientos  y 
persigue  á los  que  las  alteran  ó emplean  en  sus  tratos  pesos  ó 
medidas  falsas;  y para  descubrir  con  más  facilidad  la  superchería 
de  los  vendedores  se  han  establecido  oficinas  de  repeso  cerca  de 
los  mercados  (4). 

1956.  — Los  oficios  y cargas  de  fiel  medidor,  lonja,  correduría^ 
peso  real  y demás  que  bajo  distintas  denominaciones  recaían  so- 
bre el  peso  ó la  medida,  íueron  suprimidas,  salva  la  indemniza- 
ción á sus  poseedores,  como  incompatibles  con  la  libertad  indus- 
trial y conveniente  circulación  de  los  productos,  y corno  contra- 
rias á un  sistema  de  igualdad  proporcional  entre  los  contribu- 
yentes (5). 


(1)  Real  decreto  de  24  de  Marzo  ile  1871,  y real  orden  de  11  de  Abril  del  raitímo  año. 

(2)  Real  orden  de  23  de  Junto  do  1871. 

(3)  Reales  órdenes  de  11  de  Abril  y 15  de  Julio  de  1871. 

(1)  Leyes  2-5,  tít.  ivin,  lib.  III,  Nov.  Reenp. 

(5)  Ley  de  14  de  Julio  de  1842  y orden  del  Gobierno  provisional  de  8 de  Setiembre  do  1843, 
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CAPÍTULO  XXXI. 

De  la  moneda. 


1957.7-Utilidad  de  la  moneda. 

1958.  — Su  valor. 

1959. — Su  acuñación. 

1960.  — Moneda]  e. 

1961  .—Condiciones  artísticas  de  la 
fabricación. 

1962.  — Proporción  entre  el  valor 

intrínseco  y el  extrínseco. 

1963. — Alteración  del  valor  de  la 

moneda. 

1964. — Uniformidad  del  sistema 


monetario. 

1965. — Escudo,  unidad  monetaria. 

1966.  — Reforma. 

1967.  — Peseta,  unidad  monetaria. 

1968.  — Monedas  de  oro. 

1969.  — De  plata. 

1970. — De  bronce. 

1971.  — Acuñación. 

1972. — Varias  providencias. 

1973. — Cambios  extranjeros. 


1957.  — ^Es  la  moneda  lenguaje  universal  del  comercio  y mer- 
cadería intermedia,  que  haciendo  el  oficio  de  agente  general  de 
los  cambios,  facilita  la  circulación  de  la  riqueza.  Es  también  la 
medida  común  de  ios  valores,  porque  sirve  de  término  de  com- 
paración, ó significa  la  unidad  á la  cual  se  refiere  el  precio  de 
todas  las  cosas. 

1958.  — Aunque  la  moneda  tenga  un  valor  legal,  no  por  eso 
debe  á la  ley  su  valor  natural.  La  utilidad  del  oro  y de  la  plata, 
su  rareza,  el  empeño  con  que  se  buscan,  la  mucha  costa  de  su 
explotación  y la  incertidumbre  del  éxito  son  las  causas  de  su 
grande  estimación.  En  la  materia,  pues,  y en  el  arte  estriba  el 
valor  intrínseco  de  la  moneda,  sin  que  la  ley,  al  fijar  el  extrín- 
seco, haga  otra  cosa  que  determinar  relaciones  variables  de  suyo 
por  la  infiuencia  de  todas  las  vicisitudes  del  mercado. 

1959.  — Gomo  el  bien  público  reclama  que  la  moneda  tenga  un 
valor  constante  y á simple  vista  conocido  para  facilitar  las  tran- 
sacciones mercantiles,  todos  los  Gobiernos  se  reservaron  el  mo- 
nopolio de  su  fabricación,  é imprimieron  en  cada  pieza  la  efigie 
del  soberano  y el  escudo  nacional  en  garantía  de  su  peso  y ley; 
y aunque  en  la  edad  media,  y mayormente  en  el  reinado  de  En- 
rique IV,  varios  particulares  y corporaciones  disfrutaron  el  pri- 
vilegio de  labrar  moneda,  los  reyes  celosos  de  su  autoridad  cui- 
daron de  revindicar  aquella  prerogativa  é incorporar  su  ejerci- 
cio en  la  Corona. 


íu:rincüo  AwihMsiiuTiv^o  español. 

Así  lloí^'ó  á sor  la  acuñación  un  derecho  inherente  á la  sobe- 
ranía, quedando  la  moneda  sujeta  á la  inspección  de  la  justicia  y 
de  la  policía  del  estado,  y descansando  en  el  Gobierno  la  pública 
confianza;  por  lo  cual  castigaban  las  leyes  con  la  última  pena  al 
monedero  falso  (1)  ; rigor  hoy  templado  en  el  Código  penal 
vigente  (2).  . 

1960.  — Guando  el  príncipe  se  encarga  de  fabricar  exclusiva- 
mente la  moneda,  puede  reservarse  un  beneficio  que  cubra  los 
gastos  de  la  acuñación,  ó un  precio  de  monedaje  igual  sobre  poco 
más  ó menos  al  coste  de  la  fabiicacion  por  cuenta  de  los  parti- 
culares. Una  diferencia  mayor  excitaría  la  codicia  de  las  perso- 
nas inclinadas  á labrar  moneda  falsa:  de  suerte  que  el  Gobierno 
no  debe  considerar  este  monopolio  como  lucrativo  ó una  renta 
del  estado.  Sin  embargo,  naciones  hay  en  donde  la  acuñación 
es  enteramente  gratuita,  cubriendo  el  Gobierno  su  importe  á ex- 
pensas del  Tesoro. 

1961.  — No  son  indiferentes  las  condiciones  artísticas  que 
acompañan  á la  fabricación  de  la  moneda,  pues  deben  ser  tales 
que  hagan  muy  difícil,  si  no  imposible,  la  falsificación ; y así  está 
mandado  acuñar  las  monedas  gruesas  de  oro  y plata  con  virola 
abierta.  En  las  demás  se  emplea  la  virola  cerrada,  debiendo  ser 
acanalada  en  las  de  plata  y lisa  en  las  de  bronce. 

Las  otras  condiciones  de  la  estampa  y el  diámetro  se  deter- 
minan por  el  Gobierno,  cuidando  de  que  el  busto  real  y los  em- 
blemas sean  diferentes  en  cada  clase  de  moneda. 

1962. — La  proporción  entre  el  valor  intrínseco  y extrínseco 
de  la  moneda  es  la  segunda  condición  de  todo  buen  sistema  mo- 
netario; porque  cuando  el  Gobierno  tasa  el  valor  de  cada  pieza, 
determina  el  que  le  corresponde  por  razón  de  su  materia  y con» 
forme  á su  peso  y ley;  de  suerte  que  la  voluntad  del  príncipe  no 
da,  sino  supone  la  común  estimación.  Seria,  pues,  en  vgno  se- 
ñalar un  valor  intrínseco  desproporcionado,  porque  el  precio  de 
todas  cosas  se  ajustaría  al  intrínseco  de  la  moneda,  es  decir,  al 
natural  y no  al  arbitrario. 

1963.  — De  los  principios  expuestos  se  sigue  lo  inútil  y perju- 
dicial de  toda  alteración  en  el  valor  de  la  moneda,  sea  subiendo 
ol  Gobierno  su  estimación  legal,  ó sea  bajando  el  peso  ó ley  de 

(1)  Leyes  9 y 10,  tít.  yii,  Part.  VII  y 3-7,  tít.  vm,  lib.  XII,  Nov.  Recop. 

(2)  Arts.  291  y sig. 
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los  metales.  Además  ele  ser  im  fráude  ó violencia  que  compro- 
mete  gravemente  la  dignidad  del  estado,  no  redunda  en  alivio 
del  erario,  porque  como  el  Gobierno  necesita  comprar  objetos  ó 
servicios  y crece  el  precio  de  todas  las  cosas  en  proporción  que 
el  valor  intrínseco  de  la  moneda  disminuye,  se  ve  obligado  á 
pagar  con  una  mayor  cantidad  de  moneda  nueva  las  cosas  que 
antes  compraba  con  otra  menor  de  la  antigua. 

«Estas  mudanzas  (decia  un  político)  que  el  arbitrio  aconseja 
para  remedio  del  reino,  comunmente  ceden  en  su  daño.  Nadie 
se  atreve  á comerciar,  hácense  inciertos  los  contratos,  los  rédi- 
tos, los  tributos,  nacen  dudas,  resultan  engaños  y se  originan 
pleitos.  Auméntanse  los  precios,  no  bastan  tasas  ni  penas,  por- 
que se  retiran  las  mercancías  y vituallas,  y cesando  la  abundan- 
cia, suceden  el  clamor  y la  queja.  Siempre  se  tuvieron  por  si- 
glos calamitosos  aquellos  en  que  habia  mudanza  de  moneda, 
especialmente  si  se  formaba  con  materia  ménos  preciosa  ó se 
acrecentaba  su  valor  (1).»  Niñas  de  los  ojos  de  la  república,  lla- 
mó á las  monedas  otro  político,  que  se  ofenden  si  las  toca  la 
mano.  Deben  conservarse  puras  como  la  religión,  pues  D.  Alon- 
so el  Sabio,  D.  Alonso  XI  y D.  Enrique  II  que  las  alteraron,  pu- 
sieron en  gran  peligro  el  reino  y sus  personas  (2). 

La  ciencia  económica  ha  ilustrado  este  punto  demasiado,  para 
temer  que  se  reproduzcan  aquellos  errores  de  los  cuales  hay  res- 
tos todavía  en  leyes  no  muy  lejanas  (3). 

1964. — La  tercera  condición  del  sistema  monetario  es  su  uni- 
formidad en  todo  el  reino,  es  decir,  que  haya  una  sola  moneda 
nacional  en  vez  de  tantas  provinciales  que  ántes  se  conocían  en 
España  y tenían  curso  legal.  Esto  facilita  las  transacciones  mer- 
cantiles como  la  igualdad  de  pesos  y medidas,  y estrecha  los 
vínculos  del  estado. 

En  este  punto  hay  mucho  que  desear  en  España.  En  poco  tiem- 
po hemos  tenido  tres  distintas  unidades  monetarias,  á saber,  el 
rmZ,  el  escudo  y la  peseta,  y por  tanto  tres  sistemas  diferentes. 
Para  que  uno  solo  prevalezca,  es  necesario  retirar  de  la  circula- 
ción toda  la  moneda  anterior  y refundirla,  operación  dificultosa 
por  el  gasto  considerable  que  irroga  al  Tesoro  público;  y de  aquí 

(1)  Principe  perfecto  y ministros  ajustados,  por  el  P.  Mendo,  documeoto  XLII. 

(2)  Empresas  políticas,  por  D.  Diepro  Saavedra  y Fajardo. 

(8)  V.  el  tit.  XVII,  Ub.  IX,  Nov.  Recop. 
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que  todas  circulen : por  manera  que  si  la  moneda  es,  como  se  dice, 
el  lenguaje  del  comercio,  debemos  confesar  que  nuestro  idioma 
comercial  se  descompone  en  muchos  y muy  distintos  dialectos. 

La  confusión  es  grande,  y grande  el  embarazo  de  las  transac- 
ciones mercantiles,  sobre  todo  en  las  compras,  ventas  y cambios 
al  menudeo  (1). 

1965.  — Desde  el  principio  del  año  económico  de  1865-1866  el 
escudo  fué  la  unidad  monetaria  reconocida  en  todas  las  depen- 
dencias del  ministerio  de  Hacienda  (2).  El  uso  se  hizo  extensivo 
á todas  las  oficinas  del  estado,  á los  instrumentos  públicos  y á 
los  contratos  particulares. 

Hacia  tiempo  que  la  legislación  propendía  á establecer  como 
unidad  el  escudo  del  valor  de  10  reales,  moneda  efectiva  de  pla- 
ta. Los  Gobiernos  que  sucedieron  al  iniciador  de  la  reforma,  des- 
conocieron el  espíritu  y tendencias  de  aquel  acto  preparatorio, 
ó no  juzgaron  conveniente  desarrollar  el  plan  con  madurez  y sa- 
gacidad concebido,  y en  vez  de  adelantar  por  la  senda  ya  traza- 
da, se  dejaron  ir  con  la  corriente  del  antiguo  sistema  (3). 

1966.  — El  ciego  amor  á toda  novedad  que  se  apoderó  del  Go- 
bierno provisional,  junto  con  la  peligrosa  facilidad  de  introdu- 
cirlas en  virtud  de  los  poderes  ilimitados  de  que  por  efecto  de 
las  circunstancias  se  hallaba  revestido,  despertaron  su  deseo  de 
acometer  la  reforma  del  sistema  monetario. 

El  convenio  internacional  de  23  de  Diciembre  de  1865  ajusta- 
do entre  Francia,  Bélgica,  Italia  y Suiza  para  uniformar  la  mo- 
neda, suministraba  bases  que  hallaron  buenas  y aceptaron  los 
Gobiernos  de  estas  cuatro  naciones.  En  efecto,  la  unión  moneta- 
ria significa  el  lenguaje  universal  del  comercio,  y será  con  el 
tiempo,  no  tan  sólo  un  instrumento  perfeccionado  de  circulación 
de  la  riqueza,  sino  también  un  nuevo  y estrecho  vínculo  de  amis- 
tad y parentesco  entre  los  pueblos  que  viven  de  la  mercancía. 

1967.  — El  Gobierno  provisional  adoptó  los  tipos  monetarios 
del  convenio,  pero  sin  adherirse  á él,  rehuyendo  todo  compro- 
miso que  pudiera  coartar  su  libertad  de  acción.  Así  es  como  se 
introdujo,  en  equivalencia  del  franco,  la  unidad  monetaria  pe- 
seta, moneda  efectiva  de  plata,  igual  á 100  céntimos. 

(1)  Siete  por  lo  ménos  son  las  monedas  de  oro  en  circulación,  antiguas  y modernas,  ocho 
las  de  plata,  y otras  tantas  las  de  cobre  ó bronce. 

(2)  Ley  da  26  de  Junio  de  1864,  y real  órden  de  1.»  de  Julio  de  1865. 

(3)  V.  real  decreto  de  15  de  Abril  de  1848. 
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1968. — Las  monedas  de  oro  son  de  100^  50,  20,  10  y 5 pese- 
tas, y su  peso,  ley,  permisos  y diámetros  los  siguientes: 


CLASE 
de  moneda. 

PESO. 

LEY. 

Diáme- 
tro. ■ 

MVÁm. 

Exacto. 

Oramos. 

Permiso 
en  feble  o fuerte 

Milósimas. 

Exacta. 

Milésimas 

Permiso 
eu  feble  ó 
fuerte. 

Milósiracis 

De  100  pesetas. 

32,25806 

i 

35 

50  id. 

16,12903 

1 

28 

20  id. 

6,45161 

2 

900 

9 

21 

; 10  id. 

3,22580 

2 

19 

j O id. 

1,61290 

3 

17 

Estas  monedas  deben  ser  admitidas,  así  en  las  cajas  públicas, 
como  entre  particulares,,  sin  limitación  aiguiia.  Aquellas  cuya 
falta  de  peso  exceda  en  medio  por  ciento  al  permiso  de  feble,  ó 
cuya  estampa,  en  parte  ó del  todo,  haya  desaparecido,  carecen 
de  curso  legal  y deben  refundirse, 

1969. — Las  monedas  de  plata  son  de  5,  2 y 1 pesetas,  50  y 20 
céntimos,  y su  peso,  ley,  permisos  y diámetros  los  siguientes: 


1 

PESO. 

LEY. 

■ 

CLASE 

Exacto. 

, PerDiiso 

Exacta. 

Permiso 
en  feble  ó 

Diámetro 

DE  MONEDA. 

_ 

en  feble  ó fuerte 
— 1 

— 

fuerte. 

— 

'1 

Gramos. 

Milésiraa-s. 

Milésimas 

Milésimas 

Milíms. 

i De  5 pesetas. 

25 

■ 3 

900 

2 

37 

2 id. 

10 

PC 

i 

27 

1 id. 

0,50  cents. 

5 

2,50 

7 

> 835 

3 

23  : 
18  i 

0,20  id. 

i 

1,00 

10 

1 

16 

La  recepción  y circulación  de  las  monedas  de  la  primera  cla- 
se ó sea  de  5 pesetas,  se  ajustan  á las  mismas  reglas  prescritas 
para  las  de  oro,  en  el  concepto  de  que  el  desgaste  no  puede  ex- 
ceder del  1 por  100.  ’ 

Las  restantes  carecen  de  curso  legal  y deben  ser  refundidas 

11) 
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cuando  la  estampa  haya  en  parte  ó del  todp  desaparecido,  ó el 
desgaste  exceda  en  5 por  1 00  al  permiso  de  feble , y no  se  en- 
tregan en  las  cajas  públicas,  ni  son  admisibles  entre  particula- 
res en  cantidad  que  paso  de  50  pesetas,  cualquiera  que  sea  la 
cuantía  del  pago.  Sin  embargo,  el  estado  las  recibe  del  contri- 
buyente sin  limitación  alguna. 

1970. — Las  monedas  de  bronce  son  de  10,  5,  2 y 1 céntimos, 
con  el  peso,  permiso  y diámetros  que  se  expresan: 


CLASE 
DE  MONEDA. 

PESO. 

LEY. 

Exacto. 

Permiso 
eii  feble  ó 
fuerte. 

Exacta. 

Permiso 
eu  feble  ó fuerte 

Diámetro 

Céníimos. 

Gramos, 

ñíilésimas 

Milésimas. 

Milésimas. 

Milims,  1 

10 

10 

5 

10 

950  cobre. 

10 

30  1 
25 

0 

1 

2 

1 

• 

15 

40  estaño 
10  zinc. 

20 

15 

Estas  monedas  carecen  de  curso  legal , y se  refunden  á expen- 
sas del  estado,  cuando  lia  llegado  á desaparecer  del  todo  ó en 
parte  la  estampa  en  el  anverso  ó el  reverso.  En  ningún  caso  pue- 
den entregarse  ni  recibirse  por  las  cajas  públicas,  ni  tienen  cur- 
so legal  entre  particulares,  en  cantidad  que  exceda  de  5 pesetas. 

En  los  ingresos  del  Tesoro  y en  los  pagos  que  se  verifiquen 
en  sus  cajas  se  admite  y entrega  la  moneda  de  bronce  en  la  pro- 
porción ántes  señalada  para  la  de  cobre , es  decir,  en  la  de  5 
por  loo  cuando  el  importe  del  pago  exceda  de  los  límites  fijados 
á su  admisión  forzosa  (1). 

1971, — Las  Casas  de  moneda  acuñan  las  pastas  que  presen- 
tan los  particulares,  sin  exigirles  descuento  ni  retenida  por  gas- 
tos de  fabricación,  siempre  que  aquéllas  reúnan  la  ductilidad  y 
demás  condiciones  necesarias,  y que  puedan  alearse  á la  ley  mo- 
netaria sin  incorporar  oro  ni  plata  fina.  Los  gastos  de  afinación 
y apartado  en  las  pastas  cuya  acuñación  requiera  tales  manipu- 
laciones, son  de  cuenta  de  los  particulares  y deberán  ajustarse  á 


(1)  Ley  de  26  de  Junio  de  1861  y mi  decreto  de  21  de  Mayo  de  iSlo. 
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un  tipo  uniforme^,  si  el  Gobierno  creyese  conveniente  autorizar  á 
las  Casas  de  moneda  para  emprender  estas  labores. 

1972. — Desde  31  de  Diciembre  de  1870  empezó  á ser  obliga- 
torio el  uso  del  nuevo  sistema  monetario,  así  en  las  cajas  públi- 
cas como  entre  particulares. 

Si  en  los  contratos  públicos  y privados  celebrados  antes  de  la 
reforma  se  hubiese  estipulado  que  los  pagos  se  harían  en  mone- 
da circulante,  pueden  liquidarse  en  la  del  nuevo  cuño  con  el 
ahono  correspondiente. 

El  Gobierno  autorizó  la  admisión  en  las  cajas  públicas  y la  cir- 
culación legal  en  los  dominios  españoles,  de  las  monedas  de  oro 
y plata  acuñadas  en  países  extranjeros,  siempre  que  tengan  peso 
igual  ó exactamente  proporcional,  las  mismas  leyes  y condicio- 
nes, y que  sean  recíprocamente  admitidas  las  nacionales  en  aque- 
llos países  (1). 

La  creación  de  la  moneda  de  bronce  en  reemplazo  de  la  anti- 
gua de  cobre,  obligó  al  Gobierno  á dictar  varias  providencias  en- 
caminadas á recogerla  y refundirla  (2). 

Todas  las  autoridades,  y particndarmente  los  funcionarios  en- 
cargados de  la  recaudación  de  las  rentas  públicas  deben  detener 
las  monedas  que  fundadamente  consideren  falsas,  y remitirlas  en 
el  acto  al  fiel  contraste,  y en  caso  de  no  haberlo,  al  gobernador 
de  la  provincia.  Reconocidas  por  los  peritos  competentes,  y ha- 
llando que  en  efecto  son  falsas,  las  inutilizan,  y libran  certifica- 
ción á sus  dueños  para  que,  si  las  adquirieron  de  buena  fé,  pue- 
dan reclamar  el  resarcimiento  de  daños  y perjuicios  de  quien 
corresponda  (3) . 

1973.— Por  último,  debe  cuidar  el  Gobierno  de  que  guarde 
equilibrio  el  valor  de  la  moneda  nacional  con  la  extranjera,  pues 
si  no  hay  exacta  correspondencia  entre  la  moneda  que  se  escoge 
como  tipo  y la  otra  que  expresa  la  cantidad  variable,  el  cambio 
será  constantemente  desfavorable  á la  nación  cuya  moneda  fuere 
mejor,  ó estuviere  menospreciada  en  su  relación  con  las  extra- 
ñas (4).  El  efecto  natural  de  esta  falta  de  equilibrio  es  que  la  mo- 

(1)  Decretq  de  19  de  Octubre  do  1868. 

¡2)  Instrucción  do  22  de  Setiembre  do  1865  y rerjlanieuto  de  igual  feclia. 

(3)  Real  orden  de  28  do  Marzo  1867.  V.  decreto  de  5 de  Febrero,  óriien  de  23  do  Marzo  y 
decreto  de  7 de  Abril  de  1869,  y orden  de  24  de  .lunio  de  1870. 

(1)  Los  cambios  de  España  por  deterniinada.s  monedas  extranjeras  se  arreglan  según  las 
reales  órdenes  de  25  de  Octubre  y 15  de  Noviembre  de  1835,  el  real  decreto  de  18  do  Febrero 
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neda  de  iey  más  alta  se  exporte  en  cambio  de  otra  de  ley  inferior, 
se  Cunda,  y vuelva  el  comercio  á importar  el  mismo  metal  repre- 
sentando mayor  suma  de  valores.  El  valor  nominal  será  el  mis- 
mo seguramente ; pero  no  el  real  porque  habrá  disminuido  en 
razón  de  la  diferencia  entre  la  ley  de  la  moneda  nacional  y la 
extranjera,  multiplicada  por  la  cantidad  de  metal  exportado  y 
vuelto  á importar  bajo  otra  forma  y nombre. 

Tai  ha  sucedido  á la  España  en  sus  relaciones  comerciales  con 
la  Francia.  Ei  valor  de  i 9 reales  reconocido  por  nuestro  Gobier- 
no á su  moneda,  llamada  vulgarmente  Napoleones,  muy  superior 
en  cuanto  al  peso  y ley  de  la  plata,  nos  ha  causado  pérdidas 
enormes,  acabando  por  despojarnos  de  casi  toda  la  moneda  na- 
cional que  inspiraba  una  confianza  sin  limites  en  los  mercados 
más  remotos  del  mundo.  El  único  medio  eficaz  de  atajar  estas 
pérdidas  es  restituir  á cada  especie  monetaria  su  valor  intrínse- 
co, ó bien  labrar  nueva  moneda  igualando  su'  ley  con  la  de  le^^ 
más  baja  (1). 


OTrUJUO  TN, 


UE  LOS  DERECHOS  DE  LA  ADMINISTRACION  CON  RESPECTO 

Á LAS  COSAS. 

CAPÍTULO  I. 

lie  contribuciones. 

1974. — Sacrificios  que  la  adminis-  1976. — Principios  constitucionales 

tracion  impone  á la  propie-  1977. — Clasificación  de  las  contri- 
dad.  buciones  de  España. 

1975,  — Contribuciones. 

1974.— Así  como  la  libertad  se  conserva  á expensas  de  la  li- 
bertad , así  la  propiedad  so  defiende  con  la  propiedad.  El  domi- 
nio ilimitado  que  la  naturaleza  concede  al  hombre  en  las  cosas 
vacantes  ó producidas  por  medio  de  su  trabajo,  lleva  implícita 

de  184  i y la  real  orden  de  10  de  Junio  del  mismo  año,  en  cuanto  sean  aplicables  después  de 
la  última  reforma. 

(U  Real  cédula  do  10  de  Noviembre  de  1S18  y orden  de  la  Regencia  de  23  de  Junio  do  1823. 


1 . 


1 
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la  condición  de  una  precaria  existencia,  porque  no  ha}'  garan- 
tías para  su  posesión  constante  ni  para  su  goce  tranquilo.  Las 
leyes  protectoras  de  la  propiedad , convirtiendo  lo  absoluto  en 
relativo^  cercenan  el  primitivo  poder  del  propietario;  pero  al 
mismo  tiempo,  transformando  el  derecho  en  hecho,  afianzan  el 
dominio  particular. 

La  administración  por  otra  parte  debe  proveer  á las  necesidad 
des  públicas,  ya  procurándose  medios  ó recursos  con  que  com- 
prar objetos  ó pagar  servicios,  ya  imponiendo  servidumbres  á 
la  propiedad  particular  en  bien  del  estado,  y ya  exigiendo  ei  su- 
mo grado  de  sacrificio  al  individuo  al  expropiarle  por  causa  jus- 
tificada de  utilidad  (jomun. 

1975,  — Son  las  contribuciones  la  primera  deuda  de  la  propie- 
dad y su  conjunto  forma  las  rentas  del  estado.  La  razón  del  im- 
puesto es  el  gasto,  como  la  razón  del  gasto  es  el  servicio  y el 
título  de  su  legitimidad.  La  conservación  del  estado  exige  que 
todo  espafiol  contribuya  á llevar  las  cargas  públicas  con  una  par- 
te proporcional  á su  fortuna.  Los  recursos  del  Tesoro  consisten 
en  la  riqueza  de  los  contribuyentes. 

A los  economistas  incumbe  el  exámen  de  las  teorías  relativas 
á la  contribución  ó la  ciencia  pura  de  los  impuestos,  y á nosotros 
nos  pertenece  el  estudio  de  las  leyes  que  regulan  este  servicio 
administrativo. 

1976.  — No  puede  imponerse  ni  cobrarse  ninguna  contribución 
que  lio  haya  sido  votada  por  las  Cortes,  ó por  las  corporaciones 
populares  legalmente  autorizadas  para  imponerla  (1).  Hay  una 
razón  política  del  artículo  citado,  á saber,  la  necesaria  interven- 
ción, la  justa  vigilancia  del  poder  legislativo  en  los  actos  del 
ejecutivo,  porque  negar  á un  ministerio  los  recursos  para  gober- 
nar, equivale  á declarar  que  no  posée  la  confianza  de  las  Cortes, 
y que  no  existe  la  conveniente  armonía  éntrelos  poderes  cons- 
titucionales; y hay  además  otros  motivos  más  cercanos  á la  ad- 
ministración , esto  es,  la  seguridad  de  la  propiedad  y la  limita- 
ción de  los  gastos  á lo  que  exigen  las  verdaderas  necesidades 
del  estado. 

Sin  aquella  garantía  el  Gobierno  pudiera  pedir  al  propietario 
una  cuota  parte  de  sus  rentas  sin  tasa  y aun  demandarla  toda;  y 


(I)  Const.,  art.  tó, 
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quien  lüero  diicuo  absoluto  de  toda  la  renta,  pronto  atentaría 
contra  el  Ccupital.  Sin  dicha  garantía  la  riqueza  contribuyente  se- 
ní  la  medida  de  los  gastos  públicos,  y no  éstos  el  límite  de  la 
contrilracion,  porque  el  derecho  del  estado  á la  hacienda  del  in- 
rlividno  tanto  se  extiende,  cuanto  las  necesidades  públicas  al- 
ca nzan.  Lo  arbitrario  en  materia  de  impuestos  destruye  la  pro- 
piedad por  dos  caminos;  convirtiendo  el  dominio  pleno  en  usu- 
í’ructo,  y despojando  al  propietario  de  lo  supérfluo,  y de  ambos 
modos,  secando  las  fuentes  de  la  producción,  se  aniquílala  ri- 
queza nacional. 

La  intervención  del  pueblo  en  el  otorgamiento  de  los  impues- 
tos no  os  una  novedad  de  nuestros  tiempos,  sino  ley  fundamen- 
tal de  estos  reinos,  y tan  antigua,  que  D.  Fernando  IV  hizo  or- 
denamiento sobre  ello  en  las  Cortes  de  Valladolid  en  1307  con- 
firmado ciT  las  de  Madrid  de  1329  , 1391  y 1393  y en  otras  pos- 
teriores. 


Futidáliasc  el  sistema  tributario  vigente  á principios  del  siglo 
en  restos  do  prestaciones  íendales  , en  arbitrios  para  conllevar 
las  cargas  públicas  y en  poca  doctrina  y menos  estudio  de  las 
úumíes  de  la  riqueza. 

Las  Córíes  de  Cádiz  decretaron  im  nuevo  plan  de  coníribucio- 
lU'S  suprimiendo  las  aníáguas  rentas  provinciales  , las  estanca- 
das y l:rs  aduanas  interiores,  jiara  establecer  en  su  lugar  una 
contiábucion  directa  en  toda  la  Península  é islas  adyacentes.  La 
rr'stauracion  monárqinco-absoiuta  volvió  al  sistema  vigente 
en  IS08.  El  ministro  Caray  en  1817  intentó  varias  reformas  que 
jio  [uulo  llevar  á cabo  por  la  oposición  de  las  ciases  interesadas 
cu  maulciuír  los  antiguos  abusos.  En  el  segundo  período  cons- 
tihu'umal  decretaron  las  Cortos  otro  plan  de  contribuciones  que 
lambiim  padeció  naufragio  en  182-i:  y por  último,  caminando 
paso  á.  paso  y contoiitándoso  el  Gobierno  con  introducir  tal  cual 
mejoia  , llegamos  al  año  18  lo,  época  do  la  renovación  completa 
de  nuestro  sistema  trUiulario  {!). 

19/7.  Dividcmso  según  <‘l  las  contriliucioiies  en  generales  3' 
lóenles:  las  [uimeras  son  comnnes  á todo  el  reino  y satisfacen 
las  necesidades  de  la  nación,  y las  segundas  son  especiales  á 


,,1  i eci'Jto  ;.o  las  ,:r!o?  ao  UJ  de  Seticmlire  de  ISla,  reales  decretos  de  -Ja  de  Junio  de  LSlí 
y od  ae  Maya  de  ISH.  decreto  de  las  Cortes  de  ai)  do  Junio  de  isai  , decreto  de  la  Ke-' 
de  de  ,lani.i  do  ]?•.>;'»  y ip-y,  decreto  dc'}:l  de  Ttiavo  de  ISlo. 
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ciertos  territorios  y se  aplican  á cubrir  las  de  una  provincia  ó 
pueblo. 


Artículo  XP—OontHlríhciones  generales. 


1978.  — Contribuciones  generales. 

1979. — Directas; 

1980.  — De  inmuebles,  cultivo  y ga- 

nadería. 

1981 .  — Repartimiento. 

1982. — Cobranza. 

1983.  — Procedimiento  guberna- 

tivo. 

1984.  — Via  contenciosa.  . 

1985.  — Industrial  y de  comercio. 

1986.  — Sus  bases. 

1987. — Cédulas  personales. 


1988. — Impuesto  de  derechos  rea- 

les y transmisión  de  bienes. 

1989.  — Indirectas  : 

1990.  — Renta  de  aduanas. 

1991.  — Circulación  interior. 

1992. — Consumos. 

1 993 .  — Sup  resion . 

1994. — Restablecimiento. 

1995.  — Sello  y timbre. 

1996.  — Tabacos. 

1997. -:-Otro,s  impuestos. 


1978.  — Las  contribuciones  propiamente  dichas  ó las  cargas 
reales  extensivas  á toda  Ja  monarquía,  se  clasifican  en  directas 
ó indirectas  según  la  base  en  que  descansan. 

1979. — -Son  directas: 

1980.  — I.  La  de  inmuebles^  cultwo  y ganadería  que  se  exi- 
ge por  medio  de  repartimiento  según  el  producto  líquido  de  las 
tierras,  edificios,  censos  ó pensiones  y salinas  particulares,  sal- 
vo los  casos  en  .que  gozan  estos  bienes  de  exención  absoluta  ó 
parcial,  temporal  ó permanente  (1). 

1981.  — La  Diputación  distribuye  el  cupo  principal  y cantida- 
des adicionales  para  atender  á los  gastos  de  repartimiento  y co- 
branza y á los  de  interés  común  entre  los  pueblos  de  la  provin- 
cia ; y cada  Ayuntamiento  asociado  con  un  número  igual  de  pe- 
ritos repartidores,  fija  las  cuotas  individuales. 

Los  contribuyentes  presentan  relaciones  Juradas  de  sus  pre- 
dios rústicos  y urbanos,  censos,  toros  ú otra  cualquiera  carga 
permanente  impuesta  sobre  los  bienes  inmuebles,  con  expresión 
de  su  valor  en  renta  deducidas  las  pensiones  ó gravámenes  á 
que  estuvieren  sujetos.  Los  peritos  repartidores  con  presencia 
de  estos  datos  hacen  la  evaluación  tomando  im  periodo  de  ocho 
ó diez  años,  deduciendo  na  término  medio  para  compensar  los 


0.)  Ley  <le  presupuestos  , art.  "2  y real  deeroto  de  23  de  Mayo  de  184o, 
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accidentes  prósperos  y adversos  que  alteran  los  productos  y gas- 
tos de  las  fincas  y los  precios  de  los  frutos. 

Formado  el  padrón  general  de  la  riqueza  inmueble  del  pueblo, 
el  Ayuntamiento  lo  expone  por  espacio  de  quince  dias,  á lo  mé- 
nos,  en  un  paraje  público,  durante  cuyo  plazo  todo  contribuyente 
por  sí  ó por  apoderado  puede  hacer  sus  reclamaciones. 

Rectificado  el  padrón  y recibido  el  cupo  señalado  al  pueblo, 
debe  el  alcalde  reunir  inmediatamente  al  Ayuntamiento  para 
acordar  las  cantidades  adicionales  con  que  haya  de  ser  recarga- 
do. En  seguida  se  A^eriflca  el  repartimiento,  fijando  el  tanto  por 
ciento  con  que  la  riqueza  general  imponible  debe  contribuir,  y 
determinando  los  repartidores  las  cuotps  individuales  en  esta 
proporción,  conforme  al  líquido  común  de  cada  contribuyen- 
te. Se  expone  al  público  por  otros  quince  dias,  se  oyen  y de- 
ciden las  reclamaciones  de  los  interesados,  y lo  aprueba  defini- 
tivamente la  Diputación  provincial  dentro  de  igual  plazo.  Si  no 
lo  hace,  corresponde  al  gobernador  examinarlo  y ordenar  su  pu- 
blicación (1). 

La  contribución  recae  sobre  los  productos  líquidos  del  año 
mismo  en  que  se  realiza  el  pago,  y la  ley  hace  responsable  á la 
persona  ó personas  que  perciban  dicho  producto,  si  bien  lo  exige 
al  poseedor  de  las  fincas  ó dueño  de  los  ganados  al  vencimiento 
de  cada  plazo  de  cobranza.  A falta  de  propietario,  se  exige  la  can- 
tidad total  señalada  á las  fincas  del  arrendatario,  colono  ó inqui- 
lino, salvo  su  derecho  para  descontar  éstos  de  la  renta  la  parte 
de  cuota  que  ai  primero  corresponda. 

El  pago  de  esta  contribución  se  verifica  por  mensualida.de s 
anticipadas,  entendiéndose  vencido  el  plazo  para  el  pago  el  quin- 
to dia  de  cada  mes. 

No  se  admite  la  suspensión  del  pago  de  cuota  legalmente  im- 
luiesta  á i)retexto  de  reclamación  pendiente.  Resuelta  en  favor 
dei  contribuyente  le  será  abonada  en  el  pago  ó pagos  inmedia- 
tos la  cantidad  indebidamente  satisfecha,  es  decir,  el  exceso,  y 
le  será  devuelta  íntegra,  si  no  estuviese  obligado  á contribuir 
por  aquel  concepto. 

Ninguna  cuota  no  reclamada  por  espacio  de  dos  años  es  exi- 
gible  del  contribuyente. 


O ) Circular  de  0 de  Ma,yo  de  ISIS. 
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1982.  — La  cobranza  se  ejecuta  por  medio  de  cobradores  par- 
ticulares nombrados  por  el  Gobierno,  con  las  condiciones  y lian- 
zas que  considere  prudente  exigirles  (1).  No  obstante,  la  admi- 
nistración se  encargó  desde  luégo  de  ella  en  las  capitales  de  pro- 
vincia y se  propuso  extenderla.  Y en  electo,  si  razones  de  eco- 
nomía pudieran  tal  vez  aconsejar  el  sistema  de  encomendar  la 
cobranza  á Jos  Ayuntamientos  al  uso  antiguo,  otros  graves  mo- 
tivos obligan  á desecharlo,  porque  ni  éstos  deben  perder  el  ca- 
rácter de  autoridades  domésticas  y tutelares,  ni  es  bien  que  el 
Gobierno  quede  á merced  de  una  corporación  ó alcalde  en  quie- 
nes ejerce  escaso  influjo  para  el  exacto  desempeño  de  un  servicio 
administrativo  del  cual  pende  la  diaria  existencia  del  estado. 

Hoy  es  el  Banco  de  España  quien  lo  desempeña  por  delegación 
del  Gobierno. 

Los  cobradores  recaudan  de  los  contribuyentes,  piden  oportu- 
namente el  apremio  contra  los  morosos,  vigilan  la  exactitud  y 
puntualidad  de  la  ejecución,  solicitando  de  la  autoridad  com- 
petente las  providencias  de  corrección  necesarias,  y responden 
con  sus  lianzas  de  los  atrasos  á que  dieren  lugar  con  su  negli- 
gencia. 

Las  ofensas  inferidas  á los  agentes  subalternos  de  la  cobranza 
en  el  ejercicio  de  sus  funciones  deben  ser  perseguidas  de  oficio 
y castigadas  como  delitos  contra  los  agentes  déla  autoridad  (2). 

1983.  — Todos  los  procedimientos  de  la  cobranza,  sin  exceptuar 
los  que  llevan  consigo  medidas  coactivas  con  tra  las  personas  que 
tomen  parte  en  ella  ó en  los  repartimientos,  se  consideran  gu- 
bernativos; de  manera  ((ue  miéntras  se  trate  del  interés  directo 
do  la  Hacienda  pfiblica,  no  pueden  los  jueces  ni  los  tribunales 
entorpecer  la  acción  del  Gobierno  ó de  sus  delegados  (3). 

1984.  — No  procede  la  via  (mntenciosa  en  las  cuestiones  relati- 
vas á la  estimación  de  Ja  riqueza  inmueble  y pocuaria:  pero  sí 
cuando  la  reclamación  se  funda  en  el  exceso  de  la  cuota  impues- 
ta al  contribuyente,  ó en  el  agravio  comparativo,  esto  es,  con 
relación  á los  demás  de  su  clase  (4).  Es  seguramente  el  impues- 
to un  gravámen  de  la  riqueza;  pero  la  ley  no  impone  esta  carga 

ni  Ley  de  27  de  Mayo  de  1856,  ó instrucción  do  20  ue  Ag'osto  de  1850. 

(2)  Cód.  penal,  art.  270. 

{‘¿]  Real  decreto  de  28  de  Mayo  do  1815,  arts.  11-63. 

fl)  [leales  ordeños  de  20  de  Setiembre  ele  1852  y 4 ele  Setiembre  do  1867. 
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sino  on  proporción  á los  haberes  de  cada  uno;  de  donde  se  in- 
fiere que  cuando  la  administración  falta  á los  preceptos  de  la 
justicia  y á las  reglas  de  equidad  en  el  repartimiento  de  las  con- 
tribuciones, viola  el  derecho  de  propiedad  y cometo  un  exceso 
de  poder  en  daño  de  los  particulares  que  deben  hallar  amparo 
en  los  tribunales  contencioso-administrativos. 

En  virtud  de  recientes  disposiciones  deben  rectifícarse  los 
arnillaramientos  que  hasta  aquí  han  servido  de  base  para  repar- 
tir la  contribución  territorial  (1). 

1985.  — II.  La  contribución  industrial  y de  comercio,  á la 
cual  está  sujeto  todo  español  ó extranjero  que  ejerza  cualquiera 
industria,  comercio,  jmofesion,  arte  ú oficio  no  comprendido  en 
las  exenciones  que  la  ley  declara  (2). 

1986.  — Las  bases  para  el  repartimiento  de  la  contribución  in- 
dustrial y de  comercio,  son: 

I.  Distribución  de  las  diversas  industrias  no  exentas  en  cinco 
tarifas. 

II.  La  cuota  de  cada  contribuyente  varía  con  arreglo  á la  po- 
blación, es  decir  que  será  mayor  en  las  de  grande  vecindario,  y 
en  las  de  corto  vecindario  menor. 

III.  Formación  de  matrículas  generales  de  todos  los  contribu- 
yentes por  este  concepto  en  cada  distrito  municipal. 

IV.  Formación  de  gremios  ó colegios  de  todos  los  que  ejerzan 
una  misma  profesión,  industria,  arte  ú oficio  para  el  señalamien- 
to de  cuotas  según  las  utilidades  probables  ó presumibles  (3). 

blsta  contri}) ación  tarnbicn  puede  ser  recargada  con  cantida- 
des adicionales  para  atender  á los  gastos  provinciales  ó locales 
de  interés  común. 

1987. — III.  Cédulas  personales. — Están  sujetos  al  pago  de  di- 
clio  impuesto  todos  los  españoles  j extranjeros  residentes  en 
España  mayores  de  catorce  años.  Exceptúanse : 

í.  IjOS  pobres  de  solemnidad,  entendiéndose  por  tales  los  men- 
digos y los  recogidos  en  los  asilos  de  beneficencia. 

(1)  Real  decreto  de  18  de  Díciemtíre  de  1846,  circular  de  6 de  Marzo  de  1860,  decreto 
de  1.®  de  Mayo  do  1813,  é instr.  de  10  do  .Junio  del  mismo  año. 

U*)  Ihiti.,  art.  6, y reales  decretos  de 23  de  Mayo  de  1845,  21  de  Marzo  de  1846 y lí)  de  Mayo 
de  1848. 

(3)  Reales  decretos  de  23  de  Mayo  de  1845. 2T  de  Marzo  de  1816,  1.®  de  Julio  de  1850,  20  da 
Octubre  do  1852,  25  de  Setiomiire  de  1S65  é instr.  de  23 de  Diciembre  del  mismo  año,  real  or- 
den de  4 de  Setiembre  de  1867,  érder.  de  3 de  Diciembre  de  1868,  reiílaTnC7.it.c  de  20  da  Jlarzo 
do  1870  y decreto  de  29  uo  Mayo  de  1873. 


299 


LIBRO  IV.  DE  LA  MATERIA  ADMINISTRATIVA. 

II.  Las  religiosas  profesas  que  viven  en  clausura. 

III.  Los  penados,  rniéníras  dura  su  reclusión. 

Las  cédulas  personales  caducan  al  fin  de  cada  año  econó- 
mico (1), 

1988.  — IV.  Impuesto  de  derechos  reales  y transmisión  de 
hienes. — Dan  origen  á la  contribución : 

I.  Las  traslaciones  de  dominio  de  bienes  inmuebles  y las  de 
dereclios  reales  sobre  los  mismos. 

II.  La  constitución,  reconocimiento,  modificación  ó extinción 
de  derechos  reales  afectos  á los  bienes  inmuebles. 

III.  Las  transmisiones  de  dominio  de  bienes  muebles  por  cau- 
sa de  muerte. 

IV.  Las  de  igual  naturaleza  á consecuencia  de  actos  judiciales 
ó administrativos,  ó en  virtud  de  contratos  no  hipotecarios  otor- 
gados ante  escribano  (2). 

Esta  contribución,  conocida  en  otro  tiempo  con  el  nombre  de 
derecho  de  hipotecas,  estaba  justificada  como  medio  indirecto 
de  averiguar  en  un  periodo  más  ó menos  largo  la  riqueza  in- 
mueble, su  verdadero  valor  y la  extensión  de  la  materia  contri- 
buyente. A falta  de  catastro  se  acudía  á un  dato  estadístico  to- 
rnado del  movimiento  de  la  propiedad  territorial.  Las  últimas 
reformas  introducidas  en  nuestra  legislación  hipotecaria  dispen- 
san al  Gobierno  de  proseguir  aquellos  trabajos  de  investigación, 
y el  derecho  que  devengan  las  traslaciones  de  dominio  y demás 
actos  semejantes  es  hoy  real  y verdaderamente  fiscal. 

1989.  — Son  contribuciones  indirectas: 

1990.  — I.  La  renta  de  aduanas, — Es  decir,  los  derechos  que 
se  cobran  en  los  puntos  de  nuestras  costas  y fronteras  designa- 
dos por  el  Gobierno  para  la  entrada  y salida  de  las  mercaderías 
en  los  dominios  de  España. 

A los  derechos  de  importación  y exportación  que  determinan 
los  aranceles,  se  agregan  el  impuesto  único  de  descarga  y el  de 
transpmde  de  viajeros,  así  como  los  de  cuarentena  y lazareto,  ó 
sea  de  policía  sanitaria  y otros  llamados  menores  (3). 

1991.  — Eñ  época  no  lejana  fueron  suprimidas  las  aduanas  in- 


(L)  Uecrolo  de  íiG  do  .Junio  de  1871  y rojílamcnto  de  28  do  Ag-o.sk)  del  mismo  auu. 

(2)  Real  decreto  do  11  do  Mayo  do  1S72 , reglamculo  da  M de  Enero  de  187:!,  y dccrek' 
de  20  de  .luniode  1874. 

;d)  Ordenanzas  do  aduanas  de  17  de  .Tulio  de  1870. 
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teriores,  quedando  una  línea  en  las  costas  y fronteras  en  donde 
se  verifica  el  registro,  y otra  segunda  para  el  contraregistro, 
mediando  entre  ambas  una  zona  no  menos  ancha  de  una  legua 
ni  más  de  cinco.  Era  la  mente  del  Gobierno,  autor  de  la  refor- 
ma, que  el  tráfico  y circulación  de  los  géneros,  frutos  y efectos 
extranjeros  y coloniales  fuese  completamente  libre  en  lo  interior 
del  reino,  de  forma  que  las  pesquisas  del  resguardo  no  se  exten- 
diesen más  allá  de  los  puntos  de  confrontación. 

Mas  sean  los  vicios  de  la  administración  (que  no  sin  causa  un 
escritor  político  del  siglo  xvii  llamó  á las  aduanas  puertas  de  la 
muerte),  sean  las  dificultades  de  la  práctica,  ó lo  que  es  más 
probable,  el  aislamiento  de  una  providencia  que  debia  ir  acompa- 
ñada de  otras,  cada  una  de  las  cuales  formase  parte  integrante 
de  un  sistema,  es  lo  cierto  que  el  Gobierno  se  mostró  perplejo  é 
irresoluto,  y se  vio  obligado  á dictar  reglas  muy  severas  para  la 
represión  del  contrabando,  declarando  por  punto  general  que  ni 
los  géneros  estancados  ni  los  prohibidos  á comercio  gozasen  de 
las  franquicias  otorgadas  á los  demás,  y mandando  que  fuesen 
aprehendidos  en  donde  quiera  que  fuesen  hallados.  Una  ley  es- 
pecial (dijo)  determinará  las  reglas  'que  hayan  de  observarse 
para  la  circulación  de  las  mercaderías  así  por  la  zona  fiscal,  como 
por  lo  interior  del  reino,  después  de  haber  salido  de  los  puntos 
de  adeudo  (1). 

Hoy  la  circulación  ó transporte  de  mercaderías  de  im  punto  á 
otro  del  territorio  español  sin  salir  á la  mar  ni  cruzar  la  fronte- 
ra, es  libre  con  ciertas  condiciones;  pero  no  así  la  de  efectos  es- 
tancados, tejidos,  ropas  y géneros  coloniales  por  la  zona  ter- 
restre durante  la  noche,  á no  ser  que  sean  transportados  en  fer- 
ro-carriles, diligencias  ó mensajerías  de  itinerario  fijo. 

Dentro  de  la  zona  fiscal  no  se  permite  el  establecimiento  de 
depósitos  de  géneros  extranjeros  ó coloniales  sino  en  las  pobla- 
ciones que  tengan  Administración  de  aduanas  ó de  rentas.  Aun 
las  fábricas  situadas  dentro  de  la  zona  fiscal  en  las  fronteras  de 
tierra  son  objeto  de  una  especial  vigilancia  (2). 

1992. — II.  El  impuesto  de  consumos. — Varias  veces  fué  abo- 
lido por  odioso,  desigual,  \mj atorio,  impopular,  de  difícil  y cos- 
tosa recaudación;  y sin  embargo  otras  tantas  fué  restablecido. 


P ) Instrucción  de  nduauas  de  5 do  Marzo  de  1852. 
(2)  Ordenanzas  de  aduanas,  arts.  Hü  y sig. 
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porque  nada  ha  bastado  á llenar  el  vacío  que  la  supresión  dejaba 
en  las  arcas  del  Tesoro  (1). 

1993.  — El  Gobierno  provisional  hizo  este  sacrificio  á la  opi- 
nión con  mejor  deseo  que  fortuna  (2).  Para  reemplazarlo  discur- 
ri(3  acudir  aun  repartimiento  personal  ó verdadera  capitación; 
arbitrio  imposible  según  lo  acreditó  la  experiencia.  Luégo  ima- 
ginó apropiarse  los  recargos  provinciales  y municipales,  que- 
dando las  corporaciones  populares  indotadas,  por  lo  cual  hubo 
necesidad  de  autorizar  á las  Diputacioiies  y Ayuntamientos  para 
establecer  impuestos  sobre  artículos  de  comer,  beber  y arder  de 
producción  nacional  (3).  Por  último  apeló  á la  creación  de  uno 
módico  especial  sobre  la  producción  y expendicion  de  los  mis- 
mos artículos  ántes  gravados  con  los  derechos  de  consumo,  y 
todo  en  vano.  Un  ciego  y obstinado  espíritu  de  sistema,  el  amor 
propio  comprometido,  el  temor  á la  impopularidad  y el  rubor  de 
la  contradicción  se  disfrazaban  con  la  falsa  idea  que  la  libertad  no 
era  compatible  con  la  contribución  indirecta.  La  Gran  13retaua 
en  Europa,  y en  América  los  Estados  Unidos,  desmienten  al  au- 
tor de  la  sentencia. 

1994.  — El  Gobierno,  apremiado  por  las  circunstancias,  resta- 
bleció el  impuesto  de  consumos,  aunque  limitado  á cuatro  artícu- 
los, carnes,  líquidos,  jabón  y sal  (4).  Posteriormente  lo  extendió 
á ocho  especies  asentando  las  tarifas  sobre  la  base  de  la  pobla- 
ción de  cada  distrito  municipal,  sin  distinción  de  capitales  de 
provincia  y pueblos  subalternos  (5). 

1995.  — III.  Sello  y timbre. — Este  derecho  se  percibe  de  to- 
dos los  documentos  que  tienen  por  objeto  transacciones  mer- 
cantiles, transmisión  de  valores,  reconocimiento  de  créditos, 
recibo  de  cantidades  ó pagos  de  cualquiera  clase,  y se  satis- 
face: 

I.  Mediante  el  empleo  de  papel  sellado. 

II.  Por  el  timbre  en  seco. 

iir.  Por  el  timbre  ó sello  necesario  á la  documentación. 

Los  contraventores,  además  de  incurrir  en  multa,  se  exponen 

(1)  Reales  decretos  de  23  de  Mayo  de  1845, 25  do  UelDrero  de  1848  y 15  de  Diciembre  de  1856, 
é Instr.  de  24  de  Diciembre  del  mismo  año. 

(2)  Decreto  de  12  de  Octubre  de  1868. 

(3)  Ley  de  23  de  Febrero  de  1870. 

(4)  Decreto  de  11  de  Mayo  de  1873. 

(5)  Decreto  de  26  de  Junio  de  1874. 
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á que  los  documentos  faltos  de  este  requisito,  sean  declarados 
nulos  y de  ningún  valor  enjuicio  y fuera  de  él  (1). 

j990. — IV.  Renta  de  tabacos. — Una  de  las  antiguas  rentas  es- 
tancadas, ó verdaderos  monopolios  que  el  Gobierno  ejercia  para 
aumentar  con  sus  productos  los  ingresos  del  Tesoro, 

Aunque  al  estanco  sucedió  un  régimen  de  medio  estanco,  pues- 
to que  fué  autorizada  la  expendeduría  de  tabacos  habanos  por 
cuenta  de  los  particulares,  hoy,  revocada  aquella  licencia,  la  fa- 
bricación y venía  de  tabacos  de  todas  clases  son  exclusivas  del 
Gobierno  (2). 

1997, — V.  En  fm,  por  no  fatigar  al  lector,  añadiremos  que 
también  forman  parte  de  los  ingresos  del  Tesoro  y dan  origen,  á 
una  renta  piiblica  las  Casas  de  moneda,  las  Loterías,  las  Licen- 
cias de  armas  y de  caza,  el  Tm'puesfo  sobre  las  tainfas  de  viaje- 
ros, el  Timbre  sobre  las  de  mercaderías,  el  de  Sueldos  y asigna- 
ciones del  estado,  el  de  Empleados  en  la  administración  pirovin- 
cial  y municipcd,  el  Cánon  que  satisfacen  las  minas  y otros  me- 
nores, de  los  cuales  unos  son  permanentes,  otros  transitorios,  y 
algunos  participan  del  carácter  de  transitorios  y permanentes  á 
la  vez,  porque  sufrieron  recargos  con  aplicación  especial  á los 
gastos  de  la  última  guerra  civil. 


Artículo  2.*^ — Recargos  y arbitrios. 


1998. — Unidad  del  sistema  tribu- 

tario. 

1999.  — Espíritu  de  la  legislación 

vigente. 

2000. — Administración  y custodia 

de  los  fondos  provinciales. 

2001. — Contador. 

2002. — Depositario. 


2003 . — Responsabilidad . 

2004.  — Inversión. 

2005. — Ordenación  de  pagos. 

200(5. — Recaudación  é inversión  de 

los  fondos  municipales. 
2007. — Nombramiento  y separa- 
ción de  los  empleados. 

2007  (5¿í).— Ordenación  de  pagos. 


1998. — El  principio  de  la  unidad  se  ha  convertido  en  precepto 
do  rigorosa  observancia  desde  que  la  Constitución  ordenó  que 

(1)  Decretos  de  11  de  Mayo  de  18“2  y 2<j  de  Jukío  de  18T4.  V.  sohre  sellos  de  Correos  y Te- 
légrafos, papel  de  multas,  matrículas  y reintec'Pos  y sellado,  órdeu  de  20  de  Abril  de  1869, 
circular  de  18  de  Enero  de  18~0,  órdenes  de  1."  de  Febrero  y 2 de  Abril  de  1870,  etc. 

(2)  Real  decreto  do  20  de  Abril  de  1860,  decretos  de  26  de  Junio  y 29  do  Octubre  do  1874, 
y real  decreto  de  28  de  Enero  de  1875. 


LIBRO  IV.  BE  LA  MATERIA  ADMINISTRATIVA.  303 

las  facultades  de  las  Diputacioiiés  y Ayuntamientos  en  materia 
de  impuestos  debía  fijarse  de  modo  que  los  provinciales  y muni- 
cipales no  se  hallasen  nunca  en  oposición  con  el  sistema  tribu- 
tario del  estado  (1). 

Según  la  legislación  anterior  á la  vigente  las  contribuciones 
para  los  gastos  de  la  administración  provincial  y municipal  cor- 
rian  unidas  á las  generales  del  estado,  y así  con  justa  razón  lle- 
A^aban  el  nombre  de  recargos,  porque  en  efecto  se  obtenían  los 
ingresos  por  medio  de  cuotas  adicionales,  y sólo  cuando  eran  in- 
suficientes, se  cubría  el  déficit  con  arbitrios  especiales.  De  esta 
suerte  el  principio  de  la  unidad  quedaba  á salvo,  pues  la  ley  con- 
cedía al  Gobierno  la  facultad  de  autorizarlos,  y no  como  un  acto 
de  tutela  administratÍAm  del  poder  central  respecto  á las  corpo- 
raciones populares,  sino  como  una  necesidad  de  orden  y con- 
cierto entre  todas  las  partes  de  la  Hacienda  pública,  supuesto 
que  uno  mismo  es  el  contribuyente. 

1999.  — El  criterio  que  inspiró  la  legislación  posterior  es  dis- 
tinto, pero  no  contrario.  El  respeto  á la  libertad  de  la  provincia 
y el  municipio  que  algunas  Amces  se  acerca  y casi  se  confunde 
con  una  verdadera  autonomía,  hizo  que  prevaleciese  la  máxima 
que  los  ingresos  para  atender  á ios  gastos  proAÚnciales  y muni- 
cipales fuesen  independientes  de  los  generales  de  estado  (2) . Sin 
embargo  el  legislador  se  guardó  muy  bien  de  quebrantar  el  prin- 
cipio de  la  unidad.  Lejos  de  eso  no  formó  escrúpulo  de  descender 
á multitud  de  pormenores  reglamentarios;  de  donde  se  colige 
que  los  ingresos  de  la  administración  provincial  y municipal, 
ha-blando  con  propiedad,  son  distintos,  pero  no  independientes 
de  los  generales  del  estado. 

2000.  — La  recaudación,  administración  v custodia  de  los  fon- 
dos  provinciales  están  á cargo  de  los  empleados  y agentes  que 
la  Diputación  nombra  y separa  á su  voluntad.  El  contador  y el 
depositario  son  los  principales. 

2001.  — El  nombramiento  del  primero  no  es  tan  libre  que  la 
Diputación  pueda  hacerlo  á su  arbitrio,  puesto  que  ordena  la  ley 
haya  de  recaer  precisamente  en  persona  que  reúna  determina- 
das circunstancias,  tales  como: 

I.  Ser  ó haber  sido  contador  en  provincia  de  igual  clase. 


(1)  Const.,  -art.  99. 

Ley  de  2:3  ríe  B'elirero  de  18^0,  art.  1. 
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II.  Haber  desempeñado  durante  dos  años  igual  destino  en  pro- 
vincia de  clase  inmediatamente  inferior. 

III.  Haber  servido  por  espacio  de  seis,  y entre  ellos  dos  como 
oficial  primero  de  contaduría  ú otro  destino  análogo  en  la  mis- 
ma provincia,  ó en  otra  de  la  misma  clase. 

IV.  Ser  profesor  mercantil. 

El  oficio  propio  del  contador  es  llevar  la  cuenta  y razón  de  los 
fondos  provinciales,  é intervenir  sus  entradas  y salidas. 

2002.  — El  depositario  tiene  bajo  su  custodia  los  caudales  y ha- 
ce los  pagos.  Para  mayor  seguridad  presta  la  danza  que  la  Di- 
putación estima  necesaria,. ántes  de  tomar  posesión  de  su  cargo. 

2003.  — Así  como  estos  empleados  y los  agentes  que  los  auxi- 
lian son  responsables  á la  Diputación  de  toda,  quiebra,  malversa- 
ción ó desfalco,  así  también  ésta  lo  es  civilmente  á la  provincia 
en  caso  de  negligencia  ú omisión  probada,  sin  perjuicio  de  los 
derechos  que  contra  aquéllos  pueda  ejercitar  con  arreglo  á las 
leyes. 

2004. — 'Corresponde  á la  Diputación  la  distribución  é inversión 
de  los  fondos  provinciales  conforme  al  presupuesto  y á las  re- 
gias comunes  de  la  contabilidad. 

2005.  —El  vicepresidente  de  la  Comisión  provincial  es  el  or- 
denador de  pagos  (1) . 

2006.  — Por  analogía  pertenece  á los  Ayuntamientos  recaudar 
é invertir  los  fondos  municipales,  aplicándolos  á los  distintos 
servicios  de  su  particular  competencia.  La  ley  les  obliga  á su 
distribución  mensual  con  sujeción  al  presupuesto. 

2007.  — Es  atribución  exclusiva  de  estas  corporaciones  popu- 
lares nombrar  y separar  al  contador,  depositario  y demás  emplea- 
dos  y agentes  que  manejan  los  caudales  del  municipio  con  facul- 
tad plena  y absoluta,  pues  ninguna  condición  se  requiere  para 
ejercer  dichos  cargos,  salvo  la  fianza  que  deben  prestar,  so  pena 
de  incurrir  los  individuos  del  Ayuntamiento  en  responsabilidad 
civil  en  caso  de  alcance,  según  queda  advertido  á proposito  de 
los  diputados  provinciales. 

No  es  obligatorio,  sino  potestativo  en  los  Ayuntamientos,  nom- 
brar contador  y depositario  de  los  fondos  municipales.  Si  por  ra- 
zones de  economía  ú otra  causa  cualquiera  acuerdan  suprimir 

(1)  Ley  provincial,  arts.  n y sig. 
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el  primero  de  estos  cargos,  un  regidor  elegido  por  el  Ayunta- 
miento mismo  hará  sus  veces  y correrá  con  la  intervención. 

Cuando  en  un  pueblo  no  haya  persona  que  quiera  aceptar  la 
depositaría,  el  Ayuntamiento  lo  deciara  concejil  y obligatorio; 
pero  en  tal  caso  no  lleva  aneja  la  prestación  de  ñanza,  ni  se  exige 
á quien  lo  desempeña  que  haya  el  menor  gasto,  debiendo  ser  to- 
dos de  cuenta  del  municipio. 

2007  [bis), — La  ordenación  de  pagos  corresponde  al  al- 
calde (1). 


CAPÍTULO  II. 

lie  la  administración  de  la  Hacienda  pública. 


2008. — Hacienda  pública. 

2009.  — Intervención  del  Gobierno. 

2010.  — Reglas  de  su  administra- 

ción. 

2011.  — Unidad  y sencillez. 

2012.  — Igualdad  proporcional. 

2013.  — Cobranza  fácil  y económica. 

2014. — Estados  de  ingresos  y gas- 

tos. 

2015. — Facultades  de  la  adminis- 

tración de  las  rentas  públi- 
cas. 

2016. — Procedimientos  contra  ios 

deudores  á la  Hacienda. 


2017.  — Pago  de  las  deudas  contra 

el  estado. 

2018. — Venta  y administración  de 

bienes  nacionales  y otras 
fincas. 

2019. — Procedimientos  para  el 

reintegro  de  los  créditos  á 
favor  de  la  Hacienda. 

2020. — Responsabilidad  do  los  pri- 

meros y segundos  contri- 
buyentes. 

2021. — Privilegios  de  la  Hacienda 

en  concurso  de  acreedores. 


2008.  — Constituyen  nuestra  Hacienda  pública  todas  las  con- 
tribuciones, rentas,  fincas,  valores  y derechos  pertenecientes  al 
estado,  cuyos  rendimientos  forman  el  haber  del  Tesoro  y se  apli- 
can al  pago  de  las  obligaciones  del  estado  (2) . 

2009.  — Al  Gobierno,  como  gerente  de  la  fortuna  nacional  per- 
tenece administrar  la  Hacienda  pública,  percibiendo  los  ingresos 
y ordenando  los  gastos  según  la  Codstitudon  y las  leyes  do  pre- 
supuestos btq  o la  responsabilidad  de  los  ministros;  pero  no  puede 


(1)  Ley  municipal,  arta.  140  y sig. 

(2)  Ley  do  20  de  Febrero  de  1850,  art.  1,  y ley  provisional  de  administrac  ion  y contabili- 
dad de  la  Hacienda  do  25  de  Junio  de  1870,  art . 1. 

TOMO  II. 
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enajenar,  ni  hipotecar  los  derechos  de  la  Hacienda,  ni  arrendar 
las  rentas  públicas,  ni  someter  á juicio  de  árbitros  las  contiendas 
que  sobre  éstas  ó aquéllos  se  susciten  sino  en  virtud  de  una  ley, 
porque  los  actos  de  semejante  naturaleza  son  más  que  una  sim- 
ple gestión,  y pueden  comprometer  de  una  manera  grave  y per- 
manente los  intereses  del  estado. 

2010.  — La  fortuna  de  los  pueblos,  ha  dicho  un  famoso  hacen- 
dista, se  gobierna  conforme  á los  mismos  principios  que  la  de 
los  particulares,  y el  espíritu  de  orden  es  por  tanto  la  primera 
necesidad  de  su  administración. 

Para  que  esta  sea  ordenada  y perfecta  debe  subordinarse  á las 
siguientes  reglas : 

I.  Unidad  y sencillez. 

II.  Distribución  equitativa  de  las  cargas  públicas. 

III.  Percepción  fácil,  cómoda  y económica  de  las  rentas. 

IV.  Estados  de  la  administración  claros  y sencillos,  para  que 
al  primer  golpe  de  vista  pueda  formarse  cabal  idea  de  la  situa- 
ción de  la  Hacienda. 

2011. “ La  unidad  se  establece  clasificando  las  rentas,  acer- 
cando las  semejantes  y reduciéndolas  á sistema.  Por  medio  de  la 
unidad  se  llega  á la  sencillez  que  consiste  en  descartar  la  admi- 
nistración de  la  Hacienda  pública  de  cuanto  sea  extraño  á este 
servicio,  y atraerse  lo  perteneciente. 

Según  esta  regla : 

I.  La  recaudación  del  haber  del  Tesoro  se  halla  á cargo  del 
ministerio  de  Hacienda  y se  veriñin  por  agentes  del  mismo  res- 
ponsables, sujetos  á rendición  de  cuentas  y á prestar  fianzas 
cuando  lo  exija  la  seguridad  de  los  fondos  al  tenor  de  los  regla- 
mentos. 

II.  Aunque  la  administración  de  las  rentas,  impuestos  ó dere- 
chos que  en  el  dia  están  á cargo  de  oíros  ministerios  por  cor- 
responder á servicios  especiales,  continúe  bajo  su  dirección,  los 
agentes  destinados  á su  cobranza  dependen  inmediatamente  del 
de  Hacienda  en  punto  á la  entrega  y aplicación  de  fondos  y á la 
rendición  de  cuentas. 

III.  La  suma  de  los  caudales  públicos,  inclusos  los  reintegros 
de  pagos  indebidos  y el  producto  en  venta  de  los  efectos  que  se 
enajenen  por  inútiles  ó innecesarios  en  todos  los  ramos  del  ser- 
vicio del  estado,  se  reúnen  en  el  Tesoro  ó sus  dependencias,  in- 
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gresando  en  sus  arcas  material  ó virtualmente.  Quedaron,  pues, 
suprimidas  las  depositarías  y pagadurías  especiales,  y se  acordó 
la  centralización  absoluta  de  todos  los  fondos  del  Tesoro  público, 
porque  en  realidad  no  hay  en  cada  estado  sino  un  presupuesto, 
una  cuenta,  y en  fin  una  caja,  siendo  las  especiales  oficinas  su- 
balternas (1). 

2012. — La  igualdad  proporcional  del  impuesto  es  la  condición 
más  necesaria  de  orden  y economía,  porque  sin  ella  no  hay  ver- 
dad en  Hacienda,  ni  justicia  en  el  repartimiento  de  las  cargas 
entre  los  contribuyentes.  Esta  justa  proporción  se  obtiene  reu- 
niendo el  Gobierno  gran  copia  de  datos  y noticias  estadísticas, 
asentando  las  contribuciones  en  bases  ciertas,  adoptando  una 
serie  de  providencias  relativas  á determinar  las  cuotas  indivi- 
duales y deshaciendo  los  errores  ó agravios  cometidos  en  es- 
tas operaciones.  También  conduce  á desviar  al  Gobierno  de  este 
grande  escollo  de  la  administración  el  prohibir  que  se  conce- 
dan exenciones,  rebajas  ó perdones  de  impuestos  ó derechos 
de  la  Hacienda  pública,  ni  moratorias  para  el  pago  de  los  débi- 
tos al  Tesoro  sino  en  los  casos  y en  la  forma  prescrita  por  las 
leyes  (2). 

Puede  el  Gobierno  conceder  rebajas  y perdones  de  una  parte 
de  la  contribución  territorial  á las  personas  ó pueblos  que  hayan 
perdido  sus  cosechas  á causa  <ie  alguna  calamidad  extraordina- 
ria, y moratorias  de  un  año  para  el  pago  de  lo  que  adeuden  por 
la  misma  contribución  respecto  al  ejercicio  corriente  ó anterio- 
res, siempre  que  hayan  perdido  las  cosechas  durante  el  año  eco- 
nómico ó el  anterior  por  igual  motivo.  La  misma  gracia  puede 
otorgar  en  el  propio  caso  á los  compradores  de  bienes  nacio- 
nales en  cuanto  á los  plazos  vencidos  ó que  habrán  de  vencer 
según  las  leyes  de  desamortización  y las  condiciones  de  la  su- 
basta. 

• Para  optar  á la  moratoria  deben  los  Ayuntamientos,  asociados 
á las  Juntas  municipales,  instruir  expediente  justificativo  de  la 
calamidad  ó pérdida  de  la  cosecha,  informado  por  la  Diputación 
y la  administración  económica  de  la  provincia;  y los  comprado- 
res acreditar  además  que  ellos  y la  finca  deudora  al  estado  no 


(1)  Ley  de  25  de  Junio  do  1870,  arts.  2,  3 y 4,  y real  decreto  do  10  do  Mayo  de  1851  ó ins- 
trucciones de  20,  23  y 26  de  Junio  del  misino  año. 

(2)  Ley  do  25  de  Junio,  urt.  5. 
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han  quedado  libres  de  la  calamidad  ó pérdida  que  afligen  al  pue- 
blo, y que  no  poséen  bienes  en  otro  punto. 

Estos  expedientes  se  incoan  ante  el  gobernador  respectivo, 
quien  los  eleva  con  su  dictárnen  al  ministerio  de  Hacienda  por 
conducto  de  las  direcciones  generales  de  Contribuciones  ó de 
Propiedades  y Derechos  del  estado  según  los  casos  (1). 

2013.  — La  facilidad , comodidad  y economía  de  la  cobranza  son 
prendas  seguras  de  la  exactitud  del  servicio  y una  muestra  clara 
del  respeto  que  el  Gobierno  profesa  á la  propiedad  particular,  no 
imponiéndole  otros  gravámenes  que  ios  necesarios  para  la  salud 
y comodidad  del  estado.  Por  esta  causa  se  prohíbe  el  arrenda- 
miento de  las  rentas  pxiblicas  fuera  de  los  casos  en  que  se  halle 
expresamente  autorizado  por  las  leyes  de  su  creación  ó por  otra 
especial.  El  sistema  de  los  arriendos  adolece  de  gravísimos  in- 
con venientes,  porque  es  la  cobranza  más  cara  de  todas,  la  más 
dura  y ocasionada  al  abuso,  mengua  la  dignidad  del  Gobierno  y 
le  somete  á la  vergonzosa  tutela  de  los  hombres  de  negocios. 

2014.  — Los  estados  de  la  Hacienda  se  logran  redactando  con 
precisión  y claridad  los  presupuestos  de  ingresos  y gastos,  y pre- 
sentando á las  Cortes  cada  año  las  cuentas  del  anterior. 

2015.  — Corresponde  á la  administración: 

2016. — 'I.  Proceder  contra  los  deudores  de  la  Hacienda  públi- 
ca hasta  conseguir  la  cobranza  de  los  créditos  liquidados  á.  su  fa- 
vor, cuyos  procedimientos  son  puramente  administrativos,  sin 
que  puedan  pasar  á contenciosos , miéntras  no  se  realice  el  pago 
ó la  consignación  de  la  cantidad  líquida  en  las  cajas  del  'fesoro. 

La  tramitación  es  la  que  las  leyes  y reglamentos  señalan  á la 
Via  del  apremio  (2.) 

A todo  procedimiento  de  apremio  para  la  cobranza  de  débitos 
á favor  de  la  Hacienda  pública  debe  preceder  ó acompañar  el 
embargo  formal  de  los  bienes  muebles  ó inmuebles,  para  evitar 
que  mientras  corren  los  términos  del  procedimiento  los  deudo- 
res los  enajenen,  y sea  la  Hacienda  defraudada  en  sus  derechos 
é intereses.  Asimismo  debe  hacerse  de  los  inmuebles  la  anota- 
ción preventiva  en  el  Registro  de  la  propiedad,  sin  perjuicio  de 
continuar  el  procedimiento  de  apremio  en  los  términos  estable- 
cidos por  las  leyes  fiscales.  Los  registradores  no  deben  oponer 


(1)  Decreto  de  12  de  Setiembre  de  1870. 

(2)  Ley  de  25  de  Junio,  art.  0. 
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obstáculo  alguno  á la  anotación  acordada  por  los  comisionados 
de  la  Hacienda  pública,  porque  su  acuerdo  equivale  á un  man- 
dato judicial  (1). 

2017. — II.  Acordar  el  pago  de  sus  deudas  y verificarlo  en  la 
forma  y dentro  de  los  límites  señalados  por  las  leyes  de  presu- 
puestos, y según  las  reglas  establecidas  para  satisfacer  las  obli- 
gaciones del  estado. 

I.  Son  únicamente  deudas  exigibles  del  estado  las  obligacio- 
nes contenidas  en  la  ley  anual  de  presupuestos  ú otras  especiales. 

El  ministro  de  Hacienda,  y por  su  delegación  el  director  del 
Tesoro,  es  el  ordenador  general  de  pagos.  Todos  los  ordenado- 
res secundarios  son  subalternos  dcl  general,  y por  tanto  el  per- 
sonal de  estas  oficinas  depende  directamente  del  ministerio  de 
Hacienda.  Kxceptúanse  las  ordenaciones  de  los  ramos  de  Guerra 
y Marina,  las  cuales,  en  atención  á la  especialidad  de  estos  ser- 
vicios, aunque  dependen  de  aquel  centro,  corren  á cargo  de  em- 
pleados que  nombran  los  respectivos  ministros  con  sujeción  á 
los  reglamentos  de  los  cuerpos  administrativos  del  Ejército  y la 
Armada. 

Las  ordenaciones  de  pagos  de  la  presidencia  del  Consejo  de 
ministros  y de  los  ministerios  de  Gracia  y Justicia,  Gobernación 
y Fomento,  quebrantaban  el  principio  de  la  unidad  que  debe  pre- 
sidir á la  administración  de  la  Hacienda  pública,  por  cuya  razón 
no  era  posible  organizar  la  distribución  de  fondos  acertadamen- 
te y en  armonía  con  los  recursos  del  Tesoro.  De  aquí  su  incor- 
poración al  ministerio  de  Hacienda,  según  queda  advertido  en 
el  núm.  235. 

Los  ordenadores  de  pagos  son  responsables  de  todos  los  inde- 
bidamente acordados  y dispuestos,  á no  ser  que  el  ministro  de 
Hacienda  los  ordene,  después  de  exponerle  aquéllos  por  escrito 
su  improcedencia  y las  razones  en  que  la  fundan.  Este  trámite 
es  de  esencia  para  ponerse  á cubierto  de  toda  responsabilidad  (2). 

II.  Ningún  tribunal  puede  despachar  mandamiento  de  ejecu- 
ción, ni  dictar  providencias  de  embargo  contra  las  rentas  ó cau- 
dales del  estado. 

III.  Los  competentes  para  conocer  de  las  reclamaciones  de 
créditos  á cargo  de  la  Hacienda  pública  y en  favor  de  particula- 


(1)  Real  órden  da  y do  Setiembre  do  1868- 

(2)  Ley  de  25  de  Junio,  arts.  49  y sig- 
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res  dictan  sus  fallos  declaratorios  del  derecho  de  las  partes,  y 
pueden  mandar  que  se  cumplan  cuando  hubieren  causado  ejecu- 
toria; pero  este  cumplimiento  pertenece  exclusivamente  á la  ad- 
ministración, y el  Gobierno  acuerda  el  pago  en  la  forma  y dentro 
del  limite  señalado  en  la  ley  de  presupuestos  y según  las  reglas 
establecidas  para  las  obligaciones  del  estado. 

Ninguna  reclamación  contra  el  estado  á título  de  daños  y per- 
juicios ó á título  de  equidad  es  admitida  gubernativamente  pasa- 
do un  año  desde  el  hecho  en  que  se  funde  el  reclamante,  que- 
dando á éste  el  recurso  que  corresponda  ante  los  tribunales  com- 
petentes, el  cual  también  prescribe  por  el  transcurso  de  dos  años 
á contar  desde  la  misma  fecha. 

Todo  crédito  cuyo  reconocimiento  y liquidación  no  se  haya 
solicitado  con  la  presentación  de  sus  documentos  justiflcativos 
dentro  de  los  cinco  años  siguientes  á la  conclusión  del  servicio 
de  que  proceda,  queda  prescrito.  Esta  disposición  no  es  aplicable 
á aquellos  cuyo  reconocimiento  y liquidación  hayan  dejado  de 
verificarse  por  causas  extrañas  á la  voluntad  de  los  interesados, 
siempre  que  éstos  justifiquen  haber  deducido  en  tiempo  oportuno 
sus  reclamaciones  y los  documentos  que  las  comprueban. 

IV.  Las  cuestiones  de  dominio  ó propiedad,  que  se  promuevan 
entre  la  Hacienda  y los  particulares,  cuando  lleguen  al  estado  de 
contenciosas,  se  ventilan  ante  los  tribunales  de  la  jurisdicción 
ordinaria  (1). 

Los  jueces  y tribunales  no  pueden  ni  deben  admitir  demanda 
alguna  contra  la  Hacienda  pública,  sin  que  se  acredite  haber  pre- 
cedido la  reclamación  de  los  derechos  litigiosos  en  la  via  guber- 
nativa. El  ministerio  fiscal  del  fuero  ordinario  representa  á la 
Hacienda  pública  enjuicio,  y está  obligado  á consultar  al  minis- 
tro del  ramo  en  todas  las  causas  y negocios  graves,  y muy  par- 
ticularmente ántes  de  entablar  ó contestar  una  demanda,  á no 
haber  ya  recibido  instrucciones  al  efecto  ó en  casos  de  reconoci- 
da urgencia. 

Son  nulas  y de  ningún  valor  ni  efecto  las  sentencias  que  se 
dicten  en  pleitos  de  interés  de  la  Hacienda,  cuando  en  ellos 
no  se  hayan  comunicado  al  ministerio  público  las  instrucciones 
correspondientes,  salvo  si  solicitadas  por  el  fiscal  el  ministro 


(1)  Ley  de  25  de  Junio,  art.  lo. 
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tardase  en  coirmnicarlas  más  de  dos  meses,  y la  tardanza  se  jus- 
tificase en  autos  con  certificación  del  mismo  (1). 

2018.  — III.  También  son  actos  administrativos  la  venta  y ad- 
ministración de  bienes  desamortizados  y propiedades  del  estado, 
debiendo  ventilarse  las  contiendas  que  sobre  incidencias  de  su- 
bastas ó arrendamientos  de  dichos  bienes  se  susciten  ante  las 
corporaciones  ó tribunales  competentes,  con  sujeción  á los  trá- 
mites que  determinan  ó determinen  las  leyes  y reglamentos  par- 
ticulares de  estos  servicios,  si  no  hubiesen,  podido  terminarse 
mediante  avenencia  por  la  via  gubernativa  (2). 

2019.  — IV.  Pertenecen  al  mismo  orden  los  procedimientos 
para  el  reintegro  de  la  Hacienda  pública  en  los  casos  de  alcan- 
ces, malversación  de  fondos  ó desfalcos,  cualquiera  que  sea  su 
naturaleza,  y se  siguen  por  la  via  de  apremio  miéntras  sólo  se 
dirijan  contra  los  empleados  alcanzados  ó sus  bienes  y contra  los 
fiadores  ó personas  responsables,  ya  por  causa  de  obligaciones 
contraídas  en  las  fianzas,  ya  por  su  interveináon  oficial  en  las 
diligencias  y aprobación  de  éstas,  y ya  por  razón  de  actos  admi- 
nistrativos que  hubieren  ejercido  como  funcionarios  públicos, 
sin  perjuicio  de  la  jurisdicción  de  los  tribunales  competentes 
para  conocer  y fallar  las  causas  criminales  de  este  origen.  Si 
contra  estos  procedimientos  se  opusieren  demandas  por  terceras 
personas  á quienes  ninguna  responsabilidad  liga  con  la  Hacien- 
da públiíia  en  virtud  de  obligación  ó gestión  propia  ó transmiti- 
da, el  incidente  se  ventila  asimismo  por  trámites  de  justicia  ante 
los  tribunales  competentes. 

2020.  — En  este  procedimiento  por  apremio  se  aplican  por  su 
órden  ai  reintegro  de  la  Hacienda  pública: 

I.  La  fianza  prestada  por  el  empleado  responsable. 

n.  Los  bienes  muebles  é inmuebles  de  su  pertenencia. 

IH.  Los  que  posean  los  testigos  de  abono  y los  funcionarios 
aprobantes  de  la  fianza,  no  persiguiendo  á éstos  miéntras  no  se 
hayan  agotado  los  medios  de  reintegro  contra  aquéllos,  y sólo 
por  la  diferencia  entre  el  valor  efectivo  de  las  fincas  hipotecadas 
y el  que  les  fué  atribuido  al  constituir  la  fianza. 

IV.  Si  aun  así  quedare  por  cubrir  el  alcance  en  todo  ó en  par- 


(!)  Decreto  de  9 de  Julio  de  1869. 
(2)  Ley  de  25  de  Junio,  art.  15. 
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te,  se  dirige  el  apremio  contra  los  jueces  ó empleados á quienes 
debe  exigirse  la  responsabilidad  subsidiaria. 

2021 . — Tiene  la  Hacienda  pública  derecho  de  prelacion  por 
sus  créditos  liquidados  en  concurrencia  con  otros  acreedores  sin 
otras  excepciones  que  las  siguientes : 

I.  Los  acreedores  que  lo  sean  por  título  de  dominio  ó de  hi- 
poteca especial  con  relación  á las  fincas  comprendidas  en  la  fian- 
za que  prestó  el  deudor  á favor  de  la  Hacienda,  siempre  que  aquel 
título  no  haya  caducado  legítimamente,  y sea  su  fecha  posterior 
al  otorgamiento  de  la  fianza. 

II.  Los  que  tengan  la  misma  acción  de  dominio  ó de  hipoteca 
especial  sobre  los  bienes  del  deudor  no  comprendidos  en  la  fian- 
za, si  el  título  de  aquella  acción  estuviere  vigente;  pero  quedan- 
do á salvo  el  derecho  de  la  Hacienda  contra  toda  enajenación  ó 
hipoteca  de  los  bienes  del  deudor,  resultando  ó podiendo  probar- 
se haber  sido  simuladas,  ó haberse  hecho  en  Mude  de  las  ac- 
ciones del  fisco. 

III.  Las  mujeres  por  su  dote  entregada  y revestida  con  todas 
las  solemnidades  prescritas  por  el  derecho  común,  excluyéndose 
la  dote  simplemente  confesada,  cualquiera  que  sea  la  fecha  de  su 
otorgamiento  (1), 


CAPÍTULO  III. 

lie  la  con  labilidad. 


2022,— Gastos  públicos:  su  clasifi- 

blica. 

cación. 

2025.- 

-Contabilidad. 

2023.— -Gastos  generaIo3s. 

2020.- 

-Legislativa. 

2024. — Condiciones  de  toda  buena 

2027.- 

-Administrativa, 

gestión  de  la  fortuna  pú- 

2028.- 

-Judicial. 

2022.  — Todo  gasto  público  supone  una  necesidad  del  estado  á 
cuya  satisíaccion  se  aplica  una  porción  mayor  ó menor  de  sus 
rentas.  Estas  necesidades,  y por  tanto  los  gastos  á ellas  relativos, 
se  distinguen  en  generales  y particulares^  ordinarios  y ex- 
traordinarios^ previstos  é imprevistos  ó fortuitos. 

2023.  Necesidades  y gastos  generales  son  los  concernientes 


(1)  Ley  de  25  de  Junio,  arta.  10, 13  y'sig. 
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á toda  la  nación,  á diferencia  de  los  locales  ó relativos  á una  par- 
te, por  ejemplo,  á una  provincia  ó pueblo:  ordinarios  los  que 
responden  á obligaciones  también  ordinarias  ó regulares,  y ex- 
traordinarios que  responden  á una  necesidad  pasajera  prevista  ó 
imprevista  como  una  guerra  ó una  calamidad  pública. 

2034.— No  es  posible  que  haya  buena  administración  sin  cono- 
cer las  necesidades  del  estado,  los  recursos  del  Tesoro  y el  me- 
dio de  aplicarlos  con  verdad  y con  eficacia.  Cuanto  más  extensa 
y complicada  sea  la  administración,  tanto  más  há  menester  in- 
troducir la  justicia,  el  orden  y la  economía  en  la  Hacienda  pú- 
blica. 

La  justicia,  para  que  cada  cual  sea  retribuido  según  su  capa- 
cidad y sus  servicios : el  orden,  porque  la  cuenta  y razón  de  los 
ingresos  disminuye  los  gastos  y evita  las  dilapidaciones,  y la 
economía,  principio  fundamental  de  todo  gasto  público:  no  esa 
economía  estéril  y parcial  que  se  aplica  al  estado  por  via  de  am- 
putación, sino  un  sistema  do  equilibrio  entre  los  ingi'esos  y los 
gastos  y de  éstos  entre  sí,  en  el  cual  triunfe  la  ciencia  del  em- 
pirismo y sobre  la  fuerza  prevalezca  la  razón.  La  economía,  así 
entendida,  es  la  primera  virtud  de  los  Gobiernos. 

La  verdadera  economía  no  consiste  en  rebajar  á ciegas  los 
gastos  y mantener  la  desigualdad  en  el  repartimiento  de  las 
cargas,  ni  en  suprimir  lo  necesario  y conservar  lo  supérfluo:  fún- 
dase en  regularizar  el  servicio  de  tal  modo  que  á ménos  costa  so 
obtengan  iguales  resultados,  para  que  el  Gobierno  pueda  proveer 
á todas  las  legítimas  necesidades  de  la  nación. 

2025. — A esto  conducen  las  reglas  de  una  contabilidad  sencilla 
y severa  al  mismo  tiempo,  á saber: 

I.  Los  presupuestos,  ó las  cuentas  anteriores  de  ing-resos  y de 
gastos,  ó el  cálculo  de  lo  que  el  Gobierno  debe  percibir  y pagar 
durante  un  año  económico,  apoyado  en  el  conocimiento  exacto 
de  las  necesidades  públicas  y de  las  rentas  del  estado.  Su  verdad 
es  hipotética,  porque  no  siempre  el  ingreso  probable  resulta  cier- 
to, ni  tampoco  los  gastos  previstos  corresponden  á la  cantidad 
imaginada. 

II.  Y un  buen  sistema  de  cuenta  y razón  que  es  para  la  Ha- 
cienda pública  lina  regla  fundamental  de  orden  y el  mejor  medio 
de  fiscalizar  las  operaciones  del  Gobierno  en  todo  cnanto  con- 
cierne á la  fortuna  general. 
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2026.  — Divídese  la  contabilidad  en  legislativa,  administrativa 
V judicial.  La  primera  determina  las  relaciones  de  la  adminis- 
tración de  las  rentas  públicas  con  los  Cuerpos  legislativos,  y 
íija  los  principales  deberes  de  las  autoridades  encargadas  por  la 
ley  ó por  el  Gobierno  de  aprovechar  los  manantiales  de  la  ri- 
queza nacional,  y de  emplear  las  contribuciones  en  beneflcio  del 
estado. 

2027.  — La  segunda  abraza  la  universalidad  de  los  hechos  rela- 
tivos á la  entrada  y salida  de  caudales  en  las  arcas  del  Tesoro 
público,  y en  fin,  todas  las  operaciones  de  la  administración  con 
respecto  á ingresos  y gastos.  Esta  multitud  de  actos  administra- 
tivos se  enlazan  entre  sí  por  medio  de  la  unidad  de  principios,  de 
la  uniformidad  en  el  método  y de  la  centralización  de  los  resul- 
tados  parciales  y generales,  de  donde  proceden  la  exactitud  y 
regularidad  de  un  servicio  tan  complicado. 

2028.  — Por  último,  la  contabilidad  judicial  comprende  la  orga- 
nización del  Tribunal  de  Cuentas,  y su  competencia  en  todos  los 
actos  de  los  cobradores  y pagadores  de  las  rentas  del  estado.  Es 
una  jurisdicción  especial  á la  cual  están  sujetas  cuantas  autorida- 
des y agentes  manejan  fondos  públicos,  y sirve  para  verificar  la 
exactitud  de  las  que  debe  someter  á su  exámeii  desde  el  último 
cobrador  hasta  el  primer  ministro  de  la  Corona. 


Artículo  í.° — Contabilidad  legislativa. 


2029.  —Presupuestos  generales. 

2030. ^ — Formación. 

2031 .  — Presentación. 

2032.  — Clasificación. 

2033. — Aprobación. 

2034.  — Ejercicio. 

20.35. — Año  económico. 

2036.— Créditos  extraordinarios  y 


suplementos  de  crédito. 

2037. — Intervención  del  Tribunal 

de  Cuentas. 

2038.  — Responsabilidad  por  exceso 

de  pagos. 

2039. — Deberes  del  Gobierno  en 

materia  de  presupuestos. 

2040.  — Observación. 


2029. — Son  los  presupuestos  generales  la  cuenta  universal  del 
estado,  y deben  contener  el  resúmen  de  todos  los  presupuestos 
especiales  indicando  las  sumas  totales  de  ingresos  y gastos  pú- 
blicos por  capítulos  y artículos,  ó en  grandes  partidas  subdividi- 
das en  otras  menores. 
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La  clasificación  de  los  gastos  por  servicios  y de  los  ingresos 
según  la  índole  de  las  rentas,  el  orden  material,  la  sencillez  en 
la  exposición  de  los  resultados,  son  las  primeras  dotes  de  un  pre^ 
supuesto  fundamental. 

2030.  — Cada  ministerio  forma  el  presupuesto  anual  de  los  gas- 
tos de  su  servicio  y lo  pasa  al  de  Hacienda,  por  el  cual  se  redac- 
ta y somete  á la  aprobación  de  las  Cortes  el  general  del  estado, 
presentando  al  mismo  tiempo  el  de  ingresos  ó la  propuesta  de 
medios  con  que  cubrir  todas  las  obligaciones,  cuya  propuesta 
debe  acompañar  siempre  á todo  proyecto  de  ley  que  lleve  consi- 
go autorización  de  gasto. 

El  presupuesto  de  cada  ministerio  sólo  comprende  los  gastos 
de  su  servicio  clasificados  por  capítulos,  cada  uno  de  los  cuales 
contiene  las  atenciones  de  una  misma  especie,  subdivididas  en  el 
número  de  artículos  necesarios  para  determinar  los  pormenores. 

2031.  — Los  presupuestos  generales  de  ingresos  y gastos  de- 
ben presentarse  á las  Córtes  ántes  del  dia  once  del  mes  de  Fe- 
brero, ó sea  con  la  antelación  de  más  de  cuatro  meses  al  dia  en 
que  ha  de  empezar  su  ejercicio. 

2032. — Distínguense  en  ordinarios  y extraordinarios.  En  los 
primeros  se  incluyen  los  recursos  y gastos  de  carácter  perma- 
nente, aunque  su  cuantía  sea  variable;  y en  los  segundos  se  ex- 
presan los  recursos  y obligaciones  de  carácter  transitorio. 

2033. — El  Congreso  primero  y después  el  Senado  (porque  la 
Cámara  popular  tiene  la  iniciativa  en  las  leyes  relativas  á con- 
tribuciones y crédito  público ) discuten  y votan  todas  las  altera- 
ciones que  el  Gobierno  propone  con  relación  al  presupuesto  del 
año  anterior  (1) ; de  modo  que  partiendo  del  principio  que  los 
presupuestos  son  permanentes,  las  demás  partidas  se  entienden 
aprobadas. 

Si  por  cualquiera  causa  las  Cortes  dejasen  de  votar  ó autori- 
zar algún  año  la  ley  de  presupuestos  para  el  siguiente,  se  reputa 
vigente'la  inmediata  anterior,  á no  determinar  otra  cosa  una  ley 
especial. 

2034.  — El  Gobierno  carece  de  facultades  para  suprimir  ó mo- 
dificar los  recursos  votadoa  por  las  Cortes,  y mucho  más  para 
crear  otros  nuevos,  no  hallándose  autorizado  por  la  ley  de  pre- 


(1)  Copst.,  art.  50, 
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supuestos  ü otra  especial.  Tampoco  puede  variar  el  empleo  de 
los  fondos  públicos  sino  mediante  igual  autorización. 

Los  ministros  que  ordenen  exacciones  no  autorizadas  por  la 
ley  ó la  quebranten  en  la  parte  relativa  á la  aplicación  y distri- 
bución de  los  fondos  públicos,  incurren  en  delito  y son  castiga- 
dos con  arreglo  al  Código  penal  (1). 

No  se  considera  vigente  ningún  presupuesto  sino  durante  el 
año  á que  corresponda,  debiendo  anularse  los  créditos  de  que  en 
él  no  se  hubiere  hecho  uso,  á no  ser  que  la  ley  autorice  su  per- 
manencia. Exceptúase  el  caso  de  no  haber  sido  votado  por  las 
Cortes  en  tiempo  oportuno  el  nuevo  presupuesto. 

2035.  — El  año  económico  se  computa  desde  el  l.°  de  Julio  has- 
ta el  30  de  Junio  siguiente,  y el  ejercicio  de  cada  presupuesto 
comprende  los  gastos  y los  ingresos  de  dicho  período,  conside- 
rándose abierto  durante  seis  meses  más,  ó sea  hasta  el  31  de  Di- 
ciembre, para  concluir  la  cobranza  de  haberes  y la  liquidación  y 
pago  de  obligaciones  pendientes  por  servicios  de  aquel  año  (2). 

Los  haberes  que  quedan  sin  cobrar  y las  obligaciones  no  pa- 
gadas al  cerrarse  en  aquella  fecha  el  presupuesto,  se  compren- 
den como  resultas  del  anterior  en  el  del  año  económico  corriente 
por  capítulos  adicionales  y con  la  debida  distinción  de  servicios. 

2036.  — Guando  ocurren  gastos  urgentes  y de  imprescindible 
necesidad,  que  no  se  hallan  comprendidos  en  los  presupuestos, 
y que  por  tanto  carecen  de  crédito  legislativo,  ó si  se  hallan 
comprendidos  y tienen  crédito  legislativo  resulta  insuficiente, 
el  Gobierno  debe  presentar  á las  Córtes  un  proyecto,  de  ley  soli- 
citando en  el  primer  caso  un  crédito  extraordinario  y un  suple- 
mento de  crédito  en  el  segundo,  y proponiendo  en  ambos  los 
medios  de  obtener  los  fondos  necesarios  para  satisfacer  aquellas 
obligaciones. 

Si  las  Córtes  no  estuviesen  reunidas,  el  Gobierno  puede  bajo 
su  responsabilidad  acordarlo; 

I.  Por  medio  de  una  transferencia  de  crédito  del  capítulo  ó 
capítulos  que  ofrezcan  remanente  al  capítulo  ó capítulos  en  que 
existe  déficit,  oyendo  previamente  á la  Sección  de  Hacienda  del 
Consejo  de  Estado. 

II.  Guando  no  haya  sobrante  en  la  misma  sección  del  presu- 

(1)  Art.  223. 

(2)  Ley  de  20  de  Junio  de  1862, 
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puesto,  el  Consejo  de  ministros  acuerda  la  concesión  del  suple- 
mento ó del  crédito  extraordinario  previa  consulta  del  Consejo 
de  Estado  en.  pleno  acerca  de  la  necesidad  y urgencia  del  gasto. 

Los  suplementos  de  crédito  ó créditos  extraordinarios  no  otor- 
gados por  las  Cortes  se  consideran  provisionales  hasta  su  defi- 
nitiva aprobación  por  las  mismas. 

Los  reales  decretos  autorizando  suplementos  de  crédito  ó cré- 
ditos extraordinarios  se  acuerdan  en  Consejo  de  ministros,  se 
extienden  por  el  de  Hacienda  y los  refrenda  el  presidente  del 
mismo  Consejo. 

2037.  — Una  vez  expedidos  se  remiten  con  ios  expedientes  que 
los  hayan  producido  al  Tribunal  de  Cuentas  para  su  registro,  y 
se  publican  en  la  Gaceta  de  Madrid.  La  omisión  de  estos  requi- 
sitos implica  la  responsabilidad  del  Gobierno. 

2038.  — Son  responsables  al  reintegro  de  todo  exceso  de  pago 
por  el  Tesoro  público  los  jefes  administrativos  y funcionarios 
de  cualquiera  clase  que  hubiesen  liquidado  los  créditos  ó haberes 
ó expedido  los  documentos  en  el  ejercicio  do  sus  funciones.  La 
responsabilidad  administrativa  no  excluye  la  criminal,  si  hay 
motivo  para  exigirla  con  arreglo  á las  leyes  (1), 

2039.  — Discutir  y votar  los  presupuestos  es  la  más  alta  prero- 
gativa de  todas  cuantas  poséen  los  Cuerpos  Goiegisladores  y el 
más  firme  baluarte  de  las  libertades  públicas.  Suplir  el  exámen 
prolijo  de  los  presupuestos  con  una  autorización  al  Gobierno  para 
que  continúe  cobrando  las  contribuíáones,  es  abdicar  el  derecho 
de  inspección  y censura  que  el  poder  legislativo  ejerce  con  res- 
pecto al  ejecutivo,  y renunciar  á todo  proyecto  de  reforma  y á 
toda  esperanza  de  economía. 

2040.  — Si  es  verdad  que  discutir  tantas  materias  económicas 
como  los  presupuestos  abrazan,  es  tarea  cansada,  no  se  olvide 
que  sin  una  discusión  ámplia  en  la  cual  se  sondéen  todas  las  lla- 
gas de  la  sociedad,  se  expongan  todas  las  miserias  de  los  pue- 
blos, se  arbitren  recursos  y se  juzgue  en  nombre  de  la  nación 
contribuyente  la  política  del  Gobierno  dispensador  de  la  fortuna 
pública,  no  existe  sino  la  imagen  del  sistema  representativo. 


(1)  Ley  da  25  de  Junio,  arts.  40  y 3ig'.,  y real  decreto  do  22  de  Octubre  de  1858. 
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Artículo  2.° — Contabilidad,  administrativa. 

2041. — Uso  de  los  créditos.  2043.— Intervención  general. 

2042.  — Distribución  mensual  de  2044.— Cuentas  de  ingresos  y gas- 

fondos.  tos. 

2041.  — Cada  ministerio  hace  uso  de  los  créditos  que  se  le  han 
consignado  sobre  el  Tesoro  para  pagar  los  servicios  comprendi- 
dos en  el  respectivo  capítulo,  sin  que  pueda  aplicarse  el  sobran- 
te de  unos  á los  servicios  de  otro  distinto:  pero  sí  dentro  del  mis- 
mo capítulo  puede  aplicarse  el  sobrante  de  un  artículo  á otro  ar- 
tículo que  lo  haya  menester. 

2042.  — El  Consejo  de  ministros  aprueba  mensiialmente  la  dis- 
tribución de  fondos  por  capítulos  de  los  presupuestos  de  todos 
los  ministerios,  con  sujeción  á la  cual  la  ordenación  de  pagos 
dispone  el  abono  de  las  obligaciones  del  estado.  Los  ministerios, 
al  hacer  al  Tesoro  público  los  pedidos  de  estas  cantidades,  deben 
expresar  como  requisito  indispensable  para  su  pago,  el  capítulo 
del  presupuesto  á que  se  hayan  de  aplicar  conforme  á dicha  dis- 
tribución. 

2048,  “Los  empleados  que  tienen  á su  cargo  la  administración 
ó manejo  de  las  contribuciones,  rentas,  propiedades,  valores  y 
efectos  del  estado,  dependen  directamente  de  la  Intervención  ge- 
neral , á la  cual  deben  rendir  sus  cuentas  particulares. 

Corresponde  á la  Intervención : 

I.  El  primer  examen  y reparo  de  estas  cuentas  parciales  y su 
fallo. 

II.  Ordenarlas  y clasificarlas  para  que  por  sus  resultados  pue- 
dan formarse  las  generales  que  el  Gobierno  (jebe  presentar  á las 
Cortes. 

IIL  Perseguir  los  descubiertos  que  resulten  del  exámen , así 
como  los  alcances  que  se  descubran,  sin  perjuicio  de  las  atribu- 
ciones propias  del  Tribunal  de  Cuentas  al  revisarlas  y fallarlas 
en  definitiva  (1). 

2044. — Las  cuentas  particulares  de  ingresos  de  los  diferentes 


(1)  Ley  de  25  de  Junio,  arts.  Ü6,  37,  48,  57  y sig-. 
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Jefes  y empleados  pilblicos  se  clasifícan  y ordenan  de  modo  que 
su  reunión  produzca  las  generales.  Cualquiera  que  sea  el  minis- 
terio del  que  dependen,  rinden  mensual  y anualmente  cuenta 
justificada  de  su  importe  á la  Intervención  general , la  cual,  des- 
pués del  competente  examen  ó comprobación,  las  pasa  al  Tri- 
bunal de  Cuentas. 

Las  de  distribución  ó pagos  en  otros  ministerios  que  el  de  Ha- 
cienda, se  reúnen  en  sus  respectivas  oficinas  centrales  de  conta- 
bilidad, y después  del  competente  exámen  y comprobación  tam- 
bién las  pasa  á dicho  Tribunal,  remitiendo  mensual  y anualmen- 
te copias  autorizadas  á la  misma  Intervención  general. 


Artículo  3.® — Contabilidad  judicial. 


2045. — Obligación  de  rendir  cuen- 

tas. 

2046. — Tribunal  de  Cuentas. 

2047. — Su  antigüedad. 

2048. — Su  categoría. 

2049. — Nombramiento  de  sus  mi- 


nistros. 

2050. — Crítica. 

2051.  — Indole  de  sus  atribuciones. 

2052. — Su  competencia. 

2053.  — Deslinde  de  su  jurisdicción. 

2054.  — Vias  de  apremio. 


2045.  — Todos  los  funcionarios  que  administran  y manejan  fon- 
dos públicos  deben  llevar  y rendir  cuenta  de  los  caudales  por 
ellos  recaudados  y expendidos.  Cualesquiera  que  sea  la  clase  y 
condición  de  los  que  por  comisión  expresa  ó por  servicios  ac- 
cidentales tengan  parte  en  aquellas  operaciones,  quedan  por  este 
solo  hecho  sujetos  á la  rendición  de  cuentas  según  las  reglas  de 
comprobación  establecidas  para  cada  caso.  Es  tan  esencial,  tan 
inherente  al  derecho  de  administrar  fondos  del  estado  el  cum- 
plimiento de  este  deber,  que  ia  ley  prohibe  so  pena  de  nulidad, 
que  en  las  negociaciones  y comisiones  del  Tesoro,  y en  todo  con- 
trato de  ejecución  material  para  atender  á algún  servicio  públi- 
co, se  admita  estipulación  ó cláusula  que  explícita  ó implícita- 
mente suprima  ó altere  las  formalidades  prescritas  para  justifi- 
car el  cargo  ó descargo  de  las  personas  responsables  del  legíti- 
mo empleo  y acertada  inversión  de  los  caudales  del  estado. 

2046.  — A este  fin  responde  el  Tribunal  de  Cuentas,  el  cuerpo 
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más  antig’uo  de  la  Hacienda,  cuyo  origen  se  pierde  en  la  oscuri- 
dad de  la  historia  (1). 

2047.  — Consta  que  hubo  contadores  mayores  del  rey  en  los 
tiempos  de  D.  Juan  II  del  cuaderno  de  las  Cortes  celebradas  en 
Madrid  el  año  de  1433  (2).  Consta  asimismo  que  dio  ordenanzas 
á la  Contaduría  mayor  en  Madrid  el  año  de  1433  y en  Guadala- 
jara  el  de  1436  (3).  Reformáronlas  los  Reyes  Católicos  en  las 
Cortes  de  Madrigal  de  1476,  y después  de  ellos  Cárlos  V,  Feli- 
pe II  y otros  monarcas  hasta  Felipe  V que  refundió  la  Contadu- 
ría mayor  en  el  Consejo  de  Hacienda.  Arrepentido,  restableció 
el  Tribunal  de  la  Contaduría  en  1726,  varias  veces  reformado, 
pero  al  fin  subsistente  (4). 

2048.  — El  Tribunal  de  Cuentas  pertenece  á la  categoría  de  los 
supremos,  y se  compone  de  un  presidente,  nueve  ministros,  de 
los  cuales  tres  deben  ser  letrados,  un  fiscal  y un  secretario. 
Como  auxiliares  para  el  despacho  de  los  negocios  se  les  agregó 
cierto  numero  de  contadores  y oficiales  con  otros  subalternos. 

2049.  — Corresponde  á las  Górtes  según  la  Constitución,  nom- 
brar el  presidente  y ministros  del  Tribunal  dentro  de  las  catego- 
rías que  la  ley  señala,  y con  la  prudente  cautela  que  no  puedan 
recaer  estos  nombramientos  en  individuos  que  pertenezcan á uno 
ú otro  de  los  Cuerpos  Golegisladores  (5). 

Esta  anomalía  procede  de  la  particular  naturaleza  de  las  fun- 
ciones propias  del  Tribunal  de  Cuentas.  En  efecto,  la  alta  ins- 
pección que  ejerce  en  todos  ó casi  todos  los  actos  de  la  adminis- 
tración pública,  y el  derecho  de  censura  en  multitud  de  casos  to- 
cantes al  2nanejo  de  caudales,  pueden  á cada  paso  envolver  la 
responsabilidad  de  los  ministros,  por  lo  cual  ha  querido  la  ley 
que  las  Górtes  pusiesen  jueces  de  su  mano,  independientes  del 
Gobierno. 

2050.  — Sin  embargo  es  de  recelar  que  intervenga  en  la  elec* 


( 1 ) r^a  noticia  más  antigua  que  tenemos  de  oficiales  del  rey  encargados  de  llevar  la  cuen- 
ta y razón  de  los  tributos,  nos  la  suministran  las  Cortes  de  Falencia  de  1286  en  las  siguien- 
tes palabras:  «lít  otrosí  que  quando  yo  (Sancho  IV)  oviere  á poner  cogedores...  qne  den  la 
cuenta  Jespuos  Uanamientre,  é que  ge  la  mande  tomar  sin  escatima,  e en  guisa  que  se  non 
detengan  mucho  en  las  dar  por  culpa  de  aquellos  que  la  ovieren  de  tomar  por  nií.^  Or- 
den. lü.  Cortes  de  León  y Castilla,  t.  I,  pág.  97. 

(2)  Pet.  15.  Cortes  de  León  y Castilla,  t,  III,  pág,  169. 

(3)  Ley  7,  tit.  v,  lih,  VII,  ley  7,  tít,  iv,  y ley  35,  tít.  v,  lita.  IX,  Nov.  Recop. 

(4)  Leyes  1, 2 y 3,  tít.  n,  lita.  IX,  Nov.  Recop.,  y ley  I,  tít.  x,  lita.  VI,  Nov.  Rec  op. 

(5)  Const.,  art.  68. 
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cion  el  espíritu  de  partido  y padezca  detrimento  el  servicio  pú- 
blico, ó que  el  voto  de  una  comisión  mixta  producto  de  dos  ma- 
yorías no  sea  bastante  discreto,  prevaleciendo  los  méritos  con- 
traídos por  un  candidato  en  sus  campañas  políticas  sobre  los  ma- 
yores del  hombre  instruido  y laborioso,  de  sana  conciencia  y ex- 
perimentado en  los  negocios , que  no  ha  pisado  los  umbrales  del 
Parlamento.  En  nuestra  opinión  es  preferible  el  nombramiento 
por  el  Gobierno  con  la  garantía  de  la  inamovilidad,  á la  elección 
por  las  Cortes  con  la  facultad  discreccional  de  destituir  á los  ele- 
gidos. Si  la  inamovilidad  del  poder  judicial  basta  para  mante- 
ner y asegurar  la  independencia  de  la  magistratura,  no  obstan- 
te que  el  magistrado  sea  instituido  por  el  Gobierno  ¿qué  razón 
hay  para  no  aplicar  este  mismo  principio  á los  ministros  del  Tri- 
bunal de  Cuentas'?  Las  asambleas  numerosas  y soberanas  suelen 
en  tales  casos  abusar  de  su  omnipotencia,  porque  no  hay  freno  á 
la  injusticia  en  la  responsabilidad. 

Sin  duda  el  Gobierno,  revestido  con  poderes  extraordinarios, 
hubo  de  pensar  lo  mismo,  cuando  acordó  que  hasta  la  reunión 
de  las  Cortes  el  poder  ejecutivo  ejercería  la  facultad  de  nombrar 
y separar  libremente  al  presidente  y ministros  del  Tribunal  de 
Cuentas  (1).  No  necesitamos  añadir  que  al  convertir  esta  regla 
provisional  en  deñnitiva,  desearíamos  limitar  el  poder  discrec- 
cional del  Gobierno  con  la  inamovilidad. 

2051.  — Las  atribuciones  del  Tiúbunal  de  Cuentas  participan  de 
lo  gubernativo  y lo  judicial,  es  decir,  que  el  Tribunal  ejerce  á la 
vez  autoridad  y jurisdicción.  Esta  es  especáal  y privativa,  de  suer- 
te que  no  hay  recurso  contra  los  fallos  con  fuerza  ejecutoria.  To- 
dos los  que  por  razón  de  su  empleo,  ó en  virtud  de  una  comisión 
temporal  administren,  recauden  ó custodien  caudales,  valores  ó 
efectos  pertenecientes  ai  estado,  sean  ordenadores,  interventores 
ó pagadores,  sean  sus  causa-habientes,  fiadores,  testigos  de  abo- 
no, funcionarios  públicos  ó personas  particulares  subsidiaria- 
mente responsables,  están  sujetos  á la  jurisdicción  del  Tribunal 
con  derogación  de  todo  fuero. 

2052.  — Compete  al  Tribunal  de  Cuentas : 

I.  Requerir  la  presentación  de  las  que  deban  someterse  á su 
exámen,  compeliendo  á los  morosos. 


(l)  Decreto  de  10  de  Pebre ro*de  l8^5. 
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II.  Revisarlas,  pedir  documentos,  poner  reparos,  oir  á los  in- 
teresados y confirmar  ó reponer  los  acuerdos  de  la  administra- 
ción activa. 

III.  Conocer  de  los  expedientes  de  reintegro  por  alcances  ó 
malversaciones  de  los  caudales  públicos. 

IV.  Declarar  la  absolución  de  responsabilidad  y la  cancelación 
de  las  obligaciones  en  favor  de  los  que  hayan  constituido  fianza. 

V.  Conocer  de  los  recursos  de  apelación  que  interpongan  los 
depositarios  de  fondos  municipales  ó los  administradores  de  fon- 
dos de  beneficencia  contra  los  fallos  de  las  Diputaciones  provin- 
ciales con  motivo  de  alcances  en  sus  cuentas  respectivas. 

VI.  Examinar  las  generales  del  estado  que  redacte  la  Inter- 
vención en  uso  de  sus  facultades,  comprobarlas  y declarar  su 
conformidad  con  las  particulares  ó notar  sus  diferencias. 

VII.  Exigir  de  todas  las  oficinas  y dependencias  informes,  es- 
tados, documentos,  datos,  noticias  y cualesquiera  comprobantes, 
y compeler  á los  morosos. 

VIII.  Librar  y pasar  al  Gobierno  certificación  del  resultado 
que  ofrezcan  el  examen  y comprobación  de  las  cuentas  generales. 

IX.  Redactar  y presentar  á las  Cortes  en  el  plazo  de  dos  años 
y medio  contados  desde  el  fin  del  ejercicio  de  cada  presupuesto, 
una  memoria  relativa  á la  cuenta  general  correspondiente,  ha- 
ciendo las  observaciones  y proponiendo  las  reformas  que  exijan 
los  abusos  advertidos  en  la  recaudación  y distribución  de  los  fon- 
dos públicos,  pasando  copia  al  Gobierno. 

X.  Tomar  razón  de  ios  expedientes  de  concesión  de  créditos 
extraordinarios  y suplementos  da  crédito  que  le  pase  el  Gobier- 
no, y presentar  á las  Cortes  dentro  del  primer  mes  de  su  reunión 
una  memoria  relativa  á este  asunto  con  las  observaciones  que 
juzgue  oportunas  acerca  de  la  legalidad  de  dichos  actos. 

XI.  Examinar  los  expedientes  de  contratos  para  la  adquisición 
de  fondos  que  le  remita  el  Gobierno,  y dar  cuenta  á las  Cortes 
en  memoria  extraordinaria,  haciendo  notar  cualesquiera  faltas, 
abusos  ó ilegalidades  que  se  hubieren  cometido. 

XII.  Dar  cuenta  á las  Cortes  en  memoria  extraordinaria  de 
todo  acto  ilegal  que  los  ordenadores  é interventores  pongan  en 
su  noticia  para  descargo  de  su  responsabilidad. 

2053. — Es  de  la  competencia  exclusiva  de  los  jueces  y tribu- 
nales de  la  jurisdicción  ordinaria: 
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I.  Conocer  de  los  delitos  de  malversación,  falsificación  ú otros 
análogos  en  que  incurran  los  empleados  eri  el  manejo  de  cau- 
dales públicos.  El  de  Cuentas  les  remite  el  tanto  de  cnlpa  que  ar- 
rojen los  expedientes,  no  habiéndolo  hecho  ya  la  administra- 
ción activa. 

II.  Conocer  de  las  demandas  de  tercería  de  dominio  y prela- 
cion  de  créditos'  que  se  susciten. 

III.  Conocer  asimismo  de  las  cuestiones  que  sé  promuevan 
sobre  legitimidad  de  las  escrituras  de  fianza,  extensión  do  las 
obligaciones  generales  contraidas  por  los  fiadores,  además  de  la 
hipotecaria,  calidad  de  heredero  del  responsable  y todas  las  que 
versen  acerca  de  un  derecho  civil. 

Mientras  se  ventilan  las  tercerías  de  dominio  ó las  cuestiones 
de  órden  civil  que  sean  necesariamente  prejudiciales,  el  Tribu- 
nal de  Cuentas  suspende  todo  procedimiento  en  cuanto  á los  bie- 
nes ó derechos  controvertidos.  Por  las  tercerías  de  pr elación  de 
créditos  el  Tribunal  no  alza  el  apremio ; pero  conserva  en  depó- 
sito el  producto  en  venta  de  ios  bienes  litigiosos  para  su  adjudi- 
cación al  acreedor  que  sea  declarado  de  mejor  derecho. 

2054. — La  mayor  eficacia  de  su  autoridad  y jurisdicción  exige 
que  la  ley  faculte  á este  Tribunal  para  usar  de  las  vias  de  apre- 
mio, que  por  su  órden  gradual  y sucesivo  son : 

I.  El  requerimiento  conminatorio. 

II.  La  imposición  de  multas  hasta  la  cantidad  de  750  pesetas. 

III.  La  suspensión  de  sueldo  y empleo  que  no  exceda  de  dos 
meses. 

IV.  La  formación  de  oficio  de  la  cuenta  retrasada,  á cargo  y 
riesgo  del  apremiado. 

V.  La  propuesta  al  Gobierno  de  la  destitución  del  mismo,  sin 
perjuicio  de  la  formación  de  causa  por  desobediencia,  cuando  en 
ella  concurran  circunstancias  agravantes  ajuicio  del  Tribunal  en 
pleno,  ó de  las  salas  respectivas  (1). 


Artículo  4.” — Presv,p%estos  provinciales. 

2055. — Gastos'  é ingresos.  2057.~Obligacioues'  de ^adminis- 

2056. — Año  económico.  tracion  provincial. 


(l)  Loy  de  25  de  Junio  do  l8^0. 
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2058. — Ingresos.  rio. 

2059.  Formación  del  presupuesto.  2062. — Deudas  de  la  provincia. 

2060.  — Sü  ejercicio.  2063. — Cuentas. 

2061  .—Presupuesto  extrao  r d i n a-  2064. — Su  revisión. 

2055.  — La  provincia,  como  unidad  administrativa,  tiene  .sus 
gastos  y sus  ingresos  propios;  y de  ahí  la  necesidad  de  un  sis- 
tema de  cuenta  y razón,  ó sea  un  presupuesto  que  forman  todos 
los  años  las  Diputaciones  para  atender  con  regularidad  á los  di- 
ferentes servicios  que  corren  á su  cargo. 

2056.  — El  afio  económico  se  computa  en  la  administración 
provincial  como  en  la  general  del  estado. 

2057.  — El  presupuesto  de  gastos  obligatorios  debe  compren- 
der las  partidas  necesarias,  según  ios  recursos  de  cada  provin- 
cia, para  la  buena  gestión  de  sus  peculiares  intereses,  en  cuan- 
to son  de  la  exclusiva  competencia  de  las  Diputaciones. 

La  ley  declara  obligatorios  los  gastos  que  ocasionan  los  ser- 
vicios siguientes : 

I.  Personal  y material  de  sus  oficinas  y dependencias,  y de  los 
establecimientos  proviiiciaies  de  beneficencia,  instrucción  y sa- 
nidad. 

II.  Conserv^acion  y administración  de  los  edificios  y demás 
bienes  de  la  provincia. 

III.  Construcción,  conser va(úon  y administración  de  sus  obras 
públicas. 

IV.  Inspección  de  los  montes  municipales. 

V.  Conservación  y fomento  del  arbolado. 

VI.  Suscripción  á la  Caceta,  Diario  de  las  Córtes  y Colección 
legislativa. 

VIL  Fondo  de  imprevistos  y calamidades  públicas. 

VIII.  Anuncios,  impresiones  y otros  gastos  (jue  se  consideren 
necesarios  ó convenientes. 

IX.  Y todos  los  demás  que  clara  y terminantemente  exijan 
la  ley  provincial  y otras  cualesquiera  en  la  parte  que  deba  ser 
cumplida  por  la  provincia. 

2058. — Constituyen  los  ingresos  los  recursos  que  proceden 
así  de  rentas  y productos  de  toda  clase  de  bienes,  derechos  ó ca- 
pitales de  la  provincia  ó do  los  establecimientos  que  de  ella  de- 
penden, como  los  de  las  obras  públicas,  instituciones  ó servicios 
costeados  con  sus  fondos. 
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Cuando  estos  ingresos  no  son  suficientes,  la  Diputación  acude 
por  el  resto  á un  repartimiento  entre  los  pueblos  de  la  provincia, 
en  proporción  á lo  que  por  contribuciones  directas  satisfaga  cada 
uno  al  Tesoro  según  se  expresa  en  el  núm.  2073.  En  todo  caso 
los  ingresos  provinciales  son  independientes  de  los  generales  del 
estado.  Así  pues,  la  ley  no  señala  límite  cierto  á este  gravamen; 
de  modo  que  es  potestativo  en  las  Diputaciones  exigir  de  los 
contribuyentes  una  cuota  menor,  igual  ó mayor  que  la  que  pesa 
sobre  ellos  para  acudir  á los  gastos  del  estado,  y es  muy  grave 
falta  poner  la  riqueza  pública  y el  derecho  de  propiedad  á dis- 
creccion  de  un  cuerpo  que  no  puede  ni  debe  juzgar  de  los  inte- 
reses generales, 

2059.  —La  Comisión  provincial  íorma  el  presupuesto  durante 
el  noveno  mes  del  año  económico,  y lo  presenta  á la  Diputación 
en  su  reunión  ordinaria  del  siguiente.  La  Diputación  lo  examina, 
discute  y vota.  Para  su  aprobación  se  requiere  la  mayoría  ab- 
soluta del  número  total  de  diputados:  y una  vez  defin  itivamente 
aprobado,  es  ejecutivo,  y empieza  á regir  al  principio  del  nuevo 
año  económico.  Si  para  entonces  no  estuviere  aprobado,  seguirá 
rigiendo  el  anterior  en  la  parte  necesaria. 

2060.  — Terminado  el  año  económico,  quedan  anulados  los  cré- 
ditos abiertos  y no  invertidos  durante  el  ejercicio  del  presupues- 
to, Durante  el  período  de  ampliación  se  cancelan  las  operacio- 
nes de  cobranza  y las  de  liquidación  y pago  de  los  servicios  rea- 
lizados en  el  año.  Las  resultas  son  objeto  de  un  presupuesto  adi- 
cional, prévias  lasdiquidaciones  que  no  pueden  pasar  del  mes 
siguiente. 

2061.  — Procede  la  formación  de  un  presupuesto  extraordina- 
rio por  los  mismos  trámites  arriba  dichos,  cuando  los  recursos 
consignados  en  el  ordinario  son  insuficientes  para  cubrir  aten- 
ciones imprevistas,  satisfacer  alguna  deuda  ú otro  cualquier  ob- 
jeto de  importancia. 

2062.  — Las  deudas  de  la  provincia  que  no  están  aseguradas 
con  prenda  ó hipoteca,  no  son  exigibles  por  la  via  del  apremio. 
Si  una  provincia  fuese  condenada  al  pago  de  cierta  cantidad,  la 
Diputación  está  obligada  á formar  un  presupuesto  extraordina- 
rio en  pl  plazo  de  diez  dias  contados  desde  aquel  en  que  fiié 
ejecutoriada  la  sentencia,  á no  ser  que  el  acreedor  se  avenga 
á que  consigne  en  los  presupuestos  ordinarios  sucesivos  las 
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partidas  necesarias  para  el  pago  del  capital  y réditos  estipu- 
lados. 

2063.  — Las  cuentas  de  cada  ejercicio  se  someten  al  examen 
de  la  Comisión  provincial,  acompañadas  de  los  documentos  jus- 
tificativos, dentro  de  los  dos  meses  siguientes  al  ejercicio  de  que 
proceden.  La  Diputación  las  censura  y aprueba  definitivamente, 
si  reúnen  los  votos  de  la  mayoría  de  los  vocales  que  la  compo- 
nen, no  contando  en  el  número  á los  individuos  de  la  Comisión 
que  no  lo  tienen  en  este  acto. 

2064.  — Sin  embargo,  todavía  deben  pasar  al  Tribunal  de  las 
del  reino  por  conducto  del  Gobierno  para  su  revisión  total  ó par- 
cial: 

I.  Cuando  no  fueren  aprobadas  por  mayoría  suficiente. 

II.  Y cuando  contra  el  fallo  de  la  Diputación  mediare  reclama- 
ción ó protesta  de  alguno  de  los  interesados  en  ellas,  siendo  con- 
siderados tales  todos  los  Ayuntamientos  de  la  provincia.  En  este 
caso  la  revisión  se  limita  á la  partida  ó partidas  que  hayan  dado 
origen  á la  reclamación  ó protesta. 

La  ley  procura  que  todos  los  actos  relativos  al  exámen  y apro- 
bación de  las  cuentas  vayan  revestidos  del  mayor  grado  de  pu- 
blicidad posible  (1). 


Artículo  5.” — Presupuestos  vimnicipales. 


2065. — Formación. 

2066.  — Obligaciones  déla  adminis- 

tración municipal. 

2067.  — Clasificación  de  los  ingre- 

sos. 

2068.  — Explicación. 

2069.  — Arbitrios. 

2070.  — Repartimi  ento . 

2071. — Evaluación  de  la  riqueza. 

2072.  — Consumos. 

2073. — Distribución  entre  los  pue- 

blos de  los  gastos  provin- 
ciales. 


2074. — Atribuciones  de  la  Junta 

municipal. 

2075.  — Recursos  de  agravios. 

2076.  — Cuándo  procede. 

2077. — Aprobación  del  presu- 

puesto. 

2078. — Recurso  á la  Comisión  pro- 

vincial. 

2079. — Casos  urgentes. 

2080. — Cuentas. 

2081. — Examen  y revisión. 

2082 . — P ublicidad . 


2065. — Los  Ayuntamientos  forman  todos  los  años,  como  las 

(l)  Ley  do  20  do  Ajíosto  de  1810,  arta.  T8  y sig. 
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Diputaciones,  sus  presupuestos  de  ingresos  y gastos.  El  año  eco- 
nómico  se  computa  de  igual  modo, 

2066.  — ^.El  presupuesto  anual  ordinario  dehe  contener  las  parti- 
das destinadas  á cubrir  los  gastos  obligatorios  del  municipio,  6 
sean  los  servicios  que  se  derivan  de  las  atribuciones  propias  y 
exclusivas  de  los  Ayuntamientos  en  la  parte  que  la  ley  considera 
necesaria  según  los  recursos  de  cada  pueblo,  y por  voluntad  ex- 
presa de  la  ley : 

I.  El  personal  y material  de  sus  dependencias  y oficinas. 

II.  Las  pensiones,  censos  y cargas  de  justicia  que  pesen  sobre 
los  fondos  municipales,  deudas  reconocidas  y liquidadas  y con- 
secuencias de  contratos. 

III.  El  fomento  del  arbolado. 

IV.  Los  medios  preventivos  y de  socorro  contra  incendios,  y 
,de  salvamento  en  las  poblaciones  marítimas. 

V.  La  suscripción  al  Boletín  Oficial  de  la  provincia,  y además 
á la  Oaceta  de  Madrid  en  las  cabezas  de  partido  y pueblos  que 
excedan  de  2.000  habitantes. 

VI.  El  contingente  del  municipio  en  el  repartimiento  provin- 
cial. 

VIL  Una  partida  de  imprevistos  y calamidades  públicos  que 
no  pase  del  10  por  100  del  presupuesto  de  gastos. 

VIII.  Impresiones , anuncios  y demás  gastos  necesarios  á la 
publicidad  de  los  actos  de  la  administración  municipal. 

2067.  — Los  ingresos  se  clasifican  del  modo  que  la  ley  esta- 
blece, á saber: 

I.  Rentas  y productos  procedentes  de  bienes,  derechos  ó ca- 
pitales que  por  cualquier  título  pertenecen  al  municipio,  ó á los 

- establecimientos  de  beneficencia,  instrucción  li  otros  análogos 
que  de  él  dependan. 

II.  Arbitrios  é impuestos  municipales  sobre  determinados  ser- 
vicios, así  como  los  aprovechamientos  de  policía  urbana  y rural, 
multas  é indemnizaciones  por  infracción  de  las  ordenanzas  muni- 
cipales y bandos  de  policía. 

III.  Un  repartimiento  general  entre  todos  los  vecinos  y ha- 
cendados, como  medio  subsiguiente. 

I¥.  Impuestos  sobre  artículos  de  comer,  beber  y arder,  como 
un  medio  supletorio  y extremo  de  cubrir  la  totalidad  de  los  gas- 
tos presupuestos. 
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2068.  — Por  via  de  ampliación  y declaración  de  los  textos  pre- 
cedentes conviene  añadir: 

2069.  — L En  cuanto  á los  arbitrios: 

I.  Que  no  pueden  recaer  sino  en  aquellas  obras  ó servicios  que 
sean  costeados  con  fondos  municipales,  excluyendo  los  aprove- 
chamientos reservados  al  común  de  vecinos;  de  suerte  que  el 
disfrute  pertenezca  exclusivamente  á personas  ó clases  determi- 
nadas. Todav/a  es  condición  que  los  interesados  no  hayan  ad- 
quirido su  derecho  con  anterioridad  al  establecimiento  del  arbi- 
trio en  virtud  de  un  título  oneroso. 

II.  Si  los  arbitrios  hubiesen  de  gravar  algunas  industrias,  de- 
berán ser  aquellas  que  se  ejerzan  en  la  via  pública,  ó en  terre- 
nos y propiedades  del  pueblo;  pero  sin  que  el  Ayuntamiento  se 
arrogue  monopolio  ni  privilegio,  ni  coarte  en  ninguna  manera 
la  libertad  de  industria,  sino  en  cuanto  fuere  necesario  por  ra- 
zones de  salubridad. 

III.  Los  arbitrios  sobre  estas  industrias  no  pueden  existir  jun- 
tamente con  el  repartimiento  general ; bien  que  la  ley  permita 
recargar  las  cuotas  que  por  dicho  concepto  paguen  los  industria- 
les con  un  5 por  100  á título  de  arriendo  ó uso  de  la  vía  pública. 

IV.  Si  las  industrias  de  que  se  trata  se  hallan  incluidas  en  las 
tarifas  de  la  contribución  industrial,  el  recargo  no  debe  exceder 
del  25  por  100. 

2070.  — II.  En  cuanto  al  repartimiento  general : 

I.  Que  debe  comprender  á todos  los  vecinos  del  distrito  mu- 
nicipal, y á todos  los  hacendados  forasteros  con  casa  abierta  y 
labor  ó industria  por  su  cuenta. 

II.  Que  así  unos  como  otros  contribuyan  solamente  en  razón 
de  las  utilidades  que  tengan  en  el  pueblo,  sea  cual  fuere  su  na- 
turaleza. 

III.  Que  á los  hacendados  forasteros  sin  casa  abierta  en  el  dis- 
trito no  se  les  imponga  más  que  la  cuota  correspondiente  á las 
dos  terceras  partes  de  sus  utilidades. 

IV.  Que  las  pensiones,  intereses  de  capitales,  sueldos  6 rentas 
públicas  se  imputen  á sus  poseedores  en  los  pueblos  de  su  resi- 
dencia. 

V.  Que  sean  exceptuados  del  repartimiento  los  pobres  de  so- 
lemnidad, los  acogidos  en  los  asilos  de  beneficencia  y las  clases 
de  tropa  de  mar  y tierra. 
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2071.  — Para  fijar  la  utilidad  imponible  de  cada  contribuyente 
se  deben  observar  estas  reglas : 

I.  A los  propietarios,  empleados,  rentistas,  etc.,  se  les  valúa 
la  utilidad  por  el  importe  de  sus  rentas,  sueldos,  pensiones,  cen- 
sos ó intereses, 

II.  A los  colonos  ó arrendatarios  de  fincas  rústicas  se  les  impu- 
ta la  mitad  de  la  renta  que  paguen. 

nr.  A los  que  labren  las  fincas  por  sí  propios,  se  les  impone 
en  razón  de  vez  y media  el  importe  de  la  venta  que  produzcan 
ó pudieran  producir  según  los  tipos  medios  del  pueblo. 

IV.  A los  comerciantes,  industriales  y otros  comprendidos  en 
las  tarifas  de  la  contribución  industria],  se  les  computa  la  utili- 
dad líquida  imponible  en  proporción  á la  cuota  que  satisfagan 
por  aquel  concepto,  no  bajando  el  recargo  de  5,  ni  subiendo 
de  20  veces  el  importe  de  la  misma  cuota  con  arreglo  á las  es- 
calas establecidas  por  el  Gobierno. 

v.  Los  jornaleros  ó braceros,  y en  general  todos  los  que  vi- 
ven de  un  salario  eventual,  contribuyen  en  razón  de  la  tendera 
parte  de  la  suma  á que  según  costumbre  de  cada  localidad  puede 
ascender  por  término  medio  su  haber  durante  el  año. 

VI.  Guando  no  sea  posible  apreciar  la  utilidad  líquida  de  algún 
vecino,  se  hace  la  evaluación  teniendo  en  cuenta  los  signos  ex- 
teriores de  riqueza. 

VII.  De  la  utilidad  valuada  á cada  vecino  ó hacendado  se  de- 
duce el  importe  de  la  contribución  direída  que  pague  al  estado. 

2072.  — III.  En  cuanto  á los  consumos : 

I.  La  ley  autoriza  por  excepción  el  establecimiento  de  arbi- 
trios sobre  la  venta  de  bebidas  espirituosas  ó fermentadas. 

II.  Estos  arbitrios  no  pueden  imponerse  allí  en  donde  existe 
el  impuesto  de  consumos ; pero  tolera  la  creación  de  un  arbitrio 
especial  que  no  exceda  del  5 por  100  de  la  cuota  que  los  merca- 
deres, trajineros,  cosecheros  ó fabricantes  paguen  al  estado  por 
razón  de  vigilancia. 

III.  Prohíbe  la  ley  todo  arbitrio  de  consumo  que  embarace  el 
tráfico,  circulación  y venta  de  los  frutos  y bebidas,  sean  cuales- 
quiera los  nombres  con  que  se  designen , como  derecho  de  piso, 
de  tránsito,  alcabala  ú otro  semejante. 

2073.  — Cada  Diputación  distribuye  entro  todos  los  ÍVjumta- 
mientos  de  la  provincia  la  cantidad  á que  ascienden  los  gastos 
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provinciales , tomando  por  base  del  repartimiento  el  importe  de 
lo  que  por  contribuciones  directas  paguen  al  Tesoro  (1). 

2074.  — Pertenece  á la  Junta  municipal  valuar  la  riqueza  im- 
ponible y repartir  la  cuota  que  corresponde  á cada  sección  ó cla- 
se de  contribuyentes,  asi  como  cada  sección  ó clase  fija  la  utili- 
dad de  todos  sus  individuos  según  las  relaciones  que  forma,  las 
cuales  deben  ser  examinadas  y comprobadas  por  cierto  núme- 
ro de  síndicos  designados  por  suerte  y asociados  al  Ajmnta- 
miento. 

2075.  — Contra  la  decisión  de  éste  y de  la  Junta  de  evaluación 
hay  lugar  al  recurso  de  agravios  ante  la  Diputación  provincial. 
El  recurso  deberá  entablarse  dentro  de  los  quince  dias  siguien- 
tes á la  publicación  de  las  operaciones  de  evaluación  y reparti- 
miento, y fundarse  en  hechos  concretos,  precisos  y determina- 
dos, admitiendo  las  pruebas  necesarias  á su  justificación,  sin  que 
sirva  de  excusa  para  el  pago  de  la  cuota  repartida. 

2076.  — Procede  este  recurso  cuando  las  cuotas  señaladas  á los 
arbitrios  ó impuestos  de  toda  clase  no  guardan  relación  con  la 
importancia  del  servicio,  industria  ú objeto  á que  se  apliquen, 
ó con  los  demás  establecidos  en  el  pueblo.  Estos  recursos  se  pre- 
sentan al  alcalde,  quien  se  halla  obligado  bajo  su  responsabilidad 
á remitir  la  instancia  al  gobernador  dentro  de  ocho  dias  con  los 
informes  que  juzguen  necesarios. 

2077.  — El  proyecto  de  presupuesto,  sea  ordinario,  extraordi- 
nario ó adicional,  aprobado  por  el  Ayuntamiento  prévia  censura 
del  sindico,  se  expone  al  público  por  espacio  de  quince  dias.  El 
Ayuntamiento  y los  asociados,  reunidos  en  Junta  municipal,  pré- 
via citación  personal  y anuncio,  lo  examinan  y votan,  y acuer- 
dan los  arbitrios  definitivamente. 

Para  formar  acuerdo  se  requiere  la  mayoría  absoluta  de  los 
vocales  que  componen  la  Junta.  Si  no  se  reúne  este  número  en 
la  primera  sesión,  se  expide  nueva  convocatoria  para  ocho  dias 
después,  y entonces  forma  acuerdo  la  mayoría  de  los  concur- 
rentes. 

En  los  pueblos  mienores  de  800  habitantes  basta  para  tomar 
acuerdo  el  voto  conforme  de  la  mitad  más  uno  de  los  concurrentes, 
siempre  que  lleguen  á la  cuarta  parte  del  número  total  de  veci- 


(1)  Ley  lie  5Í3  de  Febrovo  de  18^0,  y ley  muuicipal,  arta.  125  y sig*.  V.  núm.  2058. 
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nos  que  tengan  derecho  á entrar  en  la  Junta.  Si  no  llegan,  se 
procede  como  en  el  caso  anterior. 

2078.  — Los  acuerdos  de  la  Junta  son  apelables  ante  la  Comi- 
sión provincial,  si  por  ellos  se  infringe  alguna  ó algunas  dispo- 
siciones de  la  ley  municipal,  salvo  lo  ordenado  en  contrario  por 
la  misma;  pero  sólo  en  la  parte  en  que  consiste  la  infracción, 

2079. — Son  en  todo  caso  ejecutivos,  con  aprobación  de  la  Jun- 
ta municipal  y sin  perjuicio  de  los  ulteriores  recursos,  los  pre- 
supuestos formados  para  atender  á medidas  sanitarias  de  absoluta 
urgencia,  al  remedio  de  calamidades  públicas,  y á ciertas  obras 
de  carácter  perentorio,  cuando  el  importe  no  exceda  de  2 pese- 
tas 50  céntimos  por  vecino,  ni  de  la  tercera  parte  del  presupues- 
to ordinario. 

En  todos  los  demás  pormenores  que  aquí  no  se  expresan,  ri- 
gen las  mismas  reglas  establecidas  para  el  presupuesto  provin- 
cial. 

2080. ^ — El  contador  ó el  regidor  encargado  de  la  intervención 
forma  las  cuentas  de  cada  ejercicio  que  presenta  al  Ayuntamien- 
to prévia  censura  del  sindico.  La  Junta  municipal  las  publica 
durante  quince  dias,  al  cabo  de  los  cuales  las  discute  y examina. 
A esta  reunión  pueden  asistir  los  concejales,  pero  sólo  con  voz 
consultiva. 

2081.  — Para  tomar  el  acuerdo  definitivo  celebra  la  Junta  se- 
sión á puerta  cerrada,  sin  asistencia  de  ios  concejales,  y se  re- 
quiere el  voto  de  la  mayoría  absoluta  del  total  de  vocales  que 
componen  la  asamblea.  Si  falta  este  número  de  votos,  ó median 
protestas  por  infracción  de  ley  ó malversación  de  fondos,  vuel- 
ven las  cuentas  al  Ayuntamiento  para  que  haga  por  escrito  las 
observaciones  que  estime  oportunas,  y unidas  al  original,  pasa 
de  nuevo  el  expediente  á la  asamblea,  la  cual  lo  remite  con  to- 
dos los  documentos  y su  informe  á la  Comisión  provincial  den- 
tro de  los  quince  dias  siguientes  á la  votación,  para  la  resolución 
definitiva. 

2082.  — En  la  secretaría  del  Ayuntamiento  deben  estar  de  ma- 
nifiesto las  cuentas  y documentos  originales  todo  el  año.  Aque- 
llas cuya  data  exceda  de  62.500  pesetas,  se  imprimen  en  extrac- 
to para  mayor  noticia  del  público  (1). 


{!)  Ley  do  20  do  Agosto  de  1810,  arta,  125  y aig^. 
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CAPÍTULO  IV. 

lie  las  servidambres  públicas. 


2083.— Naturaleza  de  las  servi- 
dumbres públicas. 

2084-— Su  división. 

2085. — Servidumbres  perpetuas: 

2086. —Prohibicioii  de  edificar  cer- 

ca de  puntos  fortificados. 

2087. — Construcción  de  aceras. 

2088. — Limitaciones  de  la  propie- 

dad contigua  á los  caminos. 

2089. — Limitaciones  de  la  contigua 

á los  montes. 

2090. — Servidumbres  pecuarias. 

2091. — Servidumbres  en  materia 

de  minas. 

2092.  — Servidumbres  en  materia 

de  aguas. 

2093. — Naturales  : 

2094. — Dudas  y cuestiones. 

2095.  — Legales : 

2096.  — Abastecimiento  de  las  po- 

blaciones. 

2097. — Imposición  de  la  servidum- 

bre. 

2098.  — Servidumbres  de  salvamen- 

to y vigilancia  del  litoral. 

2099.  — Otras  en  beneficio  de  la  na- 

vegación fluvial. 

2100.  —Camino  de  sirga. 

2101. — Servidumbres  para  evitar 

las  inundaciones. 


2102. — Obras  de  defensa  contra  las 

aguas. 

2103.  — Servidumbres  en  favor  de 

los  riegos. 

2 1 04 .  — Calicatas . 

2105.  — Estribo  de  presa. 

2106.  — Parada  ó partidor. 

2107.  — Acueducto, 

2108. — Imposición  de  esta  servi- 

dumbre forzosa.  - 
2109-— Casos  en  que  no  procede. 

2110.  — Modos  de  constituirla. 

2111 .  — Autoridades  competentes. 

2112. — Oposición  de  tercero. 

2113. — Puede  ser  temporal  ó per- 

pétua. 

2114. — Anchura  de  la  acequia, 

2115. — Uso  de  la  servidumbre. 

2116.  — Derechos  y obligaciones  del 

dueño  del  predio  dominan- 
te. 

2117. — Del  dueño  del  predio  sir- 

viente. 

2118. — Caducidad  de  la  concesión. 

2119.  — Extinción  de  la  servidum- 

bre de  acueducto. 

2120. — Ocupación  temporal  de  ter- 

renos. 

2121  .—Indemnización. 


2083. — Consiste  la  índole  de  toda  servidumbre  en  limitar  el 
dominio,  pues  los  derechos  anejos  al  predio  dominante  son  car- 
gas para  el  predio  sirviente. 

Guando  las  servidumbres  se  establecen  entre  fundos  de  pro- 
piedad particular  y con  un  objeto  de  interés  individual,  son  de 
naturaleza  privada  y entran  en  la  competencia  de  los  tribunales 
ordinarios;  de  suerte  que  todas  las  cuestiones  relativas  á este 
punto  pertenecen  al  fuero  civil. 
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Mas  si  las  servidumbres  ligan  un  fundo  particular  á una  pro- 
piedad del  estado,  provincia  ó pueblo  con  un  fin  de  utilidad  co- 
mún, entonces  son  públicas  y caen  bajo  el  imperio  de  la  admi- 
nistración. 

Las  servidumbres  de  utilidad  pública  son  una  modificación  po- 
sitiva de  la  propiedad , y así  existen  con  absoluta  independen- 
cia de  la  voluntad  de  los  dueños,  no  necesitan  su  consentimien- 
to, porque  es  la  ley  quien  las  impone,  tienen  una  existencia  in- 
definida y recaen  siempre  sobre  bienes  inmuebles.  Unas  veces 
consisten  en  abstenerse,  otras  en  permitir  y también  pudieran 
consistir  en  hacer,  como  plantar  árboles  á la  orilla  de  un  rio  de 
corriente  impetuosa  ó en  terreno  pendiente  sobre  un  camino. 

2084.  — Divídense  las  servidumbres  públicas  en  temporales  y 
perpétuas.  Estas  equivalen  á una  expropiación  parcial,  y así  no 
pueden  imponerse  sino  según  los  trámites  señalados  por  la  ley 
para  la  enajenación  forzosa;  pero  aquéllas  sí  puede  constituirlas 
la  administración  aun  contra  la  voluntad  de  los  dueños  (1).  La 
necesidad  de  cumplir  sin  demora  las  obligaciones  del  servkdo 
público  reclama  que  en  tales  casos  se  deje  expedita  la  acción  del 
Gobierno  á pesar  de  la  oposición  de  tercero,  á quien  la  ley  re- 
serva su  derecho  ante  los  tribunales  del  orden  contencioso-ad- 
ministrativo. 

2085.  — Son  servidumbres  perpétuas  las  establecidas  por  los 
motivos  siguientes : 

2086.  — I.  Para  la  mayor  seguridad  del  estado,  la  prohibición 
de  edificar  en  los  terrenos  comprendidos  en  las  demarcaciones 
militares  de  las  plazas  de  guerra  y puntos  fuertes  sin  permiso  del 
Gobierno,  y la  de  reparar  sin  previa  igual  licencia  los  antiguos 
edificios,  si  de  las  reparaciones  hubiere  de  resultar  aumento  en 
su  planta  y elevación  ó en  su  solidez  bajo  cualquier  forma.  Esta 
servidumbre  militar  no  implica  una  prohibición  absoluta  de  eje- 
cutar toda  clase  de  obras  contiguas  á las  fortalezas  sin  autoriza- 
ción competente,  pues  para  las  de  mera  conservación  ó entrete- 
nimiento basta  la  del  capitán  general  respectivo  (2). 

Las  licencias  para  ejecutar  obras  de  mera  conservación  y en- 
tretenimiento, no  son,  ni  deben  considerarse  nuevos  títulos  de 


(1)  Real  órden  de  l.o  de  Mayo  da  1848,  y ley  de  28  do  Abril  da  1843,  art,  5. 

(2)  Reales  órdenes  de  12  de  Agosto  do  n90,  26  de  Agosto  de  1806,  24  de  Febrero  de  1815 
y *2  de  Noviembre  do  1831. 
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posesión  en  favor  de  los  propietarios-,  ni  modiflcan  en  maicera 
aljama  las  cláusulas  particulares  á que  se  hubiere  sujetado  la 
construcción  de  aquellos  edificios,  ni  mucho  menos  alteran  la 
condición  esencial  y común  por  la  cual  están  obligados  los  due- 
ños de  todos  los  edificios  construidos  en  las  demarcaciones  mi- 
litares de  las  plazas  y puntos  fuertes  á demolerlos  á su  costa  sin 
derecho  á indemnización,  siempre  que  lo  exija  el  servicio  del 
estado  y fueren  requeridos  por  la  autoridad  competente. 

La  vigilancia  para  que  no  se  aumente  el  caserío  en  la  zona 
táctica  de  los  puntos  fortificados  con  menoscabo  de  su  valor  de- 
fensivo, en  cuanto  toda  edificación,  y más  todavía  las  fraudulen- 
tas, pueden  servir  de  resguardo  al  enemigo,  corresponde  no  só- 
lo á los  gobernadores  y E,  M.  de  las  plazas,  sino  también  á los 
jefes,  oficiales  y em})leados  del  cuerpo  de  Ingenieros  (1). 

Tampoco  es  lícito  abrir  pozos  artesianos,  socavones  ó galerías 
para  alumbrar  y apropiarse  aguas  subterráneas  dentro  de  la  zona 
de  defensa  de  las  plazas  de  guerra  y puntos  fortificados  sin  per- 
miso de  la  autoridad  militar  (2). 

2087.  — II.  En  orden  á la  policía  urbana  la  obligación  impues- 
ta álos  propietarios  de  edificios  ó de  terrenos  colindantes  con 
las  vías  públicas  de  las  poblaciones  de  costear  las  aceras  que  se 
construyan  en  utia  latitud  de  tres  piés  ó sean  0,835  milímetros; 
bien  entendido  que  una  vez  construidas , su  conservación,  repo- 
sición ó sustitución  y demás  gastos  de  entretenimiento  ó mejo- 
ra que  ocasione  en  absoluto  el  servicio  del  empedrado,  deben 
sufragarse  por  cuenta  del  presupuesto  municipal  (3). 

2088.  — III.  Para  la  conservación  de  caminos: 

I.  La  prohibición  de  cortar  sin  licencia  de  la  autoridad  supe- 
rior los  árboles  colindantes  con  las  carreteras  generales,  y sin 
prévio  reconocimiento  del  ingeniero  los  demás  no  tan  próximos, 
si  estuviesen  dentro  de  la  distancia  de  tres  varas , y ocupasen 
un  terreno  costanero  ó pendiente  sobre  el  camino,  para  impedir 
que  las  aguas  arrastren  tierra  ó caigan  trozos  de  terreno  (4). 

Mas  pueden  ios  Ayuntamientos,  prévia  la  competente  autori- 

(1)  Reales  órdenes  de  13  de  Febrero  ds  1843,  3 de  Diciembre  de  1847 y 28  de  Mayo  de  1850, 
reglamento  de  13  de  Julio  de  18'33,  y real  orden  de  23  de  Marzo  de  1875. 

(2)  Ley  de  3 de  Agosto  do  1863,  art.  50. 

(3)  Reales  órdenes  do  19  de  Febrero  de  1835,  27  do  Mayo  de  1850,  4 de  Junio  de  1851,  7 da 
Julio  do  1803  y 7 de  Setiembre  de  1867,  y Orden  de  10  de  Agosto  do  1809. 

(4)  Real  órden  da  15  de  Setiembre  de  1828,  y ordenanza  de  14  de  Setiembre  de  1842,  art.  5i 
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zacion  hacer  la  corta  y aprovechamiento  de  los  árboles  de  pro- 
piedad municipal  que  se  hallen  situados  en  las  márgenes  de  las 
carreteras  generales,  siempre  que  por  su  vejez  é inutilidad  de- 
ban ser  reemplazados  con  nuevas  plantaciones,  ejerciendo  los 
ingenieros  la  intervención  que  les  corresponde  en  todo  lo  rela- 
tivo á la  policía  y conservación  de  la  via  pública  (1). 

II.  La  prohibición  de  entorpecer  el  libre  curso  de  las  aguas 
que  provinieren  de  aquélla,  abriendo  zanjas,  construyendo  cal- 
zadas ó levantando  el  terreno  de  las  heredades  limítrofes,  y la 
de  hacer  represas,  pozos  ó abrevaderos  á las  bocas  de  los  puen- 
tes y alcantarillas  y á las  márgenes  de  los  caminos  á menor  dis- 
tancia de  treinta  varas  (2). 

III.  La  de  travesía  por  las  calles  y arrabales  de  los  pueblos  su- 
jetos á ella  (3). 

2089.  — ^IV.  En  interés  de  los  montes,  la  prohibición  de  cortar 
las  ramas  y raíces  de  los  árboles  situados  en  las  lindes,  aunque 
las  extiendan  dentro  de  ajena  propiedad,  si  el  árbol  tiene  más  de 
treinta  años;  y aunque  sean  de  ménos  edad,  no  pueden  tampoco 
los  propietarios  colindantes  hacer  corta  alguna  á menor  distan- 
cia de  diez  varas  del  tronco  sin  la  autorización  competente  (4). 

2090.  — V.  En  defensa  de  la  ganadería,  las  servidumbres  pe- 
cuarias establecidas  para  el  tránsito  y aprovechamiento  común 
de  los  ganados  de  toda  especie  (5). 

2091.  — VI.  Para  el  fomento  de  las  minas,  las  limitaciones  que 
imponen  al  derecho  de  propiedad  las  calicatas,  los  transportes, 
desagües  y demás  servicios  necesarios  á su  laboreo  (6), 

2092.  — El  uso  y aprovechamiento  de  las  aguas  da  origen  á di- 
versas servidumbres,  naturales  unas  y otras  legales, 

2093.  — Entre  las  primeras  se  cuenta  el  gravámen  que  pesa  so- 
bre los  terrenos  inferiores  que  no  pueden  ménos  de  recibir  las 
aguas  que  naturalmente  y sin  obra  del  hombre  fluyen  de  los  su- 
periores, así  como  la  piedra  ó tierra  que  arrastren  en  su  curso. 

Si  las  aguas  fuesen  producto  de  alumbramientos  artificiales  ó 
sobrantes  de  acequias  de  riego,  ó procedentes  de  establecimien- 

(1)  Real  órden  de  30  de  Junio  de  184^. 

(2)  Ordenanza  citada,  arts.  1 y 4. 

(3)  Leyes  de  11  de  Abril  de  1849  y 22  da  Julio  de  1857. 

(4)  Ordenanza  de  22  de  Diciembre  de  1833,  art.  151.  V.  núm,  1693. 

¡5)  V.  núm.  1837. 

16)  V.  núma.  1716,  1759,  etc. 
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tos  industriales  creados  con  posterioridad  á la  nueva  ley,  el  due- 
ño del  predio  inferior  tendría  derecho  al  resarcimiento  de  daños 
y perjuicios, 

2094.  — Con  ocasión  de  esta  servidumbre  natural  pueden  sus-' 
citarse  dudas  y cuestiones  entre  los  dueños  de  los  predios  domi- 
nante y sirviente,  que  la  ley  se  anticipa  á resolver  deslindando 
los  derechos  respectivos  en  esta  forma; 

I,  El  dueño  del  predio  superior  ó dominante  puede  construir 
dentro  de  su  propiedad  ribazos,  malecones  ó paredes  que  sin 
agravar  ia  servidumbre  del  inferior  ó sirviente,  suavicen  la  cor- 
riente de  las  aguas,  ó impidan  el  arrastre  de  la  tierra  vegetal  ó 
causen  otros  desperfectos  en  la  finca. 

II,  El  dueño  del  predio  inferior  puede  hacer  lo  mismo  en  el 
suyo,  de  suerte  que  sin  impedir  el  curso  de  las  aguas,  lo  regu- 
larice y las  aproveche,  si  le  conviene. 

III,  Si  se  propone  dar  salida  inmediata  á las  aguas  para  exi- 
mirse de  ia  servidumbre,  también  puede  hacerlo  á su  costa  con 
tal  que  no  pare  perjuicio  al  dueño  del  predio  superior  ni  á 
tercero  (1). 

2095.  — Las  servidumbres  legales  se  imponen  por  voluntad  de 
la  ley  en  beneficio  público,  unas  veces  en  virtud  de  avenencia, 
y otras  por  decreto  de  la  autoridad  con  el  carácter  de  forzosas. 

El  beneficio  público  ó la  utilidad  común  significa  la  seguridad 
de  las  personas  y de  la  propiedad,  ó un  interés  colectivo,  como 
el  abastecimiento  de  los  caseríos  y poblaciones,  el  abrevadero, 
el  riego  ó la  navegación. 

2096.  — Una  de  las  primeras  necesidades  de  los  pueblos  es  el 
abastecimiento  de  aguas  potables  para  las  personas  y ganados. 
De  aquí  las  servidumbres  de  saca  de  agua  y de  abrevadero  en 
favor  de  las  poblaciones  y caseríos  que  implican  el  gravámen  de 
facilitar  el  paso  hasta  llegar  al  agua. 

Los  dueños  de  los  predios  sirvientes  pueden  variar  la  direc- 
ción de  la  via  ó senda,  pero  no  su  entrada  ni  su  anchura,  ni  per- 
judicar en  modo  alguno  al  uso  de  la  servidumbre, 

2097.  — Corresponde  al  gobernador  de  la  provincia  decretar 
la  imposición  forzosa  de  estas  servidumbres  con  sujeción  á los 
trámites  que  diremos  al  hablar  de  la  de  acueducto,  y fijar  la  en- 

(1)  Ley  de  8 de  A{?oato  de  ISíJtí,  arts.  U1  y sig'* 
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trada  y anchura  de  la  senda  según  las  circunstancias  de  la  loca- 
lidad. En  todo  caso  procede  la  previa  indemnización. 

No  autoriza  la  ley  la  imposición  forzosa  sobre  los  pozos  ordi- 
narios, las  cisternas  ó aljibes,  los  edificios,  ni  ios  terrenos  cei- 
cados  de  pared  (1). 

2098.  — Las  heredades  colindantes  al  mar  ó sus  playas  están 
sujetas  á las  servidumbres  de  salvamento  y de  vigilancia  del  li- 
toral, de  las  cuales  dimos  alguna  ligera  noticia  en  el  nám.  1383. 
Ahora  conviene  añadir  por  via  de  complemento,  puesto  que  de 
servidumbres  públicas  se  trata : 

I.  Que  la  vigilancia  no  impide  que  los  dueños  de  las  hereda- 
des planten  y levanten  dentro  de  la  zona  litoral  terrestre  y en 
terreno  pro{)io  edifiíáos  agrícolas  y casas  de  recreo. 

II.  Que  ios  dueños  de  aquellas  que  hasta  la  fecha  de  la  ley  de 
aguas  no  hubiesen  estado  sujetas  á la  referida  servidumbre,  una 
vez  extendido  y generalizado  el  nuevo  gravámen,  tienen  dere- 
cho á la  indemnización  correspondiente  (2). 

2099.  — Análogas  á estas  servidumbres  en  favor  de  la  navega- 
ción marítima  son  las  que  tienen  por  objeto  facilitar  la  navega- 
ción fluvial. 

I.  Los  predios  ribereños  están  sujetos  á la  servidumbre  de  que 
en  ellos  se  amarren  las  maromas  ó cables  necesarios  para  el  es- 
tablecimiento de  barcas  de  paso,  prévia  indemnización. 

II.  También  están  obligados  sus  dueños  á consentir  el  depósito 
en  su  propiedad  de  las  mercaderías  descargadas  y salvadas  en 
caso  de  avería,  naufragio  ú otra  necesidad  urgente,  con  derecho 
á reclamar  la  indemnización  de  daños  y perjuicios. 

III.  Asimismo  deben  permitir  que  los  pescadores  tiendan  y 
sequen  sus  redes  en  la  ribera,  y depositen  temporalmente  el  pro- 
ducto de  la  pesca,  pero  absteniéndose  do  internarse  en  la  finca, 
ni  alejándose  más  de  tres  metros  de  la  orilla  del  rio. 

En  donde  no  exista  la  servidumbre  del  tránsito  por  la  ribera 
para  los  aprovechamientos  comunes  de  las  aguas,  puede  el  go- 
bernador de  la  provincia  establecerla  prévia  indemnización  (3). 

IV.  Por  último,  los  predios  contiguos  á las  riberas  de  los  rios 
navegables  ó flotables  están  sometidos  á la  servidumbre  de  ca- 

U)  Ley  de  3 de  A<?o3to,  arts.  MI  y si". 

(2)  Ibid.,  arta.  8 y sig'. 

(3)  lliid.,  arta.  160,  168  y 16). 

TOMO  II. 
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mino  de  sirga  de  uso  exclusivo  para  la  navegación  y flotación 
fluvial;  de  suerte  que  cesando  estos  servicios,  cesa  de  derecho 
la  servidumbre. 

2100. — El  Grobierno,  al  clasificar  los  rios  navegables  y flota- 
bles, determina  el  ancho  del  camino  de  sirga  y la  niárgen  del 
rio  por  donde  ha  de  llevarse  sin  derecho  á indemnización,  por- 
que se  supone  la  servidumbre  establecida;  mas  si  declara  nue- 
vamente que  un  rio  se  tenga  por  navegable  ó flotable,  procede 
la  indemnización,  porque  se  impone  la  servidumbre  á predios 
hasta  entonces  exentos  de  este  gravamen. 

En  el  camino  de  sirga  no  se  pueden  hacer  plantaciones  ni 
siembras,  ni  construir  cercas,  ni  abrir  zanjas,  ni  emprender  otras 
labores  cualesquiera  que  entorpezcan  el  uso  público. 

La  anchura  que  la  ley  señala  á esta  via  es  un  metro,  si  se  des- 
tina á peatones,  y dos  para  las  caballerías. 

En  los  canales  de  navegación  no  lia}^  de  ordinario  camino  de 
sirga,  porque  esta  clase  de  obras  públicas  es  de  muy  distinta  na- 
turaleza que  las  corrientes  naturales.  El  dueño  de  una  heredad 
situada  á orillas  de  un  canal,  no  goza  de  los  beneficios  del  alu- 
vión, de  la  pesca  ó de  la  isla,  ni  en  una  palabra  de  las  ventajas 
que  proporciona  la  vecindad  de  ios  rios,  por  lo  cual  no  es  justo 
que  soporte  las  cargas  consiguientes.  El  Gobierno,  al  construir 
un  canal,  aplica  la  ley  de  enajenación  forzosa,  y constituye  el 
dominio  público  allí  en  donde  ántes  existia  el  dominio  privado. 
De  este  modo  adquirió  el  terreno  para  el  canal  y sus  obras  ac- 
cesorias; y solamente  cuando  sobreviene  la  necesidad  del  cami- 
no de  sirga,  puede  el  Gobierno  acordar  la  imposi(úon  de  esta  ser- 
vidumbre mediante  iiideninizacion  (1), 

2101. — La  policía  de  las  aguas  exige  mantener  el  uso  públi- 
co de  la  navegación  y flotación  de  los  rios,  y evitar  el  peligro 
de  las  inundaciones.  Aunque  la  ley  reconoce  el  derecho  de  los 
dueños  de  los  predios  lindantes  con  cauces  públicos  á hacer 
plantaciones  en  sus  res[)ecíivas  márgenes  y riberas,  y oponer 
á la  invasión  de  las  aguas  defensas  de  estacadas,  limita  esta 
libertad  al  exigir  que  den  oportimameiiíe  noticia  de  ello  á la 
autoridad  local,  que  puede  decretar  la  suspensión  de  dichas 
obras  si  amenazan  causar  perjuicio  á la  navegación  ó flote, 


(1)  Ley  i!e  9 de  Ag’osti',  arts.  15‘2  y sig'. 
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desviar  las  aguas  de  su  curso  nalui-ai  ó producir  inundaciones. 

2102.  — La  misma  ley  reviste  á la  autoridad  administrativa  lo- 
cal con  la  facultad  de  construir  obras  provisionales  de  defensa  en 
terrenos  de  propiedad  particular  y destruir  las  existentes,  si  un 
peligro  inminente  lo  reclama;  de  suerte  que  los  predios  ribere- 
ños están  sujetos  á cierta  servidumbre  legal  por  respeto  á la  se- 
guridad y utilidad  común;  de  donde  resulta  que  no  hay  dominio 
pleno  y absoluto  en  las  heredades  vecinas  á los  rios,  sobre  todo 
si  son  caudalosos  (1). 

2103.  — Si  es  útil  conservar  libre  y expedito  el  servicio  de  la 
navegación  y flotación  consultando  los  intereses  del  comercio, 
no  importa  ménos  favorecer  el  desarrollo  de  los  de  la  agricultu- 
ra convidando  al  aprovechamiento  de  las  aguas  con  la  facilidad 
de  los  riegos.  De  aquí  la  variedad  de  servidumbres  rústicas  que 
tienen  por  objeto  promover  el  alumbramiento  de  las  subter- 
ráneas, arreglar  el  disfrute  de  las  que  discurren  por  la  superficie, 
y dar  paso  á las  que  no  podrían  aprovecharse,  si  no  hubiese  me- 
dio legal  de  remover  el  obstáculo  que  nace  de  !a  interposición 
de  la  propiedad  ajena. 

2104.  — Aunque  por  regla  general  nadie  puede  hacer  calicatas 
en  busca  de  aguas  subterráneas  en  terrenos  de  dominio  particu- 
lar sin  licencia  expresa  de  sus  dueños,  todavía,  cuando  la  nega- 
tiva de  éstos  contrariase  fundadas  esperanzas  de  hallazgo  según 
criterio  pericial,  puede  el  gobernador  de  la  provincia,  oidas  las 
razones  en  que  se  apoya  la  negativa,  conceder  el  permiso  para 
la  investigación,  pero  limitado  á tierras  incultas  y de  secano, 
entendiéndose  siempre  otorgado  con  la  cláusula  de  sin  perjuicio 
de  tercero  y salvo  el  derecho  de  propiedad  (2), 

2105.  — Guando  el  que  intenta  construir  una  presano  sea  dueño 
de  los  terrenos  ó riberas  en  donde  haya  de  apoyarla,  y el  agua 
que  debe  tomar  se  destine  á un  servicio  público,  ó al  estableci- 
miento ó aumento  de  riegos,  al  de  baños  y fábricas,  ála  deseca- 
ción de  terrenos  pantanosos  ó á la  salida  de  aguas  provenientes 
de  alumbramientos  artificiales,  escorrentías  ó drenajes,  puede 
solicitar  de  la  autoridad  la  imposición  de  la  servidumbre  forzosa- 
de  estribo  de  presa. 

Si  las  aguas  son  públicas,  el  Gobierno  manda  instruir  expe- 


lí) Loy  do  3 do  Agosto,  arta.  89  y 9tí. 
(2)  Ibld.,  arta.  51  y 5'2.  V . iiúm.  1419. 
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diente,  y al  hacer  la  concesión,  decreta  la  servidumbre,  prévia 
audiencia  del  dueño  ó dueños  del  terreno  ó terrenos.  Si  son  de 
dominio  privado,  la  impone  el  gobernador  de  la  provincia,  ob- 
servando los  trámites  establecidos  para  la  de  acueducto,  de  que 
en  breve  daremos  cuenta. 

La  imposición  de  esta  servidumbre  forzosa  implica  dos  condi- 
ciones, á saber,  el  abono  del  valor  del  terreno  que  haya  de  ocu- 
parse al  dueño  ó dueños  del  predio  ó predios  sirvientes,  y la  in- 
demnización de  los  daños  y perjuicios  que  se  irroguen  á las 
fincas. 

2100. — Si  para  dar  riego  á su  heredad  ó mejorarla  necesita 
uno  construir  parada  ó partidor  en  la  acequia  ó regadera  por 
donde  haya  de  recibirlo  sin  mermas  ni  vejámen  á los  demás  re- 
gantes, puede  exigir  que  los  dueños  de  las  márgenes  le  permitan 
su  construcción,  prévio  resarcimiento  de  daños  y perjuicios,  in- 
clusos los  que  se  originen  de  la  nueva  servidumbre. 

En  caso  de  resistencia,  el  alcalde,  después  de  oir  á los  oposi- 
tores y al  sindicato  encargado  de  la  disíribiKÚon  del  agua,  si  io 
hay,  y si  no  al  Ayuntamiento,  puede  autorizar  la  servidumbre, 
salvo  el  recurso  de  los  interesados  al  gobernador  (1). 

2107,  — La  más  importante  de  todas  las  servidumbres  públicas 
en  materia  de  aguas,  es  sin  duda  la  de  acueducto.  Si  el  predio 
necesitado  de  riego  no  estuviese  situado  á la  orilla  del  rio,  y el 
dueño  de  la  heredad  intermedia  se  negase  á consentir  el  paso  del 
agua  al  través  de  ella  invocando  los  derechos  inherentes  al  do- 
minio pleno  y absoluto,  la  fertilidad  de  los  áridos  campos  de 
nuestras  provincias  del  centro,  levante  y mediodía  no  traspasa- 
ría los  límites  de  una  zona  muy  estrecha, 

Y no  solamente  la  agricultura  reclama  este  sacrificio  de  la  pro- 
piedad, sino  también  la  industria  y aun  la  salud  de  toda  una  po- 
blación ó comarca,  porque  si  es  un  mal  la  aridez  del  terreno  tan 
cercana  á la  esterilidad,  no  es  monos  grave  la  humedad  excesiva 
que  procede  del  estancamiento  de  las  aguas  sobrantes. 

2108. — Por  esta  razón  la  ley  autoriza  el  establecimiento  de  la 
servidumbre  forzosa  de  acueducto  para  la  conducción  de  aguas 
destinadas  á algún  servicio  público,  cuando  no  se  requiere  la 
formal  expropiación  del  terreno. 


U)  Ley  de  3 de  Agosto,  arts.  142  y sig. 
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■ Decreta  esta  servidumbre  : 

I.  El  Gobierno,  si  la  obra  debe  costearse  con  fondos  del  es- 
tado. 

II.  El  gobernador  de  la  provincia,  después  de  oir  á la  Diputa- 
ción ó al  Ayuntamiento,  si  ha  de  llevarse  al  cabo  con  fondos 
provinciales  ó municipales. 

También  procede  la  imposición  de  esta  servidumbre  para  ob- 
jetos de  interés  privado  en  los  casos  siguientes: 

I.  Establecimiento  ó aumento  de  riegos. 

II.  Establecimiento  de  baños  y fábricas. 

III.  Desecación  de  lagunas  y terrenos  pantanosos. 

IV.  Evasión  ó salida  de  aguas  provenientes  de  alumbramien- 
tos artificiales. 

V.  Salida  de  aguas  de  escorrentías  y drenajes. 

2109.  — No  puede  imponerse  la  servidumbre  forzosa  de  acue- 
ducto : 

I.  Sobre  edificios,  huertos  ó jardines  existentes  al  tiempo  de 
hacerse  la  solicitud. 

II,  Ni  tampoco  por  dentro  de  otro  acueducto  preexistente,  sal- 
vo si  el  dueño  de  éste  la  consiente,  en  cuyo  caso  puede  ser  obli- 
gado el  dueño  del  predio  sirviente  á consentirla,  previa  instruc- 
ción de  expediente  é indemnización,  si  el  nuevo  gravamen  hi- 
ciese necesario  ocupar  mayor  parte  de  terreno. 

2110.  — De  tres  distintos  modos  se  puede  constituir  esta  servi- 
. dumbre  legal : 

I.  Con  acecpiia  abierta,  cuando  no  sea  peligrosa  por  su  pro- 
fundidad ó situación,  ni  ofrezca  otros  inconvenientes. 

II.  Con  acequia  cubierta,  cuando  lo  exijan  su  profundidad,  su 
contigüidad  á habitaciones  ó caminos  ú otro  motivo  semejante, 
á juicio  de  la  autoridad. 

III.  Y con  cañería  ó tubería,  cuando  pudieran  las  aguas  infi- 
cionar otras,  ó absorber  sustancias  nocivas,  <5  causar  daño  á obras 
ó edificios. 

2111.  — Las  autoridades  competentes  para  conceder  el  permiso 
de  establecerla,  son : 

í.  El  alcalde,  si  el  acueducto  hubiese  de  atravesar  vias  comu- 
nales. 

II.  El  gobernador  de  la  provincia,  si  hubiese  de  cruzar  vias  ó 
cáuces  públicos. 
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m.  El  Gobierno,  si  fuesen  canales  de  navegación  ó rios  nave- 
gables ó flotables. 

2112.  — La  Oposición  del  dueño  del  terreno  sobre  el  cual  se 
pretenda  imponer  la  servidumbre  forzosa  de  acueducto  podrá 
fundarse  en  alguna  de  las  razones  siguientes : 

I.  Por  no  ser  el  que  la  solicita  dueño  ó concesionario  del  agua 
ó del  terreno  en  que  se  propone  utilizarla. 

Si  el  solicitante  acreditase  estar  en  posesión  del  agua  ó del 
terreno,  debe  la  autoridad  competente  reputarle  dueño  miéntras 
se  ventila  el  juicio  de  propiedad.  En  caso  de  duda,  declara  que 
no  há  lugar  á la  concesión  hasta  que  la  cuestión  de  propiedad 
se  decida  por  los  tribunales. 

II.  Por  poder  establecerse  sobre  otros  predios  con  iguales  ven- 
tajas y menores  inconvenientes. 

2113.  La  servidumbre  forzosa  de  acueducto  puede  ser  tempo- 
ral ó perpétua.  Se  entiende  perpétua  para  los  efectos  de  la  ley, 
cuando  su  duración  excede  de  diez  años. 

La  temporal  implica  el  abono  previo  al  dueño  del  terreno  de 
una  cantidad  equivalente  á la  doble  renta  que  corresponda  á la 
parte  que  se  le  ocupa,  multiplicada  por  el  número  de  años  que 
haya  de  durar  el  gravámen,  quedando  además  obligado  el  dueño 
del  predio  dominante  á reponer  las  cosas  en  su  antiguo  estado 
terminada  la  servidumbre. 

La  perpétua  exige  el  abono  prévio  del  valor  del  terreno  ocu- 
pado y el  resarcimiento  de  los  daños  y perjuicios  que  se  irroguen 
al  resto  de  la  finca,  inclusos  los  que  procedan  de  su  desmembra- 
ción á causa  de  la  acequia. 

La  servidumbre  temporal  no  puede  prorogarse,  pero  sí  con- 
vertirse en  perpétua  sin  necesidad  de  nueva  concesión,  abonando 
el  dueño  del  predio  sirviente  al  del  dominante  lo  arriba  dicho, 
y tomado  en  cuenta  lo  satisfecho  en  concepto  de  temporal. 

2114.  — Al  establecer  la  servidumbre  forzosa  de  acueducto  debe 
fijarse  la  anchura  de  la  acequia  y sus  márgenes. 

2115.  — ^E1  uso  de  la  servidumbre  comprende,  además  del  prin- 
cipal, como  accesorios: 

I.  El  derecho  de  paso  por  las  márgenes  para  el  exclusivo  ser- 
vicio de  la  acequia. 

II.  Los  que  se  derivan  de  la  consideración  legal  que  el  agua, 
el  cáuce,  los  cajeros  y las  márgenes  forman  parte  de  la  heredad 
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Ó edificio  en  cuyo  favor  se  ha  constituido  el  gravámen.  De  con- 
siguiente, nadie  puede  construir  edificio,  fuente  ni  acueducto  so- 
bre acequia  ó acueducto  ajenos,  ni  derivar  agua,  ni  aprovechar- 
se de  los  productos  de  ella,  ni  de  los  de  sus  márgenes,  ni  utili- 
zar la  fuerza  de  la  corriente  sin  expreso  consentimiento  del  due- 
ño, salvo  en  los  casos  que  expresa  el  núm.  2117. — I. — TI. 

2116.  — Los  derechos  y obligaciones  del  dueño  del  predio  do- 
minante son ; 

I.  Costear  todas  las  obras  necesarias  á la  construcción,  con- 
serAmcion  y limpia  del  acueducto.  A estos  fines  puede  ocupar 
temporalmente  los  terrenos  indispensables  para  el  depósito  de 
materiales,  previa  la  indemnización  de  daños  y perjuicios  ó la 
fianza  suficiente.  La  administración  ó los  interesados  pueden 
compelerle  á ejecutar  las  obras  y mondas  necesarias  para  impe- 
dir estancamientos  ó filtraciones. 

II,  Si  el  acueducto  atravesa-se  vias  publicas  ó particulares,  cons- 
truir y conservar  los  puentes  y alcantarillas ; y si  cruzase  otros 
acueductos , procurar  que  no  acelere  ni  retarde  el  curso  de  las 
aguas,  ni  disminuya  su  caudal,  ni  adultere  su  calidad. 

'III.  Puede  fortificar  las  márgenes  del  acueducto  con  césped, 
estacada,  pared  ó ribazos  de  piedra  suelta,  pero  no  con  planta- 
ciones de  ninguna  ciase. 

IV.  No  puede  agrandar  el  acueducto  para  que  reciba  mayor 
caudal  de  agua,  sin  observar  los  mismos  trámites  que  se  siguen 
para  su  establecimiento. 

2117. — Los  derechos  y obligaciones  del  dueño  del  predio  sir- 
viente son: 

I.  Cerrar  y cercar  el  acueducto,  así  como  edificar  sobre  él, 
cuidando  de  que  no  experimente  perjuicio,  ni  se  impidan  las 
mondas  y limpias  necesarias.  Si  para  esto  fuese  preciso  demoler 
parte  de  algún  edificio,  el  coste  de  la  reparación  será  de  cargo 
del  que  hajm  edificado  sobre  el  acueducto  sin  la  precaución  de 
haber  dejado  los  boquetes  ó aberturas  convenientes  para  aquel 
servicio. 

II.  Construir  sobre  el  acueducto  puentes  para  pasar  de  una  á 
otra  parte  de  su  predio,  cuidando  de  la  solidez,  y de  que  no  se 
amengüen  las  dimensiones  del  acueducto,  ni  se  entorpezca  el 
curso  del  agua. 

III.  No  puede  hacer  siembra  ni  plantación  alguna  en  las  mis- 
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mas  márgenes.  Las  raíces  que  penetren  en  ellas  pueden  ser  cor- 
tadas por  el  dueño  del  acueducto. 

2118.  — I^a  concesión  de  la  servidumbre  legal  de  acueducto  so- 
bre los  predios  ajenos  caduca,  si  el  concesionario  no  hace  uso  de 
su  derecho  en  el  plazo  que  se  le  haya  señalado  después  de  satis- 
fecho el  importe  de  la  indemnización. 

2119.  — Una  vez  constituida  se  extingue: 

I.  Por  consolidación,  ó sea  cuando  llegan  á reunirse  en  una 
sola  persona  el  dominio  de  las  aguas  y el  de  los  terrenos  sujetos 
á la  servidumbre. 

II.  Por  expirar  el  plazo  que  fija  la  duración  de  la  temporal. 

ITI.  Por  el  no  uso  por  espacio  de  veinte  años,  sea  por  imposi- 
bilidad ó negligencia  del  dueño  del  acueducto,  ó sea  por  actos 
del  dueño  del  predio  sirviente  tolerados  ó consentidos  por  el  del 
dominante. 

El  uso  de  la  servidumbre  por  cualquiera  de  los  partícipes,  con- 
serva el  derecho  de  todos  é impide  su  extinción  por  el  desuso. 

IV.  En  virtud  de  expropiación  conforme  á la  ley  de  enajena- 
ción forzosa  por  causa  de  utilidad  pública  (1). 

2120.  — Son  servidumbres  temporales  la  ocupación  pasajera  de 
terrenos,  las  excavaciones,  extracción,  acarreo  y depósito  de 
materiales  y otras  cargas  análogas  á que  están  sujetas  las  here- 
dades contiguas  á las  obras  públicas  (2). 

Para  imponer  esta  clase  de  servidumbres  con  motivo  de  los 
caminos  vecinales  ó de  tercer  orden,  se  requiere  el  consenti- 
miento del  propietario,  y en  su  defecto  autoriza  la  imposición  el 
gobernador  de  la  provincia,  previo  dictamen  de  la  Diputación. 
Si  los  interesados  no  se  conforman,  pueden  acudir  al  Gobierno. 

No  pueden  ocuparse: 

I.  Los  edificios,  sino  para  destinarlos  á la  habitación  de  ope- 
rarios ó al  servicio  de  las  obras  en  la  parte  que  sus  dueños  no 
los  habiten  ó aprovechen. 

II.  Los  materiales  de  construcción,  cuando  están  destinados 
ó reservados  para  uso  particular. 

Siempre  que  fuere  posible  la  tasación  de  los  materiales  nece- 
sarios á la  construcción  de  las  obras  públicas,  debe  preceder  á 


(1)  Ley  de  3 de  Af?osto  de  I86fi,  arts,  IH  y sifr. 

(2)  Nota  tít,  XXV,  lib.  VII,  Nov.  Recop.,  circular  del  Consejo  de  .1  de  Abril  do  180.5  ó 

instrucciou  de  10  de  Octubre  de  1845.  o /lurn  ao  íhu.o  e 
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SU  ocupación  y aprovechamiento,  y ia  indemnización  será  pre- 
via. Guando  no  sea  posible  la  indemnización  anterior,  se  notifica 
al  propietario  la  ocupación  de  la  finca  6 materiales,  para  que 
haga  sus  reclamaciones  en  el  término  de  diez  dias,  pasados  los 
cuales  no  será  oido. 

Los  peritos,  al  hacer  la  tasación,  deben  considerar  que  los  due- 
ños tienen  derecho  á ser  indemnizados: 

l.  De  la  renta  que  les  hubiere  podido  producir  la  finca  durante 
la  ocupación. 

II.  Del  demérito  de  la  propiedad  calculado  por  la  diferencia 
entre  el  precio  de  tasación  ántes  y después  de  la  ocupación  de 
la  finca. 

m.  De  los  daños  y perjuicios  irrogados  ai  propietario. 

Las  diligencias  de  tasación  y desahucio,  así  como  los  recursos 
de  agravios  se  ajustan  á las  leyes  y reglamentos  establecidos 
para  los  casos  de  enajenación  forzosa  por  causa  de  utilidad  pú- 
blica, de  lo  cual  trataremos  en  el  capítulo  siguiente.  Por  aliora 
nos  limitaremos 'á  observar  que  no  siendo  posible  apreciar  de 
antemano  el  importe  de  los  daños  y peí  juicios  ocasionados  por 
la  ocupación  temporal,  el  juez  de  primera  instancia  del  partido 
expide  el  mandamiento  oportuno  para  ocupar  el  terreno,  dejan- 
do en  suspenso  el  curso  del  expediente  hasta  que  puedan  hacerse 
en  debida  forma  el  justiprecio  y el  pago  de  la  cantidad  regulada 
por  Via  de  indemnización  (f). 

Si  la  ocupación  de  terrenos  de  propiedad  particular  hubiere  de 
ser  perpétua  ó indefinida,  se  reputa  como  expropiación  y sigue 
los  trámites  señalados  á esta  clase  de  expedientes  (2). 

2121.— Por  regla  general  al  imponer  el  Gobierno  una  servi- 
dumbre temporal,  se  obliga  al  resarcimiento  anterior  ó posterior 
de  daños  y perjuicios,  á diferencia  de  la  perpétua  y de  toda  ena- 
jenación forzosa  cuya  indemnización  siempre  debe  ser  prévia. 
La  ley  distingue  la  privación  absoluta  de  la  propiedad  y el  me- 
noscabo de  los  derechos  inherentes  al  dominio,  y consideiu  ne- 
cesario ofrecer  más  garantías  al  individuo  en  ei  primer  caso  que 
en  el  segundo. 

La  indemnización  á que  diere  lugar  el  establecimiento  de  cual- 


(1)  Ley  de  28  de  Abril  de  1849,  art.  5,  reglamento  de  21  de  Julio  de  1853,  arle.  16-22,  y 
decreto  do  IT  de  Agosto  do  1869,  arta.  4 y 5. 

(2)  Real  órden  de  1.®  de  Mayo  de  1848. 
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quiera  servidumbre  temporal,  debe  estimarse  por  medio  de  ave- 
nencia entre  el  reclamante  y la  administración  ó la  parte  que 
represente  sus  derechos;  mas  no  siendo  posible  la  conformidad 
de  los  interesados,  pasan  estos  asuntos  á ser  contenciosos,  y se 
ventilan  en  primera  instancia  ante  la  Comisión  provincial.  Do 
todas  suertes  la  solicitud  de  resarcimiento  debe  intentarse  ante 
el  g-obernador  de  la  provincia  respectiva  (1). 

Sin  embargo  no  siempre  hay  lugar  al  resarcimiento  de  danos 
y perjuicios,  porque  si  la  servidumbre  estriba  en  una  necesidad 
física  derivada  de  la  situación  natural  de  los  lugares,  no  existe 
semejante  derecho:  existe  una  obligación  legal.  Los  fundos  in- 
feriores, por  ejemplo,  están  obligados  á recibir  las  aguas  plu- 
viales y corrientes  de  los  superiores,  de  modo  que  el  gravamen 
de  dar  libre  curso  á las  aguas  sobrantes  de  los  caminos,  cuando 
éstos  son  el  predio  superior,  no  es  motivo  para  indemnizar  al 
propietario.  Mas  si  la  construcción  de  un  camino  il  otra  obra  pú- 
blica fuere  causa  de  interceptar  el  paso  de  las  aguas,  ó si  para 
conservar  aquéllas  conviniese  variar  su  curso  espontáneo  ó in- 
troducir cualquiera  modificación  en  el  fundo,  el  resarcimiento  se- 
ria de  justicia  . A los  tribunales  ordinarios  compete  resolver  en- 
tre partes  si  el  cambio  verificado  por  la  administración  perjudica 
á tercero,  y decidir  cuánto  disminuye  el  valor  de  su  propiedad, 
pues  como  estas  son  cuestiones  del  orden  civil,  se  dirimen  con- 
forme al  derecho  común. 

Tampoco  tiene  cabida  la  indemnización  al  constituir  una  ser- 
vidumbre legal  , como  la  prohibición  de  edificar  fuera  de  tal  lí- 
nea en  los  pueblos  6 en  las  márgenes  de  los  caminos  ó ú las  Í117 
mediaciones  de  los  montes  del  estado,  la  de  establecer  ciertas  fá- 
bricas y talleres  dentro  de  igual  rádio  y otras.  Son  justos  límites 
que  la  ley  señala  á la  propiedad  y condiciones  de  su  goce  que  el 
interés  público  impone  al  derecho  particular. 

GAPÍTU1.0  V. 

We  la  expropiación. 

2122.  — Enajenación  forzosa.  2121. — Casos  de  expropiación. 

2123. — Su  teoría  legal.  2125. — Trámites. 

(1)  Ley  de  2 de  Abril  de  1845,  art.  8,  real  6rdeu  de  19  de  Setiembre,  arts.  2 3,  é instruc- 
ción de  10  do  Octubre  de  1845,  art.  31. 
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2126. — Obras  de  utilidad  común. 

2127.  — Declaración  de  pública  uti- 

lidad. 

2128. — Designación  de  los  terrenos 

necesarios. 

2129.  — Intervención  del  juez. 

2130. — Procedimiento  para  la  ta- 


sación. . 

2131. — Desahucio. 

2132. — Indemnización  posterior. 

2133.  — Recursos  por  la  via  con- 

tenciosa, 

2134. — Observación  final. 


2122.  — Las  contribuciones  y las  servidumbres  limitan  el  do- 
minio; pero  hay  todavía  un  sacrificio  mayor  que  la  administra- 
ción puede  exigir  al  propietario^  y es  la  enajenación  forzosa. 

Establecen  nuestras  leyes  que  ningún  español  puede  ser  expro- 
piado de  sus  bienes  sino  por  cansa  de  utilidad  común  y en  vir- 
tud de  mandamiento  judicial  que  no  se  ejecuta  sin  prévia  indem- 
nización regulada  por  el  juez  con  intervención  del  interesa- 
do  (1).  Resulta  del  texto  expreso  de  ia  Constitución  que  la  pro- 
piedad es  inviolable , aunque  sin  reconocer  un  derecho  tan  ab- 
soluto, que  se  sacrifique  por  un  respeto  supersticioso  á este 
principio  el  todo  áima  parte,  el  bien  público  al  derecho  particu- 
lar. Conviene  ser  muy  parcos  en  la  aplicación  de  este  principio, 
pues  si  caminamos  con  imprudencia , rodaremos  por  la  pendien- 
te hasta  llegar  al  fondo  donde  nos  espera  el  comunismo. 

2123.  — Cuando  la  propiedad  privada  opone  un  obstáculo  in- 
superable al  desarrollo  de  la  sociedad,  justo  es  y necesario  Amn- 
cer  aquella  resistencia  obligando  á su  dueño  á cederla  en  bene- 
ficio de  todos  ó de  muchos,  pero  ofreciéndole  también  garantías 
de  que  ñola  voluntad  arbitraria  de  la  administración,  sino  ra- 
zones de  conveniencia  pública  demandan  el  sacrificio ; y aun  en- 
tonces la  ley  procura  atenuar  el  mal  todo  lo  posible. 

I.  Síguese  de  los  principios  establecidos  que  entre  la  expro- 
piación y las  servidumbres  de  utilidad  pública  media  una  dife- 
rencia esencial,  á saber,  que  éstas,  si  bien  imponen  un  gravá- 
men  á la  propiedad,  no  mudan  el  propietario,  mientras  que  aqué- 
lla traslada  el  dominio,  sustituyendo  á un  título  particular  los 
derechos  del  estado,  de  la  provincia  ó del  municipio. 

II.  Síguese  también  que  no  puede  invocarse  la  ley  de  enaje- 
nación forzosa  en  fa^mr  de  ningim  particular,  porque  sólo  el  in- 
terés general  domina  los  intereses  individuales ; mas  si  una  per- 


(1)  Const.,  art.  14. 
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sona  se  subroga  en  los  derechos  del  estado,  de  la  provincia  ó 
del  municipio,  por  ejemplo,  el  concesionario  de  cierta  obra  pú- 
blica, en  tal  caso  hay  lugar  á la  enajenación  forzosa,  no  en  su 
beneficio  propio,  sino  en  bien  de  la  sociedad. 

III.  Síguese  igualmente  que  la  doctrina  de  la  expropiación  se 
funda  en  una  causa  de  utilidad  común;  es  decir,  que  no  se  re- 
quiere la  necesidad  <5  un  motivo  especial  para  la  conservación 
del  estado  ó alguna  de  sus  partes,  pues  basta  una  razón  de  bien 
público  ó una  empresa  útil  que  la  demande. 

IV.  y por  último,  aunque  la  ley  no  declara  expresamente  que 
la  enajenación  forzosa  sólo  es  aplicable  á los  bienes  inmuebles, 
se  colige  de  su  contexto,  porque  siempre  se  refiere  su  le.tra  á 
obras  de  pública  utilidad  cuya  construcción  puede  perjudicar  á 
las  tierras  y edificios , y nunca  á las  cosas  muebles  y ménos  to- 
davía á los  productos  del  ingenio. 

Sin  embargo  también  se  aplica  la  expropiación  ó puede  apli- 
carse á estos  objetos,  aunque  no  en  verdad  interpretando  ’a  ley 
relativa  á la  enajenación  forzosa  de  los  bienes  inmuebles,  pero 
sí  desenvolviendo  el  principio  en  que  se  funda.  Las  requisas  de 
caballos  en  tiempo  de  guerra,  son  el  abandono  forzoso  de  una 
cosa  mueble  que  nos  pertenece  en  plena  propiedad,  porque  así 
lo  reclama  el  interés  público;  é igual  jurisprudencia  pudiera  ha- 
cerse extensiva  á los  objetos  artísticos  y á otros  de  reconocido 
valor  histórico  por  su  rareza  ó antigüedad. 

2124. — Varios  son  los  casos  de  expropiación  previstos  en  las 
leyes , á saber  : 

I.  La  construcción  de  cementerios,  cuando  á falta  de  terrenos 
públicos , es  preciso  ocupar  alguno  de  propiedad  particular,  y su 
dueño  no  se  aviene  á cederlo  (1). 

II.  La  conservación  y fomento  de  los  montes  del  estado  y la 
adquisición  de  maderas  para  el  servicio  de  la  Marina,  cuando  los 
árboles  se  hallan  en  los  pertenecientes  á los  pueblos  ó estable- 
cimientos públicos.  También  procede  la  expropiación  de  terrenos 
yermos  ó arenales  cuando  se  haga  constar  su  inutilidad  para  el 
cultivo  agrario,  y la  renuncia  de  sus  dueños  á hacer  plantacio- 
nes dentro  del  plazo  que  se  les  señalo,  ó si  dejan  transcurrir  el 
plazo  que  se  les  fijó  sin  llevarlas  á cabo  (2). 

(1)  V.  núm.  T31. 

(2]  V.  núms,  1658,  1662,  1663, 166á  y 1689. 
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III.  La  construcción  de  caminos  de  primer,  segundo  y tercer 
órden,  de  hierro  y de  servicio  particular  (1). 

IV . El  abastecimiento  de  aguas  para  el  uso  y consumo  de  las 
poblaciones  y el  servicio  de  los  ferro-carriles  (2). 

V.  La  construcción  de  canales  de  navegación  y flote  (3). 

VI.  Las  obras  de  riego  en  ciertos  casos  (4). 

VIL  La  desecación  de  lagos,  lagunas  y pantanos,  cuando  por 
comprometer  la  salud  de  una  comarca,  se  considere  de  utilidad 
pública  (5). 

VIII.  Por  causa  de  salud  pública,  respecto  á las  aguas  mine- 
ro-medicinales no  aplicadas  á la  curación,  y á los  terrenos  ad- 
yacentes que  se  necesiten  para  formar  establecimientos  balnea- 
rios, salvo  la  preferencia  de  los  dueños  por  espacio  de  dos 
años  (6). 

IX.  El  laboreo  de  las' minas  y establecimiento  de  oficinas  de 
beneficio  (7). 

X.  Las  obras  de  policía  urbana  y en-  particular  el  ensanche 
de  las  poblaciones  (8). 

2125.  — No  se  puede  obligar  á ningún  individuo,  corpora(‘ion  ó 
establecimiento  de  cualquiera  clase  á que  ceda  ó enajene  lo  que 
sea  de  su  propiedad  par*a  obras  de  interés  público,  sin  que  pre- 
cedan ios  requisitos  siguientes: 

I.  Declaración  solemne  de  que  la  obra  proyectada  es  de  utili- 
dad pública  y permiso  competente  para  ejecutarla. 

IT.  Declaración  de  que  es  indispensable  que  se  ceda  6 enajene 
el  todo  ó una  parte  de  su  propiedad  para  ejecutar  la  obra  en  pro- 
yecto. 

III.  Justiprecio  de  lo  que  haya  de  cederse  ó enajenarse. 

IV.  Pago  del  precio  de  la  indemnización  (9). 

2126.  — I.  Entiende  la  ley  por  obras  de  utilidad  pública  las  que 
tienen  por  objeto  directo  proporcionar  al  estado  en  general,  á 
una  ó más  provincias,  ó á uno  ó más  pueblos  cualesquiera  usos 

(1)  V.  núma.  U'/Q  y 1480. 

■ (2)  V.  númg.  1429  y 1430, 

(3)  V.  núm.  1423. 

(4)  V.  nú'rn.  1453. 

(5)  V.  núm.  726. 

(6)  Ley  do  ag’uas,  art.  43, 

(7)  V.  núm.  1759. 

(8)  V.  núm.  615, 

(9)  Ley  de  14  de  Julio  de  1836,  art.  l. 
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ó disfrutes  de  beneficio  común,  bien  sean  ejecutadas  por  cuenta 
del  estado,  de  las  provincias  ó de  los  pueblos,  bien  por  compa- 
ñías ó empresas  particulares  autorizadas  en  forma  compe- 
tente (1). 

2127, — Decidir  la  utilidad  pública  de  cualquiera  empresa  es 
resolver  una  cuestión  muy  grave  y muy  importante  para  el  es- 
tado: es  apreciar  los  intereses  de  la  nación,  investigar  sus  re- 
cursos y juzgar  la  obra  en  proyecto  en  sus  relaciones  con  el  bien 
general.  El  poder  ejecutivo  debe  resolver  la  mayor  parte  de  estas 
cuestiones;  mas  en  cuanto  á otras  cuya  resolución  encierra  gran- 
des intereses,  y acaso  todo  el  porvenir  de  la  nación,  conviene 
que  sea  el  poder  legislativo  quien  exclusivamente  declare  la  uti- 
lidad pública. 

Conforme  á la  expuesta  doctrina  esta  declaración  y el  permi- 
so para  emprender  la  obra  son  objeto  de  una  ley,  siempre  que 
para  ejecutarla  haya  que  imponer  contribución  á una  ó más  pro- 
vincias : en  los  demás  casos  basta  con  una  real  orden. 

Sea  el  legislador,  sea  el  Gobierno  quien  pronuncie  sobre  la 
utilidad  pública,  deben  ilustrarse  ántes  para  que  haya  rectitud 
en  su  juicio,  á cuyo  fin  conviene  oir  á los  inmediatamente  inte- 
resados en  la  ejecución  de  la  obra.  Esta  audiencia  colectiva  es 
una  garantía  cierta  y eficaz  para  los  propietarios  á quienes  la 
empresa  perjudica,  y así  pueden  impugnarla,  cuando  los  bienes 
que  promete  fueren  imaginarios,  dudosos  ó leves  en  proporción 
á los  sacrificios  que  impone. 

Por  cuyas  razones  ántes  de  hacer  la  declaración  de  utilidad 
pública,  ordena  la  ley : 

I.  Que  se  anuncie  el  proyecto  de  la  obra  en  el  Boletín  Oficial 
de  la  provincia,  para  que  ios  habitantes  del  pueblo  ó pueblos  que 
se  supongan  interesados,  puedan  representar  al  gobernador  de 
la  provincia  cuanto  se  les  ofrezca  y parezca. 

II.  Que  la  Diputación  provincial,  oj^endo  á los  Ayuntamientos 
del  pueblo  ó pueblos  interesados,  emita  su  dictámen  (2). 

1128. — II.  Al  declarar  la  utilidad  pública  de  una  obra  no  se 
designan  los  terrenos  necesarios  á su  construcción,  porque  la 
propiedad  no  debe  ser  invadida  sino  á consecuencia  de  las  bases 
asentadas  en  el  proyecto.  Los  planos  indican  aquellos  terrenos, 

(1)  Ley  de  14  de  Julio  de  1836,  art.  2,  y ley  de  28  de  Aljril  de  1849,  art.  5. 

(2)  Ley  de  25  de  Setiemljro  de  1863,  art.  T¡,  g 9. 
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y elgoberaador  de  la  provincia  en  unión  con  la  Diputación  pro- 
vincial^ oyendo  instructivamente  á los  interesados,  prévia  cita- 
ción por  medio  del  Boletín  Oficial  dentro  de  un  término  discrec- 
cional  perentorio  é improrogable  que  no  puede  bajar  de  diez  días, 
decide  sobre  la  necesidad  de  que  el  todo  ó una  parte  de  la  propie- 
dad deba  sor  cedida  para  la  ejecución  de  una  obra  declarada  ya 
de  utilidad  pública  y habilitada  con  el  correspondiente  permiso. 

Si  los  dueños  no  se  avienen  á una  cesión  amistosa  de  sus  pro- 
piedades conformándose  de  buen  grado  con  la  resolución  del  go- 
bernador de  la  provincia,  resuelve  definitivamente  el  Gobierno. 
Contra  esta  providencia  final  hay  lugar  al  recurso  por  la  via  con- 
tenciosa. 

La  ley  facilita  esta  clase  de  abandonos  declarando  á los  tutores, 
curadores  y demás  personas  que  tienen  impedimento  legal  para 
vender  los  bienes  cuya  administración  les  pertenece,  hábiles 
para  disponer  de  ellos  como  si  fuesen  verdaderos  dueños  (1). 

Los  largos  trámites  y los  procedimientos  dilatorios  no  convie- 
nen á los  negocios  administrativos,  y mucho  menos  cuando  se 
proyecta  la  ejecución  de  alguna  obra  pública  en  un  estado  en 
donde  tanto  urge  multiplicar  las  vias  de  comunicación  y trans- 
porte.'Otórguense  garantías  á la  propiedad  particular;  pero  sea 
sin  menoscabo  de  la  utilidad  común,  pues  no  son  ménos  inviola- 
bles los  derechos  de  la  sociedad  que  ios  del  individuo. 

2129. — III.— Terminado  el  expediente  administrativo,  el  go- 
bernador ó el  Gobierno,  según  los  casos,  lo  pasan  al  juez  de  pri- 
mera instancia  del  partido  en  que  radiquen  las  fincas,  para  que 
proceda  á la  tasación  conforme  á la  ley  de  enajenación  forzosa. 
La  providencia  del  juez  fijando  el  importe  de  la  indemnización  es 
apelable  al  tribunal  competente  en  el  orden  délos  de  justicia  (2). 

2130* — Para  estimar  el  tanto  de  la  indemnización  debe  proce- 
derse á la  tasación  pericial  de  los  terrenos  necesarios  á la  ejecu- 
ción de  la  obra.  Esta  operación  se  vexúflca  por  medio  de  peritos 
examinados,  y á falta  de  ellos  por  prácticos  experimentados.  Los 
ingenieros  pueden  nombrar  á individuos  del  cuerpo  subalterno 
para  que  representen  á la  administración  en  la  tasación  de  las 
fincas;  pero  ningún  ayudante  puede  ser  elegido  perito  por  los 

(1)  Ley  de  14  de  Julio,  arta.  4,  5 y 6,  rogrlamento  de  27  do  Julio  do  1863,  art.  4,  y docreto 
de  12de  Agosto  de'1869. 

(2)  Real  drdeu  de  3 de  Julio  de  18T2. 
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particulares,  aunque  si  lo  fuese  por  parte  de  la  administración, 
no  obstaría  que  al  mismo  tiempo  representase  á los  propietarios 
conformes  con  su  nombramiento  (1). 

La  indemnización  debe  regularse  tomando  en  cuenta  el  valor 
en  venta  y renta  de  la  propiedad  cuya  ocupación  se  requiere,  y 
además  los  daños  y perjuicios  que  pueda  causar  á su  dueño  la 
expropiación  á juicio  de  peritos,  uno  por  cada  parte  ó tercero  en 
discordia  por  entrambas;  y no  conviniéndose  en  este  punto,  lo 
nombra  el  juez  del  partido  de  oficio,  reservándose  á los  intere- 
sados el  derecho  de  recusar  hasta  dos  veces  al  nombrado. 

Cuando  la  expropiación  fuere  parcial,  deberá  además  tenerse 
en  cuenta  el  demérito  que  pueda  resultar  de  la  división  de  la  fin- 
ca, á fin  de  abonar  los  daños  y perjuicios  causados  al  propietario. 

También  son  indemnizables  y se  comprenden  en  la  tasación 
los  gastos  á que  dieren  motivo  los  expedientes  de  expropiación. 

La  tasación  se  comunica  á los  dueños  de  las  fincas  valoradas, 
para  que  manifiesten  ai  gobernador  su  conformidad  ó deduzcan 
sus  agravios,  en  cuyo  caso  resuelve  éste  por  sí,  ó transmite 
las  reclamaciones  con  su  informe  á la  dirección  de  Obras  públi- 
cas (2). 

2131. — Practicadas  estas  diligencias,  el  mismo  juez  provée  á 
la  administración  del  mandamiento  necesario  para  que  pueda  en- 
trar en  la  posesión  del  inmueble , prévia  la  consignación  de  la 
suma  en  que  hubiese  sido  regulada  la  indemnización.  Expedido 
el  mandamiento,  el  juez  pone  en  posesión  á quien  lo  haya  ob- 
tenido. Miéntras  el  propietario  no  sea  indemnizado,  la  adminis- 
tración no  puede  perturbarle  en  la  posesión  de  sus  bienes;  de 
suerte  que  el  desahucio  debe  ser  posterior  al  pago  del  precio  ín- 
tegro de  la  tasación.  Y si  hubiese  reclamación  de  tercero  por  ra- 
zón de  enfitéusis,  servidumbre,  hipoteca,  arriendo  ú otro  cual- 
quier  gravámen  que  afecte  á la  finca , se  consigna  su  importe  en 
la  Caja  general  de  Depósitos,  dejando  á los  tribunales  la  decla- 
ración de  sus  derechos  respectivos.  Además  del  precio  de  tasa- 
ción, se  abona  al  interesado  un  3 por  100. 

Si  la  obra  en  proyecto  no  se  llevase  á ejecución  y el  Gobierno 
ó el  empresario  resolviesen  enajenar  el  todo  ó una  parte  de  la 
finca  objeto  de  la  expropiación,  deberá  ser  preferido  en  ignal- 

(1)  Real  orden  de  20  de  Diciembre  de  1859. 

12)  Ley  de  14  de  Julio,  art.  7,  y reglamento  de  27  da  Julio,  artí.  8,  9 y 11. 
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dad  de  precio  su  dueño  primitivo  á cualquier  otro  comprador. 

Si  el  antiguo  dueño  conserAm  el  terreno  colindante  á una  par- 
cela expropiada,  ó- siguen  poseyéndola  sus  herederos,  gozan 
aquél  ó éstos  del  derecho  de  reversión,  reintegrando  el  precio 
de  la  enajenación  forzosa,  con  más  el  importe  de  las  mejoras 
útiles  ó necesarias,  si  en  efecto  las  hubiese  (1). 

Y por  último  las  rentas  y contribuciones  correspondientes  á 
los  bienes  enajenados  forzosamente,  se  admiten  durante  el  año 
subsiguiente  á la  fecha  de  la  enajenación  en  pi'ueba  de  la  aptitud 
legal  del  ^expropiado  para  el  ejercicio  de  los  derechos  que  puedan 
corresponderle  (2) . 

2132.  — Ha  ocurrido  y ocurre  con  frecuencia  empezar  las  obras, 
y aun  abrirse  al  público  el  camino  que  dio  motÍAm  á la  ocupación 
permanente  de  un  terreno  de  dominio  particular  ántes  de  hacer 
efectiva  la  indemnización.  Para  corregir  este  abuso,  declaró  el 
Gobierno  responsable  al  culpado  de  todas  las  indemnizaciones 
que  procedan,  y además  del  abono  del  interés  legal  de  la  suma 
que  represente  el  valor  en  tasación  de  Ja  propiedad  ocupada  des- 
de el  dia  en  que  se  priAm  de  su  uso  ul  legítimo  poseedor  (3). 

2133.  — Procede  el  recurso  ante  el  Consejo  de  Estado  por  la 
Via  contenciosa; 

I.  Contra  la  decisión  gubernativa  sobre  la  necesidad  de  que  el 
todo  ó una  parte  de  la  propiedad  debe  ser  cedida  para  la  ejecu- 
ción de  las  obras  del  estado,  provinciales  ó municipales  declara- 
das de  utilidad  pública. 

II.  Y en  general  contra  toda  resolución  dictada  por  la  autori- 
dad adrainistratiAm,  si  el  expediente  en  que  se  funda  contiene  fal- 
tas contrarias  á las  leyes  y reglamentos,  ú otras  que  minoren  el 
valor  que  los  dueños  atribuyen  á su  propiedad  (4). 

Asimismo  proceden  la  ocupación  temporal  y la  enajenación 
forzosa  en  casos  de  guerra,  según  se  contiene  en  un  reglamento 
particular  (5). 

2134.  — La  expropiación  fué  hasta  ahora  un  acto  puramente 
administratiAm,  a^  sin  embaru-o  cuando  no  hav  aAmnencía,  deben 
observarse  las  formas  de  un  juicio.  Debe  la  ley  poner  al  propieta- 

(1 ) Ley  de  n de  .Junio  de  1805,  art,  4. 

Luy  de  14  de, Tullo  de  1885.  8 y 10. 

(3)  Orden  de  16  de  Pebrei  o do  L-iíi9. 

(4)  Re”  lamónto  cit.,  art,s.  25  y 26,  y ley  de  29  de  Junio  de  1864. 

(5)  Api'oljíul  1 por  real  decreto  de  13  de  Julio  de  1863. 

TOMO  II. 
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rio  bajo  el  amparo  de  los  tribunales,  porque  si  es  razón  ceder  lo- 
dos ó una  parte  de  nuestros  bienes  por  respeto  al  interés  común, 
no  así  parece  justo  otorgar  á la  administración  facultad  para, ex- 
propiarnos, sin  subordinar  el  ejercicio  de  este  derecho  á garan- 
tías particulares  amparadas  por  una  autoridad  independiente,  sí 
no  han  de  ser  ilusorias. 

La  Constitución,  al  exigir  mandamiento  de  juez  para  el  des- 
ahucio, parte  del  principio  que  la  defensa  de  ios  dérechos  civiles, 
y por  tanto  de  la  propiedad  privada,  sea  citando  el  autor  del 
atentado  es  un  participar,  sea  cuando  corre  peligro  en, virtud  de 
un  acto  de  la  administración,  compete  exclusivamente  á los  tri- 
bunales de  justicia. 


LIBRO  QUINTO. 

DE  LA  JURISDICCION  ADMINISTRATIVA. 


CAPÍTUI.0  I. 

Uel  procedimiento  gubernativo. 

2135.  — Poder  administrativo.  2137.— Trámites  esenciales. 

2136,  — Via  gubernativa. 

2135.  — Es  el  poder  administrativo  ora  activo,  ora  contencioso, 
y ejerce  actos  ya  de  imperio,  ya  de  jurisdicción,  porque  unas 
veces  se  presenta  en  forma  de  acción,  y otras  con  los  caractéres 
deunjmdo(l). 

Hemos  hablado  hasta  aquf  de  m\.potestad  ó de  los  actos  dep?¿ro 
mando,  y ahora  cumple  á nuestro  propósito  estudiar  el  tercer 
objeto  del  derecho  administrativo,  ó sea  el  procedimiento,  y so- 
bre todo  jurisdicción  administrativa  (2). 

El  oflcio  de  la  administración  es  ejecutar  las  leyes  de  interés 
común,  unas  veces  de  su  propio  movimiento,  otras  requerida  ó 
á petición  de  parte,  y otras  en  fin  despees  de  un  debate  contra- 
dictorio, guardando  ciertas  formas  y solemnidades  del  derecho 
que  preparan  una  decisión  ejecutoria  ó una  verdadera  sentencia. 

2136.  — Los  actos  de  imperio,  las  cosas  de  pura  gracia,  y en 
fin,  todo  lo  que  emana  del  poder  discreccional  ó prudente  arbi- 
trio de  la  administración,  no  exigen  por  regia  general  trámites 
rigorosos  so  pena  de  nulidad.  La  autoridad  se  inforina,  exami- 
na y decreta,  tres  períodos  de  la  instrucción  breve  y sencilla  que 
lleva  el  nombre  de  v>ia  gubernativa.  La  información  equivale  al 


(1)  V.  núm.  100. 

(2)  V.  DÚms.  6TA  y (UíJ. 
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procodimiento  en  materia  litigiosa,  el  exámen  á la  discusión  oral 
6 escrita,  y el  decreto  á la  decisión  ó sentencia. 

2^37. — Aunque  de  ordinario  no  se  requieren  mayores  forma- 
lidades, hay  casos  de  excepción  en  que  las  leyes  ó los  i’eglamen- 
tos  prescriben  diligencias  necesarias  á la  validez  de  los  actos, 
como  la  publicidad,  la  notificación,  la  audiencia  de  los  interesa- 
dos, la  consulta  prévia  del  Consejo  de  Estado  ú otro  cuerpo,  etc. 
y entonces  son  trámites  tan  esenciales  que  su  omisión  vicia  el 
procedimiento  administrativo  y abre  la  puerta  al  recurso  con- 
tencioso. 

Es  un  deber  de  las  autoridades  del  orden  administrativo 
prestar  atento  oido  á las  quejas,  satisfacer  las  justas  reclama- 
ciones, remediar  los  abusos,  favorecer  los  proyectos  de  mejo- 
ras locales,  despertar  el  celo  de  las  corporaciones  públicas,  y 
en  fin  hacer  todo  el  bien  posible  resolviendo  de  plano  los  ne- 
gocios leves,  y los  graves  prévia  la  iiistniccion  de  expediente 
gubernativo  sucinto  y poco  dispendioso.  Todo  lo  que  lisa  y lla- 
namente se  pueda  ordenar  en  audiencia  verbal,  no  conviene  re- 
ducirlo á escritura.  La  administración  ha  de  ser  pronta  y expe- 
dita, poco  amiga  de  fórmulas  dilatorias  3^  consejos  impertinentes: 
indague  la  verdad  con  sencillez,  y sin  aparato  de  juicio  consulte 
la  razón,  la  equidad,  la  prudencia  3^  el  bien  general.  «Hacer  bien 
es  la  incumbencia  esenciaf,  la  suma  de  todas  las  atribuciones  de 
la  administración.  Esta  obligación  es  activa,  y no  debe  reputar- 
se desempeñada  con  llenar  formalidades  más  ó menos  importan- 
tes, más  ó menos  prolijas,  á las  cuales,  no  se  dará  valor...  sino 
en  cuanto...  aparezca  visible  el  bien  que  haya  proporciona- 
do» (1). 

CAPÍTULO  II. 

S5e  la  juslivia  administrativa. 

2140. — División  de  la  Justicia. 

2141. — Justicia  administrativa. 

2142.  — Su  fundamento. 

2143. — Consecuencias. 

2138.  El  poder  político  es  verdaderamente  uno  solo  ; y si  al- 

(1)  Instrucción  de  30  de  Noviembre  do  nútn. 


2138.  — Unidad  del  poder  político. 

2139.  — El  Rey,  superior  común  de 

la  administración  y la  jus- 
ticia. 
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gima  división  fundamental  cabe,  os  la  que  separa  la  facultad  de 
dictar  de  la  de  aplicar  las  leyes.  La  autoridad  judicial  no  es  un 
poder  distinto  del  ejecutivo,  sino  una  parte  de  él,  organizada  de 
una  manera  conveniente  para  ofrecer  firmes  garantías  al  dere- 
cho de  los  particulares. 

2139.  — Pues  que  segiin  la  Constitución  el  Rey  posée  la  pleni- 
tud del  poder  ejecutivo,  debe  ser  considerado  superior  común  de 
la  administración  y de  Injusticia. 

2140. — Distinguen  algunos  publicistas  y jurisconsultos  la  justi- 
cia en  ordinaria  y administrativa:  aquélla  (dicen)  es  la  potestad 
de  aplicar  las  leyes  de  interés  priAmdo  que  por  delegación  del  Rey 
corresponde  á los  tribunales  comunes,'  á quienes  pertenece  ex- 
clusivamente juzgar  las  causas  civiles  y criminales  (1);  y la  se- 
gunda el  derecho  de  resoh^er  ó decidir  todos  los  asuntos  conten- 
ciosos de  la  administración  y procurar  la  reforma  de  ciertos  ac- 
tos del  poder  discreccional. 

También  han  propuesto  llamarlas  delegada  y retenida,  porque 
la  ju  :ticia  ordinaria  la  delega  el  Rey  en  jueces  inamovibles,  y re- 
tiene la  administrativa  y la  ejerce  por  sí  propio,  ó por  medio  de 
jueces  responsables.  Mr.  Macarel  observa  con  razón  que  estos 
nombres  no  explican  bien  la  índole  de  ia  justicia  administrativa, 
á la  cual  solo  cuadra  el  de  retenida  en  el  supremo  grado  de  la 
jerarquía,  y es  forzosamente  delegada  en  los  grados  inferiores, 
según  explicaremos  más  adelante  (2). 

2141.  — La  justicia  administrativa  (dijeron)  es  una  prerogativa 
de  la  Corona,  un  verdadero  atributo  de  la  soberanía.  La  potestad 
de  hacer  ejecutar  las  leyes  reside  en  el  Rey;  y como  admitir  un 
superior  que  juzgase  sus  actos  ó los  de  sus  agentes  equivaldría  á 
menoscabar  la  autoridad  real  atentando  á la  independencia  del 
poder  ejecutivo,  estimaron  consecuencia  directa  y necesaria  que 
la  acción  tuviese  en  la  jurisdicción  su  complemento. 

Y en  realidad  cuando  la  administración  procede  por  via  de 
juicio,  toma  de  la  jurisdicción  ordinaria  la  forma;  pero  en  la  esen- 
cia sus  actos  son  verdaderamente  administrativos.  Los  tribunales 
colegiados,  las  pruebas  documentales  y de  testigos,  la  defensa  en 
estrados,  la  publicidad  de  los  juicios  y otras  solemnidades  pro- 
pias del  derecho  común,  son  medios  de  asegurar  el  acierto  en  la 

(1)  Conat.,  art.  91. 

(2)  Oours  de  droU  administr'adf,  tom,  II,  pág.  8T7. 
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resolución  Anal  de  las  controversias  que  se  mueven  entre  el  es- 
pado y los  particulares,  facilitando  la  audiencia  de  los  agraviados 
y esclareciendo  la  verdad  con  maduro  consejo,  y puras  cautelas 
contra  la  arbitrariedad  de  los  ministros.  Jurisdicción  perfecta  es 
la  ordinaria  encomendada  á jueces  y magistrados  que  aplican  la 
ley  sin  intervención  del  Gobierno;  mas  la  jurisdicción  adminis- 
trativa confiada  á las  autoridades  y corporaciones  dependientes 
del  poder  ejecutivo,  es  una  jurisdicción  imperfecta,  externa  y sin 
fuerzas  para  di(dar  ningún  fallo  verdadero.  Bien  sabemos  que 
sus  resoluciones  pueden  ser  definitivas  y causar  ejecutoria;  pero 
así  y todo,  los  tribunales  de  este  orden  no  pronuncian  sentencias, 
sino  que  dictan  ó preparan  decisiones  administrativas. 

2142. — El  principio  fundamental  de  la  separación  y mutua  in- 
dependencia de  los  poderes  constitucionales,  reclama  la  institu- 
ción de  esta  justicia  de  orden  público.  Si  la  administración  care- 
ciese de  potestad  para  explicar  sus  actos,  decidir  las  reclamacio- 
nes que  suscitasen  sus  providencias  y resolver  las  dudas  y difi- 
cultades relativas  á su  ejecución;  si  no  pudiese  remover  los  obs- 
táculos que  opusiesen  á su  marcha  un  interés  legítimo  ó el  dere- 
cho de  un  tercero,  tampoco  tendría  libertad  de  acción,  j sin  ella, 
ni  en  el  orden  político  ni  en  el  orden  moral  puede  exigirse  res- 
ponsabilidad alguna. 

La  intervención  de  cualquiera  autoridad  extraña  en  los  actos 
reservados  al  poder  ejecutivo,  turbaría  el  concierto  entre  los  po- 
deres constituidos,  inconveniente  grave,  pero  no  el  único  de  esta 
forma  administrativa  ; porque  si  fuesen  los  jueces  ordinarios  lla- 
mados por  la  ley  á sentenciar  las  demandas  y reclamaciones  pro- 
movidas por  los  particulares  que  pretenden  la  reparación  de  un 
verdadero  ó presunto  agravio  con  ofensa  de  su  derecho  á conse- 
cuencia de  un  acto  administrativo,  las  fórmulas  lentas  y emba- 
razosas, la  natural  propensión  á decidir  conforme  á los  preceptos 
del  derecho  estricto  estimando  en  poco  las  reglas  de  la  equidad  y 
aun  las  razones  de  conveniencia  pública,  y la  misma  inflexibilidad 
de  los  juicios,  entorpecerían  el  curso  regular  déla  administración, 
comprometiendo  á cada  paso  la  existencia  de  la  sociedad  con  la 
interrupción  írecuente  de  los  servicios  más  importantes  para  la 
seguridad  del  estado.  Tan  clara  es  esta  doctrina,  que  desde 
muy  antiguo  se  acudió  al  establecimiento  de  juzgados  priva- 
tivos como  un  medio  de  excluir  á la  administración  del  fue- 
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ro  común,  y librarla  del  yugo  de  los  tribunales  ordinarios. 

2143.— En  estos  principios  constitucionales  se  funda  la  facul- 
tad inherente  á la  Corona  de  dirimir  las  competencias  suscitadas 
entre  las  autoridades  administrativas  y las  judiciales,  y el  dere- 
cho de  juzgar  definitivamente  y en  último  grado  todas  las  cues- 
tiones contenciosas  de  la  administración. 

Reconocemos,  pues,  en  el  poder  administrativo  el  mero  y 
mixto  imperio  que  los  jurisconsultos  romanos  distinguían.  La 
administración  pitra  ejerce  un  mero  imperio,  quod  eüam  potes- 
tas  vocaturj  y la  administración  contenciosa  posée  el  mixto, 
cid  eUam  jurisdictio  inest. 


CAPÍTULO  m. 


2144. — Definición. 

2145.  — Autoridades  que  la  ejercen. 

2146.  — Naturaleza  de  esta  jurisdic- 

ción. 

2147. — Sus  divisiones. 

2148. — Diferencias  entre  la  juris- 

dicción ordinaria  y la  ad- 
ministrativa. 


Vicisitudes  de  la  jurisdic- 
ción administrativa  en  Es- 
paña. 

2150. — Opinión  del  Gobierno. 

2151. — Su  criterio  vacilante. 

2152. — Crítica. 

2153. — Ejemplos. 


Ue  la  jurisdicción  administrativa. 

2149.— 


2144.  — Hay,  pues,  una  jurisdicción  administrativa  ó un  dere- 
cho inherente  á la  administración  de  conocer  y sentenciar  los 
asuntos  contenciosos  de  este  orden,  es  decir,  aquellos  que  admi- 
ten controversia  y se  ventilan  con  la  solemnidad  de  los  juicios. 

2145.  — Esta  jurisdicción  ó poder  de  juzgar  administrativamen- 
te, se  ejerce  por  medio  de  autoridades  unipersonales  ó de  cuer- 
pos colegiados,  nombrando  jueces  é instituyendo  tribunales. 

2146.  — Como  la  jurisdicción  es  el  complemento  de  la  acción 
administrativa,  se  infiere  que  todos  los  cargos  á los  cuales  va 
inherente  aquella  potestad  son  amovibles,  y las  personas  que 
los  desempeñan  responsables  al  Gobierno.  Exigir  tribunales  ad- 
ministrativos independientes,  soberanos  en  su  línea,  equivaldría 
á crear  un  poder  intermedio  con  respecto  á la  administración  y 
á los  administrados,  y caer  en  los  mismos  extremos  que  la  ley 
se  propuso  evitar  excluyendo  á la  autoridad  judicial  de  conocer 
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de  los  actos  administrativos.  «ISi  im  instante  debe  perderse  de 
vista  (dice  un  escritor  muy  competente)  la  naturaleza  singularí- 
sima de  estos  juicios,  así  llamados  en  sentido  figurado:  su  nom- 
bre propio  es  el  de  decisiones  administrativas»  (1).  Considérese 
que,  son  medios  de  vencer  dificultades,  de  remover  obstáculos, 
de  preparar  actos  de  gobierno,  de  proteger  los  intereses  comu- 
nes contra  los  ataques  ocultos  o manifiestos,  violentos  o artifi- 
ciosos del  interés  particular. 

2147. — Divídese  la  jurisdicción  administrativa  en  retenida  y 
delegada.  El  Rey  ejerce  la  primera,  como  todos  los  actos  del 
poder  ejecutivo,  bajo  la  responsabilidad  de  los  ministros,  y trans- 
mite la  segunda  á los  jueces  instituidos  para  sentenciar  los  ne- 
gocios contenciosos  de  la  administración. 

Síguese  de  esta  diferencia  que  cuando  no  hay  delegación  los 
tribunales  administrativos  carecen  de  autoridad  propia,  y así  sus 
decisiones  tienen  el  carácter  de  meras  consultas  ó proyectos  de 
sentencia  sin  tuerza  ni  valor,  miéníras  el  Gobierno  no  las  aprue- 
ba y publica  como  dictadas  en  su  nombre;  y al  contrario,  cuando 
la  delegación  existe,  los  tribunales  administrativos  pronuncian 
en  virtud  de  un  derecho  anejo  á la  institución  misma,  y dictan 
verdaderos  fallos  que  sin  necesidad  de  intervención, superior, 
imponen  el  respeto  debido  á la  autoridad  de  la  cosa  juzgada,  y 
de  consiguiente  causan  ejecutoria. 

Distinguen  también  la  jurisdicción  administrativa  en  volunta- 
ria y contenciosa;  aquélla,  á la  cual  llaman  idcaihiQií  reglamen- 
taria ó discreccional , se  ejerce  por  reclamación  de  una  ó de  va- 
rias personas  sin  trámites  contradictorios : es  un  acto  espontá- 
neo de  uno  ó muchos  particulares , el  cual  puede  ó no  provocar 
administrativa.  Ésta  dirime  dos  intereses  opuestos  que 
son  el  privado  y el  público,  ventilándose  contradictoriamente  el 
derecho  entre  las  partes,  en  cuya  controversia  siempre  ha  de 
recaer  decisión  cuasi  judicial  (2). 

Por  último,  también  pudiéramos  establecer  que  unas  veces  es 
común  y otras  excepcional,  pues  ya  se  ejerce  por  medio  de  las 
autoridades  á quienes  de  ordinario  compete  el  conocimiento  de 
los  asuntos  contenciosos  de  la  administración,  y ya  se  atribuye 


(l)  mudios  prácticos  de  administración  , ror  D.  F.  A.  Silvela,  pág'.  IRl. 

( ) ola  administración  pública  con  aplicación  á España , por  D.  A.  Olivan , cap,  iv, 
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á otras  la  decisión  de  ciertos  negocios,  coustitLivendo  para  ellos 
lui  juzgado  especial. 

Los  Ayuntamientos  y las  Comisiones  provinciales,  por  ejem- 
plo, son  corporaciones  administrativas , y sin  embargo  revisten 
el  carácter  de  tribunales  en  materia  de  quintas,  aquéllos  pro- 
nunciando fallos  que  cierran  ios  juicios  de  excepciones,  y éstas 
conociendo  de  las  quejas  y reclamaciones  de  los  interesados  en 
grado  de  apelación. 

21 18. — Entre  la  jurisdicción  ordinaria  y la  administrativa  me- 
dia una  diferencia  grave  y profunda.  Las  sentencias  definitivas 
de  un  tribunal  de!  fuero  común,  luógo  que  pasan  en  autoridad 
de  cosa  juzgada,  son  firmes  ó irrevocables,  como  obra  de  un  po- 
der independiente;  de  suerte  que  ningún  otro  poder  político  tie- 
ne la  facultad  de  impedir,  entorpecer  ó debilitar  su  fuerza  eje- 
cutoria. Los  fallos  de  los  tribunales  administrativos  causan  es- 
tado, es  decir,  dirimen  la  controversia;  pero  si  no  se  ajustan  á 
la  ley,  implican  la  responsabilidad  del  Gobierno  cuando  los  hace 
suyos,  ó consiente  el  abuso  de  la  delegación;  por  manera  que 
con  la  providencia  definitiva  no  fenecen  los  recursos  de  la  par- 
te agraviada,  puesto  que  todavía  le  queda  el  medio  legal  de  acu- 
dir por  via  de  queja  á quien  la.  Constitución  del  estado  reserva  el 
derecho  de  exigir  la  responsabilidad  á los  ministros. 

2149. — Tales  eran  los  principios  aceptados  entre  nosotros 
cuando  sobrevino  el  Gobierno  provisional  que  impaciente  y de- 
seoso de  reformas,  en  uso  de  sus  poderes  extraordinarios,  su- 
primió la  jurisdicción  contencioso-administraliva,  ó más  bien  ia 
trasladó  de  los  Consejos  provinciales  y Consejo  de  Estado  á las 
Audiencias  y al  Tribunal  Supremo  de  Justicia  (1). 

2.150.-— Poco  después  dijo  el  Gobierno  que  la  jurisdicción  ad- 
ministrativa habia  sido  generalmente  mirada  con  disfavor,  en 
cuanto  arrancaba  á la  ordinaria  el  conocimiento  de  miiciias  c\\es- 
tiones  que  debian  ser  de  su  exclusiva  competencia;  que  adolecía 
del  vicio  de  encomendar  el  fallo  de  ios  pleitos  á corporaciones 
cuyos  individuos  teman  ei  carácter  de  amovibles,  y dejaba  la 
resolución  definitiva  y ejecutoria  de  nn  negocio  litigioso  ai  Go- 
bierno, árbitro  de  admitir  ó desechar  el  fallo  sin  fuerza  ni  auto- 
ridad, porque  no  traspasaba  los  límites  de  una  mera  consulta; 


(1)  Dccrotos  de  13  y 16  de  Octubre  de  1868. 
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qne  no  inspiraba  completa  confianza  á los  litigantes  ni  al  país, 
que  veían  en  último  resultado  cómo  la  administración  era  juez  y 
parte  al  mismo  tiempo;  que  no  la  recomendaba  la  mayor  breve- 
dad en  la  tramitación , acreditando  la  experiencia  que  las  dila- 
ciones habían  sido  por  regla  general  mayores  y más  tardías  las 
resoluciones  definitivas  que  en  los  negocios  comunes. 

Sin  embargo,  el  Gobierno,  al  censurar  esta  jurisdicción  espe- 
cial no  desconoció  la  diferencia  que  existe  entre  lo  contencioso- 
administrativo  y lo  contencioso-judicial,  y puso  en  duda  si  «cuan- 
do se  lastiman  derechos  al  aplicar  leyes  puramente  administra- 
tivas, debe  la  cuestión  ventilarse  en  forma  contenciosa,  ó de 
otra  manera  que  reuniendo  todas  las  prendas  de  acierto,  no  sa- 
que de  su  natural  terreno  lo  que  por  su  índole  corresponde  á la 
administración  activa;  ó si  por  el  contrario,  debe  atribuirse  á lo 
contencioso-judicial  todo  lo  que  perjudique  derechos  dignos  de 
respeto,  porque  estén  escritos  en  la  ley  ó en  una  disposición  de 
carácter  general,  de  suerte  que  constando  los  hechos,  sólo  falte 
aplicar  el  texto  invocado  en  apoyo  del  derecho  controvertido.» 

2151. — Esta  perplejidad  del  ánimo  no  podía  conducir,  y en  efec- 
to no  condujo  á ninguna  afirmación  ni  negación.  Era  preciso  un 
criterio  para  optar  resueltamente  por  uno  de  dos  sistemas,  á saber, 
la  unidad  do  jurisdicción  horrando  la  diferencia  entre  lo  conten- 
cioso-judicial  y lo  contencioso-administrativo,  ó el  dualismo  par- 
tiendo del  principio  que  la  justicia  puede  ser  delegada  ó retenida. 

Si  lo  primero,  uno  mismo  Sea  el  procedimiento  y uno  mismo 
el  tribunal  llamado  á resolver  las  cuestiones  que  se  ventilan  en- 
tre los  particulares  y entre  el  particular  y la  administración.  Si 
lo  segundo,  admitida  la  coexistencia  de  dos  jurisdicciones  dis- 
tintas, distintos  deben  ser  los  tribunales  y el  procedimiento. 

Ni  puede  ser  tampoco  igual  la  organización  de  estos  diferen- 
tes tribunales.  La  jurisdicción  ordinaria  supone  una  delegación 
absoluta,  y por  tanto  una  magistratura  inamovible:  la  adminis- 
tración se  deriva  de  un  mandato  revocable  confiado  á funciona- 
rios que  revisan  los  actos  de  la  administración,  guardando  las 
formas  tutelares  del  juicio. 

Una  sola  jurisdicción  con  la  garantía  do  la  inamovilidad,  se 
concibe:  dos  jurisdicciones , cuya  separación  no  se  justifique  con 
la  inainovilidad  por  fundamento  de  la  una  y de  la  otra  la  amo- 
vilidad, no  tienen  explicación  satisfactoria. 
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2152.  — La  justicia  retenida  ó la  jurisdicción  administrativa  no 
es  un  dogma  político,  ni  siquiei’a  una  institución  rigorosamente 
necesaria.  Tampoco  se  la  debe  tener  por  superfina,  ni  condenar 
por  arbitraria.  Que  los  litigios  administrativos  sean  de  la  com- 
petencia de  los  jueces  administrativos  ó de  los  tribunales  ordina- 
rios es  cuestión  de  doctrina  y materia  opinable. 

Si  es  verdad  que  repugna  á la  conciencia  erigirse  uno  juez  en 
causa  propia,  también  es  cierto  (|ue  el  Gobierno,  al  defender  sus 
actos , vela  por  el  interés  general,  y al  constituir  un  tribunal  que 
los  examine,  rodea  los  derechos  del  individuo  de  eficaces  garan- 
tías, sin  menoscabo  del  principio  de  la  separación  y miitua  in- 
dependencia de  ios  altos  poderes  del  estado. 

2153.  — Inglaterra  desconoce  lo  contencioso-administrativo,  y 
aun  lo  repugnaría,  como  todo  lo  que  de  algún  modo  contribuye 
á robustecer  la  acción  del  Gobierno;  pero  en  cambio  ha}'  allí  un 
Banco  del  Rey  ó de  la  Reina,  tribunal  que  ejerce  una  jurisdic- 
ción especial  y privativa  en  diversas  materias  contenciosas  de 
la  administración,  como  el  Behiqtder  tiene  para  entender  en 
todas  las  cuestiones  fiscales. 

En  Bélgica  son  las  Diputaciones  permanentes  elegidas  por  los 
Consejos  de  provincia  quienes  juzgan  lo  contencioso-administra- 
tivo; y en  varios  estados  de  Alemania,  la  Gaviera  y el  Wurtem- 
berg,  por  ejemplo,  prevalece  el  sistema  francés,  miéntras  que 
en  otros  hay  autoridades  administrativas  revestidas  con  parti- 
cular jurisdicción. 


CAPÍTULO  IV. 

lie  lo  cAntenci«so-a<litiiniatrativo. 

2154. — Actos  de  laadministracion.  2157.— Necesidad  de  la  adrainis- 

2155.  — Litigios  administrativos.  tracion  contenciosa, 

2156.  — Caracteres  de  lo  contencio-  2158.  — Ejemplos. 

so-administrativo, 

2154. — La  administración,  según  hemos  dicho,  ejerce  actos  de 
distinta  naturaleza,  porque  ya  manifiesta  su  poder  en  forma  de 
acción  en  cuanto  procura  la  ejecución  de  las  leyes,  dicta  regla- 
mentos, vela  por  su  observancia,  expide  órdenes  generales  ó 
particulares  y hace  uso  en  fin  de  otro  modo  cualquiera  de  su  potos- 
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tad  de  puro  mando,  ó ya  se  reviste  con  el  carácter  de  juez  y de- 
cide soberanamente  las  reclamaciones  contra  sus  propios  actos. 
En  el  primer  caso  se  derivan  sus  facultades  del  poder  discreccio- 
nal;  en  el  segundo  emanan  de  la  jurisdicción. 

2155,  — Pueden  ser  cansa  de  litigios  administrativos  el  repar- 
timiento de  cargas  y disfrutes  comunes ; las  operaciones  resul- 
tantes de  contratas,  suministros  y empresas  de  obras  públicas; 
la  aplicación  de  las  diversas  servidumbres  de  utilidad  general; 
las  requisiciones  exigidas  para  el  servicio  del  estado;  la  conce- 
sión de  cosas  públicas  reclamadas  por  tercero;  y en  general,  todo 
acto  administrativo  que  habiendo  creado  entre  el  estado  y una 
corporación  ó individuo  derechos  recíprocos  fundados  en  el  de- 
recho común,  promueve  contestaciones  que  no  pueden  resolver- 
se por  la  interpretación  de  acpiel  acto  (1). 

2156.  — Expresando  esta  doctrina  en  términos  generales,  su- 
pone lo  contencioso-adrainistrativo: 

I.  Una  contro'i:ersía  entre  el  interés  pvhlico  y un  derecho 
privado,  ó una  cuestión  en  que  sean  partes  el  individuo  y la  so- 
ciedad, porque  ni  la  administración  interviene  en  litigios  en  los 
cuales  más  6 ménos  no  media  el  Mcn  común,  ni  los  ciudadanos 
pueden  quedar  á merced  del  arbitrio  ministerial  ó citar  á la  ad- 
ministración ante  los  tribunales  ordinarios. 

II.  Un  acto  espjecial  ó un  hecho  2Jarticular  de  la  administra- 
ción, origen  del  agravio  (verdadero  ó presunto)  y causa  de  la 
controversia.  Así  pues,  no  dan  origen  á lo  contencioso-adminis- 
trativo: 

I.  Los  actos  do  puro  mando  que  procedan  del  poder  discrec- 
cional  do  la  administración,  ordenando  por  via  de  reglo,  gene- 
ral, porque  no  lastiman  derechos  particulares  sino  en  todo  caso 
los  interese:;  públicos.  Estos  actos  generales  de  la  administración 
tienen  sii  tribunal  competente  en  las  Cortes  que  examinan,  cen- 
suran y absuelven  ó condenan  á los  ministros,  y la  cuestión  es 
de  orden  constitucional. 

II.  Los  actos  de  la  administración  que  arreglan  un  interés 
colectwo  de  la  agricultura,  de  la  industria,  del  comercio  ú otro 
vsemejarite,  porque  tampoco  crean  derechos,  ni  modifican  los 
preexistentes,  ni  tienen  más  objeto  que  ordenar  un  servicio  pú- 

(1)  Da  la  administración  pública  con  aplicación  á España,  cap.  iv. 
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Mico  conferido  exclusivamente  á la  administración  activa,  la 
cual  fija  reglas  de  equidad  y conveniencia,  conservando  siempre 
el  carácter  discreccional  y la  libertad  de  aplicarlas  como  propias 
é inseparables  de  su  poder  reglaineníario.  Estos  actos  son  de  la 
misma  naturaleza  que  los  anteriores  é implican  la  responsabili- 
dad ministerial. 

III.  Una  reclamación  pa7Hicular  fundada  en  un  derecho  ad- 
quirido que  la  administración  conculca;  es  decir,  que  debe  ha- 
ber lesión  de  un  derecho  perfecto  y absoluto,  apoyado  en  un  tí- 
tulo formal  y positivo  que  la  administración  está  obligada  á res- 
petar, porque  el  derecho  nace  de  la  ley,  y la  voluntad  de  la  ley 
es  superior  á la  voluntad  del  G-o bienio. 

I.  No  basta  que  el  derecho  particular  sea  ofendido  con  oca- 
SÍ071  ó por  co7isecuencía  del  acto  administrativo,  porque  el  po- 
der discreccional  alcanza  á todas  las  personas  y á todas  las  cosas, 
y así  puede  la  administración  modificar  por  medio  de  reglamen- 
tos, conforme  á la  letra  y al  espíritu  de  la  Constitución  y de  las 
leyes,  la  libertad  y propiedad  de  los  administrados,  aunque  la 
providencia  ceda  en  perjuicio  de  tal  ó cual  persona  determinada. 

II.  Tampoco  basta  que  la  reclamación  se  funde  en  un  interés 
más  ó menos  legítimo  y respetable,  porque  no  hay  derecho  con- 
tra el  derecho;  y siendo  el  poder  discreccional  un  atributo  ne- 
cesario de  la  administración,  seria  contradictorio  admitir  este 
principio  constitucional  y limitar  el  ejercicio  de  aquel  poder  has- 
ta el  punto  de  privarle  de  toda  libertad.  Cuando  la  oposición  se 
funda  en  un  derecho  derivado  de  una  ley  civil  ó administrativa, 
de  un  reglamento  de  administración  pública  ó de  un  contrato  ce- 
lebrado con  el  Grobierno,  la  limitación  es  constitucional,  porque 
prohíbe  lo  arbitrario  y permite  la  acción  justa  y moderada  del 
poder  ejecutivo. 

III.  Como  los  derechos  adquiridos  tienen  sus  formas  estable- 
cidas por  las  leyes,  la  violación  de  estas  formas  tutelares  es  una 
violación  manifiesta  de  los  derechos  mismos  que  amparan  y de- 
fienden con  su  escudo,  y los  actos  administrativos  que  las  que- 
brantan pueden  ser  impugnados  por  la  via  contenciosa.  Hasta 
los  intereses  legítimos  compatibles  con  el  interés  público,  é in- 
justamente hollados  á nombre  del  bien  común,  producen  acción 
é indemnización  á favor  de  tercero;  porque  si  el  acto  adminis- 
trativo contrario  á un  interés  legítimo  no  está  sujeto  por  su  na- 
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turaleza  á reclamación  particular,  da  fundamento  á ella  el  poder 
discreccional  cuando  procede  con  injusticia  y ofende  un  derecho 
adquirido,  con  sólo  menospreciar  las  formas  legales.  Hay  exce- 
so de  poder  en  cuanto  al  modo  de  dirimir  aquella  controversia, 
y el  poder  no  causa  derecho  fuera  de  los  confines  señalados  por 
la  ley  á su  autoridad. 

IV.  Y siendo  así  que  las  distintas  jurisdicciones  se  limitan  re- 
cíprocamente, serán  viciosos  también  por  violación  de  las  for- 
mas legales  los  actos  del  poder  discreccional  extraños  á la  com- 
petencia administrativa , y susceptibles  de  impugnación  por  la 
via  contenciosa.  Hay  abuso  de  autoridad  en  cuanto  la  adminis- 
tración conoce  de  asuntos  propios  de  otro  fuero  con  lesión  de 
un  derecho  adquirido  y amparado  por  las  leyes  de  procedimien- 
tos. Son  actos  ilegítimos  del  poder  discreccional,  porque  los  mis- 
mos poderes  legítimos  sólo  constituyen  derecho  cuando  se  en- 
cierran en  los  términos  de  su  competencia. 

De  todo  lo  expuesto  resulta  que  las  cuestiones  contencioso-ad- 
ministrativas  se  diferencian: 

I.  De  las  cuestiones  de  orden  constitucional,  porque  éstas  ver- 
san sobre  el  libre  ejercicio  de  los  poderes  públicos  y afectan  los 
intereses  comunes  del  estado. 

II.  De  lo  puramente  administrativo,  porque  no  hay  derechos 
particulares  y obligaciones  especiales  correlativas  que  limiten  la 
acción  del  Gobierno. 

III.  De  lo  contencioso-ordinario,  porque  son  partes  en  el  liti-' 
gio  dos  ó más  personas  en  representación  de  sus  derechos  pri- 
vados. 

2157.— Lo  contencioso-administrativo  es  en  término  medio, 
una  transacción  necesaria  entre  la  administración  pura  y la  jus- 
ticia civil.  Encomendar  el  conocimiento  y resolución  de  las  cues- 
tiones de  esta  naturaleza  ai  poder  discreccional  seria  procurar 
los  intereses  públicos  con  solicitud  tan  grande,  que  dejase  al  ar- 
bitrio del  Gobierno  los  derechos  particulares;  y atribuir  su  cono- 
cimiento y resolución  á la  justicia  de  orden  civil,  seria  desampa- 
rar los  intereses  públicos  por  favorecer  demasiado  los  derechos 
particulares.  Lo  contencioso-administrativo  supone  una  jurisdic- 
ción mixta,  conciliadora  del  libre  ejercicio  del  poder  encargado 
de  ejecutar  las  leyes  de  interés  común  con  la  legítima  defensa 
dei  dereclio  privado.  Es  una  ley  de  armonía,  porque  huyendo  del 
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sacrificio  de  una  á otra  causa,  establece  el  orden  y concierta  las 
relaciones  del  estado  con  sus  iniembros,  del  todo  con  las  partes. 

No  es  lo  contencioso-administrativo  un  privilegio,  porque  los 
privilegios  son  por  su  naturaleza  leyes  privadas  {leoc primta), 
y la  competencia  de  la  administración  es  de  orden  público.  Es, 
sí,  una  jurisdicción  excepcional,  ó sea  una  excepción  á la  regla 
general  que  señala  los  límites  de  la  administración  pura  y la  jus- 
ticia ordinaria;  de  manera  que  todas  las  cuestiones  que  no  pue- 
den sin  inconveniente  atribuirse  á la  potestad  de  mando  ó al  fue- 
ro común,  caen  en  el  dominio  de  lo  contencioso-administrativo, 
cuando  las  leyes  así  lo  declaran.  La  regla  general  tiene  á su  fa- 
vor la  presunción  de  fuerza  y eficacia,  y para  destruir  esta  pre- 
sunción se  requiere  un  texto  expreso  en  contrario. 

2158. — I.  En  resúmen,  son  actos  del  orden  puramente  admi- 
nistrativo : 

I.  Hacer  la  primera  distribución  de  las  aguas  públicas  y sus- 
pender é impedir  toda  obra  que  se  ejecute  en  la  margen  ó cáuce 
natural  de  un  rio  que  pueda  alterarla. 

II.  Conservar  y mejorar  las  fincas  de  común  aprovechamien- 
to, y mantener  el  estado  posesorio  de  la  administración. 

III.  Restituir  al  uso  público  los  aprovechamientos  comunes 
usurpados,  cuando  la  usurpación  sea  manifiesta  y reciente,  en- 
tendiendo por  tal  el  despojo  no  más  antiguo  que  un  año  y un  dia. 

IV.  Deslindar  los  términos  de  los  pueblos,  los  montes  del  esta- 
do y los  municipales,  y mantener  el  estado  posesorio  de  la  ad- 
ministración, sin  perjuicio  del  derecho  que  pueda  asistir  á los 
particulares  para  defender  los  suyos  en  el  juicio  plenario  cor- 
respondiente, 

V.  Reprimir  las  infracciones  de  los  reglamentos  tocantes  á los 
pastos  públicos,  como  parte  de  la  policía  rural. 

VI.  Conservar  las  servidumbres  pecuarias  y mantener  el  es- 
tado posesorio  constituido  miéntras  no  se  verifique  el  deslinde. 

VII.  Corregir  toda  variación  ilegal  de  un  camino  público. 

VIH.  Imponer  á los  terrenos  colindantes  á una  obra  pública  en 

Via  de  ejecución  el  gravámen  transitorio  que  exija  este  servicio, 
pero  cuidando  de  no  inquietar  la  propiedad  privada  sino  á falta 
de  terrenos  públicos  y baldíos. 

IX.  Resolver  las  cuestiones  á que  dieren  lugar  la  subasta  y 
venta  de  bienes  nacionales  hasta  poner  á ios  compradores  en 
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quieta  y pacííica  posesión  de  ellos,  y determinar  las  incidencias 

del  remate. 

X.  Aplicar  las  correcciones  pecuniarias  que  las  leyes  y regla- 
mentos de  policía  establecen  dentro  de  los  límites  de  la  potestad 
gubernativa. 

XI.  Obligar  al  cumplimiento  ó decretar  la  rescisión  de  los  con- 
tratos celebrados  con  la  administración  para  la  ejecución  de  las 
obras  y servicios  públicos. 

XII.  Dirimir  las  competencias. 

XIII.  Examinar  la  legitimidad  de  los  créditos  contra  el  estado, 
corporaciones  ó establecimientos  públicos,  liquidarlos  y mandar 
ó prohibir  que  se  satisfagan. 

XIV.  Autorizar  á las  mismas  corporaciones  y establecimientos 
para  comparecer  enjuicio,  y comprar  ó permutar  los  bienes  de 
su  propiedad  , en  los  casos  determinados  por  las  leyes. 

XV.  Recaudar  las  contribuciones,  expedir  apremios  y practi- 
car todas  las  diligencias  necesarias  á la  cobranza. 

XVI.  Resolver  préviamente  las  cuestiones  administrativas,  y 
dejar  expedita  la  acción  de  los  tribunales  de  justicia  contra  los 
abusos  de  las  autoridades  en  la  imposición  y recaudación  de  las 
contribuciones. 

XVII.  Otorgar  la  concesión  de  aguas,  minas,  privilegios  indus- 
triales y marcas  de  ios  fabricantes. 

XVIII.  Deslindar  el  Subsuelo  de  una  finca  con  permiso  del 
propietario,  ó supliendo  su  consentimiento  por  los  medios  le- 
gales. 

XIX.  Autorizar  la  imposición  de  servidumbres  para  abrir  rie- 
gos, facilitar  desagües,  construir  oi  rás,  fabricas  ó artefactos  con- 
forme á ios  reglamentos  de  policía  urbana  y rural,  etc. 

II.  Son  materia  contencioso-administrativa  todas  las  cuestio- 
nes que  susciten  á la  administración  los  particulares  relativas: 

I.  Al  arreglo  de  loa  disfrutes  comunes,  cuando  lastime  un  de- 
recho fundado  en  la  posesión,  en  la  costumbre,  en  una  concordia 
ú otro  título  singular. 

II.  A la  concesión  de  terrenos  para  dehesas  boyales. 

ni.  Al  deslinde  de  los  montes  del  estado,  de  los  pueblos  ó par- 
ticulares colindantes  con  ellos,  cuando  la  oposición  nazca  de  un 
dervrbo  de  tercero,  y reservando  las  cuestiones  de  dominio  á 
lo.s  íriüunales  ordinarios. 
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IV.  Al  resarcimiento  de  daños  y perjuicios  ocasionados  por  la 
imposición  de  servidumbres  temporales  ó por  causa  de  enajena- 
ción forzosa  para  la  ejecución  de  las  obras  públicas. . 

V.  Al  saneamiento  dedos  bienes  nacionales  miéntras  las  inci- 
dencias de  la  subasta  ó remate  no  salgan  del  orden  gubernativo. 

VI.  Al  cumplimiento,  inteligencia,  rescisión  y efectos  de  los 
contratos  administrativos,  cuando  el  pai'ticular  se  considere 
agraviado  con  la  decisión  del  Gobierno. 

VII.  Al  reconocimiento  y pago  de  créditos  legítimos  y proce- 
dentes contra  el  estado,  los  pueblos,  las  corporaciones  y estable- 
cimientos públicos,  cuando  la  administración,  por  la  via  gu- 
bernativa, hubiere  desconocido  la  validez  de  los  títulos  del 
acreedor. 

VIH.  A la  exacción  individual  de  las  contribuciones  directas  del 
estado,  y de  consiguiente  las  reclamaciones  particulares  por  ex- 
ceso de  cuota  en  el  repartimiento  de  la  contribución  territorial, 
ó por  agravio  en  la  clasiflcacion  de  ios  matriculados  en  cada  gre- 
mio ó colegio  para  el  pago  de  la  industrial  y de  comercio,  y con- 
tra las  multas  impuestas  por  fráude  ú ocultación,  sin  perjuicio 
de  llevar  á efecto  la  cobranza, 

IX.  A la  caducidad  de  concesiones,  autorizaciones  y privilegios 
industriales,  y á la  revocación  de  licencias  otorgadas  por  las  au- 
toridades para  la  construcción  de  obras,  fábricas  y artefactos. 

X.  Al  resarcimiento  de  daños  y perjuicios  á consecuencia  de 
las  limitaciones  y gravámenes  que  la  administración  imponga  á 
la  propiedad  particular  en  materia  de  aguas. 

XI.  A los  agravios  que  las  providencias  administrativas  dic- 
tadas por  los  Ayuntamientos  y las  Diputaciones  provinciales  en 
asuntos  de  su  competencia,  causen  á los  particulares  con  ofensa 
de  sus  derechos. 

XII.  A la  destitución  de  los  patronos  dé  los  establecimientos 
particulares  de  beneficencia. 

XIII.  A los  fallos  que  pronuncie  con  perjuicio  del  derecho  de 
los  particulares,  el  tribunal  de  primera  instancia  de  las  clases 
pasivas. 

ÍII.  Son  cuestiones  de  la  competencia  ordinaria : 

I.  Declarar  el  estado  de  las  personas  y familias. 

II.  Definir  los  derechos  reales  de  posesión,  propiedad  y ser- 
vidumbre, ya  sean  relativas  á ios  bienes  del  estado,  de  los  pue- 
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blos,  corporaciones  y establecimientos  públicos,  ya  fueren  to- 
cantes á los  disfrutes  y aprovechamientos  vecinales. 

III.  Restituir  al  uso  común  aquellos  que  hubieren  sido  usur- 
pados con  usurpación  no  reciente,  de  modo  que  los  actos  de  po- 
licía rural  no  se  confundan  con  las  acciones  derivadas  de  la-  po- 
sesión ó del  dominio. 

IV.  Apreciar  el  valor  y eficacia  de  los  títulos  de  posesión  y 
propiedad  en  que  los  particulares  apoyen  la  defensa  de  sus  dere- 
chos civiles  contra  los  acuerdos  de  los  Ayuntamientos  y Diputa- 
ciones provinciales. 

V.  Determinar  los  derechos  de  los  compradores  de  bienes  na- 
cionales después  que  hayan  adquirido  el  dominio  perfecto'  y ab- 
soluto, y citar  de  eviccion  á la  Hacienda  pública. 

VI.  Declarar  la  validez  ó nulidad  de  las  ventas  de  bienes  de 
propios  hechas  por  los  Ayuntamientos  en  concepto  de  personas 
jurídicas. 

VII.  Decidir  las  cuestiones  que  se  susciten  con  motivo  de  con- 
tratos celebrados  entre  particulares  y una  comunidad  de  regantes. 

VIH.  Conocer  de  las  relativas  á los  contratos  particulares  que 
el  concesionario  de  una  obra  pública  haya  celebrado  por  sí  y 
bajo  su  exclusiva  responsabilidad  para  llevarla  á ejecución. 

IX.  Resolver  si  existe  ó no  existe  daño  ó perjuicio  causado  á 
los  derechos  legítimos  de  un  particular  por  efecto  de  una  conce- 
sión administrativa. 

X.  Conocer  de  las  reclamaciones  intentadas  por  un  tercero  con- 
tra la  concesión  de  aguas,  minas,  privilegios  industriales  ó mar- 
cas de  fabricantes,  cuando  la  oposición  se  funde  en  un  derecho 
de  propiedad  anterior.- 

XI.  Decidir  las  cuestiones  que  se  promuevan  sobre  aguas  que 
habiendo  sido  públicas  en  su  origen,  pasaron  al  dominio  y po- 
sesión de  los  particulares  desde  que  dejaron  de  correr  por  sus 
cáuces  naturales. 

XII.  Examinar  los  títulos  de  los  créditos  contra  el  estado,  los 
pueblos,  (mrporaciones  y establecimientos  públicos,  y pronun- 
ciar sentencia  ejecutoria  acerca  de  su  legitimidad. 

XIII.  Admitir  ios  interdictos  (¡ue  interpongan  los  particulares 
contra  las  providencias  de  los  Ayuntamientos,  cuando  acuerdan 
hacer  de  una  servidumbre  pública  un  uso  diferente  de  aquel  para 
el  cual  estaba  constituida. 
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XIV.  Castig-ar  Iqs  delitos  de  exacción  ilegal  desde  que  no  existe 
ninguna  cuestión  prévia  de  que  la  administración  deba  conocer. 

XV,  Averiguar  y castigar  los  delitos  y faltas  que  cometan  los 
particulares  con  infracción  de  los  reglamentos  de  policía  de  los 
montes  púlicos,  con  arreglo  al  Código  penal. 

Y en  general,  corresponde  á los  tribunales  de  justicia  prote- 
ger los  derechos  civiles  ó de  carácter  puramente  privado,  cuya 
defensa  les  está  exclusivamente  encomendada. 

Exponemos  estos  casos  como  dudosos  y frecuentes , no  por  via 
de  doctrina  general  y absoluta,  sino  á manera  de  reglas  parti- 
culares ó comentarios  de  la  teoría  contencioso-administrativa  y 
declaración  de  los  límites  que  separan  esta  jurisdicción  de  lo  pu- 
ramente administrativo  y lo  contencioso  ordinario  en  una  série 
de  ejemplos.  En  otra  parte  de  nuestro  libro  seremos  más  proli- 
jos, mostraremos  el  derecho  y citaremos  las  fuentes  de  legisla- 
ción y jurisprudencia  de  donde  se  deriva  con  ias  razones  y au- 
toridades que  lo  explican  y fortalecen. 


CAPÍTULO  V. 

De  las  competeDclas. 

2159.—C6inpetencia:  su  definición.  2160.— De  jurisdicción  y de  atribu- 
ciones. 

2159.  — Llámase  competencia  en  general  el  conflicto  entre  dos 
ó más  autoridades  cuando  todas  pretenden  conocer  ó no  conocer 
de  cierta  causa  ó negocio. 

2160.  — Son  las  competencias  dQ  jurisdicción  y de  atribucio- 
nes. Ocurre  la  primera  cuando  la  controversia  se  suscita  y sos- 
tiene entre  autoridades  ó cuerpos  de  un  mismo  ramo,  por  ejem- 
plo, entre  dos  Audiencias  ó dos  gobernadores  de  provincia;  y 
sucede  la  segunda  cuando  la  contestación  es  entre  autoridades  ó 
cuerpos  dependientes  de  distinto  poder  ó de  diversa  naturaleza, 
como  si  fuese  la  una  judicial  y la  otra  administrativa.  En  este 
caso  la  competencia  es  un  acto  por  el  cual  el  gobernador  de  pro- 
vincia revindica  ante  los  tribunales  ordinarios,  en  nombre  de  la 
administración , la  decisión  de  un  asunto  que  en  virtud  del  tex- 
to expreso  de  la  ley  crée  pertenecerle. 
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No  obstante  que  la  doctrina  expuesta  acerca  de  las  competen- 
cias de  jurisdicción  y atribuciones  es  la  comunmente  recibida, 
suscribimos  á la  opinión  de  un  publicista  español  que  considera 
habria  más  exactitud,  si  se  invirtiesen  las  denominaciones.  Con 
efecto,  parece  que  el  conflicto  entre  la  jurisdicción  ordinaria  y la 
administrativa  debiera  llamarse  propiamente  de  jurisdicción,  y 
el  que  dentro  de  una  jurisdicción  determinada  surge  entre  dos 
autoridades  unidas  por  un  lazo  común,  es  de  órden  interior  y 
versa  sobre  atribuciones  (1). 


Artículo  1 °—Compttenem  positiva. 

2161. — Competencia  positiva  y ne-  . ponde  provocarlas. 

gativa.  2165. — Reglas  de  jurisprudencia. 

2162. — ¿Son  actos  contenciosos?  21G6.— En  qué  casos  son  improce- 

2163. — Autoridad  á quien  pertene-  dentes. 

ce  dirimirlas,  2167. — Sustanciacion. 

2164. — Autoridad  á quien  corres-  2168.— Decisión. 


2161. — Dividense  también  las  competencias  en positwas  j ne- 
gativas , segim  que  la  cuestión  estriba  en  declararse  ambas  au- 
toridades competentes  ó incompetentes  para  conocer  de  un  asun- 
to. En  el  primer  caso  cada  una  revindica  el  conocimiento  de 
aquella  causa  ó negocio  cuya  decisión  cree  exclusiva  de  su  po- 
testad ; y en  el  segundo  todas  se  inhiben , juzgándolo  propio  de 
otro  poder  ó de  otra  jurisdicción. 

2162.  — En  rigor  la  instrucción  y decisión  de  las  competencias 
no  son  actos  do  la  administración  contenciosa,  Sino  de  la  acti- 
va; pues  si  bien  importa  á las  partes  que  su  derecho  se- ventile 
ante  la  autoridad  ó juez  competente,  este  interés  privado  es  de 
orden  secundario,  siendo  el  objeto  principal  restablecer  la  armo- 
nía entre  los  poderes  del  estado,  cuyo  concierto  turban  las  con- 
testaciones de  dos  ó más  autoridades  rivales.  Mantener  la  paz 
pública  y el  orden  constitucional  conservando  la  distinción,  la 
separación  y la  independencia  plena  y recíproca  de  las  materias 
y actos  administrativos  y judiciales  es  la  voluntad  del  legislador. 
Si  se  oye  á los  particulares,  si  se  admiten  sus  recursos,  es  para 


(1}  De  la  adtniniíiít'acion  púhlif.n  coA  (Iplióaéioii  á Kspaíta,  Cap.  ÍV. 
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ilustrar  al  Gobierno  en  la  cuestión  de  competencia  que  nada  pre- 
juzga, que  deja  intacta  la  cuestión  de  interés  privado. 

No  obstante , las  competencias  pueden  llamarse  de  naturaleza 
mixta , pues  si  en  la  instrucción  se  siguen  formas  administrati- 
vas, en  ei  examen  de  los  expedientes  y autos  y en  las  decisio- 
nes á ellas  relativas,  se  observan  los  trámites  propios  de  un  asun- 
to contencioso.  No  serán  de  cierto  verdaderos  juicios;  pero  sí 
negocios  que  se  sustancian  de  un  modo  análogo,  y en  fin  mate- 
rias cuasi  contenciosas  de  la  administración. 

2163. — Corresponde  al  Rey  en  uso  de  su  prerogativa  consti- 
tucional dirimir  las  competencias  de  jurisdicción  y atribuciones 
que  ocurran  entre  las  autoridades  administrativas  y los  tribuna- 
les ordinarios  y especiales  (1),  porque  el  Rey  es  el  superior  co- 
mún de  la  administración  y de  la  justicia  y el  supremo  regula- 
dor de  todas  las  jurisdicciones. 

Para  restablecer  la  concordia  entre  ei  poder  legislativo  y el 
ejecutivo,  le  otorga  la  Constitución  la  facultad  de  disolver  las 
Cortes;  mas  como  no  puede  disolver  los  tribunales  que  usur- 
pan los  derechos  de  la  administración,  porque  son  permanentes 
é inamovibles  los  jueces  y magistrados,  debe  tener  autoridad  de 
árbitro  y medianero  entre  la  jurisdicción  administrativa  y la  or- 
dinaria. 

«Si  se  atribuyese  la  decisión  de  las  competencias  á la  autori- 
dad judicial,  el  Gobierno  pasaría  á manos  de  los  tribunales.  Si 
se  atribuyese  sin  condiciones  á la  autoridad  administrativa,  los 
tribunales  quedarían  sin  potestad,  y los  ciudadanos  sin  garan- 
tías.» 

«La  decisión  de  las  competencias  debe  pertenecer  al  Gobierno, 
cualquiera  que  sea,  monárquico  ó republicano.  Hállase  el  ejerci- 
cio de  este  derecho  limitado  por  las  reglas  de  equilibrio  entre 
las  autoridades  administrativa  y judicial,  y por  la  perpetua  res- 
ponsabilidad de  los  ministros.» 

«En  suma,  el  principio  es  la  independencia  de  los  poderes,  la 
competencia  el  medio  y el  orden  el  fin»  (2). 

No  es  nuevo  entre  nosotros  el  principio  sino  la  forma  de  de- 
cidir las  competencias.  Había  en  otro  tiempo  una  Junta  Suprema 

(1)  Rea,!  decreto  de  4 de  Janio  de  1,94",  art.  1,  y retíltt'i’ent'O  do  2.5  de  Set  iembre  do 
art.  52. 

(2)  Cormoain.  Questions  de  droit  admínistratif , chap.  xiu. 
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de  competencias  que  íué  suprimida  cuando  ios  antiguos  Conse- 
jos, y más  tarde  restablecida  para  remover  los  obstáculos  que 
pudieran  embarazar  la  acción  de  la  justicia  por  el  encuentro  de 
jurisdicciones  privilegiadas  ó tribunales  que  reconocían  distintos 
superiores;  y es  sabido  que  los  juzgados  privativos  representa- 
ban los  intereses  de  la  administración  (1). 

La  doctrina  fundamental  de  la  distinción,  separación  y mutua 
independencia  de  los  poderes  del  estado,  hace  en  la' monarquía 
constitucional  necesario  lo  que  en  la  monarquía  absoluta  era  tan 
sólo  potestativo. 

No  ha  faltado  quien  impugnase  el  sistema  de  confiar  al  Go- 
bierno supremo  de  la  nación  la  potestad  de  dirimir  las  compe- 
tencias entre  las  autoridades  administrativas  y las  Judiciales. 
Dijose  que  la  administración  era  juez  y parte  en  la  contienda, 
por  lo  cual  siempre  ó casi  siempre  aparecía  tener  razón. 

En  realidad  no  es  la  administración  la  llamada  á dirimir  la 
controversia,  sino  el  único  superior  común  y neutral  que  mode- 
ra y regula  todos  los  poderes  del  estado.  Si  los  tribunales  ordi- 
narios fuesen  los  llamados  á dirimir  estas  controversias,  tam- 
bién seria  la  justicia  juez  y parte  en  sus  cuestiones  con  la  admi- 
nistración. 

Hay  más:  las  usurpaciones  del  poder  ejecutivo  hallan  freno  y 
enmienda  en  la  censura  del  legislativo;  pero  ¿quién  tiene  auto- 
ridad para  corregir  los  excesos  del  poder  judicial  depositado  en 
las  manos  de  una  magistratura  independiente  supuesta  su  inamo- 
vilidad? ¿No  hay  ningún  peligro,  no  inspira  ningún  recelo  el  sis- 
tema de  fijar  el  poder  judicial  los  límites  á su  propia  competencia? 

2164. — Unicamente  los  gobernadores  de  provincia  pueden  pro- 
mover contienda  de  competencia  de  jurisdicción  y atribuciones, 
y no  las' suscitan  sino  para  reclamar  los  negocios  cuyo  conoci- 
miento les  corresponda  en  virtud  de  disposición  expresa  á las 
autoridades  que  de  ellos  dependen  ó á la  administración  civil  en 
general,  y oido  préviamente  la  Diputación  provincial  (2). 


(1)  Real  orden  de  25  de  Noviem'bre  de  1819,  y reales  decretos  de  24  de  Marzo  y 29  de  Mayo 
de  1834. 

(2)  Real  decreto  de  4 de  Junio  de  1847,  art.  2,  real  órden  de  23  de  Marzo  de  1850,  y ley  or- 
gánica del  poder  judicial  do  15  de  Setiembre  do  1870,  art.  28G. 

Extinguidos  los  Consejos  provinciales,  todas  sus  atribuciones  consultivas  pasaron  ú las 
Diputaciones,  según  hemos  dicho  en  el  núm.  495. 

Revestidas  ahora  las  Comisiones  provinciales  con  la  jurisdicción  que  pertenecía  en  pri- 
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2165.— Dedúcese  del  principio  establecido  que  no  pueden  pro- 
vocar estas  competencias: 

I.  Ni  los  ministros,  porque  la  ley  declara  esta  facultad  exclu- 
siva de  los  gobernadores  de  provincia,  y porque  la  provocación 
de  competemúa  es  una  acción  revindicatoria  que  interesa  al  es- 
tado, cuyo  ejercicio  reclama  el  orden  público  pertenezca  al  dele- 
gado del  Gobierno  en  cada  uno  de  aquellos  centros  de  adminis- 
tración. 

II.  Ni  los  demás  agentes,  y cuerpos  administrativos,  porque 
de  otro  modo  estaría  mal  seguro  el  respeto  que  se  debe  á la  in- 
dependencia de  la  autoridad  judicial ; y mucho  menos  las  Dipu- 
taciones y Comisiones  provinciales,  porque  en  esto  no  partici- 
pan de  la  administración  activa. 

III.  Ni  la  autoridad  judicial,  porque  no  es  activo  por  su  natu- 
raleza, y porque  si  se  concediese  á los  jueces  y tribunales  ordi- 
narios la  facultad  de  promover  competencias  de  jurisdicción  y 
atribuciones  á la  administración,  estaría  en  su  mano  entorpecer 
y paralizar  la  acción  de  ésta  en  los  negocios  cuAm  conocimiento 
les  compete.  ' , 

La  adopción  de  este  principio  no  perjudica  á las  partes  inte- 
resadas, porque  pudiendo  deducir  ante  la  autoridad  administra- 
tiva las  declinatorias  que  creyeren  oportunas,  es  para  ellas  igual 
el  resultado  al  que  por  medio  de  una  competencia  hubieran  ob- 
tenido; ni  tampoco  rnenoscaba  la  integridad  de  la  jurisdicción 
ordinaria,  porque  se  halla  completamente  garantida  por  la  im- 
parcialidad del  Monarca,  jefe  supremo  del  poder  ejecutivo,  y en 
este  concepto  jefe  también  supremo  y común  de  la  autoridad  ju- 
dicial y administrativa,  y natural  regulador  de  su  competencia. 

La  sumisión  voluntaria  de  las  partes  no  corrige  el  vicio  de  la 

mera  iastancia  á los  suprimidos  Consejos  por  real  decreto  de  20  de  Enero  de  1875,  deben 
todavía  ser  consultadas  lág  Diputaciones  en  materia  do  competencias,  porque  estas  cues- 
tiones no  son  del  orden  contencioso-administrativo,  sino  del  órden  constitucional. 

Hay  algo  do  anómalo  ó irregular  en  el  procedimiento,  porque  lo  natural  es  oir  el  dictá- 
men  del  cuerpo  que  participa  do  la  jurisdicción  controvertida  para  ayudar  á defenderla, 
si  procede,  y no  á otro  que  es  ajeno  á la  contienda. 

En  la  práctica  son  las  Comisiones,  más  que  las  Diputaciones  provinciales,  los  cuerpos 
consultados,  en  virtud  de  la  facultad  que  la  ley  concede  á aquéllas  para  resolver  interi- 
namente los  asuntos  propios  de  éstas,  cuando  su  urgencia  no  consienla  demora,  según  se 
expresa  en  el  núin.  504.  Verdad  es  que  la  resolución  interina  adquiero  en  tales  casos  el 
carácter' y la  fuerza  de  definitiva. 

Estas  y otras  irregularidades  y anomalías  desaparecerán  en  breve,  porque  nacen  de  dis- 
posiciones dictadas  para  ocurrir  á las  necesidades  del  momento,  á título  de  transitorias 
ó provisionales. 
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incompetencia  por  razón  de  la  materia,  porque  toda  jurisdicción 
es  de  orden  público:  y si  en  algunos  casos  según  los  principios 
y leyes  del  derecho  común,  puede  prorogarse  el  conocimiento  de 
una  causa  á un  juez  extraño,  nunca  los  particulares  por  su  vo- 
luntad ó interés  deben  ser  árbitros,  de  despojar  á la  autoridad 
administrativa  de  sus  facultades  para  investir  con  ellas  á la  ju- 
dicial. 

Aunque  son  los  gobernadores  las  únicas  autoridades  que  pue- 
den  promover  en  nombre  de  la  administración  competencias  á 
los  juzgados  y tribunales  por  exceso  de  atribuciones,  todavía  tie- 
nen las  Audiencias  5^  el  Tribunal  Supremo  el  derecho  y el  deber 
de  entablar  recursos  de  queja  al  Gobierno  contra  las  invasiones 
de  la  administración  en  daño  de  la  justicia  (1). 

2166. — Los  gobernadores  de  provincia  no  pueden  suscitar  con- 
tienda de  competencia: 

I.  En  los  juicios  criminales,  á no  ser  que  el  castigo  del  delito 
ó falta  haya  sido  reservado  por  la  ley  á los  funcionarios  de  la 
administración,  ó cuando  en  virtud  de  la  misma  ley  deba  deci- 
dirse por  la  autoridad  administrativa  alguna  cuestión  prévia  de 
la  cual  dependa  el  fallo  de  los  tribunales  ordinarios  ó especia- 
les (2);  porque  á éstos  pertenece  exclusivamente  la  potestad  de 
aplicar  las  leyes  en  los  juicios  civiles  y criminales,  sin  que  la  ad- 
ministración tenga  otras  facultades  en  este  punto  que  la  de  ejer- 
cer ciertos  actos  de  policía  judicial  y emplear  algunos  medios 
gubernativos  para  hacer  respetar  su  autoridad ; y así  no  se  ex- 
tiende sino  á instruir  las  primeras  diligencias,  y á reprimir  las 
taitas  sujetas  á corrección  disciplinar.  ‘ 

Mas  no  se  opone  á esta  facultad  exclusiva  el  derecho  inheren- 
te á la  administración  de  revindicar  el  conocimiento  de  las  cues- 
tiones prejudiciales  de  su  competencia,  porque  son  actos  admi- 
nistrativos que  es  preciso  calificar  ántes  de  someter  el  presunto 
reo  á la  acción  de  los  tribunales.  Tampoco  impide  que  las  partes 
ó el  ministerio  público  deduzcan  la  excepción  de  incompetencia, 
y que  el  juez  provea  el  sobreseimiento  hasta  que  la  autoridad  ad- 
ministrativa resuelva  la  cuestión  prejudicial. 

n.  En  los  actos  de  conciliación.— Según  el  texto  dei  decreto 
que  reguló  las  competencias  enti-e  las  autoridades  administrati- 


(1) 

(2) 


Ley  oitíanica  del  poder  judicial  de  15  de  Setiembre  de  IS'IO.  arts.  299  y si^. 

Real  decreto  de  4 de  Junio,  arl.  3,  § 1,  y reglamento  de  25  de  Setiembre  Tart.  54,  § 1. 
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vas  y judiciales,  los  gobernadores  de  provincia  no  podían  susci- 
tarla en  los  pleitos  de  comercio  durante  la  primera  instancia,  ni 
en  los  juicios  de  paz  que  á la  sazón  se  seguian  ante  los  alcaldes. 

Establecida  la  unidad  de  fueros  y consagrado  el  principio  que 
la  jurisdicción  ordinaria  es  la  única  competente  para  conocer  de 
los  negocios  mercantiles,  desaparecieron  los  tribunales  de  co- 
mercio, cesando  la  causa  de  esta  excepción  (1). 

Subsiste  la  prohibición  en  cuanto  á los  juicios  de  paz,  porque 
no  son  verdaderos  juicios,  sino  hablando  con  propiedad  actos  de 
avenencia  que  los  preceden.  No  se  puede  decir  que  un  juez  ó tri- 
bunal entiende  en  un  negocio  miéntras  no  admite  la  demanda, 
ni  que  invade  las  atribuciones  de  la  autoridad  administrativa 
cuando  no  ejerce  jurisdicción;  y ni  los  alcaldes  entonces,  ni  hoy 
los  jueces  municipales,  interviniendo  en  la  celebración  de  los  ac- 
tos de  conciliación  como  medianeros  y amigables  componedores, 
administran  justicia,  ni  de  consiguiente  provocan  el  conflicto  que 
nace  de  conocer  dos  autoridades  de  un  mismo  asunto,  origen  de 
toda  competencia. 

III.  En  los  pleitos  fenecidos  por  sentencia  pasada  en  autoridad 
de  cosa  juzgada  (2),  porque  la  mutua  independencia  de  los  po- 
deres del  estado  y la  estabilidad  de  los  derechos  particulares  lo 
exigen  de  consuno.  Síguese  de  la  expuesta  doctrina  que  un  auto 
definitivo  en  tanto  cierra  la  puerta  á toda  competencia,  en  cuan- 
to se  aquietan  las  partes,  pues  si  se  abriese  de  nuevo  el  juicio 
por  recurso  de  apelación  ó nulidad,  la  competencia  procedería, 
aunque  no  hubiese  sido  intentada  en  la  primera  instancia. 

IV.  y por  liltimo,  tampoco  deben  provocar  competencia  á los 
jueces  y tribunales  situados  fuera  de  su  territorio,  porque  como 
proceden  en  representación  de  la  autoridad  pública,  sólo  pueden 
suscitarlas  allí  en  donde  ejercen  potestad  y tienen  el  carácter 
de  delegados  del  Gobierno. 

Así  los  jueces  y tribunales,  oido  el  ministerio  fiscal  ó á exci- 
tación de  éste,  como  los  gobernadores,  oidas  las  Diputaciones 
provinciales,  se  declaran  incompetentes,  aunque  no  intervenga 
reclamación  de  autoridad  extraña,  siempre  que  se  somete  á su 


(1)  Real  decreto  de  4 de  Junio  de  1847,  art.  3,  § 1,  reglamento  cit.,  art.  54,  í?  2,  decreto- 
ley  de  6 ele  Diciembre  de  1863,  art.  i,  § 8,  y ley  orgánica  del  poder  judicial  d*  15  d#  Se- 
tiembre de  1870,  art.  270. 

(2)  Real  decréto  de  4 de  Junio,  art,  3,  § »,  y reglamento  cit.,  art,  54,  § 3. 
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decisión  algún  negocio  cuyo  conocimiento  no  les  pertenezca. 

2j67. — El  ministerio  fiscal,  en  defensa  de  la  jurisdicción  or- 
dinaria y en  todos  ios  grados  de  ella,  interpone  de  oficio  decli- 
natoria ante  el  juez  del  tribunal  respectivo,  siempre  que  con- 
sidere el  negocio  litigioso  propio  de  la  (‘ompetencia  de  la  admi- 
nistración; y si  el  juez  ó tribunal  no  estimase  la  inhibición  en 
virtud  dé  la  declinatoria,  lo  comunica  al  gobernador  de  la  pro- 
vincia, haciéndole  sucinta  relación  de  los  autos  y pasándole  co- 
pia literal  del  pedimento  de  declinatoria.  De  este  modo  se  pro- 
cura guardar  respeto  á la  magistratura  y mantener  la  buena  ar- 
monía que  debe  existir  entre  todos  ios  poderes  del  estado  y entre 
ios  funcionarios  públicos,  excitando  á los  jueces  ó tribunales  á 
que  se  declaren  incompetentes,  si  lo  fueren  por  derecho,  para 
evitar  conflictos. 

El  gobernador  de  la  provincia,  si  comprende  que  el  negocio 
es  administrativo,  requiere  de  inhibición  al  juez  ó tribunal,  ma- 
nifestando las  razones  que  le  asisten  para  reclamar  su  conoci- 
miento y citando  siempre  el  texto  en  que  funda  su  reclamación. 
La  omisión  de  los  fundamentos  legales  en  que  la  autoridad  ad- 
ministrativa apoya  su  requerimiento,  ó de  la  cita  del  texto  legal 
que  justifica  su  competencia,  son  vicios  sustanciales  que  impiden 
la  decisión  del  conflicto. 

La  excepción  de  incompetencia  propuesta  por  alguna  de  las 
partes  litigantes  no  dispensa  á la  administración  de  presentar 
esta  memoria,  porque  no  es  lo  mismo  resolver  un  negocio  de 
órden  público  que  un  asunto  de  interés  privado,  ni  hacer  justi- 
cia á un  individuo  es  lo  mismo  que  empeñarse  en  una  lucha  con 
la  autoridad  administrativa. 

Recibido  el  exhorto  suspende  el  juzgado  ó tribunal  requerido  de 
inhibición  todo  procedimiento  en  el  asunto,  miéntras  no  se  ter- 
mine la  contienda  por  desistimiento  de  la  administración  ó por 
decisión  del  Rey,  so  pena  de  nulidad  de  cuanto  después  se  actua- 
re. En  seguida  avisa  el  requerido  el  recibo  del  exhorto  al  gober- 
nador de  la  provincia  y lo  comunica  al  fiscal  por  tres  dias  á lo 
más,  y por  igual  término  á cada  una  de  las  partes.  No  há  lugar 
á decidir  la  competencia,  cuando  el  juez  ó tribunal  dejan  de  oir 
al  ministerio  fiscal  ó á los  interesados. 

Citadas  éstas  inmediatamente  y el  ministerio  fiscal  con  señala- 
miento de  dia  para  la  vista  del  artículo  de  competencia,  el  re- 
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querido  provee  auto  motivado  declarándose  competente  ó in- 
competente. Si  se  declara  incompetente  por  sentencia  firme,  re- 
mite los  autos  dentro  de  segundo  dia  al  gobernador  de  la  pro- 
vincia; y si  competente  exhorta  sin  demora  al  gobernador  de  la 
provincia  para  que  deje  expedita  su  jurisdicción,  ó de  lo  contrario 
tenga  por  formada  la  competencia.’  En  el  exhorto  se  insertan  ios 
dictámenes  deducidos  por  el  ministerio  fiscal  y los  autos  moti- 
vados. 

Cuando  las  partes  6 el  ministerio  fiscal  apelaren,  se  sustancia 
el  artículo  en  segunda  instancia  por  ios  mismos  trámites  que  en 
la  primera,  y no  se  admite  ulterior  recurso  contra  el  auto  defi- 
nitivo que  recayere,  ni  tampoco  contra  el  que  se  dictare  en  la 
segunda  ó tercera  instancia,  cuando  el  gobernador  suscite  en 
ellas  la  contienda  de  competencia  por  no  haberla  deducido  en 
las  anteriores. 

El  silencio  de  la  administración  no  le  despoja  de  su  derecho, 
ya  porque  siendo  las  competencias  de  orden  público  no  prescri- 
be miéntras  no  se  oponga  á la  acción  la  santidad  de  la  cosa  juz- 
gada, y ya  también  porque  pudiera  no  ser  admisible  en  la  pri- 
mera instancia;  y así  mostrarse  parte  en  la  causa  al  abrirse  el 
juicio  de  nuevo,  no  es  entorpecer  el  curso  de  la  justicia. 

El  Gobernador  de  la  provincia,  oida  la  Diputación  provincial, 
dirige  dentro  de  los  tres  dias  de  haber  recibido  el  exhorto  nueva 
comunicación  al  requerido  insistiendo  ó no  en  declararse  compe- 
tente. Si  desiste,  queda  desde  luógo  expedito  el  ejercicio  de  su  ju- 
risdicción al  requerido,  quien  prosigue  entónces  conociendo  del 
negocio.  Si  insiste,  ambos  contendientes  remiten  por  el  primer 
correo  al  presidente  del  Consejo  de  ministros  el  expediente  y au- 
tos de  competencia  dándose  mútuo  aviso  y sin  ulterior  procedi- 
miento. Conviene  advertir  que  la  consulta  ó informe  de  la  Diputa- 
ción provincial  es  un  trámite  necesario,  cuya  omisión  vicia  el  pro- 
cedimiento; y que  la  providencia  del  gobernador  desistiendo,  tie- 
ne el  carácter  de  final  é irrevocable,  y la  misma  fuerza  que  una 
sentencia  ejecutoria,  ó el  decreto  que  dirime  la  controversia. 

El  presidente  del  Consejo  de  ministros  acusa  el  recibo  á am- 
bos doniendientes,  y dentro'  de  los  dos  dias  siguientes  á la  llega- 
da dé  las  actuaciones  relativas  á cada  uno,  las  pasa  al  Consejo  de 
Estado,  el  cual-,  oyendo  á la  Sección  de  Estado  y Gracia  y Justi- 
cia, da  al  expediente  la  instrucción  que  crée  necesaria,  y cónsul- 
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ía  al  Rey  Ja  decisión  motivada  que  estima  justa  en  el  término 
de  dos  meses  contados  desde  el  dia  en  que  se  le  pasan  las  ac- 
tuaciones. • 

El  Consejo  de  Estado  remite  la  consulta  original  al  presidente 
del  Consejo  de  ministros  acompañada  de  todas  las  diligencias 
relativas  á la  contienda,  y al  mismo  tiempo  dirige  copias  litera- 
les al  ministro  de  la  Gobernación  ó al  ministro  ó ministros  de 
quienes  dependen  los  otros  jueces  y autoridades  con  las  cuales 
se  hubiere  seguido  la  competencia. 

Cuando  el  ministro  de  la  Gobernación  ú otro  cualquiera  de  los 
interesados  en  la  contienda  no  estuvieren  conformes  con  la  de- 
cisión consultada,  lo  manifiestan  asi  al  presidente  del  Consejo  de 
ministros  para  que  la  sométa  á la  resolución  del  Consejo  que  pre- 
side. Antes  de  esto,  el  ministro  ó ministros  disidentes  pueden 
reclamar  los  autos  originales  á fin  de  instruirse  y sostener  la 
competencia  de  su  ramo;  y si  aquéllos,  dejasen  transcurrir  quin- 
ce dias  sin  hacer  reclamación  alguna,  se  interpreta  su  silencio 
por  adhesión  al  dictámen  del  Consejo  de  Estado. 

2168. — La  decisión  aprobada  por  el  Rey  á propuesta  del  Con- 
sejo de  ministros  ó su  presidente  es  irrevocable,  es  decir,  sin 
ulterior  recurso,  se  extiendo  en  forma  de  real  decreto  refrenda- 
do por  dicho  presidente,  y para  su  cumplimiento  se  traslada  á 
los  contendientes  dentro  de  un  mes  contado  desde  la  fecha  de  la 
consulta  (1), 

Como  siempre  urge  decidir  las  competencias,  porque  turban 
la  concordia  de  los  poderes  del  estado  y embarazan  la  acción  ju- 
dicial y administrativa  á un  tiempo,  todos  los  plazos  son  breves 
é improrogables. 

La  omisión  de  un  requisito  esencial,  como  si  el  gobernador  de 
la  provincia  no  propusiese  la  declinatoria  ántes  de  suscitar  com- 
petencia, ó si  fuese  la  Diputación  ó la  Comisión  provincial  quie- 
nes la  provocasen,  etc.,  seria  causa  de  nulidad,  en  cuyo  caso 
procede  la  declaración  de  no  haber  lugar  á decidirla  por  mal  for- 
mada; pero  cualesquiera  que  sean  los  vicios  del  procedimiento, 
el  juez  ó el  tribunal  requeridos  de  inhibición,  no  quedan  dispen- 
sados de  sobreseer  en  el  asunto  miéntras  no  se  decida  la  contien- 
da, ni  de  contestar  á los  exhortes  de  la  administración,  porque 


(Ij  Real  decreto  de  4 do  Judío  de  1817,  arts.  rí-20, 
reglsDiento  do  S5  de  Setiembre  de  1863.  arts.  65  7>, 


!-C!>V  docrolo  de  3 de  Agosto  de  1847 y 
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la  autoridad  judicial  debe  abstenerse  de  examinar  y censurar  los 
actos  administrativos,  especialmente  cuando  se  encaminan  á re- 
vindicar su  jurisdicción.  Tampoco,  aunque  la  competencia  sea 
provocada  y sostenida  por  las  partes  interesadas,  cabe  condena- 
ción de  costas,  porque  el  objeto  verdadero  de  la  controversia  es 
mantener  la  integridad  de  los  poderes  constitucionales,  y así  la 
cuestión  es  de  órden  público,  y solamente  de  un  modo  indirecto 
interesa  á ios  particulares. 

Al  anular  el  Consejo  de  Estado  una  competencia  jamás  indica 
el  juez  (5  tribunal  á quien  pertenece  conocer  del  asunto,  porque 
esta  designación  equivaldria  á ingerirse  en  la  administración  de 
justicia;  y aunque  pudiera  designar  la  autoridad  administrativa 
competente,  parece  por  demás  oficiosa  esta  declaración,  pues  no 
ha  sido  llamado  aquel  alto  cuerpo  á determinar  las  atribuciones 
propias  de  las  autoridades  administrativas,  sino  á resolver  un 
conflicto  entre  dos  poderes  del  estado. 


Artículo  2.^^Competencia  negativa. 

2169. — ¿Es  verdadera  competen-  2171.— Autoridades  que  la  dirimen. 

ciaV  2172.— Sustanciacion  y decisión. 

2170. — Sus  condiciones. 

2169.  — Llaman  así  la  declaración  de  incompetencia  hecha  por 
la  autoridad  judicial  y administrativa  en  un  mismo  negocio  y 
entre  las  mismas  partes.  Esta  controversia  sobre  atribuciones 
no  es  verdadera  competencia,  porque  no  hay  contienda  entre 
poderes  rivales,  sino  una  recíproca  declinatoria:  mas  como  in- 
teresa al  orden  público  que  cada  autoridad  ejerza  las  funciones 
que  le  son  propias,  y asimismo  importa  remover  cualesquiera 
obstáculos  á la  pronta  administración  de  la  justicia,  de  ahí  nace 
la  potestad  del  Rey  para  de(ddir  las  competencias  negativas  con 
igual  derecho  que  las  positivas, 

2170.  — Para  que  haya  competencia  negativa  de  atribuciones 
se  requiere  el  concurso  de  cuatro  circunstancias , á saber : 

I.  Que  ambas  autoridades,  la  administrativa  y la  judicial,  se 
declaren  incompetentes  y se  inhiban  de  conocer,  pues  miéntras 
no  hay  controversia , tampoco  hay  competencia. 

II.  Que  alguna  de  las  dos  autoridades  desconozca  su  compe- 
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tencia,  pues  si  ambas  fuesen  incompetentes,  no  habría  lugar  á 
decidir  la  cuestión. 

IIL  Que  haya  identidad  en  el  objeto  del  litigio,  porque  de  otro 
modo  cada  autoridad  puede  pronunciar  acerca  de  aquello  que  cae 
bajo  su  jurisdicción. 

IV.  Y por  último,  que  Ms  dos  declaraciones  de  incompetencia 
se  refieran  á las  mismas  partes,  pues  como  las  decisiones  judi- 
ciales ó administrativas  sólo  tienen  autoridad  de  cosa  juzgada 
entre  los  interesados,  no  habría  contradicción  ni  lucha  al  juzgar 
una  cuestión  de  esta  clase  en  sentido  contrario,  si  fuesen  las  par- 
tes distintas. 

2171.  — Cuando  esta  competencia  se  suscite  entre  autoridades 
de  un  mismo  ramo,  deben  las  partes  acudir  al  superior  jerárqui- 
co, para  que  mande  conocer  á una  ú otra  autoridad  ó juzgado 
por  la  via  de  apelación  ó por  la  de  queja ; y si  perteneciesen  á 
diferente  orden,  también  pueden  usar  de  estos  recursos  ordi- 
narios antes  de  emplear  el  extraordinario  de  acudir  al  Rey,  á 
quien , como  superior  común , corresponde  revocar  las  declara- 
ciones de  incompetencia. 

2172.  — Los  jueces  y tribunales,  oido  el  ministerio  fiscal  ó á 
excitación  de  éste , así  como  los  gobernadores  de  provincia  pré- 
vio  el  dictámen  de  las  Diputaciones  provinciales,  se  declaran  in- 
competentes, aunque  no  intervenga  reclamación  de  autoridad 
extraña , siempre  que  se  someta  á su  decisión  algún  negocio  cu- 
yo conocimiento  no  les  corresponda  (1). 

De  aquí  se  sigue  que  los  gobernadores  de  provincia  no  ¡pueden 
provocar  la  competencia  negativa,  porque  la  administración  na- 
da re  vindica,  y porque  además  se  necesitan  dos  declinatorias, 
una  por  la  autoridad  administrativa  y otra  por  la  judicial.  Si  la 
declaración  de  incompetencia  del  gobernador  de  la  provincia  es 
la  primera,  no  hay  todavía  contienda  j si  es  la  segunda,  no  in- 
terviene como  parte  activa. 


Ip  Rvial  üdci  eto  de  4 de  Junio,  art.  4. 
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CAPÍTULO  VI. 

De  ios  tribunales  administrativos  de  primera  instancia. 


2173.  — Supresión  de  los  Consejos 

provinciales. 

2174. — Traslación  de  su  jurisdic- 

ción á las  Audiencias. 

2175.  — Traslación  á las  Comisio- 

nes provinciales. 


2176.  — Su  competencia. 

2177. — Su  jurisdicción. 

2178.  — Negocios  contenciosos  cu- 

yo conocimiento  les  perte- 
nece. 

2179.  — Límites  de  su  jurisdicción. 


2173.  — Eran  los  Consejos  provinciales  cuerpos  consultivos  de 
la  administración,  y á la  vez  tribunales  administrativos  de  pri- 
mera instancia,  cuando  fueron  suprimidos  por  el  Gobierno  pro- 
visional (1).  Advertido  el  vacío  que  dejaban,  el  mismo  Gobierno 
que  por  el  momento  no  reparó  en  ello,  hubo  de  llenarlo  mandan- 
do que  todas  las  funciones  administrativas  que  les  estaban  enco- 
mendadas por  las  leyes  y reglamentos  pasasen  á las  Diputacio- 
nes provinciales  (2). 

2174.  — De  la  jurisdicción  que  les  pertenecía  no  se  dijo  nada 
por  entonces,  ni  había  que  decir,  puesto  que  fué  suprimida  la 
contencioso-administrativa,  remitiendo  los  negocios  pendientes 
á los  tribunales  ordinarios.  Verdad  que  esta  supresión  decretada 
ah  ir  ato  duró  tres  dias,  al  cabo  de  los  cuales  creó  el  Gobierno 
una  Sala  en  el  Tribunal  de  Justicia  y en  cada  una  de  las  Audien- 
cias de  la  Península  y sus  islas  adyacentes  para  decidir  las  cues- 
tiones contencioso-administrativas ; de  donde  se  infiere  que  tá- 
citamente fué  restablecida  aquella  jurisdicción  limitándose  la  re- 
forma á trasladarla  (3)  . 

Confirman  este  juicio  disposiciones  posteriores  é inmediatas 
determinando  que  las  Audiencias  en  los  pleitos  contencioso-ad- 
ministrativos  observasen  los  trámites  establecidos  en  el  regla- 
mento que  ordenaba  el  modo  de  proceder  los  Consejos  provin- 
ciales, así  como  el  Tribunal  Supremo  de  Justicia  debía  regirse 
en  cuanto  á la  sustanciacion  y decisión  de  los  negocios  conten- 


(1)  Decreto  de  13  de  Octubre  de  1868. 

(2)  Orden  de  11  de  Noviembre  de  1868. 

(3)  Docretoa  de  13  y 16  de  Octubre  de  1868. 
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ciosos  de  la  administración,  por  las  leyes  y reglamentos  por  que 

se  regia  el  Consejo  de  Estado  (í). 

2175.— Restablecida  la  monarquía,  el  Gobierno  adoptó  otra 
política  la  cual  comunicó  su  espíritu  á la  administración,  reco- 
brando el  Consejo  de  Estado  la  jurisdicción  de  que  habia  sido  des- 
poseido  en  1868.  La  propia  de  los  Consejos  provinciales  íuó  en- 
comendada interinamente  á las  Comisiones  provinciales  que  hoy 
la  qjercen  ajustándose  en  cuanto  al  modo  de  proceder  en  los  ne- 
gocios con  tencioso-administraíi  vos  á las  leyes  y reglamentos  an- 
teriores á la  reforma  (2). 

Tal  es  el  estado  de  nuestra  legislación  tocante  á la  jurisdicción 
administrativa  que  constituye  el  derecho  vigente  en  la  materia, 
y conviene  exponer  y comentar, 

2176.  — Las  Comisiones  provinciales  no  pueden  conocer  sino 
de  las  cuestiones  que  con  ocasión  de  un  acto  administrativo  se 
susciten  entre  dos  particular-es  ó establecimientos  públicos  y en- 
tre un  particular  y la  administración. 

Su  competencia  está  encerrada  en  límites  muy  estrechos : 

L Primeramente,  porque  no  conocen  de  todas  las  cuestiones 
de  este  ói  den,  sino  tan  sólo  de  aquellas  que  las  leyes  y regla- 
mentos someten  á su  decisión  de  una  manera  expresa. 

II.  En  segundo  lugar,  porque  no  pueden  mezclarse  en  actos  de 
administración  los  cuales  corresponden  á las  autoridades  y agen- 
tes administrativos. 

III.  En  tercer  lugar,  porque  carecen  de  potestad  para  revin- 
dicar el  conocimiento  de  un  asunto  cualquiera  de  su  competen- 
cia en  el  cual  se  halle  entendiendo  otra  autoridad  administrativa 
ó judicial,  de  modo  que  son  siempre  pasivas  sus  facultades. 

IV.  Y por  último,  porque  como  estas  se  reducen  á la  mera 
aplicación  de  un  acto  administrativo,  cuando  ocurren  cuestiones 
prejudiciales  ó incidentes  del  orden  civil,  suspenden  ia  decisión 
de  la  materia  contenciosa  hasta  que  las  primeras  se  resuelvan, 
ó la  deciden  en  el  segundo  caso  y dejan  á salvo  el  derecho  de 
las  partes  para  acudir  ante  el  tribunal  competente. 

2177. ~Ejercen  las  Comisiones  provinciales  una  verdadera  ju- 
risdicción, Sus  trámites  son  dilatorios  y solemnes  como  en  los 
juicios,  y sus  decisiones  tienen  el  carácter  y la  fuerza  de  toda 

(1)  Decrato  do  26  de  Noviembre  de  lS68. 

(2)  Decreto  de  20  de  Eaero  de  1815, 


LIBRO  V.  DE  LA  JURISDICCION  ADMINISTRATIVA.  385 

sentencia,  es  decir,  causan  ejecutoria,  porque  estos  tribunales 
oyen  y fallan  los  asuntos  de  su  competencia  en  virtud  de  un  de- 
recho propio  derivado  de  la  delegación  constitucional  que  el  Rey 
hizo  en  ellos  de  una  parte  de  la  justicia  administrativa. 

2HS. — Compete  á las  Comisiones  provinciales  el  conocimien- 
to y decisión  de  las  cuestiones  contenciosas  relativas : 

I.  Al  uso  y distribución  de  ios  bienes  y aprovechamientos  pro- 
vinciales y comunales. — Es  un  acto  administrativo  en  el  cual 
puede  haber  un  derecho  ofendido,  y por  tanto  debe  abrirse  la  puer- 
ta á las  reclamaciones  de  tercero  por  la  vía  contenciosa,  siem[>re 
que  no  sea  objeto  de  controversia  el  título  de  pertenencia  ó la 
cualidad  de  aprovechamiento  común,  porque  tales  cuestiones  son 
de  la  competencia  exclusiva  de  los  tribunales  ordinarios. 

II.  Al  repartimiento  y exacción  individual  de  toda  especie  de 
cargas  generales,  provinciales  y municipales,  es  decir,  las  re- 
clamaciones de  los  particulares: 

I.  En  cuanto  á la  contribución  de  inmuebles,  cultivo  y gana- 
dería, si  se  fundan  en  el  exceso  de  la  cuota  que  les  fuere  impues- 
ta en  los  reparÜmi<.mtos,  ó bien  en  el  agravio  comparativo  con 
relación  á los  demás  contribuyentes. 

II.  En  cuanto  á la  industrial  y de  comercio,  si  se  reclama  en 
tiempo  hábil  contra  las  decisiones  de  la  autoridad  local,  ya  res- 
pecto al  repartimiento  ó exacción  de  las  cuotas,  ya  á la  imposi- 
ción de  multas  en  los  casos  de  fraude  ú ocultación.  El  derecho  de 
alzarse  en  este  último  caso  debe  ejercitarse  en  el  plazo  fatal  de 
doce  dias  (1). 

III.  En  la  de  transmisión  de  bienes,  si  se  causa  agravio  con  la 
imposición  de  multas;  pero  siempre  debe  llevarse  á efecto  la  co- 
branza de  toda  la  cuota  asignada,  sin  perjuicio  de  las  resoluciones 
definitivas  que  recaigan.  Para  reclamar  contra  las  multas  se  otor- 
ga el  mismo  plazo  que  en  el  caso  anterior  (2). 

Estas  reglas  definen  claramente  el  derecho  de  los  particulares 
endos  casos  más  comunes;  y en  otros  cualesquiera  que  puedan 
ocurrir  debe  precederse  por  analogía. 

Aunque  al  principio  no  se  otorgai'on  iguales  garantías  á los  de- 
rechos particulares  lastimados  en  el  repartimiento  y cobranza 
de  las  contribuciones  generales,  se  hizo  después  extensivo  el  re- 
gí Real  orden  de  6 de  Diciembre  de  1853. 

(2)  Reales  órdenes  de  20  de  Setiembre  y rü  de  Noviembre  de  1852  y G de  Diciembre  do  I85.J. 

TOMO  II.  2o 
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curso  por  la  via  contenciosa  á estos  agravios,  sin  perjudicar  á la 
urgencia  del  servicio.  En  ambos  casos  son  las  cuestiones  de  igual 
naturaleza,  los  derechos  ciertos,  los  agravios  posibles  y el  re- 
medio necesario. 

IIÍ.  A la  cuota  señalada  á cada  pueblo  para  la  reparación  de 
los  daños  que  causen  las  empresas  explotadoras  de  un  camino, 
si  son  dos  ó más  los  obligados  a su  construcción  y conservación, 
y deben  todos  contribuir  proporcionalmente  á los  gastos. — Derí- 
vase esta  doctrina  de  la  contenida  y explicada  en  el  párrafo  an- 
terior. Las  cargas  públicas,  sean  individuales,  sean  colectivas, 
lian  de  repartirse  con  igualdad,  sobre  todo  cuando  la  ley  ordena 
que  guarden  relación  con  determinado  beneficio.  La  equidad  lo 
exige  siempre,  y la  justicia  en  las  obras  mixtas. 

IV.  A las  intrusiones  y usurpaciones  de  caminos  y vias  pú- 
])licas  y servidumbres  pecuarias  de  todas  clases. — La  adminis- 
tración apea  y deslinda  los  terrenos  colindantes,  los  acota  y amo- 
jona, porque  debe  conservar  los  de  dominio  público  y reivindicar 
los  usurpados.  Adoptando  la  autoridad  tales  providencias  puede 
lastimar  ú ofender  el  derecho  de  los  particulares,  en  cuyo  caso 
procede  el  recurso  ante  la  Comisión  provincial,  salvo  si  se  sus- 
cita la  cuestión  de  propiedad  que  es  de  la  competencia  exclusi- 
va de  los  tribunales. 

V.  Al  resarcimiento  de  los  daños  y perjuicios  ocasionados  por 
la  ejecución  de' las  obras  públicas. — El  interés  público  exige  que 
las  reclamaciones  de  esta  especie  se  decidan  de  un  modo  breve 
y sumario,  porque  la  economía  y la  celeridad  del  servicio  deben 
triuiiíar  de  cralciuiera  oposición  á veces  razonable,  á veces  tam- 
bién ilegitima  ó insensata.  No  es  una  persona  privada  quien  eje- 
cuta las  obras  públicas,  sino  un  poder  activo  y fuerte,  significa- 
ción de  la  sociedad,  ante  el  cual  ceden  los  particulares  alguna  de 
aquellas  garantías  que  la  ley  ofrece  á la  propiedad,  porque  existe 
un  derecho  superior  á su  derecho,  el  de  proveer  á las  necesida- 
des del  estado,  á cuyo  fin  ningún  obstáculo  dehe  entorpecer  la 
pronta  y rápida  acción  administrativa.  Mas  si  la  administración 
atropellando  por  todo  conculca  el  derecho  particular,  ya  que  el 
a,,  rabiado  no  pueda  llamai  ajuicio  á la  administración  para  que 
responda  de  sus  actos  ante  un  tribunal  ordinario,  tiene  expedita 
a vía  contenciosa  ante  la  Comisión  provincial. 

VI.  Al  deslinde  de  loa  términos  correspondientes  á pueblos 
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y Ayuntamientos,  cuando  estas  cuestiones  proceden  de  una  dis- 
posición administrativa.— Entiéndese  el  deslinde  que  prejuzj^a 
cuestiones  de  aproVechámiento  comuíi,  y no  cuando'  resuelve 
otras  de  más  áfto  origen,  como  las  relativas  á !a  jurisdicción  de 
este  ó aquél  Ayúntamientó  en  cierto  territorio.  Tampoco  se  com- 
prenden las  controversias  que  sobre  la  posesión  ó ])ropiedad  de 
un  terreno  se  suscitaren  entre  dos  ó más  pueblos  ó Ayuntamien- 
tos, porque  las  de  semejante  linaje  pertenecen  á los  tribunales 
ordinarios. 

VII.  Al  curso,  navegación  y flote  de  los  rios  y canales,  obras 
hechas  en  sus  cauces  y primera  distribución  do  sus  aguas  para 
riegos  y otros  usos. — Las  providencias  de  interés  común  relati- 
vas á la  conservación  y policía  de  los  rios  navegables  y flotables 
y á los  canales  de  toda  especie  son  actos  del  poder  discreccio- 
nal;  pero  cuando  la  administración  decide  en  casos  particulares 
acerca  de  la  aplicación  de  las  or'denanzas  generales  al  régimen 
de  las  aguas,  puede  en  virtud  de  oposición  de  tercero  conver- 
tirse la  cuestión  en  contenciosa. 

VIII.  A la  insalubridad,  peligro  ó incomodidad  de  las  fábricas, 
talleres,  máquinas  ú oficios  y su  remoción  á otros  puntos. — El 
recurso  ante  las  Comisiones  provinciales  no  es  admisible  sino 
después  de  otorgada  la  licencia  necesaria  por  la  autoridad  com- 
petente, pues  sólo  después  de  aquel  acto  puede  la  oposición  de 
tercero  provocar  una  cuestión  contencioso-administrativa.  Mu- 
cho ménos  hay’ lugar  al  recurso  por  la  denegación  del  permiso 
prévio,  porque  el  concederlo  ó rehusarlo  es  un  acto  del  poder 
discréécional. 

IX.  A la  caducidad  de  las’ concesiones  de  minas,  escoriales  y 
terreros,  aguas  públicas  y privilegios  industriales. — La  conce- 
sión estriba  en  un  verdadero  título  de  propiedad,  y la  declara- 
ción de  caducidad  significa  la  revocación  de  aquel  título  por  la 
autoridad  administrativa  en  virtud  de  justa  causa.  Si  en  efecto 
media  justa  causa,  la  administración  usa  de  su  derecho  y no  agra- 
via al  concesionario;  mas  si  no  hay  motivo  para  dictar  semejan- 
te providencia,  la  administración  abusa  cometiendo  un  acto  de 
despojo,  y entonces  acude  la  ley  en  auxilio  del  agraviado  y le 
abre  el  camino  de  la  legítima  defensa. 

X.  A la  demolición  y reparación  de  los  edificios  ruinosos,  ali- 
neación y altura  de  los  que  se  construyan  de  nuevo,  cuando  la 
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ley  ó los  reglamentos  declaran  que  procede  la  via  contenciosa,  ■ 
La  propiedad  urbana  se  limita  en  varios  casos  por  razones  de 
utilidad  común.  La  policía  municipal  entiende  en  los  asuntos  de 
esta  naturaleza;  pero  la  razón  y la  experiencia  aconsejan  poner 
coto  á lo  arbitrario  tanto  más  temible,  cuanto  más  cerca  se  halla 
la  autoridad  de  los  pueblos. 

XI.  A la  inclusión  ó exclusión  de  los  electores  y elegibles  para 
cargos  públicos  y sindicatos  de  riegos. — La  ley  concede  . el  dere~ 
dio  electoral,  y la  autoridad,  al  formar  las  listas,  lo  declara.  La 
inclusión  ó exclusión  indebidas  son  actos  ofensivos  al  derecho 
de  los  ciudadanos;  y por  eso  la  decisión  gubernativa  es  revoca- 
ble por  la  vía  contenciosa. 

XII.  A los  agravios  en  la  formación  definitiva  del  registro  es- 
tadístico de  fincas. — La  estimación  arbitraria  de  la  riqueza  con- 
tribuyente mina  el  precepto  constitucional  de  la  igualación  de 
las  cargas  públicas  y lastima  los  derechos  particulares. 

XÍII.  A Ja  represión  de  las  contravenciones  á los. reglamentos 
de  caminos,  navegación  y riego,  construcción  urbana  ó rural, 
policía  de  tránsito,  caza  y pesca,  montes  y plantíos. — Pretende 
la  ley  moderar  el  ejercicio  de  la  potestad  de  corrección  y disci- 
plina i'eservada  á la  administración,  sometiendo  sus  actos  y las 
quejas  que  provocan  al  fallo  de  un  tribunal. 

XIV-  Al  cumplimiento,  inteligencia,  rescisión  y efectos  de  los 
contratos  y remates  celebrados  con  la  administración  civil  ó con 
las  provinciales  y municipales  para  toda  especie  de  servicios  y 
obras  públicas. — Como  la  administración  es  responsable  do  todo 
servicio  piüúico,  debe  tener  amplias  facultades  para  exigir  el 
cumplimiento  de  los  contratos  que  van  enlazados  con  su  ejecu- 
ción. Si  declarar  el  sentido  de  sus  cláusulas,  compeler  al  con- 
trayente, rescindir  ia  escritura  , etc.  entrase  en  la  competencia 
de  los  tribunales  ordinarios,  además  de  que  turbaría  la  concor- 
dia de  los  poderes  del  estado  conociendo  de  ciertos  actos  admi- 
nistrativos, suscitaría  grandes  embarazos  al  Gobierno  con  la  len- 
titud de  sus  trámites,  la  solemnidad  de  sus  fórmulas  y el  fácil 
acceso  á toda  oposición.  Mas  como  por  otra  parte  el  derecho  de 
un  tercero  es  digno  del  respeto  con  que  siempre  se  examina  en 
ios  juicios,  de  aquí  nació  la  idea  de  optar  por  un  término  medio 
entre  la  jurisdicción  ordinaria  y la  acción  administrativa,  ha- 
ciendo estos  actos  de  gestión  objeto  de  una  decisión  contencio- 
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sa.  De  esta  suerte  ni  el  servicio  público  se  paraliza,  ni  se  atro- 
pellan los  derechos  particulares,  pues  hallan  garantías  eficaces 
en  su  legitima  oposición  y en  la  pública  defensa. 

XV.  Al  deslinde  y amojonamiento  de  los  montes  que  pertene- 
cen al  estado  ó á los  pueblos  y establecimientos  públicos,  reser- 
vando las  cuestiones  de  derecho  civil  á los  tribunales  competen- 
tes.— Son  estas  operaciones  actos  conservatorios  con  respecto 
á los  primeros,  y en  cuanto  á los  segundos  actos  de  tutela;  por 
cuyo  motivo  las  providencias  de  la  administración  pura  deben 
considerarse  decisiones  interinas,  cuando  excitan  tal  oposición 
fundada  en  un  derecho,  que  el  arreglo  administrativo  degenere 
en  asunto  contencioso. 

XVI.  A la  validez,  inteligencia  y cumplimiento  de  los  arrien- 
dos y ventas  celebradas  por  la  administración  provincial  de  pro- 
piedades y derechos  del  estado,  á saber: 

I.  Las  cuestiones  relativas  á la  validez  ó nulidad  de  las  ven- 
tas, ála  interpretación  de  sus  cláusulas,  á la  designación  de  la 
cosa  enajenada  y declaración  de  la  persona  á quien  se  vendió  y 
á la  ejecución  del  contrato  (1). 

II.  Las  cuestiones  relativas  á la  validez,  inteligencia,  rescisión 
y cumplimiento  de  los  arriendos  y subastas  de  bienes  nacionales 
y actos  posesorios  que  de  ellas  se  deriven,  hasta  que  el  compra- 
dor ó adjudicatario  sea  puesto  en  pacífica  posesión  de  ellos  re- 
servando á los  tribunales  ordinarios  el  conocimiento  de/  las  que 
versen  sobre  el  dominio,  y cualesquiera  otros  derechos  que  se 
funden  en  títulos  anteriores  ó posteriores  á la  subasta,  ó sean  in- 
dependientes de  ella;  así  como  el  de  las  demandas  de  tercería  de 
dominio  ó prelacion,  aunque  recaigan  en  expedientes  adminis- 
trativos (2). 

XVII.  A la  indemnización,  legitimidad  y liquidación  de  los 
créditos  de  partícipes  legos  en  diezmos  (3). 

XVIII.  Por  último,  entienden  las  Comisiones  provinciales  en 
todo  lo  contencioso  de  los  diferentes  ramos  de  la  administración 
civil,  para  los  cuales  no  establezcan  las  leyes  juzgados  especia- 
les, y en  todo  aquello  á que  en  lo  sucesivo  se  extienda  su  juris- 
dicción (4). 

(1)  Reales  órdenes  de  H de  Junio  de  1S48  y 25  ele  Enero  de  18-19. 

(2)  Ley  de  20  de  Febrero  de  ISoO,  art,.  10,  y real  orden  de  20  de  Setiembre  de  1852,  arts.  1 y 2. 

(3)  Ley  de  20  de  Marzo  do  1810,  art.  4. 

{4)  Leyes  de  2 do  Abril  de  1845  y 25  de  Setiembre  de  1863,  arts.  83  y 84.  V.  núm.  507. 
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21 79.  —Las  Comisiones  provinciales  no  pueden  en  ningún  caso 
determinar  nada  por  vía  de  regla  general,  limitándose  sus  facuL 
tades  á fallar  en  las  cuestiones  particulares  sometidas  á su  deci- 
sión (í):  de  otro  modo  gozarían  estos  cuerpos  de  potestad  regla- 
mentaria, y participarían  del  poder  discreccional  reservado  á la 
administración  activa. 


CAPÍTULO  VIL 

l>c  Jos  jueces  ndminisfrattvos  de  excepción. 


2180. — Jueces  excepcionales. 

2181.  — Alcaldes. 

2182. — Gobernadores  de  provincia. 

2183. — Ministros. 


2184.  — La  jurisdicción,  de  los  mi- 

nistros distinta  de  la  del 
Consejo  de  Estado. 

21 85. — J urisdicciones  especiales . 


2180.— Las  autoridades  activas  mandan,  no  juzgan;  adminis- 
tran, lio  ejercen  jurisdicción.  Y en  verdad  nada  parece  más  con- 
tradictorio que  el  carácter  de  administrador  y juez  al  mismo 
tiempo.  La  administración  })ura  requiere  libertad  en  el  pensa- 
miento, acción  rápida  y reforma  fácil  y continua  ; miéntras  que 
todo  juicio  es  lento  en  sus  trámites,  instrumento  ciego  de  la  ley, 
y toda  sentencia  una  decisión  perpetua.  Así  es  el  administrador 
instable  como  el  ministro  de  quien  depende,  y el  juez  inmoble 
como  el  derecho  cuya  estricta  aplicación  le  está  encomendada. 

Tales  son  los  principios  generales  de  los  que  se  desvia  algún 
tanto  la  administración,  al  conceder  á las  autoridades  activas 
cierto  grado  de  jurisdicción  contenciosa.  Esta  excepción  puede 
sin  embargo  justiñcarse,  teniendo  en  cuenta  que  hay  decisiones 
urgentes,  porque  hay  necesidad  de  dirimir  pronto  ciertas  con- 
troversias entre  los  derechos  privados  y el  interés  colectivo  de 
la  administración;  y siendo  dichos  negocios  de  naturaleza  con- 
tenciosa, deben  guardarse  en  su  resolución  las  formas  esencia- 
les de  un  juicio.  El  respeto  al  derecho  de  los  particulares  exige 
que  las  providencias  de  estos  jueces  de  excepción  no  causen  daño 
irreparable  á tercero;  por  cuyo  motivo  casi  nunca  tienen  fuerza 
de  sentencia  definitiva,  pues  en  toda  cuestión  grave  procede  el 


íl)  Ley  da  2.'j  de  Setiembre  de  1863,  art.  86, 
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recurso  de  apelación  ante  los  tribunales  del  mismo  orden  en  don- 
de la  parte  ofendida  puede  deducir  su  agravio  y obtener  la  revo- 
cación ó la  reforma  de  aquel  acto  de  jurisdicción  extraordinaria. 

Semejantes  decisiones,  puesto  que  hacen  veces  de  sentencia, 
deberían  ser  motivadas.  No  es  un  precepto  legal,  sino  un  conse- 
jo que  las  autoridades  estimarán  en  lo  que  vale,  considerando 
cuánto  importan  las  formas  tutelares  de  la  justicia. 

2181.  — Los  alcaldes,  por  ejemplo,  revisten  el  carácter  de  jue- 
ces de  excepción,  cuando  previa  citación  de  los  propietarios  co- 
lindantes acotan  y amojonan  las  carreteras,  sus  obras  accesorias 
y sus  terrenos  adyacentes  (I). — Entonces  examinan  testigos,  re- 
conocen documentos,  declaran  límites  y sentencian  en  juicio 
contradictorio  si  hubo  ó no  intrusión  del  cultivo.  Esta  operación 
es  en  el  fondo  administrativa,  porque  defender  el  dominio  pú- 
blico es  un  acto  de  puro  mando  que  no  admite  dilación,  salvos 
ios  recursos  posteriores  ante  los  tribunales  competentes,  si  la 
oposic'on  de  un  tercero  suscitase  contienda  sobre  propiedad  ú 
otra  de  naturaleza  contenciosa. 

2182.  — Sontos  gobernadores  de  provincia  jueces  de  excepción: 

I.  Al  declarar  de  oficio  ó á solicitud  de  parte  mediante  justa 
causa  la  caducidad  de  tal  concesión  de  aguas  públicas,  minas  y 
privilegios  industriales  hecha  por  el  Gobierno  en  favor  de  una 
persona  ó compañía  (2).— vSi  no  hay  oposición  dcl  concesiona- 
rio, és  un  acto  de  jurisdicción  voluntaria;  si  la  hay,  de  jurisdic- 
ción contenciosa. 

II.  Y todas  las  veces  que  esta  autoridad  es  llamada  á decidir 
alguna  cuestión  contencioso-administrativa  en  la  Comisión  pro- 
vincial ó con  su  acuerdo  según  las  leyes. — Entonces,  si  bien  no 
ejerce  privativamente  jurisdicción  alguna,  participa  más  ó me- 
nos de  la  propia  de  aquel  cuerpo. 

2183.  — Son  los  ministros  jueces  de  excepción; 

I.  Al  calificar  préviainente  los  títulos  de  los  partícipes  legos, 
de  cuya  calificación  gubernativa,  si  los  interesados  no  se  confor- 
man con  ella,  pueden  declinar  intentando  la  via  contenciosa  ante 
las  Comisiones  provinciales  con  apelación  al  Consejo  de  Esta- 
do (3). — Por  regla  general  son  los  ministros  la  única  autoridad 


(1)  Véase  el  núm.  1183. 

[2)  Véaasfl  los  r.úm.s.  KGO,  l“54  y l-'SO- 
13)  Ley  de  20  ele  Mav>;o  de  1316,  arl.  i. 
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competente  para  reconocer  y liquidar  las  deudas  del  estado,  sin 
que  los  tribunales  administrativos  puedan  dar  curso,  ni  aun  ad- 
mitir acción  alguna  relativa  a declararle  deudor,  excepto  en  los 
casos  especialmente  señalados  en  las  leyes. 

II.  Al  destituir  al  patrono  de  un  establecimiento  particular  de 
beneficencia  (1). — El  Gobierno  ejerce  un  acto  de  tutela,  pero  tam- 
bién lastima  un  derecho  que  la  voluntad  del  fundador  estableció 
y la  ley  confirma,  por  lo  cual  debe  haber  justa  causa  para  la  des- 
titución; y si  el  patrono  se  creyese  agraviado,  puede  reclamar 
contra  la  providencia  del  ministro  ante  el  Consejo  de  Estado. 

III.  Al  resolver  acerca  del  Gumplirniento,  inteligencia,  resci- 
sión y efectos  de  los  contratos  celebrados  directamente  por  el 
Gobierno  6 por  las  direcciones  generales  de  los  diferentes  ra- 
mos de  la  administración  (2). — Las  contiendas  á que  dan  lugar 
estos  actos  de  gestión  las  decide  en  primera  instancia  el  minis- 
tro respectivo,  y en  definitiva  el  Consejo  de  Estado.  Fúndase 
esta  doctrina  en  las  razones  expuestas  hablando  de  las  Comisio- 
nes provinciales;  y si  bien  parece  extraño  que  el  ministro  inter- 
venga como  juez  y parte  en  tales  asuntos,  el  sumo  interés  del 
estado  disculpa  semejante  anomaifa.  Pudiéramos  añadir  que  al 
celebrar  el  ministro  semejantes  contratos  no  se  despoja  de  su 
carácter  público  para  presentarse  como  lina  persona  privada, 
sino  que  conserva  su  autoridad  y significa  el  Gobierno  procuran- 
do la  utilidad  común,  de  donde  nace  que  estas  cuestiones  estri- 
ban en  la  oposición  de  un  derecho  particular  al  interés  colectivo, 
siendo  por  t;mto  los  tribunales  ordinarios  incompetentes. 

2184. — Entre  esta  jurisdicción  excepcional  y la  del  Consejo  de 
Estado  median  algunas  graves  diferencias,  á saber:  la  primera 
procede  de  la  potestad  delegada  en  los  ministros;  la  segunda  de 
la  voluntad  presunta  del  Rey:  la  una  es  un  acto  de  administra- 
ción; la  otra  el  ejercicio  de  una  prerogativa  de  la  Corona:  aqué- 
lla da  dereclio  para  conocer  y sentenciar  eil  primera  instancia,  y 
ésta  para  decidir  por  via  de  apelación  y sin  ulterior  recurso. 

218o. — Todavía  hay  ciertas  corporaciones  administrativas  que 
l)0sóen,  sin  ser  tribunales,  una  parte  de  esta  jurisdicción  espe- 
cial, como  son  los  Ayuntamientos  en  materia  de  quintas,  con 
cuya  ocasión  dictan  fallos  verdaderos;  mas  conviene  recordar  á 

(1)  Véa.se  el  núm.  1008. 

12)  Reglamento  sobre  el  modo  de  proceder  el  Consejo  de  Estado,  art,  1. 
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este  propósito,  que  si  bien  el  procedimiento  administrathm  cons- 
ta de  trámites  regulares  que  terminan  en  una  decisión  v guar- 
dan la  forma  de  un  juicio,  sus  reg'las  son  inéiios  . rigorosas  que 
las  del  procedimiento  cíaúI.  Sus  caractéres  distintivos  son  la  sen- 
cillez y la  celeridad. 


CAPÍTULO  VIH. 


8Bel  tribuna}  superior  en  el  orden  administrativo. 


2186.  — Consejo  de  Estado  como  tri- 

bunal administrativo. 

2187.  — Su  jurisdicción. 

2188. — Publicaídon  de  sus  consul- 

tas. 


2189.  — Su  competencia. 

2190. — Cuándo  tionoce  en  primera 

instancia. 

2191. — Cuándo  en  segunda. 

2192.  — Conclusión. 


2186. — El  Reyen  Consejo  de  Estado  decido  sin  ulterior  re- 
curso las  cuestiones  contenciosas  de  este  orden,  ya  deba  conocer 
de  ellas  en  primera  y única  instancia,  ya  vengan  en  grado  de 
apelación  de  los  jueces  y tribunales  aclministraíivos. 

2187,  — Dicese  propiamente  el  Rey  en  Consejo  de  Estado,  por- 
que el  Monarca  retiene  la  alta  justicia  administrativa,  de  donde 
se  sigue  que  aquel  cuerpo  no  ejerce  una  verdadera  jurisdicción 
ni  pronuncia  sentencias,  sino  consulta  decisiones  cuasi-judicia- 
ies.  Son  simples  dictámenes  ó proyectos  de  decreto  en  una  ma- 
teria contenciosa,  que  si  el  Rey  los  aprueba  y confirma  con  el 
sello  de  su  autoridad,  pasan  á ser  ley  entre  las  partes  y además 
regla  de  común  observancia. 

El  Consejo  de  Estado  refleja,  pues,  la  autoridad  del  Monarca, 
de  suerte  que  aquel  alto  cuerpo  de  la  administracioiijamás  pier- 
de el  carácter  de  consultivo  del  Gobierno,  ni  aun  cuando  ejerce 
atribuciones  contenciosas.  Sus  actos  adquieren  fuerza  obligatoria 
si  el  Rey  los  acepta  y el  ministro  los  escuda  con  su  responsabili- 
dad, que  no  disminuye  por  seguir  el  dictamen  elevado  á la  apro- 
bación de  la  Corona.  Es  regla  casi  constante  y buena  práctica  la 
adhesión  del  Gobierno  á la  consulta  del  Gonstjo  de  Estado,  ya 
porque  debe  presumirse  que  el  salmr  de  los  consejeros  y su  ex- 
periencia en  los  negocios  inspiran  el  grado  de  condauza  necesa- 
rio á tener  por  justas  y acertadas  s’is  decisiones,  y ya  pon|ue 
así  conviene  para  mantener  la  unidad  de  doctrina  y fundar  una 
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jurisprudoncift  luiiforrnG.  Lo-S  vGlGidsdGS  de  13.  politics  y I3  contí" 
niia  mudanza  do  los  ministros  quebrantarian  el  hilo  de  las  tradi- 
ciones administrativas  que  sólo  puede  guardar  en  depósito  un 
cuerpo  permanente,  extraño  á las  querellas  de  los  partidos  y 
compuesto  de  personas  que  si  no  son  inamovibles  según  la  ley, 
deben  serlo  por  la  voluntad  del  Gobierno. 

Infiérese  de  todo  lo  expuesto  que  el  Consejo  de  Estado  ejerce 
una  ciiasi-jurisdiccion,  porque  en  el  hecho  decide  sin  ulterior  re- 
curso las  materias  contenciosas,  aunque  en  derecho  sea  el  Mo- 
narca quien  pronuncia  las  sentencias  y por  su  autoridad  sola- 
mente causen  ejecutoria. 

2188.  — Todas  las  resoluciones  del  Monarca  á consulta  del  Con- 
sejo de  Estado  en  pleno  ó de  alguna  ó algunas  de  sus  Seccio- 
nes en  los  negocios  contenciosos,  se  publican  en  forma  de  real 
decreto  acordado  en  Consejo  de  ministros  y rubricado  por  su 
presidente  (1).  Fúndase  esta  providencia  en  dos  razones  prin- 
cipales, á saber:  el  carácter  de  resoluciones  generales  inherente 
á las  consultas  y de  reglas  que  fijan  la  jurisprudencia  para  casos 
análogos,  y el  decoro  debido  al  elevado  cuerpo  de  quien  aquellas 
proceden.  A las  razones  expresadas  en  la  ley  pudiéramos  añadir 
otra  de  gran  peso,  cual  es  la  responsabilidad  del  ministro  no  con 
bastante  claridad  aceptada,  cuando  era  el  subsecretario  quien  fir- 
maba los  actos  del  Consejo  de  Estado. 

2189.  — Como  tribunal  administrativo  corresponde  al  Consejo 
de  Estado  conocer,  constituido  en  Sala  de  lo  Contencioso,  ya  de- 
cida en  primera  y única  instancia,  ó ya  en  grado  de  apelación, 
de  los  asuntos  siguientes : 

2190.  — Conoce  en  primera  y única  instancia: 

I.  De  las  demandas  contenciosas  sobre  el  cumplimiento,  inte- 
ligencia y rescisión  de  los  remates  y contratos  celebrados  direc- 
tamente por  el  Gobierno  ó por  las  direcciones  generales  de  los 
diferentes  ramos  de  la  administración  civil  ó militar  del  estado 
para  toda  clase  de  servicios  y obras  públicas  (,2). — Ántes  se  com- 
prendía en  este  articulo  la  civil  solamente;  anomalía  singular, 
porque  no  hay  razón  alguna  grave  ni  leve  para  excluir  los  con- 
tratos celebrados  por  la  administración  militar  de  la  ley  común 

(1)  Real  decreto  de  13  de  Febrero  de  1847  y ley  do  17  de  Agesto  de  1860,  art.  62  y sig. 

(2)  Reglamento  de  30  de  Diciembre  de  1846,  art.  1,  real  decreto  de  17  de  Julio  de  1849. 
ley  de  17  de  Agosto  de  1860,  art.  46,  g 1,  y real  decreto  de  20  de  Enero  de  1875. 
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á todos.  Es  un  error  contra  el  cual  conviene  protestar  diaria- 
mente en  nombre  de  los  principios,  ia  pretensión  de  constituir 
dos  administraciones  aparte,  como  si  el  Gobierno  no  fuese  uno 
solo,  ó como  si  pudiéramos  admitir  un  estado  dentro  del  estado. 

II.  De  las  demandas  contenciosas  á que  dieren  lugar  las  reso- 
luciones particulares  de  los  ministros  de  la  Corona  en  los  nego- 
cios de  la  Península  y Ultramar  (L). — Es  la  salvaguardia  de  los 
derechos  del  ciudadano  contra  las  decisiones  ministeriales,  cuan- 
do agotados  los  medios  ordinarios  de  queja,  apelan  al  recurso  de 
la  justicia  administrativa.  Si  el  poder  discreccional  desconoce  la 
ley  ó rehúsa  aplicarla,  sólo  queda  la  esperanza  de  llamarle  á jui- 
cio. Toda  buena  causa,  aun  siendo  en  ella  parte  el  Gobierno,  ha- 
lla eficaz  protección  en  los  trámites  regulares,  en  la  defensa  li- 
bre, en  la  audiencia  pública  y en  la  religión  y sabiduría  del  Con- 
sejo de  Estado. 

III.  De  los  recursos  de  reposición,  aclaración  y revisión  de  las 
providencias  y resoluciones  del  mismo  Consejo  (2),  pues  las  sen- 
tencias de  los  tribunales  supremos  no  pueden  ser  revocadas  ni 
corregidas  sino  por  ellos  mismos,  ni  las  decisiones  del  Rey  sino 
por  el  Rey. 

2191. — Conoce  en  segunda  y última  instancia  de  la  resolución 
final  de  los  negocios  contencioso-administrativos,  y señalada- 
mente de  los  recursos  de  apelación,  nulidad  ó queja; 

I.  Contra  cualquiera  resolución  del  Gobierno  acerca  de  los  de- 
rechos de  las  clases  pasivas  civiles. 

II.  Contra  los  fallos  de  las  Comisiones  provinciales. 

líl.  Contra  los  fallos  del  Tribunal  de  Cuentas  del  Reino  y de 
los  de  Ultramar  en  los  recursos  de  casación  de  que  traían  las  le- 
yes especiales  de  estos  cuerpos  (3). 

Verdad  es  que  la  ley  orgánica  del  Tribunal  de  Cuentas  lo  ele- 
vó á la  categoría  de  los  supremos,  añadiendo  que  contra  sus  eje- 
cutorias no  se  da  recurso  alguno,  salvas  las  facultades  reserva- 
das á las  Cortes;  pero  también  es  cierto  que  al  restituir  el  Go- 
bierno la  jurisdicción  administrativa  al  Consejo  de  Estado,  dijo 
que  en  su  ejercicio  se  atuviese  á las  disposiciones  que  determi- 

(P  RegUcfiento  cit.,  urt.  1,  g 2,  y ley  cit.,  arf . 46,  § 2. 

(2;  Reglamento  cit.,  3,  y ley  cit.,  art.  46,  § 3. 

(3)  Ibid.,  art.  2,  1,  reglamento  de  1."  de  Octubre  de  1815,  art.  62,  y ley  de  H do  Agosto, 

art.  4^. 
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naban  la  competencia  y el  procedimiento  antes  del  decreto  de  13 
de  Octubre  de  1868  (1). 

Pudiera  oponerse  que  en  buena  doctrina  un  decreto  no  deroga 
una  ley,  ni  una  orden  anula  un  decreto ; mas  no  habrá  un  solo 
jurisconsulto  advertido  y prudente  que  considerando  el  desorden 
de  nuestro  derecho  administrativo  á causa  de  tantas  vicisitudes 
y-  trastornos  como  experimentó  España  en  este  último  período 
de  nuestra  triste  y lamentable  historia,  que  se  atreva  á juzgar 
del  valor  relativo  de  las  leyes  y reglamentos  de  administración 
pública  según  aquel  recto  criterio. 

2192. — Es  el  Consejo  de  listado  tribunal  de  alzada  con  respec- 
to á todos  los  del  orden  administrativo,  ya  ejerzan  la  jurisdic- 
ción que  por  regla  general  les  compete,  ya  estén  investidos  de 
alguna  otra  excepcional. 

Al  llegar  al  Consejo  de  Estado  se  tocan  los  confines  de  la  jus- 
ticia administrativa:  sus  decisiones  aprobadas  por  el  Gobierno, 
cuando  son  definitivas,  tienen  la  fuerza  y vigor  de  sentencias 
ejecutorias.  No  hay  ulterior  recurso. 


CAPÍTULO  IX. 

procedimiento  ante  los  Consejos  provinciales. 

2193.— Procedimientos  adminis-  2194.— Distintos  de  los  civiles, 
trativos. 

219:1. — Las  le3^es  no  señalan  trámites  precisos  para  deducir  el 
particular  su  derecho  ante  los  ministros,  los  gobernadores  de 
provincia  ó los  alcaldes  de  los  pueblos  cuando  proceden  como 
jueces  de  excepción;  pero  sí  prescriben  reglas  de  estricta  obser- 
vancia con  respecto  á los  juicios  administrativos,  cuando  son  los 
tribunales  á quienes  de  ordinario  compete  esta  jurisdicción,  los 
encargados  de  resolver  las  cuestiones  contenciosas. 

2194.  Hay,  pues,  principios  ciertos  é invariables  que  deter- 
minan el  modo  de  proceder  ante  los  tribunales  administrati- 
vos, reglas  de  instrnccioii  que  guardan  mucha  analogía  con  las 
prescritas  para  los  ordinarios.  Difieren  sin  embargo  unos  do 


f 1 ) Ley  de  2.5  de  Junio  de  1870,  arl . 2,  y decreto  de  20  de  Enero  de  1875,  art.  6. 
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otros  procedimientos  en  que  los  primeros  son  menos  rigorosos: 
forman  su  carácter  distintivo  la  sencillez  y la  celeridad,  dejando 
siempre  una  grande  latitud  al  poder  discreccíonal,  de  suerte  que 
solamente  la  omisión  de  ciertas  fórmulas  sustanciales  es  causa 
de  nulidad. 

I.  La  primera  regla  del  procedimiento  administrativo  es  que 
en  ningún  caso  hay  lugar  á la  via  contenciosa  sin  haber  apura- 
do ántes  todos  los  recursos  de  la  gubernativa,  para  que  no  se 
susciten  obstáculos  inútiles  á la  ejecución  de  las  leyes  (1). 

I.  Exceptúanse  las  reclamaciones  judiciales,  por  débitos  proce- 
dentes de  arrendamientos  y réditos  de  censos,  interposición  de 
interdictos  posesorios  y otros  urgentes,  bastando  la  personali- 
dad dei  alcalde  ante  el  tribunal,  sin  perjuicio  de  dar  cuenta  al 
gobernador  y éste  al  Gobierno,  si  la  gravedad  dei  caso  lo  re- 
quiere (2). 

II.  En  los  asuntos  contenciosos  en  los  cualeá  se  muestran  par- 
te las  juntas  ó establecimientos  de  beneficencia,  la  necesidad  de 
acudir  préviamente  á la  via  gubernativa  se  entiendo  cuando  son 
demandantes  y no  demandados,  porque  de  otro  modo  se  perjii- 
dicaria  el  derecho  de  los  particulares  entorpeciendo  la  acción  ju- 
dicial (3). 

II.  La  segunda  regla  del  procedimiento  es  que  no  debe  prece- 
der juicio  de  conciliación  para  intentar  la  via  contenciosa,  ya 
porque  la  via  gubernativa  suple  los  medios  legítimos  de  avenen- 
cia, y ya  porque  si  los  particulares,  por  bien  de  paz,  pueden  re- 
nunciar en  todo  ó en  parte  á su  derecho,  no  así  la  administra- 
ción que  no  defiende  intereses  propios,  sino  procura  el  bien  ge- 
neral (4). 


Artículo  1.° — Organüacion  del  trihunaL 

2195.  — Presidencia  de  la  Comisión  2198.— Secretario. 

pro  vi  ncial . 21 99 . — Ujieres . 

2196.  — Acuerdos,  2200. — Abogados  y procuradores- 

2197.  — Vocal  ponente. 

2195. — El  gobernador  de  la  provincia  es  presidente  nato  de 

(1)  Real  6rdfln  de  9 de  Febrero  de  1842. 

(2)  Real  orden  da  13  do  Agosto  do  1848. 

(3)  Real  órden  de  7 de  Julio  de  1840. 

(4)  Real  órden  de  l.°  de  Enero  de  1847. 
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la  Comisión  provincial,  no  sólo  considerado  cómo  cuerpo  con- 
sultivo de  la  administración,  sino  también  cuando  actúa  en  lo 
contencioso.  En  ausencia  de  dicha  autoridad  ejerce  sus  atribu- 
ciones el  vicepresidente  de  dicha  Comisión  ó quien  haga  sus 
veces.  Esta  intervención  se  funda  en  el  principio  que  Injusticia 
administrativa  no  es  independiente  á semejanza  de  la  ordinaria, 
y por  tanto  no  puede  ni  debe  haber  un  aislamiento  absoluto  en- 
tre la  acción  y el  juicio.  Sin  embargo,  la  presidencia  del  gober- 
nador es  más  nominal  que  real,  y conviene  que;  así  sea. 

El  gobernador  recibe  además  y despacha  la  correspondencia 
de  la  Comisión,  firmando  las  contestaciones  que  no  se  autoricen 
por  secretaría,  y autoriza  los  despachos  de  este  tribunal , porque 
sus  facultades  son  puramente  pasivas.  También  decreta  las  pro- 
videncias interinas  que  por  urgentes  deban  dictarse  sin  demora, 
poniéndolo  á la  mayor  brevedad  en  conocimiento  de  la  Comi- 
sión, en  cinm  caso  procede  con  el  carácter  de  juez  y no  de  ad- 
ministrador. 

Al  vicepresidente  de  la  Comisión  provincial  pertenece  el  go- 
bierno interior,  mantener  el  orden  en  las  sesiones  y publicar  las 
sentencias  definitivas. 

2196. — Para  la  decisión  final  de  los  negocios  contencioso-ad- 
ministrativos  se  requiere  la  asistencia  de  tres  jueces,  entre  ellos 
uno  precisamente  letrado. 

La  presencia  de  nn  letrado  se  requiere  como  garantía  del  acier- 
to en  las  cuestiones  de  derecho,  en  cuyos  casos  hace  las  veces 
de  asesor. 


2197.— En  cada  negocio  elige  la  Comisión  por  mayoría  abso- 
luta un  individuo  ponente,  á quien  incumbe  proponer  á la  deli- 
beración de  la  misma  los  puntos  de  hecho  y derecho  sobre  que 
deben  recaer  los  fallos  y redactar  las  providencias  motivadas  que 
dicte  el  tribunal.  El  ponente  para  el  despacho  de  un  negocio  pue- 
de serlo  en  otro  ú otros,  no  admitiéndosele  excusa  á no  mediar 
impedimento  bastante  á juicio  de  la  Comisión. 


La  necesidad  de  fundar  las  sentencias  obliga  á contraer  la  dis- 
cusión á ciertos  puntos,  haciendo  un  análisis  razonado  de  la  cues- 
tión principal  y sus  incidentes,  y exponiendo  en  distintos  capí- 
tulos ó considerandos  los  motivos  de  la  providencia. 

^ 2198,— El  secretario  de  la  Comisión  es  el  mismo  de  la  Diputa- 
ción provincial.  Sus  obligaciones  son : 
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I.  Dar  cuenta  de  los  escritos  de  la  administración  y de  las  otras 
partes  litigantes. 

II.  Autorizar  las  providencias,  sentencias,  despachos  y exhor- 
tes de  la  Comisión,  y las  copias  que  hubieren  de  franquearse. 

III.  Custodiar  los  expedientes  y desempeñar  las  funciones  de 
relator  y las  demás  que  le  imponen  ó impusieren  las  leyes  y re- 
glamentos. 

2199.  — Hay  también  dos  ujieres  á quienes  corresponde: 

L Hacer  los  emplazamientos,  citaciones,  notiflcaciones,  em- 
bargos y demás  diligencias  que  se  practicaren  de  orden  de  la  Co- 
misión fuera  de  la  audiencia  y de  la  secretaría. 

II.  Asistir  á las  audiencias  y hacer  guardar  en  ellas  el  orden 
debido. 

III.  y ejecutar  las  órdenes  del  presidente  relativas  al  despacho 
y servicio  de  la  Comisión. 

2200.  — En  las  Comisiones  provinciales  no  es  obligatorio  el 
ministerio  de  abogados  ni  procuradores,  ni  se  exigen  derechos  á 
las  partes,  ni  se  admite  otro  tratamiento  que  el  mpersonal  (1). 


Artículo  2.*^ — Recusaciones. 

2201  .—El  gobernador  de  la  provin-  2203,— Cuándo  debe  intentarse. 

cia  no  puede  ser  recusado.  2204.— Forma  de  proponerla. 
2202.— Causas  de  recusación. 

2201. — El  gobernador  de  la  provincia  no  puede  ser  recusado, 
porque,  dicen,  de  otra  suerte  sucedería  que  la  administración 
encontrase  á cada  paso  un  obstáculo  en  los  intereses , en  las  pa- 
siones y en  el  capricho  ó violencia  de  un  particular,  y se  parali- 
zase el  curso  de  la  justicia  administrativa  que  debe  ser  rápido  y 
expedito.  Sin  embargo,  esta  doctrina  parece  á otros  demasiado 
rigorosa , fundándose  en  que , si  por  una  parte  conviene  que  la 
justicia  administrativa  sea  pronta , por  otra  no  importa  ménos 
que  sea  imparcial.  Los  intereses  públicos  hallan  suficiente  pro- 
tección y defensa  en  la  amovilidad  de  los  jueces  y en  la  jurisdic- 
ción soberana  del  Consejo  de  Estado.  Todo  gobernador  prudente 
y entendido  evitará  la  recusación,  absteniéndose  de  formar  parte 

P)  Roglameiito  de  l.°  de  Octubre  de  1SÍ5,  arts.  J-12,  ley  de  25  de  Setiouibre  do  , ar- 

ticules 47, 6(5  y 95-,  y real  órdeu  de  25  de  Setiembre  del  mismo  ano,  ait.s.  1 , ¿ y 4. 
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del  tribunal  llamado  á fallar  las  cuestiones  á que  hubiere  dado 
origen  con  sus  actos. 

2202.— El  vicepresidente  y los  demás  vocales  pueden  ser  re- 
cusados en  los  casos  siguientes  : 

I.  Si  fuesen  parientes  por  consanguinidad  ó afinidad  hasta  el 
cuarto  gi-ado  civil  inclusive  de  alguno  de  los  litigantes. 

II.  Si  al  tiempo  de  la  recusación  ó dentro  de  los  tres  anos  pre- 
cedentes siguiesen  ó hubiesen  seguido  causa  criminal  con  algu- 
na de  las  partes , su  cónyuge  ó sus  consanguíneos  ó afines  en  lí- 
nea recta. 

III.  Si  al  tiempo  de  la  recusación  ó dentro  de  los  seis  meses 
precedentes  siguiesen  ó hubiesen  seguido  pleito  civil  con  alguna 
<1g  las  personas  mencionadas  en  el  párrafo  anterior,  con  tal  que 
el  pleito  baya  empezado  ántes  que  el  en  que  se  proponga  la  re- 
cusación. 

IV.  Si  fuesen  tutores,  curadores  ó defensores  de  cualquiera  de 
las  partes,  ó administrasen  un  establecimiento  ó compañía  que 
sea  parte  en  el  litigio. 

En  todos  estos  casos  considera  la  ley  que  hay  motivo  para  po- 
ner en  duda  la  imparcialidad  del  juez  , y así  ampara  el  derecho 
de  los  particulares  ofreciéndole  en  otros  mayores  garantías  de 
iiidependenda. 

No  es  cansa  de  recusación  haber  un  vocal  emitido  su  dictámen 
en  los  negocios  gubernativos  que  llegan  despuep  á ser  contencio- 
sos, La  ley  declara  que  puede  conocer  de  ellos  y fallar  como  juez. 

2203.— Guando  los  hechos  en  que  se  funde  la  recusación  sean 
anteriores  al  pleito,  no  pueden  proponerla  los  litigantes  después 
de  haber  contestado  á la  demanda  ó deducido  excepción  dilato- 
ria, salvo  si  aquéllos  llegasen  posteriormente  á su  noticia, 

2201. — La  recusación  se  propone  por  escrito  firmándola  el  re- 
cusante ó su  apoderado:  se  comunica  al  recusado  para  que  res- 
ponda también  por  escrito  ó de  palabra  ante  la  Comisión,  y se 
recibe  á prueba,  si  es  necesario.  Oido  al  recusado  ó evacuada  la 
j)rueba,  la  Comisión  falla  sin  ulterior  recurso,  absteniéndose 
aquél  de  asistir  á la  vista  y á la  votación  de  este  incidente.  Si  la 
lecusacion  fuese  a imitida,  el  recusado  no  puede  ya  conocer  del 
negocio  (1). 


(1)  Reglamento  cit.,  arta.  13 , U y , y ley  de  25  de  Setiembre,  art.  Tg. 
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Artículo  3.° — Discusión  escrita. 

2205.  Demanda.  2210. — Emplazamiento  y notiíica- 

2206. — Cuándo  procede-  . ciones. 

2207.  Término.  2211. — Excepciones  dilatorias. 

2208. — Representación  en  Juicio.  2212.— Prueba. 

2209.  — Con  testación . 


2205. — El  procedimiento  se  incoa  con  la  demanda  documenta- 
da de  la  administración,  del  particular  ó corporación,  y firmada 
por  el  actor  ó su  representante  legal. 

La  Comisión  proYÍncial,  en  vista  de  la  demanda,  consulta  al 
gobernador  si  procede  ó no  la  via  contenciosa,  acompañando  á 
su  informe  copia  literal  de  la  demanda  misma. 

El  gobernador,  dentro  de  tercero  dia,  resuelve  lo  que  estima 
conveniente  y lo  comunica  á la  Comisión.  Si  la  resolución  fuese 
negativa  y el  demandante  no  se  conformase  con  ella,  podrá  re- 
currir al  ministro  competente,  quien,  oido  el  Consejo  de  Esta- 
do, decidirá  sin  ulterior  recurso.  En  caso  de  estimar  el  ministro 
la  procedencia  de  la  demanda,  se  devuelve  el  conocimiento  del 
asunto  á la  Comisión  provincial. 

El  conocimiento  prévio  de  la  demanda  que  se  da  á la  autori- 
dad administrativa  y su  facultad  de  abrir  ó cerrar  la  via  conten- 
ciosa, requiere  alguna  explicación.  Quiso  la  ley  que  como  el  es- 
tado se  halla  expuesto  á sostener  diarias  contiendas  ya  con  los 
particulares,  ya  con  las  corporaciones,  á fin  de  conservar  ilesos 
sus  derechos  y proteger  sus  intereses,  tuviese  también  medios 
más  fáciles  y expeditos  de  defensa.  Quiso  además  fortificar  el 
principio  de  la  independencia  necesaria  al  Grobierno,  fiando  en 
el  contrapeso  de  la  responsabilidad.  Quiso  por  último  facilitar 
los  medios  de  conciliación,  cabiendo  la  reforma  del  acto  admi- 
nistrativo. 

Esta  vénia  del  gobernador  equivale  á una  autorización  para 
litigar  que  se  concede  ó niega  á la  parte  adversa;  pero  si  las  cor- 
poraciones y establecimientos  públicos  están  bajo  la  tutela  admi- 
nistrativa, no  lo  están  los  particulares  que  piden  justicia.  La  ad- 
ministración es  demasiado  poderosa  para  temer  la  hostilidad  de 
tan  flacos  litigantes;  y más  valdría  tolerar  algunas  inpertinen- 

TOMO  II.  26 
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cías  que  dar  motivo  á sospechas  de  parcialidad  en  la  adminis- 
tración. En  todo  caso  nos  parecería  mejor  temperamento  que  la 
Comisión  provincial  admitiese  ó desechase  la  demanda^  oido  el 
gobernador. 

2206, Ninguna  demanda  en  que  se  controviertan  intereses 

del  estado  debe  ser  admitida,  sin  que  préviamente  se  haga  cons- 
tar por  medio  de  certificación  autorizada  en  debida  forma,  que 
se  ha  obtenido  resolución  en  el  asunto  por  la  via  gubernativa  (i); 
y por  regla  general  no  procede  demanda  alguna  ante  las  Comi- 
siones provinciales,  sin  que  el  gobernador  haya  dictado  provi- 
dencia en  el  asunto  que  se  ventila,  salvo  cuando  otra  cosa  de- 
termine una  ley  especial  (2). 

Si  la  demanda  intentada  tuviere  por  objeto  el  cumplimiento 
de  contratos  ü obligaciones  que  produzcan  responsabilidad  pe- 
riódica contra  la  Hacienda  pública,  sólo  deberán  los  reclaman- 
tes llenar  aquel  requisito  al  entablar  su  primera  reclamación. 
Estas  exposiciones  documentadas  se  entregan  al  jefe  económico 
de  la  provincia  para  que  confronte  los  originales  y eleve  el  asun- 
te á la  dirección  que  debe  resolver  dentro  de  cuatro  meses,  en- 
tendiéndose que  el  silencio  de  la  administración  equivale  á una 
negativa  (3). 

2207.  — Las  demandas  de  la  administración,  de  los  particula- 
res ó de  las  corporaciones  deben  presentarse  en  el  término  impro- 
rogable  de  treinta  dias  que  empezarán  á contarse,  respecto  de 
las  de  particulares  y corporaciones,  desde  el  siguiente  á la  notifi- 
cación administrativa  de  la  providencia,  y respecto  de  la  admi- 
nistración dentro  de  un  año  contado  desde  la  fecha  de  la  comu- 
nicación al  interesado. 

Es  indispensable  entregarlas  en  la  secretaría  de  la  Comisión 
provincial  en  dias  y horas  hábiles.  El  secretario  pone  al  pió  la 
nota  de  su  presentación  y facilita  al  interesado  que  lo  pida  do- 
cumento bastante  para  acreditarlo. 

2208.  — En  estos  juicios  representan : 

I.  A la  Hacienda  el  promotor  fiscal  del  juzgado. 

II.  A los  demás  ramos  de  la  administración  central,  el  letrado 
á quien  el  gobernador  designe  en  cada  caso, 

(1)  Real  órden  de  9 de  Junio  de  1841. 

(2)  Ley  do  25  de  Setiembre,  art.  91. 

(3)  Real  decreto  de 20  de  Setiembre  de  185Í,- 
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ni.  A la  provincia  el  diputado  elegido  por  la  Diputación,  ó el 
letrado  á quien  diere  su  poder  (ij. 

IV.  A los  Ayuntamientos  un  letrado  á su  voluntad  (2). 

2209.  El  término  mayor  que  puede  señalarse  en  el  despacho 
ó cédula  de  emplazamiento  para  contestar  á la  demanda  es  de 
nueve  dias,  y uno  más  por  cada  cinco  leguas  de  distancia  desde 
la  capital  de  provincia,  al  pueblo  en  donde  el  demandado  tuviere 
su  domicilio,  tomando  siempre  en  cuenta  el  estado  de  las  comu- 
nicaciones. Si  la  demanda  se  dirije  contra  la  adminiwstracion  debe 
pasar  al  gobernador  de  la  provincia,  quien  la  devuelve  á la  Co- 
misión con  su  contestación  á la  mayor  brevedad,  sin  exceder 
nunca  el  plazo  de  treinta  dias.  El  término  para  contestar  al  escri- 
to en  que  se  proponga  excepción  dilatoria  ó cualquiera  otra  pre- 
tensión incidente  de  la  principal,  es  de  dos  á seis  dias.  Los  térmi- 
nos son  breves,  porque  los  juicios  administrativos  son  sumarios. 

2210.  — Los  emplazamientos  dirigidos  á particulares  se  hacen 
en  cédulas  ó despachos  que  contengan  literalmente  la  demanda 
ó memoria  y una  relación  de  los  documentos  presentados  con 
ella. 

Los  ujieres  hacen  las  notificaciones  extendiendo  una  cédula 
original,  y además  una  copia  para  cada  una  de  las  partea.  En  la 
casa  elegida  por  el  actor  ó el  reo  al  tiempo  de  producir  su  deman- 
da ó la  contestación,  entregan  la  copia  á la  parte  en  su  persona, 
si  se  halla  en  ella,  y en  su  defecto  ai  dueño  de  la  casa,  indivi- 
duos de  la  familia  y criados  según  este  orden.  La  persona  á quien 
se  entregue  la  copia  firma  si  puede,  y no  pudiendo,  un  testigo  á 
su  ruego,  la  cédula  original  que  se  une  al  expediente.  Las  cédu- 
las deben  contener  literalmente  la  providencia  notificada. 

Las  notificaciones  en  que  no  se  guarden  dichas  formalidades 
son  nulas. 

lu  demanda,  la  contestación  y los  escritos  en  que  se  deduzca 
alguna  excepción,  antes  de  fijar  la  pretensión,  deben  contener 
en  resúmen  y por  párrafos  numerados,  los  puntos  de  hecho  y de 
derecho  que  sustente  la  parte  respectiva. 

U)  A la  Comisión  provincia]  pei’tQuece  dirigir  les  litigios  en  nombre  de  la  provincia, 
seg'un  queda  advertido  en  el  iiúin.  504.  ¿Quid  si  la  provincia  tiene  pleito  pendiente  del  fa- 
llo da  la  Comisión  provincial  ? ¿ Habrá  de  ser  la  Comisión  .juez  y parte?  m legislador  6 
el  Qobioruo  resolverán.  Entretanto  lo  raénos  malo  serla  que  la  provincia  c.stuvie.se  repre- 
sentada por  un  individuo  de  la  Diputación,  y aun  mejor  por  un  letrado. 

(2)  Ley  de  2.5  de  Setiembre,  arta.  9.2,  y 94,  y real  órden  de  igual  fecba,  art.  6. 
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La  ciencia  del  abogado  se  reconoce  principalmente  en  la  cla- 
ridad, en  la  precisión  y en  la  exactitud  de  este  resúmen  y de  sus 
conclusiones. 

22H. — No  se  admiten  como  dilatorias  más  excepciones  que  la 
incompetencia  de  la  Comisión  y la  falta  de  personalidad  en  el 
demandante,  ya  por  carecer  de  las  cualidades  necesarias  para 
comparecer  enjuicio,  ya  por  no  acreditar  debidamente  el  carác- 
ter ó representación  con  que  reclama,  sin  que  otra  alguna  pueda 
suspender  ni  impedir  el  curso  del  juicio. 

Las  excepciones  dilatorias  se  proponen  y sustancian  todas  al 
mismo  tiempo,  en  cuya  sustanciacion  sólo  se  admite  un  escrito 
á cada  parte,  aunque  en  el  fondo  de  la  cuestión  ó sobre  la  de- 
manda pueden  admitirse  hasta  dos  que  bastan  para  lijarla  cues- 
tión, esclarecer  las  dudas  é ilustrar  la  conciencia  de  los  jueces; 
de  otro  modo  la  controversia  traspasaría  los  estrechos  límites 
señalados  á los  juicios  administrativos, 

2212. — Terminada  la  discusión  por  escrito  pasan  los  autos  al 
vocal  ponente,  y á propuesta  suya  decide  la  Comisión  si  se  ha 
de  señalar  dia  para  la  vista  pública  ó se  ha  de  recibir  á prueba, 
determinando  en  este  caso  la  que  ha,ya  de  hacerse  y el  término 
que  se  deba  conceder  á las  partes  para  verificarla  dentro  del 
máximo  improrogable  de  treinta  días. 

Las  diligencias  de  prueba  que  se  practiquen  fuera  de  la  au- 
diencia se  hacen  ante  el  presidente,  salvo  si  la  Comisión  estima 
conveniente  asistir  á algún  reconocimiento  ó vista  ocular.  Tam- 
bién pueden  delegarse  estas  diligencias  en  los  jueces  de  primera 
instancia  y alcaldes  de  los  pueblos. 

No  se  entreganlos  expedientes  á los  particulares,  sino  que  se 
ponen  do  manifiesto  en  la  secretaría  de  la  Comisión  adonde  acu- 
den las  partes  para  tomar  los  apuntes  y sacar  las  copias  conve- 
nientes (1). 

Artículo  4.^~Vú¿a  del  ^proceso. 

2213.-Vista  del  pleito.  2814,-Providencias  para  mejor 

proveer. 

3. —Evacuada  la  prueba  ó terminada  la  discusión  escrita  se 
señala  dia  para  la  vista  que  siempre  debe  ser  pública. 


(1)  Rüylaiuento  cít,,  arte.  21-40, 
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La  vista  empieza  haciendo  el  secretario  relación  del  expedien- 
te,  y en  seguida  las  partes  ó sus  defensores  exponen  lo  que  crean 
conducente  á su  defensa.  El  gobernador  de  la  provincia  puede 
también  nombrar  un  defensor  que  sostenga  los  derechos  de  la 
administración  cuando  lo  estime  oportuno,  ó autorizar  para  que 
lo  nombren  á las  corporaciones  ó agentes  administrativos  cuyos 
actos  suscitaron  la  controversia. 

2214. — Terminada  la  vista  puede  todavía  la  Comisión,  si  lo 
halla  necesario  para  mejor  proveer,  pedir  informes  ó mandar 
practicar  cuabjuiera  diligencia  de  prueba  (pie  no  sea  la  de  tes- 
tigos. En  otro  caso,  la  Comisión  delibera  en  secreto,  y toma  el 
acuerdo  que  estime  justo  por  mayoría  absoluta  de  votos  (1), 


Artículo  Sentencias. 

2215. — Plazo  para  dictarlas.  varse. 

2216. — Reglas  que  deben  obser-  2217.— Ejecución  de  los  fallos. 

2215.  — La  Comisión  debe  dictar  la  sentencia  dentro  de  siete 
dias  á más  tardar,  contados  desde  aquel  en  que  se  hubiere  con- 
cluido para  defínitiva. 

2216. — Al  hacer  uso  de  esta  parte  la  más  importante  de  su 
jurisdicción,  observa  las  reglas  siguientes: 

I.  Las  Comisiones  provinciales  no  pueden  abstenerse  de  fallar 
ningún  litigio  á título  de  ser  oscuras  ó incompletas  las  leyes  ó 
disposiciones  legales,  ó por  no  haber  éstas  previsto  el  caso  so- 
bre el  cual  debe  recaer  su  fallo. 

IT.  Está  obligado  á motivar  todas  las  providencias  definitivas 
y las  interlocutorias  que  á su  juicio  lo  requieran,  exponiendo 
clara  y concisamente  los  puntos  de  hecho  y derecho  y los  prin- 
cipios ó disposiciones  legales  que  les  fueren  aplicables. 

III.  Para  la  validez  de  toda  decisión  final  es  necesaria  la  asis- 
tencia, cuando  ménos,  de  tres  vocales,  entre  ellos  uno  precisa- 
mente letrado.  La  votación  se  hace  á puerta  cerrada,  sometien- 
do el  ponente  á la  deliberación  de  la  Comisión  los  puntos  de 
hecho  y derecho  sobre  que  debe  recaer  el  fallo,  y votando  suce- 
sivamente, y el  ponente  en  último  lugar,  la  decisión. 


(1)  Ilúd.,  arts.  4i-4i5,  ley  de  25  fio  Sotieinbro,  art.  90.  y real  orden  de  ig'ual  fecba,  art.  8. 
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IV.  Si  al  votar  la  sentencia  se  suscita  discordia  y no' resulta 
mayoría , se  vuelve  á ver  el  negocio  por  más  jueces  y so  Amta 
de  nuevo  por  los  primeros  y segundos  (1). 

Cuando  asiste  á la  Amtacion  el  gobernador,  su  voto,  en  caso  de 

empate,  es  decisivo. 

V.  La  Comisión  provincial  no  puede  reformar  ninguno  de  sus 
tallos;  pero  sí  interpretarlos  á petición  de  parte,  ó siempre  que 
se  susciten  dudas  sobre  su  inteligencia,  conforme  á los  regla- 
mentos. 

2217. — La  ejecución  de  los  fallos  corresponde  á los  agentes  de 
la  administración,  porque  importa  á su  justa  independencia;  mas 
si  hubiere  de  procederse  por  remate  ó venta  de  bienes , su  eje- 
cución y la  decisión  de  las  cuestiones  que  sobrevengan  pertene- 
cen á los  tribunales  ordinarios , fuera  de  los  casos  relativos  á la 
cobranza  de  las  contribuciones  exceptuados  por  las  leyes  y re- 
glamentos de  Hacienda  pública  (2). 


Artículo  ^^—Aetmeiones  en  rebeldía. 

2218. '— Acusación  de  rebeldía.  2221. — Recurso  de  rescisión. 

2219. — Prueba.  2222.— Sus  efectos. 

2220.  — Notificación  de  la  sentencia.  2223. — Sustancíacion. 

2218.  — Si  al, gima  parte  debidamente  emplazada  ó citada  no 
acudiere  á exponer  sus  defensas,  la  Comisión,  á instancia  de  los 
demás  interesados,  decidirá  el  asunto  en  rebeldía.  La  instancia 
por  parte  de  la  administración  se  entiende  hecha  desde  el  mo- 
mento en  que  el  secretario  expone  al  tribunal  haber  pasado  el 
término  hábil  y lo  certifica  en  sus  actuaciones. 

Puede  acusarse  la  rebeldía  por  escrito  ó de  palabra:  en  este 
último  caso  el  secretario  extiende  la  oportuna  diligencia  que  fir- 
man las  partes  interesadas.  Acusada  la  rebeldía,  la  Comisión 
procede  á fallar  el  pleito. 

2219. — Para  mejor  proveer  en  rebeldía  puede  la  Comisión  man- 
to Las  discordias  qna  ocurrían  eu  los  Consejos  provinciales  solían  dirimirso  en  último 

caso  asociando  á los  consejeros  propietarios  los  supernumerarios  que  hiciesen  falta.  ¿Cómo 
podrán  dinmUse  ahora  . cuando  son  cinco,  sin  suplentes  , los  individuos  de  la  Comisión 
provincial  r Tres  votos  forman  mayoría;  poro  ai  se  dividen  eu  dos,  dos  y uno.  í quién  re- 
suelve el  empate,  si  el  gobornador  no  toma  parte  en  la  votación? 

(2)  Regrlamento  cit.,  arts.  46-53,  y ley  de  2D  de  Setiembre,  arts.  95,  96  y 97. 
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dar  practicar  de  oficio  la  prueba  que  estime  conveniente , como 
no  sea  la  de  testigos. 

2220.  — La  sentencia  dictada  en  rebeldía,  además  de  notificar- 
se por  cédula  ó despacho  cuando  sea  posible,  se  fija  en  la  sala 
del  tribunal  y se  inserta  en  el  Boletín  Oficial  de  la  provincia. 

2221.  — Contra  estas  sentencias  procede  el  recurso  de  rescisión 
ante  la  misma  Comisión  que  la  haya  dictado,  sin  que  sea  admi- 
sible la  apelación,  ni  pueda  interponerse  otro  alguno,  miéntras 
no  se  decida  el  primero.  El  recurso  de  rescisión  debe  intentarse 
dentro  de  quince  dias  contados  desde  el  siguiente  al  de  su  publi- 
cación ; mas  si  la  parte  contumaz  estuviese  ausente  de  la  provin- 
cia, puede  la  Comisión  señalarle  un  plazo  más  largo. 

2222.  — El  recurso  de  rescisión  no  suspende  la  ejecución  de  la 
sentencia  dictada  en  rebeldía,  á ménos  que  el  tribunal  al  dictar- 
la haya  ordenado  lo  contrario.  Sin  embargo,  la  ejecución  de  la 
sentencia  se  entiende  siempre  sin  perjuicio  de  la  rescisión  que 
pueda  intentarse,  y se  lleva  á efecto  prévia  la  oportuna  fianza, 
siempre  (pie  el  tribunal  crea  oportuno  exigárla. 

- 2223. — Admitido  el  recurso  de  rescisión  se  oyen  las  defensas 

del  reclamante  y se  le  concede  para  exponerlas  y justificarlas  la 
mitad  á lo  sumo  del  término  ordinario. 

La  parte  que  fuere  por  segunda  vez  condenada  en  rebeldía,  no 
puede  entablar  otro  recurso  de  rescisión  en  el  mismo  negocio  (1). 


Artículo  l.'^—Recursos  contra  las  sentencias  dejinüims. 


2224. — Recurso  de  interpretación. 

2225.  — Sus  efectos. 

2226.  — Recurso  de  apelación. 

2227. — Cuándo  procede. 

2228. — Término  para  interponerlo. 

2229. — Sus  efectos. 


2230. — Recurso  de  nulidad;  cuándo 

es  admisible. 

2231 . — Término  para  entablarlo . 

2232. — Aplicación  de  los  procedi- 

mientos civiles  á los  nego- 
cios administrativos. 


■ 2224.— Tres  son  los  recursos  que  proceden  contra  las  senten- 
cias definitivas  de  las  Comisiones  provinciales,  el  de  interpreta- 
ción, el  de  apelación  y el  de  nulidad. 

Hay  lugar  al  de  interpretación  ante  la  misma  Comisión  ciian- 


(1)  Reglamento  cit.,  arte.  54-62. 
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do  la  parte  dispositiva  de  la  sentencia  es  contradictoria,  ambigua 
n oscura  en  sus  cláusulas,  y debe  interponerse  dentro  de  cinco 
dias  contados  desde  la  notificación  de  la  sentencia. 

2225. — Este  recurso  no  suspende  la  ejecución  de  la  sentencia 
que  lo  motiva,  á no  ser  que  la  Comisión  mande  sobreseer  en  el 
todo  ó en  parte  hasta  la  debida  aclaración. 

Si  la  Comisión,  oidas  las  partes,  juzga  procedente  la  interpre- 
tación, admite  el  recurso  y dirime  la  contradicción  ó disipa  la 
ambigüedad  ú oscuridad  de  la  sentencia  dentro  de  tercero  dia; 
pero  nunca  procede  el  recurso  de  interpretación  respecto  de  la 
sentencia  una  vez  interpretada,  ni  respecto  á la  providencia  de 
interpretación. 

2220. — Como  las  Comisiones  provinciales  son  tribunales  de 
primera  instancia  en  el  orden  contencioso-administrativo,  puede 
acudirse  en  grado  de  apelación  contra  sus  providencias  ante  el 
Consejo  de  Estado  que  decide  estos  negocios  sin  ulterior  recurso. 

2227. — Para  que  sea  admisible  la  apelación  es  preciso: 

I.  Que  el  interés  del  litigio  ó el  valor  de  la  demanda,  pudieiido 
sujetarse  á una  apreciación  material,  llegue  á 500  pesetas.  Los 
negocios  de  menor  cuantía  siempre  se  terminan  en  primera  ins- 
tancia, porque  ni  los  derechos  que  en  ellos  se  ventilan  merecen 
ponerse  bajo  una  mayor  salvaguardia,  ni  conviene  por  intereses 
mínimos  ocupar  á la  justicia  ó entorpecer  el  curso  de  la  admi- 
nistración. Sin  embargo  bien  pudiera  interponerse  el  recurso  de 
nulidad. 

II.  Que  las  providencias  apeladas  no  sean  interlociitorias,  pues 
las  nulidades  y agravios  que  con  ellas  se  causen,  se  ventilan  y 
deciden  en  el  Consejo  de  Estado  al  mismo  tiempo  que  los  re- 
cursos que  se  interpongan  contra  las  sentencias  definitivas. 

Cuando  la  administración  fuere  i a parte  apelada,  deberá  el  go- 
bernador de  la  provincia  ponerlo  en  conocimiento  del  ministro 
de  la  Gobernación  dentro  de  tercero  día  después  de  notificado  el 
auto  en  que  se  haya  admitido  ía  apelación  á la  parte  contraría, 
acompañando  copia  literal  de  este  auto  y su  sentencia.  Guando 
deje  el  gobernador  de  apelar  de  una  sentencia  que  sea  en  todo 
ó en  parte  contraria  á lo  solicitado  por  la  administración,  debe- 
rá asimismo  participarlo  á dicho  ministerio,  manifestando  las  ra- 
zones que  haya  tenido  para  proceder  de  aquel  modo  (1). 

(1)  Real  órden  de  5 de  Febrero  de  1848. 


LIBRO  V.  DE  LA  JURISDICCION  ADMINISTRATIVA.  409 

2228.  — La  apelación  debe  interponerse  necesariamente  dentro 
de  diez  dias  contados  desde  la  noüflcacion  de  la  sentencia,  y la 
parte  que  no  apele  puede  adherirse  á la  apelación  hasta  el  dia  de 
la  vista  inclusive. 

2229. — El  recurso  de  apelación  no  suspende  la  ejecución  de  la 
sentencia,  salvo  si  en  ésta  se  hubiese  mandado  lo  contraiio. 

Admitida  la  apelación,  la  Comisión  provincial  remite  siempre 
los  áutos  originales  al  Consejo  de  Estado,  quedándose  con  el  tes- 
timonio necesario  para  llevar  á efecto  la  sentencia,  si  no  hubiere 
acordado  expresamente  suspenderla. 

Guando  la  Comisión  no  admita  una  apelación,  ¡lodrá  la  parte 
interesada  acudir  en  queja  al  Consejo  de  Estado.  Interpuesto  el 
recurso,  la  Sección  de  lo  Contencioso  manda  que  la  Comisión 
provincial  informe  con  justificación,  y en  vista  de  todo  confirma 
ó revoca  la  providencia  del  inferior  (1). 

2230.  — Por  último,  procede  el  recurso  de  nulidad  en  los  casos 
siguientes : 

I.  Guando  el  asunto  no  sea  de  la  competencia  de  la  jurisdic- 
ción administrativa. 

II.  Cuando  no  haya  dictado  la  sentencia  el  número  de  vocales 
necesario. 

III.  Cuando  la  sentencia  sea  contraria  en  su  tenor  al  texto  ex- 
preso de  las  leyes,  reales  decretos  y órdenes  vigentes. 

IV.  Guando  alguna  de  las  partes  carezca  de  poder  bastante  ó 
de  capacidad  para  litigar. 

Y.  Cuando  no  se  hubiere  citado  á alguna  de  las  partes  para 
prueba  ó sentencia. 

VI.  Cuando  se  hubiere  denegado  la  prueba  necesaria  para  dic- 
tar un  fallo  justo. 

Tales  son  los  vicios  del  procedimiento  que  la  ley  considera 
sustanciales;  pero  no  basta  que  existan  para  ser  causa  de  nuli- 
dad, pues  además  se  requiere  reclamar  en  el  tiempo  y en  la  for- 
ma debida  contra  ellos,  y así  será  improcedente  dicho  recurso 
en  los  cuatro  últimos  casos,  si  el  agraviado  no  hubiese  sosteni- 
do su  derecho  por  las  vias  legales  en  la  primera  instancia. 

2231.  — Debe  interponerse  el  recurso  de  nulidad  dentrodel  mis- 
mo término  y en  igual  forma  que  el  de  apelación,  bien  entendi- 


U)  Real  decreto  do 20do  Junio  de  1858,  arta.  6 y 7. 
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do  que  en  los  negocios  de  mayor  cuantía  no  puede  intentarse  el 

primero  por  separado  del  vsegiindo. 

Al  gobernador  de  la  provincia  incumbe  introducir  cualesquie- 
ra recursos  contra  las  sentencias  gravosas  á la  administración. 

2232. — A estos  trámites  deben  sujetarse  las  Comisiones  pro- 
vinciales en  punto  á la  sustanciacion  y decisión  de  los  negocios 
de  su  competencia,  y en  los  casos  é incidentes  no  previstos  atem- 
perarse al  reglamento  del  Consejo  de  Estado  con  las  disposicio- 
nes posteriores  que  lo  suplen  ó modifican,  y á la  legislación  y 
jurisprudencia  comunes,  en  cuanto  su  aplicación  sea  compatible 
con  el  rápido  curso  de  las  cuestiones  conten cioso-adminis fcraÜ- 
vas  y con  el  espíritu  de  sus  leyes  y reglamentos  (1). 


CAPÍTULO  X. 

Uel  procedimiento  ante  el  Consejo  de  listado. 


SECCION  I. 

DISPOSICIONES  COMUNES  Á TODAS  LAS  INSTANCIAS. 


Artículo  t.^—OrganüaciO'H  del  tribunal. 


2233.  — Consejo  de  Estado  como  tri- 

bunal administrativo. 

2234. — Atribuciones  del  presi- 

dente. 

2235. — Fiscal  y abogados  fiscales. 

2236.  — Secretario. 


2237-— Oficiales. 

2238. — Sala  de  lo  Contencioso. 

2239. — Consejero  ponente. . ■ 

2240. — Abogados. 

2241.  — Ujieres. 


2233.  — La  organización  del  Consejo  de  Estado  es  siempre  la 
misma,  ora  se  presente  como  cuerpo  consultivo  del  Gobierno, 
ora  proceda  como  tribunal  decidiendo  la  materia  contenciosa. 
No  obstante,  hay  ciertas  facultades  que  sólo  en  este  último  caso 

pueden  ser  ejercidas,  por  cuya  razón  conviene  exponerlas  en  este 
lugar. 

2234.  Al  presidente  del  Consejo  de  Estado  corresponde  se- 


(1)  Reglamento  cit,,  arts.  C3-77,  y real  decreto  de  20  de  Junio  de  1858,  art.  13. 
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ñaiar  los  negocios  que  hayan  de  verse  en  pleno;  recibir  las  ex- 
cusas de  los  consejeros;  mantener  la  policía  de  los  estrados; 
llevar  en  ellos  la  palabra  de  la  que  nadie  jiodrá  usar  sin  su  per- 
misO;  y autorizar  todos  los  acuerdos  y providencias  que  se  díc^ 
ten.  También  le  pertenece  oir  las  quejas  de  los  interesados  so- 
bre lentitud  en  el  despacho  de  sus  expedientes  ú otros  abusos 
que  merezcan  particular  providencia,  dictar  las  que  estuvieren 
en  el  círculo  de  sus  atribuciones,  y promover  las  que  respectiva- 
mente correspondan  al  Consejo  y á la  Sección  de  lo  Contencioso. 

2235.  — El  fiscal  ejerce  dos  clases  de  atribuciones : 

I.  Representa  y defiende  de  palabra  y por  escrito  á la  admi- 
nistración y á las  corporaciones  que  están  bajo  su  especial  ins- 
pección y tutela,  cuando  no  litigan  con  ella  ó entre  sí  mismas. 
En  este  caso  puede  el  Gobierno  nombrar  todavía  un  consejero 
ú otro  comisionado  de  su  confianza  que  desempeñe  dicho  encar- 
go en  determinados  negocios. 

II.  Informa  siempre  que  la  Sección  de  lo  Contencioso  juzga 
conveniente  oir  al  ministerio  fiscal,  aunque  no  defienda  á ningu- 
na de  las  partes. 

Los  abogados  fiscales  auxilian  al  fiscal  en' el  despacho  de  los 
negocios,  y trabajan  á sus  (Srdenes  y bajo  su  dirección. 

2236.  — El  secretario  del  Consejo  lo  es  también  de  la  Sección 
de  lo  Contencioso,  y sus  obligaciones  son  las  declaradas  á los 
secretarios  de  las  Comisiones  provinciales.  Debe  además  llevar 
un  libro  de  registro  de  entrada  y salida  de  los  negocios : otro  de 
las  providencias  de  la  Sección  y votos  particulares : otro  de  las 
resoluciones  definitivas  del  Consejo  y los  demás  que  aquélla  ó 
éste  acordaren. 

2237.  — Los  oficiales  auxilian  al  ponente  y al  secretario,  y des- 
empeñan el  cargo  de  relator  á falta  del  primero. 

2238.  — Para  la  resolución  final  de  los  negocios  contencioso- 
administrativos,  forma  Sala  de  lo  Contencioso  la  Sección  de  este 
nombre,  á cuyos  vocales  se  agregan  dos  consejeros  de  la  Sección 
que  entiende  especialmente  en  los  asuntos  del  ministerio  á que 
correspondo  la  reclamación,  y otro  de  cada  una  de  las  demas 
Secciones. 

El  número  debe  ser  siempre  impar,  y nada  puede  acordarse 
sin  la  asistencia  de  nueve  consejeros.  Los  acuerdos  se  adoptan 
por  mayoría  absoluta  de  votos. 
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Preside  la  Sala  de  lo  Coateiicioso  ei  presidente  del  Consejo, 
si  asiste ; en  su  defecto  el  presidente  de  ia  Sección  de  lo  Conten- 
cioso, y á falta  de  éste  ei  presidente  más  antiguo  de  Sección  que 
concurra,  y en  caso  de  antigLledad  igual  el  de  mayor  edad,  en- 
trando después  los  consejeros  por  el  mismo  orden  (1). 

2239.  Para  cada  negocio  debe  nombrar  el  presidente  de  la 

Sala  un  consejero  ponente,  el  cual  hace  de  relator  ante  el  Con- 
sejo siempre  que  lo  halla  oportuno,  y ademas  cuando  lo  exige 
la  gravedad  del  asunto  á juicio  del  mismo  presidente.  También 
propone  las  providencias  que  deban  fundarse  y los  puntos  de 
hechd  y de  derecho  sobre  que  hayan  de  recaer  las  decisiones,  y 
extiende  todas  las  motivadas  y la  resolución  final. 

Si  el  ponente  se  separa  del  dictárnen  que  ha  de  someterse  á la 
Sala,  el  presidente  nombra  otro  de  sus  individuos  que  sostenga 
la  discusión. 

2240.  — El  ministerio  de  los  abogados  no  es  obligatorio,  pues 
que  la  Sección  de  lo  Contencioso  puede  permitir  á las  partes  que 
actúen  y se  defiendan  por  si  mismas  en  los  negocios  en  que  no 
se  crea  necesaria  la  intervención  de  letrados;  mas  por  regla  ge- 
neral las  partes  contrarias  á la  administración  están  represen- 
tadas y son  defendidas  en  los  asuntos  contenciosos  por  abogados 
del  Consejo,  entendiéndose  por  tales  todos  los  incorporados  al 
Colegio  de  Madrid  en  ejercicio  de  su  profesión. 

Dedúcese  de  lo  expuesto : 

I.  Que  solamente  los  abogados  arriba  dichos  están  autorizados 
para  postular  ante  el  Consejo  de  Estado. 

II.  Que  la  parte  al  designar  letrado,  no  sólo  nombra  un  defen- 
sor, sino  que  constituye  un  apoderado,  pues  una  sola  persona 
ejerce  el  ministerio  de  abogado  y el  oficio  de  procurador. 

2241.  Los  ujieres  del  Conséjo,  en  número  de  cuatro,  desem- 
peñan en  la  Sección  do  lo  Contencioso  y en  el  Consejo  de  Estado 
los  deberes  que  les  están  encomendados  á los  de  las  Comisiones 
provinciales  en  su  línea  (2). 

(1)  Ley  da  17  de  Agosto  de  1850,  arts,  19  y 21,  y real  decreto  de  Ifl  da  Octubre  del  mis- 
mo año. 

(2)  Reglamentos  de  30  de  Diciembre  de  1846,  arts.  4-31,  y 23  de  Mayo  de  1858,  arts.  53 
y siff. 
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Artículo  2,° — -Recusaciones. 

2242. — Causas  de  recusación.  2244.— Sustanciacion. 

2243.  — Cuándo  debe  ser  propuesta. 

2242.  — Piiftden  las  partes  recusar  á los  consejeros  de  Estado 
por  las  mismas  causas  que  á los  individuos  de  las  Comisiones 
provinciales. 

2243. — El  tinmpo  hábil  para  proponer  la  recusación  es  tam- 
bién el  mismo,  añadiendo  que  no  procede  después  de  haber  me  - 
jorado la  apelación  ó el  recurso  de  nulidad,  salvo  si  ocurriese  la 
condición  común  de  venir  posteriormente  ios  hechos  en  que  se 
funda  á noticia  de  la  parte;  pero  en  ning'un  caso  es  admisible^ 
si  hubiere  empezado  á verse  el  proceso  en  la  Sala  de  lo  Conten- 
cioso. 

El  litigante  que  falta  á la  verdad  suponiendo  no  haber  llegado 
á su  noticia  en  tiempo  hábil  la  causa  de  recusación,  es  corregido 
con  una  multa  que  no  puede  exceder  de  1.500  pesetas  (1). 

2244.  — La  forma  establecida  para  intentar  la  recusación  y el 
modo  de  sustanciar  este  incidente,  son  en  todo  conformes  con  la 
doctrina  expuesta  al  tratar  de  las  Comisiones  provinciales. 

SECCION  II. 

ÓRDEN  T)E  PROCEDER  EN  PRIMERA  Y UNICA  INSTANCIA. 


Artículo  1.' 

2245.  — Modo  do  entablarla,  cuan- 

do la  administración  es  de- 
mandante. 

2246. ~Cuando  es  demandada. 

2247. — Comunicación  al  Gobierno. 


-'Demanda. 

2248.  —Presentación  de  la  deman 

da. 

2249. — Requisitos  que  deben acom 

pañarla. 


2245. — La  administración  se  muestra  parte  en  los  negocios 
contencioso-administrativos  como  demandante  ó como  deman- 
dada. 


(l)  Reglaraonto  cit.,  arts.  32^31. 
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En  el  primer  caso  no  hay  propiamente  demanda,  pues  el  pro- 
cedimiento se  incoa  con  una  memoria  que  el  fiscal  presenta  al 
Consejo  en  virtud  de  orden  é instrucciones  del  respectivo  mi- 
nistro. Ei  fiscal  ejerce  entonces  el  oficio  de  abogado  del  Gobier- 
no y defiende  los  derechos  del  estado. 

2246.  — Cualquiera  que  se  sienta  agraviado  en  sus  derechos 
por  alguna  resolución  del  Gobierno  ó de  las  direcciones  genera- 
les que  cause  estado,  puede  reclamar  contra  ella  por  la  vía  con- 
tenciosa ante  el  Consejo  de  Estado.  Dícese  resolución  que  cause 
estado^  porque  es  regla  constante  que  no  há  lugar  al  recurso 
contencioso  miéntras  no  se  apuren  todos  los  trámites  del  proce- 
dimiento gubernativo. 

2247.  — Si  la  Sección  de  lo  Contencioso  estima  procedente  el 
recurso,  remite  al  ministerio  á que  corresponde  el  negocio  su 
dictámen  con  copia  autorizada  de  la  demanda.  Si  considera  que 
necesita  mayor  exámen,  y que  la  procedencia  ó improcedencia 
de  la  vía  contenciosa  debe  ser  objeto  de  discusión,  comunica  la 
demanda  al  fiscal  por  via  de  instrucción  para  la  vista  en  la  Sala 
de  lo  Contencioso  citando  á las  partes.  La  Sala,  o ida  la  discusión 
oral,  acuerda  la  consulta  y la  remite  al  Gobierno. 

La  real  orden  en  que  se  conceda  ó niegue  la  via  contenciosa, 
se  expide  por  el  ministro  competente. 

Si  el  Gobierno  no  se  conforma  con  la  consulta  afirmativa  del 
Consejo,  debe  publicar  en  la  Gaceta  su  resolución  motivada  por 
medio  de  un  real  decreto  acordado  en  Consejo  de  ministros  y 
rubricado  por  su  presidente,  dentro  de  un  mes  contado  desde  el 
dia  en  que  hubiere  recibido  aquella  consulta  que  se  inserta  en  el 
decreto.  Pasado  dicho  plazo  sin  resolver,  se  entiende  concedida 
la  autorización;  pero  el  Consejo  no  lo  declara  así  de  oficio,  sino 
á instancia  de  parte  (1). 

La  comunicación  prévia  ó el  traslado  de  la  demanda  al  minis- 
tro competente,  se  funda  en  el  principio  de  la  libertad  de  acción 
y de  responsabilidad  del  Gobierno ; y así  remite  la  cuestión  al 
Consejo  ó la  decide  sin  uUe?ñor  recurso,  esto  es,  dentro  de  los 
límites  de  la  justicia  administrativa,  pues  bien  pudiera  la  par- 
te agraviada  acudir  á las  Cortes,  último  freno  del  poder  ejecu- 
tivo. 

í ' y y do  19  do  Octubre  del  mis- 


LIBRO  V.  DE  LA  JURISDICCION  ADMINISTRATIVA.  415 

Bil  plazo  señalado  al  G-obierno  para  contestar  tiene  dos  obje- 
tos; primero,  procurar  que  la  j usticia  sea  administrada  con  pron- 
titud, y segundo,  impedir  que  un  silencio  indefinido  produz- 
ca todos  los  efectos  de  una  denegación  del  derecho  sin  conceder 
á los  particulares  los  recursos  que  proceden  en  la  via  conten- 
ciosa. 

Todo  cuanto  aquí  se  dice  de  los  individuos  es  aplicable  á las 
corporaciones  y establecimientos  públicos  por  su  carácter  de 
personas  morales.  El  trámite  preliminar  de  la  consulta  al  Gobier- 
no y el  permiso  de  éste  para  admitir  y dar  curso  á la  demanda, 
no  es  en  rigor  necesario  á la  independencia  de  la  administración 
por  la  cual  vela  el  Consejo  de  Estado.  Negar  la  via  contenciosa 
el  ministro  cuyos  actos  se  impugnan  en  nombre  de  un  derecho 
ofendido,  se  presta  fácilmente  al  abuso,  y aunque  haya  razón 
para  la  negativa,  siempre  despertará  la  sospecha  de  parcialidad. 
Ahogar  en  su  origen  toda  reclamación  ó queja  es  quitar  el  freno 
al  poder  discreccional.  La  prudencia  aconseja  ser  muy  parco  en 
el  uso  de  esta  peligrosa  facultad. 

2248.  — Las  demandas  se  entregan  en  la  secretaría  general 
del  Consejo  de  Estado  los  dias  y horas  hábiles.  El  secretario 
pone  al  pié  de  cada  demanda  la  nota  de  su  presentación  y faci- 
lita al  interesado  que  lo  pida  documento  bastante  para  acredi- 
tarlo. 

Ninguna  excusa  es  admisible,  si  el  actor  reclama  que  se  le 
guarde  su  derecho. 

La  secretaría  general  une  desde  luégo  á cada  demanda  los  an- 
tecedentes del  asunto  que  obren  en  el  Consejo,  y lo  pasa  todo  á 
la  Sección  de  lo  Contencioso. 

2249.  — Deben  las  demandas  ir  acompañadas  de  los  requisitos 
siguientes : 

I.  Que  se  presenten  en  tiempo  hábil,  es  decir,  en  el  plazo  im- 
pro rogable  de  seis  meses  contados  desde  el  dia  en  que  se  haya 
hecho  saber  á los  interesados,  en  la  forma  administrativa,  la 
providencia  que  motiva  el  recurso  (1). 

II.  Que  refieran  con  claridad  y precisión  los  hechos  que  la  mo- 
tivan y la  pretensión  que  se  deduce,  es  decir,  que  deben  conte- 
ner la  exposición  sumaria  del  asunto  litigioso,  terminando  á fijar 

(1)  Reales  decretos  de  21  de  Mayo  de  1853 , art.  3 , 20  de  Junio  de  1858 , art.  14 , y ley  de 
aofuas  de  3 de  Agosto  de  1866  , art.  257. 
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SU  petición  principal  con  las  subsidiarias,  incidentes  y recursos, 
porque  los  tribunales  no  juzgan  ultra  petita,  y así  el  Consejo  de 
Estado  no  pronuncia  sino  á solicitud  de  las  partes,  so  pena  do  in- 
currir en  un  exceso  de  poder. 

III.  Que  ántes  de  fijarse  la  pretensión  se  extienda  por  párra- 
fos numerados  un  resúmen  de  los  puntos  de  hecho  y derecho  en 
que  se  funde,  porque  como  la  justicia  administrativa  debe  llevar 
más  rápido  curso  que  la  ordinaria , y como  además  las  senten- 
cias deben  motivarse,  conviene  resolver  la  cuestión  compleja 
decidiendo  una  por  una  todas  las  cuestiones  sencillas  que  entran 
en  el  conjunto. 

IV.  Que  se  produzca  copia  simple,  íntegra  y literal  de  las  es- 
crituras y documentos  que  sirven  de  apoyo  á la  solicitud.  Las  es- 
crituras posteriores  á la  demanda , ó cuya  noticia  hubiere  llega- 
do posteriormente  al  actor,  las  debe  éste  producir  desde  luego, 
ú ofrecer  entregarlas  ó exhibirlas  cuanto  ántes,  porque  parece 
justo  usar  de  tolerancia,  cuando  las  partes  no  cumplen  con  la  ley 
por  causas  independientes  de  su  voluntad.  En  todo  caso,  cuando 
la  escritura  ó documentos  excedieren  de  veinticinco  pliegos,  se 
pone  el  original  de  manifiesto  en  la  secretaría  del  Consejo,  si  no 
tienen  matriz,  y si  la  tienen,  se  entrega  bajo  recibo  á la  parte 
contendiente. 

V.  Por  último,  toda  demanda  de  particulares  debe  ir  firmada 
por  un  ahogado  del  Colegio  de  Madrid,  previo  el  poder  bastante, 
ó por  los  mismos  interesados.  El  defensor,  tutor,  albacea,  here- 
dero ó administrador  que  comparezca  en  juicio  como  parte  en 
representación  ajena,  debe  firmar  la  demanda  y justificar  docu- 
mentalmente su  personalidad  legal , sin  cuyo  requisito  no  se  le 
puede  dar  curso,  pena  de  nulidad.  Cuando  son  varios  los  deman- 
dantes, todos  deben  firmar  separadamente  y no  bajo  un  nombre 
(‘olectivo,  para  evitar  que  alguna  de  las  partes  pueda  después 
alegar  que  no  ha  intervenido  en  el  juicio. 

Cuando  la  demanda  se  dirige  contra  particulares  ó corporacio- 
nes se  entrega  á un  ujier  para  que  haga  el  emplazamiento;  y si 
contra  la  administración,  se  emplaza  al  fiscal. 

Sobre  ninguna  demanda  puede  proveerse  sin  citación  del  de- 
mandado, salvo  las  providencias  interinas  que  se  dicten  en  los 
casos  permitidos  por  derecho,  pues  aunque  ios  juicios  adminis- 
trativos hayan  de  ser  breves  y sumarios  todo  lo  posible , no  por 
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OSO  han  de  omitirse  los  trámites  esencialeSj  es  decir,  aquellos 
que  interesan  á la  legítima  defensa  de  las  partes. 

En  ninguna  demanda  ni  escrito  se  presta  juramento  alguno  (1). 


Artículo  2.®^ — Diligeticids  de  certijicacion  y citación  en  general. 

2250.  Notificaciones  y citaciones.  2251. — Modo  de  practicar  y exten- 
der estas  diligencias. 

2250.  — Los  ujieres  ejercen  en  estos  litigios  el  oficio  del  escri- 
bano en  los  pleitos  y causas  ordinarias,  por  lo  cual  les  corres- 
ponde practicar  toda  diligencia  de  notificación  ó citación  fuera 
de  los  estrados  de  la  Sección  del  Consejo. 

2251,  — Estas  diligencias  se  extienden: 

I.  En  una  cédula  original  , para  la  parte  que  las  promueva. 

II.  En  una  ó tantas  copias  del  original  como  fueren  las  partes 
que  hayan  de  ser  notificadas. 

Deben  constar  en  el  original  y copia  de  toda  cédula: 

I.  Su  fecha,  el  nombre,  apellido,  profesión,  domicilio  ó resi- 
dencia del  actor  y del  citado  ó notificado,  y cualquiera  otra  cir- 
cunstancia que  facilite  el  conocimiento  exacto  de  ambos  y sea 
notoria. 

II.  El  lugar  en  que  se  deje  la  copia,  la  persona  á quien  se  le 
entregue  y la  firma  de  ésta. 

III.  El  nombre,  apellido  y firma  del  ujier  que  la  autorice. 

IV.  Y la  casa  que  la  parte,  á cuya  solicitud  se  haya  expedido, 
haya  elegido  para  que  se  le  hagan  las  notificaciones  y se  le  co- 
muniquen los  traslados. 

Las  notificaciones  se  hacen  leyendo  copia  de  la  cédula  á la 
persona  citada  y entregándosela  en  propia  mano;  y no  pudiendo 
practicarse  esta  diligencia  en  persona , se  lée  y deja  la  cédula  á 
uno  de  los  parientes  del  interesado,  á sus  familiares  ó domésti- 
cos , á un  vecino,  y por  último  al  promotor  fiscal  más  antiguo  de 
Madrid. 

Si  estuviese  ausente  de  la  Córte  el  sujeto  á quien  debe  hacerse 
la  notificación,  se  le  comunica  por  medio  de  despacho  al  juez  del 
pueblo  de  su  domicilio:  si  residiese  en  los  dominios  españoles  do 
Indias,  se  dirige  el  despacho  por  conducto  del  ministerio  de  Ul- 

(1)  Reglamento  cit.,  arta.  50-62,  y real  decreto  de  19  de  Octubre,  arta.  T y 8. 

TOMO  H. 
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tramar:  si  en  país  extranjero,  por  la  secretaría  de  Estado,  y si 
no  tuviese  domicilio  fijo,  ó cuando  se  ignorase  su  paradero,  se 
insería  la  cédula  en  la  Gaceta  y en  el  Boletín  Oficial  de  ia  pro- 
vincia en  donde  se  sabe  que  últimamente  residía. 

Prohíben  las  leyes : 

I.  Leer  y entregar  cédula  alguna  en  dias  feriados  sin  hahilita- 
cion  de  la  Sección  de  lo  Contencioso,  debiendo  insertarse  el  auto 
de  habilitación  en  la  cédula  original  y en  sus  copias. 

II.  Practicar  estas  diligencias  ántes  de  salir,  ni  después  de  po- 
nerse el  sol. 

III.  Autorizar  cédula  ni  diligencia  alguna  el  ujier  que  tuviere 
interés  en  ellas,  ó sus  mujeres  legítimas,  ó sus  parientes  con- 
sanguíneos ó afines  hasta  el  cuarto  grado. 

Las  formalidades  expresadas  son  de  esencia,  pues  su  omisión 
induce  vicio  de  nulidad  en.  el  procedimiento,  exceptuando  las  re- 
lativas á la  citación  en  la  persona  de  los  parientes,  criados  ó pro- 
motor fiscal , y las  comunicadas  por  exhorto  que  la  ley  no  con- 
sidera tan  sustanciales  (1) . 

Artículo  3.° — Diligencias  de  emplammiento. 

2252. — Condiciones  del  emplaza-  2253.— Emplazamiento  á personas 
miento.  morales. 

2252.  — Deben  practicarse  en  la  misma  forma  que  las  anterio- 
res é ir  acompañadas  de  los  mismos  requisitos;  pero  además  han 
de  contener,  pena  de  nulidad , los  siguientes : 

I.  El  nombre  del  Gonstyo. 

II.  El  día  de  audiencia  pública  señalado  para  que  los  litigan- 
tes comparezcan  en  persona  ó por  medio  de  abogados. 

III.  Go])ia  literal  de  la  demanda. 

IV.  Copia  ú oferta  de  entregar  ó poner  de  manifiesto  los  do- 
cumentos ó escrituras  en  que  se  funda  la  demanda.  Basta  una 
sola  copia,  aunque  los  emplazados  sean  más  de  uno,  si  lo  son  ma- 
rido y mujer  ó personas  que  tengan  un  interés  común  en  el  ne- 
gocio; y de  cualquier  modo,  ia  persona  á quien  se  entreguen,  y 
no  sabiendo,  un  testigo  á su  ruego,  firman  el  recibo. 

2253.  — Los  Ayuntamientos  de  los  pueblos  son  emplazados  en 


(1)  cit.,  avts.  63-T5. 
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la  persona  de  sus  procuradores  síndicos;  las  compañías  indus- 
triales ó corporaciones  de  otra  especie  en  la  de  sus  directores; 
el  emplazamiento  se  entiende  con  el  jefe  económico  de  cualquier 
establecimiento  público,  cuando  sea  demandado  alguno  de  esta 
clase  (!) ; y en  general  las  leyes  designan  la  autoridad  en  quien 
se  reconoce  la  personalidad  legal  ó el  derecho  de  representación 
en  juicio. . 


Artículo  ^.'^—Eivcepciones  dilatorias. 
2254.— Enumeración . 2255.— Sustan  ciacion . 


2254. — Pertenecen  á esta  clase  las  siguientes: 

I.  Falta  de  personalidad  en  el  actor  por  carecer  de  las  calida- 
des necesarias  para  pedir  en  juicio,  ó por  no  acreditar  el  carác- 
ter ó representación  con  que  reclama.  Es  una  excepción  dilato- 
ria, porque  suspende  el  procedimiento  hasta  que,  subsanado  el 
vicio,  siga  su  curso  Injusticia. 

II.  Falta  de  personalidad  en  el  abogado  defensor  por  ilegali- 
dad ó insuficiencia  del  poder,  pues  nadie,  sino  en  virtud  de  legí- 
tima representación,  puede  hacer  suya  una  causa  ajena.  Sin  esta 
circunstancia  las  decisiones  del  Consejo  serian  ilusorias,  porque 
los  actos  de  un  extraño  no  pueden  parar  perjuicio  á tercero,  si 
ántes  ó después  no  se  obliga  á consentirlos. 

ni.  Incompetencia,  sea  porque  la  decisión  del  asunto  corres- 
ponda á la  administración  pura,  sea  porque  la  cuestión  pertenezca 
al  órden  civil.  Hay  pues  incompetencia  ratione  materice,  cuando 
no  procede  la  via  contenciosa,  sino  simplemente  la  gubernativa; 
ó cuando  la  demanda  debe  intentarse  ante  los  tribunales  ordina- 
rios, y no  ante  lo>s  administrativos. 

IV.  Litispendencia,  si  hay  demanda  pendiente  sobre  el  mismo 
objeto  y relatiAm  al  mismo  fin,  ó si  una  contestación  se  halla  en- 
lazada con  cierta  cuestión  prévia  que  se  ventila  en  otro  tribunal. 

En  tal  caso  procede  el  sobreseimiento  hasta  que  la  cuestión 
prejudicial  se  resuelva  por  el  juez  competente,  pero  sin  inhibirse 
de  conocer  en  la  causa,  porque  es  privativo  del  Consejo  decidir 
el  asunto  principal. 


(1)  Reglamento  cit.,  arta.  ^6-80. 
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V.  La  cualidad  de  extranjero  en  el  actor,  pues  el  demandado 
puede  excusarse  de  contestar,  miéiitras  aquél  no  dé  fianza  de  pa- 
gar las  costas  y los  gastos  y perjuicios  que  ocasione  el  proceso, 
6 no  deposite  la  suma  equivalente.  Es  la  caución  que  en  el  de- 
recho común  llaman  judicatum  solví  ó de  estar  á lo  sentenciado. 

2255.  — Todas  las  excepciones  dilatorias  deben  ser  propuestas 
en  el  término  del  emplazamiento,  y de  ellas  se  da  traslado  al 
actor,  notificándole  la  providencia  en  la  forma  ordinaria. 

Las  excepciones  dilatorias  no  interrumpen  el  curso  ordinario 
de  la  demanda,  ínterin  no  recaiga  providencia  favorable  á alguna 
de  ellas. 

Dentro  de  seis  dias  debe  el  actor  evacuar  el  traslado  del  escrito 
en  que  se  proponga  el  artículo  de  no  contestar,  y transcurridos, 
la  Sección  provée  lo  que  sea  de  justicia  (1). 

Artículo  5.° — Discusión  escrita. 

2256.  — Contestación  á la  demanda.  2258. — Su  efecto. 

2257. — Su  forma.  2259.— Fin  de  la  discusión  escrita. 

2256.  — El  demandado  debe  contestar  dentro  de  veinte  dias 
contados  desde  el  siguiente  al  de  la  notificación,  y en  el  mismo 
escrito  en  que  se  proponga  excepción  dilatoria,  ó en  otro  sepa- 
rado, siempre  que  lo  presente  en  el  término  legal. 

Si  hay  lugar  á réj)lica  y contraréplica,  puede  concederse  para 
este  efecto  el  plazo  de  diez  dias  á cada  parte. 

2257.  — La  que  intente  apoyar  su  pretensión  en  hechos  debe  ar- 
ticularlos con  precisión,  y ia  contraria  á quien  perjudiquen,  con- 
fesarlos ó negarlos  llanamente.  El  silencio  ó las  respuestas  evasi- 
vas pueden  estimarse  confesión  de  los  hechos  á que  se  refieren. 

Estos  escritos  comprenden; 

I.  Los  fundamentos  y alegaciones  do  las  partes  de  una  manera 
sumaria  por  párrafos  numerados. 

II.  Las  pretensiones  respectivas. 

2258.  — La  contestación  robustece  la  demanda  á tal  punto,  que 

ya  no  es  árbitro  el  actor  de  variarla,  pero  sí  puede  desistir  de 
ella. 


0)  Reglamento  cit.,  a’.'ts.  86, 81  y 88,  y real  decreto  de  20  de  Junio  do  1858,  art. 
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2259.'  'Concluida  la  discusión  escrita,  los  litigantes  exhiben 
en  la  secretaría  del  Consejo  los  escritos  originales  y los  docu- 
mentos justiíicativos  de  su  intención,  todo  lo  cual  se  entrega  á 
ios  funcionarios  que  hayan  de  hacer  ol  informe  y la  relación  del 
proceso.  En  seguida  se  señala  dia  para  la  vista,  haciéndose  saber 
por  cédula  á los  interesados;  y si  la  Sección,  al  declarar  con- 
cluida la  discusión  escrita,  crée  conveniente  que  en  la  vista  se 
trate  algún  punto  que  antes  no  lo  lia^m  sido  en  el  pleito,  lo  pone 
en  conocimiento  de  las  partes  al  tiempo  de  su  citación  (1). 


Artículo  Vista  del  proceso. 

2260.—Vista  pública.  2261.— Sus  reglas. 

2260.  — Las  vistas  siempre  son  públicas.  La  audiencia  pública 
es  la  mayor  garantía  que  se  puede  ofrecer  al  derecho  de  los  par- 
ticulares, á cuyo  propósito  Mr.  Cormeniii  se  expresa  del  modo 
siguiente:  «Aunque  promovedores  en  tiempo  de  la  Restauración 
del  sistema  de  inamovilidad,  hoy  decimos  con  la  mejor  buena  fé 
que  la  garantía  de  la  defensa  oral  y de  la  publicidad  de  las  au- 
diencias nos  parece  muy  superior,  y de  consiguiente  muy  pre- 
ferible, á la  misma  inamovilidad»  (2). 

2261. — En  la  vista  informa  una  vez  el  actor  y otra  el  deman- 
dado, salvo  si  el  presidente  estimase  necesario  oir  las  réplicas. 
En  los  informes  no  puede  hacerse  mérito  de  documentos  de  los 
cuales  no  se  hubiere  entregado  copia  á las  partes,  ú ofrecídose 
entregar  ó exhibir  con  arreglo  á la  doctrina  ántes  expuesta. 

Cuando  una  de  las  partes  hubiese  demorado  con  malicia  la 
presentación  en  la  secretaría  de  los  escritos  y documentos  útiles 
á su  derecho,  el  Consejo  puede  fallar  el  pleito  en  vista  sólo  de 
los  aducidos  por  la  parte  adversa  (3). 


(1)  ReíílameDto  cit.,  arta.  89  y sig  , real  decreto  de  20  de  Junio,  art.  1,  y ley  de  17  de 
Agesto  de  IRGO,  art.  61. 

(2)  Questions  de  droit  administratif , chap.  IV- 

(3)  Reglamento  dicho,  arte,  97-100. 
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¡Artículo  7.® — Acímcion  en  releldía. 

2262. — Sustan ciacion  en  rebeldía.  cisión. 

2263. — Defensa  de  la  parte  contu-  2265.— Cuándo  aprovecha  á las 

maz.  partes  que  no  lo  intentaron. 

2264. — Efectos  del  recurso  de  res- 

2262.  — lugar  á proceder  en  rebeldía  en  los  mismos  casos 
que  ante  las  Comisiones  provinciales,  y se  acusa  en  igual  forma. 

Declarada  la  rebeldía,  el  actor  obtiene  lo  que  pide  en  cuanto 
no  fuere  injusto,  y si  la  parte  contumaz  fuere  el  actor,  el  deman- 
dado será  absuelto  de  la  demanda.  Mas  si  la  cédula  de  emplaza- 
miento hubiese  sido  nula,  no  se  declara  la  rebeldía  contra  el  de- 
mandado sin  citarle  antes  de  nuevo. 

Cuando  por  fuerza  mayor  y notoria  alguna  de  las  partes  no  pu- 
diese comparecer  en  el  término  del  emplazamiento,  el  Consejo 
suspende  la  declaración  de  rebeldía,  y puede  ordenar  que  el  liti- 
gante sea  nuevamente  emplazado.  La  equidad  exige  practicar 
esta  diligencia  para  que  ni  el  actor  ni  el  reo  sean  privados  sin 
culpa  suya  de  legítima  defensa. 

Si  la  demanda  se  funda  en  un  mismo  título,  y teniendo  un 
mismo  objeto  contra  diferentes  personas,  las  unas  incurren  en 
rebeldía  y las  otras  no,  el  Consejo,  si  no  estima  conveniente  fa- 
llar desde  luego  en  rebeldía,  puede  suspender  su  decisión  hasta 
pronunciar  la  definitiva  con  respecto  á todos  los  demandados. 

2263.  — Para  que  el  sentenciado  en  rebeldía  pueda  interponer 
el  recurso  de  rescisión,  debe  acreditar  que  no  ha  podido  tener 
noticia  de  la  demanda  ni  de  la  sentencia,  ó solicitar  la  misma 
rescisión  por  ausencia,  enfermedad  grave  ú otro  accidente  se- 
mejante. Aun  en  este  caso  no  se  admite  el  recurso,  si  no  se  de- 
duce dentro  de  los  quince  dias  posteriores  al  de  haber  cesado  el 
impedimento  ó llegado  á su  noticia  la  demanda,  la  sentencia  ó 
alguna  diligencia  de  su  ejecución,  ó si  estando  ausente  dedujese 
el  recurso  después  de  pasado  el  término  preciso  para  hacerlo  se- 
gún las  distancias.  Tampoco  es  admisible  un  año  después  de  ha- 
ber tenido  cumplido  efecto  la  sentencia  en  rebeldía,  en  ed  caso 
de  que  ésta  no  se  haya  notificado,  porque  si  los  derechos  parti- 
culares merecen  respeto,  también  hay  un  interés  de  orden  pú- 
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blico  en  que  las  decisiones  del  Consejo  de  Estado  sean  ejecu- 
torias. 

El  recurso  de  rescisión  debe  comunicarse,  pena  de  nulidad, 
por  cédula  de  emplazamiento,  en  la  cual  se  señala  para  compa- 
recer el  término  de  seis  dias  ó la  audiencia  inmediata  al  último 
de  éstos. 

2264.  — Deducido  dicho  recurso  en  la  forma  prescrita  y pla- 
zos señalados,  se  suspende  la  ejecución  de  la  sentencia  pronun- 
ciada en  rebeldía,  á ménos  que  el  Consejo  al  dictarla  no  hubiese 
ordenado  su  ejecución  sin  perjuicio  de  la  rescisión  y prévia  fian- 
za ó sin  ella,  ó si  la  parte  se  fundase  para  interponerlo  en  las 
causas  expresadas  en  otro  lugar  (1),  en  cuyo  caso  la  sentencia  es 
ejecutoria,  raiéntras  el  Consejo  no  mande  lo  contrario. 

La  rescisión  de  la  sentencia  dictada  en  rebeldía  puede  ser  to- 
tal ó parcial ; pero  de  cualquier  modo  que  se  rescinda,  la  actua- 
ción continuará  desde  el  punto  en  que  se  hallaba  ántesdel  inci- 
dente de  rebeldía. 

2265.  — Cuando  son  varios  los  demandantes  ó demandados,  se- 
gún queda  dicho,  el  recurso  de  rescisión  aprovecha  á las  partes 
condenadas  en  juicio  contradictorio : 

I.  Si  la  sentencia  descansa  en  íundamentos  comunes,  pero  des- 
conocidos á dichas  partes,  ó (íuya  prueba  haya  dependido  de  los 
contumaces. 

II.  Si  la  condena  fuere  indivisible  (2) . 

La  doctrina  expuesta  al  tratar  de  este  mismo  recurso  cuando 
procede  ante  las  Comisiones  provinciales  aquí  no  explicada,  es 
extensiva  al  caso  presente  y se  omite  por  evitar  molestas  repe- 
ticiones (3). 


Artículo  8.® — Actuaciones  de  prueba. 


2266.  — Diligencias  probatorias. 

2267.  — Quién  las  practica. 

2268.  —Posicio  nes . 

2269. — Citación  al  interrogado, 

2270.  -Interrogatorio, 

2271  .—Ministerio  llscal. 

(1)  V.  núms.  2221  y 2222. 

(2)  Iteg'lamGnto  eit..  arta.  101-121. 

{'A]  V.  núms.  2218  y 


2272. — Testigos. 

2273. — Su  presentación, 

2274. — Potestad  coercitiva  de  la 

Sección  de  lo  Contencioso. 
■227.5. — Personas  incapaces  de  dar 
testimonio. 
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2276. — Examen  de  los  testigos. 

2277. — Careo. 

2278. — Próroga  del  término  de 

prueba. 

2279. — Peritos. 

2280. — Su  recusación. 

2281. — Su  examen  ó informe. 

2282. — Inspección  ocular. 

2283. — Comprobación  de  docu- 


mentos. 

2284.  —Trámites. 

2285. — Auto  preparatorio. 

2286. — Cotejo. 

2287.  — Documentos  auténticos. 

2288. — Decisión. 

2289.  — Remisión  del  falsario  al 

juez  competente. 

2290. — Observación. 


2266.  — Como  los  hechos  pueden  ser  oscuros  ó contradichos^ 
la  Sección  de  lo  Contencioso  debe^  á petición  de  parte  ó de  oficio 
para  mejor  proveer,  mandar  que  se  reciba  el  pleito  á prueba,  por- 
que de  otro  modo  no  es  posible  fallar  en  definitiva  el  punto  liti- 
gioso. 

Los  tribunales  administrativos  deben  poseer  como  los  civiles 
toda  la  autoridad  necesaria  para  dirigir  la  instrucción  de  ios  ne- 
gocios de  su  competencia,  y poner  las  causas  en  estado  de  poder- 
se dictar  una  resolución  definitiva. 

Las  diligencias  probatorias  consisten  en  que  las  partes  ó una 
de  ellas  jure  á posiciones,  6 en  practicar  información  de  testigos, 
reconocimiento  de  peritos,  inspección  ocular,  cotejo  de  docu- 
mentos ú otra  cualquiera  á propósito  para  descubrir  la  verdad. 

2267. — En  Madrid  practica  estas  diligencias  uno  de  los  vocales 
ú oficiales  de  la  Sección,  ó bien  delega  ésta  sus  facultades  en  los 
jueces  de  partido,  y para  las  que  se  ejecutan  fuera  de  la  Córte, 
comisiona  á los  respectivos  jueces  ó alcaides. 

Las  actuaciones  relativas  á la  prueba  se  practican  en  audiencia 
pública,  salvo  aquellos  actos  que  puedan  promover  escándalo. 

2268.  — I.  Posiciones. — Cada  parte  puede  pedir  después  de 
contestada  la  demanda  y ántes  de  verse  el  pleito  en  definitiva, 
que  su  adversario  responda  á las  posiciones  concernientes  al 
punto  litigioso.  También  puede  solicitarlo  el  demandado  ántes 
de  contestar  á la  demanda,  si  las  posiciones  conducen  á cercio- 
rarse de  la  capacidad  de  su  adversario  para  comparecer  enjuicio, 
ó del  carácter  ó representación  con  que  haya  de  litigar. 

2269.  — El  que  hubiere  de  ser  interrogado  será  citado  por  cé- 
dula con  un  dia  de  intervalo  y bajo  apercibimiento  de  haberle  por 
confeso,  si  no  teniendo  justo  motivo,  dejase  de  comparecer  y 
declarar.  En  caso  de  urgencia  puede  reducirse  á horas  el  térmi- 
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no  señalado.  Si  le  asistiese  justo  motivo  para  no  comparecer,  la 
Sección  podrá  comisionar  á uno  de  sus  individuos  ú oficiales  que 
le  reciban  declaración  en  su  casa  ante  el  secretario  en  presencia 
ó en  ausencia  de  la  otra  parte  según  las  circunstancias.  Toda 
alegación  de  falso  impedimento  será  corregida  con  una  multa 
que  no  exceda  de  250  pesetas. 

2270.  — La  parte  que  no  quiera  consignar  por  escrito  sus  po- 
siciones, reservándose  manifestarlas  en  el  acto  del  interrogato- 
rio, podrá  hacerlo,  pidiendo  únicamente  que  la  contraria  sea  ci- 
tada al  efecto.  En  el  día  señalado  para  evacuar  las  posiciones,  el 
interesado  las  manifiesta  á la  Sección,  y ésta  las  manda  extender 
é interroga  sobre  ellas,  si  fuesen  pertinentes  y admisibles. 

Cada  parte  responde  por  sí  misma  de  palabra,  siéndoles  per- 
mitido hacerse  recíprocamente  las  preguntas  y observaciones 
que  juzguen  convenientes  con  permiso  y por  medio  de  quien 
presida.  Los  consejeros  conla  vénia  del  mismo,  pueden  también 
dirigirles  las  preguntas  que  estimen  oportunas. 

2271.  — No  se  piden  posiciones  al  fiscal  ó á quien  hiciere  sus 
veces  en  representación  del  estado  ; pero  sí  es  lícito  á la  parte 
contraria  á la  administración  proponer  por  escrito  las  preguntas 
(]ue  quiera  hacer.  Los  empleados  de  la  administración  á quienes 
conciernan  los  hechos,  evacúan  las  preguntas  por  via  de  infor- 
me y por  conducto  de  la  persona  que  represente  al  estado. 

2272. — II.  Testigos. — En  las  providencias  que  admiten  la  in- 
formación testifical,  deben  expresarse  los  hechos  sobre  que  ha 
de  recaer  la  prueba,  los  cuales  serán  precisos  y conducentes. 

2273.  — Tres  dias  ántes  del  señalado  para  la  información,  debe 
cada  parte  poner  de  manifiesto  en  la  secretaría  una  lista  ex- 
presiva de  los  nombres,  profesión  y domicilio  de  los  testigos 
que  presenta,  pudiendo  la  contraria  resistir  que  sea  examinado 
otro  alguno  fuera  de  los  incluidos  ó claramente  designados  en 
ella. 

I.os  testigos  que  rehúsen  presentarse  voluntariamente  á de- 
clarar, serán  citados  por  cédula  con  dos  dias  de  anticipación  al 
señalado  para  su  exámen  en  audiencia  pública,  á instancia  de  la 
parte  que  los  presente  y en  virtud  del  áuto  en  que  se  admita  la 
información,  sin  que  pueda  dejársele  copia  de  éste  ni  de  inter- 
rogatorio alguno. 

2274. — La  Sección  puede  proveer: 
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I.  Que  el  testigo  inobediente  sea  conducido  á su  presencia  por 
la  fuerza  pública. 

II.  Que  permanezca  arrestado  hasta  prestar  declaración. 

No  se  emplean  estos  medios  de  coacción: 

I.  Si  la  cédula  de  citación  es  nula. 

II.  Si  no  contiene  la  cita  de  las  disposiciones  penales  referidas. 

III.  Si  el  testigo  ha  sido  citado  con  intervalo  de  tiempo  menor 
que  el  legal. 

IV.  Si  está  legitimaxTLente  impedido  para  comparecer. 

2275.  — Son  incapaces  para  dar  testimonio  los  ascendientes, 
descendientes,  hermanos,  tios  y sobrinos  por  consanguinidad  ó 
afinidad  de  alguna  de  las  partes,  y también  su  conjunta  persona, 
aunque  haya  divorcio. 

2276.  — Los  testigos  serán  examinados  separada  y sucesiva- 
mente por  el  orden  en  que  vinieren  sentados  en  las  listas,  em- 
pezando por  los  del  actor  ó parte  que  sustente  los  hechos  contro- 
vertidos. 

2277.  — Cuando  las  declaraciones  aparecen  contradictorias, 
procede  el  careo;  y si  ofrecen  graves  indicios  de  falso  testimo- 
nio ó soborno,  la  Sección  manda  prender  acto  continuo  á los  pre- 
suntos reos,  y los  pone  á disposición  del  juez  competente,  remi- 
tiéndole el  tanto  de  cidpa. 

2278.  — Puede  prorogarse  el  término  de  prueba  á petición  de 
cualquiera  de  las  partes,  pero  no  concederse  más  de  una  próro- 
ga.  También  pueden  abreviarse  en  los  asuntos  urgentes  los  tér- 
minos ordinarios. 

Está  permitido  examinar  á los  testigos  que  se  hallen  en  peli- 
gro de  muerte  ó á punto  de  ausentarse  á país  extranjero  ó ultra- 
marino, aun  ántes  de  proponerse  la  demanda  y sin  citación  con- 
traria, si  hay  peligro  en  la  demora. 

2279.  — III.  Peritos. — Cuando  sea  menester  practicar  por  via 
de  prueba  algún  reconocimiento  facultativo,  las  partes,  dentro 
de  las  veinticuatro  horas  posteriores  á la  notificación  de  la  pro- 
videncia, nombran  de  común  acuerdo  uno  ó tres  peritos  al  efec- 
to,  y no  haciéndolo,  la  Sección  ó la  Sala  de  lo  Contencioso  res- 
pectivamente los  designan. 

2280. — Hay  lugar  á la  recusación  de  los  peritos  por  las  mis- 
mas causas  que  los  consejeros  con  citación  y audiencia  de  las 
partes,  advirtiendo  que  cuando  son  nombrados  por  las  partes 
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no  pueden  ser  recusados  por  causas  anteriores  á su  nombramien- 
to; y si  lo  fueren  de  oficio,  la  recusación  por  causas  anteriores 
ó posteriores  deberá  proponerse  dentro  de  los  tres  dias  siguien- 
tes á la  designación  de  los  expertos. 

2281. — Los  peritos  son  examinados  acto  continuo  en  audiencia 
pública,  cuando  el  reconocimiento  facultativo  sea  de  tal  natura- 
leza que  puedan  dar  su  dictamen  al  instante  ; mas  si  se  exigiere 
inspección  ocular  ó algún  otro  reconocimiento  previo,  se  apla- 
zará su  informe  para  otro  dia,  determinando  la  Sección  si  han 
de  evacuar  su  encargo  de  palabra  ó por  escrito. 

Si  el  dictámen  es  oral,  cada  uno  expresa  el  suyo  por  separado 
y á la  manera  que  los  testigos;  mas  si  se  proveyere  que  lo  den 
por  escrito,  los  peritos  lo  extenderán  después  de  haber  conferen- 
ciado entre  sí,  exponiendo  su  juicio  motivado,  y en  caso  de  dis- 
cordia el  de  cada  uno. 

Guando  la  Sección  no  se  crea  bastante  ilustrada,  mandará  que 
comparezcan  los  peritos  á dar  las  explicaciones  necesarias  para 
el  esclarecimiento  del  dictámen;  y si  la  Sección  ó la  Sala  de 
lo  Contencioso  hallaren  todavía  insuficiente  el  primer  reconoci- 
miento y dictámen  pericial,  podrán  proveer  que  se  verifique  otro 
nuevo  valiéndose  ó no  de  los  mismos  peritos. 

2282.  — ^IV.  Inspección  ocida?'. — Esta  diligencia  de  prueba  se 
practica  por  medio  de  un  individuo  de  la  Sección , ó de  un  ofi- 
cial, ó en  fin  librándose  exhorto  á los  jueces  y alcaldes  segiin 
queda  dicho  de  las  partes  y testigos,  y observando  las  formali- 
dades prescritas  para  el  reconocimiento  de  peritos  aplicables  al 
caso  presente. 

2283.  — V.  Comprobación  de  escrituras  y documentos  no  re- 
conocidos ó argüidos  de  falsos. — Procede  este  medio  de  prueba 
siempre  que  los  presentados  sean  útiles  para  la  decisión  del  ne- 
gocio y ocurre  alguno  de  los  casos  siguientes; 

I.  Si  una  de  las  partes  sostiene  que  la  escritura  es  falsa. 

II.  Si  tratándose  de  un  documento, privado,  la  parte  á quien  se 
atribuye  negare  su  letra  y firma. 

III.  Si  una  de  las  partes  no  reconociese  como  escrito  firmado 
del  puño  de  su  causante  ó de  un  tercero  el  documento  privado 
que  á uno  de  éstos  se  atribuya. 

2284.  — En  cualquiera  de  dichos  casos  la  Sección  manda  com- 
parecer en  estrados  á las  partes  en  persona,  de  cuya  compare- 
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cencía  nadie  puede  dispensarse  á no  estar  ausente  ó no  haber 
impedimento  grave,  debiendo  entonces  presentarse  por  medio 
de  apoderado  especial. 

El  dia  señalado  ia  Sección  intima  á la  parte  que  hubiere  pre- 
sentado el  documento  argüido  de  falso  si  está  en  ánimo  de  ser- 
virse de  él.  Guando  la  parte  incurra  en  rebeldía,  rehúse  contes- 
tar ó declare  que  no  trata  de  servirse  del  documento,  se  le  des- 
echa ; pero  sí  insiste  en  hacer  uso  de  él , la  Sección  manda  que 
la  contraria  declare  si  persiste  en  sostener  que  el  documento  es 
falso,  6 en  no  reconocerlo  por  suyo,  ó en  no  estimarlo  de  aquel 
á quien  se  atribuye.  Si  esta  parte  incurre  en  rebeldía,  rehúsa 
contestar  ó no  persiste  en  su  primera  declaración,  el  documento 
presentado  se  recibe  como  auténtico;  mas  si  se  ratifica,  la  Sección 
le  ordena  explicar  los  fundamentos  de  su  aserto,  y decir  qué  clase 
de  falsedad  es  la  que  supone  en  el  documento.  Entonces  se  entre- 
ga al  instante  el  documento  al  secretario  para  que  lo  custodie  re- 
conociéndolo ántcs  la  Sección , haciendo  constar  por  diligencia 
su  estado  material  y rubricándolo  las  partes  ó sus  apoderados. 

2285.  — La  Sección  manda  por  auto  preparatorio: 

I,  Que  las  partes  produzcan  los  documentos  y articulen  los  he- 
chos conducentes  á probar  la  autenticidad  ó falsedad  del  impug- 
nado. 

II.  Que  señalen  las  escrituras  ó documentos  que  pueden  servir 
para  el  cotejo. 

2286.  — En  el  dia  fijado  por  el  áuto  preparatorio,  si  los  docu- 
mentos producidos  fuesen  concluyentes  en  favor  ó en  contra  de 
la  autenticidad  del  impugnado,  la  Sección  proveerá  en  seguida 
admitiéndolo  ó desechándolo;  y en  caso  contrario,  por  un  segun- 
do áuto  preparatorio  decretará  la  comprobación  del  documento 
por  medio  del  cotejo  con  otro  ú otros  indubitados  que  señala  en 
su  providencia,  mandando  sean  traídos  al  efecto.  También  reci- 
be información  de  testigos  sobre  los  hechos  pertinentes  articula- 
dos por  las  partes. 

2287.  Se  admiten  como  auténticos  ó fehacientes  para  el  co- 
tejo : 

I.  Los  documentos  y escrituras  que  de  común  acuerdo  señalen 
las  partes. 

II.  Los  documentos  auténticos. 

III.  Los  privados  reconocidos  por  las  partes. 
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IV.  K1  impugnado  en  la  parte  que  no  haya  sido  redargüida  de 
falso. 

2288.  — En  virtud  de  lo  que  resulte  de  estos  ú otros  medios 
análogos  de  comprobación,  la  Secíüon  decide  por  sí  misma  ó pré- 
vio  dictamen  de  peritos  nombrados  de  oficio,  si  lo  halla  conve- 
niente. 

2289.  — Gomo  pudiera  acontecer  que  las  diligetudas  de  compro- 
bación suministrasen  datos  ó indicios  acercado  los  autores  ó cóm- 
plices de  la  falsedad , y éstos  viviesen  y fuese  indispensable  la 
decisión  prévia  del  proceso  criminal  para  fallar  el  pleito  civil, 
se  suspende  el  curso  de  éste  hasta  la  terminación  de  aquél.  En 
todo  caso  se  pasa  al  juez  competente  el  tanto  de  culpa  que  resul- 
te de  las  declaraciones,  porque  no  es  de  la  competencia  adminis- 
trativa conocer  de  los  delitos  y sentenciar  las  causas  del  fuero 
común  (1). 

2290. - — A decir  verdad  tampoco  debiera  el  Consejo  de  Estado 
proceder  á la  comprobación  de  los  documentos  redargüidos  de 
falsos,  sino  sobreseer  en  el  litigio  administrativo  hasta  que  el  tri- 
bunal ordinario  competente  decidiese  esta  cuestión  incidental, 
que  pertenece  al  orden  civil  miéntras  sólo  versa  sobre  la  auten- 
ticidad de  las  escrituras , porque  la  sentencia  declara  derechos 
entre  particulares  y entra  en  la  esfera  penal,  luégo  que  está  ave- 
riguada ó se  sospecha  la  existencia  de  un  delito. 

No  es  seguramente  llegado  el  caso  de  aplicar  la  regla  que  el 
juez  de  la  acción  también  sea  juez  de  la  excepción,  porque  son 
hechos  que  pertenecen  á distintas  jurisdicciones. 

Hallamos  pues  poco  ajustado  á la  buena  doctrina  el  trámite 
indicado,  y lo  juzgamos  no  muy  conforme  al  principio  de  la  mú- 
tua  independencia  de  ios  poderes  del  estado. 

Concluida  la  prueba  se  procede  á la  vista  sin  necesidad  de  nue- 
vos escritos  ni  alegatos. 


Artícülo  9.^^ — Providencias  vnierlocutorias  y resoluciones  definitivas. 

2291  .—Término  para  dictarlas.  2294.— Condicionoís  de  estas  provi- 

2292. — Número  de  vocales  necesa-  dencías. 

rio  para  su  validez.  2295,— Forma  de  su  publicación. 

2293. — Deliberación  y votación. 


tu  Uegiamento  clt.,  arta.  12"2-2t)3. 
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2291.  La  Sección  ele  lo  Contencioso  dicta  las  primeras  á los 

siete  dias  de  tener  estado  el  pleito,  y la  Sala  del  mismo  nombre 
pronuncia  su  resolución  definitiva  dentro  de  quince  contados 
desde  aquel  en  que  acaba  la  vista,  motivando  todas  las  de  esta 
última  clase  y las  interlocutorias  por  las  cuales  conceda  ó denie- 
gue reposición  de  otra. 

2292.  — Ninguna  providencia  de  la  Sección  es  válida  á no  ha- 
ber sido  dictada  por  tres  vocales,  ni  tampoco  resolución  alguna 
definitiva  á cuya  adopción  no  hubiesen  concurrido  nueve  con- 
sejeros. 

2293.  — Carecen  de  voz  y voto  en  la  Sala  de  lo  Contencioso: 

I.  El  consejero  que  no  hubiese  asistido  á la  vista  pública  del 
negocio. 

II.  El  que  habiendo  asistido,  no  esté  presente  al  tiempo  de  de- 
liberar y votar,  á no  hallarse  enfermo  ó tener  otro  impedimento 
legitimo  y no  quedar  el  número  competente  de  jueces,  en  cuyo 
caso  da  su  voto  por  escrito,  remitiéndolo  motivado  á quien  pre- 
sida. 

Estas  circunstancias  de  enfermedad  ó impedimento  no  son 
obstáculos  para  proseguir  la  vista  y determinación  del  asunto 
litigioso,  salvo  si  no  quedase  el  número  de  votantes  necesario 
según  la  ley.  En  el  caso  de  ser  insuficiente,  se  procede  á nueva 
vista  ó votación,  citando  á los  que  hubieren  faltado  á la  anterior. 

La  votación  es  un  acto  indivisible,  y así,  una  vez  empezada, 
no  puede  interrumpirse,  á no  estorbarlo  un  impedimento  inven- 
cible. 

Guando  el  pleito  estuviere  en  estado  de  ser  decidido  definiti- 
vamente en  unos  puntos  y en  otros  no,  quedará  al  arbitrio  de  la 
Sala  fallar  definitivamente  en  cuanto  á los  primeros,  ó no  fallar 
ninguno  hasta  que  pueda  sentenciar  en  todos. 

Hállase  una  causa  ó litigio  en  estado  de  definitiva,  cuando  la 
instrucción  está  completa  y todos  los  plazos  han  transcurrido. 

La  Sección  de  lo  Contencioso  somete  á la  deliberación  de  la 
Sala  los  puntos  de  hecho  y de  derecho  relativos  al  litigio  pen- 
diente, debiendo  recaer  sobre  cada  uno  de  ellos  y por  su  orden 
votación  separada. 

2294.  Toda  providencia  definitiva  ó interiocutoria  motivada 
debe  contener: 

I.  El  nombre,  apellido,  profesión,  domicilio  y cualquiera  otra 
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circmistancia  que  facilite  el  conocimiento  de  las  partes,  el  carác- 
ter con  que  litiguen  y los  nombres  de  sus  abogados  defensores, 
porque  sin  la  identidad  de  las  personas  no  puede  haber  excep- 
ción de  cosa  juzgada. 

II.  Las  pretensiones  respectivas  ó el  resumen  del  litigio. 

III.  Las  cuestiones  de  hecho  y de  derecho  que  la  Sala  hubiere 
presupuesto. 

IV.  Y lo  acordado  por  la  Sala  ó la  decisión  final. 

229o, — Hemos  observado  varias  veces  en  el  progreso  de  este 
libro,  que  el  Consejo  de  Estado  no  ejerce  una  verdadera  juris- 
dicción, y así  sólo  pronuncia  decisiones  administrativas  que  lle- 
van el  sello  de  su  autoridad  moral,  pero  nunca  tienen  por  sí 
mismas  la  fuerza  y vigor  de  una  sentencia  ejecutoria.  En  suma 
las  consultas  del  Consejo  de  Estado  en  ios  negocios  contenciosos 
de  la  administración  son  proyectos  de  sentencia  que  en  tanto 
valen  como  ley  entre  partes  y constituyen  jurisprudencia,  en 
cuanto  son  aprobados  por  el  Gobierno. 

Así  pues,  la  decisión  final  de  la  Sala  de  lo  Contencioso  se  tras- 
lada al  Gobierno  quien,  si  se  conforma  con  ella,  la  hace  suya  y 
la  publica  en  forma  de  real  decreto  refrendado  por  el  presidente 
del  Consejo  de  ministros,  el  cual  debe  insertarse  en  la  Gaceta 
dentro  de  un  mes  contado  desde  la  fecha  en  que  hubiere  recibido 
el  proyecto. 

No  conformándose  con  la  consulta,  publícala  que  estima  justa 
en  la  Gaceta  dentro  del  plazo  y en  la  forma  ántes  dicha;  pero  este 
real  decreto  debe  ser  motivado,  acordado  en  Consejo  de  minis- 
tros é ir  acompañado  del  proyecto  de  sentencia  elevado  por  la 
Sala  de  lo  Contencioso. 

Si  corrido  el  mes  el  Gobierno  no  ha  publicado  decreto  alguno, 
el  Consejo  de  Estado  manda  que  se  haga  saber  á las  partes  el 
proyecto  consultado,  y se  tiene  por  resolución  definitiva  (1). 


Artículo  10. — Reposición  de  las  providencias  interlocnlorias, 
2296.— Cuándo  y cómo  debe  interponer.se  este  recurso. 

2296.— La  parte  puede  solicitar  la  reposición  de  una  provi- 

lU  Reíí’aineiitocit.,  aits- 204-2á:í,  y real  decreto  de  n de  Agosto,  arts.  ÍJ2,  y 64. 
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dencia  interlocutoria  ante  la  Sección  ó la  Sala  de  lo  Contencioso 
dentro  de  tres  dias  contados  desde  el  de  la  notificación.  Esta  so- 
licitud se  decide  previa  cédula  de  emplazamiento  y un  solo  tras- 
lado, sin  que  contraía  providencia  confirmatoria  ó revocatoria 
proceda  nueva  reposición  (1). 


Artículo  11. — Actuaciones  y revisión  de  las  resoluciones  definitivas. 


2297. — Recurso  de  aclaración. 

2298. — Recurso  de  revisión. 

2299. — Cómo  deben  introducirse, 

2300. — Término  para  interponer- 

los. 


2301.  — Pueden  entablarlos  los 

acreedores, 

2302. — No  proceden  prescrita  la 

acción. 

2303 . — Sustanciacion. 


2297.  — Hay  lugar  al  recurso  de  aclaración  de  estas  decisiones^, 
cuando  la  parte  dispositiva  fuere  ambigua  ú oscura  en  sus  cláu- 
sulas^ y es  improcedente : 

I.  Contra  una  definitiva  sobre  la  cual  se  hubiere  ya  interpuesto 
una  vez  este  recurso. 

II.  Contra  la  definitiva  misma  de  aclaración. 

Til.  Contra  la  definitiva  que  en  el  caso  de  revisión  hubiere  re- 
caído de  nuevo  acerca  del  fondo  de  la  cuestión  ventilada. 

2298. — El  recurso  de  revisión  procede: 

I.  Si  hubiere  contrariedad  en  las  disposiciones  de  la  resolu- 
ción defini  tiva^  porque  seria,  además  de  injusta,  en  alguno  de  los 
casos  de  imposible  ejecución. 

II.  Si  hubiere  recaído  sobre  cosas  no  pedidas,  porque  el  Con- 
sejo no  puede  pronunciar  de  oficio,  sino  á solicitud  de  parte,  y 
así  es  viciosa  la  decisión  vMra  'petita. 

III.  Si  se  hubiere  omitido  proveer  sobre  alguno  de  los  capítu- 
los de  la  demanda,  porque  debe  fallar  todas  las  cuestiones  liti- 
giosas, so  pena  de  incurrir  en  la  falta  de  denegaciondejustioia. 

IV.  Si  se  hubiere  dictado  por  menor  número  de  consejeros  de 
los  que  para  su  validez  se  requieren,  porque  no  hay  decisión 
en  donde  no  puede  haber  acuerdo,  ni  acuerdo  donde  no  existe 
voluntad  colectÍAm  legalmente  expresada. 

V.  Cuando  el  Consejo  hubiere  dictado  resoluciones  contrarias 


(1)  Reg-lamento  cit.,  arta,  224,  225  y 226. 
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entre  sí  respecto  á los  mismos  litigantes  sobre  el  propio  objeto 
y en  fuerza  de  idénticos  fundamentos,  porque  no  son  ley  sola- 
mente para  las  partes,  sino  también  decisiones  de  observancia 
general  que  se  derogarían  por  la  posterior. 

VI.  Guando  se  hubiere  dictado  en  virtud  de  confesiones  y alla- 
namientos hechos  sin  poder  ó autorización  suficientes  por  los  de- 
fensores de  las  partes  en  estrados  ó por  escrito,  si  estas  confe- 
siones ó allanamientos  fueren  contradichos  por  los  interesados 
y demostrada  su  falsedad,  porque  nadie  se  obliga  por  el  acto 
ajeno  sino  en  virtud  de  mando  ó sumisión  voluntaria. 

VIL  También  procede  si  después  de  pronunciada  la  resolución 
definitiva  se  recobran  documentos  decisivos  detenidos  por  fuer- 
za mayor  ó por  obra  de  la  parte  en  cuyo  favor  se  hubiere  dic- 
tado, porque  ni  la  equidad  permite  que  nn  obstáculo  invenci- 
ble pare  perjuicio  al  litigante  en  el  primer  caso,  ni  la  justicia 
consiente  que  se  aproveche  del  fráude  ó de  la  violencia  en  el  se- 
gundo. 

VIII.  Si  hubiere  recaído  en  virtud  de  documentos  que  al  tiempo 
de  dictarse  ignoraba  una  de  las  partes  haber  sido  reconocidos  y 
declarados  falsos,  ó cuya  falsedad  se  reconociere  y declarare 
después;  pero  solamente  en  el  caso,  á nuestro  parecer,  de  que 
fueren  decisivos  y hubieren  prestado  fundamento  á la  resolución. 

IX.  Si  habiéndose  dictado  la  definitiva  en  virtud  de  prueba 
testifical  ó de  posiciones,  uno  ó muchos  testigos  ó la  parte  fueren 
condenados  como  falsarios  en  sus  declaraciones,  porque  también 
entonces  faltarian  los  fundamentos  de  la  decisión. 

X.  Si  la  definitiva  se  hubiere  ganado  por  sorpresa  ó median- 
te cualquiera  otra  maquinación  fraudulenta. 

XI.  Y por  último,  es  admisible  este  recurso  contra  las  resolu- 
ciones definitivas  dictadas  en  perjuicio  de  menores  de  edad  6 
entredichos  de  administrar  sus  bienes,  cuando  sus  tutores  ó cu- 
radores hubiesen  descuidado  presentar  los  documentos  decisi- 
vos en  su  favor,  porque  estas  personas  siempre  han  sido  justa- 
mente privilegiadas  por  la  ley. 

No  procede  el  recurso  de  revisión  por  error  material  cometi- 
do en  la  definitiva  en  cuanto  á los  nombres,  calidades  ó preten- 
siones de  las  partes,  ó por  simple  error  de  cálculo  en  su  parte 
dispositiva,  si  bien  puede  pedirse  por  escrito  la  rectificación  del 
error* 


TOMO  II. 


S8 
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2299. — 'Las  demandas  de  aclaración  y revisión  deben  intro- 
ducirse por  cédula  de  emplazamiento,  pena  de  nulidad,  y en 
tiempo  hábil  si  han  de  ser  admitidas. 

2300.  — El  término  señalado  para  interponer  el  recurso  de  acla- 
ración es  de  cinco  dias  contados  desde  la  notificación  de  la  defi 
nitiva. 

El  de  revisión  debe  entablarse  dentro  de  dos  meses  contados: 

I.  Desdo  la  notificación  de  la  definitiva  en  los  casos  I,  II,  III, 
IV  y VI. 

II.  Desde  la  notificación  de  la  última  definitiva  en  el  caso  V. 

III.  Desde  el  dia  en  que  se  hubieren  descubierto  los  documen- 
tos nuevos  ó el  fráiide,  ó desde  el  dia  del  reconocimiento  ó de- 
claración de  la  falsedad  en  los  casos  VII,  VIH,  IX  y X. 

IV.  Desde  la  notificación  de  la  definitiva  hecha  saber  después 
de  haber  cesado  la  menor  edad  ó la  interdicción  en  el  caso  XI. 

En  defecto  de  esta  notificación  so  proroga  el  término  por  todo 
el  tiempo  que  dure  la  acción  rescisoria. 

2301.  — Los  acreedores  ó sus  derecho-habientes  pueden  impug- 
nar usando  del  recurso  de  revisión  las  definitivas  que  se  hubieren 
dictado  contra  su  deudor  ó su  causante  en  fuerza  de  colisión  frau- 
dulenta ó atentado  contra  sus  derechos.  Entonces  deducen  la  de- 
manda de  revisión  á los  dos  meses  contados  desde  el  dia  en  que 
hubiesen  adquirido  noticia  judicial  de  la  definitiva,  y se  presen- 
tan como  terceros  opositores  en  el  juicio,  es  decir,  como  perso- 
nas que  no  han  sido  llamadas  ni  representadas  en  una  causa  en 
la  cual  se  ventilaron  sus  derechos  y se  decidieron  en  su  daño. 

2302.  — En  ningún  caso  puede  interponerse  el  recurso  de  re- 
visión después  de  prescrita  la  acción  ó la  resolución  ejecutoria 
que  lo  motive.  La  estabilidad  de  los  derechos  particulares  re- 
clama que  la  ley  señale  un  plazo,  cuyo  transcurso  consagre  per- 
pétuamente  la  cosa  juzgada. 

2303.  — Las  demandas  de  aclaración  y revisión  se  instruyen 
por  los  mismos  trámites  que  otra  cualquiera,  y no  suspenden  la 
ejecución  de  las  sentencias  que  las  motivan,  miéntras  el  Consejo 
no  acuerde  en  vista  de  las  circunstancias  el  sobreseimiento. 

Guando  el  Consejo  estima  procedente  la  aclaración,  admite  el 
recurso  y declara  la  duda  ú oscuridad  de  la  definitiva  sin  variar 
en  el  fondo  sus  disposiciones.  Si  el  recurso  admitido  es  el  de  re- 
visión, rescinde  en  todo  6 en  parte  la  sentencia  impugnada,  se- 
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gun  que  los  fundamentos  de  aquél  se  refieren  á la  totalidad  <5  tan 
sólo  á alguno  de  los  capítulos  de  ella;  y si  dicho  recurso  proce- 
de por  contrariedad  de  dos  definitivas,  el  Consejo  rescinde  la  úl- 
tima en  fecha  y manda  ejecutar  la  primera.  Nadie  puede  refor- 
mar las  providencias  del  Consejo  sino  el  Rey  en  quien  reside 
toda  justicia  administrativa. 

La  forma  de  estas  decisiones  es  la  establecida  para  todas  las 
resoluciones  finales  (1). 


SECCION  III. 

MODO  DE  PROCEDER  ANTE  EL  CONSEJO  DE  ESTADO  EN  SEGUNDA 

Y ÚLTIMA  INSTANCIA. 


Artículo  1.° — Recvirsos  de  apelación  y nulidad  contra  las  sentencias 

de  las  C omisiones  provinciales . 


2304.  — Jurisdicción  soberana  del 

Rey  en  Consejo  de  Estado. 

2305.  — Cuándo  procede  el  recurso 

de  apelación. 

2306. — Término  para  apelar  y me- 

jorar la  apelación. 


2307.  — Modo  de  interponerla. 

2308. — Sus  efectos. 

2309. — Sus  trámites. 

2310.  — Recursos  de  aclaración  y 

revisión. 

2311. — Recurso  de  nulidad. 


2304. — La  jurisdicción  del  Rey  asistido  del  Consejo  de  Estado 
es  soberana,  y por  eso  reforma,  anula  ó revoca  las  sentencias  de 
ios  tribunales  inferiores  en  el  orden  contencioso-administrativo. 
En  este  principio  se  funda  Su  competencia  para  conocer  en  gra- 
do de  apelación  de  las  sentencias  dictadas  por  las  Comisiones 
provinciales  y de  los  rec.ursos  de  nulidad  contra  las  mismas. 

2305.  — Toda  apelación  ante  el  Consejo  do  Estado  supone: 

I.  Una  resolución  definitiva  pronunciada  en  juicio  contradic- 
torio, porque  de  otra  suerte  no  habría  sido  una  decisión  admi- 
nistrativa. 

II.  Una  sentencia  pronunciada  en  el  primer  grado  de  la  juris- 
dicción, porque  no  puede  acudirse  á un  tribunal  superior  omisso 
medio. 

/ 


(l)  Reg'lamoato  cit.,  arta.  227-20 
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ni.  Una  parte  que  se  considera  agraviada;  de  suerte  que  las 
personas  no  comprendidas  en  la  sentencia  apelada,  por  más  in- 
terés que  tengan  en  el  litigio,  no  tienen  derecho  para  interponer 
este  recurso. 

2306.  — El  término  para  apelar  es  de  diez  dias  contados  desde 
la  notificación  legal  de  la  sentencia,  debiendo  el  apelante  mejo- 
rar la  apelación  dentro  de  los  dos  meses  siguientes,  si  la  alzada 
se  interpone  en  la  Península  é islas  Baleares,  y de  tres  en  Cana- 
rias, y deducir  ante  el  Consejo  de  Estado  la  demanda  de  agra- 
vios por  medio  de  uno  de  sus  abogados  con  poder  en  forma  , ó 
en  su  caso  por  el  representante  de  la  administración  y de  las 
corporaciones  que  están  bajo  su  tutela.  Transcurridos  aquellos 
plazos,  se  declara  abierta  la  apelación  y consentida  la  sentencia 
á la  primera  rebeldía  que  le  acuse  el  apelado.  Esta  declaración 
no  debe  hacerla  el  Consejo  de  oficio,  porque  no  es  asunto  de  ór- 
den  público,  sino  negocio  de  interés  privado, 

2307.  — Con  la  demanda  debe  presentar  el  apelante: 

I.  Certificación  de  haber  interpuesto  el  recurso  y haberse  no- 
tificado en  tiempo  y forma. 

II.  Certificación  sacada  con  citación  de  la  sentencia  apelada  y 
de  la  probanza  sobre  que  ésta  hubiere  recaido. 

III.  La  demanda,  contestación  y demás  escritos  de  las  partes, 
si  los  hubiere  (1). 

Si  el  apelado  no  comparece  en  el  término  concedido  al  apelan- 
te, se  sigue  la  instancia  en  rebeldía. 

2308.  — Cuando  no  se  hubiere  proveído  en  primera  instancia 
la  ejecución  interina  de  la  definitiva,  puede  la  Sección  á solici- 
tud del  apelado  acordarla  desde  el  primer  dia  en  que  se  le  diere 
cuenta  del  negocio  ; y si  se  hubiere  acordado,  puede  desde  igual 
épo(!a  prohibir  ó suspender  en  todo  ó en  parte  la  ejecución  inte- 
rina decretada  por  el  inferior,  ó mandar  que  preste  fianza  el  ape- 
lado á quien  el  inferior  no  hubiere  impuesto  la  obligación  de 
otorgarla. 

En  materia  civil  la  apelación  tiene  por  regla  general  efecto 
suspensivo,  y al  contrario  en  los  negocios  contenciosos  de  la  ad- 
ministración, en  los  cuales  tiene  de  ordinario  solamente  efecto 
devolutivo.  Nace  la  diferencia  de  que  el  curso  rápido  de  éstos 


(1)  Real  órden  de  9 da  Abril  de  1848, 
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reclama  la  ejecución  interina  de  las  sentencias  j y así,  aunijue  las 
partes  soliciten  la  suspensión  de  todo  procedimiento,  el  Consejo 
de  Estado  no  debe  acordarla  sino  cuando  median  causas  gra- 
ves y urgentes,  porque  no  son  únicamente  derechos  particula- 
res, sino  también  intereses  públicos  la  causa  que  se  ventila.  En 
suma,  la  urgencia  es  la  presunción  legal  en  materia  adminis- 
trativa, y la  no  urgencia  es  la  excepción  que  debe  ser  decla- 
rada. 

2309.  — En  la  instancia  de  apelación  se  siguen  los  trámites 
prescritos  para  las  demás  con  las  modificaciones  siguientes: 

I.  No  se  admite  en  la  instancia  de  apelación  ninguna  preten- 
sión ni  excepción  nueva,  salvo  aquellas  que  no  hubieren  podido 
proponerse  en  la  primera. 

II.  La  Sección  ó la  Sala,  para  mejor  proveer,  pueden  ordenar 
se  practiquen  de  nuevo  las  diligencias  probatorias  de  primera 
instancia  que  estimaren  viciosas  é insuficientes.  También  puede 
ordenar  otra  clase  de  actuación  ó prueba  que  no  se  hubiere  prac- 
ticado ante  el  inferior. 

III.  El  Consejo  confirma  ó revoca  en  todo  ó en  parte  la  sen- 
tencia apelada,  proveyendo  de  nuevo  sobre  los  puntos  en  que  la 
revoque. 

IV.  Si  la  apelación  no  hubiese  recaído  más  que  sobre  un  inci- 
dente, el  Consejo  provee  tan  sólo  acerca  de  él,  reservando  al  in- 
ferior. la  decisión  de  lo  principal.  Sin  embargo,  si  revocare  el  fa- 
llo del  inferior  y lo  pidiesen  todas  las  partes,  podrá  pronunciar 
acerca  del  fondo  de  la  cuestión. 

V.  El  Consejo  no  puede  fallar  sobre  ninguno  de  los  capítulos 
de  la  demanda  que  no  se  hubieren  propuesto  á la  decisión  del 
inferior,  salvo  si  se  tratare: 

I.  De  compensación  por  causa  posterior  á la  definitiva  de  pri- 
mera instancia. 

II.  De  intereses  y cualesquiera  otras  prestaciones  accesorias 
vencidas  después  de  la  definitiva. 

III.  De  daños  y perjuicios  causados  desde  su  pronunciamiento. 

2310.  — Los  recursos  de  aclaración  y revisión  contra  las  defi- 
nitivas dictadas  en  apelación  proceden  en  los  mismos  casos,  tér- 
mino y forma  que  los  deducidos  contra  las  resoluciones  finales 
de  los  negocios  contencioso-administratívos  que  principian  y 
acaban  en  el  Consejo. 
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2311. El  procedimiento  del  recurso  de  nulidad  se  ajusta  á lo 

prescrito  para  el  de  apelación. 

Cuando  este  recurso  procede  por  no  haber  dictado  la  senten- 
cia el  número  necesario  de  jueces,  ó por  ser  la  sentencia  contra- 
ria en  su  tenor  al  texto  expreso  de  las  leyes,  el  Consejo  de  Es- 
tado falla  luego  el  proceso  en  definitiva,  y lo  devuelve  para  su 
ejecución  al  inferior;  y si  procede  por  razón  de  incompetencia, 
el  Consejo  manda  se  haga  saber  á las  partes  que  acudan  á dón- 
de y cómo  vieren  convenirles. 

Y por  último,  cuando  el  recurso  se  funda  en  incapacidad  para 
litigar,  en  omisión  de  emplazamiento  ó citación  para  prueba  ó 
sentencia,  ó en  denegación  de  probanza,  el  Consejo,  si  procede, 
repone  el  proceso  al  ser  y estado  que  tenia  ántes  de  causarse  la 
nulidad,  y lo  devuelve  al  inferior  que  lo  ha  formado  para  que  lo 
continúe  y sustancie  con  arreglo  á las  leyes  (1). 


Artículo  2.^-^ Disposiciones  generales. 

2312.— -Plazos  jí' efectos  de  sutrans-  juicios. 

curso.  2314. — Conclusión. 

2313  .—Condenación  en  daños  y per- 

2312. — Los  plazos  señalados  por  dias  se  entienden  de  los  úti- 
les, no  comprendidos  el  de  la  fecha  ni  el  del  vencimiento.  Cuan- 
do el  plazo  concluye  en  domingo  ú otro  dia  de  fiesta  legal,  se 
proroga  hasta  el  siguiente. 

El  Consejo  no  puede  reducir  ni  extender  estos  plazos,  excepto 
cuando  se  halla  expresamente  autorizado  para  ello,  porque  los 
procedimientos  son  de  órden  público.  Aun  entonces  debe  usar 
de  su  prudente  arbitrio  con  parsimonia,  no  otorgando  sino  el 
tiempo  necesario  para  que  se  ejecute  el  acto,  ni  prorogándolo 
sin  justa  causa. 

El  transcurso  del  término  señalado  para  el  ejercicio  de  algún 
derecho  irroga  la  pérdida  de  este  derecho,  á no  ser  que  ocurra 
la  muerte  de  la  parte  interesada,  en  cuyo  caso  se  suspende  y no 
vuelve  á correr  contra  sus  herederos  sino  desde  el  vencimiento 
del  concedido  para  hacer  inventario  ó deliberar;  pero  sólo  si  el 


(1)  fteglamentocit.,  arta.  251-268, 
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heredero  aprovecha  todo  el  tiempo  que  la  ley  le  concede  para 
usar  de  este  beneficio.  En  otro  caso  la  suspensión  es  de  treinta 
jías  contados  desde  que  el  heredero  expresa  ó tácitamente  hu- 
biese aceptado  la  herencia,  á no  ser  que  desde  la  aceptación  fal- 
tasen ménos  de  treinta  dias  para  concluir  el  término  legal. 

El  vencimiento  del  plazo  fatal  perjudica  así  á ios  particulares 
como  á las  personas  morales  ó corporaciones. 

La  brevedad  y el  rigor  de  los  plazos  son  condiciones  del  pro- 
cedimiento administrativo. 

2313.  — Puede  ser  condenada  á satisfacer  daños  y perjuicios: 

I.  La  parte  que  solicite  señalamiento  de  término  alegando  fal- 
sos motivos. 

II.  La  que  para  asegurar  su  demanda  ó defensa  recurre  á fal- 
sas alegaciones  y negativas,  ó imputaciones  calumniosas  ó cual- 
quiera otro  medio  reprobado  ó de  mala  fe. 

III.  La  que  sin  legitimo  fundamento  deduce  recursos  de  inter- 
pretación, revisión,  nulidad  ó apelación  de  una  definitiva  que  no 
fuere  susceptible  de  ellos. 

IV.  Aquella  cuya  apelación  se  estimase  temeraria. 

V.  La  que  en  virtud  de  sentencia  ó actos  cancelados  á conse- 
cuencia de  pago  ú otro  modo  legítimo  de  extinguirse  las  obliga- 
ciones, hubiere  conseguido  que  se  proceda  contra  la  persona  ó 
bienes  de  su  adversario. 

VI.  La  que  con  desprecio  de  las  providencias  del  Consejo  in- 
frinja la  prohibición  que  se  le  haya  impuesto,  ó no  restituya  los 
bienes  que  detentare. 

Las  miütas  que  imponga  el  Consejo  no  pueden  exceder  de  2.500 
pesetas,  y la  condena  de  daños  y perjuicios  debe  comprender  la 
indemnización  completa  de  los  causados.  En  caso  de  concurren- 
cia contra  ios  bienes  de  la  parte  condenada  entre  la  multa  y la 
indemnización  de  daños,  se  satisface  ésta  con.  preferencia. 

Dichas  penas  se  imponen  con  audiencia  de  la  parte  á quien  se 
aplican,  prévio  depósito  de  la  multa,  si  consisten  en  ella  (1). 

2314.  — Tal  es  la  .índole  de  los  juicios  administrativos:  fórmulas 
sencillas,  trámites  breves,  plazos  cortos  é improrogables,  senten- 
cias motivadas,  y por  lo  común  interinamente  ejecutorias,  cons- 
tituyen su  carácter.  Ni  tanta  lentitud  como  en  los  procedimientos 
civiles,  ni  tanta  rapidez  que  puedan  quedar  indefensas  las  partes. 

(I)  Reglamento  cit.,  arla.  269  y sig.,  y real  decreto  de  20  de  Junio,  art.  4, 
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I. 

Alcaldes. 


2315.  — Del  principio  legal  que  la  administración  es  libre  y 
responsable,  se  sigue: 

Que  en  todos  los  grados  de  la  jerarquía  administrativa  debe 
acompañar  á la  potestad  reglamentaria  la  potestad  de  corrección 
y disciplina  (1). 

2316.  — Del  principio  que  los  alcaldes  son  delegados  de  la  au- 
toridad superior  y administradores  de  los  pueblos,  se  sigue: 

I.  Que  pueden  reprimir  gubernativamente  ciertas  faltas  leves 
sin  necesidad  de  acudir  á las  formas  judiciales,  y aplicar  las  cor- 
recciones señaladas  á los  infractores  de  las  leyes,  reglamentos 
de  administración  pública  y bandos  de  buen  gobierno. 

IL  Que  pueden  decretar  embargos  por  via  de  apremio  para 
hacer  efectiva  la  corrección  pecuniaria,  porque  esta  providencia 
es  un  acto  del  procedimiento  gubernativo  (2). 

III.  Que  no  son  justiciables  de  la  jurisdicción  ordinaria,  cuan- (*) 


(*)  IJBaraos  en  gracia  de  la  brevedad  las  iniciales  C,  R.  para  significar  que  la  doctrina 
del  texto  es  jurisprudencia  establecida  á consulta  dol  Consfjo  Real,  T.  C.  del  TribTt,nal 
Conte.ncioso-administrati'oo,y  C.  E.  del  Consejo  de  Estado.  Por  lo  demás  es  sabido  que  es- 
tos actos  de  la  administración  se  publican  en  forma  do  reales  decretos. 

Asimismo  conviene  advertir  que  la  jurisprudencia  administrativa  ha  variado  con  la  le- 
gislación, y que  cada  caso  debe  decidirse  conforme  á las  leyes  y reglamentos  que  regían 
cuando  ocurrieron  las  dudas ’ó  cuestiones. 

(1)  La  potestad  disciplinar  es  el  complemento  de  la  potestad  reglamentaria.  Para  que  el 
poder  de  ejecutar  las  leyes  de  interés  común  sea  eficaz,  es  forzoso  añadir  al  imperio  la  ju- 
risdicción. 

(5)  C.  R.  18  de  Febrero  do  ISoX 
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do  por  im  agravio  verdadero  ó presunto  se  reclama  contra  ellos 
la  indemnización  de  daños  y perjuicios  causados  por  sus  provi- 
dencias (1). 

IV.  Que  al  gobernador  de  la  provincia  corresponde  emendar 
de  oficio  ó a instancia  de  parte  los  abusos  cometidos  por  un  al- 
calde al  imponer  cualesquiera  multas,  ejerciendo  actos  de  ges- 
tión administrativa  (2). 

V.  Que  sólo  la  autoridad  que  entiende  en  la  cuestión,  6 la  su- 
perior por  via  de  emienda,  es  la  competente  para  graduar  la 
justicia  ó la  conveniencia  de  que  el  embargo  se  alce  ó subsista 
hasta  la  ejecución  de  la  providencia  (3). 

VI.  Que  los  jueces  del  partido  no  pueden  apercibir  ni  conde- 
nar en  costas  á los  alcaldes  cuando  proceden  gubernativamen- 
te, porque  no  son  competentes  para  conocer  de  los  asuntos  pro- 
pios de  la  administración  (4). 

VIL  Que  cuando  el  gobernador  de  la  provincia  alza  ó reduce 
las  multas  impuestas  por  los  alcaldes,  ejerciendo  actos  de  ges- 
tión administrativa,  no  procede  ninguna  oposición  de  parte  de 
la  Audiencia  del  territorio  (5). 

VIII.  Que  cuando  el  Gobierno  . aprueba  la  providencia  del  al- 
caide, ni  éste  es  justiciable  de  la  jurisdicción  ordinaria,  ni  aquél 
de  la  ordinaria  ú otra  especial,  sino  de  la  alta  jurisdicción  de  las 
Cortes  (6). 

2317. — Del  principio  que  los  alcaldes  son  administradores  de 
los  pueblos,  se  sigue: 

I.  Que  pueden  publicar  ios  bandos  y aplicar  gubernativamen- 
te las  correcciones  señaladas  en  las  leyes  y reglamentos  de  po- 
licía y en  las  ordenanzas  municipales  (7). 

II.  Que  pueden  asimismo  reprimir  las  infracciones  de  las  cos- 
tumbres legítimas  y de  los  pactos  y concordias  establecidas  en 

(1)  C,  R.  29  de  NoviemTjre  de  1848. 

(2)  C.  R.  18  de  Marzo  da  1857. 

(3)  C.  R.  18  de  Febrero  de  1857. 

(4}  C.  R.  7 de  Marzo  de  1847. 

(5)  C.  R.  25  de  Mayo  de  1846. 

(6)  C.  R.  29  de  Noviembre  de  1848.  La  aprobación  del  Gobierno  confirma  la  providencia 
del  alcalde  y produce  el  mismo  efecto  que  si  la  autoridad  inferior  hubiese  procedido  con 
mandato  expreso  de  la  superior.  Por  ella  el  Gobierno  hace  suyos  los  actos  del  alcalde  y 
asume  toda  la  responsabilidad  en  que  hubiera  podido  incurrir  abusando  de  la  potestad  de 
corrección  y disciplina.  La  cuestión  administrativa  pasa  á ser  cuestión  política,  y la  res- 
ponsabilidad del  alcalde  se  transforma  en  responsabilidad  del  ministro. 

(7)  C.  R,  22  de  Diciembre  de  1846. 
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los  pueblos  y aprobadas  por  la  autoridad  competente,  porque  tie- 
nen fuerza  de  ordenanza  municipal  (1). 

2318. — Del  principio  que  la  autoridad  municipal  es  el  custodio 
único  y leg’ítimo  enjuicio  y fuera  de  él  de  los  intereses  del  co- 
mún, se  sigue: 

Que  no  procede  ningún  recurso  ante  la  jurisdicción  ordinaria 
contra  los  actos  ejecutorios  de  los  alcaldes  en  cuanto  adminis- 
tradores de  los  pueblos  (2) . 


II. 


Aprovechamientos  comunes. 


2319.  — Del  principio  legal  que  pertenece  á la  administración 
el  arreglo  de  los  usos  y disfrutes  comunes,  se  sigue : 

Que  las  cuestiones  de  posesión  á que  dieren  lugar  se  resuelven 
por  la  via  gubernativa,  las  contenciosas  son  de  la  competencia 
de  los  tribunales  administrativos,  y las  de  propiedad  deben  re- 
servarse á la  jurisdicción  ordinaria  (3) . 

2320.  — Del  principio  que  las  facultades  de  los  Ayuntamientos 
para  ordenar  la  policía  rural  serian  incompletas  y no  llenariau 
su  objeto  si  no  comprendiesen  la  de  restituir  al  disfrute  común 
los  aprovechamientos  rurales  usurpados  por  un  particular,  se 
sigue: 

I.  Que  su  autoridad  sólo  alcanza  hasta  destruir  toda  usurpa- 
ción reciente,  y de  fácil  comproljacion,  porque  en  las  no  recien- 
tes ya  no  puede  proceder  como  encargado  de  la  policía  rural. 

II.  Que  no  alcanza  á disponer  de  un  prédio  de  que  se  halla  una 
tercera  persona  en  quieta  y pacífica  posesión  por  largo  tiempo; 
porque  no  siendo  la  usurpación  fácil  de  comprol^ar,  el  acto  de 
conservación  se  confunde  con  las  acciones  derivadas  de  la  pose- 
sión ó dominio  del  común  respectivo,  las  cuales  deben  ejercitarse 
según  la  ley  ante  los  tribunales  ordinarios  (4). 

IIL  Que  tampoco  alcanza  á verificar  el  deslinde  de  los  terrenos 
comunes,  porque  no  se  trata  de  usurpaciones  más  ó ménos  re- 


(l)  C.  R.  6 do  Junio  de  1846. 

(íí)  C.  E.  31  de  Octubre  de  1862. 

\3)  C.  R.  18  de  Agosto  de  1847. 

(4)  C.  R.  18  de  Octubre  de  i848>  C.  E.  30  de  Setiembre  da  ISSSy  l9  do  Diciembre  do  1S60. 
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ciontes  y de  fácil  comprobación,  sino  de  hechos  antiguos  y du- 
dosos que  exigen,  para  ponerlos  en  claro,  un  apeo  formal  con 
presencia  de  documentos,  iníormaciones  de  testigos  y otras  dili- 
gencias necesarias  en  un  juicio  de  propiedad  (1). 

IV.  Que  el  acto  de  conservación  supone  siempre  el  derecho 
declarado  y reconocido  á los  aprovechamientos  que  son  objeto 
del  reintegro  (2). 

V.  Que  toda  usurpación  tolerada  ó consentida  por  espacio  de 
un  año  y un  dia,  tiempo  bastante  para  ganar  la  posesión  actual 
ó momentánea  según  derecho,  no  se  reputa  reciente,  ni  se  puede 
destruir  por  medio  de  un  acto  conservatorio,  como  si  fuese  un 
despojo  manifiesto  (d). 

2321. — Del  principio  que  corresponde  á ios  tribunales  admi- 
nistrativos la  decisión  de  las  cuestiones  relativas  al  uso  de  los 
aprovechamientos  comunales  cuando  lleguen  á ser  contenciosas, 
se  sigue : 

I.  Que  conocen  de  las  cuestiones  á que  diere  motivo  el  uso  que 
un  particular  hiciere  de  su  propiedad,  en  cuanto  pueda  perjudicar 
al  aprovechamiento  común,  porque  lo  que  menoscaba  el  disfrute 
daña  el  derecho  mismo  y es  objeto  de  un  acto  de  conserva- 
ción (4). 

II.  Que  median  en  las  contiendas  entre  particulares  cuando  el 
interés  de  los  contendientes  está  enlazado  con  el  uso  de  estos 
aprovechamientos,  y el  resultado  del  litigio  no  puede  ser  otro 
que  establecer  reglas  ó aplicar  las  establecidas  para  ordenar  los 
(iisfriites  comunes  (5). 

III.  Que  cualquiera  ilegal  variación  de  un  camino  vecinal  debe 
ser  corregida  por  el  Ayuntamiento,  toda  vez  que  es  la  única 

(1)  C.  R.  y 26  de  Marzo  de  1841. — Las  facultades  que  las  leyes  conceden  á los  alcaldes 
y Ayuntamientos  para  administrar  y conservar  los  bienes  del  común  no  se  extiendan  á 
ejercer  por  si  actos  de  dominio  en  un  predio  de  que  está  en  quieta  y pacíflca  pososiou  un 
tercero  que  pasa  por  su  legitimo  dueño,  salvo  el  caso  de  ser  fácil  á la  autoridad  munici- 
pal hacer  préviamente  notorio  que  esta  posesión  c.s  la  usurpación  manifiesta  y reciente 
de  una  propieilad  comunal.  El  deslinde  do  los  terrenos  comunes  envuelve  la  declaración 
do  un  derecho  de  propiedad  ; y cuando  un  alcalde  ó Ayuntamiento  pretenden  decidir  asta 
cuestión,  procede  la  admisión  del  interdicto  posesorio  contra  sus  providencias.  Entonces 
no  hay  materia  contencioso-administrativa  que  pueda  .atribuir  el  conocimiento  del  nego- 
cio á la  administración,  ni  fundamento  á una  contienda  de  competencia,  C.  R.  7 de  Enero 
do  1857. 

(2)  C.  E.  6 de  Abril  de  1859. 

(3)  C,  E.  80  de  Enero  do  1871  y l.*^  de  Marzo  de  1872.’ 

(4)  C.  R.  30  de  Enero  de  1847. 
i5)  U.  R.  31  de  Julio  de  1850. 
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autoridad  competente  para  tomar  acuerdos  relativos  á la  convser- 
vacion  y arreglo  de  las  vías  públicas  comunales  (1). 

^ IV.  Que  las  cuestiones  relativas,  no  al  uso  de  este  derecho, 
sino  al  derecho  mismo,  son  de  la  competencia  ordinaria  (2). 

2322.  Del  principio  que  los  .aprovechamientos  comunes  son 
el  disfrute  de  los  bienes  que  los  vecinos  de  cada  pueblo  poséen 
'pro  indiviso  con  aplicación  á un  uso  colectivo,  se  sigue: 

I.  Que  las  cuestiones  de  interés  puramente  privado  ó de  par- 
ticular á particular  en  que  se  ventilan  derechos  de  propiedad  ó 
participación  en  los  aprovechamientos  comunes  y otras  seme- 
jantes, son  extrañas  á la  administración,  porque  faltan  el  interés 
común  que  las  determina  y el  acto  administrativo  que  las  pro- 
voca (3). 

n.  Que  se  reputan  equivalentes  á un  aprovechamiento  común 
los  intereses  colectivos  de  la  agricultura  y de  la  industria  repre- 
sentados por  los  propietarios  de  un  pago,  una  comunidad  de  re- 
gantes, etc.,  si  forman  una  corporación  sujeta  á la  inspección 
administrativa  (4). 

IIL  Que  la  manera  con  que  los  pueblos  disfrutan  generalmente 
los  bienes  de  propios  arrendándolos  y aplicando  las  rentas  á los 
'/■astos  vecinales,  no  permite  calificarlos  de  aprovechamientos 
comunes  (5) . 

2323.  — Del  principio  que  los  pactos  y concordias  establecidas 
entre  ios  pueblos  para  arreglar  el  aprovechamiento  de  las  aguas, 
bien  hayan  sido  aprobadas  por  la  autoridad  competente , bien  se 
hallen  sancionadas  por  la  costumbre,  constituyen  una  verdade- 
ra ordenanza  ó reglamento  ó régimen  de  riego,  se  sigue : 

Que  el  conocimiento  de  las  cuestiones  que  versan  acerca  de  la 

(1}  C,  E,  V¡  (le  Diciembre  de  l8^1. 

(2)  C,  R.  tí  de  Marzo  de  1847. 

13)  C.  R,  25  de  Octubre  de  1846 , 25  de  Afi;-osto  de  1847 , 5 do  Febrero  de  1850,  etc. 

(4)  G.  R.  25  de  Agosto  de  1847  y 5 de  Febrero  de  1850  y C.  E.  18  de  Abril  de  1860. 

No  ea  muy  conforme  con  esta  iurieprudencia  la  declaración  posterior  « que  no  puedo  ca- 
lificarse de  administrativo  el  contrato  celebrado  entre  nn  particular  y una  colectividad 
de  regantes  que  no  tiene  carácter  público.»  C.  E.  20  de  Octubre  de  1870. 

La  formación  de  una  comunidad  de  regautea  es  forzosa  en  ciertos  cases , y en  otros  vo- 
luntaria; pero  una  vez  legal  menta  constituida , forma  sus  ordenanzas  de  riego  y las  so- 
mete á la  aprobación  del  Gobierno,  con  lo  cual  adquiero  carácter  público.  Ley  de  aguas 
de  3 de  Agosto  de  1866 , arts.  279  y sig. 

Asi  pues , no  bay  verdadera  comunidad  de  regantes  sin  carácter  publico.  Acaso  por  esto 
mismo  usó  el  Consejo  de  Estado  de  la  palabra  colccttvidcidj  para  denotar  cierto  número  de 
regantes  libremente  asociado.^,  y no  asociación  legalmente  constituida. 

(5)  C.'R.  24  de  Marzo  da  1847. 
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manera  de  llevar  á cabo  el  disfrute  contenido  en  estos  pactos  y 
concordias , pertenece  á los  gobernadores  de  provincia , como 
encargados  de  velar  por  la  observancia  de  dichas  ordenanzas  y 
reglamentos  (1). 

2324.  — Del  principio  que  la  administración  no  puede  lastimar 
los  derechos  particulares  que  la  ley  protege,  se  sigue: 

Que  las  concesiones  de  aguas  otorgadas  por  los  Ayuntamien- 
tos y los  permisos  concedidos  por  los  gobernadores  de  provincia 
para  nuevos  riegos,  envuelven  por  su  naturaleza  la  cláusula  de 
sin  perjuicio  de  tercero  que  las  hace  condicionales  y revocables 
por  la  oposición  legítima  de  un  particular  (2). 

2325. — Del  principio  que  las  cuestiones  de  riegos  son  cuestio- 
nes de  hecho  que  deben  resolverse  arbitralmente  miéntras  no 
se  ventilen  derechos,  ó no  fueren  relativas  á infracciones  del 
Código  penal,  se  sigue : 

Que  su  conocimiento  y decisión  pertenecen  á los  tribunales 
administrativos  (3). 

2326.  — Del  principio  que  los  Ayuntamientos  están  autorizados 
para  disponer  las  cortas  en  los  montes  del  común,  se  sigue: 

Que  la  simple  denuncia  de  una  corta  no  autoriza  á los  jueces 
de  primera  instancia  para  abrir  una  formal  pesquisa,  porque  ésta 
exige  siempre  la  noticia  de  un  delito,  sin  cuya  condición  es  ile- 
gal (4). 

2327.  — -Del  principio  que  las  leyes  de  división  territorial  no  al- 
teran ios  derechos  de, comunidad  de  los  pueblos  en  los  prados, 
pastos,  abrevaderos  y demás  usufructos  que  han  poseído  en  co- 
mún, se  sigue: 

Que  á la  administración  toca  mantener  la  posesión  de  las 
aguas,  pastos  públicos  y otros  cualesquiera  aprovechamientos 
de  una  sierra,  ó de  la  tierra  de  ciudad  ó villa,  ó del  sesmo,  ó de 

(1)  C.  R.  5 de  Mayo  de  1852  y 3 de  Marzo  dé  1853,  y C.  E,  1.»  de  Aljril  de  1863. 

(2)  C,  R.  25  de  Octubre  de  1846  y 25  de  Ag-osto  de  184^.— Ea  consecuencia  de  esta  doctrina- 
que  los  jueces  de  primera  instancia  pueden  admitir  interdictos  posesorios  contra  dichas 
providencias,  porque  el  fallo  de  los  tribunales  no  recae  sobre  el  acto  administrativo  de  la 
concesión,  sino  sobre  la  condición  con  que  fué  otorg-ada.  El  juicio  sumarísimo  en  estos  ca- 
sos no  se  opone  al  acto  administrativo,  ni  lo  modifica,  sino  que  Conduce  á declarar  si  existe 
ó no  existe  un  derecho  anterior  á la  Concesión. 

(8)  C.  R.  31  de  Marzo  de  1852. 

(4)  C.  R.  10  de  Abril  de  l847.-^Cuando  no  hay  denuncia  de  lin  delito  dehe  SuponeHe  4ué 
la  corta  es  legal,  porque  milita  en  favor  de  toda  autoridad,  agente  ó corporación  encar- 
gada de  una  atribución  propia  y conocidá,  la  presunción  de  que  píocedo  con  aríeglo  á la 
loy,  miéntras  no  se  prvicbp  lo  contrario. 
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otro  distrito  coimm  tal  como  existe  de  antig-uo,  hasta  que  algu- 
no de  los  pueblos  haya  intentado  novedades  en  perjuicio  de  los 
demás  (1). 


m. 

Arbitrios  manlci pales. 

2328. — Del  principio  legal  que  á los  Ayuntamientos  correspon- 
de fijar  el  modo  de  recaudar  los  arbitrios  municipales  estableci- 
dos con  su  acuerdo  ó mediante  concordias  aprobadas  por  la  au- 
toridad competente,  se  sigue : 

I.  Que  las  cuestiones  relativas  á si  los  arrendatarios  se  apar- 
tan, 6 no,  de  la  antigua  costumbre  ó de  las  condiciones  estipula- 
das, porque  versan  sobre  el  modo  de  recaudación,  son  de  la  com- 
petencia administrativa  (2). 

II.  Que  las  tocantes  á la  recaudación  ó inversión,  con  la  cuen- 
ta y razón  debidas,  de  los  arbitrios  puestos  por  concordia  á car- 
go de  los  acreedores  censualistas,  pertenecen  á la  jurisdicción 
ordinaria,  porque  en  virtud  del  pacto  adquirieron  éstos  un  dere- 
cho de  posesión  prendaria  tan  inviolable  como  la  propiedad  de 
los  particulares,  y como  ella  está  bajo  la  custodia  de  la  autori- 
dad judicial  (3). 

III.  Que  míéntras  subsistan  diclios  arbitrios,  la  administración 
no  tiene  ni  puede  tener  con  respecto  á ellos  otro  carácter  que  el 
de  un  deudor  .obligado;  y cesando,,  tocaria  privativamente  á la 
administración  determinar  la  subrogación  debida  por  ser  de  su 
propia  competencia  todo  lo  que  se  refiere  al  pago  de  las  deudas 
de  los  pueblos  (4). 

Del  principio  CQnstitucional  que  á los  tribunales  corresponde 
exclusivamente  la  potestad  de  aplicar  las  leyes  en  los  juicios  ci- 
viles y criminales,  se  sigue: 

Que  la  administración  debe  dejar  expedita  la  acción  de  la  jus- 
ticia contra  los  abusos  de  las  autoridades  encargadas  de  la  im- 
posición y cobranza  de  los  arbitrios  municipales,  siempre  que  no 

p)  C.  R.  23  de  Febrero  de  1847. 

(2)  C.  R.  31  de  Julio  de  1847. 

(3)  C H.  22  de  Ag'osto  de  1848. 

(4)  Il)id. 

tomo  II « 
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se  exija  la  decisión  prévia  de  ninguna  cuestión  administra- 
tiva (1). 


IV. 

Aatorizacion  para  contratar. 

. H 

2329. — Del  principio  que  la  autorización  necesaria  á los  Ajxm- 
tamientos  para  celebrar  contratos  no  constituye  propiamente  un 
acto  de  gobierno,  sino  un  mero  acto  de  tutela  administrativa, 
se  sigue : 

I.  Que  la  autorización  prévia  y la  aprobación  del  contrato  por 
la  autoridad  superior  no  pueden  producir  competencia  á favor 
de  la  jurisdicción  administrativa. 

II.  Que  tampoco  pueden  impedir  la  cuestión  de  nulidad  nacida 
de  causas  distintas  é independientes  de  aquel  requisito,  porque 
la  cuestión  es  por  su  naturaleza  de  derecho  común  (2). 


V. 

Autorización  para  litigar. 

2330, — Del  principio  que  la  autorización  para  litigar  cuando 
es  necesaria  á los  Ayuntamientos  reviste  el  carácter  de  un  acto 
de  tutela  administrativa,  se  sigue: 

I.  Que  la  jurisdicción  ordinaria  no  conoce  válidamente  de  una 
cuestión  ordinaria  sin  la  autorización  prévia,  porque  no  le  com- 
pete el  conocimiento  en  la  forma  usada  con  los  particulares  (3). 

ÍI.  Que  si  conoce  sin  la  autorización  prévia,  procede  la  decla- 
ración de  nulidad  de  todo  lo  actuado,  porque  hay  vicios  sustan- 
ciales en  el  procedimiento  (4). 

tu.  Que  no  se  necesita  autorización  para  litigar  ante  los  tri- 
bunales administrativos,  ya  porque  la  declaración  de  que  proce-- 
de  la  via  contenciosa,  equivale  á semejante  requisito,  y ya  por- 


(1)  C.  E.  6 de  Faltrero  y 11  de  Julio  da  18^2.  ■ 

(2)  C.  R.  22  de  Sotiembre  da  ISn. 

(3)  C.  R.  80  da  Noviambre  de  1848. 

(4)  Ibid. 
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que  Jitigando  dentro  de  esta  competencia,  carece  de  objeto  el 
acto  de  tutela  administrativa  (1). 


VI. 

4utoricaeion  para  procesar. 

2331.  — Del  principio  que  la  autorización  para  procesar  á los 
empleados  públicos  se  deriva  de  la  teoría  constituGional  de  la 
delegación  de  las  facultades  propias  del  poder  ejecutivo  en  sus 
agentes  ó .encargados  de  los  diversos  ramos  de  la  administra- 
ción, cuya  delegación  implica  la  idea  de  ia  responsabilidad  que 
dichos  agentes  contraen  por  los  actos  en  que  intervienen  bajo 
tal  concepto,  se  sigue: 

I.  Que  la  garantía  de  la  autorización  sólo  procedo  cuando  el 

acto  que  motiva  el  procedimiento  contra  el  funcionario  de  la  ad- 
ministración es,  en  primer  lugar,  esencialmente  administrativo, 
y después  cuando  ha  sido  cometido  por  individuos  directamente 
dependientes  de  ,eMa  (2).  , 

II.  Que  esta  garantía  no  alcanza  á los  dependientes  ó encar- 
gados de  los  funcionarios  públicos  (3). 

III.  Ni  á las  autoridades  ó agentes  de  la  administración  cul- 
pables de  haber  distraído  el  producto  de  una  prestación  volun- 
taria ó cuestacioin  particular,  aunque  sea  con  destino  á una  obra 
ó servicio  público  (4). 

2332. — 'Del  principio  legal  que  no  se  puede  procesar  á ningu- 
na autoridad  ni  agente  administrativo  por  delitos  ó faltas  come- 
tidas en  el  ejercicio  de  sus  atribuciones  sin  la  autorización  supe- 
rior, se  sigue : 


(1)  El  Consejo  lleal  dijo:  i Considerando  que  el  alcaide...  fué  implícita  y euflcienle- 
mente  autorizado  para  litig-ar  por  el  gobernador  de  la  provincia  en  el  mero  liecho  do  ha- 
ber éste  transmitido  la  demanda  y expediente  gubernativo  al  Consejo  provincial,  invo- 
cando la  Via  contenciosa,  etc.»  IT  de  Noviembre  de  1817.  Esta  doctrina  parece  confirmar 
nuestra  opinión,  porque  el  Consejo  Real  declaró  procedento  la  demanda  ante  el  Consejo 
provincial  sin  la  autorización  que  so  necesita  para  litigar  en  un  tribunal  ordinario,  Por 
lo  demás  la  jurisprudencia  administrativa  debo  entenderse  limitada  por  la  loy  de  20  de 
Agosto  de  1870  á los  Ayuntamientos  que  intentan  deducir  alguna  demanda  d nombre  de 
pueblos  menores  de  4,000  habitantes. 

(2)  C.  E.  5 de  Marso  da  1864. 

(3)  C.  E.  20  da  Febrero  de  1863. 

(4)  C.  E.  4 de  Abril  de  18C3. 
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L Que  en  los  casos  de  malversación  de  fondos  públicos,  toca 
á la  administración  hacer  el  prévio  exámen  de  las  cuentas,  por- 
que sin  verificar  de  antemano  los  hechos  contenidos  en  la  denun- 
cia, y sin  calificar  el  abuso  por  la  autoridad  competente,  no  hay 
motivo  para  la  formación  de  causa  (1). 

IL  Que  miéntras  no  se  hiciere  esta  calificación  gubernativa  de 
los  datos  y documentos  suministrados  en  la  denuncia,  no  tiene 
estado  el  asunto  para  pasar  á la  vía  judicial  (2). 

ni.  Que  no  procede  la  autorización  administrativa  cuando  los 
alcaldes  cometen  delitos  ó faltas  con  el  carácter  de  auxiliares  y 
delegados  de  los  jueces  de  primera  instancia,  pues  entonces  son 
directa  é inmediatamente  responsables  de  sus  actos  al  superior 
jerárquico  en  el  orden  judicial  (3). 

IV.  Que  tampoco  procede  cuando  los  alcaldes,  en  los  casos  en 
que  fuere  potestativo  reprimir  una  falta  por  la  via  gubernativa 
6 en  forma  de  juicio,  proceden  contra  el  culpado  contra  las  so- 
lemnidades del  derecho  (4). 

V.  Ni  (mando  Ips  alcaldes  cometen  un  delito  fuera  del  territo- 
rio sujeto  á su  jurisdicción  (5) . 

VI.  Ni  cuando  la  autoridad  superior  implícita  ó explícitamen- 
te aprueba  la  conducta  del  inferior,  porque  entonces  hace  suyos 
los  actos  de  éste,  y resume  toda  la  responsabilidad  en  que  hu- 
biera podido  incurrir  (6). 

VIL  Ni  tampoco  cuando  consta  que  el  inferior  acordó  dar 
cuenta  de  lo  hecho  al  superior,  porijue  está  pendiente  de  resolu- 
ción (7). 

2333. — Del  principio  que  la  administración  y la  justicia  son 
dos  poderes  distintos  é independientes  en  el  ejercicio  de  sus  atri- 
buciones, se  sigue: 

I.  Que  cuando  el  superior  en  el  órden  administrativo  advierta 
algún  exceso  ó abuso  en  los  actos  de  sus  subalternos,  digno  de 
tan  severo  castigo  que  no  alcance  á reprimirlo  dentro  de  los  lí- 
mites de  su  autoridad,  debe  pasar  el  tanto  de  culpa  al  tribunal 


(1)  C.  K.  1."  de  Octubre  de  1846, 

(2)  C.  R.  30  de  Abril  de  1851. 

(3)  C.  R.  18  de  Setiembre  de  1846. 

(4)  C.  R.  30  de  Noviembre  de  1856. 

(5)  C.  E,  26  de  Febrero  da  1863. 

(6)  C.  R.  29  de  Noviembre  de  1848. 
(T)  C.  E.  15  de  Abril  de  1863, 
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competente,  absteniéndose  de  dictar  resolución  gubernativa  en 
punto  á si  la  falta  merece,  ó no,  la  formación  de  causa  (1), 

II-  Que  miéntras  exista  una  cuestión  prévia  de  orden  adminis- 
trativo, como  el  examen  de  cuentas,  el  cumplimiento  de  las  con- 
diciones de  un  contrato,  etc.,  los  actos  de  los  funcionarios  pú- 
blicos no  pueden  ser  objeto  de  un  procedimiento  judicial  (2). 

III.  Que  una  voz  concedida  por  el  gobernador  de  la  provincia 
la  autorización  para  procesar  á empleados  de  su  dependencia, 
no  há  lugar  á resolver  por  el  tribunal  ordinario  si  está  bien  ó 
mal  concedida,  porcjue  á la  autoridad  civil  toca  apreciar  su  pro- 
pia competencia  para  el  conocimiento  del  negocio,  y constando 
su  denegación  ó desistimiento,  no  se  la  puede  compeler  á que 
ejercite  su  derecho  (3). 

IV.  Que  la  facultad  exclusiva  de  los  jueces  y tribunales  para 
castigar  los  delitos,  envuelve  la  faíadtad  también  exclusiva  de 
calificar  un  hecho  de  delito,  y proceder  á lo  que  según  las  leyes 
corresponda  (4). 

V.  Que.  incoado  el  procedimiento  criminal  contra  un  alcalde, 
la  suspensión  en  el  ejercicio  de  sus  funciones  durante  el  proceso, 
puesto  que  el  gobernador  no  halla  ya  términos  hábiles  para  in- 
terponer su  veto  administrativo,  pende  del  criterio  judicial  (5). 

2334.“ — Del  principio  que  la  ley  establece,  para  que  pueda  ha- 
ber libertad  de  discusión,  que  las  sesiones  de  los  Ayuntamientos 
sean  reservadas,  se  sigue : 

Que  no  procede  la  autorización  para  procesar  á los  concejales 
por  las  palabras  que  en  ellas  pronuncien,  aunque  lleguen  á no- 
ticia de  alguna  persona  extraña  á la  corporación,  y ésta  las  crea 
ofensivas  y las  denuncie  como  injuriosas,  debiendo  ser  corregi- 
do cualquier  exceso  por  el  presidente  ó el  gobernador  en  uso  de 
su  potestad  disciplinar  (6). 


(1)  C.  R.  10  do  Mayo  de  ^84^. 

(2)  C-  E.  T y 22  de  Octubre  de  1863. 

(3)  C.  R,  12  de  Febrero  de  1857, 

(4)  C.  R.  18  de  Setiembre  de  1846. 

(5)  C.  E.  4 da  Febrero  de  1363. 

(6)  C.  E.  30  de  Setiembre  y 9 de  Octubre  de  1863.— Consultando  el  Consejo  de  E.stado  al 
Gobierno  en  materia  do  autorizaciones  para  procesar  á.  los  empleados  públicos,  emplea 
cuatro  fórmulas  distintas  según  los  casos. 

I.  Dice  lisa  y llanamente  que  debe  concederse,  si  procede  con  arreg'lo  á las  leyes, 

II.  Si  no  procede,  dice  que  debe  negarse. 

III.  Dice  que  no  debo  otorgarse,  por  aliorct,  cuando  por  no  haber  recibido  los  jueces  las 
sutQarias  informaciones  para  comprobar  la  existencia  de  un  delito,  no  puede  lefralmente 
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VIL 

Bienes  nacionales. 


2335. — Del  principio  legal  que  los  expedientes  de  subasta  y 
venta  de  bienes  nacibnales  son  puramente  gubernativos  miéntras 
que  los  compradores  no  estén  en  plena  y pacífica  posesión,  y que> 
dando  terminadas  la  subasta  y venta  (*nii  todas  sus  incidencias, 
entren  aquéllos  en  el  goce  perfecdo  de  los  derechos  de  propiedad 
y pasen  dichos  bienes  á la  clase  de  particulares,  se  sigue: 

I.  Que  las  diligencias  necesarias  para  obtener  la  posesión  de 
una  finca  procedente  de  bienes  nacionales,  son  de  la  competencia 
administrativa,  porque  no  puede  considerarse  plena  y efectiva 
hasta  que  no  les  fuere  posible  ejercer  en  toda  su  extensión  el 
dominio  absoluto. 

II.  Que  las  dudas  sobre  límites  y condiciones  de  la  posesión 
dada,  la  despojan  del  carácter  de  quieta  y pacífica,  y por  tanto 
este  incidente  de  la  subasta  debe  resolverse  por  la  autoridad  ad- 
ministrativa (1), 

III.  Que  asimismo  pertenece  á la  administración  declarar  las 
excepciones  contenidas  en  la  ley  y rectificar  las  equivocaciones 
que  hubiere  cometido  al  aplicarla,  decidiendo  las  reclamaciones 
particulares  por  la  via  gubernativa  (2). 

IV.  Que  cuando  estas  cuestiones  pasen  á ser  contenciosas,  de- 
ben ventilarse  ante  los  tribunales  administrativos  (3). 

V.  Que  llegando  la  cuestión  á tal  estado,  procede  citar  de  evic- 


procederae  contra  nadie,  sea  6 no  funcionario  del  órden  administrativo,  porque  falta  la 
base  de  todo  procedimiento  criminal.  Por  otra  parta  conviene  no  dar  una  neg'íitiva  que 
cierre  la  puerta  á nuevas  ¡gestiones,  si  el  delito  se  averigua,  hasta  descubrir  y castigar 
al  culpado. 

IV.  Por  último  declara  que  la  autorización  es  innecesaria,  ya  porque  el  delito  no  hu- 
biese sido  cometido  en  el  ejercicio  de  funciones  administrativas,  y ya  porque  aún  sien- 
do de  tal  naturaleza,  .se  halle  exceptuado  de  la  garantía  por  las  leyes.  C.  E.  22  de  Abril 
de  18G:1. 

No  olvide  el  lector  que  esta  jurisprudencia,  así  como  la  que  se  deriva  del  principio  que 
los  Ayuntamientos  celebran  sus  sesionéis  á puerta  cerrada,  s61o  es  aplicable  íi  los  casos 
anteriores  á las  leyes  que  suprimieron  la  autorización  para  procesar,  yordenarou  que  fue- 
sen públicas  las  sesiones  de  los  Ayuntamientos.  V.  núms.  166  y 517. 

(1)  G.  R.  2 de  Enero  do  1857. 

(2)  C.  R,  3')  de  Agosto  do  1846. 

(3)  C.  R.  1 de  Marzo  y 30  de  Noviembre  do  1850. 
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cion  á los  representantes  de  la  Hacienda  piiblica,  porque  les  cor- 
responde  entender  á prevención  y dictar  providencia  guberna- 
tiva en  los  casos  en  que  siendo  interesado  el  fisco,  se  ventilen 
derechos  y acciones  transmitidas  á los  compradores  de  bienes 
nacionales  (1). 

2336.  — Del  principio  legal  que  á.  la  administración  toca  co- 
nocer de  las  cuestiones  que  se  promuevan  sobre  validez  ó nuli- 
dad, inteligencia,  designación  de  persona  y cosa  y efectos  de  los 
contratos  de  ventas  de  fincas  y censos  desamortizados  y reden- 
ción de  éstos,  se  sigue; 

I.  Que  lo.s  actos  posteriores  á la  venta  hecha  por  el  estado  é 
independientes  de  la  subasta,  no  se  reputan  cuestión  inciden- 
tal (2). 

II.  Que  los  litigios  que  se  susciten  entre  dos  compradores  de 
bienes  nacionales,  son  ajenos  á la  administración,  porque  no 
mediando  ningún  interés  general,  cesa  su  competencia  (3). 

2337.  — Del  principio  que  el  (*on  trato  de  venta  de  bienes  nacio- 
nales no  se  perfecciona  hasta  que  recae  la  aprobación  de  la  Junta 
Superior  de  ventas,  se  signe : 

Que  los  Ayuntamientos  pueden  pedir  que  se  excluyan  de  la 
enajenación  los  bienes  de  aprovechamiento  común  que  se  hallan 
exceptuados,  miéntras  el  contrato  no  se  perfeccione  ó consume 
conforme  á derecho  (4). 

2338.  — Del  principio  que  la  autoridad  judicial  debo  respetar  la 
libertad  de  acción  de  la  autoridad  administrativa,  se  sigue; 

I.  Que  los  jueces  ordinarios  de  primera  instancia  no  deben  ad- 
mitir recursos  ni  demandas  relativas  á los  bienes  nacionales,  y 
á las  obligaciones,  servidumbres  ó derechos  á que  puedan  estar 
sujetos,  ántes  de  terminar  la  competencia  administrativa  (5). 

II.  Que  cuando  ocurran  dudas  sobre  límites  y condiciones  de 
la  posesión  dada,  deben  abstenerse  de  admitir  ningún  inter- 
dicto, porque  estando  la  cuestión  pendiente  de  una  decisión  ad- 
ministrativa, no  sólo  seria  mezclarse  en  negocios  extraños  á su 

(1)  C.  R.  T de  Marzo  y 30  de  Noviembre  de  1850. 

(2)  C.  E.  25  de  Noviembre  de  1863  y 26  de  Febrero  y 5 de  Marzo  de  1864. 

(3)  C.  E.  13  de  Mayo  de  1864. 

(4)  C-  E.  12  de  Noviembre  de  1863  y 28  de  Mayo  de  1864. 

(5)  C.  R.Ít  de  Noviembre  de  1847.— Sin  embargo,  cuando  se  promueven  litigios  sobre 
servidumbres  ó gravámenes  de  bienes  nacionales  para  cuya  decisión  sea  menester  ezami- 
nar  títulos  ó documentos  anteriores  á la  subasta,  la  cuestión  será  .ordinaria,  porque  no 
puc'c  resolverse  por  la  via  de  l;i  :i!terj'rctacion  de  un  acto  adudnistrátivo. 
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competencia,  sino  que  además  se  correría  el  riesgo  de  que  resul- 
taran y se  ejecutaran  á la  ve/  dos  providencias  contradictorias 
sobre  una  cuestión  que  en  el  fondo  es  la  misma  (1). 


VIIL 

Competenci  as . 

2339. — Del  principio  legal  que  las  competencias  son  de  órden 
público,  se  sigue : 

I.  Que  se  pueden  promover  y se  deben  decidir  cuando  apa- 
rezcan, cualesquiera  que  sean  el  estado  del  pleito  y los  actos  de 
aquiescencia  de  las  partes  para  prorogar  la  jurisdicción;  porque 
no  es  permitido  sustituir  la  voluntad  de  los  particulares  á la  re- 
gla común  establecida  por  la  autoridad  competente  (2). 

II.  Que  no  es  potestativo,  sino  obligatorio  provocarlas  y re- 
clamar la  inhibición  de  la  autoridad  incompetente ; porque  el  co- 
nocimiento exclusivo  de  los  negocios  propios  de  la  administra- 
ción no  es  un  privilegio  personal  renunciable  á favor  de  ter- 
cero (3). 

III.  Que  debe  hacerse  declaración  de  competencia  ó incompe- 
tencia sin  esperar  petición  de  tercera  persona , y sin  atender  á 
la  sumisión  ó no  sumisión  de  los  particulares  ; porque  los  actos 
individuales  no  obstan  á la  cuestión  de  interés  general  (4). 

IV.  Que  la  decisión  de  toda  competencia  no  obsta  ni  puede 

obstar  para  que  la  administración  ó los  particulares  que  se  crean 
interesados  entablen  ante  los  tribunales  las  acciones  que  vieren 
corresponderles  en  derecho  (5).  ■ 

2340.  — Del  principio  que  sólo  el  gobernador  de  la  provincia 
puede  suscitar  competencias , se  sigue : 

I.  Que  no  deben  revindicar  el  conocimiento  de  los  negocios 
administrativos  las  Comisiones  provinciales,  porque  la  ley  en- 
comienda la  defensa  de  su  jurisdicción  á la  administración  ac- 
tiva (6). 

(1)  C.  R.  2 de  Enero  do  1857. 

(2)  C.  R.  5 do  Julio  de  1848. 

(3)  C.  R.  22  de  Febrero  do  1848.  , 

(4)  C.  E.  8 de  Junio  de  1862  y 9 de  Diciembre  de  1863, 

(5)  C.  E.  1 de  Junio  do  1862. 

(6)  C.  R.  26  de  Mayo  de  1846,  etc. 
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II.  Ni  tampoco  los  gobernadores  de  provincia  como  presiden- 

es  e estos  tribunales,  porque  entonces  no  tendrían  más  repre- 
sentación que  la  de  los  cuerpos  mismos  que  presiden  (1). 

III.  Ni  las  Diputaciones  provinciales,  porque  el  gobernador 
de  la  provincia  vela  por  la  integridad  de  sus  atribuciones  (2) . 

IV.  Ni  los  administradores  de  fincas  del  estado,  porque  toca 
al  superior  dejar  expedito  el  ejercicio  de  sus  facultades  (3). 

V.  Ni  otros  cualesquiera  agentes  ó cuerpos  de  la  administra- 
ción, porque  si  todos  ellos  pudiesen  mover  contiendas  de  juris- 
dicción y atribuciones  á la  autoridad  judicial,  estaría  mal  seguro 
el  respeto  que  se  debe  á la  independencia  de  su  ministerio  (4). 

VI.  Ni  los  juzgados  ó tribunales  por  exceso  de  atribuciones, 
porque  no  tendría  la  administración  toda  la  libertad  que  requiere 
la  naturaleza  de  sus  funciones,  si  pudiesen  aquéllos  promovien- 
do competencias,  poner  estorbos  al  ejercicio  de  las  propias  de 
las  autoridades  administrativas  (5). 

2341. • — Del  principio  que  toda  competencia  supone  un  encuen- 
tro entre  dos  ó más  autoridades  de  distinto  orden  que  pretenden 
ó rehúsan  conocer  de  un  asunto,  se  sigue: 

I.  Que  así  como  los  gobernadores  de  provincia  deben  entablar 
la  positiva,  cuando  la  autoridad  judicial  en  cualquiera  de  sus  gra- 
dos entiende  en  un  negocio  cuyo  conocimiento  pertenece  á la 
administración,  deben  promover  la  negativa,  cuando  por  el  con- 
trario la  misma  autoridad  judicial,  resistiendo  entender  en  un 
asunto  para  el  que  es  competente,  sostiene  que  está  fuera  de  la 
órbita  de  la  justicia,  y que  corresponde  á la  autoridad  adminis- 
trativa (6). 

II.  Que  no  es  caso  de  competencia  la  reclamación  de  documen- 

(1)  C.  R.  30  de  Enero  de  1847. 

(2)  C.  R.  27  de  Octubre  do  1847  y 10  de  Diciembre  do  1850. 

(3)  C.  R.  17  de  Marzo  de  1852. 

(4)  C.  R.  26  do  Mayo  de  1846. 

(5)  C.  R.  24  de  Marzo,  26  y 27.de  Mayo  de  1847,  y 16  do  Diciembre  de  1S70.-— 151  principio 
fundamental  que  deposita  la  facultad  de  suscitar  competencias  sólo  en  manos  de  la  auto- 
ridad administrativa,  no  puede  perjudicar  á los  particulares  interesados,  porque  interpo- 
niendo ante  ella  la  oportuna  decliuatoria,  logran  el  mismo  resultado  que  hubieran  obte- 
nido por  medio  de  la  competencia;  ni  tampoco  se  debe  reputar  opuesto  al  derecho  que  por 
regla  general  compete,  así  á los  tribunales  ordinarios,  como  á las  jurisdicciones  de  todas 
clases  para  defender  la  integridad  de  su  fuero,  porque  se  baila  garantida  por  la  imparcia- 
lidad del  Monarca,  jefe  supremo  del  poder  ejecutivo,  y en  este  concepto,  jefe  también  su 
premo  y común  de  la  autoridad  judicial  y natural  regulador  de  su  competencia,  C.  U.  18 
de  Junio  de  1846, 

(6)  C.  E.  25  do  Mayo  de  1863, 
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tos  necesarios  para  hacer  prueba  en  juicio  (1),  aunque  se  refie- 
ran á un  asunto  administrativo,  porque  no  es  todavía  conocer  de 
la  causa,  y de  consiguiente  no  hay  motivo  de  controversia  (2). 

III.  Ni  que  un  agente  de  la  administración  preste  ó no,  sus 
declaraciones  en  un  asunto  del  todo  ajeno  á la  intervención  de 
aquélla,  porque  esta  controversia  no  tiene  por  objeto  atraer  al 
conocimiento  de,  la  autoridad  administrativa  el  asunto  en  que  en- 
tiende otra  de  diferen  te  linea  (3). 

IV.  Ni  tampoco  ántes  de  que  el  juez  ó tribunal  declaren  pro- 
cedente la  demanda,  porque  mientras  no  hagan  esta  declaración, 
no  concurre  la  circunstancia  de  que  dos  autoridades,  una  admi- 
nistrativa y otra  judicial,  intenten  conocer  del  mismo  asunto  (4). 

2342. — Del  principio  constitucional  que  las  autoridades  admi- 
nistrativa y judicial  son  independientes  en  el  ejercicio  de  sus 
respectivas  atribuciones,  se  sigue : 

I.  Que  toca  exclusivamente  á la  administración  resolver  las 
cuestiones  de  policía  urbana,  reservando  á los  tribunales  las  re- 
lativas á servidumbres  de  interés  privado  y las  recdamacíories  de 
indemnización  correspondiente  en  razón  de  los  derechos  perju- 
dicados, pero  dejando  siempre  á salvo  los  actos  de  la  autoridad 
administrativa  en  uso  de  sus  legítimas  atribuciones  (5). 

II.  Las  que  se  susciten  sobre  deslinde  de  cáuces  y terrenos 
adyacentes,  así  como  las  que  se  promuevan  sobre  aprovecha- 
mientos comunes,  á no  ser  que  en  ellas  sé  ventile  el  derecho 
de  propiedad,  pues  la  competencia  de  la  administración  se  limi- 
ta á mantener  el  estado  posesorio,  sin  perjuicio  de  que  el  parti- 
cular que  se  estime  agraviado  en  sus  derechos  civiles  pueda  acu- 
dir á los  tribunales  en  el  juicio  plenario  correspondiente  (6). 

III.  Las  que  se  promuevan  con  motivo  del  deslinde  de  las  ser- 
vidumbres pecuarias  y otras  de  utilidad  pública,  cuya  conserva- 
ción pertenece  á la  autoridad  administrativa,  raiéntras  no  se 
exceda  de  su  derecho  á mantener  el  estado  posesorio  de  la  ad- 
ministración (7). 

( 1 ) C.  R.  24  de  Marzo  do  IR52. 

(2)  C.  R.  2 de  Octubre  de  1850. 

(3)  C.  R.  ai  de  Marzo  y 14  de  Mayo  de  1852. 

(4)  C,  IC.  10  de  .Enero  de  lS”i. 

(.5)  C.  R.  20  de  .Junio  de  ISoS,  y C.  E.  5 de  Mayo  do  1850  y 5 de  Diciembre  do  1860, 

(6)  C.  J.Í,  lo  de  Noviembre  de  1863. 

(3)  C,  E,  15  do  Abril  de  1812. 
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IV.  Las  que  se  originen  con  ocasión  de  fijar  los  linderos  do 
los^  montes  públicos  y de  los  terrenos  que  con  ellos  confinen, 
mientras  la  administración  se  limite  á mantener  su  estado  pose-' 
sorio,  y sin  perjuicio  de  los  recursos  legales  que  procedan  ante 
el  poder  judicial  (1). 

V.  Las  relativas  á la  policía  de  montes  públicos,  su  mejora, 
repoblación  y aprovechamiento,  pero  no  así  cuando  la  adminis- 
tración se  extiende  á la  averiguación  y castigo  de  los  danos  é 
infracciones  que  hayan  sido  el -medio  de  cometer  un  delito  defi- 
nido en  el  Código  penal  (2). 

VI.  Las  tocantes  al  régimen  y policía  de  las  aguas  públicas  y 
sus  cáuces  naturales,  y de  consiguiente  la  facultad  de  suspender 
cualesquiera  obras  que  se  hicieren  en  el  cauce  ó la  márgen  de 
un  rio,  siempre  que  se  pruebe  que  amenazan  desviar  la  corrien- 
te de  su  curso  natural,  ó alterar  la  primera  distribución  de  Jas 
aguas  públicas;  pero  no  las  que  versan  sobre  aguas  que  si  bien 
en  su  origen  pudieron  tener  el  carácter  de  públicas,  lo  perdie- 
ron desde  el  momento  en  que  entraron  en  la  posesión  y domi- 
nio de  los  particulares  por  haber  sido  derivadas  de  sus  cáuces 
naturales  y hallarse  ya  distribuidas,  porque  en  virtud  de  estos 
actos  se  han  constituido  derechos  civiles,  cuya  defensa  enco- 
miendan las  leyes  á los  tribunales  de  la  jurisdicción  ordina- 
ria (3) . 

VIL  Las  declaraciones  ó rectificaciones  de  límites  de  perte- 
nencias mineras,  en  lo  cual  tiene  el  estado  un  interés  directo  é 
inmediato,  así  como  las  intrusiones  de  unas  minas  en  otras  ; pero 
no  las  reclamaciones  en  razón  de  daños  y perjuicios  ocasionados 
con  este  motivo,  que  competen  á la  jurisdicción  ordinaria  (1). 

Vni.  Las  declaraciones  relativas  á la  validez,  subsistencia  y 
efectos  de  toda  concesión  administrativa,  así  como  al  uso  ó ejer- 
cicio de  los  derechos,  que  la  misma  administración  otorga,  sin 
menoscabo  de  la  competencia  exclusiva  de  la  autoridad  judicial 

(1)  C.  E.  23  de  Mayo  y 28  de  Novíembr.e  de  18T2. 

(2)  C.  E.  15  de  Abril,  23  de  Junio,  22  y 26  de  Ag'osto,  y 15  de  Diciemore  de  lS/2. 

(3)  C.  E.  19  do  Diciembre  de  1870,  25  de  Enero  de  1871,  27  de  Enero  y 26  de  Junio  do  1872. 

(4)  C*.  E.  20  do  Abril  de  1859  y 20  de  Febrero  do  ISfílí. 

La  falta  del  permiso  del  propietario  de  una  finca  para  colocar  señales  referentes  al  .sub- 
Buelo  de  la  misma,  podrá  dar  lugar  á la  acción  de  responsabilidad  contra  el  funcionario 

que  prescindió  do  este  requisito,  pero  no  es  motivo  bastante  para  fundar  la  competencia 

de  la  autoridad  judicial.  C.  E.  28  de  Noviembre  do  18 
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para  determinar  la  existencia  del  daño  que  á los  derechos  legí- 
timos de  un  particular  haya  irrogado  la  concesión  (1). 

IX.  Las  cuestiones  previas  en  materia  penal,  cuando  de  su 
resolución  por  la  autoridad  administrativa  pende  el  fallo  que  los 
tribunales  ordinarios  ó especiales  deben  pronunciar  (2). 

X.  Y asimismo  las  de  igual  naturaleza  que  son  la  base  de  un 
procedimiento  criminal  contra  un  funcionario  público;  salvo  si 
la  autoridad  administrativa  pasó  el  tanto  de  culpa  al  juez  ó tri- 
bunal competente,  porque  este  ácto  implica  que  la  administra- 
ción. se  desprende  del  conocimiento  de  la  cuestión  prévia  ó la  da 
por  resuelta,  careciendo  ya  de  la  facultad  de  interrumpir  el  cur- 
so de  la  justicia  (3). 

XL  Mas  no  son  de  la  competencia  administrativa  las  cuestio- 
nes sobre  validez  ó nulidad  de  las  enajenaciones  de  fincas  de 
propios,  porque  el  hecho  de  no  reservar  la  ley  al  conocimiento 
de  la  administración  otros  contratos  que  los  celebrados  con  ella, 
cuando  tienen  por  objeto  un  servicio  li  obra  pública  ó la  venta 
de  bienes  nacionales,  implícitamente  declara  que  los  demás  son 
de  la  competencia  de  los  tribunales  (4). 

XIL  Ni  los  contratos  particulares,  aunque  sean  relativos  á 
servidumbres  públicas,  con  tal  que  el  fallo  que  recaiga  no  haya 
de  perjudicar  los  derechos  que  puedan  corresponder  al  común, 
miéntras  uo  fuere  citado  y vencido  enjuicio  (5). 

XIII.  Ni  ménos  las  cuestiones  en  que  se  ventilan  derechos  de 
carácter  puramente  privado  desconocidos  ó perturbados  por  los 
acuerdos  de  un  Ayuntamiento  ó de  una  Diputación  provincial, 
porque  sólo  á los  tribunales  de  la  jurisdicción  ordinaria  corres- 
ponde apreciar  la  validez  y eficacia  de  los  títulos  de  posesión  y 
propiedad  en  que  bs  particulares  se  fundan  para  oponerse  á di- 
chos acuerdos  (6). 

2343. — Del  principio  que  no  pueden  promoverse  contiendas 
de  competencia  en  negocios  terminados  por  sentencia  pasada 
en  autoridad  de  cosa  juzgada,  se  sigue: 

I.  Que  no  procede  suscitarlas  á los  jueces  de  primera  instan- 

n ' C.  E.  26  de  .luuio  de  1SV2. 

(21  C.  E.  2o  de  Enero  de  1871, 

(8)  C.  E.  18  de  Enero  da  1860. 

(4)  C.  E.  2 de  Febrero  de  1859,  4 de  Febrero  de  1868  y 20  de  Enero  do  18713. 

(5)  C.  E.  13  de  Octubre  y 5 de  Noviembre  de  1859. 

(6)  C.  E.  26  de  Junio  de  1861. 
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cía  después  de  pronunciar  sentencia,  en  grado  de  apelación,  en 
los  JUICIOS  verbales  (1). 

II.  Ni  contra  lo  convenido  en  el  acto  de  conciliación,  salvo  si 
se  interpone  demanda  de  nulidad  en  el  término  le^ai  (2). 

III.  Ni  en  los  pleitos  fenecidos  y terminado  el  juicio  por  sem 
tcncia  que  cause  ejecutoria  (3). 

IV.  Pero  sí  cefrado  el  juicio  snmarísimo  de  posesión , porque 
no  puede  llamarse  pleito  ni  contención  ordinaria  y completa, 
pues  con  el  proveído  del  juez  no  fenece  el  negocio,  ántes  queda 
siempre  á salvo  el  fondo  de  la  cuestión  (4). 

2344. — Del  principio  que  las  competencias  deben  sustanciarse 
conforme  á las  leyes , se  sigue : 

I.  Que  el  gobernador  de  la  provincia  debe  oir  á la  Comisión 
provincial  ántes  de  insistir  en  declararse  competente,  para  evitar 
competencias  infundadas  y como  medio  de  obligar  á las  autori- 
dades contendientes  á proceder  con  la  plenitud  de  conocimiento 
y madurez  que  la  brevedad  de  la  sustanciacion  permite  (5). 

II.  Que  el  requerimiento  de  inhibición  y la  persistencia  en  re- 
putar el  asunto  propio  de  sus  atribuciones  son  dos  actos  distin- 
tos que  no  deben  confundirse  en  uno  solo,  sin  dar  lugar  á que  la 
autoridad  judicial  pronuncie  su  declaración  de  incompetencia  y 
se  evite  el  conflicto  (6). 

III.  Que  el  desistimiento  expreso  del  gobernador  tiene  la  mis- 
ma fuerza  que  una  sentencia  ejecutoria,  y el  decreto  que  decide 
la  contienda  el  carácter  de  final , de  suerte  que  no  cabe  ulterior 

(1)  C.  R.  30  de  Marzo  de  1853,  y C.  E.  9 de  NoTiembre  de  1859. 

(2)  C.  R.  22  de  Abril  de  1857. 

(3)  C.  R.  23  de  Febrero  de  18  !8.— Si  después  de  consentida  y pasada  una  sentencia  en 
autoridad  de  cosa  juzg-ada,  se  suscita  un  incidente  relativo  á su  ejecución  ¿ podrá  promo- 
vorse  con  este  motivo  la  contienda  de  competencia?  El  Consejo  de  Estado  declaró  que  sí, 

« porque  si  bien  la  autoridad  administrativa  no  puede  suscitarla  en  cuosLiones  falladas  y 
•decididas  i'or  los  tribunales,  esta  prohibición  únicamente  se  entiende  en  cuanto  á lo  quo 
•se  refiere  al  fondo  del  neg-ocio,  ó sea  á lo  que  causó  ejecutoria,  pero  no  á la  parte  que  hace 
•referencia  á la  ejecución  de  la  sentencia,  mucho  más  cuando  eslá  afecta  á intereses  co- 
•muuales  ó provinciales..  C.  E.  7 de  Uiciembre  de  1859.  Más  tarde,  arrcrientido  sin  duda 
de  su  primer  movimiento,  consultó  que  debía  respetarse  la  santidad  de  la  cosa  juzgada,  y 
no  habia  lugar  á decidir  una  competencia  promovida  con  ocasión  de  un  incidente  relativo 
6 la  ejecución  de  la  sentencia.  O.,  E.  4 de  Febrero  de  1863.  La  materia  es  grave,  y hubiera^ 
mos  apetecido  un  criterio  más  seguro  en  el  Consejo  de  B.stado,  porqne  la  perplejidad  y la 
contradicción  menoscaban  su  prestigio  y engendran  dudas,  y do  las  dudas  nacen  pleitos 
oxcusados.  Por  lo  demás  optamos  por  la  segunda  decisión,  que  en  todo  caso  es  la  valedera. 

Í41  C R 18  V 19  de  Febrero  de  1857  y 6 de  Junio  de  ISoS. 

5 C.  r’.  8 de  Enero  de  1849,  l.«  dfl  Noviembre  de  1853  y 7 Abril  de  1858.  C.  E.  15  de 

Julio  y 7 de  Noviembre  de  1870,  do  Febrero,  6 y 22  de  Jumo  y 31  de  Octubre  de  1871. 

(G)  C.  R.  18  de  Abril  de  1849- 
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recurso,  ni  admite  revocación  ni  reforma,  porque  sólo  de  este 
modo  se  evitan  las  graves  complicaciones  y embarazos  que  á la 
jurisdicción  ordinaria  ocasionaría  un  procedimiento  distinto,  y 
aun  los  daños  que  fácilmente  se  causarían  á los  mismos,  intere- 
ses que  la  administración  defiende  (1). 

IV.  Que  el  gobernador,  al  requerir  al  juez  de  inhibición,  debe 
citar  el  texto  legal  en  que  se  apoya  para  reclamar  el  conocimien- 
to del  asunto  de  que  se  trata,  porque  el  juez  debe  apreciar  las  ra- 
zones en  que  la  administración  funda  su  competencia,  pues  de 
otro  modo  ni  habría  la  discusión  necesaria  para  que  las  autori- 
dades contendientes  insistiesen  ó desistiesen,  ni  tampoco,  faltan- 
do este  requisito  esencial,  estaría  bien  defendida  la  jurisdicción 
ordinaria  contra  las  invasiones  de  la  autoridad  administra- 
tiva (3). 

V.  Que  el  juez  requerido  debe  oir  al  ministerio  fiscal  y dar  tras- 
lado á cada  una  de  las  partes,  porque  de  otro  modo  ni  la  juris- 
dicción ordinaria  seria  bien  defendida,  ni  los  particulares  inte- 
resados tendrían  la  única  intervención  que  la  ley  les  concede  en 
esta  clase  de  contiendas  (3). 

VI.  Que  el  juez,  al  insistir  en  declararse  competente,  di?be  in- 
sertar el  dictámen  del  promotor  fiscal  ó acompañar  copia  auto- 
rizada, para  que  el  gobernador  pueda  estimar  las  razones  lega- 
les de  su  insistencia  (4). 

VIL  Que  cuando  se  sustancie  en  grado  de  apelación  el  artícu- 
lo de  competencia,  no  sólo  debe  oirse  por  segunda  vez  al  minis- 
terio fiscal,  sino  que  al  declararse  en  forma  competente  la  auto- 
ridad j udicial , debe  comunicar  al  gobernador  de  la  provincia  los 
dictámenes  deducidos  por  dicho  ministerio  (5). 

Vlli.  Que  la  circunstancia  de  ser  una  de  las  partes  quien 
haya  promovido  el  requerimiento,  no  dispensa  la  observan- 
cia de  estos  trámites  esenciales,  porque  no  de  otro  modo  se 
verá  cumplido  el  deseo  del  legislador  de  que  medien  en  la  con- 
troversia todos  los  interesados,  y que  el  juez,  al  dictar  su 

(1}  C.  K.  14  de  Eaero  da  1851,  9 de  Agosto  y 3 de  Dicíem'bre  de  1870,  y 16  de  Febrero 
de  1871. 

(í)  C,  íí.  10  de  Agosto  de  1870,  12  do  Febrero,  24  de  Agosto  y 31  de  Octubre  do  1871  y 26 
de  Junio  de  1872. 

(3)  C.  R.  3 do  Enero  y 12  de  Julio  de  1849,  y C.  E.  22  de  Marzo  y 16  de  Abril  de  1871,  y’6 
de  Marzo  de  1873. 

(4)  G.  U.  3 de  Enero  de  1849  y C.  E.  26  de  Octubre  de  1859. 

(5)  C.  E,  i8  de  Marzo  de  1863, 
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fall^  tome  en  cuenta  ios  alegatos  y refutaciones  respectivas  (1). 

Que  debe  siempre  ser  motivado  el  auto  por  el  cual  se  de- 
clara el  juez  competente  ó incompetente,  no  sólo  porque  es  un 
requisito  esencial  del  procedimiento,  sino  también  como  garan-  ' 

tía  de  la  mutua  independencia  de  la  administración  y la  justi- 
cia (2). 

2345.  Del  principio  que  los  vicios  sustanciales  del  procedi- 
miento son  causa  de  nulidad,  se  sigue: 

Que  por  la  omisión  de  estos  ú otros  requisitos  semejantes  la 
competencia  será  mal  formada^  y procederá  la  declaración  de 
no  haber  lugar  á decidirla. 


IX. 

Contratos  administrativos. 

2346.  — Del  principio  legal  que  á la  administración  pertenece 
proveer  á los  diferentes  servicios  públicos,  y que  celebrar  con- 
tratos y remates  con  un  tercero  para  que  ejecute  estos  servicios 
es  un  medio  indirecto  de  administrar,  se  sigue: 

I.  Que  tiene  derecho  á procurar  por  la  via  gubernativa  la  eje- 
cución y cumplimiento  de  las  obligaciones  contraidas  por  los  em- 
presarios de  servicios  y obras  públicas. 

II.  Que  cuando  estas  cuestiones  se  hicieren  contenciosas,  á los 
tribunales  administrativos  corresponde  decidir  sobre  el  cumpli- 
miento, inteligencia,  rescisión  y efectos  de  dichos  contratos. 

2347. — Del  principio  que  la  jurisdicción  administrativa  alcan- 
za tan  sólo  á los  casos  expresamente  determinados  en  la  ley,  se 
sigue: 

I.  Que  estos  contratos  deben  haberse  celebrado  con  la  admi- 
nistración general  ó con  las  provinciales  y municipales. 

II.  Que  deben  tener  ó haber  tenido  por  objeto  una  obra  ó un 

servicio  público  (3).  . . , 

2348.  Del  principio  que  los  contratos  de  obras  y servicios  pú- 

blicos deben  celebrarse  con  la  administración  en  sus  distintos 

(1)  C.  R.  8 de  OctuUro  de  1851. 

(2)  C.  E.  16  de  Abril  de  18^1. 

(3)  C.  R.  n de  Julio  de  1848-. 
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o-nidos,  y que  debe  guardarse  el  órden  jerárquico  de  sus  auto- 
ridades, se  sigue: 

I.  Que  el  Consejo  de  Estado  conoce  en  primera  y única  ins- 
tancia de  las  cuestiones  relativas  á los  contratos  celebrados  di- 
rectamente con  el  Gobierno  ó por  alguna  de  las  direcciones  ge- 
nerales. 

II.  Que  las  Comisiones  provinciales  conocen  en  primera  ins- 
tancia, con  apelación  ai  Consejo  de  Estado,  de  las  cuestiones  re- 
lativas á los  contratos  celebrados  con  la  administración  provin- 
cial y municipal  (1). 

III.  Que  los  contratos  celebrados  por  los  Ayuntamientos  ó con 
ellos  para  otros  objetos  distintos  de  una  obra  6 servicio  público, 
no  dan  ocasión  á cuestiones  contencioso-administrativas,  sino  á 
cuestiones  ordinarias,  como  de  particular  á particular,  que  deben 
ventilarse  en  los  tribunales  competentes  (2). 

IV.  Que,  de  consiguiente,  la  enajenación  de  bienes  de  propios 
no  da  lugar  á cuestiones  análogas  á las  que  se  suscitan  con  mo- 
tivo de  los  contratos  celebrados  con  la  administración,  porque 
no  tienen  por  objeto  un  servicio  ú obra  pública,  sino  la  traslación 
del  dominio  absoluto  ó limitado  de  los  bienes  que  comprenden, 
y así  son  de  la  competencia  ordinaria  (3) . 

V.  Que  cuando  al  contrajmnte  directo  se  subroga  un  tercero, 
este  último  contrato  queda  sujeto  al  fuero  común,  porque  es  una 
Obligación  particular  y de  interés  puramente  privado  á la  cual  no 
alcanza  el  privilegio  de  la  jurisdicción  administratha  (4). 

VI.  Que  la  concesión  administrativa  de  una  obra  pública  otor- 
gada por  el  Estado  con  las  solemnidades  legales,  es  independien- 
te de  los  contratos  particulares  que  el  concesionario  puede  ce- 
lebrar por  sí  y bajo  su  exclusiva  responsabilidad  para  llevar  á 
efecto  la  construcción  de  la  obra  (5). 

Vn.  Que  no  se  reputan  contratos  administrativos  los  celebra- 


(1)  C.  R.  23  de  Febrero  y 4 de  Marzo  de  184^,  etc. 

(2)  C.  R.  23  de  Febrero  y 14  de  Marzo  de  1847.— Por  la  mígma  razón  quedan  excluidos  loS 
contratos  celebrados  entre  los  particulares  y las  Diputaciones  provinciales,  y en  g^eneral, 
todos  aquellos  en  que  intervienen  cualesquiera  autoridades  ó corporaciones  administrati- 
vas, si  no  tuvieren  por  objeto  un  servicio  ú obra  pública,  por  ejemplo,  la  administraciou 
de  bienes,  el  pago  do  censos,  pensiones,  etc.  C.  R.  23  de  Febrero  de  1847  y 82  de  Abril 
do  1857. 

í3)  C.  R,  26  de  Marzo  de  1847. 

(4)  C.  R.  4 de  Marzo  de  1847. 

(5)  C.  E.  6 de  Diciembre  de  18?2, 13  de  Enero  y 6 de  Marzo  de  187.3. 
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dos  entre  un  particular  y una  colectividad  de  regantes  sin  carác> 
ter  público,  es  decir,  miéntras  no  constituyan  una  comunidad  con 
su  sindicato  y ordenanzas  aprobadas  por  el  Gobierno  (1). 

VIII.  Ni  los  celebrados  entre  un  Ayuntamiento  y los  particu- 
lares, cuando  aquél  obra  en  concepto  de  persona  jurídica,  pues 
entónces  no  salen  de  la  esfera  del  derecho  común,  porque  no  son 
actos  de  administración,  sino  de  carácter  privado  (2). 

2349.  — Del  principio  que  los  contratos  de  servicios  y obras  pú- 
blicas deben  celebrarse  mediante  subasta  y adjudicación  del  re- 
mate al  mejor  postor,  se  sigue : 

I.  Que  el  acto  de  presentar  una  proposición  en  pliego  cerrado 
produce  obligaciones  y derechos  recíprocos,  porque  no  teniendo 
la  administración  facultad  para  rechazarla,  si  está  arreglada  á 
las  condiciones  establetádas,  no  puede  concederse  al  proponente 
la  de  retirarla  sin  dar  lugar  á las  confabulaciones  é inconve- 
nientes que  con  aquel  método  se  han  querido  evitar  (3) . 

II.  Que  miéntras  no  se  acepten  las  condiciones  propuestas,  no 
nace  el  verdadero  contrato,  ni  existe  todavía  obligación  de  dere- 
cho á que  puedan  quedar  ligados  los  que  se  dicen  contratantes  (4). 

III.  Que  el  hecho  de  negarse  á firmar  un  contrato  celebrado 
legalmente , no  liberta  al  que  lo  rehúsa  de  las  obligaciones  que 
le  impone  (5). 

2350, — Del  principio  que  los  contratos  de  servicios  y obras  pú- 
blicas son  bilaterales , porque  se  ligan  la  administración  y el  re- 
matante con  el  acto  de  la  aprobación  del  remate  y la  consiguien- 
te adjudicación,  se  sigue: 

I.  Que  median  obligaciones  recíprocas  de  cuyo  cumplimiento 
no  pueden  excusarse  alegando  el  plazo  transcurrido  por  culpa  de 
las  partes  (6). 

II.  Que  la  que  rehúsa  cumplir  la  obligación  que  se  impuso,  no 
puede  exigir  de  la  otra  que  cumpla  la  suya,  y mucho  rnénos  cuan- 
do por  su  falta  se  sigue  la  pérdida  del  beneficio  que  fué  el  fun- 
damento del  contrato  (7). 

(1)  C.  E.  20  de  Octubre  de  18TO. 

(2)  C.  E.  30  de  Enero  de  18U. 

(3)  C.  E.  23  de  Mayo  de  18&3. 

(4)  C.  E.  23  de  Febrero  do  1853. 

(6)  C.  E.  4 de  Julio  de  1860. 

(6)  C.  E.  22  de  Mayo  do  1862. 

(T)  C,  E,  22  de  Febrero  de  1862. 

tomo  II. 
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2351. — Del  principio  que  la  administración  debe  procurar  an- 
te todo  poner  á salvo  los  intereses  del  estado,  se  sigue : 

I.  Que  puede  rescindir  los  contratos  administrativos,  cuando 
el  empresario  no  cumple  las  condiciones  estipuladas,  ejerciendo 
un  acto  de  justicia,  porque  el  exacto  cumplimiento  de  estas  con- 
diciones es  una  cláusula  resolutoria  del  contrato  (1). 

II.  Que  puede  acceder  por  via  de  gracia  á la  solicitud  de  res- 
cisión, si  el  empresario  la  intenta'-en  debido  tiempo  y forma,  y 
las  leyes  no  resisten  la  aplicación  de  esta  regla  de  equidad  (2). 

III.  Que  pueden  los  empresarios  solicitar  la  rescisión  por  la  via 
gubernativa,  fundándose  en  la  falta  de  cumplimiento  de  alguna 
ó algunas  condiciones  del  remate,  acudiendo  en  tiempo  y forma 
competente ; y cuando  la  administración  la  resista,  intentarla  por 
la  via  contenciosa  (3).- 

IV.  Que  asimismo  pueden  solicitarla,  cuando  durante  la  ejecu- 
ción de  las  obras  experimentan  los  precios  un  aumento  notable, 
porque  este  dereclio  se  funda  en  una  condición  resolutoria,  y 
cuando  esta  llega,  el  contratista  puede  ejercitarlo  si  no  se  con- 
forma con  las  modiflcaciones  que  la  administración  le  propone, 
ó si  se  niega  absolutamente  á modificar  los  términos  del  con- 
trato (4). 

V.  Pero  no  cabe  el  remedio  de  la  rescisión  por  causa  de  lesión 
ó engaño  en  más  déla  mitad  del  justo  precio,  porque  los  contra- 
tos de  esta  clase  se  consideran  celebrados  á riesgo  y ventura  de 
cualquier  caso  fortuito  pensado  ó impensado  que  sobrevenga  des- 
pués de  su  otorgamiento  (5). 

2352. — Del  principio  que  los  contratos  de  esta  naturaleza  pro- 
ducen Obligación  y acción  recíprocas,  no  sólo  en  cuanto  á lo 
principal,  sino  también  en  punto  á las  condiciones  accesorias 
según  las  reglas  del  derecho,  se  sigue  : 

I.  Que  pueden  los  empresarios  soliiátar  la  reparación  de  daños 
y perjuicios,  cuando  la  administración  acuerde  rescindir  el  con- 
trato sin  culpa  de  ellos. 

II.  Que  no  procede  la  indemnización  de  daños  y perjuicios  cau- 
sados por  el  cumplimiento  de  las  obligaciones  respectivas,  cuan- 

(1)  C.  R.  20  ele  Junio  de  1S49. 

(2)  C.  R.  3 de  Enero  y 20  de  Junio  de  1849. 

(3)  C.  R.  21  do  Julio  de  1848,  3 de  Enoro  y 20  de  Junio  de  1849. 

(4)  C.  E.  29  do  Noviembre  de  18(53. 

(5)  C.  R.  4 de  Marzo  de  mi  y C.  E.  30  de  Diciembre  de  1860. 
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do^  esta  condición  no  se  hubiere  expresamente  estipulado  (1). 

’i  ! cuando  los  daños  y perjuicios  sobrevienen  sin  culpa  ó 
falta  de  la  administración;  pero  sí  cuando  con  sus  actos  (5  con  sn 
mora  o tardanza  da  ocasión  al  riesgo  ó disminuye  las  probabi- 
lidades de, la  ventura  (2). 

error  de  cálculo  del  ingeniero  al  formar  el  presu- 
puesto de  una  obra,  porque  aceptado  por  el  contratista  al  cele- 
brar la  contrata  sobre  dicha  base,  el  error  cede  en  su  perjuicio, 
como  si  fuera  efecto  de  sus  propios  cálculos  en  la  materia  (3). 

V.  Ni  por  error  ó equivocación  al  redactar  una  proposición  ó 


designar  una  cantidad,  á no  ser  que  tal  circunstancia  aparezca 
con  evidencia,  porque  se  oponen  á ello,  así  como  á la  rescisión 
ó anulación  del  contrato,  la  voluntad,  el  interés  y el  tiempo  con 
que  proceden  los  proponentes  (4). 

Y mónos  todavía  á causa  de  un  aumento  notable  de  precios 
durante  la  obra,  puesto  que  la  ley  concede  al  contratista  el  de- 
recho de  pedir  la  modificación  do  las  condiciones  del  contrato,  y 
en  último  caso  la  rescisión  (5). 

VII.  Tampoco  há  lugar  á rosarcimienío  de  daños  y perjuicios 
que  se  causen  con  la  material  ejecución  de  las  obras  públicas  á 
propietarios  que  no  tienen  intervención  en  ellas,  iii  en  favor  de 
terceros  contrayentes,  porque  las  obligaciones  de  la  administra- 


ción no  se  extienden  á sustituir  con  su  responsabilidad  la  res- 
ponsabilidad pecuniaria  derivada  do  contratos  particulares  (d). 

YIIL  Ni  procede  la  indemnización  en  los  contratos  de  arriendo 
de  las  rentas  públicas,  porque  la  prohíben  de  un  modo  termi- 
nante las  leyes  físcales  (7). 


X. 


Coi¡iÍPÍS>uc5ones. 


2353, Del  principio  legal  que  los  negocios  relativos  al  pago 

de  derechos  fiscales  y contribuciones,  sus  incidencias  y hechos 


S c!'k.  28  de  DiciemlDre  de  1862  y 21  de  Noviembre  de  1863. 
(3)  C.  E.  25  de  Junio  de  1861. 

(41  C.  K.  23  de  Mayo  de  1863,  . , -i  , 

(5)  C.  E.  9 do  Noviembre  de  1859, 30  da  Marzo  y 28  de  Abu  c 

(6)  C.  R.  4 do  Marzo  do  1847. 

(7)  Ibid. 
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conexos  en  que  tengan  interés  la  Hacienda  pública  ó cualesquiera 

contribuyentes,  se  ventilan  por  la  via  gubernativa,  se  sigue : 

Que  con  este  motivo  no  pueden  moverse  pleitos,  ni  juez  ó tri- 
bunal alguno  debe  admitir  competencias,  ni  entorpecer  por  otros 
medios  cualesquiera  la  acción  administrativa,  que  requiere  toda 
libertad  para  proveer  á los  diferentes  servicios  públicos  en  cuyo 
desempeño  libra  su  conservación  el  estado  (1). 

2354. — Del  principio  que  el  recurso  de  apelación  es  de  derecho 
común,  y en  razón  de  ser  favorable  á los  que  litigan,  procede 
siempre  que  la  ley  no  lo  excluya  de  una  manera  clara  y termi- 
nante, se  sigue : 

Que  pueden  los  particulares  apelar  á las  Comisiones  provin* 
ciales  de  los  agravios  inferidos  por  la  administración  activa  al 
incluirlos  indebidamente  en  la  matrícula  ó en  las  tarifas  para  el 
pago  de  la  contribución  de  la  industria  y del  comercio,  si  el  asun- 
to litigioso  excede  del  valor  de  500  pesetas  (2). 


XI. 

Créditois  contra  la  administración. 

2355.^Del  principio  legal  que  á la  administración  toca  formar, 
aprobar  y modifícar  los  presupuestos  provinciales  y municipales, 
y que  no  puede  pagarse  cantidad  alguna  no  incluida  en  ellos,  se 
sigue: 

Que  no  procede  la  ejecución  contra  los  fondos  de  los  Ayunta- 
mientos y Diputaciones,  porque  las  formas  del  juicio  ejecutivo  son 
incompatibles  con  el  sistema  de  contabilidad  provincial  y mu- 
nicipal (3). 


(1)  C.  R.  15  lio  Agosto  de  184^. 

{2¡  T.  C.  23  de  Marzo  de  1855.— Conoció  de  estos  asuntos  la  subdelegacton  de  Hacienda, 
hasta  que  por  real  decreto  de  20  de  Octubre  de  1852  pasaron  á los  Consejos  provinciales. 
El  fiscal  del  Tribmial  Contencioso-administrativo  sostenía  la  incompetencia  de  aquel 
cuerpo  para  reformar  por  via  de  apelación  la  sentencia  del  Consejo  provincial,  porque  al 
trasladarse  á ellos  el  conocimiento  de  dichos  negocios,  no  so  dio  a sus  decisiones  el  carác- 
ter de  apelables,  corno  no  lo  eran  las  de  las  subdelegaciones.  El  Tribunal  desestimó  la  ex- 
cepción de  incompetencia  y estableció  la  doctrina  que  hemos  declarado. 

(3)  C.  K,  25  de  Mayo,  9 y 29  de  Julio  y 29  de  Agosto  de  1846,  3 de  Marzo  y 4 de  Agosto 
de  1847,  etc.  Parece  excusado  observar  que  según  las  leyes  vigentes  do  administración 
municipal  y provincial  el  principio  en  que  descansa  esta  regla  do  jurisprudeacia  no  rige 
en  el  dia. 
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2356. — Del  principio  gue  las  leyes  fijan  las  reglas  de  contabi- 
lidad provincial  y municipal  para  que  tengan  una  observancia 
necesaria  y uniforme,  se  sigue  ; 

Que  el  allanamiento  al  pago  no  extiende  la  competencia  de  los 
tribunales  ordinarios,  porque  las  cuestiones  de  competencia  son. 
de  orden  público,  y así  no  puede  prorogarse  la  jurisdicción  por 
la  sumisión  voluntaria  de  las  partes  (1). 

2357.  — Del  principio  que  no  procede  la  via  contenciosa  sino 
después  de  agotados  los  recursos  de  la  via  gubernativa,  se  sigue: 

Que  los  acreedores  deben  acudir  á los  Ayuntamientos  y Dipu- 
taciones provinciales  en  solicitud  do  que  reconozcan  formalmen- 
te la  deuda  é incluyan  en  el  presupuesto  la  partida  destinada  á 
su  pago,  porque  sólo  así  se  concilia  el  derecho  de  los  particula- 
res con  el  procedimiento  administrativo  señalado  por  regla  ge- 
neral para  estos  casos  (2). 

2358.  — Del  principio  que  sólo  cuando  el  Gobierno  ó los  gober- 
nadores de  provincia  respectivos  desestiman  la  inclusión  dol 
crédito  reclamado  procede  la  via  contenciosa  ante  los  tribuna- 
les civiles  ó administrativos,  se  sigue; 

Que  faltando  la  reclamación  prévia  ante  la  administración  ac- 
tiva no  está  preparado  el  recurso  por  la  via  contenciosa,  ni  tie- 
ne estado  el  asunto  para  que  éntre  en  la  competencia  de  los  tri- 
bunales (3). 

2359.  — Del  principio  que  los  tribunales  del  orden  civil  son  com- 
petentes para  decidir  las  cuestiones  de  derecho  privado,  se  sigue: 

Que  á los  jueces  y tribunales  ordinarios  corresponde  declarar 
la  legitimidad  de  estos  créditos  en  cantidad  liquida  ó su  respec- 
tiva preferencia,  y pronunciar  sentencia  ejecutoria  condenando 
á los  Ayuntamientos  y Diputaciones  provinciales  á su  pago  (4). 

2360. — Del  principio  que  establece  la  santidad  de  la  cosa  juz- 
gada , se  sigue : 

Que  cuando  medía  una  ejecutoria  que  declara  la  legitimidad 
de  estas  deudas,  su  inclusión  en  el  presupuesto  es  forzosa  como 
gasto  obligatorio,  porque  solo  así  puede  evitarse  que  la  adminis- 
tración eluda  los  fallos  de  la  justicia  (j). 


(1)  C.  R.  9 de  Julio  de  1846. 

(2)  C.  R.  25  de  Mayo  de  1846. 

(3;  C.  R.  10  de  Agosto  de  1848. 

(4)  Ilñd.,  4 de  A.gosto  de  isn,  y 

(5)  C.  R.  25  de  Mayo  de  1846. 


C.  E.  28  de  Enero  y 23  de  Marzo  de  1859. 
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23(51. — Del  principio  que  los  establecimientos  de  beneficencia 
de  fundación  particular  no  están  sujetos  á la  autoridad  adminis- 
trativa sino  en  cuanto  ejerce  un  mero  protectorado,  ni  sus  gas- 
tos é ingresos  forman  parte  del  presupuesto  provincial  ó muni- 
cipal, se  sigue; 

Que  no  son  aplicables  á ellos  las  razones  legales  que  excluyen 
la  exacción  Judicial  de  los  créditos  contra  los  Ayuntamientos  y 
Diputaciones  por  la  via  de  ejecución  y apremio  (1). 


XII. 

Bl^eiuamlas  contra  el  estado. 

2362. — De!  principio  legal  que  no  se  admite  en  los  tribunales 
demanda  alguna  en  que  se  controviertan  intereses  del  estado  sin 
que  préviamente  se  haga  constar  que  se  ha  obtenido  resolución 
en  el  asunto  por  la  via  gubernativa,  se  sigue 
Que  la  falta  del  expediente  gubernativo,  equivalente  al  acto 
conciliatorio,  no  es  motivo  para  suscitar  cuestión  de  competen- 
cia, sino  causa  de  nulidad  apreciable  por  el  tribunal  que  entien- 
de en  la  demanda  (2). 


XIII, 

Oerechos  civiles. 

2363.— Del  principio  constitucional  que  á los  tribunales  cor- 
responde excdiisivamente  la  potestad  de  aplicar  las  leyes  en  ios 
juicios  civiles  y criminales,  se  sigue: 

I.  Que  en  ningún  caso  tienen  las  autoridades  administrativas 
facultad  para  alterar  en  la  sustancia  ni  en  la  forma  los  derechos 
civiles , á no  ser  por  causa  de  utilidad  pública  con  las  coiidicio- 

(1)  C.  R.  IS  de  Setiembre  de  1856.— Hay  una  verdadera  imposibilidad  legal  do  pagar  las 
deudas  de  los  Ayuutamieotos  y Diputaciones  provinciales  de  otro  modo  que  al  explicado, 
líl  limite  del  pre.supuesto  y el  sistema  da  contahiüdad  administrativa  son  obstáculos  in- 
vencibles á la  forma  del  juicio  ejecutivo.  El  aeree Im  de  los  particulares  se  halla  asegurado 
con  el  concierto  y regularidad  de  los  gastos  é ingresos  y con  el  recurso  posterior  á los  tri- 
bunales civiles  ó administrativos. 

(2)  0.  E.  9 de  Febrero,  13  de  Mayo  y 3 de  Junio  do  1864. 
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nes  y según  los  procedimientos  tutelares  establecidos  en  las 
leyes  (1). 

^ 11.^  Que  los  acuerdos  de  los  Ayuntamientos  y Diputaciones  pro- 
vinciales que  perjudiquen  á ios  derechos  civiles  de  los  particula- 
res, son  reclamables  ante  el  juez  ó tribunal  competente,  como 
cuestiones  de  carácter  puramente  privado  (2). 


XIV. 

Bjeslindes. 

2364.  — Del  principio  legal  que  la  jurisdicción  municipal  fue 
creada  exclusivamente  en  interés  público,  se  sigue : 

L Que  las  cuestiones  sobre  deslinde  de  términos  municipales 
no  deben  ser  materia  de  un  litigio  propiamente  dicho,  ni  pasar 
por  lo  mismo  á ser  en  ningún  caso  ordinarias,  porque  no  pue- 
den examinarse  ni  resolverse  sino  bajo  el  aspecto  de  la  conve- 
niencia, cuya  apreciación  variable  como  las  circunstancias  de 
que  depende,  no  es  susceptible  de  la  irrevocabilidad  de  las  eje- 
cutorias (3). 

II.  Que  á la  administración  pertenece  exclusivamente  lijar  los 
límites  de  los  términos  de  ios  pueblos  por  la  via  gubernativa, 
porque  deslindar  el  término  de  un  pueblo  es  aplicar  la  ley  de  di- 
visión territorial  (4). 

III.  Que  no  proceden  los  recursos  de  manutención  y restitu- 
ción .'contra  las  providencias  de  la  autoridad  administrativa  al 
deslindar  el  término  de  un  pueblo. 

2365.  — Del  principio  que  á los  Ayuntamientos  pertenece  arre- 
glar por  medio  de  acuerdos  el  uso  y disfrute  de  ios  aprovecha- 
mientos comunes,  se  sigue: 

Que  pueden  deslindar  los  terrenos  comunes  en  donde  radican 
aquellos  aprovechamientos,  cuando  sus  acuerdos  aparezcan  como 
actos  de  conservación  (o). 

2366.  Del  principio  que  los  montes  del  estado  se  hallan  so- 

(1)  C.  E.  13  de  Mar^o  do  1873. 

(2)  C.  E.  19  do  Diciembre  de  1870  y 26  de  Junio  de  1872. 

(3)  C.  R-  22  de  Ag’osto  de  1848. 

(4)  C.  R.  23  de  Junio  de  1846.  V.  Intebdictos. 

(51  C.  K.  21  y 20  de  Marzo  do  1847.  V.  APKOVECnAiiiKNToa  co.müne.s. 
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metidos  á la  autoridad  del  Gobierno,  y los  comunes  y de  esta- 
blecimientos públicos  á su  inspección  y vigilancia,  se  sigue; 

I.  Que  pertenece  á la  administración  deslindarlos  en  uso  de 
su  potestad  gubernativa,  reservando  á los  tribunales  administra- 
tivos el  conocimiento  y decisión  de  las  cuestiones  contenciosas, 
y las  acciones  de  propiedad  y dominio  á la  jurisdicción  ordina- 
ria, después  de  hallarse  concluido  y resuelto  el  expediente  gu- 
bernativo de  su  pertenencia,  deslinde  y amojonamiento  {!). 

IL  Que  deben  los  terrenos  estar  cubiertos  de  árboles  y ser  su 
cultivo  y aprovechamiento  el  objeto  principal,  si  no  exclusivo, 
de  los  mismos;  y en  suma,  reunir  las  circunstancias  que  las  le- 
yes exigen  al  calificar  de  monte  un  terreno  determinado  para 
que  les  sean  aplicables  estas  disposiciones,  porque  á la  adminis- 
tración no  se  le  encomienda  el  deslinde  de  más  propiedades  co- 
munes que  las  que  tengan  el  carácter  de  monte  (2). 

2367.  — •Del  principio  que  á los  alcaldes  compete  ejercer  inme- 
diatamente la  policía  de  los  caminos  públicos,  se  sigue : 

Que  deben  acotar  y amojonar  la  via  pública  y sus  obras  acce- 
sorias, y restituir  al  uso  común  los  terrenos  usurpados  por  los 
propietarios  colindantes,  ya  sea  la  usurpación  total  ó parcial,  ya 
se  trate  de  carreteras  generales  ó caminos  vecinales  (3). 

2368.  — Del  principio  que  la  autoridad  judicial  entiende  en  to- 
das las  cuestioness  de  derecho  privado,  se  sigue: 

I.  Que  todas  las  relativas  al  acotamiento  de  terrenos  particu- 
lares son  de  la  competencia  ordinaria  (4). 

IT.  Que  también  son  de  esta  misma  competencia  los  deslindes 
y acotamientos  de  terrenos  particulares  que  partan  términos,  no 
con  montes  del  común,  smo  con  tierras  concejiles  (5). 

III.  Que  el  deslinde  de  terrenos  públicos,  como  sucede  nece- 


(1)  o.  R.  19  de  Agosto  de  1846  y 14  de  Junio  de  1841,  V.  Interdictos. 

(2)  C.  R.  1.®  de  Mayo  de  1850,  9 de  Julio  de  1851 , etc. 

(3)  C.  R.  14  de  Abril  de  1849.— El  Consejo  Real  do  distingue  la  usurpación  reciente  y 
notoria  de  la  antigua  y dudosa  ; mas  para  conciliar  esta  jurisprudencia  con  la  establecida 
en  cuanto  á los  aprovechamientos  comunes,  pateco , según  buen  discurso,  que  debe  ad- 
mitirse la  diferencia,  Ubi  est  eadon  ratio,  eadiim  debet  esss  juris  dispositio. 

Por  lo  demás  esta  jurisprudencia  se  halla  corregida  por  las  leyes  de  administración  pro- 
vincial y municipal  de  20  de  Agosto  de  1810,  en  el  sentido  que  corresponde  á los  goberna- 
dores y alcaldes  ejercer  la  policía  do  los  camino,?  generales  ó del  estado  como  delegados 
del  Gobierno  en  su  respectivo  territorio;  á lo.s  gobernadores  la  de  los  provinciales  , como 
ejecutores  de  los  acuerdos  de  la  Diputación  , y á los  alcaldes  la  de  los  vecinales,  como 
ejecutores  da  los  acuerdos  del  Ayuntamiento. 

(4)  C.  R.  8 de  Agosto  de  1846. 

(5)  C.  R.  19  de  Agosto  de  1846. 
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sanamente  en  todas  las  providencias  administrativas  de  igual 

naturaleza,  lleva  implícita  la  cláusula  de  sin  perjuicio  de  ber- 
cero (1). 


XV. 

Expropiación. 

2369.  Del  principio  legal  que  establece  la  enajenación  forzo- 
sa de  la  propiedad  particular  por  causa  de  utilidad  pública,  se 
sigue : 

I.  Que  la  expropiación  sólo  se  extiende  á las  cosas  inmuebles, 
porque  ni  la  ley  habla  de  las  cosas  muebles,  ni  son  aplicables  á 
ellas  sus  disposiciones  (2). 

II.  Que  de  consiguiente,  no  es  aplicable  al  caso  de  ocupación 
de  materiales  de  dominio  particular  para  la  construcción  de  obras 
públicas,  siendo  esta  ocupación  sólo  un  gravámen  transitorio 
impuesto  á los  terrenos  inmediatos  (3). 

2370.  — Del  principio  que  para  legitimar  la  expropiación  debe 
ser  el  objeto  directo  de  la  obra  un  beneficio  común,  se  sigue; 

I.  Que  no  obsta  á la  enajenación  forzosa  la  circunstancia  de  que, 
concluida  la  obra,  haya  de  entrar  en  el  dominio  privado,  puesto 
que  la  ley  no  lo  expresa,  y debe  argüirse  de  su  silencio  que  la 
considera  accidental  (4). 

II.  Que  se  reputan  equivalentes  á un  beneficio  comiin  los  in- 
tereses colectivos  de  la  agricultura  y de  la  industria  representa- 
dos por  los  propietarios  de  un  pago,  cierta  comunidad  de  regan- 
tes, etc.  (5). 

2371.  — Del  principio  que  la  ley  establece  reglas  para  asegurar 
el  buen  uso  de  la  facultad  de  exigir  el  sacrificio  de  la  propiedad 
de  los  particulares,  se  sigue: 

I.  Que  la  falta  de  verificación  previa  vicia  el  expediente  de 
enajenación  forzosa  (6). 

(1)  C.  E.  6 de  Al^ril  de  1859. 

(2)  C.  R.  2 do  Octubre  de  1850, 

(3)  C.  R.  23  do  Junio  de  1816.— Aunque  el  aprovocharaiento  de  materiales  no  es  caso  de 
expropiación  log-al , deben  sin  embarco  preceder,  siempre  que  sea  posible , la  tasación  é 
indemnización. 

(4)  C-  R.  21  do  Octubre  de  1841. 

(5)  C.  R.  25  de  Agosto  do  1841  y 5 da  Febrero  da  1850. 

(6)  C.  R.  29  de  Diciembre  de  1841. 
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II.  Que  también  lo  vicia  la  falta  de  audiencia  instructiva  que 
el  gobernador  de  la  provincia  debe  dar  á los  interesados,  antes 
de  resolver  si  el  todo  ó una  parte  de  la  propiedad  ha  de  ser  ce- 
dida para  la  ejecución  de  la  obra  (1). 

III.  Que  la  aquiescencia  tácita  del  propietario  legitima  el  acto 
de  la  administración,  á niénos  que  destruya  la  certeza  ó eficacia 
legal  de  este  consentimiento  presunto  (2). 

IV.  Que  destruida  dicha  certeza  y eficacia,  procede  la  rectifi- 
cación del  expediente,  haciendo  la  administración  las  declaracio- 
nes en  forma  sobre  la  utilidad  de  la  obra  y la  necesidad  de  la  ex- 
propiación, y decidiendo  las  reclamaciones  que  se  intenten  para 
que  aquéllas  se  rectifiquen  (3). 

2372.— Del  principio  que  pertenece  á los  Ayuntamientos  deli- 
berar sobre  la  formación  y alineación  de  las  calles,  pasadizos  y 
plazas,  se  sigue; 

I.  Que  si  la  nueva  alineación  rebaja  el  precio  antiguo  de  la  fin- 
ca, este  perjuicio  no  es  consecuencia  de  la  violación  de  un  dere- 
cho legítimo;  y así  no  es  imputable  á quien , usando  de  otro  con- 
trario, es  cansa  inmediata  de  aquel  daño. 

II.  Que  tampoco  procede  la  demanda  de  indemnización  contra 
la  administración,  cuando  las  nuevas  alineaciones  trastornan  las 
servidumbres  de  los  antiguos  edificios,  porque  ninguna  podría 
llevarse  á cabo  sin  afectarlas  más  ó méiios , lo  cual  repugna  al 
buen  sentido,  y seria  además  incompatible  con  todo  proyecto  de 
mejora  de  ornato  público,  y hasta  imposibilitaría  la  formación  y 
extensión  de  las  mismas  poblaciones  (4). 


XVI. 

Induciría. 

2373. — Del  principio  legal  de  la  libertad  de  industria,  se  sigue: 
Que  los  gobernadores  de  provincia  por  sí  ó por  sus  delegados, 


(1)  C.  E.  13  ele  Enero  de  1860. 

Í2)  C.  R.  25  de  Agosto  de  1849. 

(3)  Ibid. 

(4)  C.  E.  23  de  Julio  de  1859.— Difícil  nos  parece  concertar  la  jurisprudencia  dol  Consejo 
de  Estado  con  la  del  Consejo  Real  al  declarar  que  los  Ayuntamientos  no  pueden,  con  oca- 
sión de  hacer  mejoras  materiales  en  los  pueblos,  causar  perjuicio  á tercero,  porque  esta 


industria.  475 

pueden  prohibir  el  uso  de  todo  privilegio  exclusivo  contrario  á 
üicna  libertad,  como  ejecutores  de  las  leyes  de  interés  común. 

principio  que  los  interesados  en  la  continuación 
del  privilegio  ó de  la  costumbre  deben  ser  oidos,  y se  les  debo 
guardar  justicia , se  sigue : 

Que  pueden  deducir  su  derecho  por  la  via  gubernativa,  y en 
su  caso  intentar  el  recurso  contencioso. 

2375.  Del  principio  que  las  Comisiones  provinciales  conocen 
de  todo  lo  contencioso  de  los  diferentes  ramos  de  la  administra- 
ción civil,  para  los  cuales  no  establezcan  las  leyes  juzgados  espe- 
ciales, se  sigue : 

Que  son  competentes  para  decidir  estas  cuestiones  (1). 

2376.  — Del  principio  que  el  conceder  licencias  para  la  cons- 
trucción y establecimiento  de  fábricas  insalubres,  incómodas  ó 
peligrosas  es  un  ramo  de  policía  municipal , se  sigue : 

I.  Que  el  alcaldej  como  ejecutor  nato  de  los  acuerdos  del  Ayun- 
tamiento, debe  proceder  con  arreglo  á las  formalidades  esencia- 
les, porque  faltando  al  precepto  de  Ja  ley  en  la  forma  ó en 
fondo,  no  será  válido  y legítimo  el  acto. 

II.  Que  la  concesión  de  licencia  válida  y legítima , produce  de- 
recho irrevocable  á favor  de  tercero  (2) . 

III.  Que  cuando  la  administración  lastima  en  estas  concesio- 
nes un  derecho  particular,  puede  el  agraviado  impugnarla  por 
la  via  contenciosa , y el  tribunal  competente  declarar  la  nulidad 
del  permiso  (3). 


facultad  se  halla  limitada  por  las  leyes,  reg-lamentog,  usos  y costumbres,  y por  el  dere- 
cho ó interés  leg'ítimo  de  los  particulares.  C.  R.  30  de  .Junio  de  1841. 

Tampoco  es  cosa  llana  concertar  al  Consejo  de  Estado  consig-o  mismo,  porque  según  se 
contiene  en  el  texto,  no  hay  lugar  á indemnización  cuando  las  nuevas  alineaciones  tras- 
tornan las  servidumbres  de  los  antiguos  edificios;  y sin  embargo  poco  después  decide  que 
<si  subsistiesen  ó confirmasen  la  concesión  y el  trazado  y alineación  de  las  obras,  no  seria 
»procedente  impedir  la  continuación  de  las  mismas,  sino  resolver  sobre  la  servidumbre 
>(privada)  y en  su  caso  la  indemnización.»  C.  E.  19  de  Octubre  de  18-59. 

La  decisión  de  28  de  Julio,  aunque  anterior,  es  más  motivada:  la  posterior  de  19  de  Oc- 
tubre más  equitativa.  En  rigor  de  derecho  la  segunda  vale  y no  la  primera,  puesto  que 
nos  parecen  incompatibles.  Al  Consejo  de  Estado,  cuyo  ministerio  es  formar  la  jurispru- 
dencia administrativa,  toca  disipar  las  dudas  que  no  alcanzarla  ¿desvanecer  por  completo 
una  interpretación  doctrinal;  por  más  que  nos  parezca  opinión  segura  que  toda  novedad 
introducida  en  materia  de  servidumbres  en  virtud  de  un  acto  administrativo  con  perjui- 
cio de  tercero,  equivale  á una  expropiación  parcial  de  la  finca  sobre  la  cual  se  hallan  cons- 
tituidas. 

(1)  C.  R.  23  de  Febrero  de  1848. 

(2)  C.  R.  18  y 25  de  Agosto  de  1841. 

t3)  C.  R.  20  de  Junio  de  1819. 
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2377. — Del  principio  que  los  privilegios  de  invención  tienen 
por  objeto  adelantar  la  industria  y las  artes,  proporcionándoles 
la  multiplicación  y perfección  de  máquinas,  instrumentos,  arte- 
factos, procederes  y métodos  científicos  y mecánicos,  se  sigue: 

Que  no  son  aplicables  á una  industria  ó arte  nueva , ya  porque 
la  ley  no  lo  determina,  y ya  porque  en  caso  de  duda,  toda  dis- 
posición que  limita  la  libre  competencia  debe  interpretarse  en 
sentido  estricto ; y de  consiguiente  ningún  concesionario  tiene 
derecho  á solicitar  indemnización,  ni  ménos  á invocar  en  su  fa- 
vor la  ley  de  enajenación  forzosa  (1). 


XVII. 

Interdictos. 

2378. — Del  principio  legal  que  el  poder  ejecutivo  debe  ser  in- 
dependiente y responsable,  se  sigue : 

I.  Que  los  jueces  y tribunales  comunes  no  pueden  anular  ni  re- 
formar los  actos  injustos  ó arbitrarios  de  la  administración,  por- 
que el  derecho  de  los  particulares  se  halla  asegurado  contra  toda 
providencia  ilegal  en  el  fondo  ó en  la  forma  con  los  recursos 
ante  el  superior  jerárquico  de  la  administración  activa,  y ante  los 
tribunales  administrativos,  cuando  procede  la  via  contenciosa  (2). 

II.  Que  se  deben  excluir  los  interdictos  posesorios  de  manu- 
tención y restitución  interpuestos  por  los  particulares  ante  la  au- 
toridad judicial  contra  las  providencias  administrativas , aunque 
no  sean  ajustadas  en  el  fondo  ó en  la  forma  á lo  establecido  en 
las  leyes  (3). 

III.  Que  con  mayoría  de  razón  debe  entenderse  excluido  el  in- 
terdicto de  adquirir,  porque  goza  en  el  derecho  ménos  favor  que 
los  de  mantener  y restituir  (4). 

{!)  C.  E,  20  de  Febrero  de  1863. 

(2)  G.  R.  14  de  Setiembre  do  1849. 

(3)  C.  R,  21  do  Abril  de  184^, — La  real  orden  de  8 de  Mayo  do  1839  probibo  á la  autoridad 
judicial  la  inmediata  reforma  por  medio  de  interdictos  de  manutención  y restiUicion,  de 
las  providencias  de  los  Ayuntamientos  y Diputaciones  provinciales  en  el  círculo  leg’al  de 
sus  atribuciones.  El  Consejo  Real  estableció  jurisprudencia,  declarando  extensiva  esta  dis- 
posición & las  providencias  de  todas  las  autoridades  administrativas  superiores  é inferio- 
res en  el  ejercicio  de  sus  facultades.  Hasta  contra  las  que  dictan  los  alcaldes  pedáneos  no 
puede  implorarse  la  protección  judicial,  sino  acudir  en  queja  al  superior  jerárquico  de  gra- 
do ac  grado,  y no  promover  un  recurso  ilegal  é inconveniente,  C.  R.  30  de  Marzo  de  1853. 

(4)  Ibid. 
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IV,  Que  aun  cuando  las  providencias  administrativas  pertiir- 
en  a un  particular  en  su  posesión  ó le  priven  de  ella,  ú ofendan 
y menoscaben  el  derecho  de  propiedad,  no  se  legitima  el  uso  de 
os  interdictos,  sino  el  recurso  á la  administración  misma,  ó el 
correspondiente  juicio  ordinario  (1). 

23/9.-— Del  principio  que  cada  autoridad  es  competente  en  su 
fnea  y tiene  sus  atribuciones  propias  según  las  leyes,  se  sigue: 

h Que  procede  la  admisión  de  los  interdictos  cuando  van  di- 
rigidos contra  el  acuerdo  de  una  autoridad  que  decide  en  mate- 
rias extrañas  á su  competencia  (2). 

II.  Que  asi  como  no  son  admisibles  ios  interdictos  contra  las 
providencias  legítimas  de  la  administración,  así  también  no  pue- 
den éstas  prevalecer  contra  los  fellos  judiciales  que  recaen  en  los 
interdictos  (3). 

2380. — Del  principio  que  los  expedientes  de  subasta  y remate 
de  bienes  nacionales  son  puramente  gubernativos,  mientras  los 
compradores  no  entren  en  la  plena  y pacífica  posesión  de  ellos 
y pasen  á la  clase  de  particulares,  se  sigue: 

Que  son  improcedentes  los  interdictos  posesorios  contra  las 
providencias  administrativas  encaminadas  á resolver  dudas,  de- 
clarar excepciones,  determinar  derechos,  reconocer  servidum- 
bres y cualesquiera  otras  incidencias  de  la  subasta  (4). 

Del  principio  que  no  son  admisibles  los  interdictos  contra  las 
providencias  legítimas  de  la  administración,  se  sigue: 

I.  Que  no  proceden  contra  los  acuerdos  de  los  Ayuntamientos 
y Diputaciones  provinciales  relativos  á materias  de  su  exclusiva 
competencia  (5). 

II.  Que  los  particulares  que  se  estimen  agraviados,  pueden 


(1)  Ibid.,  y lo  de  Marzo  de  1850. 

(21  C.  R.  25  de  Agosto  de  1849.— Esta  doctrina  se  deriva  con  todo  rigor  de  loa  principios 
constitucionales.  La  separación  de  los  poderes  públicos,  su  mútua  independencia  y la  res- 
ponsabilidad de  los  ministros  exigen  que  la  autoridad  judicial  se  abstenga  do  Intervenir 
con  su  exámen  y censura  en  los  actos  administrativos.  Establecer  distinta  jurisprudencia 
seria  ir  contra  la  Constitución,  confundir  las  diversas  atribuciones  de  los  poderes  públi- 
cos V promover  graves  conflictos  al  Gobierno,  cuya  acción  libre  y de.sembarazada  se  vena 
frecuentemente  combatida  ó paralizada  por  decisiones  de  los  tribunales,  y en  ciertos  ca- 
eos ó no  podria  excusarse  de  atacar  la  inviolabilidad  de  la  cosa  juzgada,  b se  vena  obli- 
gada ú pLciudir  de  los  sagrados  deberes  que  la  Constitución  le  impone,  de  ejecutar  las 
leyes  y proteger  los  intereses  de  la  sociedad, 

(3)  C.  E.  30  da  Julio  de  18^2.  _ 

(4)  C.  R.  30  do  Agosto  de  181G,  H de  Noviembre  de  184  etc. 

(5)  C.  B.  2 do  Junio  y 3 de  Julio  de  1872. 
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hacer  uso  de  su  derecho  por  la  via  g-iibernativa  ó contenciosa  (1). 

líl.  Que  cuando  lastiman  derechos  civiles,  procede  el  inter- 
dicto, porqiKi  en  taíes  casos  no  aparecen  tomadas  por  los  Ayun- 
tamientos y Diputaciones  provinciales  en  el  ejercicio  de  sus  le- 
^'ííimas  atribuciones  (2). 

2381.  — Del  principio  que  á los  Ayuntamientos  pertenece  arre- 
glar por  medio  de  acuerdos  el  uso  de  los  aprovechamientos  co- 
munes, se  sigue: 

I.  Que  son  improcedentes  los  interdictos  posesorios  de  manu- 
tención y restitución  contra  las  providencias  de  dichas  corpora- 
ciones (3). 

II.  Que  los  agraviados  en  virtud  de  la  providencia  adminis- 
trativa deben  acudir  por  la  via  gubernativa  á la  autoridad  supe- 
rior para  que  en  uso  de  su  derecho  la  anule  ó reforme  (4). 

III.  Que  el  remover  estorbos  ó impedimentos  al  disfrute  de  las 
aguas,  pastos  y demás  aprovechamientos  comunes  es  una  parte 
sustancial  de  aquel  arreglo,  por  lo  cual  no  cabe  interponer  ni 
admitir  un  interdicto  contrario  á las  leyes  (5). 

lA’.  Que  en  general  los  actos  de  conservación  de  las  cosas  que 
fueren  objeto  de  los  aprovechamientos  comunes,  no  pueden  dar 
ocasión  á un  interdicto  posesorio,  porque  todo  lo  que  menoscaba 
un  aprovechamiento  de  esta  clase  perjudica  á su  uso,  y por  ello 
la  cuestión  que  sobre  semejante  menoscabo  se  suscita,  es  cues- 
tión relativa  al  uso  del  aprovechamiento  mismo  (6). 

2382, — Del  principio  que  la  policía  urbana  y rural  está  al  cuida- 
do de  los  alcaldes  y Ayuntamientos  bajo  la  vigilancia  de  la  ad- 
ministración superior,  se  sigue : 

I.  Que  son  improcedentes  los  interdictos  posesorios  contra  sus 
acuerdos  y providencias,  porque  de  ser  procedentes  resultaría 
que  la  policía  municipal  estuviese  á cargo  de  los  alcaldes  y Ayun- 
tamientos bajo  la  vigilancia  del  juez  de  aquel  partido  (7), 


(1)  C.  E.  l;^  de  Julio  do  18'i2. 

(9)  C.  E.  2 y 26  de  Junio  de  1872. 

(y)  C.  U,  31  de  Mayo,  19,  23  y 26  de  Junio  de  1846,  23  de  Febrero  de  1847,  etc.:  C.  E.-2  do 
Junio,  3 y 13  de  Julio  de  1872. 

(4)  C.  R.  19  de  Junio  do  1846  y 23  de  Febrero  do  1847. 

(5)  C.  li.  23  de  Febrero  de  1847  y 6 de  Junio  de  1848. 

(G)  C.  R.  19  y 29  de  A<rosto  de  184G. 

(7)  C.  R.  1.'’  de  Julio  do  1846.— Así  lo  declaró  el  Consejo  Real,  bien  que  la  razón  parece 
algún  tanto  especiosa.  Si  los  interdictos  fuesen  procedentes,  no  estaría  la  policía  munici- 
pal bajo  la  vigilancia,  sino  bajo  la  autoridad  de  los  jueces  ordinarios,  porque  mantener  y 
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II.  Que  tampoco  proceden  contra  los  acuerdos  y providencias 
e os  / yuntamienLos  y alcaldes  en  todo  lo  relativo  al  cuidado  y 

conservación  de  ios  caminos  y veredas  vecinales,  porque  estas 
atribuciones  forman  parte  de  la  policía  municipal  (1). 

III.  Ni  cuando  la  perturbación  de  las  servidumbres  públicas 
ha  sido  causada  por  un  particular,  si  éste  obró  en  virtud  de  orden 
de  la  autoridad  competente  y sin  extralimitarse,  porque  la  res- 
ponsabilidad del  acto  pesa  sobre  aquélla,  y deja  la  cuestión  de  ser 
una  simple  cuestión  de  derecho  privado  (2). 

2383.  — Del  principio  que  los  alcaldes  pueden  proceder  guber- 
nativamente y por  embargo  y venta  de  bienes  para  realizar  los 
descubiertos  y deudas  á favor  de  los  propios  y arbitrios,  pósitos 
y otros  fondos  comunes  de  los  pueblos,  miéntras  que  por  opo- 
nerse excepción  legítima,  por  intentarse  tercería  de  dominio  ó de 
acreedor  de  mejor  derecho  ó por  cualquiera  otra  causa  legal  no 
pasan  á ser  contenciosos,  se  sigue : 

Que  son  improcedentes  los  interdictos  posesorios  contra  sus 
providencias,  porque  en  ningún  caso  pueden  los  jueces,  sin  des- 
conocer la  independencia  de  la  administración,  juzgar  sus  actos, 
no  siendo  delitos,  aunque  sean  verdaderos  abusos,  y mucho  me- 
nos pueden  juzgarlos  sin  oirla  (3). 

2384.  — Del  principio  que  la  administración  tiene  la  facultad 
discreccional  de  imponer  á las  propiedades  particulares  contiguas 
á las  carreteras  en  via  de  ejecución  el  gravamen  transitorio  que 
tal  servicio  reclama,  se  sigue : 

I.  Que  son  improcedentes  los  interdictos  posesorios  contra  las 
providencias  encaminadas  á este  objeto,  porque  la  obligación  á 
un  fln  envuelve  el  derecho  á los  medios  indispensables  para  con- 
seguirlo, y de  consiguiente  la  potestad  de  excluir  todas  las  dila- 
ciones y remover  todos  los  obstáculos  á la  ejecución  de  las  obras 

públicas  (4). 


restituir  equivale  á suspender  y reformar  las  providencias  administrativas.  Por  lo  demás, 
la  verdadera  razón  es  la  mutua  independencia  de  los  poderes  del  Estado. 

(1)  C.  R.  23  de  Pelirero  de  1847. 

[21  C.  R.  6 de  Junio  de  1853.  

8 O R 1 o de  Julio  de  1846.-E1  Consejo  Real  estableció  la  jurisprudencia  que  man- 

tiLeeinrocedimiento  gubernativo  contra  los  deudores  á los  fondos  de  propios,  porque 
corre,po«die.d„  «1  fisco  el  20  por  100  del  prodficto  de  estos  Meces  defien  lo,  c«dil„s  d» 
semejante  naturaleza  gozar  del  mismo  privilegio  que  los  créditos  fiscales.  C.  R.  2t-  de  Ene- 


ro de  1818. 

(4)  C.  R.  23  de  Junio  de  1846. 
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II.  Y así  no  proceden  con  motivo  de  la  extracción  de  materia- 
les de  una  cantera  particular  para  la  construcción  ó reparación  de 
una  obra  de  utilidad  común  (1). 

2385. — Del  principio  que  la  división  municipal  fué  creada  en 
interés  público,  se  sigue : 

Que  también  son  improcedentes  los  interdictos  de  manuten- 
ción y restitución  contra  las  providencias  de  la  autoridad  admi- 
nistrativa competente  para  deslindar  los  términos  de  los  pue- 
blos (2). 

2386.  — Del  principio  que  los  montes  del  estado  se  hallan  bajo 
la  autoridad,  y los  comunes  y de  establecimientos  públicos  bajo 
la  inspección  y vigilancia  del  Gobierno,  se  sigue : 

I.  Que  son  asimismo  improcedentes  los  interdictos  posesorios 
contra  las  providencias  de  la  administración  relativas  al  deslin- 
de de  estos  montes,  aunque  se  comprendan  los  de  propiedad 
particular  que  confinen  con  ellos,  porque  envolviendo  necesaria- 
mente el  deslinde  de  un  monte  cualquiera  colindante  con  otros 
en  la  parte  en  que  lo  es,  el  deslinde  de  todos  y cada  uno  de  los 
demás,  es  evidente  que  deslindar  los  montes  de  propiedad  par- 
ticular equivale  á deslindar  los  de  propiedad  pública  limítro- 
fes (3). 

II.  Que  esto  no  obsta  ni  se  opone  á que  los  particulares  que  se 
estimen  agraviados  defiendan  sus  derechos,  haciendo  uso  del 
suyo  en  el  juicio  plenario  correspondiente  (4), 

III.  Que  el  interdicto  seria  procedente,  si  la  providencia  de  la 
administración  no  se  limitase  á mantener  el  estado  posesorio 
constituido,  porque  fuera  de  este  límite  no  obraria  en  el  ejerci- 
cio de  sus  legítimas  atribuciones  (5). 

2387.  — Del  principio  que  los  tribunales  ordinarios  no  deben 
entorpecer  la  tramitación  administrativa  de  ios  expedientes,  ni 
la  marcha  de  las  labores  mineras,  se  sigue: 

Que  no  proceden  ios  interdictos  para  suspender  ios  trabajos 
de  las  minas  (6). 

(1)  C.  R.  6 de  Junio  de  1858. 

(2)  C,  R.  23  de  Junio  de  184G. 

(3)  C.  R.  19  de  Agoeto  de  1846.  ; 

(4)  C.  E.  23  de  Mayo  y 28  de  Noviembre  do  18T2. 

(5)  C.  R.  6 de  Junio  de  1858. 

(6)  C.  E.  15  de  Abril  de  1813. 
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XVIII. 

Alinas. 

2388.  Del  principio  qne  la  propiedad  originaria  de  las  minas 
corresponde  al  estado,  se  sigue : 

Que  nadie  puede  beneficiarlas  sino  mediante  una  concesión 
administrativa  que  las  trapasa  al  dominio  particidar. 

2389.  Del  principio  que  la  propiedad  del  subsuelo  emanada 
de  una  concesión  minera  es  distinta  é independiente  de  la  del 
suelo,  se  sigue: 

I.  Que  la  nueva  concesión  del  subsuelo  no  constituye  título 
bastante  para  ocupar  ni  utilizar  perpétua  ni  temporalmente  el 
suelo  perteneciente  al  dominio  privado  (1). 

II.  Que  los  mineros  deben  procurar  concertarse  con  los  due- 
ños de  la  superficie,  cuando  necesiten  ocupar  alguna  parte  de 
ella  para  establecer  talleres,  depósitos,  oficinas  de  beneficio  ú 
otras  cualesquiera  dependencias  útiles  á la  explotación  (2). 

III.  Que  cuando  una  de  las  dos  propiedades  deba  ser  absorbi- 
da y anulada  por  la  otra,  proceden  la  declaración  de  utilidad  pú- 
blica, la  expropiación  y la  indemnización  correspondiente  (3). 

IV.  Que  si  la  concesión  se  refiere  á sustancias  minerales  que 
se  hallan  en  la  superficie  y al  descubierto,  no  existiendo  separa- 
ción del  suelo  y del  subsuelo,  no  puede  la  jurisdicción  ordinaria 
amparar  en  la  posesión  al  dueño  de  aquél  contra  el  concesiona- 
rio sin  invalidar  un  acto  administrativo  (4). 

V.  Que  en  todo  caso  el  particular  que  se  estime  agraviado  en 
sus  derechos  de  posesión  ó propiedad,  tiene  expedita  la  defensa 
de  estos  derechos  azite  ios  tribunales  en  el  juicio  plenario  cor- 
respondiente (5). 

2390.  — Del  principio  que  el  derecho  que  el  estado  se  reserva 
sobre  las  sustancias  minerales,  es  una  limitación  impuesta  á la 

(1)  Ibid. 

(2)  C.  B.  13  de  Marzo  de  1873. 

(3)  C.  E.  29  de  Enero  de  1873. 

(4)  Ibíd. 

(5)  C.  E.  23  de  Mayo  y 28  de  Noviemt»re  de  1872. 

TOMO  II. 
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propiedad  particular  ó colectiva,  y que  por  tanto  el  texto  de  la 
ley  es  de  interpretación  estricta,  se  sigue  : 

Que  sólo  las  producciones  que  expresa  claramente  la  ley  son 
objeto  de  la  minería  (1). 

2391.  — Del  principio  que  las  solicitudes  de  registro  deben  se- 
guir los  trámites  que  las  leyes  y los  reglamentos  señalan  á esta 
clase  de  expedientes,  se  sigue  : 

Que  los  vicios  sustanciales  de  un  registro  por  falta  de  exacti- 
tud y de  expresión  circunstanciada  del  sitio,  pueden  subsanarse 
cuando  de  ello  no  resulta  perjuicio  á tercero,  pero  no  cuando  hay 
derechos  creados  á favor  de  otro  registrador  (2). 

2392.  — Del  principio  que  las  reclamaciones  sobre  intrusiones 
de  unas  minas  en  otras  son  objeto  de  expediente  administrativo, 
se  sigue: 

Que  el  conocimiento  de  estas  cuestiones  pertenece  privativa- 
mente á la  autoridad  administrativa,  y la  acción  de  los  tribuna- 
les de  justicia  no  empieza  hasta  que  resueltas  por  la  administra- 
ción, se  pretende  indemnización  de  daños  y abono  de  minerales 
indebidamente  extraídos  (3). 

2393. — Del  principio  que  el  título  de  propiedad  de  una  mina 
constituye  un  derecho  particular  que  la  ley  protege  y ampara, 
mientras  el  dueño  de  ella  no  la  abandona  voluntariamente,  ó la 
autoridad  administrativa  no  revoca  la  concesión  en  virtud  de 
justa  causa,  se  sigue: 

Que  no  procede  la  declaración  de  caducidad  por  abandono  vo- 
luntario sino  cuando  existen  pruebas  del  hecho  tan  claras  y evi- 
dentes que  excluyen  toda  duda  (4). 

2394.  — Del  principio  que  pertenece  al  superior  inmediato  en- 
mendar ios  actos  de  la  autoridad  subalterna,  se  sigue : 

I.  Que  la  dilación  en  el  despacho  de  las  solicitudes  de  registro 
pára  perjuicio  á tercero,  cuando  éste  no  ha  reclamado  en  tiempo 
y lugar  oportuno  contra  la  autoridad  morosa  (5). 

II.  Que  el  descuido  de  la  administración,  omitiendo  decretar 
la  práctica  del  reconocimiento  facultativo  que  debe  preceder  á 
la  admisión  definitiva  del  registro,  no  justifica  el  abandono  del 

(1)  C,  R.  24  de  Fe-brero  de  1858. 

(2)  C.  E.  31  de  Mayo  de  1861. 

(3)  C.  E.  20  de  Foljrero  de  1863. 

(4)  C.  E.  4 de  Julio  de  1860  y 28  de  Febrero  de  1861. 

(5)  C.  R.  12  de  Noviembre  de  1856. 
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concesionario,  porque  es  de  su  deber, 
al  superior  inmediato  (1). 
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segim  las  leyes,  prevenir 


XIX. 


Orden  público. 


2395.  Del  principio  legal  que  á la  administración  toca  exclu- 
sivamente velar  por  el  cumplimiento  de  las  leyes  de  policía  de 
orden,  y de  consiguiente  el  cuidado  de  que  se  guarden  las  re- 
glas de  la  moral  y la  decencia  pública,  se  sigue: 

I.  Que  cuando  la  autoridad  inferior  dicta  providencias  con 
este  objeto,  á la  superior  inmediata  pertenece  reformarlas  si 
fueren  abusivas,  y hacer  al  mismo  tiempo  efectiva  la  responsa- 
bilidad en  que  aquella  incurra,  no  siendo  tan  grave  la  culpa  que 
exija  la  formación  de  causa  (2). 

II.  Que  sólo  en  este  caso,  procede  la  acción  de  los  tribunales, 
puesto  que  no  es  posible  interponerse  de  otra  manera,  sin  tur- 
bar el  órden  jerárquico  de  la  administración  y destrair  su  inde- 
pendencia (3). 


XX. 

Patronatos, 

2396.— Del  principio  legal  que  al  Gobierno  pertenece  ejercer 
el  protectorado  sobre  todas  las  íhndaciones  pías  laicales,  se  sigue: 

I.  Que  el  gobernador  de  la  provincia  debe  velar  por  que  ten- 
ga cumplido  efecto  la  voluntad  de  ios  fundadores  (4). 

II.  Que  puede  requerir  á los  patronos  de  establecimientos  ó 
fundaciones  particulares  de  benefícencia  para  qiuí  exhiban  las 
cuentas  de  su  administración  y justifiquen  el  cumplimiento  de 
las  cargas  impuestas  por  el  fundador  (5). 

(1)  C.  R.  18  de  Aliril  de  1856  y 30  de  Enero  de  1861. 

(2)  C.  R.  18  de  Agosto  do  1847. 

(3)  IWd. 

(4)  C.  R.  16  de  Abril  de  1847. 

(5)  T.  C.  18  de  Mayo  de  1856, 
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lU.  Que  puede  ventilar  las  cuestiones  relativas  á la  exactitud 
de  la  graduación  de  los  interesados  en  la  percepción  de  las  dotes, 
porque  entra  esta  facultad  en  los  limites  de  su  derecho  de  ins- 
pección y vigilancia  (1). 

IV.  Que  también  le  pertenece  decidir  si  el  pago  de  estas  li 
otras  cargas  cualesquiera  es  ó no  posible,  porque  esta  cuestión  no 
puede  resolverse  sino  examinando  las  cuentas  de  la  administra- 
ción con  presencia  de  las  obligaciones  impuestas  á la  misma 
por  el  fundador  del  patronato  (2). 

V.  Que  debe  considerar  como  un  recurso  extremo  suspender 
al  administrador  judicial  que  no  da  cuentas  ó la  competente  se- 
guridad hasta  que  preste  uno  y otro,  y promover  su  separación 
absoluta  ante  los  tribunales,  porque  no  se  necesita  para  llenar  de 
ordinario  el  objeto  del  patronato  (3). 

VI.  Que  debe  respetar  la  facultad  privativa  de  los  jueces  y tri- 
bunales comunes  de  declarar  el  derecho  en  posesión  y propiedad 
á los  patronatos,  porque  esta  facultad  seria  ilusoria,  si  la  admi- 
nistración pudiera  dejar  sin  efecto  un  fallo  judicial. 

VIL  Que  el  derecho  de  vigilancia  é inspección  administrativa 
no  alcanza  á decidir  si  corresponde  ó no  un  patronato  interino  á 
la  persona  que  lo  ejerce,  porque  su  nombramiento,  aunque  con 
el  carácter  de  interinidad,  ha  recaído  en  virtud  de  exámen 
de  títulos  ó derechos  que  no  pueden  apreciarse  gubernativa- 
mente (4). 

2397. — Del  principio  legal  que  la  administración  ejerce  en  toda 
su  plenitud  el  protectorado  en  los  establecimientos  de  beneficen- 
cia de  patronato  público  eclesiástico,  se  sigue: 

Que  tiene  sobre  ellos  ios  mismos  derechos  que  sobre  todos  los 
demás  establecimientos  públicos,  porque  la  ley  limita  las  facul- 
tades de  la  administración  á la  simple  inspección  y vigilancia 
sólo  en  cuanto  á los  establecimientos  ó fundaciones  particula- 
res (5). 


(1)  C.  R.  1.0  d©  Octubre  de  1845. 

(2)  Ibid. 

(8)  C.  R.  16  do  Abril  de  1847. 

(4)  C.  R.  4 de  Marzo  de  1857. 

[5)  C.  R.  18  de  Agosto  de  1847. 
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XXL 

Pesca. 

2398.  Del  principio  que  las  leyes  y reglamentos  de  la  pesca 
en  determinados  puntos  de  aguas  estancadas,  lagunas  y aun  en 
los  ríos  navegables  y flotables  forman  una  parte  de  la  policia.de 
las  aguas  y establecen  reglas  para  su  uso  y aprovechamiento, 
se  sigue; 

I.  Que  sólo  miran  al  interés  público,  y de  consiguiente  son 
compatibles  con  el  derecho  de  pesca  que  puede  tener  el  particu- 
lar como  una  propiedad  cualquiera  reconocida  y protegida  por 
las  leyes  (1). 

II.  Que  las  cuestiones  sobre  el  derecho  de  pesca  que  los  par- 
ticulares movieren  en  uso  de  su  propiedad,  pertenecen  al  fuero 
común,  porque  son  cuestiones  de  derecho  privado  (2). 


XXII. 

Profesiones  médicas. 

2399.— Del  principio  legal  que  á los  gobernadores  de  provin- 
cia pertenece  llevar  á efecto  las  disposiciones  vigentes  contra 
los  intrusos  en  cualquiera  de  los  ramos  de  la  ciencia  de  curar 
hasta  donde  alcancen  sus  atribuciones  gubernativas,  se  sigue; 

I.  Que  el  ejenúcio  de  la  medicina  ó cirugía  sin  el  correspon- 
diente titulo  puede  dar  lugar  en  cada  caso  á dos  cuestiones  de 
muy  distinta  naturaleza,  á saber;  la  de  este  hecho  en  sí  mismo, 
y la  de  si  se  ha  ejecutado  ó no  conforme  á las  reglas  de  la  fa- 
cultad. 

II.  Que  la  primera  cuestión  es  simplemente  de  hecho,  y toca 

(U  Ocurría  la  duda  de  si  la  ley  de  caza  y pesca  de  3 de  Mayo  de  1834  era  do  mera  policía 
de  los  ríos  y r-^glamentaria  de  .su  uso  y aprovechamiento,  ó coinprandia  la  abolición  da 
los  derechos  de  propiedad  adquiridos  por  titulo  ouerosoóporla  posesión  no  interrumpida 
y amparada  por  lo.s  tribunales.  La  jurisprudencia  administrativa  declara  la  cuestión  con- 

ciliando  ambos  extremos-  j .o-.. 

(2)  T.  C.  27  do  Diciembre  do  1854  y C.  R.  5 de  Diciembre  de  18o6. 
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resolverla,  cuando  no  hay  reíncidencia;,.á  ios  g-obernadores  de 
provincia,  porque  las  leyes  ordenan  proceder  contra  los  intru- 
sos sin  forma  de  juicio,  es  decir,  gubernativamente;  y porque  la 
multa  es  menor  que  las  que  pueden  dichas  autoridades  imponer 
en  uso  de  su  potestad  de  corrección  y disciplina. 

ni.  Que  la  segunda  cuestión  tiene  por  objeto  decidir  si  el  que 
ejerce  sin  título  la  medicina  ó cirugía  y la  ejerce  mal,  causando 
un  daño  mayor  ó menor,  debe  indemnizar  al  que  lo  recibe,  la 
cual  es  de  la  competencia  ordinaria  (1). 


XXIII.  ' 

Quintas. 

2400.  — Del  principio  legal  que  no  tienen  responsabilidad  al- 
guna los  fiadores  de  jóvenes  ausentes  en  la  isla  de  Cuba  ó en 
otra  posesión  española  de  Ultramar,  á quienes  al  ausentarse  para 
aquel  destino  se  les  libró  pasaporte  sin  garantías  por  no  tener 
aun  la  edad  requerida  en  las  leyes,  aunque  despees  de  haber  en- 
trado en  ella  no  se  hayan  presentado  á cumplir  la  suerte  de  sol- 
dados que  en  sus  pueldos  les  hubiese  cabido,  se  sigue: 

Que  los  suplentes  de  los  prófugos  facciosos  y de  todos  los  de- 
más de  igual  ó análoga  naturaleza,  pueden  deducir  su  derecho  á 
reclamar  contra  sus  bienes  la  indemnización  y resarcimiento  de 
daños  y perjuicios  ante  los  tribunales  ordinarios  (2). 

2401.  — Del  principio  que  á las  Comisiones  provinciales  perte- 
nece corregir  las  contravenciones  á la  ley  que  de  los  expedien- 
tes de  quintas  resulten  y remitir  los  documentos  oportunos  al 
tribunal  competente,  cuando  aparezcan  delitos  que  exijan  la  for- 
mación de  causa,  se  sigue:, 

I.  Que  les  corresponde  privativamente  calificar  los  hechos 
que  puedan  dar  ocasión  á un  procedimiento  judicial. 

II.  Que  por  tanto,  la  formación  de  causa,  ántes  de  esta  califi- 
cación, será  improcedente  ó prematura:  improcedente,  si  el  he- 
cho imputado  fuere  de  tal  naturaleza,  atendidas  todas  las  circuns- 
tancias, que  no  la  requiera,  bastando  la  corrección  de  la  misma 

(1)  C.  R.  lo  de  Mayo  ele  1847. 

(2]  Ibid. 
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Comisión  provincial;  prematura,  porcpie,  aun  cuando  la  exija, 
toca  a dicha  Comisión  declararlo  así  previamente  (1). 


XXIV. 

Recursos  [contra  las  decisione»  dcl  Consejo  de  listado. 

2402. — Del  principio  que  ni  la  jurisprudencia,  ni.  el  regla- 
mento sobre  el  modo  de  proceder  en  los  negocios  administrati- 
vos consienten  la  acumulación  de  recursos  en  subsidio  unos  de 
otros,  se  sigue: 

Que  no  se  pueden  interponer  los  de  nulidad,  revisión  ó acla- 
ración subsidiariamente  contra  una  decisión  del  Consejo  de  Es- 
tado aprobada  por  el  Gobierno  (2). 

■ 2403. — Del  principio  que  el  recurso  de  nulidad  contra  las  de- 
cisiones de  la  autoridad  suprema,  no  se  halla  establecido  ni  ex- 
plícita ni  virtualmente  en  el  reglamento  citado,  se  sigue; 

Que  no  procede  interponerlo  contra  las  decisiones  del  Consejo 
de  Estado  aprobadas  por  el  Gobierno  (3) . 

2404.  — Del  principio  que  los  recursos  de  revisión  de  las  reso- 
luciones definitivas  no  proceden  sino  en  los  casos  taxativamen- 
te determinados  por  las  leyes  y reglamentos,  se  sigue: 

I.  Que  sólo  son  admisibles  por  contrariedad  de  dos  definiti- 
vas en  un  mismo  negocio  (4). 

II.  Que  al  interponerlo  debe  el  interesado  expresar  en  qué 
consiste  ia  contrariedad  de  las  decisiones,  no  bastando  referirse 
á ella  en  la  súplica  de  su  demanda  (5). 

III.  Que  no  aprovecha  alegar  que  la  definitiva  dictada  en  un 
pleito  se  ha  ganado  en  virtud  de  una  sorpresa  ó maquinación 
fraudulenta,  porque  ni  las  leyes  ni  los  reglamentos  lo  autorizan, 
ni  el  modo  de  proceder  ante  el  Consejo  de  Estado  permite  supo- 
ner tales  vicios,  si  no  son  obra  de  los  mismos  litigantes  (6). 

2405.  Del  principio  que  el  recurso  de  revisión  es  un  remedio 

(1)  C.  R.  23  de  Febrero  de  1848. 

(3)  C.  R.  3 de  Setiembre  do  1856. 

(3)  Ibid. 

(4)  C.  E.  12  de  Junio  de  1859. 

(5)  C.  E.  25  de  Diciembre  de  185'7. 

(6)  C.  E,  20  de  Diciembre  de  1302. 
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establecido  en  favor  de  los  que,  creyendo  lastimados  sus  dere- 
chos por  los  vicios  de  una  resolución  deflnitiva,  aspiran  á un 
nuevo  exámen  del  asunto  sobre  el  cual  recayó,  para  que  subsa- 
nándose aquéllos,  se  alejen  y eviten  los  perjuicios  que  juzgan 
habérseles  causado,  se  sigue: 

Que  no  procede  por  no  haberse  decidido  cualquier  punto  inci- 
dental propuesto  en  la  demanda,  porque  siempre  deja  ilesa  la 
acción  del  interesado  para  pretender  que  se  le  administre  Jus- 
ticia (1).  ■ 


XXV. 

ICeciirsos  contra  las  sentencias  <Íe  las  Coiulslones  provinciales. 


2406.  — Del  principio  que  el  transcurso  de  un  término  señala- 
do para  el  ejercicio  de  lín  derecho  lleva  consigo  la  pérdida  de 
este  derecho ; y aunque  la  equidad  aconseja  alguna  vez  que  se 
prescinda  del  rigor  de  los  términos,  nunca  puede  mostrarse  in- 
dulgencia cuando  redunda  en  perjuicio  de  tercero,  se  sigue: 

Que  si  el  apelante  no  se  presenta  en  tiempo  hábil  á mejorar 
el  recurso,  y le  acusa  la  rebeldía  el  apelado,  adquiere  éste  el 
derecho  de  que  se  declare  firme  la  sentencia  (2). 

2407.  — Del  principio  que  si  la  apelación  sólo  recae  sobre  un 
incidente,  el  Consejo  de  Estado  provée  únicamente  acerca  de  él, 
reservando  al  inferior  la  cuestión  principal,  se  sigue: 

Que  las  sentencias  interlocutorias  de  las  Comisiones  provincia- 
les son  apelables,  cuando  impiden  la  continuación  del  pleito  (3). 

2408.  — Del  principio  que  el  recurso  de  rescisión  procede  sólo 
por  nulidad  de  la  cédula  de  emplazamiento  ó imposibilidad  de 
comparecer  ó contestar  oportunamente  á la  demanda,  se  sigue: 

Que  no  puede  resolverse  de  plano,  sino  sustanciarse  con  su- 
jeción á los  trámites  de  reglamento,  y decidirse  con  pleno  co- 
nocimiento de  causa  (4) . 

2409.  — Del  principio  que  el  recurso  de  nulidad  procede  sólo 


(1)  C.  E.  31  de  Marzo  da  1858- 

(2)  C.  E.  23  de  Marzo  y 30  de  Noviembre  de  1850  y 22  de  Junio  do  1861. 

(3)  C.  E.  20  de  Noviembre  de  1860  y 10  de  Mayo  de  1863. 

(4)  C.  E.  24  de  Marzo  de  1861  y 25  de  Mayo  de  1863. 
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en  los  casos  taxativamente  señalados  en  las  leyes  y reglamen- 
tos, se  signe: 

I.  Que  interpuesto  el  de  apelación  ante  la  Comisión  provincial, 
no  se  puede  pretender  la  nulidad  de  la  sentencia  ante  el  Conse- 
jo de  Estado  (1). 

II.  Que  no  procede  por  la  razón  de  haber  intervenido  la  Co- 
misión provincial  en  el  expediente  gubernativo  que  da  origen 
á la  via  contenciosa  (2). 

2410. — Del  principio  que  el  recurso  del  beneficio  de  restitu- 
ción in  miegrum  concedido  en  su  caso  por  derecho  común  á los 
Ayuntamientos  no  se  halla  comprendido  entre  los  establecidos 
por  el  reglamento  sobre  el  modo  de  proceder  ante  las  Comisio- 
nes provinciales,  se  sigue : 

Que  no  es  admisible  contra  las  sentencias  de  estos  tribunales 
administrativos,  porque  en  el  mero  hecho  de  no  expresarlo  el 
legislador,  debe  entenderse  su  voluntad  de  excluirlo:  y porque 
su  admisión  seria  contraria  al  espíritu  de  la  legislación  admi- 
nistrativa, que  tiene  por  principal  objeto  la  rapidez  y economía 
en  la  determinación  de  los  negocios:  resultado  incompatible  con 
la  necesidad  de  abrir  un  nuevo  juicio  por  el  largo  espacio  de 
cuatro  años  (3). 


XXVI, 


Servidumbres  públicas. 


2411. — Del  principio  que  la  ley  pone  al  cuidado  inmediato  de 
los  Ayuntamientos  la  policía  municipal,  se  sigue : 

I.  Que  deben  los  alcaldes  hacer  uso  directo  de  su  autoridad 
para  impedir  que  las  servidumbres  rurales  sean  obstruidas,  y 
destruir  toda  usurpación  reciente  que  pueda  perjudicar  al  uso 
común  (4). 

II.  Pero  no  pueden  ejercer  actos  de  dominio,  como  otorgar 
permiso  para  construir  una  casa  particular  en  un  terreno  sujeto 


(1)  C.  E.  n ae  Mayo  de  1862. 

(2)  C.  E.  29  de  Abril  de  1863. 

(3)  C.  R.  3 de  Enero  de  1849. 

(41  C.  R.  4 de  Abril  de  1847.— Entran  en  la  clase  de  servidumbres  rurales  las  pecuarias, 
en  cuya  posesión  ampara  á los  ganaderos  la  autoridad  administrativa.  G.  R.  23  de  Jumo 
de  1846,  23  da  Febrero  de  1841,  etc. 
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puramente  á una  servidumbre  de  tránsito  de  ganados  y perte- 
neciente á una  finca  de  propiedad  privada,  sin  el  consentimien- 
to de  su  legítimo  dueño  (1). 

in.  Y ménos  todavía  pueden  los  Ayuntamientos  imponer  ser 
vidiimbres  contra  la  voluntad  de  los  dueños,  en  las  fincas  de 
propiedad  particular  (2). 

IV.  Ni  tampoco  autorizar  que  se  haga  de  la  servidumbre  es- 
tablecida diferente  uso  de  aquél  para  el  cual  se  estableció,  sin 
obtener  el  permiso  prévio  del  -dueño  del  predio  sirviente,  alte- 
rando el  estado  posesorio  de  la  administración  sin  causa  legíti- 
ma, ni  derecho  para  ello  (3). 

V.  Que  los  tribunales  de  la  jurisdicción  ordinaria  son  compe- 
tentes para  admitir  interdictos  contra  las  providencias  adminis- 
trativas de  ios  alcaldes  y Ayuntamientos  en  talos  casos,  puesto 
que  no  contrarian  acuerdos  tomados  en  el  ejercicio  de  sus  legí- 
timas atribuciones  (4). 

VI.  Mas  el  conocimiento  de  las  cuestiones  que  se  promuevan 
entre  los  particulares  con  motivo  ú ocasión  de  las  servidumbres 
públicas,  es  privativo  de  la  jurisdicción  ordinaria,  miéntras  el 
fallo  que  recaiga  no  perjudique  á los  derechos  que  puedan  cor- 
responder al  común  respecto  á la  libertad  de  dichas  servidum- 
bres, á no  ser  citado  j vencido  enjuicio  (5). 

Vil.  Que  son  ajenas  á la  competencia  administrativa  las 
cuestiones  que  se  susciten  á propósito  de  los  caminos  destina- 
dos al  uso  de  una  ó más  personas,  porque  la  idea  de  camino  pú- 
blico ó vecinal  y camino  particular  se  excluyen  mutuamente,  y 
las  servidumbres  que  de  éstos  se  derivan  sólo  pueden  prestar 
fundamento  á cuestiones  de  derecho  privado  (6) . 

VIII.  Que  asimismo  son  cuestiones  ordinarias  las  relativas  á 
fijar  los  verdaderos  límites  de  la  servidumbre  pública  (7),  y con 
mayor  razón  aquellas  en  que  se  ventila  su  existencia  ó no  exis- 
tencia. 

2412. — D,el  principio  que  no  deben  detenerse  ni  paralizarse 

(Ij  C.  E.  21  de  Felírero  de  1S61. 

(2)  C.  E.  15  de  Abril  de  1812. 

(3)  C.  E.  1.0  de  Abril  de  1813. 

(4)  Ibicl. 

t5)  C.  E.  26  de  Junio  de  1861. 

(6)  C.  R.  15  de  Setiembre  de  1847. 

(7)  C.  R.  92  de  Octubre  de  1846. 
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las  obras  públicas  en  vía  de  ejecución  por  las  oposiciones  que 
bajo  cualquier  forma  puedan,  intentarse^  se  sigue: 

Que  para  el  resarcimiento  de  daños  y perjuicios  causados  por 
la  imposición  de  un  gravámen  transitorio  á los  terrenos  inme- 
diatos debe  acudirse  al  gobernador  de  la  provincia,  y si  la  cues- 
tión se  hiciere  contenciosa,  presentar  la  demanda  conveniente 
ante  la  Comisión  provincial  (1). 


XXVII. 

Sociedades  anÓBiiinas. 

241d. — Del  principio  que  la  intervención  administrativa,  asi 
en  la  constitución  legal  de  estas  compañías  de  comercio,  como 
en  sil  reorganización  ó continuación,  tiene  por  objeto  velar  asi- 
duamente para  que  no  se  comprometan  los  intereses  generales, 
se  signe : 

L Que  todos  los  actos  de  inspección  y tutela  que  emanan  de 
la  administración,  se  derivan  de  su  poder  discreccionai,  y por 
lo  mismo  las  providencias  gubernativas  de  este  carácter,  mión- 
tras  no  ofendan  derechos  preexistentes,  no  dan  lugar  á recla- 
mación contenciosa  (2). 

II.  Que  la  alta  tutela  administrativa  no  obsta  para  que  so  ven- 
tilen judicialmente  todas  las  cuestiones  que  pueden  suscitarse 
con  arreglo  á derecho  respecto  á los  actos  y operaciones  de  di- 
chas compañías  (3). 


XXVIlí. 

Wia  contenciosa. 

24í4. Del  principio  que  las  cuestiones  dei  orden  oontcncioso- 

administrativo  son  litigios  entre  la  administración  y los  particu- 
lares agraviados  con  sus  providencias,  se  sigue. 


(1)  C.  R.  30  de  Enero  de  ISH, 

(2)  C.  R.  13  do  Junio  de  1858. 

(3)  C.  E.  11  de  Febrero  de  1863. 
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Qae  no  procede  la  vía  contenciosa  cuando  no  concurren  dos 
circunstancias  esenciales,  á saber,  el  acto  administrativo  y el 
derecho  perjudicado  (1). 

2415. — Del  principio  que  corresponde  exclusivamente  á la  ad- 
ministración activa  dictar  y reformar  los  reglamentos  y órdenes 
generales , se  sigue : 

I.  Que  ni  éstas  ni  aquellos  pueden  ser  enmendados  ni  modifí- 
caclos  por  los  tribunales  administrativos,  porque  ante  ellos  sola- 
mente se  trata  del  derecho  especial  de  los  que  litigan,  y no  se 
})ueden  apreciar  debidamente  las  consideraciones  de  interés  co- 
mún en  que  semejantes  disposiciones  se  fundan,  y de  consi-, 
guiente  no  procede  en  tales  casos  el  recurso  contencioso  (2). 

II.  Ni  contra  las  reales  órdenes  que  tienen  por  objeto  declarar 
una  obra  de  utilidad  pública,  porque  es  propio  déla  administra- 
ción activa  apreciar  ios  motivos  de  esta  declaración  (3).  • 

III.  Ni  contra  los  acuerdos  legítimos  de  los  Avuntamientos  en 
materia  de  policía  urbana,  porque  son  actos  propios  de  la  potes- 
tad discreccional  de  la  administración;  pero  sí  contra  su  revo- 
cación , siempre  que  lastimo  ei  derecho  del  interesado,  para  el 
efecto  de  obtener  la  indemnización  á que  hubiere  lugar  (4). 

IV.  Ni  contra  la  licencia  de  ejecutar  una  obra  otorgada  por  ia 
administración  activa,  por  la  misma  razón,  quedando  sólo  al  ter- 
cero ó terceros  que  puedan  resultar  perjudicados  por  ella  la  re- 
clamación de  estos  perjuicios  contra  ei  dueño  ante  los  tribuna- 
les de  justicia  competentes,  como  cosa  de  interés  puramente 
privado  (5). 

V.  Ni  tampoco  contra  la  negativa  para  procesar  á las  autori- 
dades, corporaciones  y en  general  á los  empleados  públicos  por 
delitos  ó faltas  oficiales , porque  los  reglamentos  y órdenes  de 
común  observancia  no  crean  derechos  ni  modifican  los  preexis- 
tentes, ni  tienen  otro  objeto  que  ordenar  un  servicio  público  con- 
fiado exclusivamente  á la  administración  activa,  la,  cual  fija  re- 
glas y concede  garantías  á los  agentes  subalternos  conservando 
siempre  el  carácter  discreccional  y la  libertad  absoluta  de  apli- 

(1)  C.  R.  5 íle  Julio  ds  184S. 

(2)  C.  R.  3 de  Noviembre  de  1852. 

(3)  C.  E.  28  de  Enero  de  1859. 

{4}  G.  E.  5 de  Octubre  de  1859. 

(5)  C,  E.  13  de  Marzo  de  1853. 
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carias , libertad  de  que  no  puede  prescindir  en  actos  de  esta  na- 
tiiraleza  (1). 

2416.  Del  principio  que  los  actos  de  la  administración  activa 
en  tanto  son  impugnables  por  la  via  contenciosa,  en  cuanto  las- 
timan derechos  preexistentes,  se  siguen 

I.  Que  sólo  procede  contra  ellos  recurso  al  Gobierno  por  exce- 
so ó por  abuso,  si  lo  hubo,  para  su  corrección  ó emienda  (2). 

II.  1:  no  procede  contra  el  acuerdo  de  un  Ayuntamiento  sobre 
arrendar  fuera  de  pública  subasta  cualesquiera  aprovechamien- 
tos comunes,  porque  ningún  vecino  particular  de  un  pueblo  tie- 
ne el  derecho  de  reclamar  que  no  se  jnúve  temporalmente  á sus 
convecinos  de  un  disfrute  de  esta  clase  por  medio  de  un  ar- 


riendo (3). 

2417. — Del  principio  que  el  recurso  contencioso  es  un  medio 
subsidiario  de  defender  el  deretdio  particular  lastimado  por  un 
acto  de  la  administración  activa,  se  sigue: 

I.  Que  no  procede  miéntras  no  se  agote  la  via  gubernativa  (4), 

II.  Ni  de  consiguiente  miéntras  el  Gobierno  no  resuelva  afir- 
mativa ó negativamente  la  pretensión  del  interesado,  porque 
falta  el  acto  administrativo  competente  para  que  haya  lugar  á la 
via  contenciosa  (5). 

III.  Ni  tampoco  en  tanto  que  el  gobernador  de  la  provincia  no 
decida  gubernativamente  lo  (pie  corresponda,  porque  falta  la  pro- 
videncia que  causando  estado,  ofende  ó lastima  el  derecho  de  los 
particulares;  y ni  los  gobernadores,  ni  los  agraviados  pueden 
renunciar  á la  observancia  de  una  regia  esencial  al  orden  de  ju- 
risdicciones (6). 

lY.  Por  lo  cual,  suspendido  el  pago  de  una  pensión,  procede 
reclamar  á la  Junta  de  Clases  pasivas  (7),  y siendo  su  decisión 
desfavorable,  acudir  en  queja  al  ministerio  de  Hacienda,  antes 
de  cuya  resolución  no  queda  terminada  la  via  gubernativa,  in  hay 
propiamente  acto  administrativo  de  los  que  sólo  pueden  reparar- 
se por  la  via  contenciosa  (8). 


(1)  C.  R.  24  de  Mayo  de  1848. 

(2)  C.  E.  21  de  Enero  de  1858, 

(3)  C.  E.  31  de  Mayo  de  1861. 

(4)  C.  R.  2T  de  Julio  de  1848. 

(5)  C.  R.  25  de  Diciem'bro  de  185X 

(6)  C.  E.  8 do  Agosto  de  1858  y 26  de  Noviembre  de  1860. 

(T)  Hoy  Ue  Paiisiouea  clvUea.  Doorato  de  10  do  Mayo  e 

(8)  C.  H.  10  de  Enero  de  1858.-E3ta  doctrina,  tan  severa  en 


cuanto  á no  admitir 


Ir 


\'ia 


494  JimiSPRIiDEMCU  ADMINISTRATIVA. 

2418.  — ^Del  principio  que  las  leyes  establecen  formas  tutelares 
que  protegen  el  d(3recho  privado  contra  las  providencias  de  la 
administración  activa,  se  sigue: 

Que  procedo  ei  recurso  contencioso  por  violación  de  estas  for- 
mas (1). 

2419.  — Del  principio  legal  que  el  recurso  contencioso  debe  in- 
terponerse ántes  que  expire  el  plazo  fatal  de  seis  meses,  se  sigue: 

Que  la  pérdida  del  expediente  gubernativo  no  constituye  fuer- 
za mayor  á favor  de  la  administración,  y de  consiguiente  no  im- 
pide la  prescripción  de  su  derecho,  mientras  no  se  pruebe  que 
el  extravío  ocurrió  dentro  del  término  señalado  para  el  ejercicio 
de  la  acción  y duró  todo  el  tiempo  que  media  desde  aquel  dia 
hasta  la  presentación  de  la  demanda  (2). 

2420.  — Del  principio  que  la  jurisprudencia  administrativa  se 
funda  más  bien  en  reglas  de  equidad  j economía  pública  que  en 
preceptos  de  rigoroso  derecho,  se  sigue: 

Que  no  sólo  los  derechos  perfectos  y absolutos,  una  vez  des- 
conocidos y lastimados,  producen  acción  é indemnización  á fa- 
vor de  tercero,  pero  también  ios  intereses  legítimos  compatibles 
con  el  interés  público  é injustamente  hollados  á nombre  de  este 
interés  (3). 


contenciosa  sino  después  de  apurada  la  fifutiornativa,  merece  mayor  explicación.  En  reali- 
dad, mientras  no  so  cumple  aquel  requisito:  I.”  No  hay  un  acto  definitivo  de  la  adminis- 
tración que  preste  fundamento  al  recurso  contencioso.  2."  Podiendo  el  agravio  ser  corre- 
gido por  la  autoridad  superior,  cesa  tal  vez  la  causa  del  procedimiento.  3.®  Y como  la  au- 
toridad superior  no  puede  ser  privada  del  derecho  do  suspender,  emendar  ó revocar  al 
acto  de  la  suhalterna,  no  cabria  pronunciar  sino  un  fallo  condicional,  para  el  caso  do  dic- 
tar la  administración  activa  una  resolución  desfavorable  al  verdadero  ó presunto  agra- 
viado. 

(1)  C.  R.  27  de  Julio  da  1848. 

(2)  C.  E.  2 de  Noviembre  de  1859. 

(3;  C.  R.  30  de  Junio  do  1847.— Las  reglas  da  equidad  se  hermanan  uaturalinente  con  la 
justicia,  y ejercen  siempre  una  influencia  legítima  en  las  cuestiones  contencioso-admi- 
nistrativaa;  y así  la  administración,  no  sólo  se  cuida,  juzgando,  de  respetar  los  derechos 
adquiridos,  paro  también  de  no  defraudar  las  legítimas  esperanzas.  C,  R.  12  de  Noviembre 
de  1856. 
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EXCEPCIONES  DILATORIAS,  2211,  2254,  2255. 

EXPÓSITOS,  959  y sig. 

EXPROPIACION.  V.  Enajenación  forzosa. 

EXTRANJEROS,  1175  y sig. 


F 


FÁBRICAS  Y TALLERES  INSALUBRES,  735.— Trabajo  de  los  niños 
y las  niñas,  1866,  1867,  2376. 


ALFABÉTICO. 

FERIAS  Y MERCADOS,  62S,  1939  y sio-. 
EOiNDOS  PL'BLKJOS  (iii versión  de  ios),  206. 
1-UBiRZAS  !)E  MAR  Y TIERRA,  203,  1291. 
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GANADERÍA,  1828  y «ig-. 

Garantías  INDIAMOUAEES:  Suspensión,  793,  794. 

GOBERNADORES  DE  PROVINCIA:  Nombramiento,  286. — Autori- 
dad, 28 j,  288,  289, — Incompatibilidades,  290. — Atribuciones,  291  y sig'. 
— Potestad  coercitiva,  301  y sig.— Residencia,  307.— Actos  de  los  g-ober 
Dadores,  308  y sig', — Publicidad,  311.— Reforma  de  sus  providencias,  312 
y sig. — Responsabilidad,  318  y sig.— Gobernadores,  como  jueces  adiiii- 
uistrativos,  2182. 

GOBIERNO,  8,  9,  11. 

GREMIOS,  1852,  1853,  1854. 


GUARDERÍA,  RURAL,  631,  1842  y sig. 


H 


HABITxVNTES  DE  UN  TÉRMINO  MUNICIPAL,  577  y sig. 
HACENDADO  FORASTERO,  1144,  1148. 

HACIENDA  PÚBLICA,  2008  y sig. 

HIGIENE  PÚBLICA,  721,  722. 

HONORES  Y DISTINCIONES,  208. 

HOSPICIOS,  972,  973,  978. 

HOSPITALES,  979  y sig. 

HUÉRFANOS  Y DESAMPARADOS,  970,  971,  972,  974  y sig. 


I 


INCLUSAS,  963 y sig.  r,  .o  • 

INCOMPATIBILIDADES  PARLAMENTARIAS,  1279  y sig. 

INDULTOS,  431.  , , 

INDUSTRIA,  1850  y sig.— Industrias  reglamentadas,  l8oo  y sig.- 

M.onopolizadas,  1864,  1865.  _ 

INDUSTRIA  MINERV,  1701,  1723.  I7o0,  l /o8,  1/6.3. 
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INGENIEROS  DE  CAMINOS,  371, 

INGENIEROS  DE  MINAS,  373. 

INGENIEROS  DE  MONTES,  372. 
inspectores,  375  y sig, 

INSTITUCIONES  MUNICIPALES  DÉ  INSTRUCCION  Y BENEFI- 
CENCIA, 629,  634. 
instituto  INDUSTRIAL,  455. 

INSTITUTOS  DE  SEGUNDA  ENSEÑANZA,  1076  y sig. 
INSTRUCCION  PRIMARIA,  618,  1047  y sig. 

INSTRUCCION  PÚBLICA,  1033  y sig.— Su  dirección  y gobierno, 
1039,  1040.— Píiblica  y privada,  1059. 

INSTRUCCION  SECUNDARIA,  1076,— Pública,  1077 y sig.,  1086,  1087, 
1088,  1089.— Privada,  1085,  1091. 

INSTRUCCIONES,  187. 

INTENDENTES,  282  , 283,  289. 

INTERDICTOS  CONTRA  PROVIDENCIAS  DE  AUTORIDADES  AD- 
MINISTRATIVAS. 647,  2378  y sig. 

INTERVENCION  GENERAL,  2043,  2044. 

INVIOLABILIDAD  DE  LA  CORRESPONDENCIA,  1159. 
INVIOLABILIDAD  DEL  DOMICILIO,  1158. 

INVIOLABILIDAD  DEL  MONARCA,  179. 

ISLAS,  1391. 


J 


JEFES  POLÍTICOS,  286. 

JERARQUÍA  ADMINISTRATIVA,  151.— Sus  condiciones,  152.— Uni- 
formidad, 153,  154, — Subordinación,  155  y sig, — Responsabilidad,  162  y 
siguientes.— Pre.sencia,  167,  168. 

JUECES  ADMINISTRATIVOS  DE  EXCEPCION,  2180  y sig. 

JUEGOS,  1118, 1120  y sig. 

JUICIO  DE  EXCEPCIONES,  I3l8  y sig. 

JUNTA  DE  SANIDAD,  443. — De  Comercio,  445.— De  Moneda,  ibid.— 
Superior  de  Agricultura,  ludustria  y Comercio,  ibid.— Consultiva  de  Ca- 
raiuos,  Canales  y Puertos,  446,— De  Moutes,  447.— De  Minas,  448.— De 
Estadística,  449. — Facultativa  de  Bibliotecas,  Archivos  y Museos,  450. 

De  Araucoles,  451. — Consultiva  de  Moneda,  452. — De  Pensiones  civi- 
les, 453. 

JUNTA  MUNICIPAL,  588  y sig. 

JUNTAS  MUNICIPALES  DE  BENEFICENCIA,  666,  1011.— Locales  de 
primera  enseñanza,  667,  668.— Municipales  de  Sanidad,  669,  757. 

JUNTAS  PROVINCIALES  DE  AGRICULTURA,  INDUSTRIA  *Y  CO- 
MERCIO, 542. — Desanidad,  543,  544. — De  Beneficencia,  515,  1011. — De 
Cárceles,  546.— De  Instrucción  pública,  547. 
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JURISDICCION  administrativa,  2144  y sij? 

JURISPRUDENCIA,  72,  89,  90. 

(Admiuístracioii  de  la),  197.— Ordinaria  y administrativa, 
1J9.— Delegada  y retenida,  2138  y sig.,  2147. 


L 


LAGOS  Y LAGUNAS,  1414,  1415,  1416. 
lazaretos,  739,  750. 

LEGISLACION,  72. 

LEY,  70,  71.— Derogación,  76,  77.— Interpretación,  78,  83,  84.— Pro- 
mulgación, 181, 182, 183, — Diferencias  entre  la  ley  y el  reglamento,  188. 
LEV  MARCIAL,  792. 

LIBERTAD  DE  ENSEÑANZA,  1040  y sig.,  1057,  1058,  1110. 
LIBERTAD  DE  IMPRENTA,  1179  y sig. — Medios  preventivos,  1184 
y sig. 

LIBERTAD  DE  LA  COSECHA,  1821. 

LIBERTAD  DEL  CULTIVO,  1819,  1820. 

LIBERTAD  PERSONAL,  1157. 

LIBRE  PLÁTICA,  748. 

LISTAS  ELECTORALES,  1212,  1216. 

LITIGIOS  DE  LA  PROVINCIA,  488. 

LITIGIOS  DE  LOS  PUEBLOS,  634. 

LLAMAMIENTO  Y DECLARACION  DE  SOLDADO,  1315  y sig. 


M 


MAESTROS  DE  PRIMERA  ENSEÑANZA,  1060  y sig.— Títulos,  1062. 
MAGISTRADOS  POPULARES,  564  y sig. 

MAR,  1377  y sig.— Mar  litoral,  1380.— Alta  mar,  1386  —Navegación, 
1387 

MARCAS  DE  EÁBRICAS,  1881. 

MARISMAS,  1390. 

MATERIAS  CUASI-CONTENCIOSAS,  424. 

MATRÍCULA  DE  MAR,  1349  y sig. 

MEDIA  VECINDAD,  1150. 
mendiguez,  1024,  1025. 

MINAS,  1699. -Legislación,  1701. -Clasificación,  1708  y sig.-Invc.s- 
tigacion,  1715  y sig. — Pertenencias  y demasías,  1722  y sig,— Propiedad 
minera,  1730,  1731. -Coto  minero,  1732.-Concesiou  de  minas,  1735 
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y si'?.— Domarcacion,  1742  y sig.— Terreros  y escoriales,  1746.--R.efürma 
de  ]a  ley  de  raiueria,  1747, — Caducidad  de  las  concesiones,  1751  y sig-. — 
Oficinas  de  beneficio,  1759,  1760,  1761. — Condiciones  generales  de  la 
minería,  1762,  y sig.— Minas  del  estado,  1767  y sig’.~ Jurisdicción  com- 
petente, 1772  y sig’.— Jurisprudencia,  2387,  2388  y sig. 

MINISTERIOS,  217  3^  sig.,  221  y sig.,  231.— Ministerio  de  Estado,  232- 
—De  Gracia  y Justicia,  233. — De  la  G-iierra,  234. — De  Hacienda,  235.— 
De  Marina,  236. — De  la  Gobernación,  237. — De  Eomento,  238. — De  Ul- 
tramar, 239. —Creación  y supresión  de  ministerios,  240. 

MINISTROS  (nombramiento  y separación  de  los),  209.— Sn  carácter, 
211.— Su  historia,  212  y sig. — Ministros  en  los  gobiernos  parlamenta- 
rios, 219,  220.— Consejo  do  ministros,  224,  242. — Atribuciones  de  los  mi- 
nistros, 225  3"  sig.,  245,  246. — Presidencia  del  Consejo,  243.— Ministros 
sin  cartera,  244.— Responsabilidad,  247,  248. — Ministros,  jueces  admi- 
nistrativos, 2183. 

MONEDA  (acuñación  de  la],  205,  1959  y sig  .—Extracción , 1904.— Al- 
teraciones de  la  moneda,  1962,  1963. — Sistema  monetario,  1964  y sig. — 
Moneda  extranjera,  1973. 

MONTES,  1627. — Legislación,  1628,  1629.— Clasificación  , 1631.— Mon- 
tes del  estado,  1632.— Administración,  1633  y sig.— Deslinde,  1638,  y 
siguientes,  2342.— Enajenación,  1652  y sig. — Adquisición,  1662,  1663.— 
Refundición  de  dominios,  1664  y sig.  - Conservación  y beneficio,  1669.— 
Policía  y fomento,  1693  y sig.— Montes  particulares,  1698. 

MONTES  DE  PIEDAD,  9,52. 

MONTES  MUNICIPALES,  634,  2326. 

MORATORIAS,  711,  712,  2012. 

MUNICIPIO,  44,  45,  48,  49,  52,  61,  139.— Creación  y supresión,  487, 
557.— Etimología,  566.— Libertad  del  municipio,  567. — Definición  legal, 
570,  571.— Expedientes  de  creación  y supresión,  575.— Paso  de  nu  mu- 
nicipio de  uno  á otro  partido,  636. 


iV 

NACION,  4,  5,  6. 

NATURALIZACION  DE  EXTRANJEROS,  432,  1177. 

NECESIDADES  PÚBLICAS  (enumeraciou  y clasificación  de  las), 
14,  15. 

NOTÍFICAOlONES  Y CITACIONES,  2250. 


O 

OBEIDIENCIA  DEBIDA,  155  y sig.— De  los  gobernadores,  294.— De 
los  alcalde?,  350. 
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OBJETOS  DEL  DERECHO  ADMINISTRATIVO,  670  y sig*. 

utilidad  pública,  G36,  2l26,  2127,  2128. 
OBRAS  EN  LOS  RIOS,  1144  y sig:. 

OBRAS  PÚBLICAS:  Obras  del  estado,  1490. —Clasificación,  1491.— 
Coiistmccion,  1492,  IñOl,  1502,  1503,  1505  y sig-. — Obras  de  las  provin- 
cias, 1510,  1511.— De  los  municipios,  1512  y sig.— Mixtas,  1520  y sig., 
2415. 


OCUPACION  DE  TERRENOS  PARA  LA  EJECUCION  DE  OBRAS 
PÚBLICAS,  2120,  2121. 

OFICIOS  CONCEJILES.  V.  Cargos  concejiles. 

ÓRDEN  PÚBLICO,  772  y sig.— Le3'  de  orden  público,  794  y sig., 
2395. 

ORDENACION  DE  PAGOS,  271,  2017. 

ORDENANZAS,  187. 

ORDENANZAS  GREMI.aLES,  1853,  1854. 

ORDENANZAS  DE  POLICÍA  URBANA  Y RURAL,  634. 
ORGANIZACION  ADMINISTRATIVA,  25,  36,  150  y sig. 


P 


PADRE  DE  FAMILIA,  U52,  1153. 

PADRON  DE  HABITANTES,  614,  1301  y sig. 

PARADA  Ó PARTIDOR,  2106. 
pasaportes,  782. 

PARCELAS,  1782,2131. 

PATENTES  DE  SANIDAD,  745,  746. 

PATRIMONIO  REAL,  1369  y sig. 

PATRONATO  Y PATRONAZGO.  V.  Protectorado. 

PATRONOS  DE  LOS  ESTABLECIMIENTOS  DE  BENEFICENCIA, 

1008.  ■ 

PERSONAS,  671,  672,  673,  675  y sig. 

PERTENENCIAS  MINERAS,  1724  y sig.,  1743,  1744,  l74r;,  l/48.-Dcs- 


linde,  2342. 

PESCA,  1805  y sig.,  2398. 

PESOS  Y MEDIDAS,  1945  y sig. 

PLAGAS  DEL  CAMPO,  1847,  1848. 

PLAZOS  DEL  PROCEDIMIENTO  CONTENCIOSO-ADMlNlSTRAri- 
VO,  2312. 

PLAYA,  1381  y sig.  . . • rci  «ío- 

POBLACION,  679  y sig.-Oenso,  680.— Registro  civil,  681  y sig. 

POBLACION  RURAL,  1825,  1826. 

POBRES  INVÁLIDOS,  926,  953  y sig. 

POBRES  VÁLIDOS,  926,  941  y sig.-Legislacion,  947  y .sig. 
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PODEK,  2,  3. 

PODER  ADMINISTRATIVO,  95  y sig“. 

PODER  EJECUTIVO,  81,  S2. 

PODER  JUDICIAL,  85. 

PODERES  EXTRAORDINARIOS,  793,  798,  806. 

PODERES  PÚBLICOS,  9,  10,  11,  74.— Su  mutua  independencia,  80» 
81,  82,  85  Y sip:. 

POLICÍA  DE  LA  ALIMENTACION,  758,  759. 

POLICÍA  DE  LAS  AGUAS,  1460  y sig-.,  2101,  2102. 

POi'dCÍA  DE  LOS  ABASTOS,  691,  692. 

POLICÍA  DE  LOS  MENDIGOS,  1026  y sig-. 

POLICÍA  DE  SEGURIDAD,  6l7,  778,  780. 

POLICÍA  sanitaria,  720  y sig.,  725,  743  y sig-. 

POLICÍA  URBANA  Y RURAL,  616,  1841  y sig.,  2320,  2342,  2382,  2415. 

PÓSITOS,  701.— Su  origen,  702.— Existencias,  703.— GoBiemo,  704.— 
Refandicion,  705  —Administración,  706  y sig.— Utilidad  de  los  pósitos, 
717,  718. 

POTESTAD  DE  CORRECCION  Y DISCIPLINA,  190. -De  los  goberna- 
dores, 301  y sig. — De  los  alcaldes,  354,  355,  2315,  2316. 

POTESTAD  LEGISLAT[VA,75,  79,  80. 

POTESTAD  reglamentaria,  184,  185,  187  y sig.— De  los  goberna- 
dores, 294,  308,  309. — De  los  alcaldes,  351,  352,  353. 

PRESAS  MARÍTIMAS,  427. 

PRESIDIOS,  883  y sig. — Gobierno,  885. — Atribuciones  de  los  goberna- 
dores, 886,— Régimen  y disciplina,  887. — Comandantes,  888.— Correc- 
ción de  los  i)anado3,  890. — Trabajo  interior,  892. — Clasificación,  893. — 
Instrucción,  894. — Trabajos  exteriores,  896  y sig. — Administración,  899 
y sig. — Cumplimiento  de  condenas,  903  y sig, — Intervención  de  la  jus- 
ticia, 906  y sig. 

PRESOS:  Clasificación,  827,  828. — Trabajo,  831  y sig.— Aislamiento, 
834  y sig-.— Instrucción,  849  y sig. — Liberación,  852  y sig. — Alimenta- 
ción de  los  presos  pobres,  876,  877,  878.— Conducción  y traslación  de  los 
presos,  909  y sig. 

PRESTACION  PERSONAL,  6:33,  1363,  1517,  1518. 

PRESUPUESTOS  GENERALES,  2029  y sig.,  2039, 2040. 

PRESIiPUESTOS  MUNICIPALES,  620. — Su  formación,  2065. — Gas- 
tos, 2066.— Ingresos,  2067. — Arbitrios,  2068  y sig. — Aprobación  del  pre- 
supuesto, 2077,  2078  , 2079.— Cuentas , 2080,  2081,  2082. 

PRESUPUESTOS  PROVINCIALES,  483  , 484.  — Gastos  obligatorios, 
2057. — Ingresos,  2058. — Formación,  discusión  y votación  del  presupues- 
to, 2059,  2060.— Presupuesto  extraordinario,  2061,  2062  —Cuentas,  2063, 
2064. 

PRISION  CELULAR,  834  y sig. 

PRISIONES,  808  y sig. — Sus  fines  principales,  823. — Preventivas,  824 
y sig.— Represivas,  830  y sig. — Gobierno,  857  y sig. — Intervención  de 
la  justicia,  861.— Clasificación,  869. 
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^^'’^^NCION,  PEUFECCION  É INTRODUCCION 
1869  y sig— Concesión,  1876  y sig.-Oaducidad,  1880— Jurisprudencia,’ 
2373  y sig . ’ 

PRIVILEGIOS  EXCLUSIVOS,  PRIVATIVOS  Y PROHIBITIVOS,  1806, 
1862. 

PROCEDIMIENTOS,  672  , 2135,  2136,  2137. — Procedimiento  ante  las 
Comisiones  provinciales,  2193  y si^.—Ante  el  Consejo  de  Estado,  2245 
y sig. 

PROFESIONES  MÉDICAS.  760  y sig.,  2399. 

profesorado  OFICIAL,  1105  y sig. 

PRÓFUGOS,  1339  y sig-. 

PROPIEDAD  INDUSTRIAL,  1868  y sig. 

PROPIEDAD  LITERARIA,  1809  y sig. 

PROTECTORADO  DE  LOS  ESTABLECIMIENTOS  DE  BENEFICEN- 
CIA, 1006  y sig.,  1013. 

PROVIDENCIAS  TNTERLOCUTÜRIAS  Y RESOLUCIONES  DEFINI- 
TIVAS, 2291  y sig.,  2296,  2297  y sig. 

PROVINCIA,  44,  45,  46,  139,  459  y sig. — Variación  de  límites,  636. 

PROYECTOS  DE  LEY,  435. 

PUEBLO,  326,  327,  329,  558,  559. 

PUEBLOS  AGREGADOS,  660  y sig. 

PUERTOS,  1583  y sig. 


0 


QUINTAS,  2400.  V.  Servicio  onilUar. 


R. 


REAL  PATRONATO,  426. 

REALES  DECRETOS,  186. 

REALES  ÓRDENES,  195. 

RECARGOS  Y ARBITRIOS,  1998. 
reclamaciones  DE  I.OS  QUINTOS,  1325  y sig. 

RECTORES  DE  LAS  UNIVERSIDADES,  370.  1064,  1104. 

RECURSOS  CONTRA  LAS  SENTENCIAS  DEFINITIVAS:  De  Ínter- 
ore  tacion  2224,  2225.— De  apelación,  2226  y sig.- -De  nuhdnd,  2230, 
2231,  2232,  23U.-De  revisión,  2298,  2310.- Jurisprudencia,  2408  y 9i- 

^'recusÍS  de  eos  individuos  de  las  comisiones  pro- 

VINCIALES,  2201  y sig.— De  los  consejeros  do  Estado.  2242,  2243,  2244. 
REDENCION  DEL  SERVICIO  MILITAR,  1337. 
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REEMPLAZO  DE  LA  ARMADA.  Y.  Servicio  naval. 

REEMPLAZO  DEL  EJÉRCITO,  1296.  V.  Servicio  militar. 

REFORMA  PENITENCIAL,  815,  818  y sig.,  858. 

RÉGIMEN  MUNICIPAL,  557  y sig.,  564  y sig. 

REGISTRO  CIVIL,  687. 

REGISTRO  DE  MINAS,  1737  y sig. 

REGLAMENTOS  DE  ADMINISTRACION  PÚBLICA,  88,  184.— Regla- 
mentos incoDStitucionales,  188,  189,  191  y sig.,  421. 

REINTEGROS  Á LA  HACIENDA  PÚBLICA,  2019,  2020,  2038. 

RELACIONES  CON  LAS  POTENCIAS  EXTRANJERAS,  204. 

REPARTIMIENTO  DE  QUINTOS,  1297  y sig. 

RESCISION  DE  LOS  CONTRATOS  ADMINISTRATIVOS,  1606,  1607, 
1608,  2351.  2352. 

RESIDENCIA  DE  LOS  FUNCIONARIOS  PÚBLICOS,  167. 

RESPONSABILIDAD  ADMINISTRATIVA,  35. — De  los  gobernadores 
de  provincia,  318,  319. — De  los  aicaldes,  358.— De  los  individuos  de  las 
Diputacioaeg  y Comisiones  provinciales,  528  y sig.— De  los  individuos 
de  Ayuntamiento,  648  y sig. 

RESPONSABILIDAD  JUDICIAL:  Délos  gobernadores  de  provincia, 
318,  320,  321. — De  los  alcaldes,  358,  365. — De  los  individuos  de  las  Dipu- 
taciones y Comisiones  provinciales,  528  y sig. — De  los  individuos  de 
Ayuntamiento,  648  y sig. 

RESPONSABILIDAD  MINISTERIAL,  179,  247,  248. 

REY,  179,  180.— Sus  prerogativas  constitucionales,  181  y sig. 

RIBERA,  1411  y sig. 

RIEGOS,  1434  y sig. 

RIOS,  1394  y sig.,  1400,  1404,  1422,  U23,  1424. 

ROTURACIONES  ARBITRARÍAS,  1618. 


s 


SALA  DE  LO  CONTENCIOSO,  2238,  2239. 

SALUBRIDAD  PÚBLICA, 720  y sig.,  726,  727,  728. 

SALVAMENTO,  2098. 

SECCION  DE  I.O  CONTENCIOSO,  2234  y sig. 

SECCIONES  DE  FOMENTO,  369. 

SEGUNDA  ENSEÑANZA,  V.  Instr%ccion  secundaria. 

SENTENCIAS,  2215,  2216,  2217. 

SERVICIO  MILITAR,  1286  y sig. — Obligatorio,  1291  y sig. 

SERVICIO  NAVAL,  1349  y sig. 

SERVIDUMBRES  PECUARIAS,  1837. 

SERVIDUMBRES  PÚBLICAS,  2083,  2084.-Perpétuas,  2085  y sig.— Na- 
turales, 2C93,  2094.—  Legales,  2095.— Temporales,  2120. — Deslinde,  2342. 
—Jurisprudencia,  2342,  2384,  2411. 


alfabético. 


sistema  OAKOELAEIO,  810,  8U.-Historia,  816 
blfeTEirlA  PREVENTIVO,  775,  776  779  780  1170 
SISTEMA  REPRESIVO,  775,  777  ’ ’ 

SOBERANIA,  6. 

SOBERANO,  4. 


y 


sií?. 


SOCIEDAD,  1,  2,  3,  5. 

SOCIEDADES  ANÓNIMAS,  1911  y síg.,2413. 

SORTEO  PARA  EL  SERVICIO  MILITAR,  1308  y si<?. 
SUBDELEGADOS  DE  SANIDAD,  374.  ' 

SÚBDITO,  4. 
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toUBGOBERNADORES,  323, — Sus  atribuciones,  324,  325. 
SUBSECRET  ARIOS,  y sig.— Atribuciones,  254, 255.— De  Hacienda, 

'256.— De  G-obernacion,  257,— De  Estado,  Gracia  y Justicia,  Guerra  y Ma- 
rina, 260. — Su  nombramiento,  262. 

SUBSISTENCIAS  PUBLICAS,  691  y si^^. 
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